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BERECHO  ADMINISTRATIVO 


Su  deniiición. —  Precisar  exactamente  la  no- 
cióu  de  este  ramo  del  Derecho  es  bastante  difí- 
cil, tanto  por  el  peligro  de  traspasar  su  propia 
esfera,  cnanto  por  omitir,  al  ser  demasiado  pre- 
ciso, parte  de  su  contenido.  La  matei'ia  que  abra- 
za es  sumamente  vasta:  ya  si  se  atiende  á  lo 
complicado  y  extenso  de  los  órganos  de  la  Ad- 
ministración; ya  á  los  numerosos  servicios  que 
de  ésta  reclama  la  sociedad,  ya  porlin  a  lo  múl- 
tiple y  variado  de  la  materia  administrativa, 
que  la  cultura  de  los  pueblos  renueva  incesan- 
temente. 

Sin  embargo  de  esta  dificultad,  se  ha  dicho 
que  el  Derecho  Administrativo  es  la  ciencia  que 
estudia  las  leyes  que  determinan  las  relaciones 
de  la  administración  con  los  administrados,  es 
decir:  ^'la  ciencia  de  la  acción  y  de  la  competen- 
cia del  poder  central  y  de  los  administradores 
locales  en  sus  relaciones  con  los  derechos  ó  in- 
tereses de  los  administrados  y  con  el  interés 
general  del  Estado." 

Lo  que  comprende  su  estudio.- Según   esta    defi- 
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nición,  el  estudio  del  Derecho  Administrati- 
vo comprende:  I.""  El  estudio  de  las  leyes 
administrativas  y  en  general  de  todas  las  leyes 
sociales  que  no  tengan  por  objeto  servir  de 
base  á  la  organización  del  Estado,  ó  castigar 
los  delitos  y  reglar  los  contratos  entre  los  parti- 
culares; 2.**  El  estudio  de  las  autoridades  admi- 
nistrativas, ó  sea  de  los  órganos  de  la  Adminis- 
tración, encargados  de  los  diferentes  servicios 
que  nacen  de  las  relaciones  entre  ésta  y  los  aso 
ciados;  y  8/  el  de  los  intereses  morales  y  mate- 
riales de  los  administrados,  ó  sea  de  sus  necesi- 
dades, en  los  diferentes  órdenes  de  su  actividad, 
tanto  especulativa  como  práctica. 

Ciencia  de  la  Administración  —Todo  ramo  de  la 
ciencia  del  Derecho,  como  toda  ciencia  en 
general,  presenta  dos  partes:  unat  filosófica, 
que  establece  los  principios  generalí\s,  que 
descubre  la  razón,  y  otra  positiva,  que  es  la 
aplicación  de  esos  principios  al  objeto  de  la 
(Ciencia,  su  desarrollo  y  ampliación,  y  que  en 
las  ciencias  del  Derecho  se  manifiesta  por  el 
conjunto  de  leyes  que  dicten  los  Gobiernos.  Así 
pues,  el  Derecho  Administrativo  debe  contener 
un  elemento  científico,  que  proviene  de  los  prin- 
cipios permanentes  que  se  derivan  del  conoci- 
miento de  la  naturaleza  humana,  de  las  rela- 
ciones que  nacen  de  éí^ta  y  de  la  organización 
social  en  la  satisfacxíión  de  las  necesidades  indi- 
viduales y  colectivas,  y  de  un  elemento  jurídi- 
co, compuesto  de  las  leyes  que  aplican  esos 
principios  á  las  diversas  necesidades  para  re- 
glar las  relaciones  del  individuo  con  la  autori- 
dad que  administra  los  intereses  sociales.  Ese 
primer  elemento  es  lo  que  constituye  la  ciencia 
de  la  Administración  ó  sea  la .  ^^Administración 
pura^\  como  la  llama  Colmeiro,  que  la  define: 
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"El  conjunto  de  principios  y  reglas  que  deter- 
minan las  relaciones  del  Estado  y  sus  miem- 
bros." Estas  relaciones,  son  las  natuiales  que 
llamaremos  así,  porque  nacen  de  la  naturaleza 
del  liombre  y  de  la  naturaleza  de  la  organiza- 
ción social.  En  efecto:  la  primera  obliga  al  hom- 
bre á  vivir  en  sociedad;  la  segunda,  hace  nece- 
sario un  poder,  una  autoridad  que  i)r()vea  y 
atienda  á  los  intereses  colectivos,  que  se  forman 
asociándose  los  individuos,  y  de  aquí  que  entre 
esa  autoridad  y  los  asociados,  se  establezca  co- 
nexiones íntimas,  que  son  dichas  relaciones  na- 
turales, y  que  dcxndo  orígeu  á  derechos  y  debe- 
res, requieren  principios  fijos  y  evidentes,  que 
lo  señalen  y  determinen,  en  conformidad  con  lo 
que  ensena  el  estudio  de  la  naturaleza  humana 
y  de  la  sociedad. 

Por  esto  existe  la  Ciencia  Administrativa, 
constituida  por  estos  principios;  así  como  los 
que  emanan  de  las  relaciones  entre  Dios  y  los 
hombreg,  constituyen  la  Religión:  y  los  que  se 
derivan  del  individuo  relacionados  con  el  bien 
moral,  la  moral;  y  los  que  nacen  del  derecho 
común  de  las  naciones,  la  política. 

Los  principios  que  determinan  las  relaciones 
naturales  entre  el  Estado  y  sus  miembros,  son 
traducidos  y  aplicados  por  las  leyes  que  da  el 
poder  social  y  se  convierten  entonces  en  rela- 
ciones legales,  las  que  constituyen  el  Derecho 
Administrativo,  en  su  segundo  elemento  jurí- 
dico ó  positivo.  Entre  estos  dos  elementos  hay 
;3ues,  diferencias  como  hay  diferencias  entre 
'as  relaciones  naturales  y  legales:  entre  lo  abso- 
uto  y  lo  relativo:  ó  lo  que  es  lo  mismo,  entre 
a  ciencia  de  la  Administración  y  el  Derecho 
Administrativo.  La  primera  es  la  doctrina  que 
deben  tener  en  cuenta  los  gobernantes  al  hacer 
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la8  leyes:  el  segando,  estas  mismas  leyes.  Así' 
puede  suceder  muy  bien  que  las  leyes  no  estén 
acordes  con  la  doctrina:  que  el  Derecho  Admi- 
nistrativo no  se  apoye  en  la  ciencia  Adminis- 
trativa. Por  eso  también  se  dice:  Derecho  Ad- 
ministrativo Peruano,  Español,  Francés  y  no  se 
dice,  Ciencia  Administrativa  española,  ni  fran- 
cesa, ni  peruana 

Pero  esta  diferencia,  no  destruye  las  relacio- 
nes que  existen  y  siempre  deben  existir  entre 
ambos  elementos;  dé  manera  que  cuando  el  De- 
recho Administrativo  sea  contrario  á  los  prin- 
cipios de  la  Ciencia  Administrativa,  ese  derecho 
Aunainistrativo  será  malo  y  no  corresponderá 
á  las  necesidades  sociales,  ni  á  las  verdaderas 
relaciones  entre  el  Estado  y  sus  miembros.  Por 
eso  también,  no  debe  tenerse  en  cuenta  esa  di- 
ferencia al  estudiar  el  Derecho  Administrativo 
como  una  ciencia.  En  este  caso,  los  dos  elemen- 
ten se  reúnen,  se  apoyan,  y  si  bien  se  conserva 
su  diferencia,  ambos  forman  parte  de  un  mis- 
mo estudio;  sirviendo  los  principios  del  elemen- 
to científico  para  explicar  las  leyes  del  elemento 
positivo.  Separarlos,  es  hacer  del  Derecho  Ad- 
ministrativo, no  una  ciencia  sino  una  colección 
de  las  leyes  de  un  país:  no  un  estudio  razonado, 
sino  una  reseña  estéril  de  las  disposiciones  de 
una  Administración:  no  un  cuerpo  de  doctrina 
aplicado  á  la  práctica,  sino  una  enumeración 
en  quo  se  carece  de  criterio  para  juzgar  y  ana- 
lizar las  leyes.  De  modo  pues,  que  sin  necesidad 
d«  confundir  el  Derecho  Administrativo  con  la 
Ciencia  Administrativa,  su  estudio  debe  perma- 
necer unido  y  formar  una  sola  ciencia,  sea  que 
se  le  quiera  llamar  ciencia  de  la  Administra- 
ción, sea  que  se  le  nombre  ciencia  de  Derecho 
Administrativo,  lo  que  nos  parece  más  propio; 
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pues  esa  denominación  de  ciencia  del  Derecho, 
envuelve  la  idea  de  dos  elementos:  uno  filosófi- 
co y  otro  pasitivo;  teoría  y  práctica;  principios 
y  leyes. 

Conocimientos  auxiliares  del  Derecho  Administrati- 
w.-'JEs  indudable  que  todas  las  ciencias,  relacio- 
nadas como  están  entre  sí,  se  prestan  mutua- 
mente apoyo,  y  las  doctrinas  de  la  una  sirven 
á  la  otra  para  sus  investigaciones.  Pero  entre 
estas  ciencias  hay  unas  que  están  más  inmedia- 
tamente relacionadas  con  el  Derecho  Adminis- 
trativo y  cuyo  conocimiento  es  indispensable  al 
administrador.  Entre  estas  son  las  más  impor- 
tantes el  Derecho  Constitucional  ó  ciencia  Polí- 
tica, la  Economía  Política  y  la  Estadística.  El 
primero,  porque  le  enseña  sus  fuentes  y  le  traza 
sus  límites;  los  últimos  porque  le  dan  datos  y 
noticias. 

Eln  el  Derecho  Constitucional,  encuentra  la 
Administración  su  base,  desde  que  él  estudia 
la  teoría  de  la  Sociedad,  sus  elementos  y  las  le- 
yes propias  á  que  obedece,  indispensables  para 
conocer  y  apreciar  verdaderamente  los  intere- 
ses y  necesidades,  que  estudia  para  satisfacer- 
las el  Derecho  Admmistrativo.  La  ciencia  polí- 
tica .y  constitucional  le  enseña  su  origen,  desde 
que  expone  los  principies,  sobre  que  se  debe 
basar  la  organización  del  poder,  cuyos  detalles 
desarrolla  la  ciencia  administrativa;  y  por  últi- 
mo, desde  que  la  Carta  Fundamental  de  un  Es- 
tado, que  es  el  elemento  jurídico  del  Derecho 
Constitucional,  es  la  fuente  de  la  legitimidad 
de  todas  las  disposiciones  administrativas  que 
componen  el  elemento  positivo  del  Derecho  Ad- 
ministrativo. 

La  Economía  Pelítica,  investiga  las  leyes  na- 
turales de  la  producción,  circulación  y  consumo 
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de  la  riqueza  social  y  demuestra  que  la  morali- 
dad y  honradez,  causa  de  crédito,  son  también 
causas  de  la  prosperidad  económica;  y  como 
ésta  es  la  base  de  todo  bienestar  y  se  armoniza 
con  el  bien  común  y  el  interés  colectivo,  el  De- 
recho Administrativo,  debe  apoderarse  de  aque- 
llos princi}>ios,  y  considerarlos,  al  estudiar  las 
relaciones  de  la  Administración,  en  lo  referente 
á  la  agi-icultura,  industria,  vías  de  comunica- 
ción, y  en  general,  sobre  todos  los  modos  como 
se  manifiesta,  el  movimiento  activo  de. la  so- 
ciedad. 

La  Estadística,  aritmética  de  los  hechos  so- 
ciales, que  agruj^a  y  manifiesta  numéricamente, 
y  cuyos  datos  suministran  el  conocimiento  exac- 
to y  profundo  del  movimiento  de  la  sociedad, 
en  todas  las  órdenes  y  esferas  de  su  actividad; 
tiene  que  ser  indispensable  y  precisa  ])ara  el 
Derecho  Administrativo,  que  tiene  que  modifi- 
car, ampliar  ó  suprimir  sus  preceptos,,  en  con- 
formidad con  los  datos  que  la  Estadística  sumi- 
nistre, en  lo  relativo  al  territorio,  población 
subsistencias,  propiedad  rústica  y  urbana;  y  al 
movin^iento  mismo  de  la  sociedad,  en  el  grado 
que  haya  alcanzado,  de  instrucción,  moralidad 
y  cultaia.— En  una  palabra,  la  Estadística  es 
una  fuente  perenne  de  ilustración  y  un  guía 
seguro  para  la  Administración,  que  sin  ella 
marcharía  á  ciegas  y  muchas  veces  contrarian- 
do el  desarrollo  social. 

Codiíieaeióu  del  Derecho  Administrativo.— Se  ha 
suscitado  entre  los  pubhcistas  franceses,  no 
ha  mucho  tiempo,  la  cuestión  de  si  es  posi- 
ble la  codificación  del  Derecho  Administrati- 
vo; cuestión  que  Laferriere  considera  digna  de 
un  examen  especial  y  profundo,  por  cuanto  se 
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enlaza  con  ios  interesas  del. Estado,  de  la  socie- 
dad y  de  la  enseñanza. 

Hay  dos  maneras  de  codificar:  una  oficial  ó 
pública  y  otra  privada  ó  doctrinal.  La  primera 
es  la  reunión  de  todas  las  disposiciones  ó  pre- 
ceptos de  un  Derecho,  en  un  sistema  ordenado, 
meditado,  compuesto  y  publicado  por  el  legisla- 
dor, para  que  tengan  todos  sus  textos  autoridad 
y  fuerza  de  ley;  la  segunda  es  esa  misma  reu- 
nión más  ó  menos  razonada,  más  ó  menos  críti- 
ca, de  todas  las  disposiciones  del  Derecho  de  un 
país,  hecha  por  un  jurisconsulto,  e:i  interés  de 
la  ciencia  y  formando  un  cuerpo  de  doctrina. 

Excusado  es  decir,  que  esta  segunda  manera 
de  codificar  no  es,  ni  puede  ser  imposible  y  siem- 
pre será  provechosa  y  fecunda  en  resultados; 
aunque  en  realidad,  yo  no  llamaría  á  esto  formar 
un  Código,  sino  estudiar  científicamente  una 
legislación  ó  compilarla,  dejando  esa  palabra 
codificar,  para  cuando  proviniese  de  la  autori- 
dad y  su  redacción  fuese  oficial,  metódica  y 
concisa,  y  reducida  á  precej^tos  expuestos  des- 
carnadamente y  con  fuerza  de  K  y.  La  cuestión 
de  la  codificación  administrativa  queda,  pues, 
reducida  á  la  hipótesis  de  un  Código  oficial  ema- 
nado de  la  autoridad,  y  en  el  que  se  expusiesen 
todos  los  preceptos  sobre  administración,  orga- 
nización e  intereses  sociales,  tales  cómo  obras 
públicas,  instrucción,  policía,  etc.,  de  una  mane- 
ra ordenada,  metódica  y  concisa.  Así  planteada 
la  cuestión,  no  es  posil)le  proimn ciarse  por  la 
afirmativa,  desde  que  el  elemento  fijo,  constan- 
te de  observancia  uniforme  y  expresión  de  la 
verdad  abstracta  que  entra  en  todo  Derecho,  se 
encuentra  en  el  Administrativo  en  muy  corta 
cantidad,  mientras  que  el  otro  elemento  del  De- 
recho, que  es  variable,  distinto  en  cada  Nación, 
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y  aún  en  cada  pueblo,  porque  es  la  expresión  de 
sus  necesidades,  hábitos,  caráQter,  territorio  y 
riqueza,  forma  la  parte  principal  del  Derecho 
Administrativo.  Por  esto  es  que  bí  las  leyes  ci- 
viles que  se  fundan  en  relaciones  permanentes, 
forman  €ódigos  oficiales  en  todo  el  mundo;  las 
administrativas,  expresión  de  los.m^s  leves  ítc; 
cidentes  de  la  vida  sQcial,  no  han  sido  codifica- 
das en  ninguna  parte. 

Además,  dice  Mallein,  la  hipótesis  del  Código 
oficial,  cae  por  su  base  ante  este  dilema: 

o  el  Código  no  comprenderá  sino  precepto  de  observancia  cons- 
tante y  genera),  en  cuyo  caso  serán  tan  pocos  y  de  tan  rara  aplica- 
ción que  los  administrados  apenas  sacarán  provecho  alguno;  ó.«l 
Qódigo  abrazará  también  reglas  ^peci^les  é  inconstantes,  y  enton- 
ces íio  sólo  se  disipará  la  confusión  actual,  sino  que  aumentará  para 
los  administrados,  quienes  pocos  afios  después  de  su  promulgación 
s^án  conducidos  por  un  gula  falso  á  consecuencia  déla  derogación 
•  ó  modificación  de  una  multitud  de  textos. 

Finalmente,  si  los  progresos  de  la  ciencia  mo- 
derna, le  han  llevado  á  plantear,  como  veremos 
4espijés,  que  un  buen  sistema  de  Gobierno  no 
debe  ser  central,  ni  tener  ingerencia  en  ciertos 
intereses  sociales;  un  Código  oficial  administra- 
tivo, es  inadmisible  y  completamente  inútil; 
desde  que  dicho  Código  tendría  que  ser  una  ley 
general,  de  común  observancia  para  todas  las 
localidades,  y  los  intereses  sociales  de  que  él  se 
ocupara,  son  peculiares,  propios  de  cada  una  de 
éstas,  de  su  exclusiva  competencia  y  dirección 
y  ajenos  enteramente  del  poder  oficial  ó  central. 

Fuentes  del  Deifcho  Administrativo.— Tres  pode- 
mos decir  que  son  las  fuentes  de  donde  emana 
el  Derecho  Administrativo;  1.*^  las  leyes;  2.^  las 
disposiciones  emanadas  de  la  Adníinistración;  y 
3."*  las  costumbres. 

La  ley  es  la  que  traduce  en  la  sociedad  los 
principios  del  Derecho.  De  ella  emanan  todas 
nuestras  obligaciones  y  debe  ser  la  regla  de  to- 
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das  nuestras  relacioneí^í.  Ella,  como  dice  Vívien 
**ordena  y  astablece  reglan;  deteimina  los  dere- 
eli08  políticos  y  civiles;  decreta  las  cargas  de  los 
eiudadanoB:  autoriza  los  gastos;  constituye  la 
fuerza  pública,  y  mueve  Cí>n  luano  soberana 
todos  los  intereses  sociales,  morales  ó  materia- 
les, exteriores  ó  interiores,  individuales  ó  colec- 
tivos/' Extiende,  pues,  si>  protección  y  abraza 
todas  las  relacioues  sociales,  entre  Las  (jue  están 
las  que  son  objeto  del  Derecho  Administrativo; 
y,  por  consiguiente,  son  las  leyes  la  fuente  más 
pura  y  el  más  alto  origen  del  Derecho  Admi- 
nistrativo. 

Pero  la  ley  es  general,  sólo  establece  princi- 
pios; no  puede  abarcarlo  todo,  ni  preverlo  todo; 
fio  desciende  á  los  detalles.  La  ley  ordena,  pero 
no  obra:  toca  á  la  Administración  desarrollar 
estas  órdenes,  este  principio  de  acción,  conteni- 
do en  la  ley.  Por  esto,  en  sus  delicadas  tareas 
está  obligada  á  imprimir  el  movimiento,  que 
ordena  el  pensamiento  del  legislador;  á  llenar 
los  vacíos  que  al  hacer  ejecutar  la  ley,  se  notí^ 
en  ella;  y  esto  lo  ejecuta  por  medio  de  sus  dis- 
posiciones, que  son  como  el  complemento  de 
ley,  es  decir:  por  los  decretos,  reglamentos  cir- 
culares, órdenes. 

Estas,  pues,  son  la  segunda  fuente  del  Dere- 
cho Administrativo. 

Finalmente,  la  costumbre  es  fuente  del  De- 
recho Administrativo,  porque  ella  en  muchos 
casos  suple  el  silencio  de  la  ley,  y  no  solamente 
lo  suple,  sijio  que  aún  deroga  sus  preceptos,  en 
virtud  de  un  consentimiento  tácito.  Si  esto 
sucede  en  todos  los  ramos  del  Derecho,  con 
mucha  mayor  razón  en  el  Derecho  Administra- 
tivo, donde  la  costumbre  es  más  poderosa;  por- 
que hay  necesidades  más  complicadas,  acciden- 


-lo- 
tes más  numerosos  y  frecuentes,  pormenores 
abundantes;  en  una  palabra,  un  elemento  más 
fugaz,  más  variable.  Así  se  observa  con  fre- 
cuencia, que  una  ley  general  deja  á  salvo  las 
ordenanzas  y  reglamentos  i)articulares. 

Gobierno.— Esta  palabra  en  su  más  lata  acep- 
ción, significa  el  conjunto  de  los  poderes  que 
dirigen  la  voluntad  y  encaminan  la  acción  so- 
cial hacia  el  bien  común.  El  Gobierno,  pues, 
reasume  todos  los  poderes,  ó  mejor  dicho,  posee 
la  plenitud  de  las  facultades  que  son  propias  de 
la  sociedad  y  que  ésta  no  puede  ejercer  por  sí 
misma:  el  Gobierno  dicta  la  ley,  declara  el  de- 
recho y  provee  al  bien  común;  esto  es,  legisla, 
juzga  y  administra. 

Es,  como  dice  Pradier  Fodéré,  el  ejercicio  del 
poder  supremo  en  el  Estado. 

Pero  esta  acepción  de  la  palabra  Gobierno  se 
ha  restringido  en  la  Ciencia  Administrativa, 
expresando  únicamente  la  idea  de  un  poder  cen- 
tral, que  representa  á  la  sociedad  en  la  persona 
de  un  jefe  investido  con  todas  las  facultades 
necesarias  para  hacer  cumplir  la  ley;  pero  sin 
atribuciones  en  cuanto  a  la  legislación  y  á  la 
justicia.  Considerado  así,  el  Gobierno  es  lo  mis- 
mo que  Poder  Ejecutivo;  y  en  este  sentido,  limi- 
tado y  tal  vez  inexacto,  pero  admitido  por  el  uso 
y  por  los  muchos  publicistas,  comprende  la  po- 
lítica que  imprime  la  dirección  moral  en  la  so- 
ciedad y  dirige  la  marcha  del  Estado,  interior  y 
exteriormente;  y  la  Administración  propiamen- 
te dicha  que  pone  en  ejecución  las  leyes  que  se 
ocupan  del  bien  general. 

Poderes.— Acabamos  de  decir  que  el  Gobierno 
está  constituido  por  el  ejercicio  del  poder,  y  por 
consiguiente,  esta  palabra  tomada  en  un  senti- 
do general,  designa  la  facultad  de  gobernar,  que 
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estrictamente  sólo  corresponde  á  la  Nación.  Pe- 
ro ésta  no  puede  ejercerla  por  sí  misma,  y  de 
aquí  que  la  delega  á  cierto  número  de  indivi- 
duos que  están  encargados  de  dar  lej-es,  de  eje- 
cutarlas y  de  aplicarlas:  á  cada  una  de  estas 
misiones,  se  nombra  también  Poder.  Por  esto 
se  dice,  que  en  una  Nación,  hay  varios  poderes, 
y  la  reunión  de  todos  es,  como  ya  hemos  visto, 
lo  que  forma  el  Gobierno. 

División  del  Poder.— Esta  triple  faz  con  que  se 
presenta  el  poder,  esas  misiones  distintas  de  le- 
gislación, administración  y  justicia,  no  pueden, 
según  la  sana  teoría  moderna,  estar  en  l«s  ma- 
nos de  una  sola  persona  ó  do  una  Corporación, 
porque  esta  absorción  de  Ires  funciones  entera- 
mente distintas  en  una  sola  personalidad,  es  la 
muerte  de  la  libertad.  El  que  dá  leyes  tiránicas, 
las  hará  ejecutar  tiránicamente,  y  mal  puede 
aplicar  la  justicia,  quien  no  reconoce  poder  que 
á  él  lo  juzgue.  Por  esto,  el  Dereclio  Público  mo- 
derno ha  establecido  el  pi'incipio  de  la  separa- 
ción ó  división  de  los  poderes,  considerando  se- 
gún esas  diversas  funciones,  tres  Poderes: — 
Legislativo,  ó  que  dá  las  leyes:  Ejecutivo,  que 
las  hace  ejecutar  y  las  aplica  en  los  casos  de 
interés  general;  y  Judicial,  encargado  de  su  apli- 
cación, para  dirimir  las  controversias  entre  los 
particulares. 

Estas  tres  funciones  pueden  referirse  á  la 
Nación  entera  ó  una  localidad,  y  de  aquí  otra 
división  del  poder,  en  Nacional  y  local  ó  muni- 
cipal, según  que  se  dirija  á  los  intereses  gene- 
rales de  toda  la  Nación,  ó  que  se  ocupe  de  los 
intereses  particulares  (le  cada  una  las  divisio- 
nes territoriales  de  ésta. 

Conocida  la  división  de  los  podcrc^s,  establez- 
camos suscintamente  cuales  son  las  condicio- 
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nes  esenciales  para  su  organización.  Pueden 
oírse  que  son  dos:  1.'  Que  haya  entre  todos  los 
poderes  Ja  conveniente  separación,  para  que  no 
se  mvadan  recíprocamente  y  llegue  alguno  4e 
ellos. á  absorver  á  los  demás.  Este  principiojde 
la  separación  de  los  poderes,  es  de  la  más  aJta 
importancia,  puesto  que  la  confusión  de  ellos  y 
ías  usurpaciones  que  pueden  hacerse,  conducen, 
como  hemos  dicho,  al  despotismo,  el  más  terri- 
ble de  los  males.  Pero  tampoco  dichos  poderes 
deben  estar  completamente  desligados  entreoí: 
puesto  que  esto  traería  la  lucha  entre  ellos,  y 
por  tanto  la  anarquía,  el  más  torpe  de  los  abu- 
sos, begun  esto,  los  Poderes  deben  ser  indepen- 
dientes en  el  ejercicio  desús  funciones:  pero 
manteniendo  entre  sí  las  relaciones  necesarias, 
para  no  turbar  la  armonía  y  el  equilibrio  que 
debe  reinar  en  la  marcha  del  Estado. 

lia  segunda  condición  esencial  es  que  perte- 
neciendo el  poder  exclusivamente  á  la  Nación 
de  quien  emana,  sólo  ella  debe  conferirlo  De 
?J?^I^.-^'^^  ^  elección  popular,  es  el  único  me- 
dio legítimo  de  constituir  los  poderes  públicos, 
.^n  esta  teoría  unos  creen  que  dicha  elección 
debe  hacerse  únicamente  del  Legislativo  y  Eje- 
cutivo en  sus  más  altos  funcionarios,  y  supues- 
to que  hay  muchos  cargos  que  exigen  conoci- 
mientos especiales,  cuya  apreciación  está  lejos 
del  alcance  de  la  mayoría  del  pueblo,  deben 
aquellos  tener  Ja  facultad  de  nombrar  sus  agen- 
tes. Otros,  por  el  contrario,  afirman,  que  el  po- 
der, en  cualquiera  de  sus  expresiones,  Legislati- 
vo, Ejecutivo,  Judicial  ó.  Municipal,  debí,  para 
ser  legitimo,  emanar  del  sufragio  popular 

Ji-1  pronunciarse,  por  uno  ú  otro  sistemk,  de- 
pende de  las  circunstancias  especiales  de  cada 
pueblo;  pero  debemos  decir,  que  en  teoría,  como 
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lina  consecuencia  precisa  de  reconocer  la  Sobe- 
ranía en  toda  Nación,  ésta  debo  elegir,  todos  los 
poderes,  á  los  que  entrega  sus  intereses  y  la 
guarda  de  sus  derechos;  si  bien  no  se  menosca- 
ba en  nada  la  soberanía  nacional,  al  dejará  los 
poderes,  la  facultad  de  elegir  sus  agentes  inme- 
diatos. 

Como  d«be  estar  eonstíhuilorií tía  tinoile  los  poderes. 
— ^  Llenadas  estas  dos  cundiciones,  el  ejercicio 
del  poder  debe  ser,  según  su  naturaleza  y  obje- 
ta conferido,  ya  á  un  sólo  funcionario,  ya  á  una 
corporación j  es  decir:  debe  ser  unipersonal  ó 
colectivo. 

El  Poder  Legislativo  es  de  una  naturaleza 
general:  su  objeto  es  dar  leyes  extensivas  á  toda 
la  Nación;  y  por  consiguiente,  debe  tener  en 
cuenta  y  conocer  perfectamente  las  necesidades 
de  todos  ó  la  mayor  parte  de  los  asociados;  sus 
intereses  colectivos;  sus  costumbres,  et(5.  Este 
conocimiento  es  imposible  en  un  sólo  hombre; 
de  aquí  que  el  Poder  Legislativo  se  confiera  á 
un  conjunto  de  ciudadanos,  que  representan 
cada  una  de  las  divisiones  del  territorio  y  que 
deben  conocer,  de  una  manera  especial,  los  inte- 
reses de  esas  circunscripciones  en  sus  relaciones 
con  el  interés  general.  Con  tanta  mayor  razón 
se  ha  adoptado  esta  organización  colectiva  para 
el  Poder  Legislativo,  cuanto  que  su  acción  que 
tiene  que  ser  lenta,  es  de  deliberación  y  de  dis- 
cusión y  no  de  ejecución. 

No  sucede  lo  mismo  con  el  Poder  Ejecutivo 
que  exije  por  su  naturaleza,  distintas  cualida- 
des. Entre  éstas,  son  indispensables  la  pronti- 
tud, la  energía  y  la  decisión,  necesarias  para 
que  la  aplicación  de  la  ley  sea  igual  y  vigorosa 
y  ha^a  nacer  la  confianza  y  el  respeto.  Estas 
cualidiides  no  pueden  nacer  sino  de  la  unidad 


—  le- 
en la  voluntad  del  que  gobierna,  y  he  aquí  por 
qué  la  autoridad  ejecutiva  debe  estar  limitada 
á  una  sola  persona.  '^iiíSta  unidad,  dice  Kent, 
aumenta  no  sólo  la  eficacia  sino  también  la  res- 
ponsabilidad del  Poder  Ejecutivo,  pues  sus  actos 
pueden  ser  inmediatamente  indagados,  y  su 
responsabilidad  puede  ser  efectiva."  Además  la 
experiencia  ha  enseñado  que  todos  los  pueblos 
que  han  adoptado  un  Ejecutivo,  compuesto,  han 
sufrido  los  males  de  una  débil  é  irregular  ad- 
ministración, sacrificándose  muchas  veces  eí 
interés  público  por  la  división,  la  demora,  la  in- 
decisión consiguientes  á  la  variedad  de  volunta- 
des y  de  pareceres. 

En  cuanto  al  Poder  Judicial,  encargado  de 
administrar  justicia  y  de  aplicar  las  leyes,  para 
terminar  por  juicios  las  colisiones  de  derechos 
que  resulten  entre  los  particulares,  se  ha  adop- 
tado un  método  mixto  en  su  organización,  esta- 
bleciendo Jueces  unipersonales  que  fallan  en 
primer  ji  instancia  y  Tribunales  colectivos  para 
a  revisión  de  esta  instancia  y  también  para  fa- 
jar en  aquellos  casos  que  implican  intereses 
públicos  ó  políticos  de  cierta  naturaleza.  En  esta 
organización,  se  concillan  los  requisitos  esencia- 
les para  la  rectitud  de  las  decisiones,  que  son  la 
unidad  en  la  apreciación  de  las  cuestiones;  la 
prudencia  que  debe  haber  en  fallos  que  atañen 
a  la  vida,  al  honor  y  á  la  propiedad  de  los  aso- 
ciados; pudiéndose,  además  hacer  efectiva  la 
responsabilidad  de  los  Jueces  y  la  pubhcidad 
de  sus  actos. 

Algunas  Naciones  modernas  han  establecido 
el  modo  de  enjuiciar  por  Jurados;  organización 
que  estriba  en  la  separación  de  las  dos  operacio- 
nes distintas  de  que  constan  las  funciones  judi- 
ciales; declarar  si  existe  ó  no  el  hecho,  materia 
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de  la  contención  y  aplicar  lu  ley  qut/  comprende 
dicho  lieclio.— La  primera  se  confía,  á  ciiidada- 
11^^^  ^-Mcadns  mnin^MitiuicaniíMite  dd  piK'hln,  fpie 
inspiren  confianza  á  las  portes  por  su  honradez 
y  probidad;  y  la  segunda  á  Jueces  letrados,  co- 
nocedores del  derecho. 

Por  lo  que  hace  á  ese  poder  local  ó  municipal, 
que  tanta  importancia  tiene  en  el  régimen  de 
libertad,  y  á  cuyo  cargo  corren  intereses  tan  sa- 
grados para  caáa  localidad,  como  son  los  gene- 
leales  para  la  Nación,  debe  organizarse  de  una 
manera  análoga  al  Poder  Legislativo;  es  decir, 
en  asambleas  elegidas  por  el  voto  popular  é  in- 
dependientes de  todo  otro  poder.  Se  hace  nece- 
sario que  se  organice  en  cuerpos  colegiados, 
porque  los  intereses  que  administra  tienen 
también,  en  su  esfez'a,  cierta  generalidad,  y  lo 
complicado  é  importante  de  ellos,  requiere  mu- 
cha madurez  y  acierto  en  sus  decisiones,  lo  que 
sólo  se  consigue  con  la  deliberación  y  la  dis- 
cusión. 

Relacionen  y  (lifereiicias  entre  los  tres  poderes.^ 
El  principio  de  la  separación  ó  división  de  los 
Poderes,  que  hemos  señalado  como  una  de  las 
condiciones  esenciales  de  su  organización,  es 
una  consecuencia  ineludible  de  las  marcadas 
diferencias  que  la  ciencia  sefíala  entre  esas  di- 
visiones. Pero  no  por  esto  se  crea  que  estos  tres 
Poderes  ó  divisiones  del  Poder,  son  otras  tantas 
piases  enteramente  distintas,  en  su  origen,  na- 
turaleza y  fin,  de  manera  que  marquen  tres  es- 
fera de  acción  enteramente  distintas  tres  orga- 
nismos p  :)líticos,  que  deben  obrar  completamen- 
te por  separado.  Nada  de  eso,  los  tres  Poderes 
no  son  sino  tres  modos  como  el  Poder  Político, 
ejerce  su  acción,  distintos  en  sus  funciones  y 
organización,  pero  enlazados  entre  sí  por  ser 
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manifestaciones  de  una  unidad,  puesto  que  ese 
Poder  Político,  es  uno  por  su  origen,  porque  lo 
es  la  sociedad,  y  uno  en  su  fin,  porque  se  propo- 
ne la  realización  del  principio  ael  Derecho.  Por 
esto  es,  que  esas  tres  funciones  del  Poder  Polí- 
tico, si  presentan  diferencias  nacidas  de  su  or- 
ganización y  del  modo  especial  como  en  cada 
una  se  i-ealiza  el  derecho;  presentan  también 
Intimas  relaciones  que  mantienen  la  armonía, 
como  las  diferencias  originan  la  independencia, 
y  que  son  necesarias  para  la  marcha  regular  y 
ordenada  del  Estado. 

Este  principio  de  la  separación  y  división  de 
los  Poderes,  elevado  á  teoría  filosófica  por  Blacks- 
tone  y  Montesquieu,  y  admitido  en  casi  todas 
las  Naciones  modernas,  si  no  en  la  práctica,  al 
menos  en  la  teoría;  es  tati  importante  que  con- 
\iene  señalar  detalladamente  sus  diferencias  y 
relaciones. 

Desde  luego,  los  tres  Poderes  se  relacionan 
entre  sí:  primero  por  su  origen,  que  es  lo  que 
hace  legítima  su  existencia.  Este  origen,  como 
lo  hemos  dicho,  está  en  la  elección  popular  ó  con 
más  generalidad,  en  la  sociedad;  segundo,  por 
el  fia  que  están  llamados  á  realizar,  fin  que  no 
es  otro  que  el  principio  fundamental  del  Dere- 
cho, base  y  apoyo  de  las  otras  ideas  fundamen- 
tales y  regla  de  todos  los  elementos  constituti- 
vos del  organismo  social.  Así  el  Poder  Legisla- 
tivo dá  leyes  que  traducen  el  principio  del  De- 
recho y  reglan  todas  las  condiciones  necesarias 
para  la  marcha  social;  y  el  Poder  Ejecutivo  se 
encarga  de  ejecutarlas  y  hacerlas  cumplir.  De 
este  modo,  sus  actos  son  consecuencias  de  los 
del  Poder  Legislativo.  Pero  al  pasar  esas  leyes 
al  dominio  propio  de  aquel  Poder,  ya  obra  con 
toda  independencia,  y  de  aquí  las  diferencias, 
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las  diBtinciones  que  en  las  funciones  de  cada 
uno  existen.  El  Poder  Legislativo  procede  por 
disposiciones  que  tienen  un  carácter  permanen- 
te y  general;  el  Ejecutivo,  por  actos;  debiéndose 
amoldar  á  la  multitud  de  circunstancias  naci- 
das del  momento,  tienen  un  muy  marcado  ca- 
rácter de  movilidad  y  variedad.  En  el  Poder 
Legislativo,  la  organización  estriba  en  la  deli- 
beración y  en  la  discusión  y  por  esto  sus  actos 
se  producen  con  calma  y  madurez;  mientras 
que  el  Ejecutivo,  que  estriba  todo  en  la  acción, 
es  rápidüj  enérgico,  pronto  en  las  decisiones  y 
toda  calma  puede  serle  perjudicial  El  uno  mi- 
ra más  al  porvenir  y  el  otro  más  lo  presente, 
sin  descuidar  tampoco  lo  |>or venir. 

Estas  diferencias  son  más  marcadas  aún  en- 
tre el  Poder  Ejecutivo  y  el  Judicial  Helas  aquí, 
según  el  cuadro  de  Pradier  Fodéré: 

Primero;  el  Poder  Ejecutivo  procede  por  vía 
de  ejecución  general,  teniendo  su  acción  por  ob- 
jeto los  intereses  generales  de  la  Sociedad;  el 
Judicial  se  ejerce  por  la  aplicación  particular  de 
las  leyes  civiles  y  penales:  la  ejecución  se  aplica 
álos  intereséis  privados  de  las  personas  y  de  las 
familias.— Segundo:  estatuye  sobre  las  cosas 
que  se  refieren  á  las  relaciones  del  ciudadano 
con  el  Estado  ó  como  miembros  del  Estado,  so- 
bre las  dificultades  que  se  deciden  por  las  leyes 
de  interés  general;  el  Judicial  estatuye  sobre 
las  relaciones  de  los  ciudadanos  entre  sí  como 
individuos;  sobre  las  cuestiones  cuya  solución 
depende  de  las  disposiciones  del  Derecho  Civil, 
de  los  títulos  privados,  de  las  convenciones  y 
de  la  posesión  de  las  partes:— Tercero  el  Ejecu- 
tivo, ordena  y  dispone;  el  Judicial  declara  que 
tal  hecho  existe,  que  tal  acto  encierra  tal  dispo- 
sición, que  tal  derecho  pertenece  al  que  lo  re- 
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clama,  que  tal  deber  incumbe  al  que  lo  pone  en 
duda. — Cuarto:  sus  disposiciones,  ú  bien  son 
para  el  presente,  pueden  entenderse  para  el 
porvenir;  el  Judicial  no  estatuye  sino  sobre  ob- 
jeto determinado;  sus  decisiones  no  se  refieren 
sino  al  presen  te.— Quinto:  puede  obrar  sin  ser 
provocado,  sus  decisiones  las  puede  tomar  sin 
que  sean  pedidas;  el  Judicial  debe  de  ser  reque- 
rido por  demanda  de  partes,  y  finalmente;  el 
Ejecutivo,  no  queda  nunca  ligado  por  sus  ac- 
tos; mientras  que  el  Judicial,  una  vez  pronun- 
ciado el  fallo,  que  queda  como  cosa  juzgada,  no 
les  posible  volver  sobre  la  decisión  expedida. 

Aaministración.  -  Doble  sifirniflcado  de  esta  palabra. 
— La  palabra  Administración  nos  presenta  dos 
significados  distintos;  según  que  Se  le  conside- 
re bajo  un  aspecto  especulativo  ó  bajo  un  as- 
pecto práctico.  En  el  primer  sentido,  es  el  con- 
junto de  principios  y  r^^glas  que  determinan  las 
relaciones  entre  el  Estado  y  sus  miembros;  y 
así  considerada,  forma  parte  de  las  ciencias  so- 
ciales, bajo  el  nombre  de  ciencia  de  la  Admi- 
nistración. 

Estudiada  bajo  el  sentido  práctico,  la  Admi- 
nistración as  el  ejercicio  del  poder,  en  cuanto  se 
refiere  á  la  satisfacción  de  las  necesidades,  tan- 
to materiales  como  morales  de  los  pueblos.  De 
manera,  que  Administración,  es  actualmente 
en  la  práctica  de  las  Naciones,  que  tienen  un 
Gobierno  Central  como  Francia,  España,  el 
Perú  y  casi  todas  las  Repúblicas  americanas; 
lo  mismo  que  el  Gobierno,  en  el  sentido  restrin- 
gido de  esta  palabra,  es  decir,  sin  tener  en  cuen 
ta  las  funciones  Legislativa  y  Judicial.  Pero 
en  la  teoría,  debemos  extender  el  sentido  de  esa 

galabraáalgo  más;  debemos  extenderlo  tam- 
ién  á  esa  entidad  distinta  é  independiente;  que 


-  19  — 

constituye  el  municipio  ó  sea  Administración 
local.  Por  eso  diefinimos  la  Administración  como 
el  ejercicio  del  Poder,  en  cnanto  se  refiere  á  la 
satisfacción  de  las  necesidades  tanto  morales  co- 
mo materiales  de  los  pueblos;  porque  estas  ne- 
cesidades ó  tienen  un  carácter  general  y  son  del 
dominio  de  lo  que  llamaremos  Administración 
General  ó  sea  el  Poder  Ejecutivo  en  el  ejercicio 
de  una  de  sus  funciones;  ó  tienen  un  interés  lo- 
cal, y  entonces  pertenecen  á  los  Municipios,  ó 
sea  á  la  Administración  local.    De  modo,  pues, 
que  todo  lo  que  á  este  respecto  digamos,  debe 
entenderse  de  una  manera  genérica,  tanto  en 
lo  relativo  á  la  Administración  en  general,  co- 
mo á  la  local. 

Acción  aiiministrativa. — La  sociedad  es  esencial- 
mente activa,  puesto  que  el  modo  de  realizar  el 
fin  social,  no  es  otro  que  el  trabajo  incesante 
humano,  y  la  esencia  del  trabajo  es  la  activi- 
dad, y  esta  actividad,  necesaria  á  la  sociedad, 
no  la  ejerce  por  sí  propia  en  lo  que  se  refiere  á 
la  esfera  de  la  idea  fundamental  del  Derecho, 
sino  que  la  delega  en  el  Poder  que  constituye, 
para  velar  por   el  desarrollo  de  las  otras  ideas 
fimdamentales  de  ciencias,  religión,  industria, 
etc.,etc.  ó  lo  que  es  lo  mismo,  para  sus  intereses 
materiales  ó  morales.  Este  Poder  no'es  otro  que 
el  Estado,  y  de  una  manera  más  especial  la 
Administración.  Luego,  el  carácter  de  este  Po- 
der, es  como  el  social  de  quien  emana,  ser 
esencialmente  activo;  ejecutar  actos  que  son 
seguidos  de  efectos  inmediatos:  pronuncia  de- 
cisiones, organiza,  estatuye,  nombra  agentes, 
etc.,  y  este  incesante  movimiento  á  que  se  en- 
trega la  Administración,  este  ejercicio,  este  de- 
.    sarrollo,  de  su  naturaleza  activa,  es  lo  que  se 
ha  llamado  acción  administrativa. 
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Esta  acción  se  ejerce  sobre  las  personas  y  so- 
bre las  cosas.  En  el  primer  caSo  para  proteger 
y  garantizar  el  uso  de  los  derechos  del  nombre, 
es  decir  su  libertad  práctica  á  la  vez  que  todas 
sus  nobles  inclinaciones,  y  combatir  así  mismo 
las  malas  tendencias  que  turben  la  armonía 
social  y  se  opongan  al  bien  general,  acatando 
el  derecho.  En  el  segundo,  para  aprovechar  el 
carácter  benéfico  de  las  cosas,  en  la  satisfacción 
de  las  necesidades  sociales,  y  neutralizar  ó  des- 
truir el  carácter  nocivo,  inápidiendo  los  males  y 
produciendo  en  lo  posible  de  las  cosas  malas  al- 
gunos bienes.  Así  es  como  la  acción  adminis- 
trativa cuida,  ora  que  el  mar  sea  un  medio  fá- 
cil de  comunicación  y  transporte  creando  puer- 
tos, poniendo  diques  que  'detengan  sus  furores, 
fomentando  las  líneas  de  vapores:  ora  desecan- 
do los  pantanos  que  hacen  el  clima  maléfico, 
ya  estableciendo  jardines  públicos,  y  plantacio- 
nes que  alejen  la  esterilidad  de  las  tierras  y  los 
miasmas  de  la  atmósfera,  esc,  etc. 

Formas  bajo  las  cuales  se  revela. --Según  el  publi- 
cista español  Gómez  de  La  Serna,  en  su  obra  de 
las  * 'Instituciones  del  Derecho  Administrativo," 
la  acción  administrativa  se  revela  bajo  las  sie- 
te formas  principales. 

Son  las  siguientes: 

1,*  Como  órgano  de  instrucción,  cuando  promulga  las  leyes,  dicta 
los  reglamentos  necesarios  para  que  éstas  tengan  cumplimiento  y 
reúne  los  datos  estadísticos  indispensables  para  la  marcha  del  Es- 
tado, 

2.»  Como  instrumentos  de  operaciones  materiales  al  encargarse  ó 
encargar  á  alguna  Corporación  especial  de  la  dirección  de  los  bienes 
nacionales  ó  comunales,  para  proveer  su  conservación  ó  incre- 
mento. 

3.*  Como  poder  moral,  instruyendo,  recompensando,  auxiliando, 
foment  mdo  y  sirviendo  de  guia  á  los  pueblos  para  la  consecución 
de  su  destino. 

4.»  Gomo  autoridad,  cuando  establece  servidumbres  publicas  6 
propone  la  expropiación  por  causa  de  utilidad  general,  y  cuando 
expide  providencias  para  mantener  el  orden,  para  precaver  las  des- 
gracias y  para  asegurar  los  derechos  del   hombre. 
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5>»  Como  encargada  de  la  distribución  de  las  caríías  y  de  lo*  lie- 
iieficlo» comunes,  ^t  hacer  la  repuitición  de  las  contribuciones  di- 
rectas; al  pedir  altas  para  los  cuerpos  del  ejército  y  cuando  asegu- 
ra el  go(»  de  lofl  bienea  comunes,  como  los  qiie  consisten  tí n  los  rie- 
gos, en  loe  píistos^  en  Las  víaa   de  conmnicación,  etc. 

6,  •  Como  inspeccionando  loa  gastos  pCiblicüH,  tomando  raJSones 
deÉ;nJZada£  de  la  inTereíón  de  las  rí^ntíis  del  Fisco,  formando  los  pre* 
supnefiUis  ordinarios  y  extraordinarioB,  etc, 

7  ■  í'omo  ejerciendo  un  poder  rfprt'sivo,  cuando  castiga  con  las 
mnltas  y  penas  que  las  le^es  y  los  reglamento»  permiten,  la  viola- 
ción de  loa  preceptos  admini^itratiTos. 

Beffla  para  el  ejercifrio  ile  la  iwdón  administrativa. 
— Según  estas  formas  principales,  por  las  que 
se  revela  la  acción  administrativa,  la  esfera  de 
ésta  es  sumamente  vasta  y  abarca  todas  las 
expresiones  de  la  vida  social  En  efecto^  la  ac- 
ción administrativa  vela  por  el  hombre  desde 
antes  de  nacer;  lo  acompaña,  protegiéndolo  y 
asegurándole  sus  derechos  en  el  curí^o  de  sa  vi- 
da; y  lo  sigue  aún  después  que  reposa  en  la 
mansión  de  los  muertos. 

Ks  inmensa  la  adminístraciun  é  inmensos  loa 
beneflcios  de  su  omu ¡presencia  ha  dicho  el  sabio 
Javier  de  Burgo>s,  quizás  con  la  exageración  na- 
turaláun  defensor  de  la  centralización;  pero 
con  mucho  fondo  de  verdad,  si  se  comprende 
como  creemos  debe  comprenderse  bajo  la  ]>a la- 
bra genérica  de  Adminístraciónj  la  Administra- 
ción Municipal 

Por  lo  mismo  que  esta  acción  administrativa 
se  nos  presenta  tan  omu  i]  «intente,  tan  inmensa, 
hasta  el  extremo  de  atribuirle  esa  omuipresen- 
cía  de  que  habla  Burgos:  \},a'  lo  mismo,  es  ne- 
cesario que  la  ciencia  ntlministraliva  fije  una 
regla,  un  principio,  qiu-^  impida  en  aquellas  Na- 
ciones, que  como  la  nuestra  censeí  van  aún  esos 
resabios  del  antiguo  régimen ^  esa  oranipresen- 
cia  de  la  Administración  central  que  absorve  to- 
do movimiento  social,  en  el  movimiento  admi- 
nLstrativo;  que  impida  esa  tutela  aún  para  los 
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negocios  más  pequeños,  en  que  puede  colocar  la 
administración  á  los  asociados,  vedándoles  la 
primera  condición  de  su  progreso,  su  libertad. 
Esta  regla  que  conviene  fijar,  es  la  siguiente 
según  Colmeiro: 

El  Gobierno  jamás  debe  hacer  lo  que  la  sociedad  sabe  y  puede  ha- 
cer por  si  misma. 

Y  estí^  principio  es  tanto  más  justo,  cuanto 
que  existe  en  la  sociedad,  una  vida  moral;  or- 
ganismo que  realiza  las  otras  ideas  fundamen- 
tales, que  constituyen  la  actividad  social.  Estas 
ideas  fundamentales  deben  ser  independientes 
y  buscar  por  sí  mismas  las  condiciones  de  su 
desarrollo,  sin  que  la  Administración  se  encar- 
gue de  ser  ni  guía  ni  mentor,  sino  únicamente 
facilitarle  y  asegurarle  esas  condiciones.    Ade- 
más de  estas  ideas  fundamentales,  que  consti- 
tuyen el  movimiento  activo  de  la  sociedad,  hay 
una  marcha  natural  que  podemos  llamar  dfec- 
Uva,  por  que  es  el  desarrollo  de  los  sentimientos 
y  afecciones  íntimas  del  individuo,  y  en  el  cual 
no  es  dado  á  la  Administración  penetrar,  sin 
trastornar  todas  las  leyes  de  la  naturaleza  hu- 
mana, sustituyendo  una  voluntad  tiránica,  que 
promueva  un  movimiento  ciego  y  forzado,  al 
movimiento  libre  y   expontáneo;  propio  do  la 
naturaleza  del  hombre. 

Leyes  administrativas.  Su  carácter  y  objeto.  — 
Son  leyes  administrativas  las  que  se  ocupan  de 
arreglar  los  diversos  puntos  de  la  acción  ú  or- 
ganización administrativas.  El  carácter  propio 
de  estas  leyes  es  ocuparse  siempre  de  algún  in- 
terés general:  no  se  dirigen  á  una  individuali- 
dad, á  una  circunstancia  dada,  sino  á  un  asun- 
to que  esié  en  el  interés  de  todos  los  asociados: 
por  esto  su  observancia  es  general  y  debe  ex- 
tenderse á  todos  los  ciudadanos.  Su  objeto,  es 
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de€ii%  el  fin  que  están  destiuadat^  á  lleuar,  ^ 
proveer  á  las  necesidades  de  la  sociedad,  que 
tengan  un  carácter  colectivo,  es  decir,  que  ia- 
Leresen  á  todos  los  individuos,  considerados  co- 
mo un  cuerpo  común,  y  no  á  cada  uno  en  par- 
ticular. Así  el  usar  vertidos,  es  xma  necesidad 
ííeneral  que  todos  sentimos;  pero  las  leyes  ad- 
ministrativas no  se  han  de  ocupar  en  reglar  ese 
uso  y  proveer  esa  necesidad,  porque  eso  no  inte- 
resa á  la  sociedad,  sino  que  es  del  dominio  de 
cada  individuo. 

Diferencia  entre  estas  leyes  y  las  civiles-— Este  ca- 
rácter y  este  objeto,  marcan  profundas  dife- 
rencias entre  las  leyes  que  llamamos  adminis- 
trativas y  las  civiles.  Desde  luego,  se  diferen- 
cian por  razón  del  objeto,  porque  las  leyes  civi- 
les tienen  por  fin  inmediato  el  bien  individual, 
y  las  administrativas,  como  acabamos  de  indi- 
car, el  bien  colectivo  de  todos  los  asociados:  las 
primeras  versan  sobre  el  interés  privado,  las 
segundas  estatuyen  sobre  el  interés  público. 
Después  viene  la  distinción  entre  los  agentes 
encargados  respectivamente  de  su  aplicación, 
porque  las  leyes  emanan  del  Legislador  y  están 
enconaendadas  á  una  magi.^tratura,  que  se  ba- 
sa sobre  la  independencia  y  regularmente  so- 
bre la  inamobilidad;  mientras  que  las  adminis- 
trativas emanan  en  muchos  casos  de  la  admi- 
nistración misma,  y  ella  cuida  de  su  observan- 
cia. Las  leyes  civiles  están  fundadas  en  prin- 
cipios de  justicia  universales,  y  por  tanto,  hay 
en  sus  aplicaciones,  cierta  semejanza,  al  través 
del  tiempo  y  de*  la  distancia  entre  ciertos  luga- 
res; al  paso  que  las  administrativas,  que  se 
fundan  en  la  equidad,  son  en  sumo  grado  va- 
riables y  acomodadas  á  las  distintas  circuns- 
tancias de  lugar,  tiempo,  costumbres,  eic. 
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En  una  palabra  á  las  leyes  civiles  toca  el  es- 
tado y  calidad  de  las  personas,  la  propiedad 
privada,  y  á  las  administrativas  la  organiza- 
ción, las  atribuciones,  los  deberes  del  estado  en 
asuntos  de  interés  público. 

Diferente  clases  de  leyes  administrativas.  —  EstaS/ 
se  consideran  divididas  en  varias  clases,  entre 
las  que  enumeraremos  las  siguientes:  1/  leyes 
de  principios;  2/  de  organización;  3.*  de  atribu- 
ciones; 4/  de  procedimientos  administrativos. 

Son  leyes  de  principios,  las  que  determinan 
los  derecnos  y  deberes  de  la  administración  con 
respecto  á  los  ciudadanos,  y  de  éstos  para  aque- 
lla, en  las  materias  de  interés  público.  Por 
ejemplo:  la  ley  de  Enero  5  de  1857.  sobre  fun- 
cionarios públicos;  la  ley  de  28  de  Setiembre  de 
1868,  sobre  responsabilidad. 

Leyes  de  organización,  son  aquellas  que  esta- 
blecen los  distintos  sei'vicios  administrativos, 
por  ejemplo  la  ley  de  23  de  Abril  de  1873,  que 
organizaba  los  servicios  del  Ministerio  de  Go- 
bierno. 

Las  leyes  de  atribuciones  son  las  que  estable- 
cen las  gerarquías  y  obligaciones  de  los  agentes 
constituidos.  Así  es  una  ley  de  atribuciones, 
la  citada  de  5  de  Enero  de  1857,  que  enuméralas 
atribuciones  de  los  Prefectos  y  Sub-Prefectos. 

Por  último  las  de  procedimientos  administra- 
tivos son  las  que  determinan  la  manera  como 
deben  obrar  la  administración  y  los  ciudada- 
nos, para  cumplir  respectivamente  sus  obliga- 
ciones, por  ejemplo  la  ley  de  20  de  Julio  de 
1847,  sobre  licencias,  etc. 

Es  necesario  advertir  que  la  mayor  parte  de 
las  leyes  administrativas  constituyen  modifica- 
ciones de  las  reglas  señaladas  por  la  ley  natu- 
ral y  civil;  restringiendo  muchas  veces,  los 
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clerechos  de  los  asociados;  fundándoKe  en  que'el 
interés  general  exige,  en  muchas  tu  asiones  sacri- 
ficios de  parte  del  interés  de  Ic8  iudividnos^.  Sin 
embargo,  no  creemos  que  esto  debit i'a  ¡^er  así, 

Sues  los  derechos  fundamentales  de  k^s  indivi- 
uos  no  del>en  ser  jamás  restringidos  ni  li mi- 
tades. Ni  se  diga  que  el  interés  general  exige  es- 
tas restricción  es,  porque  bien  se  puede  pasar 
sin  ellas.  Portsloes  que  muchas  leyes  admi- 
nistrativas, están  muy  lejos  de  estar  acordes 
con  los  sanos  principios  de  la  ciencia  y  de  la 
justicia,  Pero,  en  fin,  sea  ó  no  justo,  el  hecho 
existe  en  las  sociedades  modernas,  y  la  mayor 
parte  de  las  leyes  administrativas  hmiían  ó  re- 
glamentan derechos  que  no  debieran  ^rer  ni  li- 
mitados ni  reglamentados.  Así  la  de  principíoB 
de  Enero  de  1869,  sobre  privilegios  consagra 
una  restricción  á  la  libertad  del  trabajo;  las  le- 
yes de  conscripción^  para  formar  los  ejércitos 
permanentes,  son  im  ataque  ákt  libertad  indivi- 
dual 

Dísnosicioiips  admiinstrntíviis  del  leirislatlor  que 
son  distintas  de  las  ley*  p.^ Hay  actos  <[ue  aunque 
emanan  del  Poder  Legislativo,  no  son  leyes 
porque  no  tienen  ese  carácter  de  periuanencia 
y  duración,  ni  de  interés  general  propio  de  la 
ley;  son  resoluciones  que  se  refieren  al  Gobier- 
no interior  del  Poder  Legislativo,  pero  que  tie- 
nen fuerza  obligatoria  y  deben  hacerse  ejecu- 
tar por  el  Gobierno,  cuando  su  ejecución  se  le 
encomiende,  lo  mismo  que  las  leyes.  Estos  ac- 
tos son  los  que  la  Constitución  de  1860^  señala 
en  el  artículo  59  con  estas  palabras:  ''Son 
atribuciones  del  Congreso:  1/  Dar  leyes;  inter- 
pretar y  modificar  las  existentes",  y  después  de 
una  serie  de  incisos,  del  2f  al  24,  para  tomar 
ciertas  providencias,  ejecutar  ciertos  actos^  ta- 
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les  como:  abrir  y  cerrar  sus  sesiones;   proro 

garlas;  designar  él  lugar  de  ellas;  determinar  si 
a  de  haber  ó  no  f uerza^armada,  en  qué  núme- 
ro y  áqué  distancia,  examinar  las  infracciones 
de  la  Constitución;  aprobar  ó  desaprobar  los 
tratados  de  paz,  etc. 

Para  concluir  esta  materia,  diremos  que  los 
decretos,  reglamentos,  instrucciones,  de  que 
nos  ocupamos  al  hablar  del  Poder  Ejecutivo;  es- 
tán también  comprendidos  en  el  nombre  de  le- 
yes administrativas. 

Caracteres  generales  de  la  Administración.  —  Al 
tratar  de  fijar  los  principios  de  la  organiza- 
ción administrativa,^  se  hace  necesario  deter 
minar  las  condiciones  generales  que  debe  tener; 
es  decir  los  caracteres  fijos,  precisos,  invaria- 
bles y  comunes  á  toda  administración.  La  cien- 
cia abstracta  y  puramente  de  teoría,  es  la  que 
se  ocupa  de  esta  investigación,  basándose  para 
hacerlo  en  los  elementos  primordiales  de  la  na- 
turaleza humana,  en  el  modo  como  debe  cons- 
tituirse la  sociedad  y  en  los  distintos  fines  que 
realiza  en  ésta  la  actividad  humana.    Desgra- 
ciadamente esta  parte  del  Derecho  Administra- 
tivo tiene  pocas  verdades  absolutas,  pocos  prin- 
cipios que  estén  en  armonía  con  la  práctica  de 
las  distintas  Naciones.  Sin  embargo,  en  la  jpura 
esfera  de  la  especulación,  buscando  las  ideas 
que  siempre  envuelve  el  hecho,  puede  la  cien- 
cia administrativa  investigar  esos  principios. 
Esto  es  lo  que  forma  la  parte  abstracta,  doctri- 
na que  entra  en  toda  Ciencia,  y  para  fijarla  tie- 
ne en  cuenta  todas  aquellas  verdades  absolutas 
que  sienta  el  Derecho  Constitucional,  respecto 
de  la  organización  política  de  los  Gobiernos,  y 
de  los  derechos  fundamentales  de  los  indivi- 
duos, que  son  otros  tantos  atributos  esenciales 
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de  la  naturaleza  humana,  y  también  todat^  las 
ideas  fundamentales  y  observaciones  prácticas, 
que  ha  descubierto  el  análisis  de  la  Economía 
Política,  acerca  de  las  necesidades  sociales,  del 
modo  de  satisfacerlas,  y  del  papel  del  Estado 
en  frente  de  la  actividad  social  que  compone 
toda  la  vida  del  hombre. 

Así,  en  medio  de  la  variedad  de  las  reglas 
administrativas,  que  proviene  de  la  influencia 
tiue  sobre  ellas  tienen  his  costumbres,  climas, 
sentimientos  y  hasta  la  toixigrafía  <le  un^  iNa- 
ción;  la  ciencia  pura  de  la  administración  pue- 
de señalar  cierto  numero  de  condiciones  esen- 
cialc^s,  en  la  organización  administrativa,  que 
forma  a  el  tipo,  por  decirlo  así  que  se  deljo  asi)i- 
rar  ver  realizado  i-n  el  líobierno  de  una   Na- 
ción,   Alüfunas  de  esas  condiciones  faltan  en  la 
administración,  tal  como  Iioy  se  encuentl^a  es- 
tablecida; [íero  la  ciencia  puramente  teórica,  la 
doctrina  (ñentífica,  que  se  base  en   la  observa- 
cióu  del  moviniiento  social,  no  puede  limitarse 
á  estas  distinciones  de  la  práctica;  é  investiga^ 
analiza  y  lija  un  modelo,   un  tipo   de  adminis- 
tración/que  sin   revestir   el  carácter  de  utopia, 
es  el  único  que  puede  conci liarse   con  los  prin- 
cipios del  sistema  re])resentativo,  cuyos  funda- 
mentos enseña  la  Ciencia  C(mstitucional. 

Esos  caracteres,  cuyo  anáhsis  vamos  á  hacer, 
son  los  siguientes: 

L"  Generalidad— 3;^  Actividad- S.*"  Indepen- 
dencia—i,'' Responsabilidad  y  o,"*  Descentrali- 
zación, 

Gt?nt*ralitlaih  Colmeiro  dá  á  entender  con  esta 
palabra  que  la  Administración  aplica  las  leyes 
del  fuero  común,  y  por  tanto  debe  ser  esivctah 
menU  civil ^  dando  á  tntender  con  estOj  que^  de- 
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biendola  administración  abarcar  la  generalidad 
de  los  intereses  sociales,  no  debe  ser  confiada  á 
nn  jefe  militar,  ó  mejor  dicho  no  debe  revestir 
una  organización  militar,  que  le  dé  nn  carácter 
especial,  particular,  propio  del  único  interés  que 
representa;  y  que  la  haga,  por  tanto,  inhábil 
para  comprender  los  demás  intereses  sociales, 
mucho  mas  importantes,  por  cierto  que  el  inte- 
rés mihtar;  ó  lo  que  es  lo  mismo  que  le  falte 
la  generalidad  para  abarcar  todos  los  servicios 
de  la  sociedad.  Yo  llamaría  á  este  carácter  de 
generalidad,  que  hace  consistir  Colmeiro,  en 
que  la  Administración  sea  esencialmente  civil, 
el  civilismo  de  la  Administi^ación.  Y  en  efecto, 
no  hay  nada  más  contrario  á  una  buena  Ad- 
ministración, que  el  militarismo  que  entroniza 
el  derecho  de  la  fuerza,  en  vez  de  la  fuerza  del 
derecho.*  Cuando  la  autoridad  es  civil,  se  ejerce 
un  imperio  de  derecho  común;  cuando  la  auto- 
ridad es  militar  el  imperio  se  apoya  en  las  ar- 
mas y  puede  ser  tiránico.  Si  la  naturaleza  esen- 
cial de  toda  sociedad  es  principalmente  civil,  es 
claro  que  la  Administración  debe  guardar  la 
analogía  y  partcipiar  de  la  naturaleza  de  la 
asociación  de  la  cual  emana. 

En  una  administración  militarmente  organi- 
zada, donde  el  ejército  es  la  primera  de  las  ins- 
tituciones, no  habrá  ni  la  templanza,  ni  laso-  . 
briedad  necesaria  para  el  buen  gobierno  del 
Estado;  se  establecerá  una  lucha  terrible  entre 
los  elementos  civiles,  que  constituyen  la  socie- 
dad y  el  elemento  militar,  que  forma  la  Admi- 
nistración que  no  puede  predominar  sin  detri- 
mento de  aquellos.  De  aquí,  las  continuas  re- 
voluciones, el  incesante  trastorno  de  todos  los 
intereses  sociales,  la  muerte  de  todas  las  garan- 
tías personales;  porque  ese  elemento  militar 
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es  como  dice  Lastarria:  ''de  un  espíritu  j  há- 
bitos abiertamente  opuestos  á  los  de  la  socidad 
civil;  cifra  su  habilidad  en  intimidar  y  domi- 
nar a  sus  conciudadanos;  no  en  captarse  su  be- 
nevolencia; en  obedecer  ciegamente  á  sus  jef eSj 
y  no  en  mantener  su  dignidad  persoual;  en  rc- 
I>resentar  y  aplicar  siempre  la  fuerza  y  no  en 
respetar  el  derecho,  ajeno/'  La  Nación,  con  ese 
organismo  militar  no  sería  sino  un  vasto  cuar 
telj  donde  la  severa  disciplina,  la  obediencia 
ciega,  que  suple  al  derecho;  la  tiranía  inherente 
á  la  fuerza,  ahogarían  todo  progreso  en  la  in- 
dustria, en  las  artes  y  en  las  ciencias.  La  fuer- 
za no  debe  ser  en  toda  Administración,  sino  el 
poderoso  auxiliar  del  Grobierno^  subordinado  á 
las  leyes  y  que  solo  pueda,  obrar,  requerido  por 
tina  autoridad  responsable  ante  la  Nación,  del 
empleo  que  de  ella  haga.  De  otra  manera, 
pretiominando  la  fuerza,  ya  lo  hemos  dicho  y 
no  nos  cansaremos  de  repetirlo,  nace  el  caos 
de  la  desorganización  en  las  sociedades.  Asi  nos 
lo  muestra,  con  sas  elocuentes  lecciones,  la  his- 
toria de  todos  los  pueblos  y  con  palpitantes 
ejemplos,  nuestras  modernas  Repúblicas,  don- 
de los  continuos  trastornos,  promovidos  por  la 
ambición  de  los  caudillos  militares,  acostum- 
brados á  dominar;  han  ahogado  en  un  mar  de 
sangre,  todo  progreso,  toda  organización  de- 
mocrática y  ordenada, 

Aetiviíbul- -Otro  de  los  caracteres  ó  condicio- 
nes de  una  buena  Administración  es  la  ac:ti- 
vidad,  tanto  más  necesaria  cuanto  que  la  Ad- 
ministración, encargada  de  ejecutar,  debe  es- 
tar llena  de  vida  y  movimiento,  como  dijimos 
al  hablar  de  la  acción  administrativa. 

Son  requisitos  esenciales  de  la  actividad  de 
la  Administración:  la  continuidad,   la  pronti- 
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tud  y  la  energía.  La  primera  se  requiere  por 
que  la  naturaleza  de  las  funciones  administra- 
titvas,  no  permiten  las  alternativas  de  trabajo 
y  de  descanso,  propias  de  los  Cuerpos  legisla- 
dores. No  sería  necesario  ni  útil  dictar  una  ley 
cada  día;  pero  la  defensa  de  las  pegonas,  el 
respeto  á  las  propiedades,  el  fomento  de  las 
riquezas  y  de  el  bien  general,  requieren  un  po- 
der asiduo,  atento  siempre  á  estudiar  y  mu- 
chas veces  á  prever  las  causas  del  progreso  ó 
decadencia  de  las  Naciones.  Si  la  vida  de  los 
pueblos  supone  una  modificación  continua  en 
los  elementos  constituidos  de  la  sociedad,  la 
acción  administrativa  debe  estar  dotada  de 
una  movilidad  que  iguale  á  la  rapidez  con  que 
se  verifican  esos  cambios  y  mudanzas. 

La  prontitud,  por  que  la  tardanza  manifiesta 
que  no  se  concen  las  medidas,  reclamadas  por 
cada  situación  y  se  tiene  que  recurrir  al  estu- 
dio, cuando  son  necerarios  los  hechos,  ó  que  si 
se  conocen  dichas  medidas  falta  la  resolución 
para  aplicarlas.  La  lentitud  de  la  acció  n  admi- 
nistrativa, priva  á  las  resoluciones  del  mérito  y 
de  la  oportunidad.  Una  disposición  tardía,  rara 
vez  es  bien  acogida,  porque  rara  vez,  cuadra  á 
los  intereses  que  anteriormente  la  reclamaban. 
Es  indudable  que  hay  casos  arduos  y  cuestio- 
nes importantes  que  no  se  pueden  resolver  sin 
detenido  examen  y  maduro  conocimiento;  pero 
en  estos  casos  se  debe  oír  á  los  Cuerpos  que 
formen  la  parte  consultiva  de  la  Administra- 
ción. La  generalidad  de  esos  casos  y  cuestiones 
por  su  misma  complicación,  no  piden  ser  resuel- 
tos en  el  acto,  ni  por  difíciles  y  arduas  quesean, 
ha  de  necesitar  la  Administración,  que  se  debe 
suponer  competente,  de  tanto  tiempo  para  re- 
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>^lvei*las,  que  padezca  la  proiititüil  de  su  ac 
ción. 

Por  último,  otro  de  los  requisitos  de  la  actívi- 
ílad  que  debe  tener  la  Administr.ición  es  ?a 
energía:  por  que  una  Adniiulst ración  no  debe 
retroceder  ante  los  obstáculos  que  opusieran  á 
su  marcha  los  particulares  bajo  pretexto  de  in- 
tereses lastimados  ó  derechos  ofendidos.  La  ley 
determina  el  modo  de  dar  protección  á  los  inte- 
reses y  señala  las  precauciones  que  deban  to- 
marse y  los  Tribunales  á  que  se  debe  recurrir, 
gara  impedir  los  abusos  de  la  Administración, 
i  falta  esta  energía,  sea  por  defectos  inheren- 
tes á  la  organización  que  se  haya  dado  á  la  Ad- 
ministración ó  por  el  carácter  personal  de  los 
administradores,  está  perdida  en  la  opinión  pú- 
blica y  privada  de  toda  fuerza  moral:  de  modo 
que  para  ser  obedeoida  tendrá  que  recurrir  á  la 
fuerza  y  á  la  más  odiosas  medida  de  coacción. 
Debe,  pues,  reinar  la  energía,  regida  por  la  jus- 
ticia y  templada  por  el  respeto  á  las  leyes. 

Estos  tres  caracteres:  de  continuidad  en  la 
acción,  sin  que  vaya  á  creerse  que  esta  condi- 
ción significa  que  la  Administración   no  debe 
renovarse  temporalmente,    como  lo  exige   el 
sistema  democrático,  sino  que  no  falte  nunca 
la  acción  administrativa,  en  medio  del  cambio 
delpereonal  administrativo;  de  prontitud,  para 
que  haya  oportunidad,  y  de  energía  para  que 
exista  eficacia;  son  necesarios  para  que  la  Ad- 
ministración  sea   verdaderamente   activa   en 
sus  disposiciones  y  efectos.  Cualquiera  de  esos 
caracteres  que  falte  de  la  Administración,  deja 
á  ésta  falta  de  actividad,  ya  en  si  misma,  ya 
en  sus  resultados;  y  la  hace,  por  consiguiente, 
inútil  y  perjudicial. 
Independencia. --La  Administración  debe  de  ser 
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iiidepeadiente,  porque  la  iadepeadencia  es  con- 
dicióa  indispensable  de  vida  para  toda  institu- 
ción: así  como  el  hombre  no  puede  llenar  su  fin 
sin  la  libertad,  ningún  organismo  social  ó  polí- 
tico podrá  llenar  su  misión,  sin  independencia. 
El  principio  de  la  independencia  recíproca  de 
todos  los  Poderes,  que  ya  hemos  asentado,  es  la 
base  de  todo  buen  Gobierno,  de  toda  or^niza- 
ción.  Es  verdad  que  los  principios  republicanos 
exigen  que  los  administradores  obedezcan  á  la 
opinión  pública;  pero  también  lo  es  que  ésta  pue- 
de ser  errónea  ó  extraviada  por  impulsos  tran- 
sitorios y  repentinas  excitaciones,  causadas  por 
la  insidia  de  los  partidos  ó  la  codicia  de  viles 
especuladores:  entonces  es  necesario  que  los  ad- 
ministradores conserven  independencia,  para 
no  sacrificar  los  intereses  permanentes  de  la  so- 
ciedad á  ilusiones  del  momento.  Sin  esta  inde- 
pendencia es  imposible  la  energía,  escasa  la  ac- 
tividad, y  por  tanto,  nula  la  acción  administra- 
tiva. 

Foresta  misma  razón,  la  Administración  de- 
be estar  enteramente  independiente  del  Poder 
Legislativo,  porque  dice  el  publicista  norte  ame- 
ricano Story,  refiriéndose  al  Eiecutivoó  lo  que 
es  lo  mismo  á  la  Administración: 

Una  cosa  es  hallai-se  subordinado  á  las  leyes  y  otra  muy  distinta 
depender  del  Cuerpo  Legislativo.  La  primera  está  de  acuerdo  con 
los  principios  fundamentales  del  buen  (iobierno,  la  últinia  los  ^iola 
y  trae  de  hecho,  por  resultado,  el  reunir  todos  los  IPoderes  en 
una  sola  mano,  cualquiera  que  sea  la  forma  de  la  Constitución,  La 
tendencia  de  la  autoridad  legislativa  á  la  absorción  de  cualquiera 
otra,  es  conocida,  y  se  ha  visto  que  ella  es  irresistible  en  los  Gobier- 
nos puramente  republicanos.  Los  representa  a  t^a  del  pueblo  son  de- 
masiado propensos  á  imaginarse  que  son  el  pueblo  mismo,  y  se  im- 
Sacientan  y  aun  pe  disgustan  por  cualquiera  resistencia,  venga  de 
onde  viniera.  Parece  q^ue  piensan  que  el  ejercicio  de  los  derechos 
del  pueblo  por  el  Ejecutivo  ó  el  Judicial,  es  una  acusación  contra 
su  sabiduría  y  una  infracción  de  sus  privilegios:  Por  tanto,  si  el  Eje- 
cutivo ha  de  constituir  una  rama  efectiva  e  independiente  en  el  Go- 
bierno, 68  necesario  darle  alguna  permanencia  en  sus  funciones  y  al- 
gún apoyo  para  el  ejercicio  de  sus  atribuciones 
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Este  apoyo  debe  dárselo  la  misma  ley,  pro- 
clamando la  independencia  absoluta  de  la  Ad- 
mmistraciüu,  en  la  esfera  propia  que  esa  mis- 
nía  ley  le  encomiende;  equilibrando  esa  in- 
dependencia con  la  responsabilidad  de  los 
Administradores,  como  lo  vamos  á  ver  en 
seguida. 

Kesponsabilidad.-Entro  los  principios  que  la 
ciencia  administrativa  sefiala,  ninguno  tal  vez 
hay  mas  importante  que  éste  de  la  responsabi' 
lidad  de  los  gobernantes:  consecuencia  precisa 
de  considerar  el  poder  tal  como  es  realmente, 
es  decir,  una^  representación,. un  mandato  espe- 
cial que  confiere  la  sociedad,  y  que  por  tanto, 
tiene  derecho  de  pedir  cuenta,  sobre  el  modo  co 
mo  ese  poder  se  emplea  en  vigilar  para  que  el 
apoderado  no  abuse  de  él,  no  salga  más  allá  de 
los  limites  que  la  ley  le  señale  en  el  ejercicio 
desús  atribuciones.  Esta  responsabilidad  es  tan- 
tü  naas  necesaria  cuanto  que  ese  poder  que 
confiere  la  sociedad,  ni  vá  á  ejercerse  como  un 
poder  que  confiera  un  individuo,  bajo  las  ins- 
tracciones  y  dependencia  del  poderdante,  sino 
que  su  ejercicio  es  independiente  y  extenso 
Entonces,  la  responsabilidad  es  la  única  garan- 
tía de  los  asociados,  el  único  medio  como  pue- 
den repiiraír  los  avances  de  los  administra- 
(.lores. 

La  Administración  es,  pues,  responsable  de 
sus  actos,  ante  la  ley,  y  este  principio  lo  han 
proclamado  todas  las  Naciones  que  se  han 
constituido  ó  querido  constituirse  bajo  el  siste- 
ma representativo;  y  debe  extendei-se  á  todos 
las  empleados  del  Gobierno  y  al  Gobierno  mis- 
mo;  pues  la  inviolabilidad,  ha  dicho  James 
Kent,  de  cualquier  empleado  del  Gobierno,  es 
incompatible  con  la  teoría    repúbUcana,  así 
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como  también  con  los  principios  de  la  justicia 
distributiva." 

Pero  es  necesario  que  esta  responsabilidad 
^té  constituida  en  un  medio  término,  que  ni 
-la  convierta  en  un  peligro  para  los  encargados 
de  hacerla  efectiva,  por  las  ilimitadas  faculta- 
des concedidas  al  Ejecutivo,  ni  debilite  esas 
facultades,  con  detrimento  de  la  energía  é 
independencia  de  la  Administración.  Ese  tér- 
mino medio  está  en  la  Constitución  de  los  Es- 
tados Unidos. 

Según  esto,  es.i  responsabilidad  debe  ser  un 
precepto  que  adopte  toda  Nación  que  no  quiera 
que  los  derechos  é  intereses  délos  ciudadanos, 
estén  á  merced  de  los  caprichos  y  abusos  de 
una  mala  Administración.  Para  esto  es  nece- 
sario que  esa  responsabilidad  pueda  hacerse 
efectiva  aun  durante  el  período  del  mando,  y 
que  no  esté  unida  á  la  mucha  extensión  del 
poder;  pues  de  otro  modo,  será  una  ilusión,  una 
letra  muerta,  como  sucede  en  muchas  de  nues- 
tras Repúblicas,  donde  el  jefe  de  la  Adminis- 
tración, puede  hacer  lo  que  el  tirano  Monaga, 
de  Venezuela,  hizo  en  1848;  mandando  asesi- 
nar á  los  Diputados  que  levantaron  su  V£>z, 
para  pedir  que  se  hiciera  efectiva  su  respon- 
sabilidad. 

En  Estados  Unidos,  que  es  donde  el  sistema 
de  Gobierno  se  acerca  más  al  verdadero  ideal 
de  la  democracia,  la  Constitución  hace  respon- 
sable, en  primera  línea  al  Presidente  de  la  Re- 
pública, que  como  Jefe  del  Poder  Ejecutivo, 
tiene  una  acción  enteramente  personal  y  libre 
y  su  responsabilidad  está  bien  determinada. 
Esta  responsabilidad  es  extensiva  á  todos  los 
agentes,  desde  los  Secretarios  de  Estado  hasta 
el  último  de  los  subalternos. 
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Kl  Pretil  1  en  t^T  dict?  Kent,  ya.  citiilo,  el  V¡  ce-presiden  te  v  todos 
loa  e  j!i  jí  1  ea  dos  c  i  V  i  Ití  a  de  It  jg  Es  la  d  u  íí  U  n  í  d  os  ,  pueden  ¡mr  acusa  d  o^ 
por  la  Uacnara  de  Reprfijen tantas  por  traición,  co'n'clio  n  otros  g ni- 
vea cri menea  y  delitos,  y  una  vea  convktoa  ante  el  S*íEa  lo,  son  ae- 
paradoe  do  sus  empleoí». 

En  las   monarquías  ó  CTobiernos  de  privile- 

r'os  el  Jefe  de  la  Admiiiist ración  es  inviolable 
in-esponsable,  quedando  la  responsabilidad 
para  los  Ministros,  basándose  en  que  el  Rey^ 
constituye  un  poder  real,  distinto  <lel  poder 
administrativo  une  reside  en  sus  Ministros. 
Ya  sabemos  que  la  naturaleiía  del  poder  políti- 
co rechaza  eso  poder  real  y  no  puetle  admitir 
la  inviolabilidad  de  uu  hombre,  que  puede  co- 
meter  i  mp  míe  mente  los  mayores  crímenes  y 
abusos,  haciendo  de  ellos  responsables  á  sus 
cómplices,  que  como  sus  agentes,  están  some- 
tidos á  su  influencia,  y  colocándose  él  encima 
de  toda  acusación. 

Otros  han  querido  limitar  la  responsabilidad 
á  los  empleados  superiores,  eximiendo  de  ella 
á  los  subalternos,  cuando  obedecen  á  un  man- 
datos de  aquellos;  bajo  pretexto  de  que  el  deber 
de  éstos  es  la  ol)ediencia  y  que  no  pueden  res- 
ponder de  aquellos  actos  que  hicieron  en  virtud 
de  las  órtleTies  de  una  antoridiul  á  la  que  deben 
eatas  sometidos  sin  restricciones  de  ninguna 
especie. 

Admitir  esta  teoría  j  ara  la  Administración, 
as  entronizar  el  despotismo  del  superior  al  in- 
ferior. Los  agentes  de  la -Administración,  cuab 
quiera  que  sea  su  rango  y  clase,  no  pueden  ni 
deben  ser  los  siervos  del  ])oder;  no  son  seres  que 
hayan  perdido  m\  libertad  ó  independencia,  á 
trueque  de  las  funciones  que  desempeñan;  y  en 
ningún  caso  se  les  exigirá  esa  obediencia  ciega 
V  sin  restricciones.  La  ley  es  lo  primero  que  de- 
t>e  obedecer  el  funciunario;  sus  actos  deben  es- 
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tar  determinados  por  ella,  y  todo  lo  que  traspa- 
se estos  límites,  debe  caer  bajo  la  jurisdicción 
de  la  justicia  y  ser  de  la  inmediata  responsabi- 
lidad del  que  olvidó  la  ley. 

Puede  objetarse  que  esta  falta  de  obediencia 
ciega  entraba  la    acción  administrativa;  que 
los  agentes  subalternos  no  deben  discutir  las 
órdenes  que  reciben,  porque  la  discusión  mata 
la  obediencia  y  destruye  la  gerarquía,  y,  por  úl- 
timo, que  debe  evit^irse  la  ingerencia  del  Poder 
Judicial  en  la  marcha  de  la  Administración. 
La  respuesta  no  es  tan  difícil  de  dar,  puesto 
que  es  un  contrasentido,  admitir  que  las  viola- 
ciones de  la  ley  y  los  abusos  de  los  agentes  del 
Eoder,  sean  juzgados  por  el  mismo  poder  que 
ien  pudo  tener  parte  en  esas  violaciones  y  esos 
abus<;s.  Solo  una  jurisdicción  debe  existir,  y  esa 
está  encomendada  al  poder  que  se  organiza  pa- 
ra ejercerla:  crear  otras  jurisdicciones,  es  crear 
excepciones  y  privilegios  que  dañan  la  igual- 
dad que  debe  reinar  en  todas  los  órdenes  de  'a 
sociedad;  es  resucitar  el  antiguo  régimen  que 
necesitaba  exenciones  páralos  administradores, 
sus  asociados  en  el  poder  ó  sus  dependientes,  y 
que  sometía  á  sus  voluntades  é  intereses  el  de- 
recho común  de  los  asociados.    Todos  los  fun- 
cionarios, pues  cualquiera  que  sea  su  rango, 
pueden  ser  acusados  ante  el  Poder  Judicial  y 
ser  juzgados  por  los  Tribunales  ordinarios,  tan- 
to en  las  contenciones  que  hayan  provenido  del 
ejercicio  de  sus  funciones,  como  en  los  delitos 
que  son  justiciables. 

Por  lo  que  hace  á  que  esa  responsabilidad 
de  los  agentes  inferiores  mata  la  gerarquía  ad- 
ministrativa, no  diremos  que  no  suceda  así  en 
aquellos  países  en  que  el  Gobierno  esté  tan 
centralizado,  que  las  órdenes  y  las  atribuciones 
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de  todos  los  agentes  superiores  é  inferiores  de 
la  administración,  emanen  de  la  voluntad  del 
Jefe  del  Poder  y  no  de  la  ley.  Pero  en  un  pue- 
blo que  quiera  instituciones  donde  sus  derechos 
estén  sólidamente  garantizados,  esa  muerte  de 
la  gerarquía  no  es  un  peligro,  desde  que  la  ley 
debe  determinar  la  esfera  de  las  atribuciones 
de  cada  funcionario  y  no  puede  él  obedecer 
aquello  que  á  las  leyes  se  oponga.  Además,  esa 
gerarquía  rigurosa  y  %^asta  que  ¡sostienen  los 
Gobiernos  unitarios,  es  el  mejor  sosten  de  la 
centralización  del  poder,  que  la  ciencia  social 
moderna  rechaza,como  veremos  próxi  mam  ente. 

Para  concluir,  diremos  que  una  buena  Ad- 
ministración debe  ser  responsable,  no  solo  por 
sus  altos  fu ncionf trios,  sino  en  el  último  de  bus 
agentes,  con  iina  responsabilidad  inmediata  y 
personal 

le^íslíu^ón  iieriiana  soljre  r(^s[Joiis!iliiliílatK— La 
responsabilidad  se  encuentra  sancionada  en  el 
artículo  11  de  la  Constitución  reformada  de 
1860.  Dicbo  artículo  establece:  que  todo  el  que 
ejerce  cargo  público  es  directa  é  inmediata- 
mente responsable  por  los  actos  que  practique 
en  el  ejercicio  do  sus  funciones.  La  ley  deter- 
minará el  modo  de  hacer  efectiva  esta  respon- 
sabilidad,  agrega  la  Qjnstitucion,  y  la  ley  á  que 
se  refiere  es  la  de  V'  de  Felirero  de  ISGo,  pro- 
mulgada en  í¿8  de  Setiembre  do  ISüS. 

El  actículo  1/'  de  esta  ley  dice;  que  los  fun- 
cionarios púí)licos,  que  en  el  ejercicio  de  su 
cargo  hagan  lo  que  la  ley  les  pj^íJÍiil)e  ú  omitan 
lo  que  ésta  les  manda,  serán  usi>onsables  de 
dichos  cargos  ú  omisiones. 

Según  el  artículo  2.^^;  la  responsabilidad  es 
civil,  tínicamente,  sí  la  infracción  del  deber  ha 
provenido  solo  de  descuido  ó  de  ignorancia,  y 
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será  civil  y  criminal,  si  ha  habido  prevaricato, 
soborno  ú  otra  causa  criminal  cualquiera;  en 
cuyo  caso  el  funcionario  será  condenado  no 
solo  al  resarcimiento  de  los  daños  y  perjuicios, 
sino  también  á  la  pena  ó  penas  que  el  Código 
Penal  señala. 

El  artículo  3."*  indica  que  esa  responsabili- 
dad puede  exigirse  de  oficio,  á  solicitud  de  la 
parte  agraviada  ó  por  cualquiera  del  pueblo, 
en  los  casos  que  conforme  á  la  Constitución 
produce  acción  popular. 

Esta  acción  popular  pueden  usarla  todos  los 
individuos  residentes  en  el  Perú,  afianzado  las 
resultas  del  juicio.  Se  exeptúa  algunas  per- 
sonas marcadas  en  los  artículos  S.""  de  la  ley  de 
Responsabilidad  y  en  los  17  y  20  del  Código  de 
Enjuiciamientos  Penal. 

El  derecho  de.hacer  efectiva  la  responsabili- 
dad puede  ejercerse,  no  solo  mientras  dure  el 
desempeño  del  cai*go  del  empleado  que  se  acu- 
sa, sino  también  después  de  haber  cesado  en 
él,  con  tal  que  no  hay¿i  trascurrido  el  término 
de  la  prescripción.  Artículo  10  de  la  ley  de 
Responsabilidad. 

La  acusación  de  los  altos  funcionarios  se 
hace  ante  la  Cámara  de  Diputados,  ó  por  esta 
misma  Cámara  la  que  sostiene  la  acusación 
ante  el  Senado,  que  declara  si  ha  ó  no  lu^ar 
á  formación  de  causa,  correspondiendo  el  jui- 
cio al  Tribunal  competente. 

Los  Tribunales  y  Juzgados  que  conocen  de 
la  responsabilidad,  son  los  siguientes:  Las  Cor- 
tes Superiores  juzgan  en  primera  instancia,  á 
los  Prefectos,  Jueces  y  Cónsules  del  Perú  en  el 
extranjero;  en  segunda  instancia,  la  Corte  Su- 

t)rema.     Esta  juzga  en  primera  y  segunda  á 
os  Arzobispos,  Obispos,  Ministros,  Agentes  Di- 
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?loraáticos  Y  Vocales  de  las  Cortes  Superiores. 
ia  responsabilidad  de  los  Vocales  de  la  Corte 
Suprema,  se  hace  efectiva  ante  el  Tribunal  de 
Hesponsabilidad. 

Cent niliznción, -A  los  caracteres  que  necesita 
una  buena  Administración,  añaden  algunos 
publicistaSj  la  centra] iiíHCÍí3n  del  poder.  La  Im- 
ix>rtancia  de  este  atributo  del  Gobierno  y  la 
multitud  de  opiniones  que  hay,  tanto  en  pro 
como  en  contra,  hacen  de  su  estudio  una  de  las 
mas  importantes  cuestiones  del  Derecho  Ad- 
ministrativo y  que  demanda  una  especial 
atención. 

Entiéndese  por  cent  rali zac ion  la  concentra- 
ción de  todos  los  atrihutos  y  facultades  de  la 
adrainiíít ración  general  y  local,  en  un  poder, 
pava  que  éste  dirija  por  sí  solo  todos  los  intere- 
ses políticos  y  administrativos  de  los  asociados, 
¿Puede  hal>er  uii  poder cenhal  siueí^ntializrieión?— 
La  centralización,  como  se  vé,  supone  un  poder 
central;  pero  debe  tenerse  en  cuenta  que  no 
basta  la  existencia  de  un  poder  central,  para 
que  haya  centralización.  Para  que  ésta  exista, 
es  necesario  que  em  poder  tenga  la  dirección 
exclusiva  de  todos  los  intereses  de]  Estado:  que 
tenga  bajo  su  dependencia  todas  las  autorida- 
des locales  V  se  sustituya  á  éstas  para  dirigir  la 
marcha  de  las  local idadeSj  ejerciendo  en  ellas 
una  inmediata  vigilancia  y  una  activa  inspec- 
ción:  es  necesario  que  ese  Poder  central  lo  ad- 
ministre todo;  lo  dirija  todo,  sometiendo  así  á 
la  Nación  á  una  dirección  absórbate  y  emanr*- 
da  tan  solo  de  él^ 

Pero  puede  existir  en  poder  central,  sin  que 
haya  centralización  i  Indudablemente  sí,  si  por 
tal  poder  se  dá  á  entender,  un  poder^  que  resi- 
diendo en  el  centro,  sea  á  la  vez  el  centro  de 
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todos  los  negocios  é  intereses  de  carácter  general 
que  interesen  á  toda  la  Nación,  sin  que  por  es- 
to este  poder,  absorba  los  intereses  locales,  ni 
intervenga  en  la  vida  de  estas  localidades.  Por 
esto,  en  muchos  países  hay  un  Poder  Central, 
poderoso  y  extenso,  sin  que  por  esto  haya  cen- 
trahzación.  Así,  la  Gran  Bretaña,  con  su  Parla- 
mento, que  dicta  leyes  a  los  tres  reinos  y  á  sus 
numerosas  colonias:  la  Suiza,  con  su  Dieta  Fe- 
deral, y  los  Estados  Unidos  con  su  Congreso  y 
su  Presidente  de  la  Unión,  reconocen  un  poder 
central;  pero  nos  presentan,  con  mas  ó  menos 
perfección,  las  instituciones  de  países  descen- 
tralizados. 

Diversas  clases  de  centralización.— La  centraliza- 
ción es  política  ó  es  administrativa.  La  prime- 
ra consiste  en  la  existencia  de  un  poder  prepon- 
derante, único  para  la  dirección  de  los  intereses 
nacionales;  esto  es,  para  las  relaciones  interna- 
cionales, la  política  interna,  la  administración 
de  los  caudales  públicos,  etc.,  etc.  Esta  especie 
de  centralización  no  se  pone  en  duda  que  debe 
existir,  pues  es  condición  indispensable  para  la 
soberanía  nacional;  y  el  elemento  principal  de 
la  unidad  del  Estado.  • 

Centralización  administrativa— Su  oripen.— -Noso- 
tros vamos  á  estudiar  exclusivamente  la  Cen- 
tralización llamada  Administrativa,  que  es  la 
concentración  de  las  facultades  inherentes  al 
Poder  público  y  local  en  las  manos  de  un  Go- 
bierno Central,  para  su  dirección  exclusiva. 

Siempre  ha  sido  una  cuestión  de  gran  im- 

f)ortancia  y  trascendencia,  la  determinación  de 
os  límites  de  iñía  autoridad:  siempre  se  ha  tro- 
pezado con  grandes  inconvenientes  para  fijar 
con  exactitud  las  relaciones  entre  la  autoridad 
y  la  libertad,  á  fin  de  impedir  los  abusos  de  la 


—  41  — 

primera  y  los  extravíos  de  la  segunda.  Por  es- 
to es  que  todo  sistema  que  amplía  ó  lestnnge 
la  acción  de  cualquiera  de  ellas,  tiene  una  im- 
portancia ó  una  influencia  más  6  menos  decisi- 
va, en  el  desarrollo  y  progreso  de  las  institucio- 
nes y  sociedades.  De  aquí  también  la  importan- 
cia é  influencia  de  la  cuestión  de  que  \- huí  os  á 
ocuparnos.  Vamos  á  estudiar  8u  origen,  para 
expresar  desjuiés  los  innumerabk-^s  inconve- 
nientes de  un  sistema  que  ofrece  grandes  males. 

Las  sociedades,  los  individuos^  j  en  general 
todos  lo  seres  orga ñipados,  experimentan  di í'c- 
i'entes  trasformaciones,  antes  de  llegará  un 
estado  de  completo  desniToMo,  En  esos  ])erío- 
dos  hay  un  marcado  predominio  de  ciertos  ele- 
mentos sfibre  los  demás  y  á  costa  de  ellos.  De 
al  11  proviene  la  influencia  preponderante  que, 
en  la  historia  de  !ns  pueljlos  y  según  sus  carac- 
teres y  es]"í reíales  circunstantñas  han  t;<H|iiirido 
la  religión,  la  milicia,  ciarte,  etc., con  detrimen- 
to de  otras  tantas  atribuciones  usurpadas  al 
Poder  público.  Más  como  este  orden  de  cosas 
no  podía  subsistir,  pues  faltaban  el  Cíjuilibrio 
y  armonía  indispensables,  para  el  orden  y  mar- 
cha regular  de  las  sociedades,  el  Poder  público 
tuvo  que  luchar  con  los  elementos  dominantes, 
hasta  adquirir  lo  que  debía  corresponderle.  Esa 
lucha  ha  sido  un  largo  y  penoso  trabajo  de  con- 
centración, obra  de  muchos  siglos,  esfuerzo  de 
grandes  hombres  y  resultado  del  progresivo 
adelanto  de  cada  pueblo. 

La  revohición  del  89  coronó  esa  obra.  Pero 
como  la  tendencia  de  la  revolución  francesa  era 
á  suprimir  toda  excepción,  privilegio  ó  regalía, 
resultó  lo  que  con  tanta  frecuencia  sucede  en 
todas  las  reacciones;  de  un  extremo  se  pasó  á 
otro.    Desde  la  edad  media  los  elementos  del 
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público  estaban  diseminados  en  la  sociedad.  En 
muchas  naciones  cada  provincia  tenía  su  legis- 
lación especial.  Todos  sabemos  que  los  señores 
feudales  levantaban  y  asalariaban  ejércitos; 
declaraban  la  guerra  y  celebraban  tratados  de 
paz.  La  administración  de  justicia  era  un  pri- 
vilegio de  determinadas  familias.  La  Iglesia 
tenía  Tribunales  propios,  no  para  los  asuntos 
de  su  exclusiva  competencia,  sino  para  los  que 
se  referían  á  la  sociedad  entera.  Grandes  mu- 
nicii)ios  gozaban  de  privilegios  especiales.  De 
este  modo  el  poder  público  encontraba  á  cada 
paso  deficiencia  en  sus  medios  de  acción  é  in- 
superables obstáculos  en  el  ejercicio  de  sus  fa- 
cultades. 

La  revolución,  que  con  el  fanatismo  de  la  li- 
bertad y  de  la  igualdad,  tendía  á  la  nivelación 
en  todo  orden  de  cosas:  no  se  detuvo  donde  na- 
turalmente debía  hacerlo,  sino  que  á  más  de 
restituir  al  poder  público  lo  que  le  correspondía, 
concentró  en  él  facultades  pertenecientes  á  los 
municipios  y  á  los  individuos,  erigiéndolo  en 
director  inmediato  de  la  actividad  social.  En 
esta  virtud,  se  reservó  el  jnnvilegio  de  ciertas 
industrias;  otras  las  concedió  á  determinadas 
personas;  y  otras,  por  ñn  las  declaró  libres,  pero 
sujetándolas  á  reglamentos  dictados  por  la  au- 
toridad. Las  grandes  y  pequeñas  divisiones  te- 
rritoriales fueron  destituidas  de  los  derechos 
que  debían  ejercer,  y  de  este  modo,  por  buscar- 
se la  unidad  en  el  Gobierno,  se  cayó  en  la  cen- 
tralización administrativa. 

No  negaremos  las  ventajas  que  la  Francia  ha 

reportado  con  este  sistema  y  con  el  incremento 

que  tomó  durante  el  imperio  y  después  de  la 

revolución  de  1830. 

Los  obstáculos  destruidos  y  no  reemplazados 
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siBO  lentamente,  y  con  otros  mncho  monofes; 
la  excepción  ele  los  privilef^ios;  la  libertad  que 
se  había  proclamado;  la  sujeción  á  reglamentas 
que  no  tendían  á  la  exclusión  de  ciertas  perso- 
nas, sino  á  conservar  el  orden  y  la  policía;  todo 
esto  ha  favorecido  los  progresos  de  la  Francia  y 
contnl)uido  á  su  educación  administrativa. 

Los  nuevos  horizontes  que  se  ofrecieron  á  la 
hbertad  del  trabajo  y  el  ensanche  de  la  órbita 
en  que  podía  girar,  dieron  fomento  á  la  indus- 
tria; circulación  á  la  riqueza;  vigor  á  la  activi- 
dad; desarrollo  á  los  hábitos  de  orden  y  econo- 
mía; y  energía  á  todos  los  demás  de  acción. 
Desaparecieron  los  odios  y  rivalidades  que  ha- 
bían de  surgir  con  frecuencia,  citando  ciertas 
clases  tenían  la  pretensión  deifnpedir  que  otras 
viviesen  honrosaniente  de  su  trabajo;  y  por  úb 
timo,  ya  cada  cual  pudo  hacer,  lo  que  en  nada 
dañaba  á  los  demás. 

íncoiiveníeiittís  ile  la  Centializacióii — A  ¡usar  de 
las  ventajas  que  ligeramente  hemos  enunciado 
y  de  cuanto  pudieran  decirlos  partidarios  di'  la 
centrali;5ación,  entre  los  cuales  hay  muy  dis- 
tinguidos publicistas,  es  innegable  que  el  siste- 
ma ofrece  gravísimos  inconvenientes  para  el 
adelanto  de  los  puel/los.  Los  Gobiernos  consti- 
tuidos en  esta  forma,  que  olvida  por  completo 
la  libertad  individual  y  la  de  las  asociaciones, 
tienden  naturalmente  á  dirigir  la  sociedad  con- 
forme á  sus  miras  é  intereses  especiales.  De  es- 
to provienen  los  confhctos  y  las  luchas  entre 
los  pueblos  y  las  autoridades,  y  los  desvarios  de 
los  Gobiernos  que  oponiéndose  á  pronunciadas 
y  legítimas  tendencias  sociales,  pretenden  im- 
poner su  voluntad  á  la  Nación  entera,  y  aho- 
gar, en  cuanto  les  es  posible,  las  nobles  aspira- 
ciones á  un  porvenir  Hsonjero. 
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Pretenden  los  apologistas  de  la  centraliza- 
ción, conseguir,  por  medio  de  ella,  un  Gobierno 
más  fuerte;  una  Nación  más  enérgica;  una  ci- 
vilización más  desarrollada,  y  cuyo  desan-ollo 
sea  más  igual  y  general;  un  conjunto  más  com- 
pleto y  mejor  organizado  de  caminos,  canales 
y  demás  medios  de  comunicación  de  toda  es- 
pecie; más  unidad  en  el  modo   de  fabricar, 
vestirse,  vivir  y  hacer  una  multitud  de  cosas; 
más  unidad  en  el  modo  de  sentir  v  de  pensar. 
En  pocas  palabras,  conseguir  el  desarrollo  ar- 
mónico de  todas  las  f  aerzas  sociales,  en  virtud 
de  la  dirección  que  reciben  por  una  autoridad 
que  las  dirige  y  regulariza. 

Por  más  que  se  diga  en  contrario,  es  induda- 
ble que  tales  resultados,  sólo  apetecibles  hasta 
cierto  punto;  no  los  produce,  ni  los  puede  pro- 
ducir Ja  centralización.  Los  Gobiernos  más 
fuertes,  no  lo  son  por  el  mayor  número  de  atri- 
buciones que  ejercen.  Precisamente  su  acción 
se  debilita  á  medida  que  aumentan  los  negocios 
en  que  intervienen.  Es  una  ley  de  exacta  apli- 
cación, tanto  en  el  orden  físico,  como  en  el  mo- 
ral, que  una  fuerza  disminuye  en  intensidad, 
cuanto  aumenta  en  extensión.  Y  esto  es  loque 
sucede  con  los  Gobiernos  centralizados. 

Además,  todos  sabemos  cuanto  importan  la 
opinión  pública  y  la  popularidad,  para  pensar 
que  sin  ellas  y  aun  contra  ellas,  pueda  haber 
Gobiernos  fuertes  y  duraderos. 

Tampoco  produce  el  sistema  una  Nación  más 
enérgica,  por  la  incompatibilidad  que  hay  en- 
tre ese  estado  y  las  trabas,  sujeciones  é  incon- 
venientes que  para  su  adelanto  encuentran  las 
industrias,  asociaciones  y  Municipios.  La  nece- 
sidad de  recurrir  al  Gobierno,  aun  para  las  co- 
sas más  sencillas,  y  los  reglamentos  y  demás 
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disposiciones  que  éste  dicta,  amortiguan  el  es- 
píritu de  empresa,  siembran  el  desaliento  y  nu 
permiten  á  los  pueblos  ensayar  sus  propias  tuer- 
zas, ni  adquirir  esas  gloriosas  conquistas,  hijas 
del  genio  y  de  la  libertad,  conque  hombres  ilus- 
tres han  sabido  grangearee  la  estimación  y  el 
respeto  de  la  posteridad.  Si  el  sistema  tiende 
ercluí^ivamente  á  fí^rtiticHr  al  (íolnerno,  ro- 
deándolo de  toda  clase  de  atribuciones,  y  si  co- 
mo antes  hemos  manifestado,  produce  el  resul- 
tado contrario;  merlos  conseguirá  dar  energía  á 
la  iS  ación,  cuando  todos  sus  elementos  de  pro- 
gi'eso  se  encuentran  en  un  estado  de  indefinida 
tutela  y  sin  libertad  en  sus  movimientos. 

En  cuanto  á  la  unidad  en  los  medios  de  co- 
niunicación,  lenguaje,  sistema  de  pesas  y  me- 
didas, habitaciones,  modo  de  pensar,  etc.,  tal 
resultado,  solo  apetecible  hasta  cierto  punto, 
como  que  la  belleza  requiere  unidad  en  la  va 
riedad,  no  se  puede  considerar  como  efecto  in- 
mediato del  sistema.  El  principio  de  competen- 
cia, cuya  aplicación  produce  el  desarrollo  de  las 
fuerzas  individuales  y  sociales,  es  el  que  verifi- 
ca esa  fusión  y  esa  unidad  que  se  pretende  al- 
canzar. 

Inglaterra  y  Estados  Unidos,  con  sus  Go- 
biernos descentralizados,  son  Naciones  en 
que  hay  más  uniformidad  y  unidad  que  en 
Francia,  que  ofrece  el  modelo  de  un  Gobierno 
centralizado. 

Las  atribuciones  conferidas  al  Poder  público 
y  su  participación  inmediata  en  todos  los  asun- 
tos de  la  sociedad,  le  separan  de  su  verdadero 
objeto,  que  es  la  conservación  del  orden  social 
por  la  represión  del  crimen  y  castigo  del  delin- 
cuente, y  lo  ponen  en  la  necesidad  de  emplear 
medidag  represivas  y  preventivas;  atrayéndose 
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la  odiosidad  que  estas  últimas  producen  y  los 
conflictos  que  provocan  y  complican  las  funcio- 
nes del  Gobierno,  muy  sencillas  con  sólo  el  sis- 
tema represivo.  Por  la  misma  razón,  con  fre- 
cuencia ha  de  suceder  que  en  ciertos  asuntos 
no  se  tenga  certidumbre  de  la  autoridad  com- 
petente, para  juzgar  ó  intervenir  en  ellos,  y 
por  lo  mismo,  ha^^a  conflictos  entre  el  Poder 
Judicial  y  el  Administrativo.  El  Poder  público 
pierde,  pues,  en  este  sistema,  parte  de  su  uni- 
dad, de  su  sencillez  y  de  su  energía. 

Otro  inconveniente  que  el  sistema  lleva  con- 
sigo, es  el  del  gran  número  de  empleados  que 
necesita  la  Administración  y  la  pérdida  de 
tiempo,  inevitable  en  las  numerosas  formalida- 
des, requeridas,  para  obtener  el  beneplácito  ó 
la  licencia  de  la  autoridad,  aún  para  los  asun- 
tos más  sencillos.  Lo  primero  aumenta  los  gas- 
tos del  Erario,  que  necesariamente  deben  com- 
pensarse con  impuestos;  y  lo  segundo,  á  más 
de  introducir  el  desaliento  que  ocasiona  una 
larga  tramitación,  impide  que  muchas  empre- 
sas se  lleven  á  cabo  como  que  la  oportunidad 
era  la  única  que  podía  darles  existencia  y  du- 
ración. El  tiempo  perdido  en  esas  diversas  for- 
malidades é  informes,  que  tanto  se  asem3jan 
á  los  que  se  requiere  para  obtener  la  resolu- 
ción de  un  asunto  judicial,  puede  juzgarse  por 
los  siguientes  datos  estadísticos,  que  presenta 
el  distinguido  Dunoyer.  Llegan  á  17  las  forma- 
lidades necesariar  en  Francia,  pai*a  establecer 
una  máquina  de  vapor:  se  ha  calculado  en  28  las 
que  se  necesita  para  obtener  autorización 
para  tener  un  barco  en  un  riachuelo.  Y  con 
más  exactitud,  por  estos  otros:  de  654  deman- 
das de  autorización  para  fundar  estableci- 
mientos insalubres,   dirigidas  al  Gobierno  y 
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comunicadas  al  Consejo  de  Estado,  í^ólo  han 
sido  rechazadaB  por  éste.  65,  Han  deliidt»  Ue- 
narse,  pues,  iniítiímente  *^89  veces,  en  H54,  la 
serie  de  formalidades  necesarias  para  aatoi'iza- 
dones  de  esta  especie. 

La  interv^ención  dtl  Pín.lcr  pul.)li<;í.>  en  toflu 
asunto  y  en  el  cuidado  de  reglamentarlo  todo, 
con  las  numerosas  formalidades  que  cada  cosa 
requiere,  distraen  su  atención;  le  hacen  aban- 
donar con  frecuencia  los  asuntos  más  graves  ó 
urgentes,  para  atender  á  detalles  que  muy  poco 
significan;  y  acostumbran,  por  otra  parte,  á 
los  individuos  y  a  las  asociaciones,  á  cierto 
espíritu  formuhsta  y  d^  rutina,  cuya  exagera- 
ción es  una  invencible  remora  de  todo  progreso. 

Los  inconvenientes  presentados  hasta  aquí, 
pueden  considerarse  como  consecuencias  ge- 
nerales del  sistema.  No  son  menos  graves  los 
que  se  descubren  examinándolo  bajo  otro  punto 
de  vista,  bajo  el  aspecto  de  sus  relaciones  con 
la  actividad  social. 

.  En  el  sistema  de  la  centralización,  se  conce- 
de el  privilegio  de  ejercer  ciertas  industrias  á 
determinadas  personas;  otras  son  ejercidas  por 
el  Gobierno,  y  otras,  se  declaran  libres;  suje- 
tando su  ejercicio  á  los  reglamentos  y  disposi- 
ciones que  la  autoridad  establece. 

Fácilmente  se  comprende,  que  en  ninguno 
de  estos  casos,  encuentra  la  actividad  social  las 
condiciones,  que  para  su  desarrollo  requiere. 
Sea  que  á  determinadas  personas  se  conceda  el" 
privilegio  de  ejercer  ciertas  industrias;  sea  que 
el  Grobierno  las  ejerza;  en  uno  y  otro  caso,  re- 
salta la  injusticia  de  monopolio,  que,  de  un 
modo  general,  es  la  muerte  de  las  industrias  y 
el  enriquecimiento  de  unos  cuantos,  á  costa  de 
los  demás.   La  concurrencia  y  los  esfuerzos  de 
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eada uno  para  ser  preferido  en  el  consumo  de 
los  artículos  que  produce,  es  el  modo  de  lo- 
grar que  éstos  sean  buenos,  abundantes  y  ba- 
ratos, y  que.  existan  en  todas  partes.  Ademas, 
que  con  el  monopolio  se  priva  á  la  sociedad  de 
los  adelantos  y  mejoras  que  las  personas  ex- 
cluidas podían  introducir.  Bajo  estos  aspectos, 
no  contribuye,  pues,  el  sistema  de  la  centrali- 
zación, al  desarrollo  de  la  actividad  social. 

Los  reglamentos  y  demás  disposiciones  rela- 
tivas al  ejercicio  de  las  industrias,  no  sólo  pre- 
sentan el  inconveniente  ya  indicado  de  la  pér- 
dida del  tiempo  y  de  la  oportunidad;  sino,  que 
también  acostumbran  á  los  pueblos  á  recurrir 
para  todo  á  la  autoridad  y  á  esperarlo  todo  de 
ella.  De  esto  resulta  una  indefinida  tutela 
que  los  estaciona  en  un  limitado  círculo,  y  por 
otra  parte,  la  propensión  de  culpar  al  Gobierno 
en  todos  los  sucesos  adversos  que  les  sobrevie- 
nen, y  la  tendencia  á  hacerlo  responsable  has- 
ta del  mal  resultado  de  sus  negociaciones  pri- 
vadas. 

La  subordinación  casi  ilimitada  en  que  se 
encuentran  todas  las  fracciones  del  país,  res- 
pecto de  la  capital,  por  hallai-se  todo  bajo  la 
dirección  del  Poder  central;  es  tanto  más  peli- 
grosa, cuanto  que  si  una  invasión  extranjera 
ó  una  revolución  triunfan  en  la  capital,  los 
demás  lugares  acostumbrados  á  no  tener  vida 
propia,  se  someten  fácilmente  al  vencedor,  y  el 
país  puede  considerarse  como  perdido.  Quizá 
con  alguna  exactitud,  pudiera  aplicarse  á  esa 
situación,  la  ley  de  lo  accesorio,  respecto  de  lo 
principal.  Es  verdad,  que  al  lado  del  Poder 
central  se  encuentran  todos  los  medios  de  de- 
fensa, y  por  lo  mismo  parece  muy  difícil  que 
tal  caso  llegue  á  realizarse;  pero  si  sucede, 
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€omo  es  posible,  inevitablemeTite  tenrlrá  lugar 
lo  que  hemos  indicado. 

El  sistema  de  In  central izaciun  ofrece  tam- 
bién el  gravísimo  inconveniente  de  pervertir  el 
sentido  moral  de  los  pueblos,  como  quo  no  dá 
lugar  á  qae  se  desarrolle  el  sentimiento  de  la 
Justicia.  Las  medidas  preventivas,  las  restric- 
ciones contenidas  en  los  reí^lamentos  y  la  mul- 
titud de  preceptos  que  prohiben  cosas  inocen- 
tes y  mandan  otras  que  nada  significan,  habi- 
túan á  las  masas  á  mirar  la  justicia  donde  está 
la  ley,  y  á  creer  que  todo  lo  establecido  en  nom- 
bre de  ésta,  es  tan  bueno  é  inamovible  como 
aquella.  Sucede  precisamente  lo  contrario  en 
el  sistema  represivo.  El  libre  ejemcio  de  las 
facultades  en  todo  lo  que  no  daña  el  derecho 
ajeno,  ^  un  principio  de  estricta  justicia  y 
cuando  su  abuso  trastorna  el  orden  social,  la 
pena  impuesta  al  culpable,  se  reconoce  como 
justa;  esta  persuación  en  el  ánimo  de  todos,  dá 
eficacia  á  la  ley  y  tiende  á  desarrollar  los  senti- 
mientos de  justicia. 

Consecuencia  del  sistema  es  que  los  pueblos 
i^gidos  algún  tiempo  por  él,  acepten  fácilmen- 
te prohibiciones  y  mandatos  en  que  no  se  vé 
sino  el  capricho,  la  arbitrariedad  ó  las  pasiones 
ael  mandatario.  Tal  es  igualmente,  el  origen 
de  esas  situaciones  violentas  que  en  circunstan- 
cias dadas,  colocan  á  los  pueblos  en  una  pen- 
diente más  ó  menos  vertiginosa  y  que  los  lle- 
varía al  abismo,  si  la  mano  protectora  de  la 
Providencia  no  cuidara  de  su  salvación. 

í^^ea,  pues,  que  se  considere  el  sistema  en  sí 
mismo;  sea  que  se  examine  las  consecuencias 
que  de  su  aplicación  resultan;  siempre  aparece 
como  incompatible  y  funesto  para  la  libertad 
de  los  pueblos,  de  Iob  Municipios  y  de  los  indi- 
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viduos.  La  versación  en  los  negocios  que  da 
la  experiencia,  y  que  no  puede  cons^uirse  con 
este  sistema;  los  obstáculos  que  para  su  desar- 
rollo encuentra  la  actividad  social  y  las  nume- 
rosas restricciones  con  que  tiene  que  luchar 
la  libertad  de  trabajo,  son  otros  tantos  escollos 
que  impiden  el  progreso  y  el  adelanto  social. 

La  reunión  en  el  Poder  público  de  los  ele- 
mentos que  se  refieren  á  la  formación  de  las 
leyes,  á  su  ejecución  y  aplicación,  al  ejército  y 
marina,  á  la  moneda,  al  sistema  de  contribu- 
ciones mas  adecuado  á  la  situación  del  país;  y 
finalmente,  el  poder  de  ejercitarse  con  ampli- 
tud dentro  de  su  esfera,  son  indispensables  en 
toda  Nación,  j  constituyen,  como  hemos  dicho, 
la  centralización  política  ó  gubernativa,  ó  en 
otros  términos,  la  unidad  en  el  Gobierno.  Pero 
darle  ingerencia  en  todo  asunto,  querer  aue 
todo  se  haga  con  su  conocimiento  y  benepláci- 
to; que  todo  venga  de  él;  que  todo  movimiento 
sea  resultado  de  la  impulsión  que  él  comuni- 
que, es  querer  un  depotismo  cuyo  fin  no  puede 
proveerse. 

La  realización  del  fin  jurídico,  objeto  del  Es- 
tado, no  le  dá  derecho  para  intervenir  en  las 
demás  esferas  de  la  actividad  social,  sino  úni- 
camente píira  impedir  las  agresiones  ó  luchas 
que  entre  ellas  pudiera  haber;  para  armonizar 
sus  diferentes  fines,  en  cuanto  todo  se  relacio- 
na con  el  derecho.  Por  esto  Arhens  lo  conside- 
ra como  mediador  del  destino  humano. 

Descentralización  administrativa,— La  ciencia  ad- 
ministrativa, en  armonía  con  las  tendencias  y 
espíritu  de  la  época  moderna,  tiene  que  admi- 
tir la  descentralización  administrativa  en  vez 
del  principio  de  centralización,  con  que  los  par- 
tidarios del  absolutismo,  tratan  de  mantener 
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rii  la  democracia.,  el  résiíi**'*^  *'^'  1**^  unt%uos 
tiempos;  V  que  la  inHiu^nfia  ])njpaj^^a(lara  ae  la 
Frraicia,  lia  eutronizaili»  **n  rasi  todas  las  Ue* 
piiblícas  amei'icanas. 

El  principio  del  selj  govermant  6  du  la  seuie- 
cracia  (1)  como  acertadamente  traduce  Lasta- 
rria:  es  decir  el  Gobierno  del  pueblo  por  el  pue- 
blo; es  el  único  verdadero,  sobre  que  debe 
apoyarse  toda  teoría  de  Gobierno,  toda  organi- 
zación de  autoridad,  cualesquiera  sean  las 
formas  ó  gei'arquias  que  revista.  Ese  principio 
es  la  traducción  de  la  gran  máxima  de  la  liber- 
tad, sin  la  cual  no  puede  existir  organismo  so- 
cial: cada  personalidad  independiente  para  diri- 
gir por  sí  misma,  lo  que  solo  á  ella  le  interesa. 
La  aplicación  de  esta  máxima  á  los  Municipios 
ó  comunes  de  una  Nación,  y  á  los  distintos  ra- 
mos de  la  actividad  humana,  que  realizan  los 
distintos  fines  de  la  vida;  es  lo  que  constituye  la 
descentralización  administrativa,  que  como 
condición  indispensable  de  existencia,  es  un 
derecho  que  tienen  los  Municipios,  para  admi- 
nistrar por  sí  mismos  sus  negocios  comunales, 
<x)n  entera  independencia  del  Poder  Central. 
8i  es  una  verdad  incuestionable  que  cada  una 
de  las  unidades  sociales  ó  mejor  dicho  cada 
uno  de  los  distintos  elementos  que  componen 
la  sociedad,  tiene  intereses  propios  y  exclusivos, 

auedebe  dirigir  con  entera  libertad,  para  poder 
enar  su  fin,  bajo  el  régimen  del  Derecho;  es 
claro,  que  el  Estado,  que  debe  garantir  y  rea- 
lizar este  régimen,  la  contrariaría,  faltando  así 
¿i  su  fin  principal,  sino  dejara  á  los  Municipios, 

(1)  Viene  de  la  voz  latina  semet,  que  significa  »i  mismo,  y  cracia, 
del  griego  kratos,  que  significa,  gobierno,  fuerza;  de  modo  que  es 
traducciÓQ  litaral  de  la  palabra  iuglos.i,  v  una  de  esas  felices  expre- 
aíoneSf  que  pueden  enriquecer  nuestro  iaioma. 
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una  de  esas  unidades,  uno  do  esos  elementos 
cunstitutivos  de  la  sociedad,  el  Gobierno  de  sí 
mismo.  La  sociedad  no  completa  su  fin:  la 
libertad,  espíritu  de  vida,  estaría  ahogada  bajo 
la  autoridad,  y  la  Administración  faltaría  á  esa 
armonía  que  debe  reinar  entre  toda  institución 
y  la  verdadera  naturaleza  del  organismo  social 
y  del  ser  humano. 

Aplicar  el  principio  de  la  descentralización, 
ó  sea  la  independencia  de  las  asociaciones,  á  la 
organización  del  Estado  y  á  sus  relaciones  con 
la  sociedad,  es  obedecer  esa  gran  ley  de  la  uni- 
dad en  la  variedad,  que  encierra  la  armonía 
del  Universo,  porque  es  belleza  y  orden;  y  que 
aplicada  á  los  arreglos  sociales,  significa  liber- 
tad y  progreso. 

Pero  ¿puede  concillarse  la  unidad  nacional 
con  la  descentralización  administrativa?  Un 
Gobierno  basado  en  esa  unidad,  como  el  nues- 
tro, puede  permitir  la  aplicación  de  ese  princi- 
pio, como  condición  de  su  organización,  sin  de- 
trimento de  su  energía;  sin  mengua  de  su 
poder,  sin  romper  la  armonía  de  todas  las  cir- 
cunscripciones de  la  Nación,  y  convertirla  en 
una  agregación  de  provincias,  que  no  tenga  de 
Estado  sino  el  nombre?  En  esto  se  apoyan  los 
partidos  de  la  centralización  para  rechazar  el 
principio  contrario,  como  atributo  de  la  Admi- 
nistración, fundando  erradamente  la  unidad 
de  una  Nación,  el  poder  de  un  Estado,  en  la 
unidad  gubernativa,  en  la  fuerza  y  extensión 
de  la  autoridad. 

Ya  hemos  dicho  que  la  centralización  política 
es  necesaria  para  la  unidad  del  Gobierno,  para 
esa  cohesión  que  debe  reinar  entre  todos  los 
diversos  elementos  del  Estado.  Pero  la  centra- 
lización política  no  es  la  .'atdn[\inistrativa-   Es 
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Confundirlas,  querer  que  bajo  pretexto  de  utii- 
dad  nacional,  se  encuentren  todos  los  intereses 
de  la  sociedad,  bajo  la  tutela  del  Poder  Central: 
es  desconocer  las  condiciones  de  vida  propia, 
los  intereses  y  necesidades  locak\s,  distintos  de 
los  generales,  (jue  tienen  los  distintos  comunes 
ü  municipios,  o  las  diversas  asociaciones  par- 
dales que  realizan  los  fines  de  la  vida  en  el 
seno  de  la  sociedad  general  La  unión  de  la 
centrali;?ación  política  con  la  descentralización 
administrativa,  es  la  conciliación  de  la  fuerza 
con  la  libertad:  la  armonía  del  principio  de  au- 
toridad con  el  derecho  de  vida  propia  de  cada 
uno  de  los  elementos  sociales;  es,  como  decía- 
mos anteriormente,  la  realización  de  esa  gran 
ley  del  Universo:  la  unidad  en  la  variedad. 

Por  otra  parte,  el  orden  que  se  cree  contra- 
dictorio con  el  principio  de  descentralización, 
tiene  por  el  contrario,  en  ésta  un  garantía 
más  segura,  una  más  grande  eficacia,  que  la 
que  puede  darle  la  extensión  de  la  autoridad 
ola  energía  del  Poder.  En  un  Estado  descen- 
tralizado, la  estabilidad  de  las  instituciones  y 
la  permanencia  y  marcha  tranquila  del  Poder, 
no  reposa,  como  en  los  Estados  centralizados, 
en  la  ignoracia  é  indiferencia  á  los  negocios 
públicos  de  los  individuos  ó  en  la  fuerza  y  des- 

?otismo  de  los  gobernantes;  sino  que  tiene  su 
undamento  y  aix)yo  en  la  libertad  y  derecho 
de  cada  uno  para  manejarse  por  sí.  Intervi- 
niendo todos  los  individuos  en  la  gestión  de 
los  negocios  y  siendo  todos,  en  todo  el  territo- 
rio, elegidos  para  formar  parte  de  la  autoridad, 
están  convencidos  que  al  apoyar  á  ésta,  se 
apoyan  á  sí  mismos.  JPor  la  autoridad  y  f  unció-  * 
nes  que  ejercen,  se  unen  al  Gobierno  establecí- 
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do;  j)or  los  intereses  de  su  localidad,  que  son 
los  suyos,  están  ligados  á  los  gobernados;  y 
así  unen  el  interés  general  á  los  intereses  lo- 
cales, sin  que  haya  absorción  del  uno  para  los 
(jiros.  Cuando  los  poderes  locales  son  nume- 
rosos, todo  está  dispuesto  para  aminorar  las 
pasiones  de  ruido  de  la  autoridad,  como  para 
satisfacerlas  en  su  justos  límites.  Esa  organi- 
zación impide  la  indiferencia  y  se  opone  á  los 
excesos.  (í) 

Pai-a  que  haya  orden  es  necesario  que  no  haya 
choque  entre  el  interés  general  y  los  locales; 
y  para  ello  es  útil,  que  las  locahdades  delibe- 
ren, decidan  y  ejecuten.  '^La  voluntad  general 
no  es  más  respetable  que  la  voluntad  particu- 
lar, desde  que  sale  de  su  propia  esfera.''  (2) 

Si  es  verdad  que  la  unidad  nacional  consis- 
te en  la  existencia  de  un  solo  Poder  político, 
que  legisle  y  administre  para  toda  la  Nación; 
también  lo  es,  que  esta  legislación  y  adminis- 
tración se  refieran  únicamente  á  los  internes 
generales,  que  son  los  que  constituyen  el  inte- 
i'ós  nacional,  y  no  á  los  locales,  que  forman  un 
interés  particular,  casi  doméstico,  de  los  comu- 
nes. Por  tanto,  lio  se  contraría  á  la  unidad  na- 
cional, ni  aún  á  la  de  Gobierno,  cuando  la  ges- 
tión de  estos  intereses  particulares,  se  deja  á 
lob  comunes,  á  quienes  corresponde;  y  qué  por 
la  misma  distinción  que  existe  entre  común  y 
comUfíj  y  su  misma  particularidiEid,  no  pueden 
tener  la  generalidad  propia  de  la  Admmistra- 
cióli  nacional.  Por  otra  parte,  no  es  mantener 
la  unidad,  establecer,  como  lo  hacen  hoy  los 

{i}  IJu^j^ode. 

{2}  Beojatnin  Constunt. 
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Gobiernos  unitarios,  un  í>rden  gerár cínico  tle 
agentes,  que  las  representen  pu  las  (listhitas 
circunncripciones  del  territorio,  para  interve- 
nii%  cuando  no  |>ara  dirigir,  todos  Ion  negocios 
comunales;  y  que,  como  es  natural,  llevando 
las  miras  exclusivas  del  Poder  político,  los  con- 
ftinden  y  absorben  en  Iob  intereses  generales, 
y  muchas  vecas,  en  los  privndos  y  peculiare^í 
del  poder  que  representan. 

f¿ta  no  es  unidad  nacional,  sino  dominación 
g-uliernativa,  y  si  ella  se  establece  sobre  los  Mu- 
nicipios, también  se  establecerá  para  los  inte- 
resa privados  del  individuo  y  de  la  familia: 
porque  según  dicho  concepto  de  unidad,  no 
existiría  ésta  desde  que  hay  un  orden  de  inte- 
reses  que  se  sustrae  al  Poder  político  y  puede 
perturbar,  con  su  independencia,  la  acción  ab- 
sorvente  y  absoluta  de  ese  poder  sobre  las  de- 
más intereses  sociales.  Admitir  la  dominación 
ó  solo  la  intervención  del  Gtobiemo,  sobre  uno 
de  los  elementos  de  la  sociedad,  es  tener  que 
admitirla,  para  ser  lógicos,  sobre  todos  y  cada , 
uno  de  ellos;  en  todas  las  manif estacionas  desú 
actividad  alreaüzar  las  ideas  fundamentales, 
distintas  de  la  del  Derecho,  que  es  la  única  que 
debe  realizar  el  Estado,  ó  lo  que  lo  mismo  el 
Gobierno. 

Insistir  sobre  esto,  es  volver  sobre  lo  que 
dejo  dicho  de  la  Centralización,  cuya  funesta 
acción  he  demostrado.  Réstanos,  pues,  como 
un  comprobante  positivo  de  la  teoría  e^^puestá 
presentar  un  modelo  práctico  de  Descentraliza- 
ción Administrativa.  Para  esto  no  es  necesario 
recurrir  á  un  arreglo  ideal;  pues  ose  modelo 
está  en  la  organización  de  los  Estados  Unidos, 
lo  que  muestra  que  la  Descentralización,  está 
ttiuy  lejos  de  ser  una  utopia,  una  ilusió]y  de  la 
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ciencia,  casi  irrealizable  en  la  práctica;  sino 
q|ue  as  un  hecho  positivo,  un  arreglo  social,  el 
único  que  puede  admitirse  en  el  régimen  re- 
publicano. 

Vamos  á  hacer  la  descripción  de  este  régi- 
men, siguiendo  á  Lastarria,  que  á  su  vez  sigue 
á  Tocqueville,  que  en  su  precioso  libro  *'De  la 
Democracia  en  América,"  hizo  el  estudio  cientí- 
fico de  la  vida  pública  y  administrativa  de  los 
íiStados  de  la  Unión  Americana;  dando  así  á  la 
ciencia  una  base  positiva,  de  la  que  no  es  posi- 
ble prescindir  al  exponer  una  teoría  política 
6  administrativa. 

Los  Estados  Unidos,  son  una  federación  en  que  la  soberanía  central 
68t&  limitada  y  no  absorbe  la  soberanía  locaf. 

Los  Estados  se  dividen  en  Muuicipios  ó  co- 
munes que  son  llamados  (Towaship)  y  los 
Condados. 

El  Municipio  consta  generalmente  de  dos  ó 
tr^  mil  habitantes,  que  gobiernan  por  sí  mis- 
mos sus  intereses  por  medio  de  ciertos  Magis- 
trados á  quienes  se  dirigen  en  todo  lo  que  no 
sea  la  pura  y  simple  ejecución  de  las  leyes  del 
Etetado.  Estos  magistrados  son  los  Selectmen 
(selectos),  nombradlos  por  el  sufragio  de  los 
electores,  por  un  año:  ellos  convocan  y  presiden 
las  reuniones  comunales;  son  ejecutores  de  las 
resoluciones  populares,  y  una  vez  nombrados, 
no  dependen  sino  de  la  ley,  á  la  que  se  sujetan, 
en  su  administración,  bajo  su  responsabilidad. 
Para  las  diversas  funciones  administrativas, 
especiales,  hay  funcionarios  municipales,  hasta 
el  número  de  diez  y  nueve:  unos  llamados 
asesores,  establecen  el  impuesto;  otros  colecto, 
res,  lo  recaudan;  un  condestable  hace  la  poli- 
cía; otro  para  el  registro  civil;  otro  de  t^orero 
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y  por  fin,  inspec^tor  de  pfíl>res,  romisarios  de 
t^si'uelas,  inspectores  de  caminos;  ek%    Estos 
empleos  son  comisiones  ol>lígatoriaH  para  todos 
los  habitantes  del  coniim,   y  la  mayor  parte 
retribuidas.    Cuando  los  selecímen,  tratan   de 
acometer  alguna  empresa  nueva,  ejecutar  al- 
gún acto  no  previsto  en  la  ley,  abrir  una  evscue- 
la,  introducir  ali^riin  cambio,  tienen  que  recur- 
rir al  pueblo,  representado  por  el  Cuerpo  de 
electores.    Este  viene  á  ser  el  Concejo   munici- 
pal,  no  existiendo    ni n gimo  al    lado    de    los 
selectmen,  que  con  la  deliberación,  pueda  cubrir 
su  responsabilidad.    Además,    tienen  algimas 
obligaciones  que  les  imponen   las   leyes  gene- 
rales  del  Estado,  y  que   ejecutan   bajo  su  ms- 
líonsabilidad  y  sin  antorizacion  del   Municipio. 
Los  Comunes  son,    pues,   enteramente  inde- 
pendientes para  todo  lo  que  le  respecta  á  ellos 
solos,  y 

Kntre  los  habitantes  de  la  nueva  InKlateira,  dice  Tocqneville,  no 
se  encuentra  ninguno  que  reconozca  al  Kstado  el  derecho  de  initer- 
venir  en  la  dirección  de  los  intereses  puramente  comunales.  Si  se 
trata  de  vender,  de  comprar,  atacar  v  defenderse  ante  los  Tribuna- 
les; recarjíarsupreaupueatoó  dcsn^ravarlo:  el  Común  tiene  el  dere- 
cho de  hacerlo  sin  autorización  superior.  Las  relacione»  con  el 
Kstftdo  le  obligan  ünicamonte  á  proveer  á  ios  servicios  de  interés  ó 
útihdad  general,  conforme  alas  leyes  nacionales.  Si  el  Estado 
quiere  abrir  un  camino  que  atraviese  varios  Comunes,  ninguno  tie* 
ne  el  derecho  de  corrnr  su  terriiorio;  si  im).>one  contribuciones, 
concurren;  si  organiza  la  instrucci»>n  pública,  bajo  un  plan  unifor- 
me; establece  his  esejehn  que  la  ley  le  manda;  si  promulga  un  re- 
glamento general  de  policía,  debe  conformarse  á  el. 

Después  del  Municipio,  viene  el  Condado, 
que  Tocqueville  describe  con  las  palabras  si- 
guientes: 

El  Condado  americano  tienen  muclia  analogía  con  el  distrito  fran 
cés;  pues,  como  á  éste  se  le  ha  trazado  una  circunscripción  arbitra- 
ria, solo  |X)r  im  interés  puramente  administrativo;  j  foiina  un  cuer- 
po, cuyas  partes  no  tienen  vinculo  necesario  y  al  cual  no  los  unen 
ni  afección,  ni  recuerdos,  ni  comunidad  de  existencia.  El  Conda- 
do es  el  primer  centro  judicial:  tiene  una  Corte  de  Jus! icia  y  un 
Alguacil  mayor  para  ejecutar  sus  providencian,  Adoíuáa  tiene  cier- 
to numero  de  magistrados  designados  por  el  (Gobernador  del  Kstad- 
de  acnerdo  con  el  Concejo,  para  administrar  les  negccio»  comunes 
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á  los  Municipio  i  qua  lo  f  orinan;  p*iv>  estos  a'Luinistrdloreá  tiaa  >a 
solo  un  poder  excepcional  que  se  aplica  á  un  pequeño  uúnuro  d« 
caaos  previstos  por  la  ley.  Preparan  el  presupuesto  del  Estado;  p3r> 
la  Legislatura  lo  rota.  El  Candado  no  tiene  Asamblea  que  lo  re- 
presente, ni  en  realidad  tiene  una  existencia  política. 

Los  Estados  Unidos,  no  aceptan  el  principio 
de  que  la  libertad  y  la  autoridad  deben  estar 
equilibradas,  de  modo  que  lo  que  gana  ésta  lo 
pierde  aquella,  y  vice- versa;  ni  la  autoridad  es 
disminuida,  ni  la  libertad  atacada;  y  para  evi- 
tar el  despotismo,  divide  las  funciones  del 
poder  de  tal  modo,  que  la  autoridad  se  presenta 
grande  y  se  siente  por  todas  partes,  pero  el 
funcionario  es  pequeño.  Hay  poder,  pero  el 
poder  es  déla  ley  y  no  personal.  Nada  de  cen- 
tral, nada  de  gerárquico. 

¿Y  sin  gerarquía,  se  preguntará,  como  se 
hará  obedecer  a  los  Condados  y  á  los  Munici- 

§ios,  cuando  no  se  conforman  á  las  leyes  que 
eterminan  sus  obligaciones?  Por  el  único  me- 
dio aceptable  en  un  país  democrático,  (jue  in- 
troduce la  elección  popular  en  los  rodajes  se- 
cundarios del  Gobierno:  por  los  Tribunales  de 
Justicia  que  juzgan  y  castigan  á  todos  los  fun- 
cionarios, j  que  son  los  únicos  que  pueden 
obligarlos  a  la  obediencia,  sin  violar  el  dere- 
cho del  elector.  Para  esto  tiene  Estados  Uni- 
dos la  institución  de  los  Jueces  de  Paz,  que 
ora  toman  parte  individualmente  en  la  admi- 
nistración, pues  están  encargados,  en  consorcio 
con  los  funcionarios  comunales,  de  ciertos  ac- 
tos administrativos  como  los  de  salubridad; 
ora  forman  lo  que  se  llama  la  Corte  de  sesio- 
nes, Tribunal  de  tres  Jueces  encargados  de  juz- 
gar á  los  funcionarios  administrativos  en  todos 
los  casos  en  que  el  delito  es  justiciable.  Cuan- 
do son  casos  de  negligencia  ó  descuido  no  jus- 
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ticiable,  los  funcioiiaños  quedan  sujetos  á  la 
aí^reriaciÚTi  de  los  electores. 

Más  arriba  del  Condado,  ya  iio  hay  otro  Po- 
der adminintratiyo.  Después  aparece  el  Poder 
jíolítiro  dtíl  Estado,  que  es  ejercido  por  los  de- 
partamentos Legislativo,  Ejecutivo  y  Judicial. 

Tales  son  los  principios  sobre  que  reposa  la 
administración  de  Estados  Unidos  y  que  son 
reasumidos  con  estas  palabras  de  Tocqueville: 

El  Municipio  y  el  Condado  no  están  constituidos  de  la  mitinia 
manera  en  todos  los  Estados;  pero  se  puede  decir  que  la  organiza- 
rión  de  uno  y  otro  reposa  en  todos  ellos,  sobre  esta  iaea:  cada  cual 
es  el  mejor  Juez  de  lo  que  concierne  á  si  mismo,  y  el  que  se  halla 
en  mejor  situación  de  proveer  ñ,  sus  necesidades  particulares.  El 
Municipio  y  el  condado  esbui,  pues,  encargados  de  velar  sobre  sus 
intereses  especiales.  El  Estado  gobierna  y  no  administra.  Hay  ex- 
cepciones á  este  principio,  pero  no  un  principio  contrario. 

Siendo  por  todos  elegidos  los  administradores  ó  á  lo  menos  irrevo- 
cables (se  entiende  por  el  Gobierno,)  resulta  que  en  ninj^na  parte 
se  han  podido  introducir  reglas  de  gerarquia.  Hay  pues,  casi  tantOB 
ftincio'narios  independiente?,  como  hay  funciones.  El  poder  admi- 
'  nistratÍTo  se  ha  encontmdo  diseminado  en  una  multitud  de  manos* 

No  existiendo  en  ninguna  parte  la  gerai*auia  administrativa; 
siendo  los  administradores  elegidos  é  irrevocables  hasta  el  fin  de  su 
mandato,  se  ha  seguido  la  necesidad  de  introducir  mas  ó  menos  los 
Tribunales  que  administran.  De  aquí  el  sistema  de  las  multas,  por 
ínedio  de  las  cuales  los  cuerpos  secundarios  y  sus  representantes  son 
obligados  á  obedecer  las  leyes.  Se  encuentra  este  sistema  de  un  ex- 
tremo á  otro  de  la  Unión, 

Sin  embargo,  el  poder  de  reprimir  los  delitos  administrativos,  ó  de 
hacer  en  caso  de  necesidad  los  actos  de  Administración,  no  ha  sido 
concedido  en  todos  los  Estados  á  los  mismos  Jueces.  En  todas 
partes,  los  Jueces  de  Paz  concurren  á  la  administración  de  los  Mu- 
nicipios y  de  los  Condados,  sea  administrando  por  si,  sea  reprimien- 
do ciertos  delitos  administrativos;  pcf  o  en  el  mayor  número  délos 
Estados,  los  mas  graves  de  estos  delitos  están  sometidos  á  los  Tribu- 
nales ordinarios. 

Asi,  pues,  elección  de  los  funcionarios  administraÚTos;  inamovili- 
dAd  de  sus  funciones,  ausencia  de  toda  gerarquia  administrativa; 
introducción  de  los  medios  judiciarios  en  el  gobierno  secundario  de 
la  sociedad;  tales  son  los  caracteres  que  se  reconoce  en  la  administra- 
ción americana  desde  el  Maine  hasta  las  Floridíis. 

Objeciones  que  se  liace  á  la  descentralización  admi- 
nistrativa.-A  dos  pueden  reducirse  las  objecio- 
nes que  en  contra  de  la  descentralización  ha- 
cen los  partidarios  del  principio  contrario.  La 
primera  se  refiere  á  lo  complicado  del  organis- 
mo administrativo  que  necesita  ese  sistema; 
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pero  esta  objeción  ni  merece  tomarse  en  cuen- 
ta, pues  solo  puede  nacer  de  los  espíritue5  poco 
favorables  á  la  libertad  ''Solo  el  despotismo  ó 
la  anarquía,  dice  Pradier  Fodéré,  se  acomodan 
á  una  gran  simplicidad  de  instancias;"  y  sin. 
embargo,  no  lo  observamos  así  en  los  Gobier- 
nos centralizados  que  desplegan  un  lujo  de 
agentes;  una  máquina  administrativa  tan 
complicada  y  tan  rigorosamente  encadenada 
por  la  gerarquía,  que  no  sabemos  como  los 
partidarios  de  la  centralización,  achaquen  ese 
mal  á  los  principios  descentralizadores.  Ade- 
más, aunque  así  fuera,  esa  no  es,  ni  puede  ser 
razón  para  negar  las  ventajas  del  sistema, 
pues,  por  que  una  cosa  se  nos  presenta  difícil  y 
complicada,  no  es  razón  para  no  hacerla,  si  es 
buena. 

La  otra  observación  que  se  hace  á  la  deseen-* 
tralización  administrativa  consiste  en  que  es 
imposible  que  ésta  se  establezca  en  pueblos 
que  carecen  de  cultura  y  donde  la  falta  de 
hábitos  políticos  los  hace  inhábiles  para  el 
gobierno  de  la  semecracia.  Esta  objeción  es 
verdadera;  porque  la  descentralización  exige 
ilustración  y  no  podrá  establecerse  en  toda  su 
plenitud,  en  países  que  carezcan  de  ese  requisi- 
to. Así,  en  los  mismos  Estados  Unidos,  obser- 
va Tocqueville,  que  á  medida  que  se  desciende 
hacia  el  Sur  la  vida  comunal  es  menos  activa, 
y  los  Municipios  ofrecen  menos  garantía  de 
acierto  y  menores  elementos  de  adminis- 
tración. 

Pero  á  eso  se  puede  replicar,  que  no  es  el 
modo  de  mejorar  á  los  pueblos,  alejarlos  de 
aquello  que  puede  hacerlos  progresar,  tan  sólo 
porque  no  lo  harán  bien.  No  hay  mejor  apren- 
dizaje que  la  práctica;  y  los  pueblos  aprenderán 
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áser  tihres  y  á  gobernarse  por  hí,  dejándolos 
euírugado>s  á  sí  mismos,  y  iiu  á  una  tiití.^la,  íiuo 
dígale  lo  que  se  quiera,  los  mantiene  en  perpe- 
tua minoría  y  los  aleja  cada  vez  más  de  la 
verdadera  cultura  é  ilustración.  La  descentra- 
lización es  a  la  libertad  de  los  pueblos,  lo  que 
la  escuela  á  las  ciencias.  Nada  importa  que 
en  un  principio  baya  caídas  y  extravíos;  porque 
á  medida  que  se  avanza  en  el  camino,  aque- 
llos serán  menores,  y  al  fin  el  hábito  acabará 
por  destruirlos.  Es  ley  natural  que  todo  pro- 
greso se  consiga  por  el  trabajo;  y  por  tanto,  si 
un  pueblo  quiere  ser  libre,  debe  principiar  por 
cumplir  esa  ley. 

Más  aún,  nosotros  creemos,  que  mientras 
menos  ilustrado  sea  un  pueblo,  más  pronto 
debiera  implantarse  la  descentralización  ad- 
ministrativa que  le  dará,  mejor  y  en  menos 
tiempo  que  la  tutela  del  Poder,  la  ilustración  y 
las  luces  de  que  carece.  Y  si  nó  ¿cuáles  son 
los  países  que  marchan  á  la  cabeza  del  movi- 
miento progresista  del  siglos  Los  países  de 
descentralización;  los  Estados  Unidos,  la  Ingla- 
terra, ¿Qué  ha  hecho  progresar  tanto  á  las  co- 
lonias de  Australia,  cuándo  aún  no  tienen  ni 
un  siglo  de  constituidas.  La  descentralización 
de  la  Administración  inglesa.  Luego  la  des- 
centralización administrativa,  por  más  obje- 
ciones que  hagan  los  que  á  toda  costa  quieren 
conservar  el  antiguo  régimen;  es  una  necesidad 
social  y  política,  que  puede  implantarse  en 
todo  pueblo,  cualquiera  que  sea  el  grado  de 
ilustración  en  que  se  encuentre.  Guizot,  uno 
de  los  doctrinarios  franceses,  y  no  por  cierto, 
enemigo  de  la  Centralización  ha  dicho: 

Estoy  plenamente  convoncido,  de  que  el  régimen  de  la  libertad 
política,  hace  prosperar  y  engrandecer,  iionra  y  sirve  al  pala  mejor 
aún  qu3  la  mejor  organización  administrativa. 
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División  de  la  Adniinistraeióii.—  La  Administra- 
ción, considerada  como  el  poder  que  ejecuta 
las  leyes  de  interés  colectivo,  ha  sido  dividida 
de  varios  modos.  Primeramente  en  civil  y 
militar;  en  activa,  consultiva  y  contenciosa;  en 
central  ó  general  y  municipal. 

La  Administración  civil  es  la  que  abraza  to- 
dos los  intereses  de  la  sociedad,  exceptuando  lo 
relativo  ala  organización,  distribución  y  empleo 
de  las  fuerzas  del  Ejército  y  Armada,  que  for- 
man la  Administración  militar.    Esta  división 
se  funda  en  que,  habiendo  adquirido  en  el  día 
tanta  importancia  la  milicia  y  siendo  todo  lo 
relativo  á  la  guerra,  organización  de  los  ejérci- 
tos, mando  de  éstos,  etc.,  objeto  de  una  ciencia 
y  ai-te  espeecial,  que  requieren  largos  estudios 
y  una  constancia  práctica;  es  necesario  enco- 
mendar todo  lo  relativo  á  la  milicia,  ápereonas 
que  posean  esos  conocimientos  profesionales. 
Por  esto,  en  todos  los  países  cultos,  existen  los 
Ministerios  y  Secretarios  de  Guerra  y  Marina, 
oficinas  especiales  encargadas  á  personas  que 
han  abrazado  la  carrera  de  las  armas. 

La  Administración  es  general  ó  central,  cuan- 
do ocupa  el  centro  del  Estado  y  dirige  todos  los 
negocios  de  interés  colectivo  en  toda  la  exten- 
sión del  territoiTio,  y  municipal  ó  local,  cuando 
su  acción  se  refiere  á  los  intereses  limitados  de 
una  fracción  de  ese  territorio.  Según  que  se 
considere  esta  Administración  como  una  ema- 
nación de  la  general,  tal  como  se  vé  en  Francia 
y  casi  todas  nuestras  Repúblicas,  ó  que  se  les  re- 
conozca como  independientes  y  sin  que  su  au- 
toridad emane  de  otra  fuente  que  la  de  la  elec- 
ción popular,  como  se  vé  en  los  países  ingleses; 
el  Gobierno  del  país  toma  el  carácter  de  privi- 
legio, y  absoluto  ó  democrático  y  popular. 
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En  el  primer  raf^o  l;i  Aílniinistracinn  gene- 
ral se  sabdivide  en  ye  ñera  I  cení  ral  //  general 
IfHXil;  compotiieTHlo  ésta  últi'jm  los  diversoí^ 
funcionarios,  t|ue  deptenílit^nílñ  <1p  la  Admlnis* 
t ración  central  £>-Rní-'íTd  y  l)ajo  el  tri;'iuuMi  de 
la  nnidad  geiáiqulca,  están  ¿il  frente  de  las 
diversas  localidades  en  qne  se  divide  el  territo- 
rio. Nosotros  teneinos  qne  segnir  í^sta  subdi- 
visión, por  ser  la  nuestra. 

Aílministraclón  activa  y  contenciosa.— La  Admi- 
nistración es  también  activa  y  contenciosa 
según  que  obi'e  con  actos  de  imperio  6  que 
ejerza  actos  de  jurisdicción.  Los  primeros 
son  ejercidos  en  virtud  de  la  potestad  que  tiene 
la  Administración,  para  hacer  ejecutar  las 
leyes;  es  decir,  para  ejercer  su  acción.  Pero 
sucede,  que  en  este  ejercicio,  al  ejecutar  las 
leyes  de  interés  general,  puede  suscitar  recla- 
maciones, promover  litigios  ó  conflictos  entre 
las  personas  individuales  ó  colectivas  y  la  Ad- 
ministración misma. 

Estas  reclamaciones  se  presentan  con  un  ca- 
rócter  distinto,  según  (jue  el  acto  administrati- 
vo haya  lastimado  los  intereses  y  burlado  las 
esperanzas  de  los  administrados,  ó  que  haya 
habido  ya  una  violación  de  derechos.  Las  pri- 
meras se  siguen  por  la  vía  administrativa,  re- 
clamando en  nombre  de  la  equidad,  de  la  mis- 
ma autoridad  que  ejecutó  el  acto,  ó  de  su  su- 
perior eh  el  orden  gerárquico,  la  reforma  ósus- 
l)ensión  de  ék  se  habla  en  nombre  del  interés 
privado,  y  sin  que  la  reforma  ó  modificación 
del  acto  que  chocó  con  ese  interés,  pueda  servirle 
de  regla  general  para  casos  semejantes  en  lo 
porvenir;  puesto  que  el  interés  general,  que  bien 
puede  no  resultar  perjudicial,  en  nn  caso  espe- 
cial, por  circunstancias  del  momento,  puede 
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serlo  al  ceder  más  tarde.  Por  eso  los  actos  de 
la  Administración  pueden  ser  reformados  y 
variados  sin  que  sus  decisiones  la  encadenen 
para  el  porvenir. 

Pero,  cuando  el  caso  es  ya  de  una  violación 
directa  á  un  derecho  perfecto  de  un  asociado; 
cuando  se  ha  creado  un  conflicto  en  el  interés 
general  y  un  derecho  individual  que  se  desco- 
noceré, ya  entonces  hay  litigio,  hay  contención  y 
las  reclamaciones  tienen  que  resolverse  por  la 
vía  contenciosa. 

Ya  se  habla  en  nombre  de  la  justicia  y  del 
derecho,  que  nunca  debe  ser  violado,  y  que  no 
tienen  la  movilidad  incierta  de  un  simple  inte- 
rés ó  una  conveniencia  que  se  reclama  en  nom- 
bre de  la  equidad.  Entonces  ya  son  necesarias 
reglas  fijas,  procedimientos  marcados,  en  los 
que  no  puede  caber  nunca  lo  arbitrario.  En- 
tonces se  entabla  un  juicio  entre  la  Adminis- 
tración representante  del  interés  general  de  la 
sociedad  y  el  individuo,  que  defiende  su  dere- 
cho violado  ó  desconocido;  y  en  ese  caso,  hay 
necesidad  de  un  Juez,  de  un  Tribunal  que  juz- 
gue, y  esto  es  lo  que  se  nombra  Administra- 
ción contenciosa 

?Esta  Administración  contenciosa  debe  for- 
mar parte  de  la  Administración  activa?  Debe 
crearse  una  jurisdicción  especial  para  esas  cues- 
tiones; una  jurisdicción  privativa,  coijpo  la  de 
los  Tribunales  de  Comercio  ó  de  Minas,  ó  dejar 
que  la  autoridad  llamada  á  juzgar,  pertenezca 
á  la  misma  gerarquía  que  el  agente  ó  funcio- 
nario de  la  contención? 

El  principio  de  la  división  de  los  poderes, 
sobre  que  descansa  la  teoría  constitucional 
moderna;  la  distinción  entre  esas  funciones  de 
un  orden  activo  y  las  de  un  carácter  de  juicio; 
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la  necesidad  de  la  independencia  completa  y 
absoluta  de  toda  jurisdicción  y  el  carácter,  hoy 
reconocido  de  toda  Administración,  que  no  ejer- 
ce un  poder  inherente  y  propio  sino  un  manda- 
to emanado  de  la  sociedad;  hacen  que  sea  im- 
posible aceptar  que  la  Administración  activa, 
sea  á  la  vez  contenciosa,  y  que  para  los  casos 
de  violación  de  derechos,  exista  una  jurisdic- 
ción en  la  misma  autoridad  que  las  violó* 

Además,  la  regla  más  sencilla  de  todo  debate 
la  de  que  nadie  puede  ser  juez  en  toda  cuestión 
en  que  es  parte,  exije  la  elección  de  una  auto- 
ridaíd  independiente  y  que  para  esto,  es  necesa- 
rio que  esas  cuestiones  tengan  un  carácter  ver- 
daderamente contencioso,  esto  es  que  el  interés 
de  los  particulares,  esté  al  frente  del  interés  ge- 
neral, representado  por  la  Administración,  ó 
que  ésta  lastime  ó  hiera  un  derecho. 

Para  organizar  esta  Administración  conten- 
ciosa, hay  dos  sistemas:  uno  que  confiere  á  los 
Tribunales  ordinarios  de  Justicíala  potestad 
para  resolver  todas  las  cuestiones  ó  reclamacio- 
nes que  se  susite  entre  la  Administración  y 
las  personas  individuales  y  colectivas  á  causa 
de  intereses  ó  derechos;  y  el  otro  que  da  esta  po- 
testad á  Tribunales  especiales,  llamados  Tribu- 
nales de  Derecho  administrativo,  distintos  de  los 
ordinarios  ó  independientes  del  Gobierno.  El 
primer  sistema  es  el  seguido  en  Inglaterra  y 
Estados  Unidos,  que  no  reconocen  lo  que  los 
franceses  han  llamado  jurisdicción  administra- 
tiva; y  el  otro  comenzó  á  organizarse  en  Ale- 
mania en  el  Ducado  de  Badén,  donde  por  ley  de 
Agosto  de  1863  se  creó  un  Tribunal  especial  de 
Derecho  admtnistiativo,  y  se  ha  organizado  en 
gran  amplitud  en  la  administración  francesa, 
si  bien  con  cierta  dependencia  del  Poder  Central. 

6 
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Conviene^hacer  una  distinción,  basada  en  la 
naturaleza  de  los  diversos  asuntos,  materia  de 
lo  contencioso,  para  conocer  los  que  tienen  un 
carácter  puramente  administrativo.  Deslinda- 
da bien  la  naturaleza,  no  hay  inconveniente 
para  aceptar  la  creación  de  Tribunales  y  Juz- 
gados especiales  para  lo  contencioso  adminis- 
trativo; siempre  que  se  adopte  para  organizar- 
Ios,  el  principio  de  la  independencia,  sobre  que 
tiene  que  reposar  toda  jurisdicción  y  el  conoci- 
miento especial  de  las  materias;  pudiendo  para 
realizar  estas  condiciones,  instituir  en  lo  judi- 
cial, una  sección  especial  para  lo  contenciaso 
administrativo,  como  sucede  hoy  mismo  en  lo 
criminal. 

Los  asuntos  puramente  administrativos,  que 
son  los  únicos  sobre  los  cuales  puede  admitiree 
una  jurisdicción  privativa,  distinta  de  la  común 
de  los  tribunales  y  Juzgados  ordinarios;  son  los 
siguientes: 

Primero:  los  conflictos  de  competencia  entre 
dos  autoridades  ó  órganos  de  la  administración; 

Segundo:  lo  relativo  á  los  gastos  ó  medida» 
que  convenga  adoptar  con  respecto  á  la  ins- 
trucción y  á  las  cuestiones  que  ésta  origine; 

Tercero:  sobre  asuntos  de  agricultura,  irriga- 
ciones, inmigraciones,  uso  de  aguas,  minas, 
ejercicio  de  pesca  y  caza; 

Cuarto:  sobre  indigencia,  higiene,  moralidad 
y  diversiones  públicas; 

Quinto:  sobre  las  cuestiones  de  estadística, 
registro  civil,  culto  externo,  apertura  de  calles, 
vías,  paseos  púbücos,  sobre  caminos  y  ferroca- 
rriles, etc.  etc. 

Pero  de  ningún  modo  debe  sustraerse  de  la 
acción  de  los  Tribunales  comunes: 

Primero:  los   casos  especiales  en  que  un  acto 
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administrativo,  coino  un  decreto,  un  reglamen- 
to y  aún  una  ley,  viole  la  Constitución.  Es- 
te derecho  ele  reclamar  al  Pmler  Judicial, 
cuando  un  acto  de  la  adraínist ración  es  viola- 
twiio  de  la  Constitución,  ó  infringe  abiertamen- 
tg  la  ley;  es  una  de  las  mejores  garantías,  quo 
tiene  el  ciudadano,  y  la  única  que  no  hacn  ilu- 
soria la  ley  fundamental  de  nn  país,  á  la  (lue 
deben  sujetarse  gobernantes  y  gobernados;  Es- 
ta facultad  ha  sido  concedida  en  los  Estados 
Unidos  á  la  Corte  Suprema  Federal 

Segundo;  los  derechos  fundamentales  y  aún 
los  políticos  deben  estar  bajo  la  protección  de 
los  Tribunales  de  Justiciaj  y  cualquier  indivi- 
duo u  Corporación  puede  demandar  á  cnal([nie- 
ra  autoridad  administrativa,  que  irrogue  per- 
juicios  con  sus  actos  á  estos  derechos  garan- 
tizados por  la  Constitución. 

Tercero:  las  cuestiones  en  que  se  reclame 
perjuicios,  ó  la  responsabilidad  de  algún  fun- 
cionario que  haya  lesionado  un  derecho,  en  el 
ejercicio  de  su  poder,  y  las  demandas  respecto 
de  las  deudas  de  la  Administración,  ya  prove 
nientes  de  sueldos  ó  pensiones  de  sus  emplea- 
dos, ya  de  los  contratos  que  celebre  con  los  par- 
tícula res. 

Entre  nosotros  la  Administración  contencio- 
sa forma,  en  gran  parte,  una  rama  del  Poder 
Ejecutivo  y  una  función  de  los  Concejos  mu- 
nicipales bajo  la  revisión  del  Poder  Central,  pa- 
ra asuntos  puramente  administrativos;  dejan- 
do á  la  competencia  del  Poder  Judicial,  la  ma- 
yor parte  de  los  asuntos  mencionados,  que  re- 
visten ya  un  carácter  de  lesión  de  un  derecho 
privado.  Sin  embargo,  no  están  bien  deslinda- 
das la  competencia  de  la  Administración  y  de 
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sus  diversos  órganos,  en  lo  ooatenoloso-aclmi- 
nistrativo. 

Administración  consultiva — Con  el  objeto  de 
alcanzar  mejor  acierto  en  los  actos  adminis- 
trativos, se  ha  colocado  junto  ala  Adminis- 
tración activa  otra  Administración  de  delibe- 
(ñon  y  consejo,  que  debe  ilustrar  al  Poder  ad- 
ministrativo, en  todos  aquellos  casos  arduo.«, 
de  difícil  resolución:  Esto  es  lo  que  constituye 
la  Administración  consultiva,  encargada  gene- 
ralmente á  Corporaciones  que  se  nombra  Con- 
sejos, porque  su  misión  es  deliberar  y  acon- 
sejar. 

Las  leyes  positivas  señalan,  en  los  países  que 
existe  la  Administración  consultiva,  los  casos 
en  los  cuales  es  obligatorio  pedir  su  dictamen 
antes  de  tomar  una  resolución;  siendo  en  és- 
tos un  abuso  de  poder,  prescindir  de  dicho 
dictamen.  En  las  demás  cuestiones  no  de- 
terminadas en  la  ley,  es  potestativo  oir  ó  nó 
el  parecer  de  los  Cuerpos  consultivos. 

Los  publicistas  señalan  como  regla  constan- 
te: que  aunque  sea  obügatorio  en  ciertos  casos, 
escuchar  la  opinión  de  la  Administración  con- 
sultiva, no  debe  serlo  el  seguir  esa  opinión,  ó  lo 
que  es  igual,  las  decisiones  de  los  Cuerpos  con- 
sultivos no  deben  ligar  los  actos  del  Poder  ad- 
ministrativo. Fundan  esta  regla,  en  que  el 
carácter  propio  de  la  Administración  consulti- 
va es,  como  lo  indica  su  nombre,  ilustrar  pero 
no  mandar,  y  que  cualquiera  potestad  imperati- 
va concedida,  á  un  Cuerpo  de  consejo,  entraba- 
ría la  acción  administrativa,  que  debe  marchar 
libre  y  desembarazada. 

Consejo  de  Estado.  —  La  Administración  con- 
sultiva, en  los  países  que  la  admiten  en  siste- 
ma de  Gobierno,  reside  principalmente  en  una 
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CoriK>racióa  llamada  gjeneral mente  Consejo  de 
Estado  que  os  la  primera  y  más  encumbrada 
manifestación  del  elemento'  consultivo  organi- 
zado como  un  Cuorpo  permanente,  y  al  que  se 
le  da  también  jurisditxnón  para  resolver  los 
asuntos  contencioso-ad  ministra  ti  VOS- 

La  generalidad  de  los  tratadistañ  de  Dere- 
cho Ptíblico  Interno,  admiten  esta  institución, 
no  solo  como  útil,  sino  también  cómo  necasa- 
ría:  según  Rossi,  es  ne<:esario  que  haya  un 
Cuerpo  conservador,  compuesto  de  hombres 
experimentados  en  los  asuntos  públicos  y  que 
conserve  el  fondo  de  las  tradiciones  adminis- 
trativas; porque^  según  dicho  publicistaj  hay 
en  el  Gobierno  dos  elementos:  el  uno  político  y 
variable,  el  otro  constante,  progresivo  sin  duda 
pero  tradicional  que  line  el  presente  al  |>c%sado 
y  as  el  verdadero  elemento  administrativo.  El 
primero  asta  constituido  por  los  Gabinetes  mi- 
nisteriales qnCj  dependiendo  de  las  circunstan- 
cias políticas  ó  del  sistema  que  reina,  cambian 
constantemente,  y,  por  lo  mismo,  no  son  com- 
petente,s  para  guardar  ese  otro  elemento  de 
tradición,  de  carácter  permanente  y  que  furma 
el  fondo  de  la  Administración  del  Estado,  ira- 
posible  de  variar  ó  cambiar  á  cada  j>aso. 

Al  organizar  el  Consejo  de  Estado, la  ley  de- 
be tener  en  cuenta  tres  serlas  dificultades.  La 
primera  es  establecer  dicha  organización  de 
manera  que  no  paralice  la  responsabilidad  del 
Poder  Admhiistrativo,  para  lo  cual  señalan 
los  tratadistas,  la  regla  ya  indicada:  de  que  la 
opinión  del  Consejo  no  ligue  la  acción  del  Go- 
bierno; y  que,  en  realidad,  no  produce  el  efec- 
to que  de  ella  se  espera- 
La  segunda  diñcultad  consiste  en  trazar  un 
límite  bien  determinado  entre  las  atribucionc 
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administrativas  contenciosas  y  las  judiciales 
propiamente  dichas;  y  finalmente,  ki  tercera 
es  el  considerable  número  de  asuntos  que  de 
todas  partes  vienen  á  parar  al  Consejo,  á  con- 
secuencia del  progreso  de  la  industria  y  del 
desarrollo  comercial. 

Estos  tros  puntos  son,  tal  vez,  imposibles  do 
resolver  y  que  quizás  á  ellos  se  debe  que,  en 
la  prá(;tica,.  los  Consejos  de  Estados  disten  mu- 
cho de  ser  la  institución  tan  útil  como  necesa- 
ria, de  que  hablan  los  tratadistas. 

Por  lo  que  hace  á  los  nombramientos  de  Con- 
séjenos de  Estado,  varía  el  modo  de  hacerlos. 
En  algunos  países,  el  Jefe  del  Estado  nombra 
á  todos  los  miembros  del  Consejo;  en  otros,  el 
Cuerpo  Legislativo,  y  en  otros,  están  determi- 
nados en  las  Cons'tituciones  ó  Cartas  funda- 
mentales, los  individuos  que,  por  razón  de  altos 
cargos  ejercidos  anteriormente,  deben  compo- 
ner el  Consejo. 

Consejo  de  Estado  en  el  Perú.— El  primer  Conse- 
jo de  Estado  peruano,  fué  creado  por  el  Estatu- 
to Provisorio  de  3  de  Octubre  de  1821,  y  estaba 
compuesto  por  doce  miembros,  entre  los  cuales 
se  contaban  los  tres  Ministros  de  Estado  y  el 
Presidente  de  la  Alta  Cámara  de  Justicia.  Este 
Consejo  tenía  atribuciones  consultivas  y  ade- 
más competencia  bastante  extensa  en  materia 
contenciosa,  dada  por  el  Reglamento  de  Tribu- 
nales de  10  de  Abril  de  1822. 

Las  Constituciones  que  después  se  promul- 
garon, no  reconocieron  la  existencia  del  Conse- 
jo de  Estado  hasta '  la  Constitución  dada  en 
1828,  que  lo  estableció.  Aunque  la  Constitución 
de  1834  no  suprimió  el  Consejo  de  Estado,  los 
trastornos  políticos,  a  que  dio  mérito  la  invasión 
de  Santa  Cruz,  impidieron  que  el  Consejo  fun- 
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cionara,  hasta  que  Salaverry  lo  organizó  nue- 
vamente por  decreto  de  VÁ  de  Jvdio  de  1835; 
dándole  un  total  de  veintinueve  miembros  y 
teniendo  la  Presidencia  el  Jefe  Supremo  y  la 
Vice-Pre^idencia,  el  Presidente  de  la  Corte  Su- 
prema<  Este  Consejo  cayó  (íon  el  infortiuiado 
Salaverry  y  no  fué  establecido  definitiva raenttí 
hasta  1839'  en  que  la  Constitución  de  Hnanca- 
yo,  de  10  de  Noviembre,  lo  organizalia  en  sus 
artículos  96  á  140.  Según  esos  artículos  el 
Consejo  de  Estado  se  componía  de  quince 
miembros  elegidos  por  el  Congreso,  para  ve- 
lar sobre  la  observancia  de  la  Constitución 
y  \ss  leyes:  prestar  >su  dictamen  en  unos  ca- 
sos al  Presidente  de  la  República  y  en  otros 
su  acuerdo;  conceder  á  éste  facultades  ex- 
traordinarias cuando  la  patria  estuviere  en  pe- 
ligro; hacer  propuestas  para  llenar  las  varan- 
tes de  las  Cortes;  formar  ternas  para  la  presen- 
tación de  Arzooispos  y  Obispos;  examinar  la  ' 
cuenta  anual  de  los  gastos  públicos;  dar  dicta- 
men sobre  los  proyectos  de  ley  del  Presidente; 
y  dirimir  la  competencia  de  las  autoridades  ad- 
ministrativas. El  Presidente  de  este  Consejo  de 
Estado  debía  ejercer  el  mando  á  falta  del  Pre- 
sidente de  la  Éepública.  Posteriormente  se  pro- 
mulgó el  reglamento  interior  y  se  organizó 
completamente  el  Consejo  de  Estado,  que  ejer- 
ció sus  funciones  hasta  el  ano  de  1855. 

Aparece  entonces  la  hberal  Constitución  do 
13  de  Octubre  de  1856,  y  el  Consejo  de  Estado 
quedó  suprimido,  reemplazándole  en  la  vigi- 
lancia para  la  obsei*vación  de  la  Constitución 
y  buen  desempeño  de  todos  los  cargos  públicos, 
el  Fiscal  de  la  Nación,  y  en  las  otras  atribucio- 
nes del  Consejo  de  Ministros,  el  Congreso  y  las 
Juntas  Departamentales.  Suprimida,  por  ía  re- 
forma de  esta  Constitución  en  1860,  la  plaza 
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funcionarios  públicos,  ax3onsejan  la  creación  de 
un  Tribunal  Disciplinario  encargado  de  exami- 
nar los  cargos  suscitados  contra  los  funciona- 
rios civiles  de  la  RepúbHca  y  de  decidir  acerca 
de  ellos. 

Este  Consejo,  dice  el  artículo  2.^  se  compon- 
drá del  siguiente  personal:  del  Presidente  del 
Tribunal  Mayor  de  Cuentas:  del  Adñiinistrador 
de  la  Aduaaa  del  Callao;  del  Director  General 
de  Correos,  y  das  miembros  más,  nombrados 
por  el  Presidente  de  la  República,  con  el  voto 
deliberativo  del  Consejo  de  Ministros  y  que  no 
serán  en  ningún  caso  empleados  públicos.  Pa- 
ra los  casos  de  ausencia  ó  impedimento  legíti- 
mo de  los  Vocalss  de  este  Consejo,  se  nombrará 
dos  suplentes  por  el  Presidente  de  la  República, 
con  el  voto  deliberativo  del  Consejo  de  Mi- 
nistros. 

El  artículo  S.""  dice  (jue:  El  cargo  de  miembro 
del  Tribunal  Disciplmario,  es  concejil  y  dura 
dos  años  para  los  elegidos;  pudiendo  estos  ser 
reelectos; 

Son  atribuciones  de  este  Consejo: 

I.*"  Improbar  ó  censurar,  calificándola,  toda 
irregularidad,  indelicadeza  ó  falta  de  celo  ó  de 
previsión,  no  definidas  en  la  ley  penal. 

2.""  Declarar  que  se  ha  hecho  acreedor  á  sus- 
pensión temporal  ó  á  destitución,  según  el  caso, 
el  funcionario  culpable  de  falta  grave,  pero  no 
üefinida  por  la  ley  escrita. 

3.*"  Declarar  la  suspensión  y  sometimiento  á 
juicio  del  que  apareciese  culpable  de  delito  pe- 
nado por  el  Código. 

4.*"  Establecer  la  ausencia  de  prueba  ó  dar 
veredicto  absolutorio,  declarando,  llegado  el 
caso,  el  carácter  calumnioso  ó  temerario  de  la 
acusación. 
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Según  el  artículo  5."  El  Tribunal  proi-edorá 
como  Jurado  de  lionor  y  sumariamente. 

Para  el  ejercicio  de  sus  funcioues,  como  lo 
estal>!nr*p  p1  artículo)  fir  p|  Tribunal  Dii-iplinn- 
rio  podrá  solicitar  informes,  verbales  ó  escritos, 
de  cualesquiera  funcionarios  ó  particulares,  di- 
rectamente, y  las  autoridades  de  todo  orden 
están  obligadas  á  ofrecerlos  sin  mandato  previo 
de  sus  superiores,  pudiendo  dicho  Tribunal 
compeler  á  los  particulares  á  prestar  sus  decla- 
raciones ante  él  ó  sus  delegados,  haciendo  uso 
de  los  mismos  apremios  que  la  ley  concede  á 
los  jueces  en  los  juicios  criminales. 

Según  el  artículo  7.^  el  Tribunal  podrá  comi- 
sionar á  los  jueces  para  recibir  las  informacio- 
nes que  creyese  necesario  obtener. 

El  artículo  8.**  establece  que:  Están  exentos 
de  la  jurisdicción  de  este  Tribunal  el  Presiden- 
te de  la  República,  los  Ministros  de  Estado  y 
Agentes  Diplomáticos,  los  Senadores  v  Diputa- 
dos y  los  miembros  del  Poder  Judicial. 

Cuando  el  acusado  sea  uno  de  los  miembros 
del  Consejo  de  Disciplina,  dice  el  artículo  9.""  lo 
reemplazará  uno  de  los  suplentes. 

Para  ser  sometido  al  Consejo,  es  indispensa- 
ble previa  decisión  gubernativa  como  lo  indica 
el  artículo  10.^ 

Según  el  11.*"  El  Poder  Ejecutivo  reglamen 
tara  las  funciones  del  Tribunal  y  determinará- 
los  empleados  que  deben  servirlo,   así  como  la 
renta  de  la  que  deben  gozar. 

Por  último  el  artículo  12.^  establece  que:  Las 
fuerzas  militares  y  los  funcionarios  judiciales 
estarán  sometidos  á  los  Tribunales  disciplina- 
rios que  para  ellos  se  establezcan  respecti- 
vamente» 

Él  tiempo  es  el  llamado  á  probar  si  es  con 
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veniente  ó  nó  la  creación  de  éste  Tribunal  que 
forma  una  verdadera  novedad  entre  nosotros. 

Puede  ser  que  nos  engañemos;  pero  nos  pa- 
rece que  muy  pocas  ventajas  se  conseguirá 
con  su  implantación. 

Desde  luego  lo  vago  del  inciso  1.°  del  artícu- 
lo á."  en  que  se  señala  las  atribuciones  del  Tri- 
bunal, da  un  vasto  campo  para  abusar.  Toda 
ley  debe  ser  expresa,  concreta  y  determinar 
con  toda  exactitud  ]o  que  prohibe  ó  manda;  y 
no  como  lo  expresa  el  mencionado  inciso  1.°  del 
artículo  supradicho,  calificar  toda  irregulari- 
dad, indelicadeza  ó  falta  de  celo  ó  previsión,  no 
definidas  en  la  ley  penal. 

Después  de  eso,  el  artículo  10.''  dispone  que 
para  ser  sometido  al  Consejo,  es  indispensable 
previa  decisión  gubernativa. 

Esto  es  dejar  en  manos  del  Poder  Ejecutivo 
un  poder  tan  lato  que  puede  considerarse  supe- 
rior al  de  la  misma  ley.  Si  el  artículo  4.°  da 
atribuciones  á  ese  Consejo,  es  claro  que  llegado 
el  caso,  tendría  que  ejercerlas,  y  no  que  para 
el  ejercicio  de  esas  atribuciones  sea  indispensa- 
ble la  previa  decisión  gubernativa,  como  lo  es- 
tablece el  artículo  10.° 

De  otro  lado  como  puede  suceder  que  el  Go- 
bierno tenga  simpatías  ó  afectos  con  determi- 
nada persona,  que  haya  incurrido  en  irregula- 
ridad, indelicadeza,  y  no  la  someta  al  Tribunal 
Disciplinario— resulta  que  se  rómpela  igualdad, 
base  cardinal  de  la  justicia  distributiva;  y  el 
Tribunal  no  tiene  objeto. 

Algunas  otras  observaciones  pudiéramos  ha- 
cer respecto  de  esta  ley;  pero  en  las  ya  dichas 
hay  lo  suficiente:  y  más  que  todo  debemos  es- 
perar que  el  tiempo  nos  enseñe  que  pueda  i^- 


—  77  — 

carse  de  este  Tribunal,  cuya  creación  data  do 
este  año  (1896). 

Agentes  Aílministmt i vOfj.^'De  la  extensión  y  va- 
riedad de  las  funciones  de  la  Administración, 
se  deduce  naturalmente  la  necesidad  de  agen- 
tes especiales  que,  ya  compartiendo  la  autori- 
dad con  el  Jefe  del  Estado,  ya  auxiliando  ó 
preparando  los  ti'abajos  necesai'ios  para  los 
servicios  administrativos,  formen  parte  de  la 
Administración  de  un  país.  Estos  son  los  que 
algimos  tratadistas  nombran  Agentas  Admi- 
nistratiyos. 

Sa  división.^  Nuestro  Derecho  Administrati- 
vo,  reconoce  dos  clase^^  de  Agentes  Adminis- 
trativos, los  nombrados  funcionarios  políticos 
y  los  empleados. 

Son  funcionarios  políticos:  todos  aquellos, 
que  comparten  la  autoridad  con  el  Jefe  del  Es- 
tado, y  más  especialmente,  todos  aquellos  agen- 
tes que,  dependiendo  del  Ejecutivo,  están  des- 
tinados á  hacer  ejecutar  las  leyes  en  las  dife- 
rentes circunscripciones  del  territorio.  Tales 
son:  los  Prefectos,  Sub-prefectos,  Gobernado- 
res y  Tenientes  Gobernadores. 

Con  el  nombre  genérico  de  empleados,  se  de- 
signa á  todos  aquellos  agentes  auxiliares  de  la 
Administración,  que  no  tienen  autoridad  pú- 
blica y  que  perciben  una  renta  fija,  por  el  car- 
go que  desempeñan.  Tales  son:  los  Jefes  de 
los  Ministerios,  los  Secretarios,  los  Oficiales  de 
las  oficinas  del  Estado,  los  amanuenses,  etc., 
etc. 

Principios! Generales  sobre  los  Ae^entes  Adminis- 
trativos.—Acerca  de  los  Agentes  Administra- 
tivos se  han  suscitado  varias  cuestiones,  en  las 
que  hay  bastante  discrepancia  entre  los  publi- 
cistas que  discuten  sobre  las  condiciones  per- 
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señales  de  los  agentes,  sobre  salarios,  sobre  au- 
toridad, etc.  Nosotros  trataremos  algunas  de 
estas  cuestiones  por  separado;  fijando  en  las 
restantes,  los  principios  más  acordes  con  la 
teoría  de  la  ciencia  moderna. 

Primeramente  se  disputa  cual  debe  ser  la 
fuente  del  nombramiento  de  todos  los  Agent^es 
administrativos.  Unos  dicen  que,  en  un  país 
representativo,  basta  que  el  principio  de  la 
representación  sea  aplicado  al  nombramiento 
de  los  funcionarios  que  van  á  desempeñar  el 
poder  supremo,  y  que  debe  dejarse  á  estos  al- 
tos funcionarios,  es  decir,  al  Presidente  ó  Mo- 
narca, la  facultad  de  nombrar  todos  los  demás 
funcionarios  y  empleados  de  la  Nación.  Otros, 
por  el  contrario,  niegan  esta  facultad  al  Po- 
der Ejecutivo,  y  más  consecuentes  con  el  sis- 
tema demócrata  representativo,  asientan  que 
no  debe  haber  funcionario  público  que  no  sea 
nombrado  por  elección  popular. 

Los  primeros  fundan  su  principio,  en  que  no 
es  posible  aceptar  la  responsabilidad  del  Gobier- 
no por  sus  actos  y  los  de  sus  subalternos,  si  no 
se  da  á  ést^  la  facultad  de  nombrarlos,  puesto 
que  el  que  vá  á  dirigir  el  Estado  deoe  tener 
confianza  en  todos  los  que  bajo  sus  órdenes 
vá  á  auxiliarlo  en  esa  dirección,  y  no  puede 
suceder  esto,  si  él  no  ha  nombrado  esos  auxi- 
liares. 

Desde  luego,  se  comprende  que  aquí  se  ad- 
mite el  principio  de  la  responsabilidad  restrin- 
gido á  los  altos  funcionarios  del  Estado,  y  ade- 
más, la  regla  de  gerarquía,  que  hace  que  los 
mandatos  del  superior  deben  ser  siempre  obe- 
decidos por  el  inferior.  Pero,  si  la  responsabi- 
lidad  de  todos  y  cada  uño  de  los  Agentes  Ad- 
ministrativos, está  bien  señalada  y  determina- 
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da?  Sí  desde  el  Jefe  del  Estado  hasta  el  último 
de  los  empleados,  todos  son  directa  y  personal- 
mente responsables  de  sus  actos;  y  si,  por  úl- 
timo, la  ley  determina  ]os  actt)S  y  atribuciones 
de  todos  los  Agentes  y  eatos  deben  depender 
imnediatamente  de  la  ley;  deBapareoe  la  razón 
para  dar  al  Ejecutivo  la  facultad  de  nombrar 
todos  los  Agentes  Administrativos.  Sin  embar- 
go, no  es  posible  admitir,  tampoco,  que  todos 
los  cargos  públicos  sean  llenados  por  elección 
popular,  porque  esto  en  la  práctica  sería  im- 
posible y  presentaría  mil  inconvenientes. 

A^í,  pues,  es  necesario  buscar  un  justo  me- 
dio entre  esos  dos  sistemas;  y  puédese  asenta r, 
como  principio,  que  el  Grobierno,  solo  debe 
nombrar  aquelloh  Agentes  Administrativos 
que  forman  parte  exclusivamente  del  Poder 
Ejecutivo,  y  nunca  á  los  agentes  de  la  admi- 
nistración local  ó  de  la  justicia,  que  deben  ser 
enteramente  independientes.  En  las  Naciones 
de  Gobiernos  unitarios,  y  por  consiguiente, 
más  ó  menos  centralizados,  se  comprende  en- 
tre los  Agentes  del  Poder  Ejecutivo,  todos 
aquellos  funcionarios  que  llevan  la  autoridad 
del  Poder  Central  á  las  diversas  localidades; 
pero  la  ciencia  administrativa  que  se  apoya 
en  la  democracia  moderna,  no  debe  admitir, 
como  ya  hemos  dicho,  la  existencia  de  esos 
agentas,  puesto  que  en  la  administración  de  las 
localidades  existen  los  funcionarios  municipa- 
les cuyo  nombramiento  debe  hacerse  por  elec- 
ción popular. 

En  una  palabra:  el  Gobierno  no  debe  nom- 
brar sino  aquellos  Agentes  Administrativos, 
necesarios  para  el  desempeño  de  las  atribucio- 
nes que  por    su  naturaleza  le  compete,  y  son 
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(le  Fiscal  de  la  Nación,  se  creó  por  el  título  4*í 
artículo  105  á  110,  la  Comisión  permanente  <lel 
Cuerpo  Legislativo,  compuesta  de  siete  Sena- 
dores y  ocho  Diputados,  para  que  ejerciera  las 
atribuciones  de  un  Poder  Conservador.  Esta 
Comisión  fué  posteriormente  suprimida  y  la 
Administración  Consultiva  se  instituyó,  ea  la 
forma  de  Comisiones  Ministeriales,  por  decreto 
de  14  de  Agosto  de  1872. 

Consejo  Gubernativo-— Con  fecha  27  de  Enero  de 
1896  se  ha  expedido  una  rasolución,  creando  un 
cuerpo  de  consulta,  que  se  denominará  Consejo 
Gubernativo  y  cuyo  objeto  es  estudiar  los  asun- 
tos que  el  Gobierno  les  sometiere  y  dar  su  voto 
acerca  de  ellos. 

Dicho  cuerpo  se  compondrá  de  cuarenta  miem- 
bros propuestos  por  el  Consejo  de  Ministros  do 
entre  las  personas  notables  de  las  diversas  pro- 
fesiones y  con  la  calidad  de  tener  residencia  en 
Lima. 

El  Consejo  será  presidido  por  el  Jefe  del  Es- 
tado y  en  reemplazo  de  éste,  por  un  Vice-Presi- 
dente,  que  el  Consejo  elegirá  de  su  seno. 

Los  Ministros  de  Estado  tienen  voz  pero  no 
voto,  asi  en  el  Consejo  Gubernativo  como  en 
las  comisiones  en  que,  para  el  mejor  éxito  de 
sus  labores,  habrá  de  dividirse. 

El  cargo  de  miembro  de  este  cuerpo  es  conce- 
jil, y  el  reglamento  del  Consejo  será  formulado 
por'^él  en  sus  primeras  sesiones. 

Esta  resolución  se  ha  expedido,  teniendo  en 
consideración:  que  es  conveniente  confiar  á  per- 
sonas de  madurez  y  suficiencia  la  revisión  de 
las  proyectos  de  reforma  constitucional,  presen- 
tados por  las  comisiones  nombradas  al  efecto, 
no  menos  que  los  diversos  proyectos  de  ley  que 
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deben  ser  cometidos  ¡lor  el  Poder  Ejecutiyo  á 
la  próxima  Legislatura  ordinaria. 

Asimismo  que  conviene  utilizar  el  concureo 
de  personas  competentes  y  rectamente  inspira- 
das en  la  solución  de  las  diversas  cuestiones  de 
importancia  que  coiTesponde  al  Gobierno, 

La  anterior  resolución  fué  expedida  con  el 
voto  unánime  del  Consejo  de  Ministros. 

Con  fecha  24  de  Marzo  del  mismo  año  1S96, 
se  ha  declarado  ^ov  el  Supremo  Grobierno,  con 
el  voto  del  Consejo  de  Ministi-os:  que  es  atribu- 
ción del  Consejo  Gubernativo  presentar  al  Go* 
bierno,  cuando  éste  lo  solicite,  los  respectivos 
proyectos  de  ley  ó  de  decreto,  según  los  casos, 
sobre  los  diversos  asuntos  que  *se  sometan  á  su 
estudio. 

Nada  se  indica  en  la  resolución  que  ciw>  el 
Consejo  Gubernativo  acerca  de  las  Comisiones 
Ministeriales  que  se  formaron  el  afio  1872.  Me 
inclinó  á  creer  que  esas  comisiones  ya  no  sub- 
sisten, desde  que  el  Consejo  Gubernativo  pare- 
ce una  refundición  de  todas  ellas;  y  porque 
ademas  los  actuales  Ministros  no  han  nombra- 
do esas  Comisiones. 

Este  Consejo  Gubernativo  que  ha  reemplaza- 
do en  cierto  modo  al  Consejo  de  Estado,  está 
llamado  á  prestar  importantes  servicios,  si  los 
Gobiernos  quieren  escuchar  su  opinión  y  se- 
guirla; pero  desde  que  se  deja  á  voluntaa  del 
Gobierno  el  someter  ó  no  los  asuntoe  que  quiera 
á  la  deliberación  del  Consejo;  es  muy  po- 
sible que  no  se  obtenga  de  él,  ningún  resultado 
práctico  ix)sitivo. 

Tribanal  Disciplinario.— Por  ley  de  16  de  Enero 
de  1896,  se  ha  ci  eado  el  Tribunal  de  este  nom- 
bre, teniendo  en  consideración:  que  la  moral  ad- 
ministrativa y  el  decoro  y  respetabilidad  de  los 
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en  sociedad.  No  nos  detendremos,  pues,  en  es- 
tos requisitos  porque  son  más  reglas  de  urba- 
nidad y  de  moral  que  principios  adminis- 
trativos. 

Derechos  de  los  afrentes  administrativos.  -  Si  por 
estos  derechos  se  entiende  un  orden  de  preroga- 
tivas  personales,  de  privilegios  acordados  á  los 
agentes  de  la  administración,  y  casi  siempre 
perjudiciales  al  interés  público,  los  agentes  ad- 
ministrativos no  tendrían  ninguno;  pero  si  se 
aplica  este  nombre  á  ciertas  condiciones,  cuyo 
fin  es  consultar  la  conveniencia  del  Estado,  al 
mismo  tiempo  que  la  de  aquellos  que  le  sirven 
y  que  tienen  el  carácter  general  que  constituye 
todo  derecho,  cual  es  de  condiciones  necesarias 
para  el  desempeño  de  un  fin,  basadas  en  una 
convención,  y^orque  ese  fin  es  especial:  nada 
más  justo  que  la  existencia  de  esos  derechos, 
ni  más  legítimo  que  las  pretenciones  que  á  es- 
te respecto  tengan  los  empleados  y  funciona- 
rios. 

Estos  derechos  se  refieren  al  salario  y  á  la 
estabilidad  en  el  empleo.  Se  añade  también  los 
retiros  y  pensiones  que  nosotros  conocemos 
con  el  nombre  de  Jubilación,  Cesantía  y  Mon- 
tepío; pero  estos  no  tienen  el  carácter  de  condi- 
ciones necesarias  para  que  exiian  el  buen  cum- 
plimiento de  su  deber,  sino  mas  bien  de  gracias 
ó  privilegios  que  el  Estado  concede  á  ciertos 
individuos  especiales. 

El  salario.  Se  dá  este  nombre,  de  un  modo 
general,  según  García  Calderón,  al  estipendio 
que  se  señala  á  todos  los  que  ejecutan  algunas 
comisiones  ó  encargos,  por  cada  día  que  se  ocu- 
pan en  ellos  ó  por  el  tiempo  que  empleen  en 
fenecerlos.  Aquí  llamamos  salario,  á  la  remu- 
neración que  debe  dar  el  Estado  á  todos  sus 
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r agen  tes,  por  los  servicios  que  prestan.  La  nece^ 
sidad  de  esta  remuneración  es  un  principio  con- 
sagi-ado,  donde  quiera  que  se  aspire  á  realizar 
el  bien  social  j  en  todo  país  donde  los  privile- 
gios han  perdido  su  influencia.  En  los  Estados, 
donde  aun  existen  éstos,  las  clases  elevadas 
suelen  desempeñar  los  divei-sos  servicios  admi- 
nistrativos ó  políticos  ó  de  otro  orden,  sin  renta 
fija,  buscando  los  honores,  el  prestigio  y  la  au- 
toridad que  confiere  el  poder*  Pero  semejante 
orden  de  cosas,  hace  por  lo  común  que  el  pueblo 
pague  por  medios  indirectos,  mayores  sumas 
que  las  que  pagaría  con  un  sistema  contrario: 
y  los  empleos  son  como  el  patrimonio  de  un  pe- 
queño numero  de  hombres,  cou  infraccióii  del 
precepto  que  ordena  cojifeñrlos  al  mas  digno, 
cualquiera  que  sea  su  origen  y  su  fortuna. 

Dejando  sentado  el  principio  de  que  todo  ser- 
vicio debe  tener  remuneración,  dada  por  el  quo 
lo  recibe;  es  precisa  consecuencia,  que  tratán- 
dose de  un  servicio  público,  esa  remuneración 
debe  abímarse  del  fondo  publico,  sin  permitir 
al  funcionario  ó  empleado  otro  estipendio  que 
éste  y  nada  del  particular.  En  una  administra- 
ción bien  ordenada,  todo  agente,  está  obligado 
á  prestar  desinteresadamente  sus  servicios  á  los 
particulares. 
Aunque  de  la  cantidad  y  modo  de  dar  el  sa- 
t  lario,  depende  no  sólo,  el  bienestar  del  que  lo 

#  recibe,  sino  también  el  progreso  ó  atraso  de  las 

1  tareas  que  le  están  encomendadas;  como  las 
condiciones  de  cada  pueblo  varían,  según  sus 
circmistancias  y  recursos,  las  escalas  de  suel- 
'  dos^  se  forman  más  bien,  con  la  experiencia  y 
la  práctica  administrativa,  que  con  las  teorías 
déla  Ciencia. 
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Sin  embargo,  se  han  fijado  las  siguientes  re- 
glas: 

!.•  Todo  empleo  debe  tener  renta  fija  y  diclia  reubi*  debe  hallaw^e 
en  proporción  con  la  categoría  del  empleo  y  con  la  ta.sa  generml  ñe 
los  satarioe  en  las  otras  carreras  libres;  y 

2.*  Conviene  afiadir  á  cjertis  plazas,  emolumentos  eventuales 
para  mantener  siempre  en  vigor  el  celo  de  los  que  laa  Bírvon. 

En  cuanto  á  la  primera  prescripción^  dire- 
mos que  la  renta  fija  es  la  confirmación  de  la 
teoría  que  dejamos  sentada,  en  favor  de  la  ad- 
misión de  todos  los  ciudadanos  A  los  empleos 
y  en  guarda  de  los  intereses  del  público.  La 
proporción  que  le  acompaña,  es  un  principio  de 
justicia,  que  tiende  á  igualar  la  condición  ren- 
tística del  aue  sirve  al  Estado,  con  la  de  las  otras 
clases  proauctoras,  para  asegurarse  los  medica 
de  existencia  y  para  que  libre  de  las  necesida- 
des, no  emplee  en  buscar  mas  renta,  el  tiempo 
que  debe  consagrar  al  servicio  del  Estado.  Ver- 
dad es  que  los  crecidos  sueldos  son  una  carga 
muy  pesada  sobre  la  hacienda  pública  y  que 
esta  consideración  ha  hecho  que  en  mucnos 
pueblos  se  dote  á  los  agentes  de  la  Admi- 
nistración con  módicos  estipendios.  Más 
toda  dificultad  desaparece  con  disminuir  el 
número  de  empleos,  conservando  únicamen- 
te  aquellos  en  que  se  preste  servicios  positivos  y 
suprimiendo  todos  los  que  no  se  presentan 
como  necesarios.  Con  corto  número  de  agen- 
tes bien  rentados  se  consigue  que  éstos  puedan 
desempeñar  más  servicios,  atender  á  más  nu- 
merosas atribuciones;  pues  teniendo  asegurado 
su  bienestar,  un  empleado  dedica  más  tiempo 
y  más  consagración  al  cargo  que  ejerce. 

Respecto  á  la  segunda  prescripción,  se  com- 
})rende  fácilmente  que  tiene  por  objeto  princi- 
pal, asegurar  los  derechos  del  Fisco  en  las  nu- 
merosas relaciones  que  sustenta  con  los  ciuda- 
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danos.  8i  cada  vez,  por  ejemplo,  que  un  fuii 
cionario  á  mérito  de  su  vígihaicia,  logia  impe- 
dir que  se  defraude  las  rentas  nacionales,  y 
entonces  se  le  dá  un  premio,  es  indudable  que 
se  influirá  en  su  ánimo  y  que  su  actividad  au- 
mentará en  proporción  del  fruto  que  obtenga. 

Finalmente j  á  parte  del  salario  eventual, 
también  es  conveniente  que  la  administración 
asegure  un  suplemento  de  sueldo  á  ciertos  fun- 
cionarios, destinados  á  recorrer  el  territorio,  ó 
pasar  embarcados  ]ut^ú  tiempo;  sufriendo,  así, 
rudas  fatigáis  en  obsequio  del  servicio,  A  esta 
natural  exigencia  se  atiende,  ya  costeando  alo- 
jamiento  y  bagajes  á  los  emi>leados  militares 
ó  civiles  qhe  viajan  en  comií^iünj  ya  concedien- 
do gratificaciones  á  los  quepermanereu  embar- 
cados en  los  buques  de  la  Armada  Nacional 
Igualmente  se  le  dá  á  los  funcionarios  políticos, 
para  pago  de  locales,  para  el  despacho  y  gas- 
tos de  escritorio. 

Hemos  dicho  también  que  el  salario  debe  es- 
tar en  armonía  con  la  calidad  del  empleo;  y  en 
efecto,  nada  más  necesario  que,  asegurando 
la  existencia  al  simple  empleado,  se  dé  la  co- 
modidad á  los  Agentes  intermedios  y  la  sun- 
tuosidad, el  lujo,  á  los  altos  funcionarios.  Así, 
los   Ministros   diplomáticos,   deben   tener  más 

aue  ningún  otro  funcionario,  estipendios  créel- 
os, expléndidos,  que  les  permitan  representar 
dignamente  á  su  país,  ante  las  potencias  ex- 
tranjeras. 

Estabilidad  cu  el  emplee— Por  estabilidad  en  el 
empleo,  debe  entenderse  la  seguridad  que  se 
dé  al  empleado,  de  no  ser  removido  sin  motivo; 
asegurando  así  el  cumplimiento  de  los  deberes 
que  tiene  que  llenar  en  el  desempeño  de  su  car- 
go.   Pero  esta  estabilidad  no  debe  jamás  con 
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vertiree  en'inamovilidad;  es  decir,  que  no  de- 
ben admitirse  empleados  vitalicios,  porque  nin- 
gún empleo  debe  considerarse  como  una  propie- 
aad  particular,  erigida  en  provecho  de  un  indi- 
viduo. Es  indudable  que  la  inamovilidad  de 
los  agentes  administrativos,  cualquiera  que  sea 
su  ran^o  ó  condición,  trae  por  consecuencia  el 
entronizamiento  de  la  rutina,  la  apatía,  la  pere- 
za,  la  irreflexión,  en  la  marcha  de  los  negocios 
púbhcos. 

El  funcionario  ó  empleado,  que  considera  su 
cargo  como  cosa  propia;  que  sabe  que  no  puede 
ser  removido  ni  destituido;  no  se  afana  por 
cumplir  sus  deberes. 

Esto  lo  ha  demostrado  la  experiencia,  de  una 
manera  indudable.  Pero,  si  no  debe  existir 
inamovilidad  de  los  agentes  administrativos, 
tampoco  debe  dejarse  á  éstos  sujetos  á  la  arbi- 
trariedad ó  capricho  de  los  que  gobiernan.  Las 
leyes  deben  garantizar  á  todo  empleado  ó  ftm- 
cionario,  la  estabilidad  de  su  empleo,  mientras 
que  la  incapacidad,  las  faltas  de  servicio,  el 
desprecio  á  las  leyes,  no  obliguen  al  Gobierno 
á  removerlo  ó  destituirlo.  Debe  advertirse,  que 
tratándose  de  aquellos  agentes  administrati- 
vos, que  dependen  inmediatamente  del  Poder 
Ejecutivo,  pueden  ser  removidos  ó  destituidos 
por  éste,  siempre  que  juzgue  que  han  merecido 
dicha  remoción  ó  destitución;  no  existiendo 
más  limitación  que  la  opinión  representada  por 
las  Cámaras,  que  pueden  acusar  al  Ejecutivo 
de  la  injusticia  de  una  remoción  ó  destitución. 

Nosotros  creemos  que  para  asegurar  la  esta- 
bihdad  en  el  empleo  al  agente  administrativo,, 
la  ley  debe  imponer  que  siempre  que  el  Jefe  de 
la  Administración,  ó  el  jefe  superior  del  em* 
pleado,    según   la  condición    de    éste,  juzgue 
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conveniente  una  remoción  6  una  destituciórj, 
hñga  que,  una  vez  separado  del  cargo  sea  Ju^ 
gado  por  la  falta  que  motivó  la  separación;  ya 
sea  por  los  Tribunales  ordinai'ios,  ya  jior  Vm 
Tribunales  especiales  de  Derecho  Administra- 
tivo^ si  los  hay,  con  el  objeto  de  pronunciar  la 
destitución  en  forma. 

Nuestra  legislación,  á  este  respecto  asegura 
la  estabilidad  en  el  empleo  al  agente  adminis- 
trativo, puesto  que  nara  la  revocación  es  nece- 
sario sujetarse  a  la  ley.  Hasta  la  Constitución 
del  13  de  Octubre  de  1856,  se  reconocía  entre 
nosotros  empleos  en  propiedad;  pero  el  artículo 
6."*  de  dicha  Constitución,  prescribió  que  no  se 
i-econociese  en  la  República  ni  privilegios  here- 
ditarios, ni  fueros  personales,  ni  empleas  en 
propiedad.  Reformaaa  ésta  Constitución  por  la 
del  60,  no  subsistió  la  prohibición  expresa  de 
los  empleos  en  propiedad,  si  bien  parece  en  el 
espíritu  de  dicha  Constitución,  no  se  admite, 
éstos;  cuando  el  artículo  59  confiere  al  Poder 
Legislativo  el  derecho  de  suprimir  los  empleoí5 
públicos  y  los  artículos  94  y  117  dan  al  Ejecu- 
tivo  el  derecho  de  remover,  revocar  ó  reponer 
los  Ministros  de  Estado,  Prefectos,  Sub-Prefec- 
tos  y  en  general  á  los  funcionarios  encargados 
de  la  policía  de  seguridad  y  orden  público.  Es- 
tas revocaciones  ó  deposiciones,  deben  hacer- 
se conforme  á  la  ley. 

Según  esto,  nuestra  legislación  no  admite  los 
empleos  en  propiedad,  si  bien  asegura  la  esta- 
bilidad en  el  empleo;  sujetando  la  revocación 
del  empleado  á  lo  prescrito  por  la  ley.  Así  el 
artículo  23  de  la  ley  sobre  organización  inte- 
rior de  la  Eepública,  declara  que  todos  los  fun- 
cionarios son  amovibles,  en  todo  tiempo,  con- 
forme á  la  ley. 


-  88  — 

En  30  de  Abril  de  1873,  se  dio  una  ley,  orga- 
nizando el  Ministerio  de  Gobierno,  Policía  y 
Obras  Públicas  y  declarando  que  todos  los  car- 

f*  os  de  ese  Ministerio  eran  comisiones  y  hacien- 
o  extensiva  esa  disposición  á  los  empleados 
de  todos  los  demás  Ministerios. 

Habiéndose  suscitado  dudas  pespecto  á  la  in- 
terpretación de  los  artículos  referentes  á  los 
empleos  que  se  declararon  comisiones,  en  2  de 
Diciembre  de  1876,  se  dio  otra  ley,  aclaratoria 
de  la  anterior,  y  en  la  cual  se  dispuso  que  lo 
relativo  á  las  comisiones,  no  afecta  los  dere- 
chos de  que  gozaban  en  30  de  Abril  de  1373,  en 
virtud  de  leyes  preexistentes,  los  empleados 
propietarios  con  títulos  expedidos  por  la  auto- 
ridad legal.  Tampoco  afectan  los  derechos  de 
los  Jefes  y  Oficiales  del  Ejército  y  Armada  que 
quedan  sujetos  á  las  leyes  preexistentes. 

Pensiones  <le  Retiro. —Admiten  algunos  publi- 
cistas y  está  consagrado  en  nuestro  Derecho 
Administrativo,  que  una  vez  que  el  Agente  ad- 
Ininistrativo,  llegue  á  estar  un  largo  periodo  de 
8U  vida  consagrado  al  servicio  del  Estado,  al- 
canza un  nuevo  derecho,  que  el  Estado  satis- 
face, concediéndole  su  retiro  ó  sea  su  separa- 
ción del  cargo,  con  una  pensión  que  se  regula 
según  el  número  de  anos  que  ha  servido.  Los 
que  sostienen  la  justicia  do  que  las  leyes  con- 
sagren estos  derechos  á  los  empleados  dicen: 
que  el  Estado  tiene  una  deuda  hacia  los  hom- 
bres que  le  han  consagrado  su  vida,  y  es  la  de 
asegurarles  el  reposo  una  vez  que  han  llegado 
al  término  de  su  carrera. 

La«  pensiones  do  retiro  son  el  complemento    de  los  salarios,  dice 
Mr,  Vivien,  y  pertenecen  al  mismo  orden  do  intereses:  como  el  sa- 
lario, ellas  contribuyen  á  dar  al  funcionario  la  tranquüidad,  liber- 
tándole de  la  preocupación  del  porvenir;  lo  retienen  por  un  lazo  que 
ada  día  se  estrecha  más,  compensan  en  parte  la  meaiocridad  de  los 
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ial&Hos^  porque  hficffii  menOB  neL^esarias  lae  economías  que  nconae- 
jíxln,  prudencia  en  las  profeft^ont  s  priTada^.  Por  Qtrfi  parte,  el  bota- 
do no  podría  exponerse  á  la  huinillaí^ion  de  vtr  á  aquellos  que  le  han 
dado  FUS  diatí  ríe  juventud  y  madúreos  pafíiir  su  anekinidaO  f*Ti  la  det^* 
íiudezs  y  la  indigencia. 

Tales  son  las  razones  de  los  partidarios  de  las 
j^ensiones  de  retiro,  qiip,  en  mi  concepto,  no 
pnielmu  ni  la  jxistioia  ni  la  conveniencia  de 
ellas. 

Eptudiarenios  primero  lo  que  im estro  deve^ 
cho  Administrativo  establece  en  esta  materia^ 
y  veremos,  después,  si  es  verdaderamente  jvi^- 
to  y  conveniente  para  el  Estado,  t^i  i'econocer 
estos  derechos  á  los  empichados  públicos. 

Son  pensiones  de  retiro  entre  nosotros:  la  Jn- 
bilación,  la  Cesantía  y  el  Montepío. 

Juhilíuitín  y  Cesiut t i íi,—Ll amaice  Julíilacrón  á 
ía  relevación  del  trabajo  6  cargo  de  aljL:;ñn  em- 
pleado, conservando  el  qne  lo  tenía  los  honores 
y  el  sueldo  en  todo  6  en  parte,  8e  llama  Cesan- 
tía, la  condición  e]i  que  queda  un  empleado  por 
la  supresión  del  uuipleo  ó  por  resultas  de  alg:i"i- 
na  reíurma  política  6  económica. 

No  solo  se  llama  cesante  al  individuo  que 
íiuedasin  colofración,  por  haberse  suininiido  la. 
plaza  qne  desem])efiaba,  sino  también  al  que 
ha  sidt)  subrogado  con  otro,  pur  convenir  así  al 
mejor  servicio  público. 

Los  jubilados  son  como  los  cesantes,  emple^i- 
dos  separados  de  sn  empico;  i>ero  aunque  con- 
vienen en  ésto,  la  jubilación  jMa  cesantía,  di- 
fieren en  sus  causas  y  en  sus  efectos^  La  cesam 
tía  proviene  de  supresión  del  empleo  ó  separa- 
ción por  ^causa  de  reforma,  y  la  jubilación  se 
concede  álos  que  se  enferman  en  el  servicio  6 
liegau  en  él  á  una  edad  nuiy  avanzada. 

JEstas  causas  tienen  que  producir  diversos 
efectos,  y  por  eso  los  cesantes  están  ol>ligados 
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á  sei^vir  cuando  se  les  necesite  y  deben  ser  con- 
siderados para  los  destinos  vacantes;  ñero  no 
sucede  lo  mismo  con  los  jubilados,  que  aejaron 
el  servicio  por  incapacidad.  Los  cesantes  tie- 
nen los  mismos  goces  pecuniarios  que  los  jubi- 
lados y  están  sujetos  a  las  disposiciones  de  la 
misma  ley. 

Leyde  Jubilación.— Esta  ley  fué  dada  en  20  de 
Diciembre  de  1849  y  promulgada  en  22  de  Ene- 
ro de  1850. 

El  artículo  1.*  de  esta  ley  dice: 

Que  todo6  los  empleados «  con  títulos  de  Gobiernos  legitimoe,  tie- 
nen derecho  ala  jubilación,  en  caso  de  que  una  edad  avanzada  ó 
enfermedad  crónica,  legal  mente  probada,  les  impida  continuar  en 
el  ejercicio  de  sus  funciones. 

La  edad  avanzada  de  que  habla  este  artículo, 
es  de  sesenta  años  cumplidos. 

Además  es  necesario  que  el  empleado  no  haya  sido  separado  de 
HU  empleo  por  autoridad  competente  y  que  tenga  siete  años  de  ser- 
vicio,  por  lo  menos  (articulo  2,"*) 

Nin^n  empleado  ser&  jubilado  sin  acreditar  impedimento  fi- 
t^ico  ó  moral;  ni  se  le  dará  mayor  goce  que  aquel  que  le  correspon- 
da legítimamente  por  los  afios  que  compruebe  haber  servido  (artl- 
rulo  3.«) 

No  tienen  derecho  á  los  goces  de  cesantía:  los  em pifados  interi- 
nos, ni  los  que  carezcan  de  despacho  de  tíobiemo  legitima  (articulo 
10.) 

Los  cesantes  están  obligados  á  sen^r  nuevamente,  luego  que  el 
Cíobievno  los  nombre  para  colocaciones  análogas  ó  iguales  á  aquella 
en  que  cesaron;  y  los  que  sin  causa  comprobada  suficientemente,  no 
ndmitan  los  destinos  que  se  les  confiera,  pierden  el  derecho  á  las 
asignaciones  que  disfrutan  (artículo  15.) 

Los  miembros  del  Cuerpo  Diplomático  gozan 
del  privilegio,  de  que  el  tiempo  que  hayan  servi- 
do en  el  extranjero,  se  les  computa  doble  para 
las  jubilaciones. 

Montepíos.— Se  llama  montepío,  cierto  depósito 
de  dinero  formado  ordinariamente  de  los  des- 
cuentos que  se  hace  á  los  empleados,  para  soco- 
rrer, á  la  muerte  de  éstos,  á  su  viuda  y  huérfa- 
nos; y  también  la  pensión  misma  que  se  dá,  de 
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esste  tlepósito  á  la  viuda  y  huérfanos  de  los  em- 
pleados 

Para  pajijar  esta  pensión,  se  descuenta  al  em- 
pleado, durante  su  vida,  el  cuatro  por  ciento  de 
su  sueldo  mensual.  Sin  embargo,  no  hay  una 
caja  especial  do  esa  renta;  su  producto  entra  en 
las  rentas  nacionales,  y  de  ellas  se  deduce  la 
pensión. 

Algunos  dicen  que  el  Estado  debe  una  justa 
retribución  á  la  viuda  y  huérfanos  de  los  em- 
pleados, porque  habiendo  éstos  muerto  en  ser- 
vicio de  la  NacióUj  no  pueden  formar  un  capital 
para  trasmitirlo  á  sus  hijos.  Siesta  fuese  la 
única  razón  del  montex*ío,  se  daría  gi'atuita- 
mente^  y  no  se  cobraría  nada  al  empleado  du- 
rante su  vida. 

Nosotros  convenimos  en  que  el  montepío  pue- 
da fundarse  en  esta  razón;  pero  además,  vemos 
en  él,  un  contrato  de  seguro  que  el  Gobierno  ce- 
lebra con  todos  los  empleados.  El  Gobierno  ase- 
gura la  subsistencia  de  las  viudas  y  huérfanos 
de  los  emplea<los,  por  la  retribución  mensual 
que  descuenta  del  sueldo  de  éstos,  durante  su 
vida,  y  cifra  sus  ganancias,  en  que  algimos  em- 
pleados mueren  sin  dejar  peí  son  as  cojí  derecho 
al  montepío.  Es,  pues,  un  negocio;  una  cuestión 
de  conveniencia,  más  bien  que  una  cuestión  de 
derecho;  y  en  tal  caso,  sólo  debe  buscársela  uti- 
]idad  que  reporte.  Sería  pi^eciso,  según  ésto,  ve- 
rificar una  cuenta  e.special  de  esta  renta j  para 
pronunciarse  por  la  conveniencia  ó  no  conve- 
niencia del  montepío,  para  la  Nación. 

Pero  tratando  la  cuestión,  como  una  cuestión 
de  Derecho,  varía  de  aspecto.  Si  en  favor  del 
montepío  se  ha  alegado  la  razón  que  antes  ex- 
pusimos, en  su  contra,  puede  decirse  que  acos- 
tumbra á  los  empleados  á  la  disipación  y  á  la 
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imprevisión:  porque  es  seguido,  que  la  idea  de 
que  á  su  muerte  dejan  á  su  familia  una  renta 
nja,  alienta  á  muchos  empleados  á  gastar  sin 
medida  sus  haberes,  sin  ocuparse  del  i3orvenir. 
Por  el  contrario,  el  temor  de  dejar  por  toda  he- 
rencia, la  miseria  y  el  abandono  para  su  fami- 
lia, hará  que  el  enípleado  piense  en  economizar 
y  en  asegurar  el  porvenir  á  sus  descendientes. 

Además,  si  se  considera  que  el  descuento  del 
montepío,  se  hace  forzoso  para  todos  los  em- 
pleados; entonces  se  ve  que  el  Estado  restringe 
la  libertad  individual  de  éstos,  puesto  que  no 
pueden  disponer  del  íntegro  del  salario,  ni  ha- 
cer de  él,  él  uso  que  mejor  les  convenga;  y 
dígase  lo  que  se  quiera,  el  Estado  no  tiene  fa- 
cultad para  desmembrar  una  parte  de  la  pro- 
piedad privada,  á  título  de  hacer  un  beneficio  a 
un  individuo.  Únicamente,  por  utilidad  públi- 
ca puede  el  Estado  restringir  6  limitar,  el  dere- 
cho que  tiene  cada  individuo,  cualquiera  que 
sea  su  condición  en  la  sociedad,  para  disponer 
del  todo  de  lo  que  gana,  por  su  trabajo,  lo  que 
constituye  una  propiedad  privada. 

Aquí  el  Estado  aparece  como  un  negociante 
que  impone  forzosamente  su  negocio  á  los  que 
dependen  de  él;  especula  con  la  fortuna  de  sus 
empleados,  tal  vez  con  pérdida  y  por  hacer  un 
beneficio;  pero  siempre  es  una  especulación  que 
no  debe  entrar  en  el  papel  que  está  llamado  á 
desempeñar  el  Estado,  que  se  reduce,  única- 
mente, á  asegurar  el  derecho  de  todos  los  ciu- 
dadanos, sin  distinción,  ni  privilegio  de  ningún 
género 

Si  el  empleado  carece  de  la  previsión  necesa- 
ria para  economizar,  que  sufra  las  consecuen- 
cias de  su  falta:  el  Gobierno  no  es  ni  puede  ser 
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el  que  está  llamado  a  iin])oner  esa  previ^^ion  ni 
esa  eoonomísL 

Áiin  mirando  la  conveniencia  que  <?stü  uego- 
cío  puedtí  rep<:)rtav  á  la  Nación,  se  ve  que  esa 
conveniencia  es  nula,  y  que.  por  el  contrario, 
sufre  perjuicios  incalculables  en  sus  intereses. 
Bajo  el  pretexto  de  montepíos  puede  el  fa\'or  ó 
la  complacencia  de  algunos  funcionarios,  dar 
pensiones  inmerecidaBj  que  se  prolongan  inde- 
finidamente, y  que  son  una  grave  carga  i)ai"a  el 
Erario  NacionaL  riabido  es  que  los  montepíos 
gravan  hoy  á  la  Nación,  con  ingente  suma,  sin 
que  muchas  veces,  sean  necesarios  para  aque- 
llos que  los  perciben.  Cuantos  montepíos  exis- 
ten  que  son  tomados  por  personas  que  tienen 
medios  de  vivir  suficientas  y  aún  á  veces  for* 
tuna. 

Hay  dos  clases  de  montepíos:  el  civil  y  el  mi- 
litar, según  la  lista  á  que  pertenezcan  los  em- 
pleados. Cada  uno  de  ellos,  tiene  su  reglamen- 
to especial;  y  están  casi  conformes  en  la  desig- 
nación de  las  pei^souas  que  deben  gozar  del 
montepío,  pero  difieren  en  la  cantidad.   Es  jus- 
to que  en  algunos  cansos,  se  dé  mayor  cantidad 
á  la  viuda  de  un  militar  que  muere  en  el  cam- 
po de  batalla,  que  á  la  del  empleado  civil;  por- 
que en  el  primer  casOj  el  Gobierno  paga  no  sólo 
la  deuda  contraída  por  el  descuento,  sino  tam- 
bién, compensa  en  parte,  los  daños  que  la  viu- 
da experimenta  con  la  pérdida  del  esposo,  o  los 
huérfanos  con  los  del  padre.  Esta  es  la  razón 
que  existe  para  establecer  esa  diferencia;  que 
fuera  de  esos  casos  no  puede  justificarse;  y  es, 
por  lo  mismo,  odiosa,  pues  hay  servicios  civiles 
más  importantes  á  la  Nación  que  los  mifita- 
res. 
No  tienen  derecho  á  montepío  las  familias 
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del  Presidente  y  Vice-Presidente  de  la  Eepúbli- 
ca;  las  de  los  Ministros  y  los  miembros  de  am- 
bas Cámaras,  á  no  ser  que  tengan  otros  desti- 
nos. 

Tienen  derecho  á  montepío:  la  viuda,  los  hi- 
jos legitimóse  legitimados  conforme  á  las  leyes 
civiles;  las  madres  aunque  sean  naturales  siem- 
pre que  no  se  hallen  casadas. 

En  el  montepío  militar  tienen  opción  á  él  las 
hermanas  solteras  é  indigentes.  Posteriormente, 
por  ley  de  28  de  Enero  de  1869,  se  dio  también 
este  derecho  á  los  hijos  naturales  reconocidos 
de  los  empleados  civiles  ó  militares,  en  la  for- 
ma siguiente:  á  falta  de  viuda  y  de  hijos  legí- 
timos, corresponde  á  los  hijos  naturales  reco- 
nocidos. Si  hubiera  solo  viuda  é  hijos  legítimos 
percibirán  los  hijos  naturales  la  quinta  parte. 
,  Cuando  concurran  con  la  madre  percibirán  la 
•  mitad.  En  todos  los  casos  en  que  los  hijos  na- 
turales concurran  con  los  hijos  legítimos,  se  ha- 
rá la  división  del  montepío  con  arreglo  á  lo  que 
dispone  el  artículo  902  del  Código  Civil,  que  tra- 
ta de  impedir  que  los  hiios  ilegítimos  tengan 
mayor  parte  que  los  legítimos;  y  señala  para 
aquellos  una  cantidad  igual  á  las  cuatro  quintas 
partes  del  haber  de  cada  uno  de  los  legítimos. 

Se  pierde  el  montepío:  en  las  mujeres,  por  ca- 
samiento 6  mala  conaucta;  y  en  los  varones  por 
cumplir  los  dieciocho  años. 

Estas  disposiciones  y  otras  que  sería  difuso 
enumerar,  están  contenidas  en  el  decreto  de  á 
de  Noviembre  de  1851  y  en  las  leyes  de  16  de 
Enero  de  1850  y  ley  de  25  de  Agosto  de  1853; 
etc.  para  el  militar. 

Antes  de  concluir  lo  que  respecta  á  los  dere- 
chos que  tienen  los  empleados,  diremos  dos  pa- 
labras acerca  de  la  Jubilación  y  Cesantía.  Cree- 
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mos  que  el  Estado  ao  se  halla  en  el  deber  de 
adjudicar  estos  goces  á  los  empleados  que  se  i-e- 
tiren  del  seryicio. 

No  debe  existir  en  el  GobiernOj  más  obliga- 
ción, ni  los  empleados  tener  más  derechos,  que 
el  de  recibir,  y  aquél  de  dar,  íntegro  el  salario, 
durante  el  tiempo  que  duren  las  labores.  Los 
individuos  que  se  entregan  á  las  profesiones  li- 
bres, ó  á  otros  trabajos,  solo  reciben  remunera- 
ción, mientras  duran  sus  tareas;  ¿por  qué,  pues, 
los  Agentes  de  la  Administración  han  de  tener 
un  privilegio,  un  goce  C[ue  no  se  consigue  en  las 
otras  esferas  sociales?  Él  pcíbi^í  obrero  se  entre- 
ga á  más  rudas  fatigas  que  la  mayor  parte  de 
los  agentes  de  Estado;  y  sin  embargo,  no  pue- 
de contar  para  cuando  llegue  la  edad  del  repo- 
so o  i>ara  cuando  se  invalide  en  el  trabajoj  con 
más  recursos,  que  los  que  su  previsión  y  eccmo- 
mía  supo  acumular, 

Se  dice,  que  habiendo  ctmsagrado  el  fuacio- 
nariu,  su  vida  eutcr^í  al  servicio  del  Estado,  es 
justo,  que  éste  le  asegure  un  derecho,  para 
cuando  llegue  la  edad  "del  reposo  y  del  deseo 
de  la  vida  privada.  Si  bien  es  verdad,  que  el 
empleado  lia  consagrado  sus  mejores  años  al 
servicio  del  Estado,  también  lo  es  que  por  esa 
consagración  ha  recibido  su  pago;  y,  por  consi- 
guiente, el  Estado  no  le  es  deudor  de  nada;  ce- 
saron sus  servicios,  cesó  también  el  derecho  pa- 
ra ser  retribuido-  Si  quiere  descansar,  que  él  se 
busque  los  medios  de  ese  descanso;  no  hay  edad 
de  reposo,  en  la  vida  humana,  para  aquel  que 
busca  el  pan  con  el  sudor  de  su  rostro:  la  ley  te- 
mblé del  trabajo  que  nos  ha  sido  impuesta^  du- 
ra hasta  la  tumba* 

La  naturaleza  quiere  que  la  edad  del  reposo 
para  el  hombre  trabajador,  sea  aquella  en  que 


L 


—  98    -. 

sistema  representativo;  su  carácter  esencial  y 
su  mas  üoderoso  principio,  y  sin  el  cual  es  ilu- 
soria toaa  libertad  y  toda  garantía  en  la  socie- 
dad. 

Si  las  atribuciones  son  demasiado  extensas, 
tan  latas  como  las  que  se  concede  á  un  rey 
constitucional,  es  ineficaz  toda  responsabilidad, 
tanto  del  Jefe  de  la  Administración  ó  del  Po- 
der Ejecutivo,  cuando  la  Constitución  no  lo  ha- 
ce inviolable,  cuanto  de  los  Ministros,  cuando 
éstos  llevan  la  responsabilidad. 

A  este  respecto  observa,  juiciosamente,  el  pu- 
blicista argentino,  Florentino  González  lo  si- 
guiente: 

Si  el  poder  está  reunido  en  un  Gobierno  central;  si  la  constitución 
no  declara  á  favor  de  loe  ciudadanos  los  derechos  absolutos,  sino 
únicamente  esos  relativos,  cuyo  ejereicio  pueden  reglar  las  autori- 
dades constituidas,  si  todos  los  que  ejercen  autoridad  en  las  localida- 
des, son  nombrados  y  amovibles  por  el  Gobierno  Central,  y  meros 
agentes  suyos,  que  no  ejercen  poder  por  delegación  del  pueblo  de 
esas  mismas  localidades;  si  el  Gobierno  central  dispone  do  un  ejérci- 
to que  puede  estacionar  en  cualesquiera  de  éstas,  y  emplearlo  ^ata 
tiacer  cumplir  sus  órdenes,  y  si  además  de  ésto,  el  pueolo  no  tiene 
derecho  de  pos  íer  armas  y  de  llevarlas;  entonces  convengo  en  que 
nada  es  más  peligroso  que  declarar  responsable  al  Jefe  del  Departa- 
juento  Ejecutivo. 

Pero  es  probable  que  el  mismo  peligro  habrá  en  hacer  responsables 
á  sus  Ministros.  En  un  Gobierno  asi  constítuido,  la  división  del  poder 
viene  á  ser  puramente  nominal;  el  carácter  de  acusador  público  de 
la  Cámara  ae  Diputados,  una  burla,  v  la  jurisdicción  política  del  Se- 
nado, para  juzgar  y  destituir  al  Presidente  y  los  Ministros,  palabras 
sin  significación,  porque  todo  se  halla  á  discreción  del  Jefe  del  Eje- 
cutivo, que  es  el  que  pone  en  acción  todo  el  poder  concentrcuio  en  el 
Gobierno. 

Estas  palabras  parecen  trazadas  para  apli- 
carse á  nuestro  país,  donde  siempi'e  hemos  vis- 
to que  por  la  demasiada  latitud  de  las  atribu- 
buciones  del  Presidente,  han  sido  letra  muerta 
las  disposiciones  de  las  leyes  sobre  la  responsa- 
bilidad y  una  irrisión  nuestros  Parlamentos. 
Así  pues,  es  necesario  que  las  atribuciones  del 
Presidente  nunca  tengan  bajo  pretexto  de  for- 
tificar el  poder,  tanta  extensión  tanta  energía, 
que  hagan  de  la  responsabilidad,  en  vez  de  un 
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oorr^tivo,  de  una  garantía^  un  peligi\>  para  el 
.  régimen  constitucional.  Pero  en  cambio,  si  se  de- 
hinta  demasiado  la  autoridad,  limitando  en  ex- 
tremolas facultades  del  Ejecutivo; se  corre  el  pe- 
ligro de  hacerlo  el  juguete  del  Legislativo,  ó  de 
ponerlo  en  necesidad  de  romper  con  el  orden 
constitucional  Es  preciso,  pues^  un  justo  medio, 
una  debida  proporción,  cuyo  modelo  8e  encuen- 
.  tra  en  la  Constitución  de  los  Estados  Unidos, 
Tratemos  de  fijar  suscint  amen  te  esas  atribucio- 
nes, en  conformidad  con  la  naturaleza  de  las 
funciones  del  Ejecutivo,  para  detenernos  en 
aquellas,  que  por  su  carácter  son  del  dominio 
de  nuestro  cui*so. 

Primeramente,  el  Ejecutivo  debe  intervenir 
en  la  formación  de  las  leyes,  en  representación 
de  los  intereses  políticos  y  administrativas,  con 
una  acción  análoga  á  las  Cámaras;  pero  sin 
anular  el  acuerdo  de  éstas  y  sin  pcxier  disolver- 
las, como  sucede  en  las  monarquías. 

En  segundo  lugar,  ha  de  tener  la  represen- 
tación de  la  Nación  en  el  extranjero,  dirigien-- 
do  las  relaciones  internacionales  y  haciendo 
los  tratados  y  convenciones;  pero  sin  compren- 
der la  facultad  de  declarar  la  guerra  ó  (Je  ha- 
cer la  paz,  que  debe  ser  de  la  incumbencia 
del  LegislativOj  por  su  gravedad  é  im])ortancia. 
A  más  de  esto,  ningiín  tratado  podrá  ser  obli- 
gatorio para  la  Nación,  si  no  tiene  la  ai>roba- 
ción  del  Congreso,  puesto  que  son  verdade- 
ras leyes  que  versan  sobro  relaciones  de  dere* 
chos  y  obligaciones,  y  pertenecen  al  dominio 
del  legislador. 

Así  mismo,  debe  tener  la  función  adminis- 
trativa que  es  su  principal  incumbencia,  y  cu- 
ya complejidad  es  la  que  ofrece  mayores  difi> 
cultades  para  la  organización  del  Ejecutivo.  Es- 
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ta  función  administrativa  comprende  dos  cla- 
ses: una  coactiva,  necesaria  para  hacer  cum- 
plir el  derecho  á  todos  los  asociados,  y  que  le 
toca  indudablemente  al  Ejecutivo,  desde  que  él 
es  el  ejecutor  constante  de  la  ley,  exceptuando 
los  casos  contenciosos;  y  la  otra  facultativa» 
para  fomentar  y  prot^r  los  intereses  colecti- 
vos, pero  nunca  para  dirigirlos. 

Estas  funciones  coactivas  y  facultativas, 
comprenden: 

l.«  El  poder  de  cumplir  v  hacer  cumplir  las  leves. 

2.0  El  nombrar  los  nmcfonarios  de  la  administración. 

8.<>  El  de  administrar  las  rentas  publicas  comprendiendo  la  rt^sau- 
clación  é  inversión  de  los  impuestos. 

4.«  £1  de  gobernar  la  fuerza  publica;  y 

B."*  £1  de  fomentar  j  proteger  la  instrucción  pública,  la  industria 
y  los  establecimientos  de  beneficencia. 

toder  lyecatíTo  — I.  El  poder  de  cumplir  y  ha- 
cer cumplir  las  leyes,  supone  la  facultad  de  re- 
glamentar, de  dar  órdenes  y  decretos,  para  fa- 
cilitar su  ejercicio,  lo  que  Uamamos  actos  ad- 
ministrativos. Supone  la  de  someter  á  juicio  á 
los  desobediente»  y  la  de  emplear  la  fuerza  pú- 
blica para  reprimir  á  los  que  se  armen  contra 
el  régimen  político,  ó  contra  la  ejecución  de  las 
leyes;  j)ero  una  vez  sometidos,  deben  caer  bajo 
el  dominio  del  Poder  Judicial  para  su  castigo. 

II.  La  facultad  de  nombrar  los  empleados  de 
la  Administración,  en  la  forma  que  ya  expusi- 
mos al  tratar  de  los  agentes  administrativos; 
es  decir,  que  debe  limitarse  únicamente  á  las 
empleados  de  la  administración  ejecutiva  ge- 
neral, sin  comprender  la  administración  local 
ni  el  Poder  Judicial. 

III.  La  de  manejar  el  Tesoro  público,  pero  li- 
mitándose al  cumplimiento  de  las  leyes  de  ha- 
cienda, sin  que  pueda  jamás  extraer  dinero  del 
Tesoro,  sino  por  consecuencia  de  aplicaciones 
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determinadas  de  la  ley  y  con  la  condición  de 
dar  cuenta  minuciosa  de  lo  recibido  é  inverti- 
do. Se^n  ésto,  debe  tocar  al  Congreso,  y  no  al 
Ejecutivo;  todo  lo  concerniente  á  los  bienes  pú* 
blicos,  á  la  creación  de  impue^os  y  contribu- 
ciones; á  contratos  de  empréstitos,  pago  de  deu- 
das interiores  ó  exteriores;  á  la  acuñación  de 
monedas;  á  los  reglamentos  de  Aduanas,  puer- 
-  tos,  establecimiento  de  correos,  etc;  de  modo 
que  al  Ejecutivo  solo  le  queda  la  ejecución  de  ■ 
^tas  leyes, 
f  TV.  Debe  gobernar  la  fuerza  pública,  esto  es, 

tendrá  el  mando  de  la  escuadra^  ejército  per- 
manente, guardia  nacional  y  fuerzas  de  policía 
y  gendarmería;  sujetándose,  en  lo  relativo  á 
organización,  númerOj  reemplazos  y  s^scensoe. 
á  lo  dispuasto  en  las  leyes  del  caso.  No  podrá, 
además,  ponerse  al  frente  del  ejército  en  caso 
de  guerra,  sin  permiso  de  las  Cámaras. 

Es  necesario  advertir,  que  jamás  debe  el  ejér- 
cito tener  una  participación  política  y  única- 
mente debe  estar  destinado  á  la  defensa  del  te- 
rritorio y  soberanía  nacional.  Así  sucede  en  los 
Estados  Unidos,  donde  el  Ejecutivo  no  emplea 
en  ningún  caso,  para  asegurar  el  cumplimien- 
to de  la  ley  y  mantener  el  régimen  constitucio- 
nal, sino  las  fuerzas  de  policía  de  las  respecti- 
vas localidades,  y  no  siendo  éstas  suficientes, 
las  de  la  guardia  nacional,  con  la  respectiva 
autorización. 

V.  El  poder  facultativo  se  ejerce  por  el  fo- 
mento y  protección  de  la  instrucción  pública, 
industria  y  establecimientos  de  beneficencia. 
Sin  embargo,  no  en  todas  las  Naciones  tiene  as- 
ta facultad  el  Ejecutivo.  En  Inglaterra  y  Esta- 
dos Unidos,  toca  al  Cuerpo  legislativo  y  á  las- 
antoridades  locales,  según  los  casos;  en  los  de- 
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más  Estados  de  Europa  y  en  América,  al  Eje- 
cutivo, principalmente  en  lo  relativo  á  instruc- 
ción y  beneficencia.  Pero  sea  cual  fuere  la  prác- 
tica adoptada,  lo  que  es  necesario,  es  reglamen- 
tar este  poder,  combinando  la  energía  y  la  res- 
ponsabilidad,  y  dejando  expedita  la  acción  de 
las  administraciones  locales,  para  todos  los  ca- 
sos en  que  la  instrucción  y  los  establecimien- 
tos de  beneficencia  sean  servidos  con  los  fondos 
de  las  comunidades  ó  Municipios. 

Para  concluir  esta  relación  suscinta  de  las 
atribuciones  del  Ejecutivo,  enumeraremos  las 
aue  la  Constitución  de  1860  concede  al  Pi^esi- 
dente  de  la  República  del  Perú;  y  que  podre- 
mos juzgar  con  arreglo  á  lo  expuesto  anterior- 
m^ate. 

Son  atribuciones  del  Presidente  de  la  Repú- 
blica, dice  el  artículo  94  de  la  citada  Constitu- 
ción: 

1.*  Conservar  el  orden  interior  y  sefiruridad  exterior  de  la  Repú- 
blica, sin  contravenir  k  las  leyes; 

2m^  ConTocar  el  Congreso  ordinario,  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto 
en  la  primera  parte  del  artículo  53,  y  el  extraordinario,  cuando  ha- 
ya necetildad; 

3.*  Concurrir  á  la  apertura  del  Congreso,  presentando  un  Mensaje 
sobre  el  estado  de  la  República  y  sobre  las  mejoras  y  reformas  que 
jaxgue  oportunas; 

4.^  Tomar  parte  en  la  formación  de  las  leyes,  conforme  á  esta 
Oonstitucíón; 

6.0  Promulgar  v  hacer  ejecutar  las  leyes  y  demás  resoluciones  del 
Congreso;  y  dar  decretos,  órdenes,  reglamentos  é  instrucciones  para 
mi  mejor  cumplimiento; 

6.*»  Dar  las  ordenes  necesarias  para  la  recaudación  é  inversión  de 
las  rentas  públicas  con  arreglo  á  la  ley; 

7.»  Requerir  á  los  Jueces  y  Tribunales  para  la  pronta  y  exacta  ad- 
ministración de  justicia; 

8.0  Hacer  que  se  cumplan  las  sentencias  de  los  Tribunales  y  Juz- 
gados. 

Hé  aquí  dos  atribuciones  que  no  están  con- 
formes con  la  naturaleza  de  las  funciones  del 
Ejecutivo,  ni  con  la  división  é  independencia  de 
los  Poderes.  Para  hacer  cumplir  las  sentencias 


► 


-  103  — 


9  ^  Orga-nÍEar  Lia  fuerzas  de^ior  y  tierra,   distribuirlas  y  í]¡s|Krtieif 

íiblic 


juírielalas,  debía  organizarse  una  policía  judi- 
cial, al  cargo  de  este  poder  como  veremos  des- 
pués. 

9  *  Oi„ 
de  ellas  para  el  fwrvicio  de  la  Eepúblican 

También  esta  atribución  del  Ejecutivo  no  es- 
tá Hiuy  conforme  con  los  principios  que  deben 
regirá  un  Gobiemo  representativo:  disponer  de 
las  fuerzas  para  el  servicio  de  la  República^  á 
<  juicio  mismo  del  EjecutivOj  es  entronizar,  en 

^  cierto  modo,  el  imperio  de  la  fuerza  y  dejar  sin 

I  liinitacíón  el  empleo  del   arma  más  poderosa 

de  los  Gobiernos,  que  una  triste  necesidad  obli- 
gu  á  mantener  en  todas  las  naciones  modernas 
I  y  que  es  el  instrumento   más  terrible  de  opre- 

'  sión  y  tiranía. 

►  10» *»  Disponer  de  1»  OuarJia  Nacional  en  bvis  i"wpe<'tivííR  Proyin' 

cías  üía  podt^rla  gacar  de  ellas  hiño  en  caso  da  acídición  t^n  Ins  limí- 
trofes ^  en  <?1  de  gtierní  ex  tenor  r 

II.*  Dirigir  la5  negociaciones  diplomáticas  y  celebrar  tratadla,  pu- 
niendo en  ellos  la  condición  expresa  de  aoe  serán  sometidos  al  Con- 
greso para  los  efectos  de  la  atribución  Id.*  del  articulo  59; 

12. <*  Itecibir  á  los  Ministros  extrangeros  y  admitir  á  ios  Cónsules. 

13.''  Nombrar  y  remover  á  los  líinistros  de  Estado  y  á  los  Agentes 
Diplomáticos; 

14.*»  Decretar  licencias  y  pensiones,    conforme  á  las  leyes; 

15  *  Ejercer  el  patronato  con  arreglo  á  las  leyes  y  práctica  vi- 
gente; 

16.*  Presentar  para  Arzobispos  y  Obispos,  con  apt-obación  del 
Congreso,  á  los  que  fueren  electos  según  la  ley; 

17.*  Presentar  para  las  Dignidades  y  Canonpas  de  las  Catedrale», 
para  los  curatos  y  demás  benefícios  eclesiásticos,  con  arreg'o  á  las 
leyes  y  práctica  vlgcante; 

18,*  Celebrar  concordatos  con  la  Silla  Apostólica;  arreglándose  á 
las  instrucciones  dadas  por  el  Congreso; 

19.'»  Conceder  ó  negar  el  pase  á  los  decretos  conciliares,  balas,  bi*e- 
ves  y  resci^íptos  pontincios,  con  asentimiento  del  Congreso,  y  oyendo 
t  previamente  tt  la  Corte  Suprema  de  Justicia,  si  fuesen  relativos  á 

asuntos  contenciosos; 

20.<'  Proveer  los  empleos  vacantes,  cuyo  nombramiento  le  corres- 
ponda, segün  la  Constitución  y  leyes  especiales. 

Actos  administrativos. — Actos  administrativos 
en  general,  son  los  resultados  de  la  acción  ad- 
ministrativa ;  pero  como  en  el  Derecho  Admi- 
nistrativo  moderno,  la  acción  administrativa 


-    104  — 

es  ejercida  por  el  Poder  Ejecutivo,  resulta,  que 
llamaremos  actos  administrativas,  á  las  deci- 
siones,  providencias  y  hechos  emanados  del  Po- 
der Ejecutivo,  en  el  desempeño  de  las  funcio- 
nes de  administración  que  le  están  encomen- 
dadas. 

Sa  división. — Pueden  clasificarse  los  actos  ad- 
ministrativos de  la  manera  siguiente: 

l.'^  Reglamentos  de  administrmcióii  publica; 

a.«  Decretos; 

3.<»  óraenes,  circulares  é  instrucciones. 

Hay  también  otros  actos  administrativos  que 
no  presentan  un  carácter  preciso:  que  no  son 
de  un  interés  general,  pero  que  se  limitan  á 
uno  ó  á  muchos  casos  particulares;  como  por 
ejemplo,  un  permiso  para  contener  ó  defeviar  el 
curso  de  al^n  río,  6  para  implantar  una  nue- 
va industria,  ó  la  concesión  de  un  privilegio 
f)ara  una  invención,  etc-  etc.;  y  estos  actos  son 
os  que  constituyen,  más  especialmente  los  he- 
chos de  la  Administración.  Hay,  por  últinao, 
otros  actos  de  puro  convenio  entre  la  Adminis- 
tración y  los  particulares,  y  que  constituyen 
los  contratos  que  aquella  celebra  sobre  asuntos 
de  interés  público,  como  una  contrata  para  la 
ejecución  de  una  obra  pública,  ó  la  explotación 
de  un  ferrocarril,  etc.,  etc. 

Be^lamentos  de  Administración  Bública.  —  Se  dá 
este  nombre  á  los  actos  administrativos  en  que 
se  manifiesta  la  autoridad  del  Jefe  del  Estado, 
en  virtud  de  una  delegación  constitucional  del 
Cuerpo  Legislativo.  Todas  las  Constituciones, 
en  efecto,  dan  esta  facultad  al  Jefe  del  Poder 
Ejecutivo,  como  medio  de  cumplir  su  misión 
de  hacer  ejecutar  las  leyes.  Nuestra  Constitu- 
ción dá  en  su  artículo  94,  inciso  S."*,  esta  facul- 
tad al  Presidente,  de:  "dar  los  reglamentos  ne- 
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cesaric^  para  el  mejor  cumplimiouto  de  las  le- 
yes.*" 

Su  diferencia  de  las  leyes,  —  Estw  reglamentos 
tienen,  como  la  ley,  fuerza  obl ligatoria,  y  para 
su  cumplimiento  delx^n  ser  publicados;  pero  di- 
fieren de  ella  por  bu  origen,  y  si  alnazan  el  por^ 
venir  y  comprenden  ciertas  generalidades,  no 
tienen  el  carácter  de  permanentes,  que  es  i)e- 
cnliar  de  las  leyes. 

Los  reglamentos  forman  una  especie  de  le- 
gislación secundaria,  que  estatuye  sobre  los  de- 
talles de  la  ejecución  de  la  ley.  Envuelven  una 
facultad  legislativa  dada  al  Poder  Ejecutivo;  y 
esta  facultad  ¿hasta  dónde  debe  extenderse? 
¿cuáles  son  los  límites  que  deben  separar  el  do- 
minio de  la  ley  que  debe  abrazar  el  reglamentoí 
No  hay,  sobre  este  punto,  más  regla  general,  y 
sin  embargo,  no  precisa  que  la  de  que  el  regla- 
mento, como  todos  los  demás  actos  administra- 
tivos, no  debe  definir,  primitivamente,  ningún 
derecho  ni  alterar  los  definidos  por  la  ley.  Las 
demás  limitaciones  de  la  facultad  reglamenta- 
ria del  Ejecutivo,  varían  según  las  Constitucio- 
nes de  los  diversos  pueblos,  y  aún  aquella^  que 
damos  como  una  regla  general,  es  más  bien  un 

Srincipio  de  ciencia,  que  si  bien  debe  ser  aplica- 
o  en  la  organización  de  todo  país,  no  lo  es  en 
la  generalidad  de  las  Naciones  modernas. 

Sin  embargo,  las  naciones  que  aspiren  á  un 
Ck)biemo  verdaderamente  representativo,  de- 
ben limitar  y  fijar  bien  la  extensión  de  esa  fa- 
cultad reglamentaria.  Si  la  Constitución  deter- 
mina, claramente,  las  atribuciones  respectivas 
de  los  Poderes  Legislativo  y  Ejecutivo,  claro  es 
que  la  facultad  de  reglamentar  dada  á  éste,  en- 
cuentra en  la  misma  Constitución  sus  verdade- 
ros límites;  pues  el  Ejecutivo  no  podrá  eom- 
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prender  en  sus  reglamentos,  aquellas  materias 
que  no  están  comprendidas  en  sus  atribucio- 
nes. Así,  nuestra  Constitución  señala  como  fa- 
cultad del  Legislativo,  la  de  imponer  contribu- 
ciones, y  además  dice  que  estas  contribucioues 
no  pueden  imponeree  sino  por  una  ley.  Por  con- 
siguiente, el  Ejecutivo  no  puede  crear  ni  dotar 
empleos. 

Además,  puede  comprenderse  perfectamente 
cual  es  el  dominio  del  reglamento  y  cual  el  de 
la  ley,  señalando  las  diferencias  que  entre  am- 
bos actos  existen.  A  la  ley  pertenecen  todas  las 
medidas  permanentes  y  duraderas,  que  intere- 
san á  todos  los  ciudadanos  y  que  abarcan  todos 
los  intereses  de  la  Nación;  al  reglamento,  las 
disposiciones  accidentales  y  pasajeras,  suscep- 
tibles de  modificaciones  según  los  lugares;  las 
leyes  presentan  un  carácter  de  generalidad  en 
sus  disposiciones,  que  no  descienden  á  los  deta- 
lles; los  reglamentos  son  más  para  detallar  que 
Sara  generalizar,  particularizan  las  generalida- 
es  de  la  ley,  según  los  diversos  actos  de  apli- 
cación, y  así,  sus  disposiciones  son  más  mínu^ 
ciosas.  Las  cuestiones  que  exigen  el  aparato  de 
formas  lentas  y  solemnes,  que  tocan  más  al 
porvenir  que  al  presente,  pertenecen  á  la  ley: 
las  cuestiones  que  exigen  solución  pronta  é  in- 
mediata, que  se  relacionan  más  con  lo  presente 
que  con  lo  porvenir,  tocan  á  los  reglamentos. 

Así,  pues,  establecidas  estas  diferencias  y 
aquellos  principios,  no  es  dable  confundir  la  ley 
con  el  reglamento;  y  aunque  muchas  veces  se 
da  el  nombre  de  reglamentos  á  las  disposicione.s 
que  por  su  carácter  y  naturaleza  son  más  bien 
leyes;  esa  confusión  naco  por  no  estar  bien  de- 
terminadas las  atribuciones  del  Ejecutivo,  ó 
porque    éste    extralimita  sus  facultades,    in- 
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vadiendo  el  dominio  del  Legislativo.  Entre 
nosotros,  por  ejemplo,  hay  muchos  reglamen- 
tos que  presentan  toda  generalidad,  toda  la 
permanencia  de  las  leyes,  y  aun  llegan  á  defi- 
nir y  alterar  derechos,  que  no  son*  del  domi- 
nio del  Poder  Ejecutivo.  Para  nosotros,  si  los 
reglamentos  tienen  por  objeto  el  mejor  cum- 

Slimielito  délas  leyes,  y  son  dados  en  virtud 
e  una  delegación  del  Poder  Legislativo;  ellos 
deben  siempre  presentarse  como  consecuencias 
de  una  ley,  cuyas  disposiciones  detallan  para 
su  mejor  cumplimiento.  Este  es  su  verdadero 
carácter,  y  faltando,  son  más  bien  leyes  que 
carecen  de  una  fuente  legítima,  por  cuanto  son 
dictadas  por  un  poder  al  cual  no  toca  legislar. 
JnstiHcAción  de  la  faenlttul  de  refflamenter— El  de- 
recho de  hacer  reglamentos,  reconocido  por  to- 
da Constitución,  al  Poder  Ejecutivo,  se  justifi- 
ca fácilmente.  Desde  luego,  él  es  consecuencia 
de  su  misión  de  cumplir  y  hacer  cumplir  las  le- 
yes, y  no  podría  llenar  debidamente  su  misión, 
si  careciera  de  esa  facultad  reglamentaria, 
que  es  el  complemento  de  la  facultad  legisla- 
tiva. 

Las  disposiciones  secundarias,  destinadas  á 
poner  en  acción  las  leyes,  exigen,  en  efecto,  un 
examen  demasiado  minucioso,  providencias  es- 
peciales, para  que  el  Poder  Legislativo  pueda  to- 
marlas por  sí  mismo.  Hé  allí  por  qué  delega  ese 
derecho  al  Poder  Ejecutivo.  La  ley,  por  otra  par- 
te, estatuye,  en  términos  generales;  no  puede  ni 
preverlo  todo,  ni  arreglarlo  todo;  luego  para  que 
su  ejecución  no  sea  ni  variable  ni  arbitraria,  y 
los  principios  se  desarrollen;  es  necesario  que 
entre  la  ley  que  ordena  y  el  agente  que  ejecuta, 
se  interponga  una  autoridad  que  hable  por  ella 
cuando  no  lo  ha  dicho  todo;  que  decrete  las  me- 
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didas  secundarias  que  no  ha  prescrito  la  ley 
misma;  que  precise  su  voluntad,  cuando  ella  no 
la  ha  expresada  claramente.  Tal  es  el  oficio  de 
la  Administración:  lo  cumpte,  acabamos  de  de- 
cirlo, por  medio  de  los  reglamentos.  Bajo  este 
punto  de  vista,  se  puede  considepar  la  Adminis- 
tración, como  el  sustituto  del  Legislador. 

Trataré,  por  último,  de  averiguar  si  el  poder 
de  reglamentar  dá  al  Jefe  del  Estado  el  dere- 
cho de  decretar  penas.  Para  nosotros,  que  ya 
hemos  estudiado  las  atribuciones  que  á  las  fun- 
ciones ejecutivas  competen,  y  que  admitimos 
como  base  de  gobierno  el  principio  de  la  separa- 
ción de  esos  dos  poderes,  la  respuesta  es  obvia. 
La  delegación  para  reglamentar  no  implica  la 
delegación  para  penar,  atribución  exclusiva  y 
única  del  Poder  Judicial.  La  penalidad  supone 
una  legislación  fija,  precisa  y  absoluta,  cuya 
aplicación  no  puede  sujetarse  á  la  variedad,  á 
la  casi  arbitrariedad  de  los  reglamentos.  Atri- 
buir ese  poder  de  penar,  por  medio  de  reglamen- 
to3,  al  Ejecutivo;  es  dar  una  misma  facultad  á 
dos  poderes  y  á  la  vez  dejar  una  legislación 
fundamental,  como  la  penal,  sujeta  á  las  modi- 
ficaciones y  variaciones  inherentes  al  regla- 
mento. 

Sin  embargo,  hay  casos  especiales,  que  por 
una  autorización  también  especial,  la  facultad 
reglamentaria  supone  una  facultad  de  penar; 

§ero  en  estas  casos,  aue  son  muy  pocos,  se  re- 
uce  la  pena  á  simple  arresto  que  no  pase  de 
veinticuatro  horas,  ó  multas  como  para  hacer 
cumplir,  por  ejemplo,  las  dispasiciones  de  poli- 
cía. Fuera  de  estos  casos,  es  absurdo  admitir 
una  penalidad  distinta  de  la  fijada  por  la  ley 
penal,  cuya  aplicación  es  del  dominio  del  Poder 
Judicial  y  no  de  otro  poder  alguno. 
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Condiciones  de  los  reda  raen  tos, — En  primer  hi 
gar^  así  como  la  ley  debe  evitar  los  artículos 
I  puramente  reglamentaiios  y  las  medidas  de 

pura  ejecución j  que  deben  dejarse  á  la  aprecia- 
ción  del  Poder  Administrativo;  así  los  regla* 
montos  deben  evitar  nada  que  altere,  modifique 
6  limite  la  ley,  cuya  aplicación  reglamentaria  ó 
I  cuyos  vacíos  explica. 

Importa,  así  mismo,  evitar  lainsemóndelas 
I  disix)sicion<^  constitucionales;  ponjue  esa  tras- 

cripción líts  debilita,  disminuyendo  su  autoridad 
I  y  puede  alterar  su  sentido  al  trascribirlas.  Po- 

'  am  suceder,  también,  que,  con  el  trascurso  del 

tiempo,  inducido  el  (íobierao  á  error  por  esa 
trascripción,  se  crea  con  el  derecho  de  modifi- 
car esas  disposiciones  legislativas,  como  pura- 
mente reglamentarias,  y  hé  ahí  la  Constitución 
alterada.  Por  último,  otra  condición  de  los  re- 
glamentos, es  su  publicación,  puesto  que  son 
obligatorios  como  las  leyes,  cuyo  apéndice  for- 
man,  y  por  tanto  deben  ser  conocidos  de  todos 
los  ciudadanos. 

Decretos.-  Se  entiende  por  decretos,  las  dispo- 
siciones administrativas,  que  no  teniendo  por 
objeto  organizar  ni  comjuementar  las  leyes, 
tienden  á  poner  en  ejercicio  las  facultades  del 
Ejecutivo. 
Su  fórmula  es  esta: 

El  Presidente  de  la  República  etc. 
Considerando: 
i  Decreta: 

Articulo  1. "  etc,  etc. 

Y  concluyen  con  la  firma  del  Pi'esidente  y  la 
autorización  del  Ministro  del  ramo. 

Los  nombramientos  de  los  funcionarios  pú- 
blicos, las  medidas  exigidas  para  la  conserva- 
ción del  orden  público,  las  convocatorias  para 


—  lio  — 

Congresos  y  algunas  autorizaciones,  se  arrciglaa 
por  decretos. 

Oi*denes,  instraccioues  y  circulares-:  Llamamos 
órdenes,  á  todos  los  actos  administrativos  que 
envuelven  un  mandato,  que  se  debe  obedecer 
observar  y  ejecutar,  dado  por  una  autoridad  su- 
perior á  otra  inferior*  Se  redactan  en  forma  de 
oficio  y  van  firmadas  sólo  por  el  Ministra  Se 
dirigen  á  una  sola  oficina,  mandándole  que  pro-, 
ceda  de  éste  ó  del  otro  modo  en  tal  ó  cual.asun-' 
to.  En  estos  actos  se  acostumbra  decir:  "qu© 
por  orden  del  Presidente,  dispone  el  Ministro^ 
tal  cosa."  Las  órdenes  que  recaen  sobre  asun- 
tos de  interés  general,  deben  llevar  al  margeu 
la  firma  del  Presidente  de  la  República. 

La*  instrucciones,  son  las  prevenciones  escri- 
tas, que  se  hace  á  una  oficina  ó  á  un  f  mxcio- 
nai'io,  sobre  el  modo  como  ha  de  manejarse  en 
uno  ó  más  negocios,  ó  en  la  misión  que  va  á 
desempeñar,  ó  ilustrándole  sobre  el  espíritu  de 
una  ley,  de  un  reglamento,  de  un  decreto  cuya 
ejecución  se  le  encomienda.  Se  llama  instruc- 
ciones, por  el  contenido  y  no  por  la  forma;  así 
es,  que  se  expiden,  ya  en  oficios,  ya  en  resolu- 
ciones, ya  en  circulares,  ó  de  otro  modo  cual- 
quiera. 

Las  circulares,  son  las  cartas,  notas  ó  avisos 
que  se  escriben  de  orden  superior,  á  personas  6 
comunidades,  haciéndoles  alguna  prevención, 
dándoles  alguna  orden  ó  trasmitiéndoles  algu- 
na noticia. 

En  nuestro  Derecho  Administrativo  se  cono- 
ce las  circulares  dirigidas  por  los  Ministros  de 
Estado,  de  orden  del  Presidente,  á  los  Ministros 
Diplomáticos  extranjeros,  á  los  Prelados  ecle- 
siásticos, á  los  Prefectos  ó  á  las  Cortes,  según 
cual  fuere  el  caso  de  que  se  trata. 
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L*as  circulares  al  ( ¡uerpo  Diplomático  extmii" 
jero,  tienen  por  objeto  participar  alguna  noti- 
cia á  sus  miembros,  6  nacerle  alguna  preven- 
ción que  interese  á  todos  ellos. 

Las  que  se  dirigen  á  funcionarios  y  Corpora- 
cionas  de  la  Nación,  encargan,  i»or  lo  común, 
el  cumplimiento  de  alguna  ley  ó  decreto,  y  al- 
gunas contienen  también  disposiciones  sobre 
asuntos  que  no  lian  sido  aún  resueltos.  En  este 
último  caso,  son  verdaderos  dcí^retos. 

Si  se  siguiese  en  esta  materia  un  orden  cons- 
tante, sólo  deberían  expediz^se  circulares  para 
encargar  el  cumplimiento  de  un  decreto  ó  ley 
y  obligar,  de  aste  modo,  á  las  Corporaciones  o 
funcionarios  á  quienes  la  circular  va  dirigida, 
á  que  cuiden  especialmente  de  su  observancia. 
Es  necesario  advertir  que  la  circular  va  dirigi- 
da individualmente  á  todos  los  miembros  de 
Una  Oorporacion  ó  á  toda  una  clase  de  funcio- 
narios. Cuando  va  dirigida  de  una  manera  ge- 
neral á  una  Corpoi'ación  del  paLs,  es  más  bien 
un  oficio,  y  si  á  mi  funcionario  sólo  una  or- 
den. 

Eesoludones- — Aunque  esta  palabra  es  general 
y  comprende  tanto  los  decretos  Ci>mo  hus  órde- 
nes, puesto  que,  por  lo  común,  en  ambos  se  re- 
suelve; se  da  más  especialmente  este  nombre  á 
ciertos  actos  de  administración  contenciosa  que 
deciden  de  algún  asunto  gubernativo  ó  admi- 
nistrativo á  mérito  de  un  expediente  previo,  se- 
guido ya  sobre  una  solicitud  particular,  ya  so- 
bre una  cuestión  de  alguna  oficina  ó  funciona- 
rio. 

Sustanciado  ese  expedienteo  la  consulta,  con 
]Qg  tráTuites  de  informes  á  las  oficinas  respecti- 
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vas  y  vista  fiscal,  el  Ejecutivo  expide  su  deci- 
sión; es  decir,  resuelve.  La  fórmula  que  ordina- 
riamente se  emplea  es  esta:  primeramente  se 
]X)ne  el  lugar  y  la  fecha  de  la  resolución  y  des- 
pués se  dice: 

Visto  este  expediente  ó  esta  consulta  y  consi- 
derando etc. 

Vist(^:  con  lo  expuesto  etc. 

Se  inserta  en  seguida,  bajo  las  palabras  sere- 
suelve  ó  se  declara  ó  se  dispone^  la  resolución. 

Las  resoluciones  deben  llevar  también  la  fir- 
ma del  Presidente  de  la  República,  según  lo  dis- 
puso una  ley  de  17  de  Noviembre  de  1856,  en  su 
artículo  10.^ 

Estas  resoluciones  se  dif eriencian  de  los  de- 
cretos, además  de  la  forma,  en  que  éstos  van 
dirigidos  á  toda  la  Nación;  mientras  que  las  re- 
soluciones, se  asemeian  á  las  sentencias  ó  au- 
tos del  Poder  Judicial;  es  decir,  sólo  tienen  fuer- 
za en  el  asunto  en  que  se  expiden.  A  veces  áes 
tas  resoluciones  seles  dá  el  carácter  de  dispo- 
siciones generales;  añadiendo  al  fin  de  ellas  que 
deben  servir  de  regla  general  para  casos  seme- 
jantes. Entonces  sólo  se  diferencian  de  los  de- 
cretos en  la  forma,  y  tienen  la  misma  fuerza 
obligatoria 

Recursos  contra  los  actos  del  Ejecutivo. —  Para  fi- 
nalizar lo  relativo  á  los  actos  del  Ejecutivo,  tra- 
taremos suscintamente  de  los  recursos,  que  en 
caso  de  daño  causado  por  esos  actos,  queda  al 
ciudadano  para  conseguir  la  reparación  sea  en 
sus  intereses  ó  en  sus  derechos. 

Estos  recursos  son  de  tres  clases. 

1.*  La  vía  graciosa; 

2/  La  de  reclamación;  y 

S.^"  La  contencioea. 

Hay  lugar  á  la  primera,  siempre  que  no  ha- 
ya un  derecho  lesionado,  sino  un  interés  perju- 
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dicado;  pero  si  hay  dicha  le^siónj  se  ocurre  á  los 
dos  últimos  recursos. 

Por  la  vía  graciosa  ó  suplicatoria,  se  dirijo 
el  agraviado  al  mismo  Gobierno,  para  que  re- 
forme sus  actos,  por  medio  de  una  peticióu  al 
Ministerio  de  donde  emanó  la  disposición  que 
causó  el  daño. 

La  reclamación  se  ejerce,  bien,  ante  el  Je- 
fe del  EstadOj  si  el  agravio  ha  sido  inferido 
por  una  autoridad  subalterna,  ó  ante  el  Con* 
greso,  si  el  causante  fuera  el  mismo  Jefe  del 
Poder. 

La  vía  contenciosa  contra  el  Ejecutivo,  tiene 
lugar  en  los  casos  en  los  cuales  éste  despoja  á 
cualquier  ciudadano  de  sus  bienes  ó  derechos  ó 
no  llena  las  condiciones  de  un  contrato  6  se 
quiere  hacer  efectiva  la  responsablHdad.  Se 
procede  como  dijimos  al  hablar  de  responsabi- 
lidad y  de  Administración  contenciosa. 

Derecho  de  flrracia.— Una  de  las  más  importan- 
tes facultades  que,  desde  remota  antigüedad, 
se  ha  concedido  á  los  Gobiernos,  y  que  hoy  re- 
conocen y  sancionan  todas  las  legislaciones  mo- 
dernas, ya  en  sus  Códigos,  ya  en  sus  Constitu- 
ciones; es  laque  los  publicistas  llaman  Derecho 
de  gracia  6  de  renovación  y  conmutación. 

De  un  modo  genérico  y  como  lo  indica  la  pa- 
labra gracia,  ese  derecho  no  es  sino  un  acto  de 
perdón  ó  de  indulgencia,  por  el  que  se  libra  á 
uno  ó^ varios  delincuentes  de  la  pena  impuesta 
por  los  Tribunales,  y  aún  se  borra  el  delito  que 
causó  la  pena. 

Este  derecho  ó  esta  facultad  se  presenta  ba- 
jo diversos  aspectos,  modificado  por  la  mayor 
ó  menor  extensión  con  que  se  ejerce  y  por  la 
naturaleza  de  los  delitos  á  que  se  aplica.   De 

aquí  nacen  diferencias  formales,  entre  esos  va- 

11 
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rios  aspectos  de  la  Gracia,  que  han  sido  seña- 
ladas con  los  nombres  de  amnistía,  indvlto  y 
conmutación. 

En  las  Naciones  modernas,  que  se  han  orga- 
nizado bajo  el  espíritu  democrático,  el  perfume 
monárquico  de  esta  palabra  Gracia,  la  ha  he- 
cho desterrar  de  la  terminología  de  las  leyes; 
pero  subsistiendo  el  derecho  con  los  nombres 
de  amnistías,  indultos,  conmutación  ó  disminu- 
ción de  la  pena:  palabras  que,  como  lo  he  di- 
cho, expresan  ideas  muy  diferentes,  pero  que 
en  el  fondo  no  son  sino  modificaciones  de  la 
idea  general  de  gracia,  ya  por  un  acto  de  per- 
dón ó  cuando  menos  de  la  indulgencia. 

Orifiren  y  conveniencia  de  la  2rracia.  —Si  queremas 
encontrar  el  origen  de  este  Derecho  de  Gracia, 
y  por  consiguiente,  su  fundamento;  tendremos 
que  remontarnos  á  los  tiempos  primitivos.  Es 
indudable  que  es  un  i^esto  de  la  primordial  senci- 
llez de  aquellos  tiempos,  en  que  no  habiendo 
leyes  ni  instituciones  judiciarias,  todos  los  po- 
deres se  encontraban  confundidos  en  la  pego- 
na del  príncipe,  guerrero,  sacerdote  y  magis- 
trado que  juzgaba  en  única  instancia  y  senten- 
ciaba según  los  dictados  de  su  conciencia. 

En  esa  época  primitiva,  vemos,  el  Derecho 
de  Gracia  en  aquel  derecho  de  vi^la  que  tenían 
aquellos  jefes,  en  contraposición  del  derecho  de 
muerte,  sobre  las  personas  de  sus  vasallos;  de- 
recho de  vida  y  muerte,  que  resultaba  de  su 
poder  de  juzgar. 

Desde  esa  época  primitiva,  cada  siglo  ha  le- 
gado al  siguiente,  ese  Derecho  de  gracia,  modi- 
ficado por  la  marcha  incesante  de  la  civiliza- 
ción. 

Vino  después  una  época  en  que  el  poder  de 
juzgar  no  lo  conservaba  el  soberano;  pero  en  la 
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caal  se  juzgaba  en  su  nombre,  por  comisión  ó 
delegación  suya  y  con  apelación  ante  él;  y  en- 
tonces, nada  más  natural,  nada  máñ  sencillo, 
que  el  soberano  anulara  6  reformai-a  lo  fallado 
por  su  delegado. 

En  esta  confusión  de  ]a  edad  media,  aún  ve- 
mos ejercer,  á  otro  poder,  que  en  esa  época  era 
el  omnipotente,  el  soberano  de  los  soberanos; 
una  especie  de  Derecho  de  Gracia.  Me  refiero 
al  Poder  Eclesiástico  que  tenía  con  el  Derecho 
de  Asilo ^  el  poder  de  librar  á  los  criminales  de 
la  justicia  ordinaria  y  contra  el  cual  se  estre- 
lló, muchas  veces  la  autoridad  de  los  reyes  y 
emperadores. 

Bien  pronto  el  poder  de  juzgar  siguiendo  la 
corriente  de  la  civilización  que  muda  la  natu- 
raleza de  las  instituciones,  fué  bien  distinto  del 
poder  del  monarca^  hasta  el  punto  de  conside- 
rarse, como  se  considera  hoy  día,  como  un  abu- 
so, como  una  tiranía,  cuando  el  monarca  inva- 
día la  esfera  judiciaria.    Hubo  Tribunales  fijos 
y  verdaderos    Códigos;  y  entonces   pudo  decir, 
un  Presidente  del  Parlameute  á  Luia  XIII,  de 
Francia,  en  el  proceso  Lavalette,  que  el  penoso 
deber  de  castigar  perteniM-ía  á  los  magistrados 
y  no  á  los  reyes,  y  que  al  hacer  éstos  dejación 
de  ese  derecho,  solo  se  habían  reservado  el  de^ 
perdonar,  el  Derecho  de  Givxcia,  como  una  pre- 
rrogativa del  trono,  Pero   ya  le  falta  el  funda- 
mento primitivo^  que  le  liemos  encontrado  en 
las  épocas  anteriores;   ya  el  monarca  no  tenía 
el  poder  de  juzgar,  ni  la  justicia,  autfque  se  ad- 
ministrase en  su  nombre,  no  se  hacía  por  co- 
misión; luego  el  Derecho  de  Gracia  no  era  ya 
un  fallo,  ni  un  poder  de  revisión;  era  preciso 
que  tuviera   otro  fundamento.    Y  entonces  se 
proclama  un  principio,  que  aún  subsiste  á  ve- 

o  ■ 
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ees  disfrazado,  á  veces  descubierto,  pero  siem- 
pre con  mengua  de  la  civilización  presente.  Es- 
te principio  fué  el  de  la  soberanía  de  los  Eeyes, 
cuya  autoridad  emanada  de  un  derecho  divmo, 
era  la  soberana  sobre  todas  las  autoridades  del 
pafe  y  cuya  voluntad,  base  de  su  autoridad,  era 
la  ley  de  las  leyes. 

De  aquí  se  hizo  entonces  derivar  el  Derecho 
de  Gracia,  que  ya  no  fué  sino  un  privilegio,  un 
acto  de  la  voluntad  soberana  que  tenía  los  efec- 
tos de  una  ley  retroactiva;  un  acto  tan  inhe- 
rente á  la  personalidad  real,  que  un  publicista 
del  siglo  XVI,  la  llama  una  vidud  principezca. 
Mientras  ese  principio  fué  el  catecismo  polí- 
tico del  mundo,  no  hubo  inconveniente  para 
encontrar  en  él  origen,  y  por  consiguiente,  el 
fundamento  del  Derecho  de  Gracia.  Jrero  pron- 
to el  soplo  terrible,  á  la  par  que  benéfico  de  la 
revolución,  derribó  los  privilegios  y  conmovió 
los  tronos  hasta  sus  cimientos;  Francia  decapita 
á  sus  reyes  y  hace  rodar,  con  sus  cabezas,  el 
principio  de  la  soberanía  absoluta.  Cae,  pues, 
el  fundamento  del  Derecho  de  Gracia,  y  cae  es- 
ta como  privilegio;  sin  embargo,  ella  sobrenada 
en  ese  tremendo  naufragio  de  instituciones, 
principios  y  privilegios  que  conmueve  las  so- 
^ciedades  y  la  vemos  hoy  como  una^.de  las  fa 
t'siritades  del  Poder,  aún  en  los  país^  más  de- 
mocráticos. 

¿Por  qué  tal  hecho?  ¿Por  qué  los  países  republi- 
canos, que  han  desterrado  toda  prerrogativa  per- 
sonal en  el  poder,  toda  desigualdad,  todo  prin- 
cipio, la  conservan  en  su  organismo  político? 
¿Por  qué,  si  se  ha  admitido  la  división  é  inde- 
pendencia de  los  Poderes,  como  base  de  Gobier- 
no, se  admite  también  que  uno  de  ellos  pueda 
intervenir  y  anular  la  acción  del  otro?  Por  qué 
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Se  ha  de  sustituir  la  acción  arbitraria  de  un 
Poder  á  la  aplicación  fija  é  ineludible  de  la  leyí 
íCon viene  proclamar  la  supremacía  de  una  con- 
ciencia particular  sobre  la  conciencia  legal  de 
los  fallos?  (1)  La  respuesta  nos  la  dá  esa  prác- 
tica  universal  y  constante,  que  ha  admitido  la 
gracia  como  una  institución  en  toda  sociedad; 
y  68  indudable  que  un  hecho  que  encontramo»s 
sancionado  por  el  trascurso  de  tantos  siglos;  un 
hecho  que  resiste  al  golpe  dado  á  todos  los  he- 
chos del  antiguo  régimen,  merece  tomarse  en 
consideración.  Esa  práctica  universal  y  cons- 
tante nos  enseña,  que  tal  hecho  debe  ser  de  con- 
veniencia social;  que  el  derecho  que  él  envuel- 
ve, debe  ser  favorable  en  su  ejercicio,  á  los  in- 
tereses públicos,  en  multitud  de  casos  é  indis- 
pensable, para  aquellos  delitos  que  se  llama 
políticos,  tan  comunes  en  el  actual  estado  de 
las  sociedades. 

Pero  no  todos  los  publicistas  modernos  han 
querido  admitirlo.  Beccaria  y  muchos  otros  pe- 
nalistas lo  han  atacado  bien  rudamente.  Ellos 
han  dicho:  6  las  leyes  son  justas  ó  no  lo  son. 
Si  son  justas,  la  gracia  no  puede  dejar  de  ser 
una  injusticia,  pues  se  reduce  á  libertar  al  reo 
de  un  castigo  merecido;  no  es  eso  lo  que  orde- 
na la  razón  y  la  justicia,  que  se  eludan  las  le- 
yes, sino  que  se  cumplan.  Si,  por  el  contrapio, 
no  son  justas,  tampoco  puede  admitirse  la  gra- 
cia, para  corregir  esa  injusticia,  pues  entonces, 
ella  no  es  sino  un  medio  mezquino  que  sólo  sir- 
ve para  herir  al  inocente  y  que  si  á  tanta  costa 
puede  salvar  á  algunos  de  ellos,  de  seguro,  no 
los  librará  ni  salvará  á  todos. 

El  remedio,  en  este  caso,  no  está  en  corregir 

(1)  Pacheco:  Derecho  PenaL 
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el  mal,  dejando  subsistir  la  causa  de  él;  el  re- 
medio debe  ser  cortar  el  mal  de  su  raíz,  abolien- 
do ó  reformando  las  leyes  mismas. — Luego, 
si  las  leyes  son  justas,  la  gracia  vá  contra  la 
justicia,  jr  si  son  injustas,  la  gracia  no  corri- 
ge la  injusticia,  y  debe  principiarse  por  de- 
rogar las  leyes.  Promúlguase  otras  mejores 
y  no  habrá  necesidad  de  salir  de  su  esfera,  para 
buscar  y  hallar  lo  conveniente. 

Los  que  tal  dilema  presentan,  en  contra  de 
la  gracia,  no  dejan  de  tener  razón  en  parte; 
pero,  ese  dilema  parte  de  un  supuesto  falso, 
cual  es  el  de  considerar  las  leyes  como  perfec- 
tas ó  como  suceptibles  de  llegar  á  la  perfec- 
ción. Benjamín  Constant,  lo  ha  hecho  notar 
y  ha  dicho  á  los  que  le  proponían,  acjuel  argu- 
mento: "Os  falta  el  que  tengáis  una  ley  para 
cada  caso^  Ved  si  podéis  hacerlas  en  lugar  de 
los  preceptos  generales  que  llenan  los  Códigos, 
y  entonces,  pero  sólo  entonces,  se  os  podrá  con- 
ceder la  necesidad  de  su  aplicación  ó  reforma, 
bajo  pena  de  injjusticia.  Preved  todo  lo  que  haya 
devenir;  escribidlo  de  antemano,  detallado,exac- 
to,  con  todas  las  circunstancias  que  lo  han  de 
acompañar,  y  cuando  lo  hayáis  hecho,  podremos 
examinar  vuestra  pretensión,  de  que  no  se  dis- 
pense nunca  el  cumpümienio  de  tales  disposi- 
ciones. 

La  observación  es  concluyente;  porque,  en 
efecto,  las  leyes  son  para  casos  generales  y 
abstractos;  ellas  no  comprenden  ni  pueden 
comprender  la  infinidad  de  casos  especiales, 
que  se  presenta  en  la  práctica,  rodeados  de 
circunstancias  no  previstas  ni  imaginadas  en 
la  ley.  Esto  es  un  principio  trivial  de  legisla- 
ción; y  si  es  así,  y  si  es  también  un  principio 
que  los  Tribunales  no  pueden  dejar  nunc^  d 
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aplicarla  ley,  ni  dejar  de  ser  inflexibles;  es  cla- 
ro que  habrá  necesidad  de  im  derecho  que  mo- 
dere en  algo  esa  generalidad  y  aliRtracción  y 
-  que  represente,  en  el  poder,  esa  i n flexibilidad, 

f  nacida  de  la  variedad  de  la  vida.    No  siempre 

la  razón,  la  justicia  y  la  verdad  se  encuentran 
en  la  letra  estrecha  de  la  ley,  y  por  tanto,  no  es 
posible  desterrar  del  todo  en  las  sociedades  la 

(arbitrariedad,  que  es  el  complemento,  el  acce- 
sorio de  las  obras  de  justicia.  Y  decimos  la  ar- 
:  bítrariedad,  porque  la  gracia  no  es,  sino  lo  arbi- 

trario en  presencia  de  lo  fijo  é  inflexible  repre- 
sentado por  la  ley. 
Guizot  ha  dicho: 

Tal  esj  al  inflexible   circulo  qu6  Be  encuentra  por  doquiera  en  las 

tcüfas  humanas:  yirran  fiaran  de  mente  Ioa  que  gtiponen  oue  hi  verdad, 
la  ra^óti,  y  la  justicia  pueden  i^ertenecer  en  toda  su  plenitud  y  per- 
feccióu  B  ciertas  forman  ó  á  ciertos  podereSt  j  que  eñ  por  tanto  po* 
vi  ble  el  desterrar  del  todo  la  arbitrariedad.  Tentativa  orgullosa  que 
I  Gondu<^  á  la  tiran  iap     Nada  e.stá    ma»  en  opoBiciún  al  género  dé 

gobierno  que  riec laman  hoy  ijueatras  nceeaidades.  una  de  las  infijo- 
res  excelencias  del  ftistenia  repreíientativo,  consist*  en  aceptar  fraíi- 
camente,  jiara  multitud  de  cafofl,  la  impenoea  ley  de  la  aibitrari<y 
dad  I  timándole  at  latió  la  reaponaabilidad  como  su  r-orrecti^o, 
eterna  completo  y  admirable,  en  que  al  tiiií?mo  tiemj)o  se  conoce  la 
debilidad  de  nuecitra  naturaleza  y  ue  reapeta  bu  dignidad. 

Luego  tiene  que  admitirse  la  ley  de  la  arbi- 
trariedad en  el  orden  social,  no  como  base  y 
fundamento,  como  sucede  en  el  absolutismo,  si- 
no como  complemento  y  accesorio;  como  una 
ley  imperiosa  de  nuestra  naturaleza,  nacida  de 
la  falibilidad  humana;  y  que  en  el  orden  legal 
de  la  aplicación  de  las  penas  está  representada 
por  el  Uereclio  de  Gracia,  concedido  al  Poder, 
mucho  más,  cuandt)  la  responsabilidad  de  los 
depositarios  del  Poder,  y  la  (jpinión  pública,  tan 
poderosa  en  los  paí^cs  tu  11  os,  hace  de  la  arbi- 
trariedad una  facultad  lelilh  a  y  evita  sus  exe- 
sos.  He  aquí  poiqué  liis  ívarioiits  modernas, 
que  no  han  admitido,  ni  les  jíiivntgios,  ni  las 
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injustas  desigualdades  del  antiguo  régimen; 
han  conservado  el  Derecho  de  Gracia  ea  sus 
instituciones,  bajo  los  nombres  de  amnistía,  in- 
dultos y  conmutación;  pero  no  ya  como  un  pri- 
vilegio, ó  una  prerrogativa  del  Poder,  entera- 
mente personal,  sino  más  bien,  como  una  con- 
secuencia del  derecho  de  castigar  que  se  recono- 
ce en  el  Poder  social,  ejercido  por  los  delegados 
de  él. 

El  derecho  de  castigar  es  la  regla  fija  y  cons- 
tante; el  Derecho  de  Gracia,  la  excepción  nece- 
saria, porque  es  necesaria  la  arbitrariedad  en 
<3Íertos  casos  para  marchar  siempre  de  acuerdo 
con  la  justicia  y  la  humanidad;  desde  que  no 
es  posible  que  las  leyes  lo  abarquen  todo,  lo 
prevean  todo;  y  hay  muchos  casos  en  que  sien- 
do indispensable  su  aplicación,  es  sin  embargo 
injusta. 

JEste  carácter,  excepción  de  la  regla  fija  de  la 
ley,  que  se  conoce  en  la  ^acia;  no  permite  apli- 
car ésta  con  toda  la  ilimitación,  con  toda  la  ex- 
tensión con  que  se  aplicaba  cuando  era  consi- 
derada como  un  derecho  inherente  á  la  corona. 
Ahora  es  necesario  que  para  aplicarla,  haya 
motivos  graves  y  poderosos;  se  trata  de  hechos 
de  valor  tal  que  permitan  paralizar  la  acción  de 
las  leyes.  Al  tratar  próximamente  de  las  va- 
rias formas  con  que  noy  se  nos  presenta  el  De- 
recho de  Gracia,  nos  ocuparemos  mas  detalla- 
damente de  estas  Umitaciones  que  deben  acom- 
pañarlas, como  á  todas  las  facultades  del  Po- 
der, para  evitar  los  abusos  y  tiranías.  Ahora 
no  he  tratado  mas  que  de  señalar  su  origen  y 
fundamento,  en  las  diversas  épocas,  para  dedu- 
cir y  probar  después,  su  conveniencia  como  he- 
cho social  Y  como  medio  de  Grobierno. 
Reasumiendo  lo  que  llevamos  dicho,  encon- 
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tramas  que  la  gracia  es  conveniente;  porque  es 
una  práctica  universal  y  constante,  que  aún 
subsiste,  á  pesar  de  la  caída  de  tantas  institu- 
ciones y  principios  del  antiguo  régimen;  que, 
por  tanto,  debe  ser  un  hecho  social  que  tiene 
bien  fundada  su  razón  de  existir;  y,  en  efecto, 
la  encontramos,  como  la  expresión  de  la  ley 
impeiiasa  de  la  arbitrariedad j  imposible  de 
desterrarse  como  excepción  y  accesorio;  que 
aunque  se  diga,  que  si  las  leyes  son  justas,  la 
gracia,  que  las  elude  es  perjudicial,  como  in- 
justa; y  si  injusta  es  aquella,  ésta  es  inútil  iwr- 
que  no  remedia  nada;  no  es  así,  porque  habría 
que  tener  una  ley  para  cada  caso,  y  una  ley 
perfecta:  absurdo  manifiesto,  porque  es  ley  na- 
tural la  imperfección  humana;  y  que  por  tanto 
debe  admitirse  y  se  justifica  el  derecho  de  gracia. 
Amnistía,— Entre  todos  los  modos  de  gracia,  no 
hay  ninguno  más  interesante,  en  la  actualidad, 

3ue  el  llamado  amnistía.  Esta  palabra  viene 
el  griego  y  etimológicamente  significa  olvido, 
y  en  efecto,  en  la  idea  genérica  de  amnistía  en- 
tra por  mucho,  el  olvido  de  los  sucesos  que  la 
causaron.  Viniendo  á  su  definición,  podemos 
decir,  que  la  amnistía,  es  un  acto  del  poder, 
tma  manera  de  ejercer  el  derecho  de  gracia,  por 
la  cual,  después  de  las  perturbaciones  ó  tras- 
tomos  de  los  pueblos,  se  hace  nula  la  acción  de 
las  leyes,  por  medio  de  un  olvido  general. 

La  primera  mención  que  la  historia  hace  de 
la  amnistía  la  encontramos  en  Atenas,donde  las 
discordias  civiles  y  las  frecuentes  disenciones 
I>olíticas  la  hicieron  necesaria.  Trasíbulo  el 
ateniense,  fué  el  primero  que  la  propuso,  cuan- 
do por  sus  esfuerzos,  libertó  á  Atenas  de  los 
treinta  tiran  os,  que  le  había  impuesto  el  espar- 
ano  Ldzandro  y  dióle  este  nombre,  de  olvido 
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de  lo  pasado.  Desde  entonces,  todas  las  Nacio- 
nes la  han  admitido,  como  una  necesidad  so- 
cial, mucho  más  importante  que  todos  los  de- 
más actos  de  gracia,  como  una  medida  de  alta 
política,  como  una  Justicia  de  rigor  en*  el  estar 
do  actual  de  agitación  y  trastorno  de  todas  las 
Naciones. 

Ya  estudiamos  y  vimos,  de  una  manera  ge- 
neral, que  es  indispensable  admitir  el  derecho 
de  gracia,  porque  era  conveniente  justo  y  nece- 
sario, y  dijimos  que  en  la  mayor  parte  de  los 
Estados  modernos  y  republicanos,  se  ejercía  la 
gracia  bajo  los  nombres  de  amnistía,  indulto  y 
conmutación;  pero  que  en  realidad  todos  estc^ 
actos  debían  comprenderse  en  la  palabra  ge- 
nérica, Gracia;  dándole  sí,  á  esta,  la  genuina 
significación  que  le  corresponde. 

Desde  luego,  al  demostrar  la  conveniencia 
de  la  gracia,  hemos  demostrado  la  de  la  am- 
nistía; sin  embargo,  el  carácter  especial  de 
ésta,  que  tanto  la  diferencia  de  las  demás 
maneras  de  gracia,  y  la  clase  de  delitos  á  que 
se  aplica,  hacen  mayor  esa  conveniencia  y  ma- 
yor esa  necesidad.  En  efecto:  los  delitos  políti- 
cos son  generalmente,  resultado  de  la  exalta- 
ción de  ideas,  del  amor  á  un  principio,  de  un 
erróneo  ó  verdadero  concepto  acerca  de  que  el 
orden  establecido  no  hace  el  bien  de  la  patria  y 
de  mil  Y  mil  otras  causas  que  son  consecuen- 
cia .  natural  y  lógica  del  estado  de  transición 
de  casi  todas  las  Naciones  del  mundo;  causas 
que  no  manifiestan,  ni  perversidad  de  corazón, 
ni  depravación  de  sentimientos  ni  intención  de 
daño,  sino  que  por  el  contrario,  llevan  en  sí, 
muchas  veces,  un  sello  de  valor  caballeresco,  un 
espíritu  aventurero  y  un  no  se  qué  de  hidalguía 
y  de  nobleza,  que  cautiva  la  opinión  pública. 
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Además,  en  nuestras  sociedades  todos  más  6 
menos  hemos  participadtí  de  esta  clase  de  deli- 
tos, gqiiién  no  ha  simpatizado  alguna  vez,  con 
esta  ó  la  otra  revohición?  íí|uíen  no  ha  turnado 
parte  en  este  ó  el  otro  motíní  y  en  fin,  íquién 
no  tiene  parientes  y  amigos  qiio  sí'  hayan  he- 
che  reos  de  esos  delitos?— La  conspiración  está 
puede  decirse,  en  la  sangre  de  las  sociedades 
modernas;  y  he  aquí  porque  entran  en  los  he- 
chos políticos,  infinidad  de  personas  respetables, 
honradas,  incapaces  de  otra  clase  de  delitos  y 
muchas  veces  necesarias  á  la  sociedad  por  su 
ilustración,  mérito  y  aptitudes. 

No  podemos  detenernos  más  en  estas  consi- 
deraciones, que  son  propias  del  Derecho  Penal; 
pero  lo  dicho  basta  para  considerar  la  amnis- 
tía, como  una  necesidad  de  los  tiempos  moder- 
nos, si  no  se  quiere  que  las  sociedades  se  con- 
viertan en  teatros  de  luchas  sangrientas  y  te- 
mibles, sin  que  se  restablezca  jamás  el  imperio 
del  orden  y  de  las  leyes. 

Además,  si  se  considera  la  amnistía  con  res- 
pecto al  poder  que  la  otorga,  es  indudable,  que 
su  necesidad  resalte  más,  porque  ella  se  presen- 
ta como  una  medida  de  alta  política,  que  dáuna 
elevada  idea  del  Gobierno  que  la  concede  y  con- 
vierte á  los  enemigos  en  partidarios,  seducidos 
por  su  generosidad  y  convencidos  de  su  fuerza. 

Caracteres  generales  de  la  Amnistín.-  Para  cono- 
cer bien  la  naturaleza  de  este  acto  de  gracia,  á 
la  vez  que  medio  de  Gobierno,  fijemos  los  ca- 
racteres que  en  él  se  encuentra. 

En  primer  lugar,  como  ya  hemos  dicho,  la 
amnistía  sólo  se  aplica  á  los  delitos  políticos; 
porque  como  la  amnistía  borra  no  sólo  la  pena, 
sino  también  el  hecho  que  la  causó  y  aun  se 
aplica  antes  de  pronunciarse  todo  juicio,  sus- 
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pendiendo  completamente  la  acción  de  laslejres; 
sólo  debe  ejercerse  en  aquellos  delitos  que  bien 

Sueden  dispensarse  de  caer  bajo  el  dommio  ju- 
iciario;  que  no  traen  infamación,  ni  deshonra, 
para  los  que  se  hacen  reos  de  ellos;  y  que  no 
atacan  directamente  ningún  interés  ni  derecho 
privado,  sino  el  interés  y  el  derecho  público. 

Los  delitos  comunes  traen  infamia  para  los 
reos,  hay  que  comprobarla  delincuencia,  y,  por 
tanto,  no  pue<le  dejarse  de  iniciar  y  concluir  el 
juicio,  y  cuando  caen  bajo  el  dominio  de  la  gra- 
cia, es  únicamente  para  suspender  la  pena  pero 
el  delito  permanece  con  todos  sus  efectos.  Por 
esto,  pues,  la  amnistia  sólo  tiene  lugar  en  los 
delitos  políticos. 

Debemos  advertir,  que  al  hablar  de  delitos 
políticos,  no  nos  limitamos  á  comprender  úni- 
camente los  que  tienen  por  obieto  atacar  la 
Constitución  del  Estado  y  el  orden  establecido 
en  el  Gobierno,  sino  también  debemos  compren- 
der aquellos  bullicios,  motines  ó  azonadas,  que 
producen  perturbaciones  ó  trastornos,  peí  o  cu- 
yo objeto  suele  ser  más  secundario.  La  falta  de 
subsistencia,  los  excesivos  impuestos,  la  opre- 
sión de  algunos  funcionarios  subalternos,  las  in- 
trigas ó  especulaciones  de  hombres  ambiciosos 
ó  aventureros,  que  muchas  veces  fascinan  á  la 
multitud  y  la  arrastran  á  desórdenes;  y  en  fin, 
otras  causas  semejantes,  hacen  necesaria  la 
gracia  que  presenta  en  estos  casos,  todos  los  ca- 
racteres de  la  amnistia,  pues  que  se  trata  de  de- 
litos que  no  son  los  comunes;  se  llena  un  fin  so- 
cial humano  y  generoso,  con  el  cual  se  conci-  * 
lian  muchos  intereses;  y  se  ahorra  la  sangre  y 
la  persecución  de  multitud  de  personas  en  su 
mayor  parte  inocentes  é  inofensivas. 
Otro  de  los  caracteres  que  deben  acompañar 
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al  acto  de  la  amnistía,  es  que  sea  fuerte  y  vigo- 
rosa la  situación  del  Gobierno  que  la  concede. 
X^jEt  razón  es  evidente,  si  se  mira  en  la  amnistía 
Txna  medida  política;  porque  si  ella  se  concede, 
es  para  evitar  mayores  males  y  lograr  por  ese 
ax!íto  de  clemencia  y  generosidad  el  afianzamien- 
to del  orden;  y  esto  supone,  vigor  y  fuerza  en  el 
Grobierno.  Si  los  mismos  amnistiados,  reconocen 
estas  cualidades  en  el  poder,  consideran  el  acto 
como  magnánimo  y  generoso;  mientras  si  se 
convencen  de  lo  contrario,  la  amnistía  se  con- 
vierte en  un  acto  de  debilidad  é  impotencia,  que 
los  hará  perseverar  en  el  mismo  camino,  resul- 
tando de  aquí,  que  lejos  de  ser  un  beneficio  á  la 
sosiedad,  aumenta  el  desorden  y  la  confusión. 
Por  consiguiente,  es  necesario  el  vigor  y  la 
fuerza  en  el  Gobierno,  para  que  pueda  emplear 
la  amnistía. 

No  es  menos  importante  la  circunstancia  de 
que  sean  muchas  las  personas,  á  cuyo  favor  se 
concede  la  amnistía,  lo  que  determina  el  carác- 
ter de  generalidad  de  este  acto;  porque,  en  efec- 
to, al  usar  de  la  amnistía,  los  Gobiernos  buscan 
la  conveniencia  general,  el  interés  público  y  no 
el  privado,  y  aquel  puede  resultar  ae  conceder 
la  amnistía  á  una  ó  muy  pocas  personas,  que  se 
hagan  reos  políticos,  puesto  que  los  esfuerzos 
de-éstos  para  alterar  el  oxiden,  serán  impotentes, 
sino  son  secundados  y  manifiestan,  al  quedarse 
aislados,  que  la  opinión  no  los  acompaña,  y  (jue 
sólo  obedecen  á  miras  de  partido  ó  de  ambición 
personal.  Por  consiguiente,  no  se  hayan  en  el 
caso  de  que  sea  necesaria  la  amnistía,  para  re- 
primir el  desorden,  pues  que  no  siendo  este  pro 
ducido  por  una  clase  entera  de  la  sociedad,  pue- 
de reprimirse  ó  contenerse  por  las  medidas  or- 
dinarias. Esto  no  quiere  decir  que  cuando  sean 
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pocos  los  delincuentes  políticos,  deben  ser  por 
esta  única  razón  castigados;  pues  que  también 
ellos  pueden  ser  agraciados;  pero  en  este  caso, 
la  gracia  no  es  amnistía,  porque  no  es  un  acto 
de  política  y  de  interés  público,  sino  simplemen- 
te el  interés  de  unos  pocos;  cuyo  perdón  ó  casti- 
go no  influirá  nada  en  la  marcha  del  Gobierno, 
ni  en  el  interés  de  la  sociedad. 

Para  que  se  suspenda  la  acción  de  las  leyes; 
para  que  se  haga  excepciones  á  la  ley  común; 
para  que  se  anule  el  poder  de  castigar  que  tie- 
ne la  sociedad,  que  es  lo  que  hace  la  amnistía; 
es  necesario  que  existan  causas  grandes  y  po- 
derosas, de  tal  modo,  que  si  no  se  acude  á  esa 
medida  extraordinaria  de  amnistiar,  pueden 
resultar  males  tremendos  y  graves  á  la  socie- 
dad; y  es  claro,  que  éstos  no  pueden  sobrevenir 
si  un  individuo,  acompañado  de  un  corto  nú- 
mero, quiere  alterar  el  orden.  Por  esta  razón, 
la  amnistía  es  general;  es  decir,  sólo  se  aplica, 
cuando  hay  un  gran  número  de  ciudadanos 
comprendidos  en  un  suceso  político. 

Así  se  ha  dicho  por  un  elegante  y  conciso 
escritor  que: 

La  amnistía  es  una  absolución  general  que  conviene  más  á  los 
hechos  colectivos;  mientras  que  á  los  hechos  individuales,  sólo  se 
aplica  el  perdón,  sea  con  los  nombres  de  indulto  ó  gracia. 

Por  último,  otro  de  los  caracteres  generales 
de  la  amnistía,  es  que  se  aplica  á  los  delitos  y 
á  los  procesos  formados  p:ira  castigarlos,  cual- 
quiera sea  su  estado.  Si  el  delito  está  intenta- 
do y  no  consumado,  si  la  causa  está  aún  en  la 
calificación  del  delito?  si  se  declaró  ya  la  crimi- 
nalidad de  la  persona,  si  ya  está  penado;  si  está 
praso;  si  está  fugado;  en  fin,  en  cualquier  esta- 
do del  proceso,  cualesquiera  sean  las  circuns- 
tancias en  que  estén  los  delincuentes,  se  aplica 
la  amnistía  que  borra  todo  y  repone  á  los  am- 
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i^i?=^tÍados  á  la  condición  en  que  se  hallaban  an- 
tes de  come  terse  el  delito.  Lo  cual  no  sucede  con 
las  demás  maneraí^  de  gracia,  que  solo  tienen 
lu^aT,  después  de  pt^íiado  el  reo. 

Para  concluir,  reanumarnos  suscint amonte 
todo  lo  que  constituye  la  amnistía  y  )a  hace 
tan  distinta  de  las  maneras  de  gracia,  que  mu- 
clios  no  la  consideran  comprendida  en  esta 
facultad  del  poder.  Primeramente,  la  amnis- 
tía vuelve  hacia  lo  pasado  y  destruye  la  prime- 
ra huella  del  mal;  los  demás  actos  de  gracia  no 
se  dirigen  sino  al  futuro  y  conservan  en  lo  pa- 
sado el  hecho  que  los  ha  producido. 

La  amnistía  hace  inocente  al  amnistiado:  no 
supone  crimen,  sino  únicamente  acusación: 
los  demás  actos  de  gracia,  perdonan  al  culpa- 
ble, pero  suponen  siempre  su  culpabilidad. 

En  una  amnistía  se  recibe  mas  y  hay  menos 
que  agradecer;  en  los  otros  actos  de  gracia,  se 
recibe  menos  y  hay  más  que  agradecer. 

La  amnistía  nada  hace  perder  á  los  que  la 
reciben:  el  indulto  ó  la  conmutación  ó  el  per- 
dón, ó  como  quiera  llamársele,  lo  hace  perder 
todo,  hasta  el  derecho  de  hablar  de  la  ino- 
cencia. 

La  amnistía  no  solamente  purifica  la  acción, 
sino  que  la  destruye.  No  para  en  esto,  destruye 
hasta  la  memoria  y  aún  la  misma  sombra  de 
la  acción. 

Por  esto  se  concede  amnistía  en  las  acusacio- 
nes políticas,  y  las  otras  maneras  de  gracia,  en 
las  ordinarias. 

En  éstas,  no  tiene  nunca  interés  el  Estado  en 
que  se  borre  la  memoria.  En  las  políticas  suele 
suceder  lo  contrario;  porque  si  el  Estado  no  olvi- 
da, tampoco  olvidan  los  particulares  y  si  se 
mantiene  enemigo,  también  los  particulares  se 
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mantienen  enemigos.  Por  esto  la  amnistía  es 
una  medida  poKtica,  de  interés  público,  mien- 
tras que  las  otras  gracias,  son  medidas  judicia- 
les de  más  interés  privado  que  público. 

La  amnistía,  á  veces,  es  un  acto  de  justicia  y 
alguna  vez  acto  de  prudencia  y  de  habilidad, 

En  la  amnistía,  muchas  veces  el  Estado  saca 
mejor  partido,  que  los  mismos  á  quienes  se  ha 
concedido. 

Hay  en  la  amnistía  mucho  más  que  en  las 
otras  formas  de  gracia,  un  sello  de  generosidad 
y  fuerza,  que  impone  al  pueblo  y  cautiva  la 
opinión  pública.  ^ 

La  amnistía  se  aplica  á  hechos  colectivos, 
que  no  puede  menos  de  hacer  de  ella  un  interés 
social. 

La  amnistía  no  deja  en  pos  de  sí  ningún  mo- 
tivo de  resentimiento;  mientras  que  los  demás 
actos  de  clemencia  ó  de  perdón,  dejan  vivo  el 
agravio  individual,  inferido  por  el  delito. 

Indulto. — Poco  nos  resta  que  decir,  de  esta 
otra  forma  de  gracia,  en  que,  á  diferencia  de  la 
I  amnistía:  se  atiende  más  al  interés  privado  que 

I  al  interés  público.  Definiéndolo,  podemos  decir 

^  que  es  un  acto  de  gracia  por  el  cual  se  remite 

;  la  pena  impuesta  á  un  delincuente  por  un  deli- 

g  to  común.    Su  conveniencia  la  hemos  demos- 

j  trado,  cuando  hablamos  generalmente  de  la 

I  gracia:  aquí  no  hay,  como  en  la  amnistía,  inte- 

reses políticos,  ni  las  circunstancias,  ni  Jas  per- 
sonas que  entran  en  esta  clase  de  hechos, 
pueden  dar  á  los  indultos  la  importancia  y  la 
necesidad  de  la  amnistía.  Lo  único  que  los  justi- 
fica es,  como  dijimos,  la  necesidad  que  hay  de 
admitir  la  ley  de  arbitrariedad,  como  comple- 
mento y  accesorio  de  la  obra  de  justicia,  desde 
í|  que  no  es  posible  tener  una  ley  para  cada  caso, 
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iii  proveer  la  multitud  de  hechos,  de  circuns- 
tancias de  infinita  variedad,  que  pnede  haber 
en  los  delitos  penados  por  la  ley. 

Además,   puede  hal>er  casos  en  que  nn  reo 
preste  servicios  tan  importantes  al  Estado,  que 
se  haga  acreedor  al  agradecimiento  nacional;  y 
en  este  caso,  no  pudiendü  dejar  de  aplicársele 
la  pena,  puesto  que  las  leyes  deben  ser  ejecuta- 
das, es  conveniente  que  se  le  pueda  sustraer  de 
ella,  y  e^U)  es  lo  que  hace  el  indulto.  Suponga- 
mos un  militar,  que  en  duelo  mata  á  oti'o  por 
razones  de  honor  ú  otro  motivo;  es  indudable 
que  si  el  duelo  está  penado  pur  la  ley,  ese  indi- 
viduo delie  sufrir  la  pena  correspondiente;  pe- 
ro supongamos  también  que  sus  servicios  sean 
indispensables  en  el  ejércitx);  que  sea  hombre 
de  mérito  y  útil  á  su  país,  y  en  este  caso  ¿no 
será  bueno,  justo  y  conveniente,  que  uno  de  los 
altos  poderes  del  Estado,  tenga  la  facultad  de 
librar  á  ase  individuo  de  la  pena  á  que  se  ha 
hecho  acreedor?    Desde  que  él  cometió  un  de- 
lito que  pena  la  ley,  debe  ser  penado  y  la  ley 
no  puede  dejar  de  ejecutarse,  luego  los  Tribu- 
nales deben    condenarlo;  pero  el  delito  es  de 
aquellos  que  si  bien  están  penados  por  la  ley 
no  están  reprobados  por  la  sociedad;  y  al  con- 
trario, las  costumbres  sociales  los  hacen  indis- 
pensables para  el  hombre  de  honor,  de  tal  mo- 
do  que  si  aquel  individuo    no    hubiera  sido 
delincuente,  según  la  ley,  habría  sido  cobarde 
según  la  sociedad.  Si  era,  pues,  hombre  de  lio- 
nor,  tuvo  que  ser  delincuente;  luego  si  era  le- 
gal condenarlo,  es  justo  salvarlo;  y  hé  aquí  la 
necesidad  que  viene  á  llenar  la  facultad  de  in- 
dultar, concedida  á  uno  de  los  altos  poderes 
del  Estado.   Por  esto   decíamos,  que  la  arbitra- 
riedad era  necesaria  y  que  esa  era  muchas  ve- 


—  130  — 

ees,  el  suplemento  de  la  ley,  digámoslo  así,  para 
no  apartarse  de  la  justicia.  Mil  y  mil  casos 
análogos  pudiera  citarse,  que  justifican  el 
indulto;  pero  dichos  casos  están  al  alcance  de 
todos,  son  hechos  que  pasan  á  nuestra  vista,  y 
por  consiguiente,  es  inútil  extendernos  en  este 
punto. 

Pero,  si  es  necesario  admitir  los  indultos, 
también  es  necesario  que  el  poder  que  los  con- 
ceda, sea  muy  parco  en  ejercer  estos  actos  de 
gracia,  porque  lo  arbitrario  solo  debe  admitir- 
se como  excepción  y  nunca  como  regla;  como 
lo  accesorio  de  la  ley  y  no  como  la  ley  misma, 
y  sólo  cuando  se  justifique  su  empleo  ix)r  muy 
poderosos  motivos. 

Así,  no  creemos  que  pueda  admitirse  aque- 
llos indultos  que  se  ha  llamado  generalas  y 
que  consisten  en  perdonar  á  toda  una  catego- 
ría de  delincuentes  por  solemnizar  algún  acon- 
tecimiento, como  la  celebración  de  un  tratado 
de  paz,  el  advenimiento  de  un  Monarca  al  tro- 
no, el  nacimiento  de  un  heredero  á  la  Corona, 
etc.  Como  se  comprende  muy  bien,  esta  clase 
de  acontecimientos,  no  son  tan  poderosos  moti- 
vos que  se  pueda,  por  ellos,  dejar  de  ejecutarla 
ley.  Esos  indultos  generales,   que  comprenden 
á  muchos  individuos,  reos  de  diferentes  críme- 
nes, con  diversos  grados  de  perversidad;  no  pue- 
den menos  que  comprender  á  algunos  que  lejos 
de  ser  acreedores  á  la  gracia,  los  aliente  esta 
para  seguir  en  la  carrera,  cuyos  primeros  actos 
han  quedado  impunes. 

Los  indultos  deben  ser  siempre  particulares, 
porque  hay  que  atender  á  las  circunstancias 
que  rodearon  el  delito,  á  la  condición  del  delin- 
cuente, á  su  mérito  personal  ó  á  su  mucha  des- 
gracia; en  fin,  á  algún  motivo  poderoso,  alguna 
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i^zón  de  justicia,  de  humanidad  ó  de  conve* 
niencia  social  que  verdaderamente  justifique  la 
excepción  que  se  hace  á  la  ley. 

Los  indultos  generales  sólo  puede  admitir- 
se para  los  delitos  poUticos,  y  entonces  no  son 
indultoSj  sino  amnistía;  aunque  muchos  publi- 
cistas confunden  estas  dos  maneras  de  gracia; 
y  aplican  este  último  término  á  ana  clase  de 
delitos  generales  que  no  manifiestan  perversi- 
dad ni  interesan  la  vindicta  pública,  como  la 
deserción  ó  el  contrabando,  en  ciertos  casos. 

Según  nuestra  Legislación,  los  magistrados 
deben  ceñirse  estrictamente  á  lo  dispuesto  por 
las  leyes,  y  los^ncionarios  del  Poder  Ejecuti- 
vo están  obligados  á  hacer  cumplir  lo  resuelto 
por  los  Tribunales.  Por  consiguiente,  la  facul- 
tad de  indultar  no  corresponde  á  ninguno  de 
los  dos  poderes.  Así  la  Constitución  reformada 
de  1860,  dispone  que  la  concesión  de  amnistía 
ó  de  indultos,  es  atribución  exclusiva  del  Con- 
greso. 

Para  concluir  diremos,  que  siempre  debe 
considerarse  como  exceptuados  de  indultos,  los 
que  se  haya  hecho  reos  de  crímenes  atroces, 
tales  como  homicidios  premeditados  y  alevosos 
parricidios,  etc.,  y  algunos  con  la  honestidad. 

Connmtación.— Hé  aquí  otra  manera  de  gracia 
y  de  la  que  solo  vamos  á  tratar  en  lo  que  se 
refiere  á  nuestro  Derecho  Administrativo.  Sin 
embargo,  diremos  que  la  conmutación  solo  debe 
admitirse  en  los  países  que  no  han  abolido  la 
pena  de  muerte,  pues  generalmente  á  esta  pe- 
na se  aplica.  Como  su  nombre  lo  indica,  la 
conmutación  es  el  cambio  de  una  pena  por 
otra  menor. 

Hasta  que  se  dictó  la  Constitución  de  1856, 
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;  que  abolió  la  pena  de  muerte,  el  Ejecutivo  te- 
nía la  facultad  de  conmutar  la  pena  capital 

Para  esto  se  ordenaba  que  cuando  la  Corte  Su- 
prema, declarando  la  no  nulidad,  coiifirmase  la 
Eena  de  muerte,  debía  remitir  los  autos  al  Go- 
iemo,  informándole  si  podía  ó  no  conmutar 
la  pena-  Se  pedía  dictamen  fiscal  y  luego  el 
Gobierno  resolvía,  Estas  formalidades  eran  in- 
dispensables para  la  ejecución  de  la  pena  de 
muerte.  (Sección  adicional  al  Reglamento  de 
Tribunales.) 
No  podía  conmutar  la  pena: 

U^  Cuando  el  delito  era  nn  homicidio  atroz  y  alevoso. 

9.^  Cuando  ya  otra  vez  bj  hubiese  conmutado  al  reo  la  pena 
de  muerte; 

8.*  Cuando  la  sentencia  admitía  en  lo  judicial,  algün  recurso  or* 
.  diñarlo,  en  cuyo  caso  se  mandará  ver  la  causa  en  la  instancia  ó 
recurso  que  falte. 

Abolida  por  la  Constitución  de  1856,  la  pena 
de  muet'te,  caducaron  esas  disposiciones,  y 
aunaue  la  reformada  de  1860  restableció  la  pe- 
na ae  muerte,  no  dispuso  nada  acerca  de  la 
facultad  de  conmutar  dicba  pena:  hablando  úni- 
camente de  la  amnistía  é  indulto. 

Ministros  de  Estado,— Idea  de  ellos  y  su  necesidad.- 
En  el  estado  actual  del  Derecho  público,  los 
Ministros  son  los  órganos  superiores  de  la  Ad- 
ministración, aue  en  unión  del  Jefe  del  Estado, 
ejercen  el  Poder  Ejecutivo,  siendo  personal- 
mente responsables  de  sus  actos.  En  la  gerar- 
3uía  administrativa  ocupan  el  primer  rango 
espués  del  Jefe  del  Estado,  y  son  los  jefes  su- 
l>enores  del  ramo  de  Administración  que  les  es. 
tá  encomendado. 

No  siempre  se  ha  admitido  la  necesidad  de 
los  Ministi'os,  con  el  carácter  que  hoy  les  dá  el 
Derecho  Administrativo.  Los  pueblos  antiguos 
por  la  sencillez  de  su  adrainl'^tteción,  por  lo  fá- 
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eil  de  atender  á  las  necesidades  públicas,  por  la 
omnipotencia  que  se  reconocía  en  el  Jefe  del 
Estado  y  por  otras  varias  cansas  no  admitieron 
en  los  rodajes  de  su  Gobierno,  esa  división  de 
los  negocios  públicos,  en  ramos  especiales  en- 
cargados á  un  funcionario,  como  auxiliar  del 
Jefe  del  Estado,  que  es  lo  que  constituye  los  ac- 
tuales Ministerios.  Así,  la  legislación  goda,  imi- 
tando la  organización  administrativa  del  impe- 
rio romano,  encargaba  todos  los  negocios  del 
QoDierno  á  dos  altos  funcionarios,  el  Conde  de 
los  Notarios  y  el  Conde  del  Erario  público. 

La  organización  feudal  que  creaba  multitud 
de  pequeños  soberanos,  descargó  á  la  adminis- 
tración central  de  un  gran  número  de  atribu- 
ciones; de  modo,  que  no  había  necesidad  de  esa 
división  de  los  negocios  y  éstos  podían  confiar- 
se á  pocas  matios.  Posteriormente  se  fueron 
creando  Consejos  colectivos,  que  en  cierta  ma- 
nera venían  a  ser  lo  que  los  Miniártenos  ac- 
tuales; pero  creciendo  cada  día  más  la  ten- 
dencia á  la  centialización  y  unidad  de  los  nego- 
cios públicos,  y  siendo  también  mayor  cada  día 
la  variedad  y  complicación  de  éstos,  se  fué  co- 
nociendo la  necesidad  de  dividirlos  para  el 
mejor  Gobierno  y  de  confiar  cada  una  de 
estas  divisiones  á  un  solo  funcionario,  como 
auxiliar  del  Jefe  del  Estado. 

Hoy  esta  necesidad  se  proclama  por  todos 
los  pueblos  cultos,  como  un  axioma  de  admi- 
nistración; puesto  que  ro  e 
Jefe  del  Poder  administrativo,  pueda  atender 
y  proveer  á  todas  las  necesidades  públicas;  á 
toaos  los  diversos  servicios  que  hacen  necesa- 
rios los  diversos  órdenes  de  cultura  de  la  so- 
ciedad. 

Siendo  los  intereses  de  una  Nación  de  tanta 
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diversidad  entre  si;  refiriéndose  á  necesidades 

Súblicas  tan  varias  y  complicadas  y  naciendo 
e  aquí  que  las  atribuciones  del  Poder  Ejecuti- 
vo, aunque  limitadas  á  las  que  por  su  natura- 
leza le  corresponde,  son  siempre  tan  extensas  y 
de  tan  distinta  especie;  hay  necesidad  de  divi- 
dir las  facultades  inherentes  al  Poder  que  ad- 
ministra y  gobierna  en  cierto  número  de  círcu- 
los, regido  cada  uno  por  un  jefe  superior,  que 
es  lo  que  forman  los  Ministerios.  Por  esto,  todo 
país  de  población  regular  y  territorio  algo  ex- 
tenso, ha  establecido  esa  división  y  reconocido, 
como  una  necesidad  esencial  para  un  buen  Go- 
bierno y  una  buena  administración,  la  existen- 
cia de  Ministros  ó  Secretarios  de  Estado. 

Clasifleación  de  los  Ministerios.  — Esta  división  y 
distribución  de  los  negocios  públicos  en  diver- 
sos ramos,  debe  fundarse  en  la  clasificación  na- 
tural de  las  necesioadas  del  Estado  y  de  las  fa- 
cultades inherentes  al  Poder  Ejecutivo. 
Entre  éstas  parece  que  descuellan: 

1.*»  Las  que  hacen  ejecutar  lan  leyes  en  el  interior  del  Estado  y  lo 
que  se  reía-  ioiia  con  la  adminiutracutn  de  justicia; 

2.®  Las  que  se  refieren  á  la  ejecución  de  las  leyes  internacionales 
y  organización  ael  ejército  y  armada:  y 

8."  A  la  eje.  u*  ion  de  l«s  leyes  de  hacienda  y  gestión  de  lo  que  to- 
ca á  la  fortuna  publica. 

Esta  clasificación  admite  subdivisiones,  se- 
gún la  importancia  de  cada  uno  de  los  ramos 
especiales  que  comprende  y  generalmente  se 
separa  lo  relativo  á  la  administración  de  justi- 
cia, que  forma  un  ramo  distinto  del  de  lo  inte- 
rior; y  el  de  lo  exterior  se  divide  en  ramo  de 
Marina,  ramo  de  Guerra  y  ramo  de  Relaciones 
Exteriores. 

Además,  lo  relativo  á  la  ejecución  de  las  le- 
yes en  eJ  interior  del  Estado,  comprende  todos 
los  órdenes  de  cultura  que  se  desarrollan  en  la 
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sociedad  y  de  aquí  que  las  funciones  de  un  Mi- 
nisterio de  lo  Interior,  puedan  dividirse  á  su 
vez  otros  tantos  ramos  especiales  que  formen 
Ministerios  distintos,  según  la  importancia  y 
extensión  de  cada  uno  de  ellos.  Puede  admitir- 
se como  base  para  esta  clasificación,  los  diver- 
sos órdenes  de  cultura  que  realizan  los  fines  es- 
peciales de  la  sociedad. 

Así,  tenemos  además  de  lo  que  toca  directa- 
mente al  Gobierno  interior  del  Estado,  y  que 
realiza  el  fin  del  Derecho,  ó  lo  que  es  lo  mismo 
Ministerio  de  Gobierno  ó  Gobernación: 

1.*  Lo  que  ce  refiere  al  fin  religioso  6  sea  Ministerio  de  Culto; 

2.*  Lo  que  toca  al  fin  científico  ó  sea  Instm  ción; 

3.*  Lo  que  se  relaci^a  con  el  fin  económico  ó  sea,  comercio,  in- 
dustria, agricultura  y  obras  publicas,  que  pueden  comprenderse  bajo 
la  denominación  general  de  Fom^'nto. 

Según  esto,  la  primera  clasificación  que  hace 
la  ciencia  administrativa  de  los  Ministerios  es, 
en  Exterior,  considerando  la  Nación  en  sus  re- 
laciones con  los  demás  Estados:  Interior  y  de 
Hacienda.~El  Exterior  admite  las  subdivisio- 
nes de  Relacioneta  Exteriores,  para  todo  lo  rela- 
tivo á  la  Diplomacia  y  tratados;  y  de  Guerra  y 
Marina,  por  lo  que  tuca  al  ejército  y  armada 
destinados  á  defender  la  Nación  en  los  ataques 
del  exterior.  El  Interior  abraza  los  ramos  de  Go- 
bierno, Instrucción,  Culto,  Justicia,  Comercio, 
Agricultura  y  Obras  Públicas. 

Estos  últimos  ramos  pueden  tocar  más  bien 
al  Ministerio  de  Hacienda,  cuando  por  su  im- 
portancia y  extensión  no  formen  Ministerios 
especiales;  puesto  que  ellos,  sobre  todo  el  co- 
mercio y  la  industria,  son  fuentes  de  la  rique- 
za púbñca;  ó  formar  un  Ministerio  especial, 
llamado  de  Fomento. 

Puede  haber  un  Ministerio  de  Policía,  donde 
las  necesidades  del  Estado  lo  reclaman;  pero  este 
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ramo  forma,  más  bien,  parte  del  Ministerio  de 
Gobierno,  puesto  que  la  mstitución  de  la  policía 
tiene  por  objeto  conservar  el  orden  interior,  ha- 
cer ejecutar  las  leyes  y  las  sentencias  judiciales 
También  puede  haber  menos  de  los  Ministe^ 
rios  enunciados  en  la  anterior  clasificación,  si 
la  escasez  de  los  negocios  de  un  ramo,  permi- 
tiese despacharlos  acumuladamente  con  los  de 
otro  análogo;  incorporando;  por  ejemplo,  al  Mi- 
nisterio de  Guerra,  el  de  Marina,  ó  el  del  Culto 
á  Eelaciones  Exteriores,  ó  el  de  Fomento  á  Go- 
bierno 

Últimamente,  entre  nosotros  hay  Minis- 
tros de  E.stado  para  el  despacho  de  los  negocios 
de  la  administración  pública  El  número  de 
ellos,  igualmente  que  los  ramos  que  debe  com- 
prenderse bajo  cada  Ministerio  se  designa  por 
leyes  especiales.  (Artículo  97  de  la  Consti- 
tución de  1860).  Esta  ley  había  sido  hasia  la 
promulgación  de  la  Constitución,  la  de  17  de 
Noviembre  del  56,  pero  muchas  de  las  disposi- 
ciones de  esta  ley,  eran  inconciliables  con  la 
Constitución  del  60,  por  lo  que  se  dio  la  ley  de 
2  de  Mayo  de  1861,  modificada  después  por  la 
de  31  de  Enero  del  63. 

Pero  estas  dos  últimas  leyes  no  eran  tan  mi- 
nuciosas como  la  primera,  de  modo  que  hubo 
de  recurrir  á  ella  en  muchos  casos;  resultando 
de  aquí  que  hubo  tres  leyes  vigentes  sobre  una 
misma  materia,  complicándose  más  la  cuestión 
con  las  muchísimas  leyes  posteriores,  que  mo- 
dificaban á  aquella.  Según  dichas  leyes,  nues- 
tros Ministros  son  cinco,  clasificados  en  el  or- 
den siguiente: 

De  Relaciones  Exteriores. 

De  Gobien.o,  Policía  y  Obras  Públicas; 

De  Justicia,  Culto,  Instrucción  y  Beneficencia; 

De  Guerra  y  Marina. 

De  Hacienda  y  Comercio. 
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Minisrt^rio  de  Fomento,— Por  ley  de  23  de  Ene- 
ro de  1S96,  y  teniendo  en  consideración  que  las 
necesidades  del  buen  servicio  público  requieren 
la  creación  de  un  nuevo  Ministeno;  se  ha  crea- 
do otro,  denominado  de  Fomento,  y  encargado 
del  dei5pacho  de  los  ramos  de  Obras  Publicas, 
Industrias  y  Benefícenria,  que  actualmente  foi*- 
man  parte  de  los  Ministerios  de  Uobierno,   Ha- 
cienda y  Justicia.  El  Poder  Ejecutivo  dará  al 
nuevo  Ministerio  la  organización  que  crea  con- 
veniente 

Queda  dorogadi)  el  art  1/'  de  la  ley  orgánica 
de  Ministros  y  las  denaás  resoluciones  que  se 
opongan  á  la  presente  ley. 

Atríljorioní^s  <le  loss  Mhüstros  —Las  atril)UCÍones 
de  los  Ministros  son  de  dos  clases:  unas  genera- 
les,  ctíunines  á  todos  los  MinistroSj  y  otras  es- 
pecial^'i  de  cada  uno  de  ellos. 
Los  generales  son: 

1.'  Resolver  toíloí^  los  asatiíAjs  relativos  á  sur  raiTios»  previo  acuer- 
do con  el  pJf  fe  íM  Estido^  ah  ííipre  que  no  so  tratt?  ú^  \^  aplicación 
de  un  mandato  )^a  exptHljtlo  r    .1^  Ja  puntual  ejetuición  de  la  ley. 

3."  Present^ir  á  hm  Cíinuira;*»  al  litr^Ki  dt  &{\  íníiUilaci''>n^  una  Me- 
moria sobre  el  í^ata  lo  de  Josrani'^a  dtf  t*n  D*  s pacho j 

S.*  Presentar  at  Congreso,  fu  üualtpiier  ti  o  di  p^  los  proyectos  de 
lej  que  juzguen  cí^n  vejjienteii  y  concurrir  á  Jos  dí^batt^s  md  Uongreeo, 
y  dts  cii4iU^uiera  de  las  Cámaras:  ptro  doben  retirarati  antes  de  la 
rotación; 

A,''  Concurrir  i^íualmftitfi)  a  la  dUcusián,  siempre  que  el  Congroso 
6  ouHlquiora  de  las  Cámaras,  los  llame  y  tanto  en  tt^te  caHO,  como  eu 
el  anttífíori  con  tratarán  á  Irts  interpelaciones  q\ie  se  le  hiciere» 
fartíuulo  lü^^  de  la  Con&titiiciín.) 

6.*"  Impartir  ü  loi*  l'refcctOEi  laH  ordénese  instrucciones  necesariaí* 
l^rn  el  cuinpli.nieoto  de  tas  leyts  y  du  Ihs  reioiucinnes  sufiremae. 

fi-*  Pedirle  lecí piucamente  y  [H^thv  á  todas  las  oficinas  del  Estadu 
losdíiti>%  rlcjcuinontosó  infoinifsqi3ejieceÉiití*n; 

i/  Espelir  ios  títulos  ó  despachos  a  loa  empleados  en  los  di  versos 
ramos  de  f^n  dt-pendenciti ;  y 

S.*  Librar  Urí  ordeurs  di*  pa^^o  sobre  partidas  de  gaíitos  ordinariosT 
consignado:^  en  los  prLVupuesttss  ieíjali^a. 

Las  atribuciones  especíales  son  las  que  co- 
rresponden  primitivamenteá  cada  Ministro,  por 
ríizon  de  los  ramos  que  les  están  en  cernen  da- 
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dos  y  son  las  mismas  que  fija  el  artículo  S.""  de 
la  ley  de  Noviembre  de  1856. 

Firma  ó  autorización  -Todos  los  actos  adminis- 
trativos del  Presidente  de  la  República  deben 
ser  autorizados  por  el  Ministro  del  Ramo  á  que 
dichos  actos  se  refieren.  La  necesidad  de  esta 
autorización  se  funda  en  la  responsabilidad  que 
debe  exigirse  al  Ministro  y  en  las  garantías  que 
debe  darse  á  la  Nación,  de  que  los  actos  del  Go- 
bierno son  debidamente  estudiados  y  apropia- 
dos á  las  necesidades  públicas 

Los  Ministros  autorizan  con  su  firma,  después 
del  Presidente  de  la  República: 

!.•  Los  decretos  que  expidan  en  ejercicio  de  sus  atribuciones; 

2.<>  Las  resoluciones  administratiras  ó  gubernativas  que  se  dicte 
en  cada  uno  de  los  ramos  de  su  cargo; 

8.®  Los  títulos  ó  despachos  de  ius  empleados  en  el  ramo  de  su  in- 
cumbencia (artículo  10  ley  de  4  de  Diciembre  de  185.^;) 

4.°  Las  notas  acordadas  y  de  i nteré?  público  que  correspondan  á 
su  despacho,  las  que  solo  irán  rubricadas  al  margen  por  el  Prenden- 
te  (artículo  11  ) 

Firmarán  los  Ministros  por  sí  solos: 

1.*  Las  notas  oficiales  que  dirijan  sobre  los  asuntos  que  tengan  á 
su  cargo; 

2.0  Las  órdenes  y  providencias  de  sustancinción  que  tengan  á  bien 
reservarse  por  ser  importantes  ó  que  se  refieran  al  Poder  Legislativo 
^  á  la  Corte  Suprema,  ó  que  se  remita  á  otro  Minist<>rio: 

8.®  Las  órdenes  de  aprehensión  ó  arresto  de  cualquier  individuo, 

Eara  ponerlo    dentro  del  término  improrrogable  de   veinticuatro 
oras  á  disposición  del  Juez  competente,  (articulo  12  de  la  mis- 
ma ley.) 

La  firma  de  los  Ministros  es  indispensable 
para  obedecer  una  orden  ministerial. 

Oonsíjo  (le  3Ii lustros. — Es  la  reunión  de  todos 
los  Ministros  para  deliberar  en  común  sobre 
asuntos  de  administración  ó  Gobierno.  Si  bien 
es  verdad,  dicen  los  publicistas,  que  cada  Minis- 
tro debe  dirigir  independiente  de  los  demás,  los 
asuntos  de  su  despacho,  también  lo  es  que  es- 
tando todos  los  asuntos  de  la  administración, 
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íntimamente  ligados  y  no  siondo  conveniente 
para  la  marcha  de  los  negocios  públicos  que 
íalte  unidad  en  las  medidas  del  Ciobierno;  los 
Ministros  deben  estar  de  acuerdo  y  deliberar  en 
común  para  que  haya  armonía  en  bus  procedi- 
mientos y  mandatos.  Además,  bay  casos  en  la 
administración,  de  tanta  im])ortancia,  asuntos 
que  requieren  tal  estudio,  que  ts  necesario  que 
el  Jefe  del  Estado  busque  el  apoyo  y  las  luces 
de  los  miembros  del  Gobiern(>,  para  el  mepr 
aciertíK  Por  esta  razón  se  crean  los  Consejos 
de  Ministros,  presididos  por  el  Presidente  de  la 
Ee pública,  cuando  asista  á  las  ísesiones;  y  te- 
niendo por  Presidente  el  Ministro  que  haya  ob- 
tenido ese  nombramiento  del  Jefe  del  Estvido  ó 
á  falta  de  éste,  el  Ministro  más  antiguo  (artí- 
culo 2.^  y  10  de  la  ley  de  Setiembre  de  1863.) 

Para  que  haya  Consejo  es  necesario  que  se 
reúnan  ti^es  MinistroSj  cuando  menos,  previa 
citación  de  todos  ellos» 

El  Presit lente  de  la  República  puede  Consul- 
tar al  Consejo  los  asuntos  que  á  su  jnicio  lo 
merezcan-  í¡n  tales  casos,  la  opinión  del  Con- 
sejo es  Bolamente  ilustrativa,  y  el  Presidente  y 
el  Ministro  á  que  pertenezca  el  asunto  consul- 
tado, son  libres  para  resolverlo,  bu  jo  su  propia 
responsabilidad.  (Artículo  Si."*  ]l  v  de  Febrero 
de  1SB30 

El  Presidente  de  la  República  oye  el  voto 
delil^erativo  del  Consejo:  cuando  pida  auto- 
rizacióu  para  declarar  la  patria  en  peligro;  sus- 
pender algunas  garantías  individuales;  salir  del 
territorio  de  la  República  duririníe  el  período  de 
su  mando,  ó  mandar  personalmente  la  tuerza 
armada;  cuando  quiere  declarar  bloqueos  ó  abrir 
una  campaña,  después  de  autorizado  para  ello. 
Oirá  el  voto  consultivo;  cuando  crea  cunvenien 
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te  hacer  observaciones  á  alguna  ley;  para  pe- 
dir facultad  para  levantar  empréstitos;  para 
nombrar  Ministros  Plenipotenciarios.  Enviados 
Extraordinarios  6  Ministros  residentes;  para 
proponer  Vocales  y  Fiscales  de  la  Corte  Supre- 
ma; nombrar  General  en  Jefe  del  Ejército,  Al- 
mirante de  la  Escuadi^a,  Prefectos,  Director  Ge- 
neral de  Hacienda,  del  Crédito  Público,  Presi- 
dente del  Tribunal  Mayor  de  Cuentas  y  presen- 
tar Arzobispos  y  Obispos.  (Artículo  4.**  ley  de 
Febrero  de  1863.] 

Cuando  hubiera  discrepancia  entre  la  opinión 
del  Presidente  y  la  del  Ministro,  si  es  acertada 
aquella  é  infundada  ésta;  el  Consejo  debe  re- 
solver que  se  lleve  á  efecto  la  primera;  y,  en 
tal  caso,  el  Presidente  nombrará  el  Ministro 
que  deba  autorizar  lo  resulto  por  el  Consejo. 
[Ley  de  Febrero  de  1863] 

En  los  casos  en  que  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica debe  oír  el  voto  deliberativo  del  Consejo, 
si  se  presenta  alguna  oposición  de  gravedad  ó 
trascendencia  entre  las  opiniones  de  aquel  y 
las  del  Consejo;  hará  este  su  dimisión;  no  pu- 
diendo  quedar  en  el  Gabinete,  ninguno  de  los 
Ministros  si  ha  sido  unánime  el  juicio  del  Con- 
sejo. (Ley  de  25  de  Setiembre  del  61  y  artículo 
6  de  la  de  Febrero  del  63.) 

Actos  administrativos  de  los  Ministros.— El  Minis- 
tro es  el  órgano  superior  de  la  Administración, 
y  como  tal,  parte  de  él  la  acción  administrati- 
va, y  sus  actos  son  como  los  del  Presidente, 
de  fuerza  obligatoria  para  todos  los  comprendi- 
dos en  ellos.  Al  ejercer  las  atribuciones  guber- 
nativas, las  funciones  ministeriales,  se  resuel- 
ven en  instrucciones,  decisiones  y  actos  de  ges- 
tión. El  objeto  de  las  instrucciones  es  dirigir  la 
ejecución  de  las  leyes  reglamentarias  y  decre- 
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tos  y  obtener  la  obediencia  délos  siibordinadoí*. 
Estas  instrucciones  son  las  mismas  de  que  nofí 
hemos  ocupado  en  los  actos  administrativos 
del  Ejecutivo.  Las  disposiciones  ó  mandatos 
ministeriales  son  providencias  de  orden  y  utili- 
dad pública,  de  conveniencia  momentánea  y 
aplicación  pasajera:  ó  también  resoluciones  en 
asuntos  privados. 

Estas  disposiciones  ó  mandatos,  son  á  los  ac- 
tos de  la  Administración,  es  decir,  á  los  regla- 
mon  toSj  decreto -í,  etc;lo  que  aquellos  á  las  leyes, 
pues  suplen  su  silencio,  esclarecen  los  pasajes 
oscuros,  llenan  los  vacíos,  y  tienen  la  fuerza  y 
el  valor  de  los  decretos,  disposiciones,  etc,  que 
comentan,  siendo  preceptos  obligatorios  para 
todos  los  agentes  administrativos. 

Las  decisiones  ministeriales,  son  los  actoí^ 
administrativos,  obligatorios  para  todos  los 
ciudadanos  y  todas  las  autoridades.  Su  objeto 
te  mandar,  permitir  ó  vedar  alguna  cosa  á 
instancia  de  un  particular  á  quien  el  Ministro 
otorga  ó  niega  su  solicitud  en  interés  de  la  Ad- 
ministración. Las  decisiones  ministeriales 
emanan  del  Ministro  requerido  por  solicitud 
particular,  y  es  preciso  que  estén  limitados  á 
las  f¿icultades  que  las  leyes  le  conceden  para 
que  no  degeneren  en  actos  de  jurisdicción.  Es- 
tas  decisiones  son  dictadas  de  acuerdo  con  el 
Jefe  del  Estado-  La  solicitud  de  privilegios  de 
perfección  ó  inventos,  los  empleos,  los  derechos 
que  i'esulten  de  éstos,  como  peticiones  de  mon- 
tepíos, indifinidos,  etc.;  algún  recurso  contra 
los  actos  de  los  subalternos;  provocan  esas 
decisiones. 

Los  actos  de  gestión  se  refieren  á  la  conser- 
vación y  fomento  de  la  fortuna  pública  y  son 
verdaderos  contratos  civiles,  tales  como  rentas, 
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compras,  permutas,  cuyo  objeto  es  asegurar  el 
ser\acio  público  en  todos  sus  ramos.  Éstos  ac- 
tos son  los  que  hemos  llamado  contratatorios, 
al  hablar  de  los  actos  administrativos. 

Responsabilidad  ministerial. —  La  responsabili- 
dad de  los  funcionarios  públicos  es  el  dogma 
esencial  del  sistema  democrático  representati- 
vo. Ya  hemos  visto  que  es  condición  indispen- 
sable de  toda  Administración  que  no  quiera 
entronizar  el  abuso  del  poder  en  vez  del  régi- 
men del  derecho,  que  es  el  que  debe  realizar 
todo  Estado  para  hacer  efectiva  la  responsabi- 
lidad del  funcionario  público;  y  este  axioma  por 
decirlo  así,  del  Derecho  Público  moderno,  es  de 
mucha  importancia,  del  más  grande  interés, 
cuando  se  refiere  á  los  altos  funcionarios,  á  los 
verdaderos  depositarios  del  Poder,  los  que  como 
ejercen  mayor  suma  de  autoridad  y  facultades 
más  extensas,  son  más  suceptibles  de  abusar  y 
de  sustituir  su  voluntad  á  la  ley.  He  aquí  por- 
que es  indispensable  determinar  clara  y  distin- 
tamente la  responsabilidad  de  los  Ministros. 

La  generalidad  del  principio  de  la  responsa- 
bilidad que  debe  comprender  á  los  que  ejercen 
funciones  públicas,  no  permite  admitir  la  ex- 
cepción, que  los  países  monárquicos  constitu- 
cionales, hacen  en  favor  del  Monarca,  cuya 
persona  es  declarada  inviolable,  haciendo  res- 
ponsables única  y  esclusivamente  á  los  Minis- 
tros. Así  se  ha  falseado  por  su  base  el  sistema 
representativo,  queriendo  un  ir  el  principio  de  la 
responsabilidad  con  el  privilegio  absurdo  de  la 
inviolabilidad  del  Monarca.  Ese  principio  de  la 
responsabilidad  no  admite  restricciones,  porque 
es  general,  inherente  al  sistema  represensativo 
y  su  base  esencial:  restringiéndolo,  se  restringe 
y  limita  la  representación  y  se  admite  el  absur- 
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do  injusto  y  odioso  de  que  en  un  Gobierno  pueda 
haber  una  persona,  y  la  iuvastida  de  mayor  su- 
ma de  poder,  cuyos  malos  actos  queden  impu- 
nes; ca^tigándr)k)s  en  sus  cómplices,  que  en  rea- 
lidad están  sonu^tidos. 

Así,  no  es  posil)le  admitir  la  responsabilidad, 
ministerial  como  un  medio  para  salvar  la  in- 
violabilidad dbl  Rey,  como  una  especie  de  valla 
entre  la  Nación  y  f;u  jefe,  tras  de  la  cual  puede 
éste  herir  á  mansalva  todos  los  derechos  é  inte- 
reses de  los  asociados.  Esa  responsabilidad  de  los 
Ministros  debo  estar  unida  á  la  responsabilidad 
del  Jefe  del  Estado  en  los  casos  que  procedan 
de  acuerdo;  y  debe  ser  exclusiva  de  ellos  por  los 
actos  en  que  f)bren  con  independencia. 

La  responsabilidad  de  los  Ministros,  en  nues- 
tra legislación,  está  consignada  en  el  artículo 
104  de  la  Constitución  de   1860.  Según  este  ar 
tí  cu  lo: 

liDfi  Miniatroi*  son  rest[>on sables  solirlarjíimente  por  las  resoluciones 
toinadas  en  Con^^jo  bí  uo  ban  salvado  su  voto;  é  individualmente 
por  los  actos  partiiru lares  á  en  D^patlio» 

Esta  disix>sición  constitucional  fué  reproduci- 
da por  la  ley  de  26  de  Betiembre  de  1862,  que 
agrega  que  la  responsabilidad  de  los  Ministros, 
en  el  caso  que  el  Presidente  de  la  República,  ó 
uno  de  ellos,  impida  ó  se  oponga  á  la  ejecución 
de  las  leyes,  y  los  demás  no  protesten  por  me- 
dio de  una  acta  en  que  conste  su  opinión  ó  su 
decisión;  es  también  solidaria. 

Entre  nosotros,  la  Cámara  de  Diputados  tie- 
ne la  atribución  de  acusar  á  los  Ministros  ante 
el  Senado  por  infracción  de  la  Constitución  y 
por  todo  delito  cometido  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones,  que  ocasione  según  las  leyes,  pena 
corporal  aflictiva.  (Artículo  64  de  la  Constitu- 
ción del  60.) 
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Además,  los  Ministros  que  son  acusados  no 
pueden  ausentarse  ni  obtener  empleo  alguno- 
durante  la  acción  de  responsabilidad. 

Idea  é  importancia  del  territorio.— El  territorio  de 
una  Nación  es  toda  aquella  parte  de  la  superfi- 
cie del  globo,  sujeta  á  su  dominio  y  sobre  la 
que  ejerce  su  soberanía.  Comprende,  en  primer 
lugar,  el  suelo  que  la  Nación  ocupa;  en  segun- 
do, los  ríos,  lagos  y  mares  interiores;  y  en  ter- 
cer lugar,  los  rios,  lagos  y  mares  contiguos  has- 
ta cierta  distancia,  así  como  las  islas  en  ésta 
comprendidas,  observándose  para  esto,  las  re- 
glas establecidas  por  el  Derecho  Internacional. 

El  territorio  es  condición  esencial  para  la 
existencia  de  toda  Nación;  de  tal  modo,  que  el 
pueblo  que  carezca  de  él,  no  puede  formar  una 
nacionalidad.  Todo  ataque  al  territorio,  toda 
desmembración  que  se  le  haga,  toca  directa- 
mente á  la  soberanía  é  independencia  nacional; 
porque  la  idea  de  territorio,  está  de  tal  manera 
comprendida  en  la  idea  de  Nación,  que  no  exis- 
te ninguna  que  no  lo  posea,  puesto  que  es  vín- 
culo material  que  une  entre  bí  á  los  individuos, 
familias  y  Municipios,  cujas  propiedades  lo 
forman  y  constituyen.  Asi  el  único  pueblo  que 
no  posee  territorio,  el  pueblo  hebreo,  errante  en 
el  mundo,  paria  y  proscrito  en  otro  tiempo,  de 
las  sociedaaes;  cosmopolita  hoy,  sin  más  lazo 
de  unión  que  la  raza,  que  se  pierde  con  los  cru- 
zamientos; que  la  religión  que  se  debilita  y  os- 
curece con  las  emigraciones;  no  forma  una  en- 
tidad nacional,  un  cuerpo  colectivo  con  perso 
nalidad  jurídica,  y  al  perder  el  suelo  de  sus  pa- 
dres, perdió  su  puesto  en  la  gran  familia,  está 
borrado  del  mapa  de  la  humanidad. 

La  idea  de  territorio  es  la  idea  de  la  patria, 
que  todos  los  hombres  amamos,  como  se  ama 
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á  nuastra  madre:  es  el  hogar  que  la  Pro  vi  de  ii- 
.  da  nos  ha  destioado  eo  la  vasta  extenyióii  del 
I        Universo;  es  cuna  de  nuestros  hijos,  sepulcro 

de  nuestros  antecesores;  á  él  se  encuentran  uni- 

^das  nuestras  tradiciones,  nue^s tras  glorias,  nues- 
tras riquezas,  nuestras  artes,  y  doquiera  que  el 
hombre  marche  errante,  vuelve  con  ansia  su 
corazón  y  su  espíritu  al  suelo  que  le  vio  nacer. 
En  tierra  extraña  es  huésped,  mas  ó  menos  to- 
lerado,  mas  ó  menos  protegido;  sólo  allí  se  con- 
sidera dueño  y  señor.  Por  eso  es  que  Dios  ha 
puesto  como  un  sentimiento  poderoso  y  fecun- 
do el  amor  patrio;  la  aspiración  incesante  ha- 
cia la  tieiTa  natal;  tan  innatos  en  el  ser  civili- 
zado como  en  el  salvaje.  La  huella  de  ua  inva- 
sor en  el  territorio  nacional,  levanta  en  masa 
los  pueblos  que  sellan  con  su  sangre,  lo  que  con- 
sideran su  propiedad  sagrada.  Pueblos  salvajes 
hay,  entre  quienes  la  idea  de  propiedad  privada 
es  casi  desconocida,  y  que  sin  embargo  se  des- 
trozan  por  uu  ataque  al  territorio  común  de  la 
tñbu. 

Bajo  cualquier  punto  de  vista,  que  el  territo- 
rio se  considere j  es  de  inmensa  importancia 
El  principio  de  su  integridad  es  el  que  encabe- 
za todas  las  legislaciones  del  mundo;  y  toda 
cuestión  que  á  el  se  refiera,  es  de  decisiva  in- 
fluenciaj  como  que  toca  á  la  vida  misma  de 
la  Nación.  Bajo  el  punto  de  vista  social,  por- 
que, como  no  puede  haber  familia  sin  hogar; 
no  puede  existir  sociedad,  sin  teiTitorio;  y  su 
engi'andeci miento  ó  decadencia  hace  mas  ó 
menos  activo  el  movimiento  social.  Es,  en 
cierto  modo,  lo  que  forma  y  dá  colorido,  por 
decirlo  así,  á  la  fisonomía  de  las  sociedades: 
como  lazo  material,   como  centro  común,  que 

reúne  entre  sí  seres,  muchas  veces,  separados 

xa 
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por  diferencia  de  raza,  de  idioma,  de  religión  y 
que  agrupa  en  una  sola  asociación  civil,  por- 
que tienen  un  territorio  común. 

Bajo  el  punto  de  vista  político,  porque  su  si- 
tuación en  el  globo,  su  mavor  ó  menor  litoral, 
imprime  carácter  especial  a  la  índole  nacional, 
y  debe  tenerse  en  cuenta  para  sus  relaciones 
con  las  demás  Naciones,  para  la  marcha  que 
debe  seguir  el  Gobierno  en  la  dirección  del  Es- 
tado. 

Así,  una  Nación,  cuyo  territorio  está  enclo  va- 
do entre  el  de  otras  grandes  potencias,  adopta- 
rá una  política  distinta,  á  aquellas  que  tienen 
por  límites  los  mares,  y  que  se  enseñorean  mas 
libre  y  por  consiguiente  mas  poderosa:  aquella 
cuyo  territorio  ofrece  un  litoral  extenso  y  abier- 
to, cuidará  con  más  interés,  y  por  su  propia 
conservación  y  progreso,  de  ser  una  potencia 
marítima;  aquella  cuyo  territorio  sea  estrecho 
á  su  población,  que  la  tierra  no  baste  para  sos- 
tener á  sus  moradores,  fomentará  las  emigra- 
ciones y  tenderá  á  la  colonización. 

Bajo  el  punto  ae  vista  administrativo,  acre- 
ce la  importancia,  porque  el  territorio  es  base 
material  é  indispensable  para  la  acción  de  la 
administración  y  para  el  orden,  método  y  acier- 
to en  sus  medidas.  Así,  su  mayor  ó  menor  fer- 
tilidad, reclamará  la  protección  y  fomento  de  la 
agricultura;  sus  conaiciones  fluviales,  harán 
atender  á  la  navegación  interior;  y  en  fin,  la 
administración  tiene  el  ineludible  deber  de  es- 
tudiarlo en  sus  condiciones  mineralógicas,  fisio- 
lógicas, topográficas,  para  aplicarlas  á  la  satis- 
facción de  las  necesidades  sociales.  Por  eso  di- 
ce Colmeiro: 

Qne  el  poder  adminiatrativo  es  un  poder  doméstico,  m&s  inherente 
al  lerrítorío  de  la  Nación  que  &8us  propios  moradores. 
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Si  lo  consideramos  bajo  la  faz  económica,  es 
siempre  el  territorio  condicióa  indispensable, 
influencia  decisiva  y  de  preferente  estudio.  Su 
mayor  ó  menor  extensión,  determina  la  pobla- 
ción: sus  riquezas,  sus  productos,  las  facilida- 
des que  ofrezca  para  las  vías  de  comunicación, 
las  condiciones  favorables  para  su  exportación 
y  cultivo;  todo  esto  hará  una  Nación  más  pro- 
auctora  ó  más  consumidora;  traerá  á  sus  mer- 
cados capitales  y  acrecentará  la  vida  social 
con  activa  circulación,  aumentando  su  indus- 
tria y  su  comercio. 

Encarecida  así  la  importancia  del  territorio, 
ya  se  le  considere  en  relación  al  hombre,  como 
individuo,  ya  como  formando  nacionalidades, 
en  virtud  de  su  naturaleza  social;  reconocido 
que  es  elemento  primordial  en  la  soberanía  y 
organización  política  y  administrativa;  es  in- 
dudable, que  la  división  que  del  territorio  se 
haga,  es  cuestión  de  vital  importancia  é  inmen- 
sa trascendencia. 

División  del  territorio  y  sus  diversas  clases.  —  Se- 
gún estos  principios,  es  preciso  asentar,  como 
márima  de  Derecho  Administrativo,  que  el 
territorio  de  una  Nación,  es  la  base  de  la  forma 
administrativa;  y  á  este  respecto  debe  ocupar- 
se de  61,  mirándolo  bajo  el  aspecto  de  su  divi- 
sión, ó  sea  de  la  distribución  de  la  esfera  común 
de  la  acción  del  Poder,  que  gobierna  y  admi- 
nistra, en  diversos  círculos  parciales,  ó  lo  que 
es  i^ual,  puedf^  definiree  la  división  territonal, 
la  distribución  metódica  de  las  poblaciones  de 
todo  el  país,  precisando  sus  linderos  respectivos 
y  clasificándolas  en  diversos  grupos,  re^ciona- 
dos  entre  sí.  Así,  varias  poblaciones  forman 
uno  da  esos  grupos  que  se  nombra  comun- 
mente distrito,  ó  común;  varios  distritos,  una 
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iweva  agrupación  de  mayor  categoría,  que  í 
le  nombrarse  Provincia,  Uantón,  Condado  et 


I  sue- 

etc.,  y 

así  sucesivamente. 

lia  demarcación  territorial  es  de  varias  cla- 
ses, según  el  objeto  ó  fin  con  que  se  verifica.  La 
primera  di visón  es  la  política,  que  consid.era  el 
territorio  distribuido  en  varias  porciones,  com- 

§  pendidas  á  su  vez,  en  agrupaciones  mayor^, 
e  más  elevada  gerarquía;  en  cada  una  de  las 
cuales  existe  un  funcionario  político,  cuya  au- 
toridad se  circunscribe  á  dicha  porción.  A  esta 
división  es  á  la  que  se  acomodan  las  demás,  he- 
chas con  el  fin  de  regularizar  ciertos  ramos  del 
servicio  público.  Estas  son:  militar,  que  fija  los 
límites  dentro  de  los  que  las  autoridades  mili- 
tares ejercen  su  comisión;  la  judicial,  que  de- 
signa la  parte,  del  territorio  á  que  se  extiende 
la  jurisdicción  de  los  Jueces  y  Tribunales;  la 
eclesiástica,  sujeta  á  las  exigencias  del  Culto;  y 
la  marítima,  que  es  la  que  reclama  el  servicio 
del  mar. 

Su  dilicultad.— No  es  una  empresa  fácil,  una 
acertada  división  territorial.  La,  cuestión  es  tan 
complicada,  ofrece  elementos  tan  variables  que 
consultar;  es  tan  decisiva  su  influencia  en  los 
intereses  sociales,  que  sin  profundos  estudios 
y  sin  la  práctica  de  una  larga  experiencia  ad- 
ministrativa, se  hace  imposible  dilucidarla.  En 
primer  lugar,  depende  de  múltiples  y  valias  cir- 
cunstancias. Hay  que  atender  á  la  naturaleza 
del  terreno,  á  su  topografía,  hidrografía,  á  los 
centros  de  población  que  prasenta,  y  fisiología 
de  sus  moradores;  á  la  índole  característica  de 
éstos,  á  sus  costumbres,  hábitos  y  aptitudes. 

'En  segundo  lugar,  hay  que  estudiar  y  exami- 
nar deteQidamente  los  divers(^s  grados  de  la  cul- 
tura que  reina  entre  los  habitantes  dé  imá  íía- 
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ción.  Estudio  difícil  que  hace  conocer  necesida- 
des muy  diversas  é  intereses  aún  contradicto- 
rios. 

Hay  que  tener  en  cuenta  la  población  en  su 
masa  total  para  su  proporcional  distribución  y 
formar  el  catastro  de  la  propiedad  priyada,  des- 
de el  gran  propietario  hasta  el  humilde  obrero; 
operación  tan  inmensa  y  dificultosa,  que  aún 
hoy  mismo  las  naciones  más  adelantadas  de 
Europa,  no  han  logrado  practicarla  con  acierto 
y  resultado  positivo 

Como  se  ve,  pues,  las  dificultades  son  gran- 
des, y  más  que  una  cuestión  de  teoría  es  una 
cuestión  de  práctica,  de  aplicación,  de  estudios 
sobre  el  terreno,  digárauslo  así,  que  hace  muy 
difícil  establecer  reglas  absolutas  y  fijas.  Sin 
embargo,  la  ciencia  administrativa  ha  sentado 
ciertas  reglas  generales,  que  sin  tener  un  ca- 
rácter absoluto,  pues  la  práctica  puede  y  debe 
modificarlas,  son  de  alguna  utilidad. 

Estas  reglas  son  las  siguientes: 

l.»  Hay  que  atender  á  los  accidentes  naturales,  tanto  morales 
como  materiales,  de  tal  modo,  que  debe  unirne  lo  que  la  Naturaleza 
ha  unido,  y  separar,  en  lo  posible,  lo  que  ella  separa.  Esto  es,  no 
ir  contra  la  Naturaleza,  lo  que  en  realidad  es  prudente  y  ütil. 

Así  como  cada  Nación  se  distingue  de  las  de- 
más por  su  manera  propia  de  ser,  así  también 
las  distintas  agrupaciones  de  un  mismo  terri- 
torio, presentan  condiciones  y  caracteres  que 
nacen  de  sus  antecedentes  y  tradiciones,  de  sus 
dialectos  especiales,  de  sus  usos,  de  su  topogra- 
fía, de  sus  producciones  y  que  dan  origen  á  no- 
tables semejanzas  y  diferencias.  Es  lo  que  pue- 
de llamarse,  el  color  de  la  localidad. 

Ahora  bien,  los  pueblos  entre  quienes  se  ha- 
lla igualdad  en  estas  condiciones  y  caracteres, 
están  ligados  por  la  misma  Naturaleza;  y  de 
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allí,  cierta  comunidad  de  intereses  y  necesida- 
des. Lo  que  aprovecha  á  unos,  será  benéfico 
igualmente  para  los  otros;  de  manera  que  uni- 
dos en  una  misma  circunscripción  territorial, 
presentarán  mayores  facilidades  para  la  admi- 
nistración. Por  el  contrario,  aquellos  pueblos 
éntrelos  que  existen  diferencias  muy  marcadas, 
no  pueden  unirse  sin  graves  peligros,  pues,  esas 
diferencias  suelen  originar  antagonismos  y  ri- 
validades, que  liarán  nula  la  acción  adminis- 
trativa. 

Pero,  aquí  se  presenta  esa  inmensa  dificul- 
tad, de  que  hablamos  hace  poco,  y  que,  envuel- 
ve siempre  toda  cuestión  de  aplicación,  en  que 
la  teoría  tiene  que  atender  á  elementos  múlti- 
ples y  variados.  Cuánto  no  es  necesario  para 
poder  conocer  y  apreciar  bien,  en  toda  una  Na- 
ción, esas  diferencias  ó  semejanzas,  que  pueden 
ser,  y  son  en  efecto,  en  muchos  casos  de  mera 
apariencia  ó  proveiiiente^  de  causas  ficticias  6 
fáciles  de  remover!  Por  esto,  á  la  rerfa  ante- 
dicha se  unen  otras,  que  son  como  el  comple- 
mento de  la  primera. 

2.^  Los  términos  de  la  división  deben  ser  medianos.  No  deben  ser 
mu^  grandes,  porque  dificulta  y  aun  imposibilita  ia  acción  adminis- 
trativa que.  por  te*>er  que  ejercerse  en  un  circulo  demasiado  extenso, 
se  pierde  y  no  abarca  todas  las  necesidades  que  ciebe  satisfacer.  Los 
términos  colocados  en  los  llniit(s  de  la  diviHÍón,  escaparán  por  la 
distancia  á  esa  acción;  y  de  aquí  que  la  actividad  social  afloiráá 
los  centros  coa  detrimento  de  1;^  cultura  general. 

Es  más  importante  esta  regla  en  los  países 
que,  como  el  nuestro,  carecen  de  vías  fáciles  de 
comunicación;  pero  es^t  importancia,  no  es  tan 
grande  y  decisiva  en  aquellos  territorios  en  los 
que  los  ferrocarriles  y  telégrafos  han  borrado 
las  distancias.  Si  no  deben  ser  demasiado  gran- 
des, tampoco  deben  ser  demasiado  pequeños; 
porque  así  se  crea  agrupaciones   con  escasos 
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medios  de  vida  y  se  fracciona  demasiado  el  te- 
rritorio,  con  detrimento  de  la  unidad  y  fuerza 
de  la  Nación, 

Ijo  que  Ya  haciéndose  dem adiadamente  pe- 
queño, va  eBc^aseando  en  importancia.  Además 
hay  que  multiplicar  demasiado  los  servicios,  ya 
sean  dependientes  del  Gobierno  Central,  ya  ro- 
deados de  independencia  local;  loque  es  contra- 
rio al  principio  de  la  economía  y  sencillez  en  los 
resortes  del  organismo  gubernativo;  y  al  crear- 
se demasiadas  autoridades,  se  necesita  mayor 
número  de  hombres  ilustrados,  rectos  y  probos, 
que  por  desgracia,  no  componen  la  mayoría  en 
las  Naciones. 

3.*  Los  térininoe  deben  ser  iguales,  ó  mejor  dicho,  proporcionales. 
No  se  trata  de  una  igualdad  matemática,  que  convierta  el  territorio 
en  un  tablero  de  ajedrez,  como  en  las  posesiones  ingleso s,  en  que  ha 
dado  origen  á  monstruosas  desigua ld« des  y  notables  injusticias;  sino 
de  nna  igualdad  proporcional,  en  armonia  con  los  elementos  cons* 
ütutivos  de  la  Nación. 

Para  buscar  esta  igualdad,  se  ofrece  tres 
principios,  que  se  presentan  como  tipos  ó  me- 
didas: la  superficie,  la  población  y  la  riqueza. 
Hay  que  atender  á  estos  tres  elementos,  simul- 
táneamente, combinándolos,  porque  el  exclusi- 
vismo ó  predominio  de  uno  de  ellos,  dará  una 
igualdad  en  partes,  pero  nunca  una  verdadera 
proporción.  Además,  por  sí  solos  y  considerados 
aisladamente,  no  ofrecen  una  medida,  ni  fija,  ni 
segura.  Si  se  aiiende  á  la  superficie,  resulta  que, 
como  hay  lugares  que  en  su  territorio  alimen- 
tan mayor  número  de  habitantes,  y  por  consi- 
giüente,  más  actividad  social,  que  otros^  en  la 
igual  extensión  que  se  les  daba;  tendríamos  lu- 
gares muy  poblados,  activos  y  laboriosos,  mien- 
tras que  otros  permanecerían  incultos  y  desier- 
t<>s.  Además,  la  aglomeración  de  poblaciones  en 
un  solo  punto  del  territorio,  hace  languidecer  la 
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vida  social  y  puede  dar  origen  á  crisis  económi- 
cas, bastante  peligrosas. 

Si  buscamos  en  la  población,  la  medida,  nos 
encontramos  con  igual  ó  mayor  dificultad.  Es 
un  elemento  incierto,  que  no  tiene  fijeza  ni  per- 
manencia, sino  que  está  sujeto  á  un  movimien- 
to ascendente  y  descendente,  y  que  por  consi- 
guiente, haría  imposible  fijar  límites  ciertos  á 
cada  jurisdicción.  Esta  movilidad  continua, trae- 
ría movilidad  en  los  intereses,  destruyendo  la 
comunidad  tan  necesaria  para  la  vida  propia  de 
cada  pueblo.  Además,  la  administración  no  só- 
lo debe  tener  en  cuenta  las  personas,  sino  que 
debe  atender  igualmente  á  las  cosas,  los  obstá- 
culos naturales  entre  los  distintos  pueblos,  ha- 
rían muchas  veces,  imposible  tomar  la  pobla- 
ción como  base  de  igualdad  para  la  división  del 
territorio. 

La  riqueza,  elemento  tan  incierto  como  la 
población,  más  variable,  si  se  quiere,  más  suje- 
to á  las  alzas  y  bajas;  no  puede  adoptarse  tam- 
poco como  base  única  para  la  división.  Ahora, 
lá  qué  signo  se  atenderá  para  fijar  esa  riqueza? 
Si  al  catastro,  esto  es,  al  registro  de  la  propie- 
dad territorial,  la  división  territorial,  sería  de 
un  trabajo  inmenso  y  costoso,  aparte  de  que 
ese  catastro  es  siempre  inexacto  y  por  sus  va- 
riaciones ofrece  una  base  insegura.  Tiempo  y 
millones  costó  el  catastro  de  la  Francia,  y  hoy 
está  reconocido  que  es  completamente  inexac- 
to. Si  se  toma  por  base  la  cuota  de  las  contri- 
buciones directas,  éstas  no  expresan  la  verda- 
dera riqueza;  pues  existiendo  impuestos  indi- 
reotos,  que  en  los  pueblos  indtistriales  son  en 
mayor  número,  se  tomaría  un  dato  incompleto 
y  falso,  al  excluir  á  éstos  del  cálculo.  Sise 
atendiera  al  sistema  completo  de  contribucio- 
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nes,  resultaría  que  la  administración,  no  podría 
reformar  éstas,  según  las  necesidades  sociales, 
sin  alterar,  al  roismo  tiempo»  la  división  terri- 
torial, á  la  que  servía  de  base. 

La  consecuencia  de  este  examen,  es  que  se 
necesita  tomar  datos  de  los  tres  elementos  si- 
multáúeamente,  rechazando  el  exclusivismo, 
si  se  quiere  tener  una  división  aceptable  y  en 
armonía  con  las  exigencias  de  la  vida  de  los 
pueblos. 

4.*>  Debe  procurarse  que  las  capitales  se  encuentren  en  los  centros 
de  mayor  actividad  social. 

En  todos  los  Estados,  las  capitales  son  las 
ciudades  más  importantes  y  donde  se  concen- 
tra la  vida  social.  Es  preciso,  pues,  que  estas 
ciudades  reúnan  ciertas  condiciones.  Si  los  cen- 
tros de  la  actividad  social  no  coinciden  con  los 
centros  del  territorio,  debe  preferírselas  prime- 
ras: pues  no  siempre  son  las  ciudades  centra- 
les, las  más  importantes. 

Cuando  un  país  no  está  sujeto  á  la  centrali- 
zación administrativa,  hay  muchas  ciudades 
de  igual  importancia,  puesto  que  toda  la  vida 
del  Estado  se  euc  neutra  convenientemente  re- 
partida en  todo  el  territorio:  no  hay  concentra- 
ción en  un  solo  lugar  y,  por  esto,  mavor  facili- 
dad para  la  elección  de  las  capitales  áe  las  dis- 
tintas circunscripciones  del  terrítorio. 

Debe  procurarse  además,  que  las  capitales 
tengan  una  situación  estratégica,  que  las  pon- 
ga al  abrigo  de  una  invasión  extranjera  ó  de 
los  ataques  de  las  revokiciones. 
.  Añadiremos,  para  terminar  evStos  principios 
generales  S(J)re  división  territorial,  que  en  to- 
dos los  países  re])r(  sentativos,  toca  al  Poder  Le- 
gislativo hacer  la  división  territorial.   Pero  co- 
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mo  éste,  no  puede  apreciar,  por  sí  mismo,  las 
condiciones  especiales  j  las  necesidades  del  mo- 
mento; como  es  cuestión  de  tan  vital  importan- 
cia y  de  aplicación,  deben  el  Ejecutivo  y  las  Mu- 
nicipalidades, suministrar  todos  los  datos  ne- 
cesarios que  el  Legislativo  no  se  encuentre  en 
condiciones  de  poseer. 

Finalmente  como  principio  general  é  inva- 
riable, debe  tenerse  en  cuenta  que  la  división 
territorial  no  debe  alterarse  con  frecuencia; 
porque  esas  continuas  alteraciones  perjudica- 
rán al  servicio  público,  impidiendo  la  defi?iiti- 
va  y  completa  organización  nacional. 

Lá  reunión  ó  segregación  de  pueblos,  toca  á 
los  más  vivos  y  delicados  sentimientos  huma- 
nos. Hacer  que  se  rompa  relaciones  que  el 
tiempo  ha  cimentado:  alterar  costumbres,  que 
la  vida  diariamente  arraiga:  cambiar,  ó  modi- 
ficar, á  cada  paso,  las  esferas  de  acción  de  la 
actividad  social;  son  sacrificios  dolorosos,  que 
se  impone  y  que  deben  evitarse  á  toda  costa, 
á  no  ser  que  un  gravísimo  interés  público  lo 
exija. 

División  territorial  del  Perú.— En  un  principio, 
durante  el  coloniaje,  se  dividió  la  América  es- 
pañola en  provincias  mayores  y 'menores.  Las 
provincias  mayores  eran  P^rú  y  Nueva  Espa- 
ña, y  se  componían  de  muchas  provincias  me- 
nores, que  eran  los  distritos  de  las  Audiencias 
reales,  en  lo  judicial.  En  las  provincias  meno- 
res, había  Gobernadores  particulares  y  á  veces 
Audiencias  subordinadas;  y  en  los  demás  luga- 
res que  no  eran  cabezas  de  provincias,  se  esta- 
bleció Corregidores  y  Alcaldes  mayores.  En 
las  provincias  mayores,  el  Virrey  presidía  la 
audiencia:  en  las  menores  el  Gobernador,  Los 
Gobernadores  y  Audiencias  menores,  estaban 
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subordinados  al  Virrey,  que  era  el  jefe  de  b 
provincia  menor.  Por  esto,  el  Goberaador  dt; 
Chile  estaba  subordinado  al  Virrey  de  Lima, 
que,  dicho  sea  de  paso^  era  la  capital  de  una 
provincia  mayor  de  dilatada  extensión,  que 
comprendía  á  Charcas,  Quito  y  Tierra-Fir- 
me, 

Posteriormente,  se  erigió  otros  Virreina- 
tos  y  so  desmiuuyó  el  territorio  de  las  provin^ 
cias  mayores.  Entonces,  éstas  se  dividieron  en 
Intendencias,  con  un  funcionario  político  y  ju- 
dicial, llamado  Intendente,  que  tomaba  el  nom- 
bre de  Presidente,  donde  había  Audiencia 
subordinada  Cada  Intendencia  se  subdívidía 
en  paríidos  encomendados  á  un  Subdelegado;  y 
cada  partido,  en  Gobernaciones,  Corregimien- 
tos ó  Alcaldías,  con  sus  respectivos  funcio- 
narios. 

Proclamada  la  independencia,  Bul>rogó  al 
Virrey^  el  Presidente  de  la  República.  Ixís  In 
tendentes  se  llamaron  Presidentes  de  departa- 
mento, primeramente;  y  después,  Pi -efectos. 
Los  subdelegados,  se  llamaron  Gobernadores: 
después  Intendentes  y  por  último  Sub prefec- 
tos. Los  partidos  se  llamaron  provincias.  Por 
fin,  el  reglamento  provisorio  de  líS21,  creó,  con 
el  nombre  de  tenientes  gobernadores,  los  que 
hoy  llamamos  Gobernadores. 

Consolidada  definitivamente  la  independen- 
cia, se  entró  de  lleno  en  las  reformas  que  de- 
mandaba el  nuevo  estado  de  la  Nación.  Enton- 
ces, la  Constitución  de  lá  de  Novicml>re  de 
1823,  dividió  el  territorio  de  la  República  en 
departamentos;  éstos,  en  provincias;  las  provin- 
cias en  distritos;  los  distritos  en  parroquias, 
Esta  división  ha  subsistido  en  lo  esencial, 
habiéndose  únicamente  suprimidOj  en  lo  civil. 
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las  parroquias,  y  creado  las  provincias  litorales. 
De  manera  que  en  la  actualidad^  el  Perú  se 
divide  en  departamentos  y  provincias  litorales: 
los  departamentos  en  provincias;  y  éstas  en 
distritos. 

En  lo  judicial  está  dividido  el  Perú,  en  nue- 
ve distritos  judiciales  donde  hay  Cortes  Supe- 
riores. Dichos  distritos  son  Fiura,  que  com- 
prende el  departamento  de  su  nombre;  An- 
cachs,  comprendiendo  el  departamento  de 
Ancachs  y  las  provincias  de  Huamalíes  y  Dos 
de  Mayo,  del  departamento  de  Huánuco;  Are- 
quipa, que  comprende  el  departamento  de  su 
nombre,  el  de  Móquegua  y  las  provincias  no 
ocupadas  por  Chile  del  departamento  de  Tacna; 
Ayacucho,  con  los  departamentos  de  Ayacu- 
cho,  Apurimac  y  Huancavelica;  Cajamarca, 
con  los  de  Cajamarca,  Amazonas  y  Loreto; 
Cuzco,  los  de  Cuzco  y  Apurimac;  Libertad,  los 
de  Libertad  y  Lambayeque;  Puno;  y  Lima,  que 
se  extiende  al  Callao,  lea,  provincia  de  Huánuco 
y  el  departamento  de  Junín.  En  este  último  dis- 
trito judicial,  además  de  la  Corte  Superior,  hay 
una  Suprema,  que  es  el  primer  Tribunal  de  la 
República.  Todos  estos  distritos  se  subdividen  en 
otros  menores,  que  son  las  Judicaturas  de  pri- 
mera instancia,  y  lo  forman  las  provincias,  en 
algunas  de  las  cuales,  hay  dos  ó  más  Juzgados. 
Finalmente,  estos  distritos  menores,  se  subdi- 
vide  en  otros  distritos  mínimos,  sometidos  á 
Jueces  de  paz. 

La  demarcación  eclesiástica  está  constituida 
por  ocho  Diócesis  ú  Obispados  y  una  Arquidió- 
cesis  ó  Arzobispado.  Cada  una  de  estas  demar- 
caciones, abraza  uno  ó  más  departamentos  y 
algunas  provincias  de  otros  departamentos. 
Así,  la  diócesis  de  Chachapoj^as,  además  de  los 
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departamentos  de  Amazonas  y  Loreto,  se  ex- 
tiende á  la  provincia  de  Patáz,  del  departamen- 
to de  la  Libertad.  Las  Diócesis  están  subdividi- 
das  en  parroquias  ó  curatos,  que  son  los  distri- 
toSj  habiendo  en  algunos  dos  o  más  parroquias, 
como  en  el  distrito  de  Aecha,  provincia  de  Pa- 
ruro,  del  Cuzco,  que  tiene  las  parroquias  de 
Acchaamansaya  y  Accha-urinsaya. 

La  demarcación  marítima  se  compone  de 
circunscripciones,  llamadas  tercios  navales,  al 
mando  cada  una,  de  un  comandante  de  mari- 
na. Estos  tercios  navales  se  divide  en  capita- 
nías, que  son  puertos. 

Los  tercios  navales  son  Ancachs,  con  las  ca- 
pitanías de  Casma,  Chimbóte,  asiento  del  co- 
mandante del  tercio  naval,  Huarmey,  Santa  y 
Samanco;  Arequipa,  con  las  capitanías  de  Cha- 
la, Lomas,  Moliendo,  aliento  del  comandante,  y 
Quilca;  lea,  las  de  las  Islas  de  Chincha,  Bahía 
d^  la  Independencia  y  Pisco;  Iquitos,  con  las  de 
Intuitos,  Yavarí  y  Yurimahuas,  puertos  inte- 
riores; Lambayeque  con  las  de  Eten,  San  José, 
Islas  de  Lobos  y  Pimentel;  Libertad,  con  las  de 
Huanchaco,  Malabrigo,  Pacasmayo  y  Salaver- 
ry;  Lima,  las  de  Ancón  Callao,  Cerro  Azul, 
Huacho,  Supe  y  Tambo  de  Mora;  Moquegua, 
la  de  lio;  Piura,  las  de  Payta,  Sechura  y  Tum- 
bes: Tacna,  la  de  Arica.  Hav  además  el  apos- 
tadero naval  de  Puno,  en  el  lago  "Titicaca.^ 

Hay  también  en  la  República  la  demarca- 
ción territorial  postal,  para  el  servicio  de  Co- 
rreos, en  distritos  postales  y  éstos  en  Estafetas: 
y  la  telegráfica. 

Bajo  cualquier  punto  de  vista  que  se  consi- 
dere la  división  de  nuastro  territorio,  se  conoce 
á  la  primera  ojeada,  cuánto  dista  de  ser  arre- 
glada á  los  principios  de  la  ciencia,  ni  á  las  exi- 
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genciaa  de  nuestos  pueblos.  La  irregularidad 
que  en  ella  domina,  las  contínusis  altei-acio- 
nes  que  sufre,  su  falta  de  uniformidad  y 
armonía,  hacen  muy  necesaria  su  reforma.  La 
ley  de  Municipalidades  de  9  de  Abril  de  1873, 
que  introdujo  en  nuestra  organización  admi- 
nistrativa, si  bien  no  en  todo  su  desarrollo,  el 
sistema  de  descentralización;  que  abrió  á  la  vi- 
da de  los  pueblos  una  aurora  de  progreso,  por 
desgracia  fugitiva;  que  creó  nuevos  derechos  y 
nuevos  intereses  para  esos  pueblos,  dándoles 
existencia  propia;  esa  ley  hizo  por  un  instante 
más  imperiosa  la  reforma,  más  urgente  el  cam- 
bio^de  la  actual  división,  con  otra  que  estuvie- 
ra más  en  armonía  con  las  exigencias,  con  las 
nuevas  necesidades  que  la  ley  creaba.  Sin  em- 
bargo, no  se  hizo  así,  no  obstante  de  haber  teni- 
do dicha  ley,  una  vida  casi  de  siete  años;  corta 
para  que  produjera  sus  efectos,  por  la  natura- 
leza del  sistema  que  implantara,  pero  suficien- 
te para  armonizar  el  país  con  la  nueva  crea- 
ción, iniciando  las  reformas  que  imperiosamen- 
te demandaba. 

Muchas  y  muy  poderosas  son  las  razones  que 
manifiestan  lo  malo  de  nuestra  división  territo- 
rial; pero  ni  la  extensión,  ni  la  naturaleza  del 
presente  curso;  nos  permiten  tratar  la  materia 
con  toda  la  atención  aue  demanda.  Es  un  estu- 
dio de  aplicación  y  de  práctica,  que  no  puede 
introducirse  en  el  dominio  de  una  ciencia,  ni 
ser  tratado  en  una  Cátedra,  sino  de  una  mane- 
ra muy  suscinta  y  como  de  paso. 

Desae  luego,  en  nuestra  división  temtorial 
se  ha  establecido  una  confusión  lamentable, 
uniendo  en  un  mismo  departamento,  pueblos 
de  elementos  y  situación  muy  diferentes.  Todos 
saben  que  los  Andes,  al  atravesar  nuestro  suelo, 
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\\o  diríden  en  tres  zonas  ó  regiones  muy  íli^tín* 
tas-  Los  habitantes,  las  producciones,  la  natu- 
raleza del  clima,  la  riqueza,  la  actividarl  social, 
las  necesidades,  las  ra^^as  y  hasta  el  idioma  y 
rías  costumbres,  son  diversas  del  uno  al  otro  la- 
do de  la  Cordillera.  Estas  diferencias  proíun- 
das,  porque  son  esenciales,  no  podrán  desapare- 
cer fácilmente,  ni  ser  borradas  por  el  trabajo 
del  Legislador,  desde  que  la  fusión  de  elemen- 
tos tan  heterogéneos,  no  se  verifica  sino  con  el 
trascurso  de  los  siglos.  Nada  más  contrario  á 
los  principios  científicos,  á  las  necesidades  y  as- 
piraciones del  país,  y  por  consiguiente,  nada  más 
perjudicial  para  su  progreso,  que  el  unir  en  un 
solo  departamento,  y  aún  en  una  sola  provin- 
cia, pueblos  qiie  unos  están  en  la  costa  y  otros 
en  la  sierra,  ror  mucha  que  fuera  la  actividad 
administrativa,  por  muy  extensa  que  sea  la  ac- 
ción que  desarrolle,  no  podrán  estar  nunca  bien 
administrados,  pueblos  que  tienen  obstáculos 
materiales  tan  poderosos,  que  dificultan  la  co- 
municación entre  sí;  necesidades  varias  y  has- 
ta divergentes;  intereses  locales,  muchas  veces 
encontrados,  y  que,  sin  embargo,  se  compren- 
de en  una  sola  jurisdicción  administrativa  y 
política,  porque  forman  una  sola  demarca- 
ción. 

Nada  más  se^iro  y  racional,  que  si  la  natu- 
raleza ha  dividido  al  Perú  en  tres  regiones:  la 
cisandina,  la  andina  y  trasandina,  todas  distin- 
tas en  clima,  topografía,  población,  usos  y  ri- 
?[uezas;  si  la  Naturaleza  ha  derramado  con  pro- 
usión  en  nuestro  territorio,  los  límiies  natura- 
les, como  si  se  nos  marcara  de  antemano  el  mo- 
do como  debía  ser  dividido;  nada  más  seguro  y 
racional,  decimos,  aue  seguir  esta  división;  que 
consultar  ese  gran  libro,  cuyas  páginas  tan  cía- 
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ro  nos  hablan;  y  no  que,  despreciando  los  datos 

Í  lecciones  á  que  primero  debe  atendei-se,  se  ha 
echo  una  confusión  de  los  elementos  mas  di- 
versos, uniendo  lo  que  por  sí  estaba  separado  y 
separando  lo  que  estaba  unido.  En  nuestra  di- 
visión, no  se  fia  tenido  en  cuenta,  ni  la  pobla- 
ción, ni  el  suelo,  ni  eí  clima,  ni  los  productos,  ni 
las  afinidades  de  los  pueblos  entre  sí;  ninguno 
de  los  datos  que  suministra  la  naturaleza  ni  los 
que  se  desi)renden  del  estudio  de  la  sociedad.  Se 
atendió  únicamente  á  la  rutina  de  la  tradición, 
olvidando  el  movimiento  progresivo  de  los  pue- 
blos que,  por  lento  que  sea,  muda  y  transforma 
las  sociedades  de  una  época  á  otra  época. 

Concretándonos  á  analizar  científicamente 
nuestra  división,  nos  encontramos  con  que  no 
solo  se  desatiende  la  naturaleza  y  la  sociedad, 
sino  también,  que  no  hay  un  justo  medio  en 
nuestros  términos.  En  efecto:  hay  una  despro- 
porción tal,  que  hay  unos  con  inmensas  exten- 
siones de  territorio,  y  otros,  circunscritos  á  un 
corto  y  reducido  espacio;  y  esto,  sin  guardar  ar- 
monía con  la  población,  ni  con  la  actividad  so- 
cial, ni  con  la  riqueza.  Hay  departamentos  que 
cuentan  un  gran  número  de  provincias,  con 
mavor  de  distritos,  y  ni  son  los  más  poblados, 
ni  a  los  que  concurre  mayor  movimiento  so- 
cial mientras  que  otros  hay,  que  apenas  abar- 
can una  ó  dos  provincias,  y  son,  sin  embargo, 
más  poblados,  más  industriosos,  más  ricos  que 
los  primeros. 

Otro  gravísimo  inconveniente  es,  que  en  al- 
gunos departamentos,  la  situación  délas  capita- 
les es  tan  imperfecta,  que  cuando  una  agit^cióii 
surge  en  una  provincia  lejana,  más  fácü  es  acu- 
dir á  la  capital  de  la  República,  que  á  la  del  de- 
partamento; como  sucedió  en  un  motin  de  Pan- 
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nacochoB,  proyincia  del  departamento  de  Aya- 
cocho,  no  obstante  que  no  está  situada  carca  de 
Lima* 

La  adrainistración  de  justicia,  la  administra- 
oión  local,  la  política,  no  pueden  píxxlucir  nin- 
gún buen  resultado,  desde  que  les  falta  la  base 
para  una  buena  fijación  de  atribuciones,  para 
una  determinación  clara  de  facultades,  para 
atender  verdaderamente  los  servicios  que  es^ 
administraciones  desempeñan;  y  asa  base  nx) 
puede  ser  otra,  que  una  buena  demarcación 
territorial.  Sin  ésta,  tanto  padecen  los  intereses 
de  los  particulares  individualmente,  como  los 
intereses  de  la  administración. 

Además,  sería  de  desear,  que  los  Congresos, 
encargados  de  la  división  y  demarcación,  por 
Ifts  Constituciones,  se  sujetaran  á  un  plan  fijo 
y  uniforme,  aplicable  á  toda  la  Nación,  y  no  se 
entregaran  á  dar  ese  cúmulo  de  leyes,  que  ma- 
ñana t^haeen  lo  que  ayer  fijaron;  que  va 
crean  disitírífcQ6i  ya'  provincias;  ya  elevan  á  vina 
un  caaeTÍo:  á  ciudad  una  villa,  ya  señalan  estos 
limites,  ya  los  extienden  más;  ora  segregan 
pueblos  de  una  provincia,  mañana  los  vuelven 
á  unir;  en  fin,  establece  un  tejer  y  destejer,  di- 
gámoslo así,  que  imposibilita  toda  estabili- 
dad, todo  orden,  todo  progreso. 

Resulta  de  este  suscmto  análisis,  que  nuestra 
división  territorial  es  bastante  imperfecta  y  no 
llena  las  exigencias  de  una  buena  administra- 
ción, ni  las  necesidades  de  una  sociedad. 

Funcionarios  políticos. — Ya  sabemos  que  la  Ad- 
ministración Central  tiene  agentes  en  las  di- 
veí-sas  demarcaciones  del  territorio,  para  la  eje- 
cución délas  leyes,  conservación  del  orden  pú- 
buco  y  cumülinotiento  de  la»  saitenqiaá  del 
Pod€ar  J^údidal.  Estos  agentas  se  nombran,  fun- 

14 
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cionarios  políticos,  y  son  los  Prefectos,  que 
están  al  frente  de  los  departamentos;  los  Sub- 
prefectos,  dependiendo  de  los  Prefectos  y  que 
mandan  en  las  provincias;  Gobernadores,  que 
ejercen  el  poder  en  los  pueblos  de  más  de  tres- 
ciento  habitantes.  Los  que  tengan  un  número 
menor,  dependen  del  distrito  más  próximo. 

Juramento.— Se  da  esie  nombre  ala  invocación 
que  se  hace,  tomando  á  Dios  por  testigo,  para 
asegurar  que  se  cumplirá  una  cosa,  ó  para  afir- 
mar ó  negar  un  hecho. 

Nuestra  Constitución  obliga  á  prestar  "jura- 
mento á  todos  los  funcionarios  públicos  (artí- 
culo 12);  y  la  ley  relativa  á  la  organización  in- 
terior de  la  República,  prescribe  en  su  artículo 
7.^  que  todos  los  funcionarios  políticos  deben 
prestar  juramento,  antes  de  tomar  posesión  de 
su  cargo. 

Losl^efectos  y  Subpref ectos  prestan  jura- 
mento ante  la  Corte  Superior  del  Departamen- 
to en  que  deben  ejercer  sus  funciones,  á  no  ser 
que  estén  especialmente  autorizados  para  ha- 
cerlo ante  otra  autoridad  ú  otro  Cuerpo  consti- 
tuido. Los  Gobernadores,  ante  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  de  la  provincia,  ó  ante  un  Juez 
de  Paz,  delegado  al  efecto. 

La  necesidad  del  juramento,  para  el  ejercicio 
de  los  cargos  públicos,  está  controvertida.  Unos 
sostienen,  y  con  razón,  que  no  hay  necesidad 
del  juramento,  para  cumi)hr  una  obligación 
futura,  si  el  hombre  es  de  bien;  y  que  si  no  lo 
es,  nada  le  importará  haber  hecho  una  prome- 
sa, por  solemne  que  sea,  para  dejar  de  hacer  ó 
para  ejecutar  lo  mejor  que  le  parezca.  Ade- 
más, en  los  cargos  públicos,  puede  muy  bien 
suceder,  que  se  haga  imposible  el  cumplimien- 
to de  alguna  de  las  obligaciones  que  uno  se  ha 
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impuesto,  por  circunstancias  imposibles  de  pro- 
veer; y  en  este  casoj  no  debe  ponerse  aun  hom- 
bre de  honor,  en  la  dura  condición  detener  que 
violar  una  promesa  que  hizo  con  ánimo  de 
cumplir.  Por  otra  parte,  el  nombre  de  Dios,  es 
tan  grandioso  y  sagrado,  que  no  debe  hacérse- 
le descender  para  tomarlo  como  testimonio  en 
los  pequeños  actos  de  la  vida  humana,  entre- 
gándolo así  á  la  fragilidad  inherente  á  ella. 

Creemos,  pues,  el  juramento  enteramente 
inútil,  y  que  debiera  desterrársele  de  nuestras 
leyes. 

Todas  las  Constituciones  han  sido  juradas  y 
todas  han  caído;  todas  las  leyes  se  juran  cum- 
plir y  las  leyes  se  infringen  todos  los  días. 

Sin  embargo,  algunos  sostienen  la  necesidad 
del  juramento,  alegti,ndo  que  él  es  un  lazo  po- 
deroso que  liga  al  funcionario  al  cumplimiento 
de  sus  deberes;  que  la  solemnidad  de  ese  acto, 
en  el  que  se  toma  á  Dios  por  testigo,  hace  más 
serio  y  fuerte  el  compromiso  que  se  contrae; 
que  el  temor  de  Dios  es  innato  en  todos  las  co- 
razones, y  que  por  miedo  de  ofenderlo,  el  hom- 
bre se  obliga  má^  á  cumplir  el  deber  contraído. 
Estas  y  otras  razones,  que  se  alegan  en  favor 
del  juramento,  nada  dicen  en  realidad.  O  el 
funcionario  que  jura,  es  hombre  de  honor  y  de 
conciencia,  y  en  ese  caso  el  juramento  es  inútil 
porque  está  demás;  ó  es  un  malvado  ó  sólo  un 
poco  escrupuloso,  y  entonces  el  juramento  es 
también  inútil  porque  se  convierte  en  una  irri- 
sión. 

Sea  de  ello  lo  que  fuere,  la  cuestión  no  es  de 
importancia:  admítase  ó  suprímase  el  juramen- 
to, creemos  que  poco  importa.  El  se  reduce  á 
una  fórmula,  y  una  ceremonia,  que  puede  ad- 
mitirse como  una  manifestación  ó  del  senti- 
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miento  religioso,  que  poiie  actos  importanltes 
de  la  vida  social,  bajo  la  advocación  déla  Divi- 
nidad. 

Atribuciones  de  los  fanelonarios  politieos.— Sqü  de 
dos  clases:  las  comunes  á  todos  ellos,  y  las  es- 
peciales a  cada  uno,  según  su  rango  y  catego- 
ría. 

Las  atribuciones  generales,  comunes  á  todos 
los  funcionarios,  son: 

1.*  Como  agentes  de  ejecución,  les  corresponde  vigiar  por  éí  exac- 
to oampUmiento  de  la  Constitución,  de  las  leyes  y  resoluciones  del 
Congreso;  de  los  decretos  y  órdenes  del  Ejecutivo;  y  velar,  porque 
sus  subordinados  cumplan  exactamente  sus  deberes  (articulo  10  de 
la  ley  de  17  de  Enero  de  1857.) 

Hacer  cumplir  las  sentencias  y  providencias  de  los  Tribunales  y 
Juzgados  (articulo  11.) 

Como  encargados  de  la  seguridad  de  sus  res- 
pectivas circunscripciones,  les  toca: 

Velar  por  la  conservación  del  orden,  tranquUidad  pública  y  segu- 
ridad de  las  personas  y  de  sus  bienes  (articulo  9.) 

Para  esto  la  ley  confiere  las  siguientes  atri- 
buciones: 

1.*  Ordenar  que  se  persiga  y  aprehenda  álos  malhechores  j  ban- 
didos, disponiendo  de  la  fuerza  armada  que  se  halle  en  su  territorio; 
y  6i  estuviesen  en  lugares  transitables,  dar  al  público  los  avisos  res- 
pectivos para  que  se  evite  el  peligro  (articulo  12.) 

2.*  Disponer  lo  conveniente,  para  que  sean  aprehendidos  dentro 
de  su  territorio,  los  delincuentes  refugiados  en  él  que  dependan  de 
otra  autoridad,  &  cuya  disposición  deberán  ponerlos,  previo  el  reque- 
rimiento respectivo  (articulo  18.) 

8.*  Cuidar  particularmente,  de  que  en  las  poblaciones  no  existan 
vagos,  ni  mal  entretenidos;  debiendo  considerarse,  como  tales: 

1.*  Los  que  no  tengan  oficio,  ocupación  ó  modo  de  vivir  honesto 
y  conocido; 

2.»  Los  que  tengan  hábito  de  frecuentarlas  casas  de  juego  ó  de 
entregarse  á  la  embriaguez; 

S."*  Los  hijos  de  familia  oue  viviendo  k  expensas  de  sus  padres,  ó 
subsistiendo  de  bienes  que  nubieran  heredado,  vivan  en  ociosidad  y 
abandono  fuera  de  su  casa  ó  de  las  de  sus  curadores; 

4.<*  Los  que  no  tengan  domicilio  conocido; 

6.**  Los  que  no  teniendo  impedimento  físico  ó  moral  para  teii^r 
ocupación,  se  dedican  á  pedir  limosna. 

6.*  LoftBienestralee  6  artesano^  que  dejan  de  trabajar  por  desidia 

por  vicio; 
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7.*  Lo»  man^Meroe  que  am  licencia  corresiK»adien te,  aodu viajen 
pidiendo  limosna; 

De  esta  atribución  ñas  ocuparemos  más  es- 
pecialmente al  tratar  de  la  vagancia. 

Además,  tienen  la  obligación  los  f uncionariotí 
políticoB  de  cuidar  de  la  salubridad  públicaj  ha- 
ciendo observar  el  reglamento  de  este  ramo 
(artículo  15)  y  de  dirigir  con  el  informe  respec- 
tivo á  la  autoridad  superior  de  quien  dependan, 
los  expedientes  que  se  eleven  por  su  conducto, 
conforme  á  las  leyes. 

Para  asegurar  mejor  la  responsabilidad  de 
los  funcionarios  políticos,  la  ley  les  impone  la 
obligación  de: 

"Observar  las  órdenes  superiores  que  se  les 
comunique,  bajo  su  responsabilidad,  en  los  ca- 
sos siguientes:" 

1.*  Cuando  la  orden  superior  sea  opuesta  á  la  Constitución  y  á 
las  leyee; 

2.*  Cuando  no  haya  sido  comunicada  con  las  formalidades  que  la 
ley  requiere; 

S.**  Cuando  de  su  ejecución  se  teman  ó  resulten  males  de  g^ vedad 
que  no  se  hayan  podido  preveer  por  el  superior  (articulo  17.) 

"Si,  á  pesar  de  las  observaciones,  insistiese  el 
superior  en  la  ejecución  de  la  orden  que  ha  da- 
do mérito  á  ellas,  el  inferior  la  cumplirá  inme- 
diatamente, ó  dejará  el  puesto  al  llamado  por 
la  ley;  salvo  el  derecho  de  elevar  su  queja  á 
quien  corresponda  [artículo  18.]" 

'*Como  agentes  de  trasmisión,  los  funciona- 
rios elevarán  precisamente  al  Superior,  las  re- 
clamaciones que  hagan  los  ciudadanos  del  te- 
rritorio de  su  comprensión,  cuando  no  estén  fa- 
cultados para  resolverlas  [artículo  21.]" 

"Finalmente,  cumplirán  todos  los  deberes  de 
otro  género  que  las  leyes  les  impongan,  [artí- 
culo 20.]" 

Bestriccion^s.— Todos  los  funcionarios  están  su- 
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jetos  á  ciertas  restricciones,  que  limita  la  esfe- 
ra de,  acción  que  les  compete. 
Son  las  siguientes: 

l.»  La  respoDsabilidad  de  su  conducta  administrativa  ante  Um 
Tribunales  y  Juzgados,  en  la  forma  que  sefialan  la  Constitución  y 
las  leyes; 

2.  •  Osan  de  hecho  por  la  terminación  de  su  período,  6  durante 
éste  por  remoción  ó  traslación,  pues  son  amovibles  en  cualquitír 
tiempo,  con  arreglo  á  la  ley  (articules  19,  va  y  33.) 

8."  No  podrám  ejercer  otras  atribuciones  que  las  designadas 
por  las  leyes. 

4.*  Siempre  que  en  los  negocios  de  policia  urbana  ó  rural,  se  mío- 
cite  cuestiones  de  interés  privado,  de  particular  á  particular,  en  qoe 
pueda  recaer  una  resolución  que  confiera  derechos  á  una  de  las  par- 
tes, y  obligaciones  4  la  otra,  deberán  remitirlas  al  Juez  competente, 
[artículo  26.] 

5.»  Les  esta  prohibido  enviar  comisionados  á  costa  de  los  pue- 
blos, ó  de  individuos  particulares,  aím  en  asuntos  de  servicio;  de- 
biendo para  ello  entenderse  con  las  autoridades  legalmente  consti- 
tuidas (articulo  20.) 

6.»  No  puede  delegar  sus  funciones,  lo  que  es  un  principio  gene- 
ral de  Derecho  Administrativo  y  que  la  ley  sanciona  diciendo: 

La  autoridad  de  los  funcionarios  políticos  no  recaerá  en  caso  de 
impedimento,  sino  en    las  personas  llamadas  por  la  ley. 

7.*  No  pueden  cobrar  derechos  por  las  actuaciones  ó  providencias 
^ue  expidan  en  cumplimiento  de  sus  deberes;  y  tampoco  permitirán 
a  los  subalternos  este  abuso; 

H.^  Les  es  prohibido  celebrar  transaciones  sobre  bienes  fiscales  ü 
otros  públicos,  que  estén  bajo  su  administración  é  inspecoite. 
rarticulos27,  28y  2;).] 

Esta  última  restricción    está  ampliada  en 
nuestro  Código  Civil,  que  dispone: 

Que  no  pueden  comprar  por  si  ni  por  medio  de  otro,  los  bienes 
situados  en  el  territorio  de  su  mando,  y  cjue  sean  nacionales,  de 
Bent-ficencia,  do  instrufción  pública.  Municipalidades,  de  comuni* 
dades  civiles  6  religiosas  v  demás,  cuya  conservación  esté  directa  ó 
indirectamente  á  su  cuidado,  rá  los  inmuebles  de  particulares  que  se 
vendan  en  Bubasta. 

Si  hacen  la  compra,  pierden  el  precio  á  favor  de  la  Beneficencia 
del  lugar  (articules  18l8  y  1340  Código  Civil.) 

Prefectos— Los  Prefectos  son  los  más  elevados 
agentes  del  Ejecutivo,  encargados  del  mando 
político  de  un  departamento  ó  provincia  lito- 
ral. Corresponden  á  los  Intendeirttes  creados  por 
el  Gobierno  español,  aunque  no  tienen  todas 
las  facultades  de  aquellos.    Después  de  precia- 
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mada  la  independencia,  se  cambió  el  nombre 
de  Intendente  con  el  de  Presidente  de  departa- 
raento.  [Reglamento  provisorio  de  Febrero  12 
de  1821.]  .         ,        , 

Posteriormente   se  introdujo  el  nombre  de 

En  1836,  se  crearon  las  provincias  litorales  y 
el  funcionario   político  que  mandaba  en  ellas 
igual  en  rango  y  calidad  á  los  Prefectos;  tomó 

>       el  nombre  de  Gobernador  Litoral,  que  duro 
hasta  la  Constitución  de  1856,  que  hizo  general 

!       el  nombre  de  Prefecto,  tanto  para  los  jefes  de 
los  departamentos,  como  para  los  de  las  pro- 

I        vincias  litorales. 

Sna  atribuciones  especinles  — Las  atribuciones 
que  corresponden  á  los  Prefectos,  corno  agentes 
de  ejecución  de  las  leyes  y  actos  del  poder,  son: 

"Expedir  en  el  tiempo  que  corr&sponda,  las 
órdenes  para  que  se  verifiquen  las  elecciones  de 
Presidente  de  la  República,  de  Representantes, 
(le  funcionarios  municipales  y  de  todos  los  de- 
más que  la  ley  declara  sometidos  á  la  elección 
popular"  [artículo  34. ] 

"Excitar  á  los  Tribunales  y  Juzgados  de  sus 
departamentos,  nara  la  pronta  admmistración 
de  iusticia,  cuidando  de  que  concurran  a  su 
despacho  diario  á  las  horas  designadas  por  sus 
reglamentos  especiales."  [artículo  76.] 

"Dar  las  providencias  correspondientes,  para 
la  custodia  y  manutención  de  los  individuos 
detenidos  ó  presos  en  las  casas  de  segundad 
Diíblica  haciendo  que  se  observen  las  disposi- 
ciones y  reglamentos  que  rigen  en  el  particu- 
lar" [artículo  57.] 

Como  Jefes  Superiores  del  Departamento: 
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"Tienen  bajo  su  autoridad  á  todos  los  funcio- 
narios de  cualquiera  clase  ó  condición  que  sean, 
en  lo  relativo  á  la  seguridad  y  orden  público:^ 
(artículo  48.) 

*Tueden  modificar  ó  revocar,  conforme  á  las 
leyes,  los  actos  de  los  funcionarios  políticos,  que 
estén  bajo  su  dependencia''  [artículo*  66.] 

"Corregir  verbalmente  las  faltas  leves  d^ 
servicio,  en  que  incurran  los  funcionarios  de  su 
dependencia,  y  dar  parte  de  las  graves,  á  los 
Jueces;  poniendo  á  su  disposición  á  los  culpa- 
bles y  dando  cuenta  al  Gobierno."  [artículo  67.] 

"iNombrar,  provisionalmente,  los  empleados 
subalternos,  cuya  dotación  no  exceda  de  cua- 
trocientos pesos  dando  cuenta  al  Gk>bierno  para 
su  aprobación  (artículo  59);  y 

"A  los  Gobernadores  de  distrito  con  arreglo  al 
artículo  101  de  la  Constitución  de  1856.'' 

"Informar  al  Gobierno,  anualmente,  de  los 
individuos  que  por  su  talento  y  servicios  me- 
rezcan que  se  les  tenga  presenta  para  proveer 
los  empleos  civiles  ó  eclesiásticos."  [artículo  61.] 

'^Conceder  licencia  á  los  empleados  civiles 
para  que  puedan  ausentarse  de  sus  oficinas  por 
el  término  de  un  mes."  (artículo  64.) 

"Poner  el  cúmplase  á  los  titulas  ó  despachos 
de  los  empleados  que  deben  ser  pagados  por  la 
Tesorería  departamental. 

Con  respecto  á  las  relaciones  de  la  Iglesia 
con  el  Estado,  la  ley  encomienda  á  los  Prefec- 
tos las  siguientes  atribuciones: 

1.^  Dar  cuenta  al  Gobierno  de  los  nombramientoe  que  ha^n  los 
Prelados  y  Cabildos  Eclesiásticos  para  Provisores  y  Vicarios  t -apitu- 
lares,  informando  sobre  las  cualiaades  de  los  nombrados,  sin  perjui- 
cio de  que  los  Obispos  avisen  también  directamente  al  Gk)biemo,* 
para  su  aprobación»  como  está  mandado  por  leyes  vigentes  [articulo 
49.]  ' 
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F,*  Cuidar  de  que  lo$t  PretadoB  j  Oabikiog  Eclr^BÍásitco»  no  intro- 

iMlllU}T«dadea  en  la dÍBcl|ilitia  exterior  Je  ía  I{^íetíui«  ni  u^sur^i^ii 

^    t  pall^CMiAto^  nJlasregaJiaanJ^cionaled,  v^ }ior Can ü q los  á  que  desistan , 

•Hígado  ei  CiE^io;  y  aino  disaistíerett ,  darán  cuanta  de  13 lio  al  Gobi^no 

ocHi  ©i  ejtf>edienfce  que  acredite  el  hecho  [articulo  50.] 

3»*  Impedirán  que  aa  ha^u   Ui^  alguno  átí   Hreves.    Bulas  ó  Res- 

I  criptod  PontiÜcioB»  aíu  que  liayan  obtenido  antes  el  [jaao  del  Gobier- 

no,  conforma  á  la  ConBtitüCÍ6n  Cartíüulü  51,) 

4.^*  UÍTiirir  al  Gobierno,   con  au  i u forme,  laíi  nómÍMas  que  íes  pufle 

l^  Diocesano   para  la  provisión  de  curutüüi:   procederán  del  mijimo 

modo  can  lois  expedientea  que  se  organice  para  la  divíaiíjn  ile  ^>arrü- 

qutaa*  ex<;eptuandose  de  eaU  diapoáición  la  capital  d*^  la  Eepublit'a 

i«rttc\üo5lj 

fí*^  Excitar  el  oelo  del  Diocesano  para  corregir  los  desordenes  que 

^  00  Aole  en  I9H  caaaa  de  I09  re^^ulares,  y  para  ijue   no  se  ocupen  de 

*  iNmntos  ajenos  k  su  mínií^terio:  toma  rulo  igual  medida  en  cuanto  al 

cletQ  se«ular  (artículo  5Ji- ) 

B-"  ÉJtJ^ríiue  los  curaa,  cuando  ^an  prüíaovidoB  á  otras  jjajrro- 
t^nias^  dejen  un  inventario  de  loa  bienes  de  la  Iglenía  (arlirulo  .'H*) 

Relativamente  á  los  intereses  sociales  de  su 
departamento;  la  ley  de  Eneró  de  1857,  les  im- 
pone estas  obligaciones: 

%»•  Cmdtit  de  que  en  las  Universidades  ó  Colegicis  m  obMf  ve  mis 
ealatvtoe;  de  que  sea  efectiva  la  ensefiansd,  y  de  que  Jas  rentos  se 
administren  con  exactitud  y  pureza  (articulo  55  ) 

%,*  In^pecdodar  ei  ramo  de  Córreos  y  celar  el  mejof  seitvi^io  de 
la» poetas,  v  que  las  correspondencias  giren  con  seguridad  y  rapi- 
dez  (articulo  58.  D 

Sj*  Proteser  la  libertad  de  impreata^ypára  repríittír  ¿usíábusbs, 
requerir  al  Fiscal  ó  al  Agente  Fiscal  del  departamento^  panuque  da^- 
nuncié  los  escritos  que  atacaren  la  moral  y  el  orden  público  (articu- 
lo «3.0 

á."  Cuidar  de  la  conservación  de  loe  monumentos  públicos»  v  de 
lAB  antig&ediides  del  pais,  haciendo  responsables  á  los  que  los  dete- 
rioren o  destruyBn  C  articula  f8.0 

Él  artículo  55  relativo  á  Instrucción  esta  hfoy 
subrogado  por  el  Reglamento  vigente. 

Además  de  las  anteriores,  tienen  los  Píefec- 
tos  las  siguientes  atribuciones: 

1.*  Fíacer  dar  á^  los  Representantes  el  legiiaje  y  la  rnátada  aátetan- 
twAt  (hoy  no  la  ha^)  de  qoe  se  encarga  la  ley.eomntiieande  úi  ¥óde(t 
Ejecutivo  las- causas  que  hubieren  retardado  su  marcha. 

2:"  Oír  al  Fidctrb  ó  Agente  Fiscal,  en  los  casds  árduotf,  siem^^re'qué 
se  les  disputó  6  niegue  su  autoridad,  para  el  conociouento'de'aljgikti 
necD^cio. 

3>  PédSr  dírectamétíte  de  las  oflcinas*  generales  d&  lá  República, 
\e§f4aisoBqffíeoKtak  absolutamente  neceaoorios  para  ei< servida; . 

4.*  Contratar  de  acuerdo  con  los  administradores  de  Tesorería,  el 
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arrendamiento  de  un  local  aparente  para  su  despacho,  cuando  no 
lo  haya  de  propiedad  inacion^ 

5.*  Pers^uir  los  fraudes  que  se  cometa  en  la  recaudación  de  las 
rentas  nacionales,  librando  las  órdenes  conducentes  áeste  objeto  j 
sometiendo  &  los  culpables  &  la  disposición  de  los  Jueces  respecti- 
vos. 

6.«  Inspeccionar  las  labores  de  las  oficinas  de  Hacienda,  &  ñn  de 
que  el  servicio  se  haga  con  exactitud  y  se  evite  el  retardo  én  loe  ne- 
gocios sometidos  á  su  conocimiento 

?.•  Presidir  las  Juntas  de  Almonedas  de  bienes  fiscales  del  depar- 
tamento,  dando  cuenta  al  Gk>biemo  de  los  remates  que  se  hicieren, 
con  los  espedientes  de  la  materia,  para  su  arobaclón. 

8.»  Mandar  imprimir  y  circular  en  los  departamentos,  el  manifies- 
to mensual  de  los  ingresos  y  egresos  de  las  Tesorerías. 

9.<»  Cuidar  de  que  los  Subpref ectos  al  dejar  sus  destinos,  entreguen 
por  inventario  el  archivo  de  su  Secretaría  y  todos  los  documentoa 
oficiales  de  su  cargo;  y 

10  .•  Cuidar  de  que  los  jefes  de  las  oficinas  de  Hacienda,  remitan 
anualmente,  y  en  los  plazos  señalados  por  la  ley  las  cuentas  al  Tri- 
bunal Mayor,  para  su  juzgamiento. 

"Eesidencia-Visita  territorial— Deben  residir  or- 
dinariamente en  la  capital  del  departamento;  y 
deberán  visitarlo  una  vez,  durante  el  período 
de  su  mando,  para  conocer  sus  necesidades; 
examinar  si  las  leyas  se  observan  puntualmen- 
te; oír  las  quejas  que  se  dirijan  contra  f uncio- 
naric«  públicos;  y  promover  cuanto  pueda  con- 
tribuir al  progreso  de  las  provincias  de  su 
departamento,  y  al  de  sus  intereses  materiales; 
dando  cuenta  al  Gobierno  y  á  la  Junta  depar 
tamental  [cuando  la  había]  del  resultado  de 
la  visita,  [artículo  351,  ley  de  Enero  de  1857.] 

En  esta  visita  deben  llevar  á  su  Secretario, 
á  lúa  ayudantes  v  amanuenses,  sin  gravar  á 
los  pueblos  ni  á  las  autoridades  locales  [ar- 
tículo 36.] 

Además  de  la  visita  ordinaria,  deberán  tras- 
ladarse á  cualquier  punto  del  territorio  de  su 
departamento,  siempre  que  se  halle  alterado  el 
ord^^  ó  que  tengan  un  fundado  motivo  para 
creer  que  se  trate  de  altei-arlo.  [artículo  47.  J 

Nombramiento  y  calidades.— La  Constitución  del 
56,  daba  ingerencia  á  las  Juntan  Departamen- 
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tales  y  á  las  Municipalidades,  en  el  nombra- 
miento de  los  funcionarios  políticos.  Así,  los 
Preftx^toe  y  Sub-])rpfectos  so  nombraban  á  pro- 
puesta de  las  Mnniripalidades.  Consecuente 
con  esta  Constitución,  la  ley  <1b  Enero  de  1857, 
indicaba  que  los  Prefectos  debían  ser  nombra- 
dos por  el  Grobierno,  á  propuesta,  en  terna  do- 
ble, ae  la  Junta  Departamental,  en  la  cual  no 
podía  incluir  sino  tres  vecinos  del  departamen- 
to [artículo  80.]  Pero  suprimidas  los  Juntas 
Departamentales,  y  reformada  la  Constitución 
del  56,  por  la  de  1860,  el  nombramiento  de  los 
Prefectos  se  hace  directamente  por  el  Poder 
Ejecutivo. 

El  antiguo  sistema  de  elección  de  los  funcio- 
narios políticos,  era  el  más  conforme  con  los 
principios  del  Gobierno  representativo,  demo- 
crático. Era  un  medio  de  transición  del  Esta- 
do cpntralizador,  reminiscencia  del  régimen 
alDsolutista,  que  lucha  con  las  tendencias  de  la 
época  moderna,  al  Gobierno  verdaderamente 
democrático,  á  la  única  fórmula  posible  del 
progreso:  el  Gobierno  del  pueblo  por  el  pueblo. 
Nada  más  justo  y  natural,  que  si  no  había  lle- 
gado la  época  de  la  autonomía  y  verdadera 
libertad  de  las  divisiones  del  territorio,  se  les 
diera,  siquiera  la  ingerencia  en  la  elección  de 
los  que  iban  á  regir  sus  respectivos  intereses; 
desde  que  ellos,  por  medio  de  sus  funcionarios 
populares,  son  los  únicos  que  pueden  apreciar 
el  mérito  de  las  personas,  que  de  su  seno,  deben 
salir  á  desempeñar  con  acierto  las  funciones 
públicas.  El  espíritu  de  localidad  es  fuerte  ó 
imperioso,  por  más  que  se  diga;  y  el  único  sen- 
timiento que  da  amor  hacia  el  lugar  de  nuestra 
patria,  que  nos  vio  nacer,  ó  donde  se  hallan 
radicadas  nuestras  afecciones  é  intereses;  y  por 
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consiguiente,  necesario  en  aquellos  que  van  á 
administrar  y  dirigir  esas  localidades. 

Con  el  nombramiento  directo  de  jefe  del  de- 
partamento ú  otra  demarcación  del  territorio, 
por  el  Gobierno;  se  entronizó  el  abuso  que  todos 
nexnos  visto,  de  erigir  en  cada  departamento, 
exi  cada  provincia,  un  pequeño  déspota  militar, 
obediente  á  la  consigna  que  le  daba  su  Gobier- 
no, fuera  la  que  fuese,  y  nada  más.  De  ahí  ha 
venido  esa  absorción  de  los  intereses  locales  en 
la  política  personal  de  los  Gobiernos;  de  esta, 
absorción,  el  descuido  y  la  negligencia  en  la 
administración  local;  del  descuido  y  la  negli- 
gencia, la  muerte  de  los  intereses  de  los  pue- 
blos; díe  la  muerte  de  los  intereses  locales,  la 
languidez  general  de  la  Nación,  la  poca  indus- 
tria, la  ignorancia  de  los  individuos  en  los 
asuntos  políticos  y,  dígase  de  una  vez,  la  falta 
absoluta  de  libertad  individual,  social  y  política. 

Cada  (robierno  ha  elegido  sus  agentes  de 
entre  sus  partidaiios;  y  como  casi  todos  los  Go- 
biernos nuestros  han  sido  militares,  solo  é^X)Q 
han  tenido  en  general  el  privilegio  de  ser  nom- 
brados funcionarios  políticos,  faltando  una  de 
las  condiciones  esenciales  de  toda  administra- 
ción, la  generalidad]  y  por  consiguiente,  la  ca- 
rencia  absoluta  de  dotes  administrativas,  gene- 
ralmente incompatibles  con  las  tareas»  milita- 
res. No  puede  ser,  pues,  más  defectuoso,  ni 
mas  contrario  á  los  principios  de  la  democracia, 
el  nombramiento  de  los  Prefectos,  tal  como  lo 
establece  la  Constitución  reformada  de  1860, 

La  ley  exige  para  ser  Prefecto: 

Ser  ciudadano  en  ejercicio  j  hallarse  domiciliado  en  la  República, 
lo  menos  por  cinco  años  Carticulo  37.  ley  de  Enero  de  1 857.0 

itc^mplasio.— En  el  caso  de  ausencia,  enfermedad  ó  muerte,  su- 
ced^rél  f n  el  mando  á  los  Prefectos,  el  Bubprefectp  á^  Cercad;  de- 
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Hendü  en  el  cuso  de  luucrtCt  dar   in mediatamente  cuenta  al  tíobier- 
DO  (articulo  41.3 

Subprefeetos*-  Son  los  funcionarios  políticos, 
encargados  del  mando  de  las  provincias,  bajo 
la  dependencia  del  Prof  ecto. 

Estos  funcionarios  fneron  creados  con  el 
nombre  de  Gobernadores,  ]>or  el  re{4:la]nento- 
provisorio  de  12  de  Febrero  de  1^21,  para  reem- 
plazar á  los  que,  en  tiempo  del  coloniaje,  man- 
daban las  provincias,  bajo  el  nombre  de  Subde- 
legados de  partido.  La  Constitución  do  182¿í,  íes 
dio  el  nombre  de  Intendentes,  y  la  de  1826,  el  de 
Subprefectos^  que  hoy  tienen. 

Stta  at libaciones.— Son  las  siguientes: 

Comunicar  á  loe  Oolíena adores  las  leyes  y  decretos,  exígi^^ndo  n?* 
cibo  para  cubrir  hii  responsabilidad  "(artículo  92,  ley  de  Enero 
delR57.) 

Conceder  licencio  para  pedir  íiniosna,  bien  en  l>eneticio  de  piirtUni- 
l&res  ó  d«  aljniníi  iglesia ^  establecimiento  de  miaeñcordia  ó  de  ciml- 
quiar  objeto  piadoso  (articulo  94.) 

Cer tincar  las  revistad  de  GomíítHn o  de  los  cnerposó  destacamentda 
que  se  hallen  en  la  capital  de  su  provincia,  aiempro  que  no  haya 
Óomisario  eii>ecial  que  lo  venfiíjue  {articulo  KjJ 

Cuando  trariííite  tropa  arínaila  ú  oñ^ialeíi  en  comisión  del  servicioi 
examinarán  las  papeletas  que  llet^en  y  \m  suministrarán  los  auxilios 
uue  se  indique  en  ella,  j>or  sus  justos  prí*í'ioflT  ^  loa  que  st*  hubiusen 
(lifipueeto  en  lasórtlenea  que  loB  Prefectos  lea  coniuniquen  (urtícu- 

Pr<^>oner  al  Gobierno,  por  conducto  dt^  I  oh  Prefectos,  los  regla» 
mento«de  políoía  y  seguridad  publica  que  conbiden^n  íidoptflbles 
para  sus  provinciafl,  atendieiulo  á  sus  nocfíiUlades,  costumbres  y 
ttjcatidad  (articulo  B7.3 

Consultar  á  ÍOíi  Prefectos  las  dadas  c¡ue  tenj^an  cotl  relación  al  ser- 
vicio, para  que  las  absuelvan  si  pueden  veri  ti  cari  o  ^  confonue  a  sus 
atribuciones,  6  laH  eleven  al  Gobierno»  para  la  resolución  convenien- 
te (artículo  m,J 

IjB  ley  de  organización  interior  de  la  Repú- 
blicEj  que  estamos  exponiendo,  da  á  los  Sul>- 
prefectos  otras  atribuciones  en  materia  de  ha- 
cienda, haciéndoles  recatidadores  de  las  rentas 
de  sns  respectivas  provincias;  pero  en  el  día  no 
tienen  estas  atribuciones. 

Nombramiento  y  calÍ(laileíí,^Las  Subprefectos 
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son  nombrados  directamente  por  el  Gobierno; 
y  para  ejercer  el  cargo,  se  requiere  ser  ciuda- 
dano en  ejercicio  y  residencia  en  la  República, 
de  cinco  afíos  por  lo  menos. 

''Residencia.— Visita  territorial.  Tienen  la  obli- 
gación de  residir  en  la  capital  de  la  jjrovincla, 
debiendo  visitar  sus  distritos  en  el  primer  año 
de  su  periodo,  con  el  objeto  de  imponei*se  de  Sus 
necesidades,  de  las  mejoras  de  que  sean  suscep- 
tibles y  de  cuanto  contribuya  al  desarrollo  de  la 
riqueza  y  adelanto  de  todos  los  ramos  de  la  ad- 
ministración pública;  examinando  al  mismo 
tiempo,  si  las  le5''es,  decretos  y  disposiciones  su- 
periores han  tenido  exacto  cumplimiento:  cui- 
darán de  hacer  estas  visitas,  con  preferencia  á 
cualquiera  otra  época,  en  aquella  en  que  sef or- 
me  las  matrículas  y  se  haga  las  revistas,  pa- 
ra impedir  los  abusos  que  pudieran  cometerse, 
y  remediar  los  males  que  observen  ó  se  les  hi- 
ciere presente  [artículo  91.] 

Como  esta  atribución,  de  residencia  y  visita, 
es  común  á  los  Subprefectos  y  Prefectos,  supo- 
nemos, que  al  hacerla,  los  Subprefectos  tienen 
tíimbién  la  obligación  de  no  ser  gravosos  ni  á 
los  pueblos,  ni  a  las  autoridades  locales,  obliga- 
ción que  la  ley  encomienda  expresamente  á  los 
Prefectos. 

'^Reem plazo.—- Por  ausencia,  enfermedad  ó 
muerte,  reemplazará  al  Subprefecto,  el  Gober- 
nador de  la  capital  de  la  provincia;  y  si  hubiese 
barios  distritos,  regirá  el  orden  de  antigüedad, 
dándose  inmediatamente  cuenta  al  Prefecto. 

Gobernadores.— El  reglamento  provisorio  de 
1821,  dio  el  nombre  de  Gobernadores  á  los  jefes 
de  partidos,  que  antes  se  nombraron  Subdele- 
gados y  después  Subprefectos,  como  dejamos 
dicho;  y  á  la  vez  creó  Teniente-gobernadores 
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para  los  pueblos.  Establecida  la  Constitución 
de  1823,  se  dio  á  estos  Teniente-gobernadores 
el, nombre  de  Gobernadores,  que  hoy  conservan. 
Así^  pues,  en  la  historia  del  Perú,  vemos  apli- 
cado el  nombre  de  Gobernadores  á  funcionarios 
de  diversa  categoría,  pues  hasta  el  Virrey  llevo 
el  título  de  Gobernador. 

En  la  actualidad,  solo  se  da  este  título  á  los 
funcionarios  políticos,  que  están  á  la  cabeza  do 
los  distritos,  para  realizar  las  leyes  bajo  la  de- 
pendencia inmediata  del  Subpref  ecto. 

Sns  atribaeiones. — Son: 

1.*  Dar  cuenta  al  Suprefecto  de  la  provinoia  de  los  vagos  que  haya 
en  8U  difitríto,  para  qu«  dicte  las  órdenes  que  estén  en  sus  atribucio- 
nes (articulo  112,  ley  de  Enero  de  1857.0 

8.*  Certittcar  las  revistas  de  comisario  de  los  cuerpos  ó  destaca- 
mentos que  se  hallaren  en  su  distrito  Carticulo  118. ) 

8."  Cuidar  (fie  no  se  tome  parte'alguna,  en  los  caminos  públicos, 
para  el  uso  privado;  señalando  con  postes  ó  pilastras  sus  distintas 
direcciones  para  inteligencia  de  los  transeúntes  (articulo  114.) 

Xotubramieiito,  calidadeM,  reemplazo  y  resideuela.— 

Los  Gk>bernadores  son  nombrados  por  los  Prefectos,  á  propuesta  en 
terna  de  los  Subpreíectos. 

El  carRO  de  Gobernador  es  obligatorio,  y  no  puede  excusarse  de 
deseoipefiarlo,  sino  en  los  casos  siguientes: 

I.*  Cuando  sean  nombrados  inmediatamente  después  de  haber 
servido  el  cargo  por  un  periodo  constitucional ; 

2.«  Cuando  navan  cumplido  cincuenta  años  de  edad  ó  padezcan 
alguna  enfermedad  crónica  que  los  inhabilite  para  el  servicio; 

8.'  Cuado  se  hallan  encargados  de  algíin  establecimiento  de  uti- 
lidad pública. 

Asi  mismo  e»  irrenunciable,  salvo  el  caso  do  imposibilidad  física, 
qt^  sobrevenga  después  de  aceptado  y  por  motivos  graves  á  juicio  de 
la  autoridad  que  los  ha  nombrado  [artículos  105  y  HHJ.J 

No  comprendemos  el  espíritu  de  estas  dispo- 
siciones que  hacen  cargos  concejiles,  los  car- 
gos de  unos  funcionarios  políticos,  mientras  que  ^ 
dejan  á  los  otros  el  carácter  de  funcionarios 
rentados  y  la  facultad  de  renunciar  el  cargo. 
Si  los  Gobernadores  y  Teniente-gobernadores, 
desempeíian  funciones  de  igual  carácter  que 
los  Prefectos  y  Subprefectos,  aunque  sean  de 
ínfima  categoría,  no  hay  razón  alguna  para 
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que  la  ley  establezca  desigualdad  entre  los  que 
forman  una  misma  clase  de  funcionarios;  dan- 
do á  unos  renta  y  á  otros  no:  estableciendo 
fuerza  para  unos  en  el  desempeño  del  cargo,  y 
libertad  para  los  otros. 

Los  Gobernadores  no  pueden  ser  alistados  en  la  Gruardia  Nacionali 
durante  el  periodo  de  su  mando  (articulo  108.) 

l'ara  ser  Gobernador  se  requiere  ser  ciudadano  en  eierGÍcio  y  do- 
miciliado en  la  Pepüblica  por  tres  años  cuando  menos  (artículo  103.) 

Por  ausencia,  enfermedad  ó  muerte  del  Gobernador,  le  sucederá 
en  el  mando  el  teniente  gobernador  mas  inmediato  á  la  capital  del 
distrito;  y  en  su  defecto,  el  próximo  cesante,  dando  cuenta  en  este 
caso  al  Subprefecto  de  la  provincia  (articulo  109.)' 

Tenieute-Gobernadores.—  Hay  tenieAte-gobemadores  en 
las  poblaciones  que  pasen  de  trescientos  habitantes. 

Jjas  de  menor  número  ó  caseríos,  dependen  en  cuanta  á  su  admi 
nistración,  del  distrito  más  próximo  (articulo  8.**  ley  de  Enero  del 
57.) 

Los  teniente-pfobernadores  cumplirán  las  obligaciones  impuestas 
á  los  funcionarios  políticos  en  general,  y  las  especiales  de  los  Go- 
bernadores, dentro  del  limite  de  su  territorio. 

Son  nombrados  por  el  Subprefecto,  ¿  propuesta  en  tema  de  los 
Gobernadores. 

Tienen  todas  las  excepciones  y  cargas  de  los  Gobernadores:  no 
pueden  ser  alistados  en  la  Guardia  Nacional  y  el  cargo  es  obltgiitorio 
e  irrenunciable. 

Por  falta  é  incapacidad  física  del  teniente  gobernador,  desempeffa 
el  cargo  interinamente,  el  siguiente  de  los  propuestos  en  la  tema;  si 
no  quedase  niguuo  de  ella,  el  próximo  cesante;  y  á  falta  de  éste,  el 
teniente-gobernador  mas  próximo  Carticulos  del  116  al  Idl  de  la  ley 
de  17  de  Enero  de  1857.) 

Municipios.  Idea  de  ellos. — Observando  los  he- 
chos, manifestaciones  de  la  ley  de  sociabilidad, 
que  preside  el  desarrollo  y  movimiento  del  or- 
ganismo social,  se  nota  que  á  la  familia,  pri- 
mera expresión  de  esa  ley,  forma  primitiva  y 
natural  de  asociación,  sigue  el  pueblo^  como 
gradación  intermediaria,  entre  aquella  y  la 
Nación,  Su  formación  es  un  hecho  expontáneo; 
producto  de  la  misma  naturaleza  humana, 
que  así  como  une  los  individuos  en  la  familia 
])or  los  lazos  de  la  sangre;  une  \bs  familias  en 
los  pueblos  por  los  lazos  de  la  vecindad.  Esa 
unión  establece  una  comunidad  de  vida  que 
dá  origen  á  estrechas    relaciones  entre   los 
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habitantes  de  una  misma  localidad,  qne  crea 
intereses  peculiares,  tanto  morales  como  mate- 
riales, que  cada  uno  de  los  individuos  conside- 
ra como  propios;  sentimientos  y  afectos  exclu- 
sivos y  poderosos  que  desarrolla  ese  espíritu 
de  localidad. 

A  esta  unión  de  las  familias,  en  determinada 
localidad,  es  lo  que  se  designa  con  el  nombre 
de  Municipio,  que  se  ha  conservado  de  la  anti- 
gua organización  romana:  Municeps^  mmieris 
particeps. 

Procurando  encerrar  esta  idea  en  una  defi- 
nición decimos: 

Que  es  la  reunión  de  individuos  y  familias  que  habitan  una  por- 
ción determinada  del  territorio  de  la  Nación  y  que  forman  una  per- 
sonalidad colectiva,  libre  en  todas  las  relaciones  qne  nacen  de  su  vi. 
da  común. 

El  Municipio,  como  vemos,  forma  el  segundo 
grado  de  esa  gran  escala,  que  abarca  todos  los 
aspectos  de  la  pei'sonalidad  humana,  y  que  es- 
tá formada  por  las  asociaciones  fundamenta- 
les, que  realizan  los  distintos  fines  en  que  se 
descompone  el  fin  general  de  la  humanidad. 

No  es  pues,  una  mera  circunscripción  terri- 
torial para  un  fin  político,  una  mera  unidad 
administrativa;  es  un  hecho  que  tiene  su  ori- 
gen en  la  misma  naturaleza  del  individuo  y  su 
razón  de  ser  en  el  organismo  social.  Es  una 
comunidad  de  familias,  ligadas  por  lazos  de 
vecindad  y  de  habitación  para  alcanzar  todos 
los  fines  esenciales  de  la  vida:  es,  por  tanto,  co- 
munidad para  el  fin  civil  y  político,  para  el  re- 
ligioso, para  el  económico  de  la  industria,  de  la 
agricultura,  del  comercio  y  del  consumo;  para 
el  intelectual  de  la  instrucción.  Es  un  orden 
político  y  un  orden  social;  por  que  no  solamen- 
te se  constituye,  estableciendo  relaciones  con 
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el  Estado,  para  los  fines  generales;  sino  tam- 
bién realiza  por  si  mismo,  los  fines  de  la  vida, 
en  su  propia  esfera,  como  expresión  de  un  sen- 
timiento esencial  del  hombre  y  como  elemento 
natural  del  organismo  social. 

Importa  mucho  formarse  esta  verdadera 
idea  del  Municipio,  porque  por  ella,  se  reconoce 
cuan  contraria  es  á  su  naturaleza,  su  absorción 
en  el  organismo  general  del  Estado,  tan  distin- 
to del  social,  al  que  pertenece. 

Instituciones  municipales. — Siendo  la  existencia 
de  los  Municipios  un  hecho  natural  y  social, 
dando  origen  á  personalidades  colectivas  con 
vida  propia  y  necesidades  é  intereses  peculiares; 
es  claro,  que  deben  tener  su  representación  en 
el  organismo  administrativo,  cuyas  institucio- 
nes deben  responder  á  los  hechos  que  presenta 
el  organismo  social.  Así,  los  Municipios  tienen 
derecho  de  encargar  la  gestión  y  administra- 
ción desús  intereses  á  una  Junta  ó  Corporación 
sacada  de  su  seno  y  que  en  el  sistema  represen- 
tativo, verdadera  expresión  de  la  naturaleza 
social,  tiene  su  origen  en  el  sufragio  popular. 
Esta  Corporación  que  se  ha  designado  con  los 
títulos  de  Cabildo,  Ayuntamiento,  Municipali- 
dad, Concejo,  etc.,  es  la  que  constituye  la  insti- 
tución Municipal. 

Importancia  de  las  instituciones  municipales. — Co- 
nocida la  verdadera  naturaleza  del  Municipio; 
es  consecuencia  lógica  la  necesidad  é  importan- 
cia de  las  institucionas  que  lo  representan. 
Ellas  nacen  de  la  exsistencia  propia  de  los  pue- 
blos ó  sea  agrupaciones  localizadas  de  familias, 
anterior  á  toda  idea  de  Nación,  porque  son  un 
elemento  esencial  en  toda  sociedad. 

En  ella  existen  dos  clases  de  intereses  muy 
distintos,  según  se  le  considere  de  una  manera 
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sintética  ó  de  un  modo  analítico  en  cada  uno 
de  eaos  elementas.   En  efecto:  así  como  la  Xa- 
ción  tiene  interesen  g-enerales,  comunes  en  todo 
el  territorio;  asían  cada  circunscripción  de  éste, 
que  constituye  la  localidad  del  Municipio,  exis- 
ten también  intereses   y  necesidades  que  son 
propios  y  exclusivos,  nacidos  de  los  fines  esen- 
ciales de  la  Tida,  que  el  común  debe   realizar. 
Confiar  á  una  misma  mano  estos  dos  órdenes 
de  intereses,  de  fusión  imposible,  porque  son 
esencialm.ente  ^stintos;  es  perjudicar  á  unos  y 
otros  y  marchar  contra  lo  natural.    De  aquí  la 
necesidad  del  régimen  municipal:  de  una  admi- 
nistración distinta  é  independiente  déla  central. 
Esta  necesidad  de  las  mstituciones  municipa- 
lejs,  está  fundada  además  en  lo  que  dejamos 
dicho,  de  que   los  Municipios  tienen  una  vida 
real  y  propia:  que  no  son  unidades  artificiales, 
creadas  por  la  ley  para  fines  políticos,  sino  exis- 
tencias naturales,  creadas  por  las  leyes  del  or- 
ganismo social,  para  los  fines  esenciales  de  la 
vida.    Por  lo  tanto,  son  bases  fundamentales 
de  toda  asociación,  anteriores  á  toda  organiza- 
ción política  y  que  forman  personalidades  colec- 
tivas, cuyos  individuos  están  ligados  por  unos 
mismos  sentimientos,  intereses  y  necesidades: 
por  un  mismo  origen  y  por   la  comunidad  de 
vida.  Todos  estos  son  hechos  sociales,  distintos 
de  los  que  forman  la  materia  de  la  adminis- 
tración central;  y  por  consiguiente,  necesitan 
distinto  medio  de  expresión,  distinta  represen- 
tación.  De  aquí,  la  necesidad  de  las  institucio- 
nes municipales. 

Nada  prueba  mejor  su  importancia  que  esta 
necesidad  de  las  instituciones  locales.  Más  aún, 
do  quiera  que  hay  una  necesidad  social,  debe 
buscarse  la  institución  llamada  á  satisfacerla, 
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que,  por  lo  mismo,  tiene  un  derecho  perfecto 
para  su  existencia.  Que  las  instituciones  Muni- 
cipales son  una  suprema  necesidad  de  las  socie- 
dades, lo  prueba  el  hecho  natural  de  la  existen- 
cia del  común,  como  elemento  del  organismo 
social.  Son  asociaciones  reales,  que,  reciben  su 
vida  de  la  misma  naturaleza:  efectos  de  una 
causa  natural,  que  es  una  ley;  por  lo  tanto,  es 
importante  su  representación  en  la  organiza- 
ción administrativa,  que,  para  ser  perfecta,  debe 
estar  en  armonía  con  la  estructura  de  la  socie- 
dad. Hay  pues  un  derecho  de  existencia  para 
las  instituciones  municipales,  luego  un  deber 
del  Estado  de  respetarlas;  tanto  más,  cnanto 
que  son  importantes  para  sus  mismos  internes; 
porque,  como  dice  De  Gerando: 

Los  lazos  particulares  fortalecen  el  lazo  general  en  vez  de  debili- 
tarlo. En  )a  gradación  de  sentimientos  y  de  ideas,  atrae  primero  la 
familia,  después  la  ciudad,  después  la  provincia,  después  el  Estado. 
Romped  los  intermedios,  no  habréis  acortado  la  cadena;  la  habréis 
destruido.  Multiplicad  los  lazos  que  unen  á  los  hombres;  perdonifi- 
cad  la  patria  en  todas  partes,  en  vuestras  instituciones  como  en 
otros  espejos  fíeles. 

Belaciones  entre  el  Municipio  y  el  Estado— Hay  dos 
maneras  de  concebir  los  Municipios  en  sus  re- 
laciones con  el  Estado.  Según  la  una,  el  Muni-"* 
cipio  está  considerado  como  una  individualidad 
natural,  colectiva  que  tiene  el  principio  en  sí 
misma,  como  persona  capaz;  que  ante  todo  tie- 
ne el  derecho  de  administrar  por  sí  sus  asun- 
tos, conservando  solamente  en  los  circuios  su- 
periores y  con  el  poder  central,  relaciones  orgá- 
nicas, las  que  deben  tener  su  justa  expresión 
en  la  organización  municipal.  Este  es  el  siste- 
ma de  la  semecracia,  que  nosotros  hemos  estu- 
diado al  tratar  la  cuestión  descentralización, 
indudablemente  de  origen  germánico  y  prac- 
ticado en  Alemania,  aún  bajo  gobiernos  bas- 
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tan  te  al)Soluto8;  y  cuyo  modelo  práctico  está  en 
Estados  Unidos, 

Otra  manera  de  considerar  el  Municipio  se 
ha  formado  en  Francia,  de  donde  ha  venido 
uiia  aceptación  funesta-  Es  una  obra  de  exte- 
nuación que  empezó  el  Gobierno  absoluto,  y 
que  la  revolución,  falseando  las  ideas  abstrac- 
tas del  Estado  y  su  peder,  ha  terminado,  im- 
plantando esa  central  i  :í  ación  extremada  de  la 
Francia  que  hizo  decir  al  historiador  Barrante: 

liQ  resolución  hü  auKjtiílado  lo»  MunieLi>ios  y  los  lia   absorvido  en 
la  Nación, 

Según  este  sistema,  el  Municipio  no  tiene 
existencia^  sino  por  el  Estado,  ni  poder  sino  por 
deíefíación  del  poder  central:  no  es  una  indivi- 
dualidad viva,  sino  una  fracción  del  territorio, 
que  ese  ser  omnipotente,  llamado  administra- 
ción central,  divide  en  departamentos,  canto- 
nes y  Mmiicipios,  para  que  llenen  fines  admi- 
TiLstrativos  ó  fines  de  política  gubernamental. 
El  Municipio  es,  pues,  según  esta  doctrina,  una 
creación  del  Estado;  nunca  emancipada,  siem 
pre  en  tutela,  como  una  peraona  incapaz. 

El  principio  por  el  cual  el  Derecho  Romnno 
asimilaba  los  Municipios,  en  vista  de  ciertos 
privilegios,  á  los  menores;  ha  sido  adoptado,  no 
obstante  la  inmensa  diferencia  del  espíritu  de 
la  época  antigua  al  de  la  moderna,  para  todo 
arreglo  municipal  en  Francia  y  adoptado  por 
los  países  hispa  no-americanos,  que  tienen  la 
manía  de  plagio  francés.  Los  Municipius  están 
bajo  una  tutela  administrativa,  de  tal  modo, 
que  todos  los  resortes  de  la  actividad  propia,  es 
tan  rotos,  que  el  asunto  más  pequeño  debe  pa- 
sar por  una  hilera  administrativa  intermina- 
ble, para  llegar  después  de  haber  ocupado  has- 
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tante  tiempo  y  con  gran  esterilidad,  un  crecido 
número  de  funcionarios;  á  un  resultado  mez- 
quino. Este  sistema,  que  por  desgracia  muchos 
países,  servilmente  han  copiado;  olvida  que  el 
Municipio  es  el  intermediario  mas  importante 
entre  la  vida  privada  y  la  pública;  la  única  es- 
cuela de  la  libertad  política. 

Desde  que  es  un  hecho,  como  dice  Tocquevi- 
Ue,  que  el  común  existe  en  todos  los  pueblos, 
cualesquiera  que  sean  sus  usos  y  sus  leyes;  des- 
de que  es  la  única  asociación  que  existe  en  la 
naturaleza,  tan  necesariamente,  que  dondequie- 
ra que  baya  una  congregación,  un  agrupamien- 
to  de  hombres,  allí  se  forma  por  sí  mismo  un 
Municipio;  P]  desde  que  es  el  grado  necesa- 
rio y  natural,  por  el  cual  las  familias  pasan  á 
ser  sociedades;  desde  que  sus  intereses,  distintos 
de  los  generales,  les  dan  una  vida  propia,  inde- 
pendiente del  Estado;  desde  que  el  organismo  so- 
cial no  puede  confundirse  con  el  organismo  po- 
lítico; desde  que  el  Estado  no  debe  intervenir  en 
tedos  los  fines  esenciales  de  la  vida,  sino  única- 
mente en  el  del  derecho;  es  claro  que  en  las  re- 
laciones del  Estado  y  del  Municipio,  no  debe 
admitü*se  otro  sistema  que  el  de  la  semecracia 
y  descentralización  administrativa. 

Su  independencia.— Como  consecuencia  lógica 
de  ese  sistema,  hay  que  proclamar  que  toda 
institución  municipal,  debe  tener  una  vida  in- 
dependiente y  fuera  de  la  acción  del  poder  po- 
lítico. Este  principio,  base  de  todo  Grobierno  li- 
bre, reconoce  su  fundamento,  en  que  el  Muni- 
cipio es  antes  que  todo,  una  personalidad  natu- 
ral colectiva,  que  tiene  el  principio  de  su  exis- 

(•)  Lastarria. 
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t^nciaen  sí  mismo,  y  el  derecho  de  administrar 
por  sí  propio  sus  asuntos. 

Todo  pueljlo  ó  agrupamientos  de  pueblos,  tie- 
ne regulariinrínte  intereses  peculiares  que  na- 
cen de  los  lazos  de  vecindad » y  de  los  bienes 
propios  que  radican  en  su  territorio.  Los  lazos 
de  vecindad,  son  causa  de  que  los  pueblos  se 
interesen  en  la  satisfacción  común  de  las  nece- 
sldadas  colectivas,  que  les  son  peculiares;  ya 
sean  las  que  nazcan  de  intereses  locales,  como 
las  de  se^iridad,  salubridad,  ornato;  ya  lasque 
tengan  un  carácter  social,  como  las  de  educa- 
ción^ industria,  comercio.  Así  también  como 
verdadera  pei-sonalidad,  tiene  el  goce  completo 
y  perfecto  de  los  derechos  que  son  inherentes  á 
STJ  naturaleza  y  ejerce,  por  tanto,  un  derecho 
de  propiedad,  que  le  impone  deberes  de  conser- 
vacíón,y  mejora  en  todas  las  cosas  colectivas,cu- 
yo  uso  es  comuna  los  habitante  s  del  Municipio. 

Estos  son  hechos  que  no  es  posible  de>scono- 
cer  y  que  manifiestan  la  existencia  de  un  or- 
den de  intereses  ílistinto  al  de  los  generales  de 
la  Nación,  peculiares,  propios  y  exclusivos  de 
una  personalidad  que  vive  con  vida  propia  en 
la  vida  general  de  la  sociedad,  y  cuyas  condi- 
ciones, caracteres  y  naturaleza,  la  distinguen 
de  lá  familia  y  del  Estado.  Ahora  bien,  si  el 
Estado  debe  garantías  á  los  derechos,  en  cual- 
quier orden  social  que  se  manifiesten;  si  do  quie- 
ra que  aliente  una  personalidad,  debe  respetar- 
los y  no  absorver;  garantir  y  no  suprimir  los 
derechos  que  les  son  pi-opios  y  que  son  sus  ele- 
mentos de  vida;  es  incuestionable  que  el  Muni- 
cipio debe  tener  completa  independencia  en  la 
gestión  y  desarrollo  de  sus  intereses.  Arreba- 
tar esta  independencia,  es  arrebatar  su  primor- 
dial condición  de  vida,  y  así  como  en  los  seres 
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la  falta  de  oxígeno  produce  asfixia;  la  falta  de 
libertad  en  los  Municipios  produce  la  muerte  y 
con  ella  la  descomposición  del  organismo  so- 
cial. No  hay  término  medio  en  esta  verdad  y 
si  no  se  falta  sin  peligro  á  las  leyes  de  la  natu- 
raleza, no  se  trunca  sin  castigo  los  principios 
de  arreglo  social.  Sin  independencia  en  los  Mu- 
nicipios, la  sociedad  reposa  sobre  base  de  escla- 
vitud, y  aún  cuando  las  apariencias  de  libertad 
existan,  duermen  en  el  fondo,  como  la  tempes- 
tad en  lo  profundo  del  Océano,  como  el  cata- 
clismo en  los  antros  de  la  tierra;  el  despotismo 
y  la  tiranía,  la  anarquía  y  el  desorden. 

Hoy,  es  pues,  un  principio  reconocido  y  com- 
probado por  la  ciencia  moderna,  que  la  admi- 
nistración de  los  intereses  locales,  solo  y  exclu- 
sivamente al  Municipio  corresponde,  porque 
solo  y  exclusivamente  al  Municipio  interesan. 
La  incuria,  la  ignorancia  en  los  asuntos  públi- 
cos, el  egoísmo  de  los  individuos  con  los  pue- 
blos, cuya  vida  ha  sido  ahogada  por  la  centra- 
' pación;  no  es  una  razón  suficientemente  po- 
derosa por  coactar,  ni  limitar  la  independencia 
del  Municipio. 

Los  malos  resultados  producidos  en  este  ca- 
so, serán  provechosas  lecciones  de  experiencia, 
cuyos  frutos  recogerá  el  porvenir,  y  nunca  fun- 
damentos para  colocar  al  Municipio  bajo  la  de- 
pendencia del  poder  central,  bajo  una  tutela 
que  no  hará  sino  perpetuar  esa  ignorancia  y 
esa  incuria. 

No  hay  Gobierno  libre,  sin  Municipio  libre;  y 
si  el  azar,  si  circunstancias  del  momento,  si  las 
condiciones  especiales  en  que  se  coloca  un  pue- 
blo, en  ciertas  épocas;  llevan  al  Gobierno  la  li- 
bertad, esto  es  falaz  ó  ilusorio,  y  tarde  ó  tem- 
prano reaparece  el  despotismo,  más  dominador, 
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f  más  poderoso.    Así  lo  ha  probado  la  Francia, 

con  8US  despóticos  imperios,  nacidos  de  la  Re- 

EúWica,   después  que  el  terror  ahogó  toda  la  li- 
ertad  municipalj  absolviendo  en  la  Nación  los 
•  Municipios.    Allí  han  existido  apariencia  de 

'  Gobierno  Ubre,  pero  la  centralización  extrema- 

da del  poder,  dio  origen^  casi  sin  resistencias,  a 
esas  apoetasías  de  la  democracia  de  los  dos  Na- 
poleones. 
I  Es  necesario  no  olvidar  que  la   muerte  de  la 

I  independencia  municipal  es  el  retroceso  en  el 

camino  del  progreso,  porque  como  dice  Heeren: 

Ea  alU,  sobre  todo,  donde  se  desarrolla  líi  ilimitada  potencia  de^ 
espíritu  público,  nacida  del  sentimiento  y^de  La  conciencia  que  dice 
al  bonibre: 

Tu  seráa  ciudadano  libre. 

Bajo  la  x>refíi6ii  úh  eea  complicada  Jüáquina,  que  se  llama  centrali- 

§  zacíón  adminíBtrativa,  el  país  Be  enerva  y  languidece,  y  falco  de  to- 

f  do  derecbo,  de  inifiativa  en  en  sus  fracciones,  desprovisto  do  medios 

de  acción,  pierde  la  energía  de  su  voluntad  y  toda  raanifestaciún  de 

de  aclividad;  es  como  un  árbol  que  uumer osas  ramas  parásitas,  le 

roban  su  savia  y  lo  ahuí^an   y  marcJiítan,  falto  de  aire  y  de  espacio. 

No  pueden  existir  iustituciones  municipales 
sin  independencia,  y  no  puede  haber  verdade- 
ra democracia  sin  instituciones  municipales. 
Ellas,  como  dice  Toque  vil  le: 

Son  á  la  Libertad  lo  que  la^  t>scuelas  primarias,  á  la  ciencia; 
la  ponen  al  alcance  del  pueblo;  le  ensei^an  á  gustarla;  habitúan  á 
au  u^o  en  el  seno  de  la  paz  y  del  prc>gi'eso:  llevan  en  si  elementos  de 
regeneración,  de  adelanto  político,  material,  intelectual,  porque  ha- 
cen entrar  ¿  todos  los  asocia  dos  en  el  estudio  y  satisfacción  de  las 
neceiiídade»  sociales. 

Pero   esto  demanda,  como  condición  indis- 
|>ensable,  que  el  Municipio,  sea  verdaderamente 
L  Municipio;  es  decir,  que  las  instituciones  muni- 

!  cipales  no  contraríen  su  naturaleza,  sometién- 

dose al  poder  central. 

Reseña  lii8tórica  de  las  instituciones  municipales 
peruanas. — Las  instituciones  municipales,  su- 
friendo diversas  vicisitudes,  con  más  ó  menos 
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limitación  respecto  del  Gobierno  central;  pero 
nunca  bajo  los  principios  de  independencia  y 
libertad  que  su  naturaleza  demanda,  han  exis- 
tido en  el  Perú,  bajo  distintos  nombres  y  con 
diversas  faces. 

Durante  el  imperio  délos  Incas,  las  institucio- 
nes municipales,  propiamente  dichas,  no  exis- 
tían. El  imperio  todo,  era  una  vasta  comunidad, 
que  vivía,  trabajaba,  se  organizaba  bajo  la  vo- 
lundad  absorvente  del  Inca.  Se  dividía  en  frac- 
ciones mínimas  hasta  de  nueve  individuos  en 
los  diversos  pueblos,  que  eran  mandados  y  \i- 
gilados  por  un  decurión  llamado  Chunca  Cor 
mayoo  que  proveía  y  cuidaba  de  las  necesida- 
des de  su  decuria,  bajo  la  vigilancia  gerárquica 
mas  rigurosa  y  el  severo  y  constante  espionaje 
de  los  Aiicuyricoc  (hombres  que  lo  ven  todo.) 

Sobre  cada  cinco  decurias,  existía  un  decu- 
rión superior,  Pisca  chunca  Camayoc.  sobre  dos 
decurias  de  cincuenta,  un  PacJiacamayoc;  sobre 
cada  quinientos,  un  Pisca  Pachacamayoc;  y  así 
sucesivamente  un  orden  rigurosamente  encade- 
nado al  número,  hasta  formar  el  linaje,  al  man- 
do del  Curaca  respectivo. 

Como  se  vé,  aquí  no  podían  existir  institucio- 
nes municipales,  pues  el  Estado  reasumido  en 
la  persona  del  Inca,  absorbía  todo,  Municipios,  ' 
familias  é  individuos.  Todo  era  común  y  á  to- 
do, hasta  á  la  subsistencia,  proveía  la  adminis- 
tración pública.  Las  leyes,  que  se  llamaban 
municipales,  solo  se  ocupaban  de  señalarlas 
posesiones  de  cada  pueblo,  á  quienes  también 
se  señalaba  por  leyes  especiales  el  trabajo 
común,  el  uso  de  vestidos,  el  de  las  comidas,  el 
trabajo  en  el  seno  del  hogar,  etc.,  etc. 

Conquistado  el  imperio  y  derrocado  ese  vasto 
socialismo,  mas  que  por  la  espada  de  los  con- 
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quistadores,  por  los  elementen  de  destrucción 
qiie  en  sí  propio  llevaba;  se  organizo  el  país  en 
Virreynatos,  y  rig^ieron  todas  iñs  leyes  de  la 
Península,  Las  instituciones  municipales  se 
ven^  entonces,  representadas  por  los  Ayunta- 
mientos y  Consejos;  si  bien  bajo  las  tendencias 
absolutas  y  centralizadoras,  del  reinado  de  los 
reye^  de  las  casas  de  Austria  y  de  BorMu,  caya 
dominación  absorbente,  que  había  aliogado  los 
fueros  municipales  de  la  madre  patria,  era  de- 
bidamente repreí!^entada  por  los  \  irreyes  en  las 
colonias. 

Llegamos  á  la  época  de  luiesíra  independe n- 
cia,  y  las  instituciones  municipales,  se  nos  pre* 
sentan  bajo  las  faces  de  las  Juntas  tleparta- 
mentales,  municipales  y  Concejos. 

Juiit:i8  (le  pártame  lita  h^^. — En  dos  épocas  distin- 
tas la  Constitución  ha  establecido  estas  Corpo- 
raciones- Priraeramente,  la  Constitución  de 
182^J  creó  una  en  cada  capital  de  departamento 
y  se  componía  de  tantos  miembros  como  pro- 
vincias tenía  ac^ueL  Eran  yiresididas  por  el  Pre- 
fecto, ^mfo  consejo  íbnnaban.  Los  miembros 
eran  elegidos  en  la  misma  forma  que  los  Bípu- 
tadns-    Las  atribuciones  de  estas  Juntas  eran : 

Vij^ilar  é  inspeccionar  !a  conducta   ele  las  51uníeipalidadeG. 

ForiníU  caiia  cinco  nño»  el  censo  y  la  estatllstica  dí*i  <l**prtrt¡imentOi 

Promover  todos  lofi  ramos  conducentes  á  la  prospernUid  de  los 
depnrtamentoef  y  señaladamente^  laagncuUura^jiidu&tria  y  minería; 

Cuidar  do  la  instrtiacirm  piíblica,  y  de  Loa  estfiblecinueiitíja  de  Be- 
neíic*nciaí 

Velar  eobre  ta  inversión  de  los  fondos  públicos  é  intervenir  en  la 
repartición  de  las  contribución  es; 

Proponer  al  yenadot  en  torna,  Um  ciudadanos  para  el  gobierno 
político  de  las  provincias  y  distritos  del  de  partimento; 

Remiür  anualmente  ú  es^e  raipmo  Cuerj>Or  listaf^  de  todan  his  per- 
Bonas  beneméritas  en  el  departA mentó,  para  los  empleos  público!^,  ó 
Informarle  dobre  los  nsedíos  y  recursos  oportunos  para  la  mayor 
prosperidad  de  las  provinciaa:  y  por  último; 

Remicírle  también  la  lista  de  tres  ciudadanos  eiegibles  para  Fre* 
Bidente  de  la  Hepüblica. 

Estas  Juntas  fueron  suprimidas;  y  así  lo  ve- 
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mos  anunciado  en  una  circular  dirigida  á  los 
Prefectos  en  19  de  Mayo  de  1826.  Pero  el  artí; 
culo  66  de  la  Constitución  de  1828,  restableció 
las  Juntas,  aumentándolas  á  dos  individuos 
por  cada  provincia,  y  señalándole  por  objeto  el 
promover  los  intereses  del  departamento  en  ge- 
neral y  de  las  provincias  en  particular. 

Sus  atribuciones  eran  las  mismas  que  las  que 
tenian  las  Juntas  en  1823,  y  además  las  de  for- 
mar listas  dobles  de  tres  elegibles,  para  la  ter- 
na que  debía  hacer  el  Senado  para  la  provisión 
respectiva  de  Vocal  por  el  departamento,  para 
la  Corte  Suprema  (inciso  17  del  artículo  75  de 
la  Constitución  de  1828,)  y  presentar  ternas  do- 
bles para  Vocales  de  la  Corte  Superior  del  de- 
partamento, y  á  ésta  para  Jueces  de  primera 
instancia.  Estas  fueron  además  detalladas,  por 
la  ley  de  14  de  Mayo  de  1828. 

Las  Constituciones  posteriores  del  34  y  del 
39,  suprimen  la  existencia  de  las  Juntas  Depar- 
tamentales, las  que  solo  volvemos  á  encontrar 
en  la. Constitución  de  Octubre  de  1856,  que  en 
su  artículo  104,  creaba  en  la  capital  década  de- 
partamento una  Junta  compuesta  de  Diputa- 
dos elegidos  en  la  forma  que  la  ley  determine, 
destinada  á  promover  los  intereses  del  departa- 
mento en  general,  5^  de  las  provincias  en  parti- 
cular. 

Reformada  la  Constitución  del  56  por  la 
de  1860,  las  Juntas  quedaron  supresas.  La 
Constitución  de  1867  las  volvió  á  establecer, 
reproduciendo  las  disposiciones  de  la  de  1856; 
pero  derrocada  esta  Constitución  por  la  revolu- 
ción de  Canseco,  se  puso  en  vigencia  la  refor- 
maba de  1360,  y,  por  consiguiente,  las  Juntas  de- 
partamentales, volvieron  á  caer. 

Últimamente,  la  ley  de  9  de  Abril  de  1873, 
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creó  en  las  capitales  de  los  departamentos,  los 
CJoncejos  departamentales;  si  bien  la  organiza- 
cién  de  estas  Corporaciones  fué  muy  distinta 
de  la  de  las  Juntas  departamentales. 

Municipalidades. — Ya  sabemos  que  éstas  han 
existido  en  el  Perú,  desde  la  época  del  colonia- 
je, bajo  los  nombres  de  Ayuntamientos  ó  Ca- 
bildos; y  su  existencia  fué  reconocida  por  el  Es- 
tatuto Provisorio  de  1821,  que  dispuso  que  las 
Municipalidades  se  conservaran  en  la  forma 
que  hasta  entonces  tenian,  presididas  por  el 
j^esidente  del  Departamento.  Después  se  dio 
la  ley  de  27  de  Noviembre,  promulgada  en  2  de 
Diciembre  de  1821,  estableciendo  las  formaüda- 
des  que  debían  observarse  en  las  elecciones  mu- 
nicipales. 

La  Constitución  de  1823  dispuso  que  en  to- 
das las  poblaciones  hubiera  Municipalidades, 
cuyas  atribuciones  eran  de  policía  de  orden,  de 
policía  de  instrucción  primaria,  de  beneficen- 
cia, de  salubridad  y  seguridad,  de  comodidad, 
ornato  y  recreo.  Entonces,  los  Alcaldes  de  es- 
tas Municipalidades,  eran  Jueces  de  paz  de  sus 
respectivas  poblaciones. 

La  Constitución  de  1828,  sancionó  las  Muni- 
cipalidades en  toda  población  que  por  su  censo, 
debiera  tener  colegio  parroquial  [artículo  140.] 
Las  Municipalidades,  según  esta  Constitu- 
ción, tenían  la  dirección  de  los  intereses  loca- 
les, sujetas  á  la  aprobación  de  las  Juntas  Depar- 
tamentales; y  sin  contrariará  las  leyes  ni  al  in- 
terés general.  No  tenían  carácter  alguno  re- 
presentativo, ni  podían  en  ningún  caso,  tomar 
Í)arte  ni  intervenir,  bajo  ningún  pretexto,  en 
os  asuntos  que  versan  sobre'intereses  naciopa- 
les  y  que  corresponden  á  alguno  de  los  tres  Po- 
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deres.  Sus  peticiones  á  la  autoridad,  debían  li- 
mitarse exclusivamente  alas  necesidades  do- 
mésticas de  los  pueblos.  Estas  Municipalidades 
fueron  reglamentadas  en  13  de  Junio  de  1828. 

La  Constitución  de  1834  reconoció  también 
las  Municipalidades  ó  juntas  de  vecinos  de  las 
capitales  de  departamentos  y  de  provincias,  y 
confió  á  una  ley  el  cuidado  de  determinar  el 
número  de  miembros,  sus  calidades,  sus  atribu- 
ciones y  el  tiempo  de  su  duración,  bajo  la  base 
de  la  población  y  respectivas  circunstancias  lo- 
cales. Esta  ley  fué  de  13  de  Agosto  de  1834 

Los  trastornos  políticos  que  señalaron  los 
años  35,  36  y  37,  hicieron  sucumbir  las  Munici- 
palidades. Orbegoso  dio  un  decreto  en  15  d© 
Febrero  de  1836,  que  creaba  los  Intendentes  de 
policía,  confiriéndoles  todas  las  atribuciones  de 
fes  Municipaüdades,  y  por  consiguiente  supri- 
miendolas,  por  cuanto  no  podían  ejercer  sus 
atribuciones,  sin  grandes  dificultades. 

La  Constitución  de  Huancayo  del  39,  tancen* 
tralizadora  y  anti-democrática,  no  restableció 
las  Municipalidades,  sino  que  conservó  los  In- 
tendentes ae  policía  en  las  capitales  de  depar- 
f amento,  y  cuyas  atribuciones  debían  desempe- 
ñar en  las  capitales  de  provincia,  y  de  distrito 
los  Subprefectosy  Gobernadores. 

Hasta  la  Constitución  de  1856,  novemos  rea- 
parecer las  Municipalidades,  si  bien  una  ley  de 
16  de  Noviembre  de  1853,  compuesta  de  cmco 
títulos  y  ciento  veintiséis  artículos,  ordenó  su 
establecimiento.  Esta  ley  define  la  Municipali- 
dad diciendo: 

La  Manicipab'dad  6  ATtintamiento  es  el  Cuerpo  encargado  de  la  ad« 

ministración  de  los  intereses  locales  de  una  reunión  de  incüviduos 

ue  habitan  una  porción  determinada  del  territorio  del  Estado  j  que 

aa  ley  considera  como  una  personalidad  colectiva  en  todas  las  reía* 

cliones  que  nacen  4ésu  vida  común. 


i 
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Definición  excelente^  á  la  que  solo  falta  agre- 
gar la  palabra,  libre. 

La  Constitución  de  1856,  dijimos,  restableció 
las  Municipalidades,  que  han  existido  desde 
entonces,  recibiendo  una  trasformación  por  la 
ley  de  9  de  Abril  de  1873. 

Esta  ley  introdujo  en  la  Legislación  munici- 
pal un  espíritu  de  descentralización  administra- 
tiva, si  bien  algo  limitado.  Separó  los  Cuerpos 
municipales  de  las  autoridades  políticas,  deján- 
dolas únicamente  bajo  la  inspección  y  vijilan- 
cia  del  Gobierno.  Dividió  la  administración  lo- 
cal de  la  República  en  departamental,provincial 
y  de  distritos,  y  creó  las  siguientes  Corporacio- 
nes: un  Concejo  departamental,  en  cada  capi- 
tal de  departamento;  uno  provincial,  en  cada 
capital  de  provincia,  aunque  sea  capital  de 
departamento;  y  uno  de  distrito,  en  cada  capital 
de  distrito  que  no  sea  capital  de  provincia. 

Dicha  ley  encargó  á  la  administración  local 
departamental: 

1."  AdminÍHtrar  los  servicios  del  departamento,  especi6cado8  en 
la  ley; 

2.*  fiscalizar  la  administración  provincial,  y  recaudar  las  rentas 
departamentales.  • 

A  la  provincial  corresponden  los  mismos  ser- 
vicios, con  respecto  á  la  provincia  y  fiscaliza- 
ción de  la  de  distritos.  Esta  tenía  á  su  cargo 
todo  lo  relativo  á  los  intereses  municipales  den- 
tro del  territorio.  Se  establecía  una  gerarquía 
rigorosa  entre  los  Concejos  y  para  la  revisión 
y  competencias,  partiendo  del  Concejo  de  dis- 
trito hasta  el  Supremo  Gobierno. 

Se  estableció  el  principio  de  la  responsabili- 
dad pai*a  todos  los  miembros  del  Concejo,  la 
que  ix)día  pedir  cualquiera  sin  tener  que  afian- 
zar las  resultas  del  juicio.  Dividió  Iqs.  ramos  del 


•    —  192  — 

servicio  municipal,  en  otras  tantas  Inspeccio- 
nes, cargos  que  se  han  conservado  en  las  imi- 
taciones municipales  que  hemos  tenido,  lo  mis- 
mo que  las  Comisiones  especiales  bajo  la  pre- 
sidencia de  estos  Inspectores.  Creó  una  Junta 
Directiva  Departamental  compuesta  por  el 
Presidente,  Vice-presidente  é  Insi)ectores,  que 
ejercían  directamente  las  atribuciones  de  ins- 
pección y  fiscalización  sobre  los  Concejos  pro- 
vinciales y  buen  manejo  de  las  rentas,  y  pre- 
paraba los  reglamentos  y  acuerdos  que  debían 
someterse  á  la  resolución  del  Concejo.  Creó  así 
mismo  una  Junta  Directiva  provincial,  con 
iguales  atribuciones  respecto  al  Concejo  Pro- 
vincial, cuya  composición  estudiaremos  deta- 
lladamente. 

Esta  ley  fué  derogada  por  decreto  dictatorial 
del  año  81,  que  suprimió  los  Concejos  y  creó  las 
Municipalidades,  bajo  el  sistema  de  organiza- 
ción antiguo,  esto  es,  colocándolas  bajo  la  de- 
pendencia de  los  funcionarios  políticos  y  siendo 
sus  miembros  elegidos  directamente  por  el  Go- 
bierno. 

Este  régimen  subsistió  hasta  el  restableci- 
•miento  del  orden  constitucional,  en  que  se  duso 
en  vigencia  la  ley  de  9  de  Abril  de  1873,  si  bien 
subsistiendo  de  una  manera  tácita  la  supresión 
de  los  Concejos  departamentales. 

El  14  de  Octubre  de  1892  se  ha  promulgado 
una  nueva  ley  municipal,  calcando  muchas  de 
sus  disposiciones  de  la  de  1878,  é  introduciendo 
algunas  reformas  é  innovaciones,  en  el  régimen 
de  la  administración  local  de  la  República. 

Según  esta  novísima  ley,  la  administración 
municipal  de  la  República  se  ejerce  ipor  los 
Concejos  Provinciales  y  de  Distrito,  [artícu- 
lo !.•] 


Habrá  Concejos  Provinciales  eñ  todas  las  ca- 
pitales de  Provincia;  y  Concejos  de  Distrito  en 
todas  las  capitales  de  Distrito  que  no  lo  sean  de 
Provincia,  [artículo  2.] 

Esta  ley  reconoce  además,  cosa  que  no  había 
en  la  antigua,  la  existencia  de  un  agente  Muni- 
cipal, en  toda  población  que  no  sea  capital  de 
Provincia  ó  de  Distrito  y  que  tenga  más  de 
300  habitantes.  Dicho  agente  será  nombrado 
por  ei  respectivo  Concejo  Provincial  ó  de  Dis- 
trito [artículo  144.] 

Estos  agentes  municipales  serán  removidos 
por  el  respectivo  Concejo,  cuando  éste  lo  esti- 
me conveniente  [artículo  147.] 

La  ley  que  vamos  á  estudiar  no  reconoce 
la  existencia  de  las  Juntas  Directivas,  que  co- 
mo su  nombre  lo  indica,  dirigían,  inspecciona- 
ban y  administraban  los  servicios  de  cada  lo- 
calidad. 

La  elección  de  los  concejales  se  hace  direc- 
tamente por  el  pueblo,  reforma  saludable  é  im- 
portantísmia,  en  el  régimen  democrático-repre- 
sentativo;  y  cuyas  ventajas  se  demuestra  en  la 
ciencia  constitucional. 

Esta  ley  da  también  ingerencia  en  los  nego- 
cios del  Común  á  los  extranjeros,  de  cuyas  lu- 
ces, capitales  y  brazos  tenemos  tanta  necesi- 
dad, para  marchar  por  la  vía  del  progreso. 

Se  ha  procurado  por  último  que  las  autorida- 
des políticas  no  tengan  intervención  alguna  en 
la  administración  local;  pero  parece  que  esto  no 
se  ha  realizado,  pues  en  los  periódicos  se  ha  da- 
do cuenta  de  que  algunas  autoridades  políticas 
han  tenido  intervención  y  muy  directa  en  las 
elecciones  de  mimicipalidades  que  acaban  de  te- 
ner lugar. 
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Orfiranización  de  las  MnnicipaUdades.  -  Base  de 
ella-  (ij.— Vamos  a  estudiar  la  organización  de 
los  Concejos  Provinciales  y  de  Detrito,  en  que 
ha  quedado  dividida  la  administración  locaL 

Concejos.— Habrá  Concejos  Provinciales  en  to- 
das las  capitales  de  Provincia  y  Concejos  de 
Distrito  en  todas  las  capitales  de  Distrito,  que 
no  lo  sean  de  Provincia  [artículo  2.] 

Los  Concejos  de  Provincia  inspeccionan  loe 
procedimientos  de  los  de  Distrito  y  conocen,  en 
revisión,  de  sus  resoluciones. 

J^  Juntas  Departamentales,  con  excepción 
de  la  de  Lima,  ejercen  las  mismas  funciones 
respecto  de  las  de  Provincia,  oyendo  en  caso  de 
revisión  al  Ministerio  Fiscal. 

Los  actos  del  Concejo  Provincial  de  Lima  es- 
tan  sujetos  á  la  revisión  del  Gobierno,  confo^ 
me  á  la  ley  de  15  de  Noviembre  de  1887.  [ar- 
tículo 3.]  '- 

Los  que  sostenemos  que  el  Municipio,  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones,  debe  ser  completa- 
mente libre  é  independiente  del  Poder  Ejecuti- 
vo; no  podemos  aceptar  la  revisión  que  se  esta- 
blece de  sus  actos.  Sin  embargo  debemos 
confesar  que  se  ha  dado  un  paso  para  conse- 
guir la  independencia  que  la  ciencia  proclama 
iqÍ?' '®®í"^^^^  suprema  de  31  de  Julio  de 
1886,  se  había  dispuesto  que  los  Prefectos  de 
los  Departamentos  ejercieran  la  atribución con- 
aJt^  en  la  2.*  pai^e  del  artículo  6."  de  la  ley 
de  9  de  Abril  de  1873;  y  en  su  virtud  que  revi- 
sartan  los  actos  de  los  Concejos  Producíales, 
quedándoles  á  éstos  y  á  los  ciudadanos  el  de- 

1-  <í)¿*."*®«"í««aoióp  territorial  és  la  base  qu«  se  lia  adoptado  pw» 
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recho  de  solicitar  revisión  de  los  acuerdos  de 
los  Prefectos.  * 

La  intervención  de  los  Prefectos,  como  la  de 
toda  autoridad  política,  en  los  asuntos  que  se 
relacionan  con  las  Municipalidades;  es  siempre 
funesta  y  no  tiene  justificativo  alguno.  Las 
funciones  políticas  nada  tienen  que  hacer  con 
los  intereses  privados  de  los  Comunes,  si  no  es 
garantir  y  hacer  respetar  sus  derechos  con  arre- 
glo á  las  leyes. 

Por  lev  promulgada  el  15  de  Noviembre  de 
1887,  se  aeclaró  que  el  Supremo  Grobiemo  eier- 
ce  directa  é  inmediatamente,  respecto  del  Con- 
cejo Provincial  de  Lima,  todas  las  atribuciones 
que  la  ley  orgánica  de  municipalidades  enco- 
mendaba á  los  antiguos  Concejos  Departamen- 
tales. 

La  novísima  ley  que  estudiamos,  eliminando 
á  los  Prefectos,  da  las  facultades  revisoras  á 
las  respectivas  Juntas  Departamentales,  con 
excepción  del  Concejo  Provincial  de  Lima,  que 
como  hemos  dicho,  sus  actos  están  sujetos  á  la 
revisión  del  Gobierno. 

En  los  asuntos  cuya  revisión  se  solicite  ante 
los  Concejos  de  Distrito,  terminará  ésta  con  la 
resolución  de  las  Juntas  Departamentales;  y 
solo  podrán  ser  revisados  por  el  Gobierno,  los 
iniciados  ante  los  Concejos  de  Provincia  [artí- 
culo 4.] 

Con  esta  medida  se  simplifica  la  resolución 
de  los  asuntos  y  se  evita  la  acumulación  de  ellos 
ante  el  Gobierno. 

Los  asuntos  de  particulares,  ventilados  ante 
los  Concejos  de  Distrito  y  cuya  cuantía  no  exce- 
da de  20  soles,  terminan  en  caso  de  revisión, 
con  la  resolución  de  los  Concejos  de  Provincia; 
y  los  que  se  fallen  por  éstos,  cuyo  importe  no 
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exceda  de  200  soles,  fenecen,  con  la  resolución: 
de  la  Junta  Departamental,  en  los  mismos  ca- 
sos, [artículo  5.J 

La  ley  ha  establecido  esta  cuantía  para  la  re- 
solución de  los  asuntos,  á  semejanza  de  lo  que 
ocurre  en  el  Poder  Judicial  con  los  Jueces  de 
Paz,  los  de  1.*  Instancia  y  las  Cortes  Superiores. 

La  ley  dice  en  su  artículo  6.*,  que  están^  suje- 
tas á  revisión  todas  las  resoluciones  contrarias 
á  las  leyes,  á  los  derechos  de  los  ciudadanos  y 
á  las  conveniencias  de  las  poblacionas.  Esto  no» 
impide  que  el  Poder  Judicial  conozca,  con  arre- 
glo á  sus  atribuciones  constitucionales,  de  las^ 
reclamaciones  referentes  á  asuntos  contencio-- 
sos. 

Se  establece  asimismo  que  las  revisiones*, 
pueden  pedirse  dentro  del  término  de  diez  días,, 
por  los  interesados  ó  por  cualquiera  de  los 
miembros  del  Concejo  que  haya  expedido  la  re- 
solución (artículo  7.^) 

Los  reglamentos  de  los  Concejos  Provincia- 
les son  obligatorios  para  los  de  distrito,  en  la 
parte  ^ue  les  concierne  [artículo  S."*] 

Condiciones  y  excepciones. — Todo  cargo  público, 
cualquiera  que  sea  su  carácter  y  cuyo  buen 
desempeño  interasa  á  todos  los  asociados;  debe 
rodearse  de  cierta  garantía,  exi^endo  determi- 
nadas condiciones  para  su  ejercicio.  Al  fijarlas 
debe  tenerse  presente  que  no  sean  tantas  que 
se  reduzca  el  cargo  á  un  privilegio  de  una  mi- 
noría, ni  tampoco  que  se  haga  accequible  á  to- 
da clase  de  individuos,  aun  á  los  que  no  ofrecen 
seguridad  de  acierto. 

Las  condiciones  que  se  requiere  para  ser  ele 
gido  Concejal  propietario  ó  suplente  son: 

1/  Ser  mayor  de  edad: 
2.*  Saber  leer  y  escribir;  y 
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-%"  8er  vecino  de  la  Provincia  6  distrito  á  que  el  Concejo  corres- 
ponde, ooD  reriidencia  pn  la  respectiva  capital- 1  articula  10.) 

La  antigua  ley  de  1873  establecía  otra  condi- 
ción más  que  era  la  de  ejercer  una  industria  ó 
pa^ar  una  contribución  directa  al  Estado. 

Esta  condición  ha  sido  supresa  como  lo  lleva- 
mos dicho  en  la  novísima  ley. 

No  pueden  ser  miembros  de  ningún  Concejo: 

1é*  Los  militaren,  empleados  poli  ticos,  judiciales*  de  Hacienda  y 
de  las  Juntas  Departamentales  en  activo  fiervjoio,   ni  Ion  Eflerilmnoe. 

2.**  Los  empleólos  miinici|wiletí,  compren diendoee  cutre  éstos  íí  los 
Preceptores  que  dejjendan  de  los  Concejos, 

3,  Los  deudores  á  ciiaíqmera  de  loa  Concejos  déla  Provincia  v 
los  que  tengan  con  éstos  contratos  ó  pleitos  ¡endientes, 

4."  Los  Riiembroa  de  laa  Juntas  Depártame ntalefl< 

5."  Lea  ÍDcapacen  coaforme  á  la  ley. 

€/'  Los  procesados  criminaLnientt>  con  mandamiento  de  prisión, 

7,*  Los  represt!  n  tan  te::  directas  y  dej>en  dientes  de  laít  empresas 
que  tengan  contratos  sobre  servicios  mauicipales;  y 

8."  Loi  fiadores  de  loa  que  contraten  con  el  Concejo  (articulo  IL) 

La  antigua  ley  del  73  excluía  del  cargo  casi 
á  las  mismas  personas  que  hemos  enumerado, 
con  e3;cepción  de  los  empleados  de  las  Junttis 
Departamentales,  de  los  escribanos  y  de  los  se- 
ñalados en  los  dos  últimos  Incisos,  cuyas  excep- 
ciones se  justifican  por  sí  mismas, 

El  artículo  12  de  esta  ley  establece  además 
que  no  pueden  ser  miembros  de  una  misma 
Municipalidad  los  parientes  en  línea  recta,  sean 
consanguíneos  ó  afines  hasta  el  2-"*  grado  inchv 
sive,  ni  los  que  se  hallen  dentro  del  3er,  grado 
de  consaugLÜnidad  en  la  línea  colateral.  Si  fue- 
sen elegidos  parientes  que  se  hallen  comprendi- 
dos en  las  prohibiciones  anteriores;  entrará  el 
que  hubiese  ol:ítenido  mayor  número  de  votos 
y  en  c:aso  de  igualdad,  el  que  la  suerte  de- 
signase. 

Cuando  el  parentesco  ocurra  después  de  la 
elección,  cesará  en  el  cargo  el  que  designe  la 
suerte. 
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Según  el  artículo  13  los  cargos  municipales 
son  gratuitos  y  obligatorios  y  áolo  pueden  re- 
nunciare en  los  casos  siguientes. 

l.«  Por  tener  el  elegido  mas  d6  60  afios. 

2.«  Por  haber  eiercido  el  cargo  en  dos  ó  mas  períodos  consecuti- 
Tos;  desapareciendo  el  motivo  de  excusa  d^pues  de  un  bonio  de 
haber  cesado  en  su  desempcfio. 

d."*  Por  ser  el  renunciante  el  tínico  médico 6  boticario  del  pueblo 
de  su  residencia;  y  por  causa  aue  materialmenta  le  impida  el  ejercer- 
lo 7  que  sea  plenamente  justincada  á  juicio  del  Concejo. 

Las  excusas  enunciadas  se  presentarán  por 
escrito  al  Concejo  respectivo^  de  cuyo  acuerdo 
se  podrá  pedir  revisión  con  arreglo  á  esta  ley. 
[artículo  14.] 

Competencia.  Según  García  Calderón:  "Esta 
palabra  tiene  dos  acepciones  en  el  foro;  signifi- 
ca en  primer  lugar  el  derecho  y  la  obligación 
que  tiene  un  Juez  ó  Tribunal  para  conocer  de 
una  causa;  y  en  segundo  lugar  designa  la  con- 
troversia que  se  suscita  entre  dos  Jueces  ó  Tri- 
bunales  sobre  cual  de  ellos  es  el  que  debe  cono- 
cer de  cierta  causa  ó  negocio.'' 

De  la  primera  de  estas  acepciones,  nos  he- 
mos ocupado  ya,  al  estudiar  las  revisiones  de 
las  resoluciones  expedidas  por  los  Concejos. 

Con  respecto  á  la  segunda,  debemos  indicar 
que  la  ley  que  estudiamos  sujeta  á  los  Conce- 
jos á  una  rigorosa  gerarquía  entre  sí. 

Los  Concejos  Provinciales  dirimen  las  com- 
petencias suscitadas  entre  los  Concejos  de  Dis- 
trito. Las  Juntas  Departamentales,  las  que  se 
promuevan  entre  los  Concejos  Provinciales  ó 
entre  uno  Provincial  y  otro  de  Distrito  ó  entre 
los  Concejos  de  Distrito  de  distintas  Provin- 
cias; y  el  Gobierno,  las  que  ocurj'an  entre  los 
Concejos  de  diferentes  Departamentos,  [artícu- 
lo 9.] 

Eesponsabilidad.-El  principio  de  la  responsa- 
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Fbilidad  común  á  todos  las  funcionarios,  como  á 
todos  los  órganos  de  la  administración  pública, 
es  esencial  en  las  Corporaciones  íiiunicipales, 
instituciones  democráticas  por  excelencia.  Es- 
I  ta  responsabilidad  debe  ser  efectiva,  sin  restric- 
ción as  y  sin  privilegios  en  sus  procedimientos, 
I  tal  cual  debe  existir  en  toda  Nación  que  basa 

su  sistema  de  Gobierno  y  de  administración  en 
la  elección  popular, 

i  Nada  de  Tribunales  especiales,  para  hacer 

práctica  esta  responsabilidad,  cuando  proviene 
de  delitos  ó  faltas  que  caigan  bajo  la  acción  de 
la  justicia.    La  introducción  de  éstos,  en  la  or- 

Íganización  administrativa  de  un  país,  es  con- 
traria á  los  principios  democráticos,  pues  con 
ellos  se  abre  la  puerta  á  los  privilegios;  se  crea 
rangos,  sustrayendo  una  clase  de  ciudadanos  á 
la  acción  de  los  Tribunales  comunes,  á  la  que 
todos  deben  estar  igualmente  sometidos:  se  difi- 
culta la  responsabilidad  y  se  falta  á  la  senci- 
llez y  economía  con  que  debe  ix>Dstituirse  el 
poder  público  en  todas  sus  manifestaciones. 

Hablando  de  la  organizat  ion  municipal  de 
los  Estados  Unidos^  dice  Lastarria: 

"En  resumen  bí  elfunri^^nario  comete  uti  crimen  en  ©I  ejercicio 
de  iite  f  unciones,  loa  Tribunales  comunes  lo  jazgan.  Si  comet'B  ima 
falta  administrativa,  la  Vortú  Je  lo«  Jueces  de  Paz  le  condena;  y 
cuando  la  cosa  eg  grave  y  apremian te^  ella  haice  lo  i[ue  deberla  ha- 
ber sido  hecho*  Si  el  f«[i!?ioaMlo  e¡i  negíijente  ^  se  hace  culpable  do 
faltas  que  no  pueden  Ber  apriioiadas  judicialmente,  compajfre 
annalmente  delante  á^\  Tribimal  electoral,  que  le  revoca  bu  mantia- 
,r  t**  Bi  a  apelación»  Reconi'n^lrymoseiíte  üitinao  medio  d«  hacer  efecti- 

^va  la  re^tpor^sabilidadeLilo^  t'uucu^iuiritM  municipales^  por  faltas  ad- 
miniístrativas." 

La  ley  establece  esta  responsabilidad  para 
I  todos  los  miembros  de  los  Concejos^  en  el  modo 

y  forma  qne  prescriben  las  leyes,  de  los  abusos 
y  faltas  que  cometan  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones. 
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El  artículo  21  dispone  que:  "Los  miembros 
de  todos  los  Concejos,  son  responsables  en  el 
modo  y  forma  prescritos  por  la^  leyes,^  de  1(« 
abusos  y  faltas  que  cometan  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones.  Cualquier  ciudadano  tiene  el 
derecho  de  acusarlos  ante  el  Juez  de  1.*  Instan- 
cia, sin  el  requisito  de  afianzar  las  resultas  del 
juicio;  hallándose  sujeto  únicamente  á  la  res- 
ponsabilidad que  de  éste  resultase". 

Número  de  sus  miembros. — Saber  que  número  de 
miembros  deben  tener  las  Corporaciones  muni- 
cipales, es  punto  que  no  puede  resolverse  por 
regla  general;  porque  hay  que  consultar  la  de- 
liberación y  la  acción,  que  son  propias  de  la  na- 
turaleza de  esas  instituciones.  Una  Corpora- 
ción muy  numerosa,  tendría  el  inconveniente 
de  la  tardanza  en  los  acuerdos,  por  lo  compli- 
cado de  las  discusiones;  y  por  el  contrario,  muy 
reducida,  no  sería  en  verdad  el  representante 
de  los  intereses  comunales,  y  tanto  valdría  ha- 
cer unipersonal  la  adrninistración  de  los  muni- 
cipios. Generalmente  se  toma  por  base  el  nú- 
mero de  habitantes;  y  así  lo  han  hecho  nues- 
tras anteriores  leyes  municipales  hasta  el  de- 
creto dictatorial  de  18&1,  que  solo  tuvo  en  cue^i- 
ta  la  división  territorial  política,  fijando  arbi- 
trariamente el  número,  según  que  fuera  Muni- 
cipalidad de  Departamento,  de  Provincia  ó  de 
Distrito.  Del  mismo  modo  procedió  el  regla- 
mento orgánico  de  Municipalidades,  expedido 
por  la  dictadura  de  1881. 

Los  Concejos  de  Capital  de  Provincia  se  com- 
pondrán de  doce  miembros:  los  de  Capital  de 
Departamento  de  diez  y  seis:  el  Concejo  de  li- 
ma de  cuarenta;  debiendo  elegirse  al  mismo 
tiempo  que  los  propietarios,  cuatro  suplentes 
para  los  Concejos  de  las  Capitales  de  Pl'ovincia; 
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reincío  para  los  de  Capitales  de  Departamento;  y 
doce  para  el  de  Lima. 

También  formará  parte  de  estas  Corporacio- 
nes, un  Diputado  por  cada  Distrito,  elegido  por 
SQ  respectivo  Concejo,  debiendo  reunir  los  mis- 
mos requisitos  que  los  Concejales  y  ser  residen- 
te en  la  Capitel  de  la  Provincia  [art  73.] 

Elecciones*— Dos  son  los  principios  fundameni- 
tales  de  todo  derecho  municipal: 

1.°  La  facultad  que  debe  tener  cada  munici- 
pio de  elegir  sus  mandatarios; 

2.**  El  Hoto  ejercicio  de  su  autoridad,  una  vez 
elegidos,  sin  ninguna  intervención  del  Poder 
político. 

Las  leyes  ó  decretos  que  organicen  las  insti- 
tuciones municipales,  deben  respetar  estos  dos 
principios,  puesto  que  ellos  se  desprenden  de  la 
existencia  ncitn^ral  del  Municipio  coqjo  parte 
del  organismo  social.  Jus  ante  ommo,  natum^ 
principio  deil  derecho  Itoma»o,  que  tieiie  pépf ec- 
ta  aplleacimi. 

Ei,  puesi  un  derecho  absoluto  y  perfecto,  el 
que  tiene  todo  pueblo  para  elegir  con  toda  inde- 
pendencia sus  representantes  municipales;  y 
este  derecho,  es  tatito  ínás  sagrado  en  toda  ins- 
titución deínocrártica,  cuanto  que  es  la  base  de 
todo  Gobierno. 

Colmeiro,  que  no  es  partidario  d^  la  descen- 
tralizaoióii,  como  si  pudiera  existir  verdadera 
libertad  local  siii  ella;  reconoce  el  pr^incípio  de 
la  elecció?!  popular  para  los  municipijos,  como 
un  derecho  ae  los  pueblos,  y  exclama: 

'*&i  hub^rá  un  Qobierno>  oapaz  de  abolir  este  derecho,  ter^  cul- 
pable coma  usurpador  de  1^  mas  antiguas  libertades  públicas. " 

A  diferencia  de  la  antigua  ley,  que  establecía 
elsiifrggio  indirecto,  la  novísima  que  estudia- 
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mos,  establece  en  su  artículo  29  que:  "Las  elec- 
ciones municipales  se  practican  por  sufragio 
^iir^to,  y  que  gozan  del  derecho  de  ejercerlo: 

1.**  Todos  los  vecinos,  peruanos  y  extranjeros, 
mayores  de  21  años  ó  casados,  que,  á  más  de 
saber  leer  y  escribir,  ejerzan  alguna  profesión 
ó  industria,  ó  tengan  alguna  propiedad  raíz. 

La  ley  reputa  que  no  sabe  escribir  al  que  solo 
ha  aprendido  á  firmar. 

2.^  Los  alumnos  de  las  Universidades,  siem- 
pre que  sean  mayores  de  21  años. 

Es  indispensaole  estar  inscrito  en  el  corres- 
pondiente ttegislro  de  Electores  Municipales  pa- 
ra usar  del  derecho  de  votar  en  las  elecciones 
municipales.  [Artículo  30.] 

El  31  establece  que  no  pueden  sufragar: 

l,''  Los  Bfinistrofi  de  Estado,  los  Prefectos  ni  Subprefectoa,  los 
Gobernadores,  ni  sus  Tenientes;  y  en  general  todos  los  qne  ejerzan 
autoridad  politica,  militar  ó  de  policia. 

B.*"  Los  Jefes,  oficiales  ó  individuos  de  tropa  del  Bjército,  ni  ios 
de  la  Guardia  Nacional,  cuando  se  hallen  en  servicio  activo. 

8.»  Los  incapaces  conforme  á  la  ley  y  loe  que  estén  sometidos  á. 
juicio  criminal,  con  mandamiento  de  prisión. 

4.«  Los  emi^eados  municipales,  no  comprendiéndoee  entre  éstoe. 
para  el  presente  caso,  á  loe  Preceptores 

Los  Concejos  Provinciales  serán  elegidos  por 
los  sufragantes  de  la  capital  de  Provincia;  los 
Conceios  de  Distrito,  por  los  de  cada  uno  de  és- 
tos; y  los  Síndicos  de  Distrito  por  los  Concejos 
Provinciales.  (Artículo  32.) 

Los  Concejos  llevarán  un  libro  de  EegLstro 
de  Electores,  que  les  correspondan,  á  cargo  de 
una  Junta  compuesta  del  Alcalde,  de  los  Sín- 
dicos y  del  Inspector  de  Estado  Civil,  quienes 
harán  la  inscnpción  de  las  personas  que  acre- 
diten reunir  las  condiciones  que  se  requiere  pa- 
ra sufragar.  Dicha  Junta  expedirá  al  inscrito 
la  carta  6  título  de  elector  de  Municipalidades; 
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y  en  el  caso  de  pérdida  de  este  título,  se  expe- 
dirá otro  nuevo,  haciendo  constar  que  es  dupli- 
cado. 

Los  Concejos  tienen  facultad  para  resolver 
todas  las  cuestiones  que  se  susciten  con  motivo 
de  la  inscripción  en  el  Eegistro  [art.  33.] 

El  artículo  34  dice  que:  no  es  indispensable 
para  votar  el  título  de  que  habla  el  artículo  an- 
terior, pues  bastará  que  el  nombre  del  votante 
esté  inscrito  en  el  Registro  Electoral. 

Se  comprende  el  fundamento  de  este  artícu- 
lo, considerando  que,  lo  que  da  el  derecho  de 
votar,  es  la  inscripción  en  el  Registro;  y  que  el 
título  puede  extraviarse  ó  perderse. 

Est<^  Registros  Electorales  son  permanen- 
tes; pero  estarán  sujetos  á  una  revisión  anual, 
que  tendrá  por  objeto  suprimir  los  nombres  de 
los  que  hubiesen  fallecido,  de  los  que  por  cual- 

auiera  circunstancia  hayan  perdido  el  derecho 
e  votar  y  de  los  que  hubiesen  sido  inscritos 
por  error  [art.  35.] 

En  el  36  se  manda  que  los  nombres  se  inscri- 
ban en  el  Registro  por  orden  alfabético,  indi- 
cando las  calidades  y  domicilio  de  cada  elec- 
tor. 

Los  Registros  se  cerrarán  30  días  antes  de  las 
elecciones:  y  hasta  que  éstas  no  terminen,  no 
podrá  hacerse  en  ellos  nuevas  inscripciones  [ar- 
ticulo 37.] 

Se  fija  este  plazo  para  conocer  con  seguridad 
quienes  tienen  el  derecho  de  elegir  y  para  evi- 
tar los  abusos  á  que  pudiera  dar  lugar  el  siste- 
ma contrario. 

Dos  días  después  de  cerrados  los  Registros, 
de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  artículo 
anterior,  la  Junta  de  Registro  sentará  en  ellos 
la  correspondiente  acta  de  clausura  y  los  some- 
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terá  al  conocimiento  del  r^pectivo  Cancejo,  á 
firi  de  qne  sean  revisados  y  at)robados  por  la 
Corporación,  circunstancia  qne  también  se  lia- 
rá constar  en  el  inismo  libro  [árt.  88.1 

Iiimediatametite  que  sean  aprobados  los  Re- 
gistros por  él  Concejo,  el  Alcalde  publicará,  por 
carteles  ó  periódicos,  los  nonibres  de  los  electo- 
res y  el  número  de  Concejales  ptópietarios  y 
suplentes  que  deben  ser  el^dos. 

Las  personas,  cuyos  nombres  hubiesen  sido 
omitidos  en  las  publicaciones,  tienen  derecho 
de  reclamar  verbalmente  ante  el  Concejo;  y  to* 
dó  vecino  tiene  expedita  su  acción  para  denun- 
ciar, ante  los  mismos  Concejos,  cualquiera  ins- 
cripción hecha  contra  la  ley  (art.  3&.) 

En  el  artículo  40  se  dispone  que:  "Los  Alcal- 
des de  los  Concejos  de  Distrito,  después  que  la 
Corporación  apruebe  los  Registros  de  Electores 
de  Municipalidades,  como  lo  prescribe  ^  art 
38,  remitirán  inmediatamente  á  loa  Concejos 
Provinciales,  una  razón  nominal,  certificada 
por  los  Síndicos,  de  los  Electores  expeditos  en 
el  I)i»trito.  puntualizando  en  ella  las  Condicio- 
nes de  cada  uno  [art.  40.] 

Mesa  receptora  de  safraffios.— Dispone  el  artícu- 
lo 41  que  el  1."*  de  Diciembre  de  cada  bienio,  se 
instalará  la  mesa  receptora  de  sufragios^  precia 
sámente  en  la  Plaza  Principal  de  la  Capital  del 
respectivo  Distrito,  con  el  objeto  de  dar  princi- 
pio á  las  elecciones. 

Estas  mesas  se  compondrán  de  seis  Ciudada- 
nos vecinos  de  la  capital  del  Distrito,  sort^tdos 
entre  los  diez  y  ocho  que  paguen  mayor  contri- 
bución directa  al  Estado,  en  todo  el  Departa- 
mento; y  del  Síndico  designado  por  la  suerte, 
quien  los  presidirá. 
y^El  sorteo  desaquelles  y  de  éstA  se  hará  por  el 
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respectivo  Coitcejo,  en  sesión  púbíica,  seis  días 
^     antes  del  señalado  para  dar  principio  á  las  eleo- 
ciones,  previo  anuncio  al  público  por  los  perió- 
dicos y  donde  no  los  hubiere,  por  carteles,  pu- 
í     blicándose  el  resultado  inmediatamente.    [Ar- 
\     tícülo  42.] 

Como  adición  y  complemento  de  e^ste  artículo 
se  establece  en  el  50,  que  la  mesa  que  funcione 
en  la  Plaza  Principal  de  la  ciudad  será  presidi- 
da por  el  Síndico  y  las  demás  serán  presididas 
por  los  individuos,  que,  en  el  respectivo  sorteo  de 
mayores  contribuyentes  ó  propietarios,  hubiesen 
sido  los  primeros  cuyos  nombras  salieron. 
I        El  articulo  43  establece  que  15  días  antes  del 
señalado  para  el  sorteo,  el  Alcalde  del  Concejo 
Provincial  hará  publicar  en  cada  Distrito,  por 
'     carteles  y  por  periódicos,  donde  los  hubiere,  la 
^     lista  de  los  18  mayores  contribuyentes  que  á 
cada  Distrito  correspondan. 

Esta  lista  será  debidamente  legalizada  y  opor- 
tunamente remitida,  por  el  Tesorero  Departa- 
!  mental,  al  referido  Alcalde,  á  petición  de  éste. 
i  En  los  lugares  en  donde  no  hubiere  18  mayo- 
'  res  contribuyentes  al  Estado,  se  completará  és- 
te número  con  los  mayores  propietarios;  y  si  no 
hubiere  ningún  contribuyente,  el  sorteo  se  efec- 
tuará entre  los  18  mayores  propietarios,  cuya 
lista  será  igualmente  publicada  en  la  misma 
forma  que  la  anterior,  por  el  respectivo  Alcalde 
Provincial  ó  de  Distrito,  15  días  antes  del  sor* 
teo.  Con  tal  objeto,  todos  los  Concejos  Munici- 
pales de  la  República  llevarán  un  Registro  per- 
manente de  todos  los  propietarios  de  sus  respec- 
tivos Distritos.  EJste  Registro  será  formado  por 
ULE  comisión  de  miembros  del  Concejo  y  so- 
metida por  ella  al  examen  y  aprobación  de 
éste- 
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En  el  artículo  44  se  dispone:  c[ue  el  sorteo  á 
que  se  refieren  los  artículos  anteriores,  tiene  por 
objeto  establecer  el  orden  en  que  deben  ser  lla- 
mados los  18  mayores  contribuyentes  ó  mayo- 
res propietarios,  para  constituir  las  mesas  re- 
ceptoras de  sufragios.  En  caso  de  que  alguno 
ó  algunos  de  los  6  primeros  designados,  resulta- 
se legalmente  impedido,  se  sacará  del  ánfora, 
en  el  mismo  acto,  una  por  una,  las  papeletas 
restantes  ^ue  contengan  los  nombres  de  ios  de- 
más, sentándose  la  debida  consümcia,  en  el  acta 
respectiva  del  orden  en  que  salieron. 

El  artículo  45  ordena:  que  el  Alcalde  comuni- 
que inmediatamente  la  designación  hecha  j)or 
la  suerte,  á  los  que  hubieren  salido  primero,  in- 
dicándoles el  orden  de  su  designación,  á  fin  de 
que  oportunamente  se  constituyan  á  formar  las 
mesas  rexjeptoras  de  sufragios. 

Con  el  objeto  de  hacer  mas  fácilas  las  eleccio- 
nes; evitar  la  aglomeración  de  personas  y  los 
disturbios  y  choques  que  con  frecuencia  tienen 
lugar  en  estos  actos,  se  ha  establecido  que:  En 
las  capitales  de  Departamento,  donde  por  el 
crecido  número  de  sufragantes  municipales, 
inscritos  en  el  Registro,  no  fuese  posible  practi- 
car las  )lecciones  ante  esta  sola  mesa;  se  insta- 
lará tantas  mesas  receptoras  de  sufragios, 
cuantas  porciones  de  1,500  sufragantes  pudie- 
ran formarse  del  número  total  de  inscrito^. 

No  se  formará  mesas  distintas  por  fracciones 
de  menos  de  500  sufragantes;  las  que  no  lleguen 
á  este  número,  sufragarán  en  las  mesas  ya  es- 
tablecidas,  (artículo  46.) 

Se  dispone  así  mismo  en  el  artículo  47:  que 
Los  Concejos  Provinciales  determinarán,  para 
los  efectos  del  artículo  anterior,  un  mes  antes 
de  las  elecciones  y  después  de  la  revisión  del 
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Hegistro,  á  que  se  refieren  los  artículos  35  y  38; 
el  Tiilmero  de  mesas  receptoras  de  sufragios  y 
los  lugares  en  que  deben  instalarse. 

Con  el  objeto  de  que  cada  sufragante  sepa 
con  anticipación  la  mesa  ante  la  cual  ha  de  vo- 
tar, se  lia  dis¿puesto  en  el  artículo  48  que:  Al  pu- 
blicase la  lista  de  los  electores,  á  que  se  contrae 
el  artículo  39,  cuando  hayan  do  instalarse  dife- 
rentes mesas  receptoras  de  sufragios;  se  desig- 
nará separadamente  los  nombres  de  los  que 
del>en  sufragar  en  cada  una  de  ellas. 

El  artículo  49  esüiblece  que:  Cuando  haya  de 
instalai"se  varias  mesas  receptoras  de  sufragios 
se  hará  separadamente  el  sorteo  de  los  ciudada- 
nos que  deban  formarlas,  designando  contribu- 
yentes ó  propietarios  distintos  para  cada  una 
de  ellas;  y  observando  todos  los  requisitos  pun- 
tualizados para  el  efecto  en  los  ailículos  42  y 
rí  guien  tes  de  esta  ley. 

La.s  personíis  sorteadas  ¡jara  formar  las  me- 
sas receptoras  de  sufragios,  no  píxlrán  excusar- 
se  de  asistir  á  ellas,  so  pena  de  sufrir  una  mul- 
ta de  50  soles  en  las  capitales  de  Provincia;  y  25 
en  los  distritos,  aplicables  á  las  escuelas  de  Ins- 
trucción Primaria;  salvo  el  impedimento  de 
enfermedad  comprobada  ó  algún  otro  motivo 
que  calificará  el  Concejo,  (artículo  51.) 

Aceptada  por  el  Concejo  la  excusa  legal  de 
cualquiera  de  los  ñ  primeros  designados  por  la 
suerte,  llamará  el  Alcalde  para  reemplazarlo  á 
quien  corresponda,  según  el  orden  en  que  salie- 
ron las  cédulas  úíA  ánfora,  (artículo  52.) 

Por  impedimento  del  Híndico,  debe  reempla- 
zarlo el  otro  Síndico;  y  si  éste  se  hallase  en 
igual  caso,  presidirán  los  accesitarios  en  el  or- 
den correspondiente,  según  el  niimero  de  votos 
que  hubiesen  obtenido  en  la  elección.    A  falta 
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de  éstos  presidirá  uno  de  los  mayores  contri- 
buyentes sorteados,  en  el  orden  que  hubiesen 
salido  (art.  53.) 

Si  falta  alguno  de  los  miembros  de  una  me- 
sa, al  instalarse  ó  ya  instalada;  el  Presidente 
oficiará  al  Alcalde  para  que  inmediatamente 
proceda  á  reemplazarlo  en  conformidad  con  la 
ley  (art,  54.) 

El  día  en  que  deban  empezar  las  elecciones, 
todos  los  miembros  de  la  mesa  elegirán  ae  su 
seno  dos  Secretarios,  quedando  como  escruta- 
dores los  cuatro  restantes  (art.  55.) 

El  artículo  56  estatuye  que:  solo  es  legal  la 
mesa  receptora  de  sufragios  que  funcione  con 
la  mayoría  de  los  miembros  determinados  por 
la  lev;  y  agrega  que  son  reos  del  delito  de  usur- 
pación de  autoridad  y  como  tales  penadps  con- 
forme á  la  ley,  los  que  formen  otras  mes¿is  dis- 
tintas, aun  en  el  caso  de  haber  sido  favorecidos 
por  la  suerte. 

.  Instaladas  las  mesas,  se  abrirá  el  paquete 
cerrado  que  el  Alcalde  debe  remitir,  conteniep- 
do  la  copia  certificada  del  Registro  de  electores 
municipales  que  les  corresponden,  de  cuyo  do- 
cumento acusarán  recibo  el  Presidente  y  los 
Secretarios  (art.  57.) 

Los  electores  procederán  á  emitir  sus  votos 
por  medio  de  cédulas,  ante  las  mesas  recento- 
ras  de  sufragios,  ya  establecidas;  y  el  Presiden- 
te las  recibirá  y  depositará  en  presencia  de  to- 
dos, en  el  ánfora,  que  al  efecto  habrá  en  la  mesa. 
La  votación  para  Concejales  propietarios  y  su- 
plentes, se  hará  en  una  sola  cédula  (art.  58.) 

La  inscripción  en  el  Registro  es  la  condición 
indispensable  para  votar;  de  tal  modo  que  la 
mesa  no  aceptará  el  voto  del  sufragante  que  no 
estuviese  inscrito  aunque  pretendiem  acreditar 
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que reúne  las  condiciones  que  la  ley  exige  para 
sufragar. 

Cualquier  fraude  ó  suplantación  que  la  mesa 
descubriese,  dará  mérito  para  que  disponga  la 
detención  y  enjuiciamiento  del  culpable,  quien 

Suedará  sujeto  á  sufrir  reclusión  en  1.*"  ó  2.*"  gra- 
0,  como  lo  establece  el  art.  27  del  C.  P.  [art.  59.] 
El  art.  60  estatuye  que  los  desacuerdos  qué 
se  suscite  en  la  mesa^  serán  resueltos  por  ma- 
yoría absoluta. 

La  votación  diaria  comenzará  á  las  12  del  día 
y  terminará  á  las  3  de  la  tarde,  debiéndole 
nacer  constar  previamente  que  el  ánfora  está 
vacía,   (art  62.) 

Cerrada  la^votación  diaria  y  después  de  con* 
f  rentado  el  número  de  cédulas  con  el  de  votantes^ 
circuiffitancia  que  se  hará  constar;  el  Presiden- 
te leerá  en  alta  voz  las  cédulas  que  irá  pasan- 
do sucesivamente  á  todos  los  miembros  de 
la  mesa. 

Se  sentará  acta  del  resultado  de  la  votación 
del  día,  la  que  será  firmada  por  todos  los  miem- 
bros de  la  mesa  y  publicada  además  por  carte- 
les ó  por  periódicos  donde  los  hubiese,  [art  61^] 
£1  3  de  diciembre  que  será  precisamente  el 
último  día  de  las  elecciones,  después  de  hecho 
el  escrutinio  y  regulación  de  votos,  eo  vista  de 
las  actas  diarias;  el  Presidente  de  la  mesa  pro- 
clamará á  los   que  hubiesen  obtenido  mayor 
número  de  sufragios,  para  completar  el  Conce- 
jo; y  al  siguiente  día  mandará  a  dicha  corpora- 
ción una  copia  del  acta  de  instalación  de  la 
mesa  y  del  acta  final,  firmada  por  todos  k>s 
miembros  de  dicha  mesa,  áfin  de  que  el  Cdnce- 

t*o  proceda  á  la  calii5.cación  de  estas  elecoioines. 
art.  63:] 

Cuando  en  una  población  haya  varias  mesas 

n 
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receptoras  de  sufragios,  se  procederá  al  escruti- 
nio y  regulación  de  rotos  emitidos  en  cada  una; 
pero  no  se  hará  la  proclamación  de  concejales 
en  ninguna  de  ellas  y  se  remitirá  al  Concejo 
Provincial  las  copias  de  las  actas  á  que  se  re- 
fiere el  artículo  anterior,  para  que  allí  se  haga 
la  regulación,  caliScación  y  proclamación  cor- 
respondientes, (art.  64.> 

Recibidas  las  copias  ae  que  hablan  los  artícu- 
los anteriores,  el  Concejo  nombrará  una  comi- 
sión de  su  seno,  que  dentro  de  tercero  día  pre- 
sentará dictamen  sobre  la  legalidad  de  las 
elecciones  y  caUdad  personal  dé  los  elegidas, 
[art.  65.1 

Este  dictamen  será  discutido  y  votado  por  el 
Concejo  por  mayoría  absoluta  de  votos;  debien- 
do ser  el  quorum  para  este  caso  el  de  dos  temos 
del  número  total  de  Concejales,  inclusive  los  que 
deban  cesar.      ' 

La  calificación  personal  se  limitará  á  deter- 
minar si  el  Concejal  electo  reúne  las  condicio- 
nes exijidas  por  esta  ley.  (art.  66.) 

Si  alguno  de  los  elegidos  tuviese  tacha  perso- 
nal se  procederá  á  llamar,  acto  continuo,  al  que 
hubiese  obtenido  mayor  número  de  votos  para 
que  reemplace  al  iniDedido.  (art.  67.) 

El  art.  68  imponr.  a  los  Alcaldes  de  Prtyv'íti- 
cia  la  obligación  de  pasar  á  las  respectiva^  íiU- 
toridades  políticas  y  á  la  Junta  Departatnéntal 
una  relación  de  los  Concejales  elejidos  eri  los 
Distritos  de  su  jurisdicción  y  del  húmero  dfe  su- 
fragios que  cada  uno  hubiese  obtenido. 

Instalación.— El  1.^  de  enero  de  cada  afio  se 
incorporarán  los  nuevamente  elegidos,  al  res- 
pectivo Concejo  y  desde  entonces  principiarán 
a  ejercer  sus  funciones,  previo  juramento  que 
deben  prestar  ante  el  Alcalde,  la  víspera  de  su 
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Uioorporación,  á  cuyo  efecto  se  les  oficiará  por 
^t^r  tan  luego  como  hayan  sido  calificados, 
todo  lo  cual  se  hará  constar  en  el  acta  respecti- 
va, que  firmarán  los  antiguos  y  nuevos  Conce- 
jales, [art  69.] 

La  formula  del  juramento  es  la  siguiente: 
*  ^Juráis  por  Dios^  desempeñar  ñel  y  legalmon- 
te  el  cargo  de  miembro  del  Concejo  Provincial 
ó  de  Distritor^  El  que  preste  el  juramento  con- 
tastará;  ^*Si  juro''  (art  70.) 

El  art  71  determina:  Que  si  en  el  tniscurso 
del  bienio  para  el  cual  se  practican  las  eleccio- 
nes municipales,  llegase  el  ca,so  de  no  haber  en 
una  Corporación  dos  tercios  de  Concejales  en 
servicio;  se  procederá  á  completar  este  número, 
llamando  á  los  Concejales  suplentes  en  el  or- 
den de  BU  proclamación;  y  á  falta  de  óstoSj  á  los 
qne  en  la  última  elección  hubiesen  obtenido 
mayor  númei'o  de  votos,  prefiriendo  á  los  que 
tiguren  entre  los  propietarios. 

El  art.  73  dispone  t|ue  los  Concejales  que  de- 
ban cesarj  continuarán  ejerciendo  sus  funcio- 
nes, hasta  que  se  incorporen  los  nuevamente 
elegidos. 

Esta  disposición  se  funda  en  que  no  es  posi- 
ble ni  sería  conveniente  que  llegara  el  momen- 
to en  que  no  hubiera  representantes  del  Co- 
mún. El  mismo  principio  adopta  nuestra  legis- 
lación, con  respecto  á  todos  los  cargos  públicOH. 

El  segundo  principio  que  sentamos,  tratán- 
dose de  las  elecciones  municipales,  esto  es  el 
relativo  al  libre  ejercicio  de  su  autoridad,  una 
vez  elegidos,  sin  ninguna  intervención  del  Po- 
der político;  se  realiza  por  el  derecho  de  elec- 
ción, que  á  su  vez  tienen  los  cuerpos  munici- 
pales, para  designar  de  su  seno  los  funciona- 
rios que  deben  presidirlos  y  los  qne  deben  din- 
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gir  los  ramos  del  servicio  comunal.  EJstps  son 
los  siguientes:  Alcalde,  Teniente-Alcalde,  dos 
Síndicos  y  los  siguientes  Inspectores:  de  Poli- 
cía, de  Instrucción  Primaria,  de  Estado  Civil, 
de  Mercados,  de  Aguas,  de  Obr^,  de  Espectá- 
culos Públicos,  de  Lugares  de  detención^  ae  Hi- 
^ency  de  Beneficencia,  donde  no  haya  esta  ins- 
titución jpública;  y  uno  para  cada  Distrito  déla 
capital  de  la  Provincia. 

Crearán  ademas  otras  Inspecciones  si  los  ra- 
mos, obras  ó  servicios  del  Municipio  así  lo  exi- 
jieren  (art.  74.) 

Entre  estos  últimos  podemos  citar  los  de  AJa- 
medas  y  Paseos;  de  Asuntos  contenciosos;  del 
Matadero,  que  existen  en  el  Concejo  Provincial 
de  Lima. 

Como  puede  muy  bien  suceder  que  haya  CJon- 
cejos  en  los  que  el  número  de  miembros  no  co- 
rresponda al  número  de  Inspecciones  que  la  ley 
señala;  ha  estatuido  el  art.  75  que:  Los  Qoace- 
jales  estarán  obligados  á  desem|)eñar  dos  ó  mas 
de  las  Inspecciones  anteriores,  si  el  número  de 
miembros  de  la  Corporación  fuese  insuficiente 
para  proveerlas  todas  con  diferentes  personas- 

En  los  Concejos  Provinciales  habrá  también 
comisioi^es  formadas  por  los  miembros  de  su 
seno  para  los  distintos  ramos;  municipales,  las 
que  funcionarán  bajo  la  presidencia  de  sus  res- 
pectivos Inspectores.  Estas  comisiones  serán 
nombradas  a  propuesta  del  Alcalde  y  coa  apro- 
bación de  los  Concejos  [art.  76.^ 

Sesiones.— Habrá  en  los  Concejos  sesiones  or- 
dinarias y  extraordinarias.  Las  prinieras  se  ce- 
lebrarán, por  lo  menos  cada  15  días;  y  las  se- 
gundas cuando  el  Presidente  lo  creyere  necesa- 
rio ó  lo  solicitasen  cinco  miembros  en  los  Con- 
cejos de  Provincia  y  dos  en  los  de  Distrito, 
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En  las  sesiones  extraordinarias  no  so  tratará 
sino  del  asunto  indicado  en  la  convocatoria 
[art.  17.] 

La-  palabra  Presidente,  de  que  hace  uso  la  ley 
en  esta  ocasión,  debe  entenderse  por  la  de 
Alcalde. 

Según  el  art.  18:  El  quorum  de  los  Concejos 
d^  Provincia  lo  forman;  31  Concejales  en  la  ca- 
pital de  la  República:  9  en  las  capitales  de  De- 
partameuto;  y  7  en  las  de  Provincia. 

Yotaciones.I^  votaciones  serán  públicas,  ex- 
ceptuándose las  referentes  á  la  elección  de  car- 
g(¿,  al  nombramiento  de  empleados;  y  á  los 
asuntos  personales,  que  serán  secretas,  (artícu- 
lo 19.)    "^ 

Todos  los  miembros  de  un  Ccmcejo  tienen  voz 
y  voto  en  los  acuerdos  y  pueden  ser  elegidos  in- 
distintamente para  las  diversa^  comisiones;  pe- 
ro les  es  prohibido  tomar  parte  en  la  discusión 
y  votación  de  los  asuntos  en  que  ellos  ó  sus  pa- 
rientes, hasta  el  tercer  grado  inclusive,  tengan 
interés  directo,  [artículo  20.] 

Fancionarios  municipales.— Acabados  de  ver  que 
los  Concejos  Provinciales  ehgen  anualmente  de 
su  seno,  los  funcionarios  encargados  de  la  di- 
rección de  los  distintos  ramos  dS  servicio  Mu- 
nicipal; y  que  estos  funcionarios  son;  el  Alcalde 
Teniente-Alcalde,  Síndicos  é  Inspectores- 
Alcaldes.— Lg^  acción  administrativa  de  los  Con- 
cejos es  compleja,  tanto  de  deliberación  como 
de  ejecución;  y  esta  última  no  puede  en  reali- 
dad, existir  pronta,  enérgica  y  eficaz,  en  cuer- 
pos colectivos,  que  carecen  de  la  unida,d  necesa- 
ria á  la  fuerza.  Por  esto  en  toda  organización 
municipal  se  elije  un  funcionario  que  rejpresen- 
tando  la'  primera  autoridad  administrativa  del 
poder  municipal,  ejecute  todas  las  resoliicipnes 
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que  previa  la  deliberación,  han  acordado  las 
corporaciones  que  ese  pocler  constituye.  Este 
funcionario  es  el  Alcalde,  palabra  de  origen 
árabe,  que  adoptado  por  los  mozárabes,  pasó 
á  los  primitivos  habitantes  de  León  y  Casti- 
lla, si  bien  designaba  entonces  un  funcionario 
local,  con  carácter  judicial  á  la  par  qué  admi- 
nistrativo; y  que  se  ha  conservado  hoy.  para 
nombrar  la  primera  autoridad  administrativa 
del  poder  municipal  con  más  ó  menos  amplitud 
en  las  funciones,  según  el  carácter  centraliza- 
dor  ó  descentralizador  que  revista  la  adminis- 
tración. 

Según  lo  dicho,  los  Alcaldes  representan  la 
primera  autoridad  de  la  administración  muni- 
cipal de  la  Provincia,  [inciso  1*"  artículo  80  ] 

Sus  funciones  pueden  clasificarse  éñ  de  vi- 
gilancia; de  presidencia;  y  de  ejecución. 

Proceden  con  el  primer  carácter: 

1.^  Cuando  presiden  las  sesiones  municipales, 
cuidando  de  que  se  celebren  en  los  días  desig- 
nados ó  siempre  que  lo  requiera  el  inejor  ser- 
vicio público;  y 

2.**  Cuando  vigilan  el  buen  cumplimiento  de 
las  obligaciones  de  los  Inspectores  y  empleados 
de  su  dependencia  y  de  los  Concejos  de  Distri- 
to [inc.  2."  y  3.^  art.  80.] 

Como  consecuencia  de  asta  última  atribu- 
ción; tienen  facultad  para  suspender  del  ejerci- 
cio de  sus  funciones  a  los  empleados  de  su  de- 
pendencia, inclusive  á  los  Preceptores  de  Ins- 
trucción Primaria;  debiendo  someter  el  hecho 
al  conocimiento  del  Concejo  en  la  primera  se- 
sión, para  que  éste  apruebe  o  desapruebe  la  me- 
dida [iric.  13  art,  80J  .       , 

Ejercen  funciones  díe  presidencia,  cuando  pre- 
siden las  sesiones,  y  según  el  reglamento  inte- 
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TÍ 01',  las  funciones  6  espectáculos  piíblicos,  cuan- 
do concurren  á  ellos:  cuando  ordenan  confor- 
me á  su  respectivo  regUimeuto  interior  la  más 
rápida  y  conveniente  tramitación  de  la8  oficicxSj 
solicitudeH  y  expedienteos  que  ingresen  á  la  Be- 
ci'etaría-  Pueden  pedir  directamente  informes 
á  la  Subprefectura,  álos  Gobernadores^  Jueces 
de  1.*  Instancia^  Jueces  de  Paz,  Sociedades  de 
Beneficexicia  Pública  y  Párrocos.  Si  para  la  tra- 
mitatñón  fuere  necesj^irio  concx^er  algunos  ante- 
cedentes ó  datos  de  otras  oficinas  públicas  de 
superior  gerarquía  á  las  ya  mencionadas,  diri- 
jirán  oficio  detallado  al  Presidente  de  la  Junta 
Departamental  para  que  los  recabe  y  trasmitía 
á  la  Municipalidad;  debiendo  el  Alcalde  acom- 
pañar, eB  caso  necesario^  CKipia  certifi<^ada  del 
expediente  ó  solicitud  que  motiva  el  informe 
[inc-  5.**  art  80;]  y  cuando  presiden  las  Juntas, 
cuando  se  verifiquen  los  remates  de  ramos, 
obras  y  servicios  municipaleSj  conforme  á  la 
ley  [inc.  6-^  art.  80.] 
Proceden  como  funcionarios  de  ejecución; 

I,*'  Cuando  promulgan,  en  caso  necesario,  por 
medio  de  bando  sus  resoluciones  ó  las  del  Con- 
cejo, cuando  así  lo  exija  su  importancia  [inc, 
4.^  art.  80,] 

9,*  Cuando  recalcan  de  los  Subprefectos  y  de- 
más autoridades  ]>olíticas  sul)alternas  para  el 
cumplimiento  de  sus  rasoluciones,  el  apoyo  de 
la  fuerza  pública,  que  dichos  funciona  nos  es- 
tán obligados  á  prestarles  [inc.  15  art.  80.] 

La  ley  les  confiere  además  las  siguientes  atri- 
buciones: 

Hacer  el  balance  mensual  de  la  Tesorería  de 
ia  Gorpóracion^con  intervención  de  los  Síndi- 
cos y  la  ineludible  obligación  de  dar  cuenta  al 


Concejo  en  el  término  máximo  de  ocho  días. 
[inc.  7.""  artículo  80.] 

Los  Alcaldes  de  los  Concejos  Provinciales  tie- 
nen la  obligación  de  remitir  mensüalmente  á 
la  Prefectura  del  Departamento,  la  razón  de 
ingresos  y  egresos  déla  Tesorería  de  su  depen- 
dencia para  su  jmblicación  en  el  "Registro  Ofi- 
ciar', sin  perjuicio  de  hacerla  insertar  también 
en  alguno  de  los  periódicos  de  la  localidad  si 
los  hubiere  (art.  119.) 

Presentat  una  memoria  anual  sobre  los  dis- 
tintos ramos  y  servicios  municipales,  exijiendo 
las  que  previamente  deben  presentarle  los  res- 
pectivos Inspectores  [inc.  8.**  art.  80.] 

Visar  todos  los  certificados  ó  copias,  que  con- 
forme á  la  ley,  están  obligados  á  aar  él  Secreta- 
rio ó  Tesoi-ero  de  la  Corporación  [inciso  8.^  ar- 
tículo 80.] 

Rubricar  todafi  las  fojas  de  los  libros  de  la 
Tesorería  y  de  los  Registros  del  Estado  Civil, 
formando  el  acta  que  debe  sentarse  al  prin- 
cipio de  cada  uno  e  indicando  el  número  de  fo- 
jas y  la  fecha  en  que  comienaan  los  asuntos 
(Inciso  lo  art.  80.) 

Conceder  ó  negar  por  escrito  la  licencia  que 
se  solicite  para  espectáculos  y  diversiones  pú- 
blicas, apOTturas  de  establ^imientos  y  demás 
que  le  corresponda  otorgar;  todo  (X)n  estricta 
sujeción  á  las  ordenanzas  y  disposiciones  del 
caso,  dejando  en  Secretaría  y  en  Tesorería  las 
constancias  respectivas  (inciso  11  art,  80.) 

Nombrar  ó  destituir  á  los  porteros,  alguaciles, 
portapliegos  y  sirvientes,  cuando  fuese  necesa- 
rio mejorar  el  servicio  [inciso  12  art.  80.1 

Cuando  los  Alcaldes  estuviesen  legalmente 
impedidos,  ejercerán  la  presidencia  én  los  Cón- 
cejoB  los  Teniente  Alcáldést  á  faltare   éstos; 
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I.""  los  que  hubiesen  obtenido  el  accésit  nara  al- 
caldes: 2/"  los  que  lo  hubiesen  obtenido  para 
Teniente  Alcalaes;  y  3.*"  el  Concejal  propietario 
que,  entre  los  que  se  hallaron  expeditos,  núblese 
obtenido  mayor  número  de  votos,  cuando  se 
practicaron  las  elecciones. 

Loe  Síndicos  quedan  excluidos  de  la  presiden- 
cia de  la  Corporación  (art.  81.) 

Según  el  art*  82:  Constituye  accésit  para  el 
de8emx)efio  délos  cargos  del  Conceio  Provincial, 
la  tercera  parte  de  los  votos  de  los  miembros 
que  concurren  á  la  elección. 

Sindicos. — Hemos  dicho  ya  que  conforme  al 
art.  74  de  la  ley  que  estudiamos,  los  Concejos 
de  Provincia  deben  elegir  anualmente,  el  1.''  de 
Enero,  entre  estos  funcionarios;  dos  Síndicos. 
De  estos,  según  el  art.  83,  uno  de  ellos  será  de 
rentas  v  el  otro  de  gastos,  debiendo  desempeñar 
el  1.''  ae  estos  cargos,  el  que  obtuviese  mayor 
número  de  votos  en  la  elección;  y  en  caso  de 
haber  obtenido  igual  número  de  sufragios,  el 
que  fuese  designado  por  la  suerte.  Este  sorteo 
precederá  á  la  ceremonia  del  juramento. 

Sus  atribuciones  son: 

1.*  Ejercer  la  personería  del  Concejo  en  los  juicios  que  este  tu- 
Tiese  y  representarlo,  en  todos  los  demás  asuntos  de  su  cargo,  con  el 
mayor  celo  y  diligencia. 

2.>  Intervenir  en  las  escrituras  publicas,  relativas  á  asuntos  del 
Conoejo,  que  deberán  ser  firmadas  por  ellos. 

3.*  vigilar  la  buena  administración  é  inversión  legal  de  los  fon- 
dos municipales  y  hacer  presente  á  la  Corporación  las  falt^  é  irre- 
gularidades que  notaren,  proponiendo  los  medios  apropiados  para 
correcirlaa  ó  evitarlas* 

4.*  Excitar  el  celo  del  Tesorero  para  que  ejecute  á  loa  deudores 
morosos. 

5.>  Examinar,  al  fin  de  cada  mes,  la  racón  de  los  gastos»  con  el  ob- 
jeto de  manifestar  á  la  Corporación  si  se  han  venfioaido  ó  nó,  con 
arreglo  á  la  ley,  haciendo  en  el  segando  caso  los  reparos  que  consi- 
deren justos. 

6.*  Cuidar  de  que  se  publique  mensualmente,  con  el  V.*  B."*  de  am* 
bo»,  el  manifiesto  de  ingresos  y  egresos  de  la  Tesorería  Municipal. 
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El  art.  84  dispone  que  toda  orden  de  pago 
íifepáda  pat  el  alcalde,  se  anotató  porr  el  Síndico 
de  gastos  en  esta  forma;  Conformé  á  la  paiíti- 
da  —  . . .  •  del  Presupuesto. 

El  Teisorero  es  responsable  dé  los  abonos  que 
haga,  sin  esta  anotación:  y  por  últiíno  él  art.  85 
establece  que  los  Síndicos  y  el  Tesorero  respon- 
den solidariamente  de  los  pagos  hechos  con  ano- 
taciones erróneas  ó  inxactas.       ' 

laspeetMts. — Son  los  funcionarios  ¥nUBÍcipAl6& 
encargados  de  la  administración  de  los  ramos, 
obras  ó  servicios,  en  que  se  dividen  les  distintoH 
intereses  locales. 

Ya  hemos  dicho  que  los  Concejos  Pi^vitida- 
les,  eligen  de  su  seno  conforme  al  art.  74  los 
litópéctores  que  la  ley  señala  y  que  ya  hemos 
enumerado. 

Sus  atribuciones  son: 

I.^  Presidir  U  comÍ8Íón  especial  del  ramo  á  qué  pertenezcan: 
S#*:  Yitilar  dire^tam^etite  el  buen  serTicio  de  sus  rélit>eétito»  taraos 
jf^l.QUinplimiento  de  lae  leyes,  decretos  y  reglattiei^tos  q^e  áeUod  ^ 
rieran; 

3.*:  Proponer  en  terna  á  los  empleados  de  su  dépendei»cia,  no  po* 
diei^  en  ningün  caso  considerar  en  ella  á  los  qu0  tengan  eoo  ios 
Concejales  parentezco  en  linea  recta,  hasta  el  segundo  grado  inclu- 
sive, ó  én  líbea  consanguínea  colateral^  hasta  efs.''  íiieTüsiTé.  &lá 
prohibición  no  comprende  á  los  maestros  de  Instrucción  Prímuria 
en  la  Provincia  farnculo  86J 

Ademas  de  estas  atribucione.s  generales  á 
todos  los  Inspectores,  la  ley  ha  fija<lo  algunas 
especiales  para  ciertos  ramos. 

Así  los  Inspectores  de  Instrucción  sujetarán 
sus  procedimientos  á  los  reglamentos  y  órdenes 
que  sobre  este  ramo  expida  el  Concejo  Superior 
de  Instrucción  Pública  (art.  87.) 

Deben  por  sí  mismos  6  por  comisionados  es- 
peciales investigar: 

l.<»  Si  cada  población  tiene  las  oscoelas  necesarias  para  lA  iiietrur- 
cióa  de  loe  nifios»  deimo  y  otro  sexo. 
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1*'  Bi  tiene  locales  mlecttadoa  y  Ioh  úlales  neettwtrioB  pai»  la  iíiih*'- 

iw*  Si  ueiien  nui«8troa  com  peten  tf^j  debieudo  proponer  lü  Üoní  f*- 
JO  J&ft  medidas  nec^súrian  jmra  Uenrvr  loa  vaoíos  que  notaren;  y 
1."  Proponer  en  terna  íi  \oh  nne  íleban  s^r  nombradoa  preoeptores . 

Conforme  al  art.  90:  Exigirán  que  cada  maes- 
tro de  Instnicción  Primaria  le^  pase  anual  míen- 
te una  nómina  que  comprenda:  *i 

\,"  l^a.  riLzcín  de  la  aJsiDtencia  diarifi  á  taa  ««^uelftaj  conforme  á  Lux 
modelos  que  se  los  proporcione. 

S."   La  razón  nominal  de  loe  nif&o»  «jue   ingrc^den  k  la  eectLela  y  fte 
los  que  M  han  dejado,  desiiues   de  dur  ejcaraen  de  üistruccióu  Pri- 
maria: y 
-  3.^  £1  úa  ventarlo  de  loe  ütüeei  y  de  los  mueblen  de  la  üBOueia. 

Los  Inspectores  de  Instrucción  del  Concejo 
Provincial  requerirán  á  los  Concejos  de  Distri- 
to, á  fin  que  se  proporcionen  los  recursos  nece- 
sarios para  mejorar  la  enseñanxa;  y  en  caso  dn 
que  se  desatienda  su  requerimiento,  da]*án  cuen- 
ta al  Concejo  para  que  éste,  si  lo  conceptúa  con- 
veniente, ordene  el  cumplimiento  de  suB  indi- 
caciones (art,  89.) 

Los  Inspectores  de  Puentes  y  Caminos  y  Ioh 
de  cualescjuiera  otras  obras  públicas,  tendrán 
ii  su  cargo  la  construcción,  conserv^ación  y  rae- 
jora  de  dichas  obras,  en  la  sección  que  corres- 
ponde á  la  Provincia:  requerirán  directamente 
á  los  Concejos  de  Distrito  para  la  ejecución  de 
la  parte  de  trabajo  que  á  cada  uno  de  éstos  in- 
cumbiese; y  vigilarán  la  fiel  inversión  de  los 
fondos  provinciale-s  destinados  á  este  objeto 
Cart.  9-1.) 

Por  el  ai*t.  92:  los  Concejos  Provinciales  pue- 
den nomI)rar  ijn  Ingeniero  ó  Inspector  facul- 
tativo de  las  obras  pimlicas  de  la  Provincia. 

Corresponde  al  Ingeniero  Director  hacer  los 
estudio®,  levantar  los  planos,  formar  los  presu- 
puestos, indicar  las  oases  que  respecto  de  la 
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parte  técnica  ó  facultativa,  deban  fijai'se  para 
el  remate  de  las  obras  y  vigilar  su  buena  eje- 
cución. 

La  parte  administrativa  de  las  obras,  correrá 
á  car^o  del  Inspector  respectivo,  ó  del  q^e  ex- 
traordinariamente se  nombre  con  tal  objeto, 

A  los  Inspectores  de  Higiene  y  de  Vacuna  les 
dá  el  art.  93  las  siguientes  atribuciones: 

1.*  Visitar  las  boticas,  asociados  de  un  médico  para  ver  el  estado 
de  las  drogas  y  si  la  persona  ^ue  las  de^f»acha  es  competente. 

2.>  Hacer  Tisitas  domiciliarias  y  de  establecimientos  pübliooay 
dictar  las  medidas  convenientes  para  mejorar  el  servicio  de  la  hi- 
giene y  de  la  salubridad. 

3,"  Propagar  el  fluido  vacuno,  haciendo  que  los  vacunadores  re- 
corran los  pueblos  de  la  Provincia. 

4.''  Examinar  los  comestibles  y  bebidas  destinadas  al  consumo  y 
dar  cuei^  al  Alcalde  de  los  abusos  que  notaren,  proponiendo  las 
medidas  oportunas. 

El  Inspector  de  Estadística  exigirá  mensual- 
mente  de  los  Concejos  de  Distrito,  los  datos  ne- 
cesarios para  formar  la  estadística  de  la  Pro- 
vincia [art.  94.] 

Empleados.— Las  complicadas  labores  enco- 
mendadas á  los  Concejos,  como  las  de  toda  ad- 
ministración; requieren  un  cierto  número  de 
agentes  auxiliares,  que  bajo  la  dependencia  de 
los  Concejales,  preparen  el  trabajo  y  sean  agen- 
tes ejecutores  de  las  disposiciones  del  Alcalde 
y  del  Concejo. 

Así  para  el  mejor  desempeño  de  la  adminis- 
tración Provincial,  establece  el  artículo  96:  aue 
los  Concejos  Provinciales  tendrán  bajo  sus  or- 
denes los  empleados  necesarios,  dentro  del  lí- 
mite de  sus  recursos,  para  el  cumplimiento  de 
las  atribuciones  que  les  designa  la  ley. 

El  97  dispone  que:  Cuando  el  estado  de  las 
rentas  no  permita  tener  Tesorero  y  Secretario 
á  sueldo,  el  último  de  estos  puestos  será  desem- 
pefiado  por  el  Concejal  que  la  Corporación  elija; 
y  el  primero  por  los  SfndicoSi 
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Segó  11  el  art.  98:  Lt7s  empleados  serán  iiotn- 
Itrados  por  el  Concejo,  á  propuesta  en  tenia  del 
Tí^pectivo  Inspector:  el  Secretario  será  propiie^^ 
to  en  terna  por  el  Alcalde  y  elegido  por  el  Con- 
cejo; y  el  Tesorero  por  el  mismo  Concejo  á  pro- 
puesta en  tema  por  el  Alcalde  y  los  Síndicos. 

Estos  empleados,  no  adquieren  por  la  ley, 
como  los  de  la  administración  central,  desde 
antes  del  afio  73,  los  privilegios  de  jubilación, 
cesantía  y  montepío,  ni  derecho  alguno  sobre 
el  empleó,  porque  según  el  artículo  28  de  esta 
ley:  **En  la  administración  local  no  se  recono- 
ce destinos  en  propiedad,  ni  los  Concejos  tienen 
el  derecho  de  conceder  pensiones  d )  ninguna 
especie. 

Atribaciones  de  los  Concejos  Provinciales. —Teoría 
8obre  las  atribuciones  municipales. — Determinar 
teóricamente  y  bajo  el  punto  de  vista  científico 
las  atribuciones  que  la  ley  debe  encomendar  á 
las  Corporaciones  Municipales,  es  tarea  bastan- 
te difícil,  tanto  por  lo  vago  y  poco  determi- 
nado de  ellas,  cuanto  por  el  contacto  inmediato 
en  que  están,  respecto  de  la  libertad  individual. 
La  mayoría  de  los  publicistas  que  esta  mate- 
ria han  abordado,  se  nan  limitado  á  una  mera 
observación  de  lo  que  es  y  lo  que  ha  sido,  para 
justificar  ó  criticar  el  presente  ó  el  pasado;  pe- 
ro no  han  tratado  de  encerrar  en  una  síntesis, 
basada  en  la  observación,  el  detalle  de  esas 
atribuciones. 

A  su  vez  las  legislaciones  de  los  distintos 
países,  las  han  fijado  con  mas  ó  menos  latitud, 
según  que  el  principio  de  descentralización  ha 
dominado  en  la  organización  municipal,  ó  bus- 
cando un  término  medio  entre  ambos  princi- 
Ínos,  como  transición  ó  conciliación  en  esas  dos 
ormas  administrativas. 


En  Francia,  España  y  los  pafeos  hispano- 
americanos, que  se  han  esmera4o  en  calcaír  lat^ 
instituciones  de  la  primera;  las  atribudpiies 
municipales  se  han  encerrado  en  una  órbitja  es- 
estrecha,  en  un  círculo,  cuya  circunferencia, 
por  decirlo  así,  ^tá  formada  por  la  acción  de  la 
administración  central. 

Por  el  contrallo  Estados  Unidos,  modelo  de 
organización  dem<x5rática,  Suiza  y  los  país^ 
sud-americanos,  que  se  han  constituido  fede- 
ralmente,  han  dejado  mayor  latitud  en  las  atri- 
buciones municipales  y  su  completa  separación 
del  Poder  Ejecutivo. 

El  término  medio,  ha  sido  adoptado  i>or  Bél- 
gica y  Holanda,  con  resultados  i)rácticos;  y  por 
nue.^tra  ley  orgánica  de  MunícipaHdadeis  de  9 
de  Abril  de  1873,  como  una  preparación,  como 
una  concesión  del  régimen  descentralizador, 
verdadera  necesidad  de  su  época. 

Dasde  luego  se  comprende  que  el  primer  prin- 
cipio que  la  ley  debe  tener  en  cuenta,  al  deter- 
minar las  atribuciones  municipales,es  el  de  des- 
centralización, expresión  práctica  en  lo  adpai- 
nistrativo,  del  principio  de  la  libertad,  que  es 
esencial  en  todo  organismo  social,  en  toda  foff- 
ma  de  asociación. 

Esto  con  respecto  al  Gobierno  centrí^l,  pero  á 
su  vez  las  Corporaciones  munici¡)ales  como  tie- 
nen derecho  de  exijir  libertad  é  independencia 
en  sus  funciones;  tienen  el  deber  de  respetar  la 
la  misma  libertad  en  los  individuos  y  en  las  es- 
feras de  la  actividad  privadft.  í)e  aquí,  que  sus 
atribuciones  se  limiten  por  lo  que  es  racional  y 
naturalmente  del  dominio  de  esíi  actividad.  Po- 
demos, pues,  sentar  como  reiglp,  general  parala 
determinación  de  las  a<^l>»icií»es,  el  mismo 
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principio  qne  hpixias  señalado  en  la8  atribncui" 
nes  de  la  atlrainistracionc^^ntra]. 
Es  el  siguiente; 

Toda  atribución  de  la  adiíñnístríici6n  local ^  íMi^  ref«rii'sH  k  yerví 
cioa  realiueiit^  necesarios,  y  tjne  no  puedan  Bi^r  ilüAeriipeñartoa  con- 
Te  iii  en  te  ni  ente  por  la  activkhul  privada. 

Así,  toda  ingerencia  de  la  administ ración  lo- 
cal en  la  dirección  de  la  industria  agrícola  ó 
manufacturera;  toda  i)articipación  directa  en 
las  transacciones  del  comercio,  principalmente 
el  que  se  refiere  a  las  artículos  de  primera  ne- 
cesidad, es  tan  perjadicial  al  interés  común, 
fx>ino  en  la  ingerencia  de  la  administración  cen- 
tral en  el  culto  y  enseñanza.  En  uno  y  otro  cu- 
so, se  viola  la  líber  taxi  que  es,  af^uí  como  en  to- 
do interés  social,  la  imica  regla  exclnsiv^a,  (1 ) 
Solo  una  excepción  crecemos  se  puede  admitir  á 
este  princio  absoluto  y  general  en  lo  que  se  re* 
fiereála  Instrucción  primaria,  que  los  comunes 
están  obligados  á  fomentar,  sostener  y  desarro* 
llar. 

Fuera  de  esta  regla,  ninguna  restricción, 
principalmente  nacida  del  poder  central^  puede 
ponerse  á  las  Corporaciones  en  el  ejercicio  de  sus 
atribuciones-  Nada  de  autorizaciones  previas, 
nada  de  aprobaciones  ulteriores^  para  convertir 
en  ejecución,  cualquiera  medida  que  el  Común 
haya  tomado  en  deliberación.  Libertad  entera, 
sin  mas  superior  que  la  ley,  en  el  ejercicio  de 
sos  atribuciones,  y  sin  mas  sanción  que  la  res- 
ponsabilidad y  el  derecho  de  toda  personalidad 
de  precaverse  ó  reclamar  contra  los  excesos  del 
poner  municipal  ó  su  infracción  contra  las  leyes 
generales. 

Éste  derecho  lo  puede  tener  igualmente  un 
particular  ó  una  población;  una  asociación  ó 

{{)  AiAhnmClenient;  ^'Essfti  Wir  la  Seténete  soctnle/* 
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aún  el  Estado,  y  las  leyes  deben  ser  muy  claras 
y  precisas  y  acordar  al  efecto  todas  las  garan- 
tías necesarias  para  hacer  efectiva  ante  el  Po- 
der Judicial,  esa  responsabilidad;  ó  según  esto, 
el  Municipio  debe  tener  libertad  en  sus  atribu- 
ciones, ya  se  refieran  á  actos  civiles  ó  adminis- 
trativos. Ninguna  autorización,  ni  aprobación 
para  tomar  una  decisión,  decretar  un  gasto, 
crearse  una  renta,  i>ara  toda  construcción  ó  de- 
molición; toda  adquisición  ó  enagenación,  toda 
aceptación  ó  rechazo,  toda  creación  ó  supresión, 
toda  transacción  ó  todo  juicio  que  se  refieran 
á  un  interés  municipal;  salvo,  como  dijimos,  la 
infracción  de  las  leyes  de  aplicación  general,  ó 
la  lesión  de  los  intereses  de  un  tercero. 

Pero  si,  por  el  contrario,  se  fija  en  la  ley,  pa- 
ra el  ejercicio  de  cualesquiera  atribuciones,  ya 
sea  referentes  á  la  gestión  de  sus  intereses  co- 
mo persona  civil,  ya  á  la  administración  de  los 
servicios  comunales,  el  permiso  previo  ó  la  apro- 
bación posterior  de  la  autoridad  central;  entotí- 
ces  se  hace  casi  nulas  las  atribuciones,  que  el 
interés  común  exige  tenga  en  su  plenitud  el  Mu- 
nicipio. 

Se  reemplaza  al  organismo  social,  que  solo  vi- 
ve y  respira  con  la  libertad,  el  mecanismo  ad- 
ministrativo que  todo  lo  mueve,  bajo  el  motor 
de  una  sola  voluntad:  lo  automático,  ^n  lugar 
de  lo  animado;  lo  arbitrario,  en  vez  de  la  justi- 
cia. 

La  ley,  pues,  debe  fijar  clara,  precisa  y  deta- 
lladamente las  atribuciones  de  los  Cuerpos  Mu- 
nicipales, cuidando  que  ni  el  Estado  invada  la 
esfera  propia  del  Municipio,  ni  el  Municipio  la 
del  Estado,  ni  las  atribuciones  se  extiendan  has 
tu  sustituir  la  actividad  privada  en  los  asuntos 
que  ésta  pueda  desempeñar  convenientemente. 
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Entre  las  atribuciones  que  corresponden  á  las 
autoridades  municipales,  podemos  señalar  co- 
mo indispensables  en  toda  ley  de  organización, 
las  siguientes: 

La  administración  de  todas  las  cosas,  cuyo  uso  es  oomün,  como 
por  ejemplo;  calks,  plazas,  mercados,  caminos  comunales,  paseos 
pdblScos,  aguas  para  la  irrigación  y  consumo,  bibliotecas,  circulación 
por  las  Tias  públicas,  alumbrade,  etc.  etc. 

Esta  administración  se  manifiesta  por  atri- 
buciones de  creación,  conservación  y  mejora- 
miento. De  aíjuí  el  poder  de  reglamentación 
sobre  estos  distintos  objetos,  tratando  de  impe- 
dir ó  precaver,  en  lo  posible,  todo  lo  que  pueda 
perjudicar  al  interés  comunal,  por  la  negligen- 
cia ó  imprudencia  de  los  individuos. 

Por  ejemplo: 

Prohibiendo  entre  la  ciudad,  el  establecimiento  de  empresas  insa- 
lubres ó  peligrosas,  curtidurias,mataderos  y  fábricas  de  materias  ex- 
plosÍTas  etc.  cuidando  del  alineamiento  y  nivel  de  las  construcciones 
en  la  Tia  pública;  etc. 

Este  poder  reglamentario,  entraña  el  poder 
de  imponer  multas  ó  arrestos  por  infracciones 
de  las  disposiciones  dictadas.  La  ley  de  organi- 
zación municipal  del  Estado  de  Illinois,  de  10 
de  Abril  de  1872,  faculta  á  la  autoridad  muni- 
cipal para  dictar  penas  que  no  excedan  de  200 
doGars  de  multa,  o  seis  meses  de  prisión. 

Tienen  á  su  cargo  directa  y  exclusivamente 
la  policía  de  salubridad,  seguridad  v  subsisten- 
cia, así  como  el  ornato  y  aseo,  reglamentando 
estos  distintos  servicios;  sin  mas  restricción 
que  el  derecho  de  los  individuos  de  reclamar 
ante  los  Tribunales  de  aquellas  decisiones,  or- 
denanzas ó  acuerdos  que  se  opongan  á  las  le* 
yes  generales  ó  lesionen  los  derechos  de  terce- 
ro. Para  el  cumplimiento  de  estos  reglamen- 
tos, deben  ejercer  el  poder  de  nombrar  funcio- 

18 
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narios  y  agentes  necesarios,  para  la  ej^ucióft, 
organizando  y  dirigiendo  el  servicio  de-  policía 
en  todos  sus  ramos. 

Como  auxiliar  del  poder  central,  en  la  ejecu- 
ción de  las  leyes  generales,  deben  limitarse  sus 
atribuciones  á  la  conservación  y  formación  de 
las  Registros  del  Estado  civil,  á  la  organiza- 
ción de  las  estadísticas  de  su  localidad,  á  la  par 
ticipación  en  el  reparto  y  recaudación  de  las 
contribuciones  nacionales,  en  la  parte  que  co- 
rresponde á  su  circunscripción  territorial. 

Para  el  ejercicio  de  estas  funciones  y  organi- 
zación de  sus  sei-vicios,  las  Corporaciones  mu- 
nicipales necesitan  arbitrarse  recursos  ó  fondos, 
siempre  que  los  bienes  propios  y  rentas  locales, 
no  alcancen  á  cubrir  sus  gastos.  Para  esto,  tie- 
nen el  poder  de  crear  impuestos  ó  modificar  los 
existentes,  sobre  servicios  de  la  localidad,  bajo 
las  mismas  bases  que  las  leyes  generales  im- 
pongan para  las  contribuciones  del  Estado  y 
con  la  restricción  de  que  deben  ser  aprobadas 
por  el  Concejo  Departamental,  si  existe  este 
grado  en  la  administración  local,  ó  por  el  Cole- 
gio de  electores. 

Como  persona  civil,  el  municipio,  por  medio 
de  sus  representantes,  tiene  facultad  para  ad 
quirir,  vender,  cambiar,  hipotecar,  hacer  tran- 
sacciones, demandar  ante  el  Poder  Judicial, 
sin  intervención  de  la  autoridad  central,  ni 
mas  restricciones  que  las  impuestas  por  las  le- 
yes, para  garantir  la  fortuna  del  común,  con- 
tra las  dilapidaciones  ó  mala  administración. 
A  este  respecto,  la  ley  debe  fijar  un  límite  en 
loe  eínpróstitos,  y  las  formahdades  que  deben 
llenarse  para  las  enagenaciones  de  inmuebles. 
Eil-  Estados  Unidos,  esta  enajenación,  regla- 
meutada  por  una  ley  de  2  de  Abril  de  1872,  so- 
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lo  se  pueclo  hacor  de  los  inmuebles,  (luo  no  pue- 
den servir  para  el  público;  en  pública  subasta 
y  en  virtud  do  una  autorización  dada  por  la 
mayoría  de  los  electores  en  mi  reunión  anuaL 

Otra  de  las  precauciones  adoptadas  por  la  le- 
gislación de  Estado.5  Unidos,  es  el  sistema  de 
fianzai4  para  todos  los  f  imcionarios  municipa- 
les, que  tienen  el  manejo  de  los  bienes  del  Co- 
mún, Así  el  Alcalde,  por  ejemplo,  prasta  una 
fianza,  por  lo  menos  de  3000  dollars  (artículo 
4u°  de  la  ley  úe  organización  munici]ml  del  Es- 
tado de  Illinois,  de  10  de  Abril  de  18730 

Además  de  estas  atribuciones  de  las  Corpo- 
raciones municipales,  referentes  á  la  adminis- 
tración de  los  servicios  y  á  la  gestión  económi- 
ca de  los  intereses  de  la  localidad;  hay  otras 
que  son  inherentes  á  su  constitución,  como  po- 
der local,  como  autoridad  encargada  de  ejercer 
funciones  públicas.  Estas  atribuciones  se  refie- 
ren á  la  elección  de  los  funcionarios  especiales 
para  los  distintos  ramos  de  la  administración 
local;  á  la  nominación  de  los  empleados;  á  la 
vigilancia  de  los  servicios;  á  la  formación  de 
presupuestos;  v  al  poder  de  dictar  ordenanzas, 
acuerdos,  reglamentos,  que  tienen  fuerza  de 
ley  para  la  localidad. 

Vamos  á  estudiar  las  atribuciones,  que  en 
nuestro  derecho  positivo,  tienen  los  Concejos 
Municipales. 

Atribuciones  de  los  Concejos  Provinciales.— Son 
atribuciones  de  los  Concejos  Provinciales,  re- 
glamentar, administrar  é  inspeccionar  los  ser- 
vicios de  las  poblaciones  de  su  jurisdicción,  re- 
lativos á  los  siguientes  ramos: 

Al  aseo  y  salubridad  públicos,  pudiendo  proscribir  con  ttil  objeto 
Jas  reglas  que  deben  observarse  en  los  establecimiento»  y  domicilios 
particulares,  é  impedir  la  vonta  de  comestibles,  licoresj  6  medica • 
mentoB  de  mala  calidad. 
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A  la  provisión  y  conservación  de  manantiales,  fuentes  y  depósitos 
de  aguas  y  á  la  distribución  de  éstas,  asi  en  la  ciudad  como  en  los 
campos,  pero  solo  en  cuanto  sea  de  uso  comün* 

Ala  comodidad  de  la  vía  pdblica.  determinando  la  dirección,  di - 
mensione  ev  construcción  de  las  calles,  plazas  y  caminos  publico». 
Al  efecto,  dictarán  las  medidas  necesarias  para  la  expropiación  y 
sobre  la  parte  que  corresponda,  en  trabajo  ó  dinero,  con  que  deben 
contribuir,  los  propietarios  de  las  fincas  que  se  atraviesen  ü  ocupen 
ó  los  que  van  á  aprovechar  del  camino,  csule  ó  plaza; 
•  Al  ornato  dé  la  población,  á  cnyo  efecto  fijarsm  reglas  paxvi  la 
construcción  extenor  de  los  edificios  particulares,  la  cerca  de  los 
«clares  y  formación  y  conservación  de  los  jardines,  paseos,  arbole- 
das, puentes  y  demás  de  este  g^énero; 

A  los  servicios  y  establecimientos  comunes,  como  alumbrado  pu- 
blico, mercados,  mataderos,  abrevaderos,  pastos  y  dehesas:  A  los 
hospitales,  cementerios  y  establecimientos  de  beneficencia,  donde 
no  haya  sociedades  del  ramo,  y  á  los  depósitos  de  policía  y  cároeles 
de  detenidos. 

4  los  servicios  locales  como  alumbrado  publico,  baja  policía  y 
demás  de  esta  especie. 

A  la  Instrucción  Primaria  de  toda  la  provincia,  obligando  á  los 
distritos  á  que  sostengan  cada  uno  de  ellos,  una  escuela  wd  homlNrea 
y  otra  de  mujeres,  por  lo  menos. 

Al  fomento  de  las  sociedades  ó  empresas  qn^  tx^ngan  por  objeto  el 
progreso  de  las  ciencias  y  el  de  las  artes  industriales  y  liberales  en 
la  provincia. 

A  los  Registros  del  Estado  Civil  y  á  la  estadística  de  la  Provincia, 
á  la  conservación  de  los  patrones  de  pesos  y  medidas  e  inspección 
de  los  que  se  use  en  el  comercio  y  la  industria. 

A  cuidar  de  la  conservación  y  propaj^ación  del  flufdo  vacuno. 

A  reglamentar  y  vigilar  el  buen  servicio  de  los  carruajes  püblicos, 
tramways  y  otros  medios  de  trasporte. 

A  reglamentar  y  presidir  los  espectáculos  y  diversiones  publicas. 

A  formar  el  presupuesto  anual  de  sus  gastos,  en  proporcito  á  sus 
rentas* 

A  sostener  en  la  capital  de  la  Provincia,  á  mas  de  las  dos  escuelas 
obligatorias  que  correspoden  á  todos  los  Distritos,  cuantas  fuesen 
necesarias  para  propagar  la  Instrucción  Primaría;  y  8i  sus  rentas 
lo  permiten,  dos  de  Instrucción  Primaría  de  Ser.  grado  para  uno  y 
otro  sexo,  ó  cuando  menos  una  para  varones  (inciso  l.<»  á  11  art.  77.) 

Ademas  de  ias  indicadas,  la  ley  encomienda 
á  los  Concejos  otras  atribuciones,  que  se  refie- 
ren  á  su  organización  como  autoridad. 

Son  éstas: 

A  expedir  los  respectivos  rejB^lamentos  de  policía  municipal 
A  votar  anualmente  los  arbitríos  municipales  que  deban  cobrarse 
en  el  terrítorio  de  su  jurisdicción,  sin  que  los  nuevamente  imimes- 
tos  ó  los  aumentos  sobre  los  anteriores,  puedan  hacerse  efectivos 
antes  de  ser  aprobados  por  el  Gobierno,  previo  informe  do  la  Jnnta 
Departamental. 
A  crear  y  votar¡con  aprobación  d^  )^  Junta  Departa|ilez(tf4  l(W 
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empIeoB  neoefütfSoa  pura  el  draempeflo  de  las  funciotiefi  quQ  corren  & 

su  carga. 
A  aceptar  las  dí>níicJon<*fi  y  leg/idos  qne  se  haga  k  la    Provincia  ó 

Íá  cualquiera  oatableci miento  loeai  ó  ninnicipal:  j  autorizar  la  inicia- 
^  ción  de  las  cuestionf  s  peodientt^s  on  el ef enea  de  ftus  dercclioH. 

1  A  formular  j  aprobar  la»  baaea  de  Ioh  rematen  j  las  de  [o*  contra- 

\  toe  para  la  conitruccion  de  obraB  6  ^'restacióu  üf;  eervicioe* 

A  autorizar  loe  contratos  de  enipreetitos  ó  eniiaionea  de  ohHj^aeio- 
n^  municipales^  hipotecando  loa  bienes  6  rentas  de  la  provincia, 
previa  aprobación  del  Gobierno,  sin  cnyo  requÍHÍto  serán  do  nin^nn 
TaW  ni  efecto,  debiendo  ser  oÍda  por  eute  la  Junta  Lk^fiartamental, 
A  nombrar  anualmente  los  Jurados  de  Imprenta,  con  aiiji'ción  á 
la  ley  de  la  materia;  v  á  cuidar  de  que  el  Alcalde,  el  Tesorero^  lo6 
Insiiectorea  y  Ioh  empleado»  cumplan  extrictamente  sus  oblif^aciones 
y  que  loe  servicios  que  les  están  encomendados  sean  bien  atendidos 
I  (Íiic5.*al2íart.  77,) 

En  las  capitales  de  Provincia,  los  Concejos 

Provinciales  ejercen  las  funciones  do  los  de 

Distrito  [art.  78.] 

El  art.  79  prohibe  á  los  Concejos  imponer  en 

I       6U  respectivo  territorio,   derecho  de  tránsití>  ó 

I       de  extracción  á  los  productos  que  se  consuma 

f      en  otros. 

I  Presupuesta,— El  presupuesto  es  general  ó  par- 

I'       cial.  El  ^neral  es  la  cuenta  de  todos  los  ramas 
del  servicio,  conteniendo  el  resumen  de  todfjs 
los  presupu^tos  parciales,  con  indicación  de  his 
sumas  totales  de  ingresos  y  gastos  municipa- 
I        Iffi,  l>or  capítulos  y  artículos  ó  en  grandes  jmr- 
r        tidaSj  sulxlivídidas  en  otras  menores.   El  par- 
cial es  la  cuenta  especial  de  cada  ramo  del  ser- 
L        vicio,  formado  por  los  Insi>ectores  respectivos. 
I  Todo  presupuesto  general  debe  tener  las  con- 

[        diciones  siguientes: 

1. "  Clasificación  clara  y  precisa  de  las  gastos, 
or  servicios;  y  de  los  ingi-esos,  según  la  clase 
e  rentas: 

3.*  Orden,  en   la   forma  y  disi>osicíón  de  las 
partidas;  y 

3/  Sencillez  y  claridad  en  la  exposición  de 
los  resultados. 
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El  presupuesto  general  es  por  un  bienio,  can- 
tado desde  el  1.^  de  Julio;  y  se  forma  por  ^  Te- 
sorero, en  vista  de  los  presupuestos  pardales  de 
los  distintos  ramos  que  deben  formar  los  Ins- 
pectores. El  art.  107  dice  al  respecto: 

Los  Tesoreros  están  obligados  á  exigir  do  kw  Inapcctores,  por  con- 
ducto del  Alcalde,  los  presupuestos  de  loa  ramos  qiio  corren  á  su 
cargo.  Estos  se  entregarán  al  Tesorero  antes  del  1.'  de  Setiembre  de 
cada  año,  á  fin  de  que  el  I,"  de  Octubre,  pueda  pasar  d  Alcalde,  el 
presupuesto  de  la  Provincia,  que  comprenderá  Un  bienio  económico 
a  partir  del  l.«  de  Julio. 

bi  los  Inspectores  no  presentaren  oportunamente  loe  presupatiotos 
especiales  de  sus  respectivos  ramos,  loe  formará  el  Tesorero  en  vkta 
de  los  anteriores  j  de  las  leves  y  reglamentos  vigentes. 

£1  Presupuesto  se  discutirá  y  votará  por  el  Gojooejo,  previo  infor- 
me de  ambos  Síndicos,  aat^  del  I.""  de  Dioiembve  (art»  108) 

El  artículo  109  dice: 

Que  el  presupuesto  votado  por  el  Concejo  ee  devolvefá  á  la  ISaBore- 
ria  y  se  elevará  en  copia,  antes  del  15  de  Diciei^bre,  á  la  ^unta  De- 
partamental, la  que  tendrá  el  derecho  de  suprimir  ó  modificar  loa 
partidas  inf  roctorias  de  las  leyes;  pero  si  las  supresiones  6  modifica- 
ciones que  esta  introdujera;  no  fueran  aceptadas  por  el  Concejo  Pro- 
vincial, por  creer  que  las  partidas  son  absolutameQte  indíspepsables* 
80  elevara  el  expediente  al  Gobierno  coh  informe  de  la  lauñicipali- 
dad  y  de  la  Junta  Departamental. 

Al  remitir  el  Alcalde  la  copia  del  Presupuesto,  á  la  Junta  Depar- 
tamental; acompañará  también  copia  del  informe  de  los  Síndicos  y 
del  acta  de  la  sesión  en  que  se  discutió  y  votó  dicho  picesnpneeto. 

Sí  liasta  el  30  de  Junio  no  se  hubiere  devuelto  por  la  Junta  X>epar- 
mental  ó  por  el  (robierao,  el  presvmuesto  formado  por  el  Concejo, 
re  jira  durante  ese  bienio,  en  loe  términos  ea  que  fué  aprobado  por 
dicho  Concejo,  (articulo  110.) 

£1  prosupuesto  estará  impreso  á  principios  de  Julio  y  se  remitirá 
los  ejemplares  neoesarioe  alas  oficinas  centndiea  do  la  provittoía;  á 
cada  uno  de  los  miembros  del  Concejo  Provincial;  á  los  Concejos  de 
Distrito;  al  Concejo  de  Instrucción  y  á  la  Prefectura  del  Departa- 
mento. 

Rentas  y  erastos.— Las  rentas,  como  los  gastos, 
son  ordinarios;  y  extraordinarios  ó  facultativos. 
Las  rentas  ordinarias  son: 

1,"  Los  productos  de  propios. 

2*<*  Los  productos  de  arbitrios,  'como  mojonazgo  sobre  los  licores, 
vinos  y  demás  bebidas  fermentadas:  la  coca  y  tabaco»  la  «isa  sobro 
el  sanado  vacuno,  lanar,  cabrio  y  do  cerda  y  demás  que  se  cobran 
en  la  capital  de  la  provincia. 
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3/  Loa  á£r&e^ím  fxmmieip&leñ  que  ne  «^tableaca,  ronforme  k  la  If*;'' 

Todas  estas  rentas  no  son  sino  el  producto 
de  les  bienea  de  propiedad  eomunal  y  las  con- 
tribuciones veeifiales. 

Como  productos  de  los  bienes  propios  de  los 
pueblos,  que  n^  son  de  carácter  permanente 
tenemos: 

Eleanon  de  los  censos  ó  intereses  de  los  capitales  pertenecientes  6 
la  provincia  ó  municipio. 

Loe  iaterefles  de  laa  obligaciones  ó  deudas  del  Estado  que  pertene- 
cen al  c^mün.  €  inciso  4.<>  y  5.*.  articulo  09.) 

Entre  las  rentas  provenientes  de  las  contri- 
buciones y  demás  arbitrios,  que  se  fijan  per- 
manentemente en  los  presupuestos  tenemos: 

Las  multas  impuestas  por  infracciones  de  reglamentos  mmiícipa- 
les  6  de  policia. 

Los  áei^eolioe  de  pea|é  y  pontazgo  de  carácter  provincial  y  loa  de 
lieencias  para  espeotáciilos,  diversiones  y  rifas. 

La  contribución  de  carruajes,  alumbradlo  y  de  todo  ramo  que  las 
leyes  autoricen  con  un  objeto  municipal  ó  local. 

La  ratiÓiudón  de  sélrvicios  de  baja  polioia  ü  otros;  y  el  reembol- 
M  de  los  gastos  que  haga  el  Concejo,  por  cuenta  de  los  veci- 
nos. 

Los  fondos  xn-ovenientes  de  multas  de  policía,  que  se  cobre  en 
la  capital  do  la  provincia  por  autoridades  politicas. 

.Los  demás  arbitrios  que  fuere  necesario  establecer,  con  aproba- 
ción del  Gobierno,  previo  informe  de  la  Junta  Departamental, 

Iios  subsidios  que  abona  la  Junta  Departamental  para  escuelas 
[inciso  €.«,  7.S8.%9.%  10.%  11.%  18.%  art,  99,] 

La  ley  no  determina  los  ingresos  extraordi- 
T^arios,  pero  se  encuentran  implícitamente  men 
donados.  Son: 

l'"*  Eil  producto  del  lemace  de  bienes  mnnicipales  que  se  venda  en 
Páblioa  suhwta»; 

^•'  61  de  ios  contratos  de  empréstitos  ó  emisión  de  obligaciones 
iK^nnicipales,  hipotecando  los  bienes  ó  rentas  de  la  provincia; 

&*  La»  donaciones  y  legados  que  se  h<%ga  á  la  provincia  ó  á  cua- 
^nieca  estableoimientos  locales  ú  municipales. 

Noftemos  á  este  respecto  que  según  el  artícu- 
lo 23: 
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Los  bienes  mmiicipaleB  gozan  de  los  mismos  privilegios  y  ezoen- 
siones  que  las  leyes  conceden  á  loe  bienes  fiscales;  j  los  contratos  qoe 
se  celebre  sobre  aquellos,  quedan  sujetos  á  la9  disposiciones  relatí- 
vasá  éstos. 

Esto  es,  que  no  se  puede  enagenarlos,  arren- 
darlos, ni  hipotecarlos,  sino  en  pública  subasta. 

La  subasta  de  los  bienes  y  ramos  de  las  Municipalidades  de  pro- 
vincia, se  verificará  ante  una  Junta  compuesta  del  Alcalde,  uno  de 
los  Síndicos,  el  Tesorero  de  la  Corporación  y  el  Secretario ;  d^ieodo 
asistir  también  el  Juez  de  1.*  Instancia  mas  antiguo,  donde  hubiere 
varios;  y  por  impedimento  de  éste,  el  que  le  siga  por  orden  de  anti- 
güedad. Él  Agente  Fiscal  será  llamado,  cuando  resulten  impedidos 
todos  los  Jueces  de  !•*  Instancia. 

En  las  provincias  donde  solo  hubiese  un  Juez  de  1.*  Instancia  y  no 
haya  Agente  Fiscal,  será  aquel  reemplazado  en  casos  de  impedimen- 
to, por  el  que,  como  Juez,  haga  sus  veces. 

La  subasta  de  bienes  y  ramos  de  ios  Concejos  de  Distrito,  se  hará 
ante  una  Junta  compuesta  del  Alcalde,  de  un  Sindico,  de  un  Regi- 
dor y  del  Juez  de  Paz  l.^"  ó  i>or  lef^l  impedimento  de  éste,  el  que  le 
siga  segün  el  orden  de  nominación  (art.  24.) 

El  artículo  25  establece  que: 

El  remate  de  los  bienes  y  ramos  de  distrito,  debe  ser  aprobado  por 
el  Concejo  Brovincial;  y  el  de  los  de  Provincia,  por  la  Junta  Oefpar- 
tamental. 

Los  gastos  jM'ovinciales  de  forzosa  inclusi^ 
en  el  presupuesto  son: 

Los  de  oficina,  de  escritorio  y  de  sueldos  de  empleados. 

Los  de  impresión  de  documentos  que  deben  publicarse. 

Los  de  instrucción  primaria  correspondiente  á  los  Concejos  Pro- 
vinciales. 

Los  que  origine  la  formación  del  censo  y  registro. 

Los  que  ocasionen  las  elecciones. 

Los  pagos  de  deudas,  réditos  y  censos . 

Los  que  demande  el  sostenimiento  de  los  hospitales,  que  se  costee 
con  reotas  provinciales. 

Loe  que  ocasione  la  defensa  en  juicio,  délos  derechos  y  acciones 
municipales. 

Los  de  cárceles,  dotaciones  de  sus  alcaides  y  seguridad  de  los  pre 

IOS. 

Los  de  alimentación  de  los  enjuiciados  de  su  respectiva  provincis 
y  de  traslación  de  presos,  excepto  los  relativos  á  la  de  los  condena- 
dos á  penitenciaria. 

Los  de  alumbrado  público. 

Los  de  mejora  y  conservación  de  los  caminos,  puentes,  calzadas, 
alamedas  y  otros  objetos  de  comodidad  ü  ornato  que  correspondan 
al  Concejo  Provincial. 

Los  de  conservación  y  propasación  del  fluido  vacuno,  y  en  «ene- 
ral  todos  los  concernientes  á  la  higiene  publica  (inc.  l.«  á  13  del  ar- 
ticulo 100) 
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Son  gastos  facultativos  ó  extraonlinarios  4e 
la  provincia: 

1*"  Los  que  fK-asionen  iña  nuevAs  obma  que  se  proyecte,  loe  aervi- 
CÍU6  oue  se  estal>le£cA  6  las  mejor a^»  que  deba  intfodttcirBe  en  los  ei- 

£.*  Loe  que  sean  indispensables  para  aumentar  el  número  de  sus 
empleados 6  sus  dotaciones    finciJHM,'*  y  2/    artículo  101,]  * 

Eestriceiones, — La  ley  impone  á  los  Concejos 
respecto  de  sus  rentas  y  gastos  las  siguientes 

restricciones;  (artículo  79.)' 

líOB  Concejos  no  pneden  imponer  en  sus  reepectÍYos  territoriop  de- 
i^lKtB  de  tránsito  6  de  extraocion  de  los  productos  que  se  con iü^ 
um  en  otros.  « 

Lon  Gonce j OH  Provinciales  no  pueden  acordar  gastos  facultadvos, 
sJno  cuando  teñirán  ^^brantes  en  suh  rentas,  deepuen  de  cubieHos 
iüH  ííaííto»  de  carácter  forzfisíi,  ó  c  o  and  o,  con  tal  objeto,  pre^een  k 
dichos  j^astos  por  medios  de  arbitrios  ó  empréstitoa,  con  aprobación 
del  Gobierno,  práho  informe  de  la  Junta  Departamental  (art  102.) 

Estas  restricciones  se  fundan  en  razones  de 
interés  general  que  las  justifican-  Favorecer  y 
dar  facilidades  á  la  circulación  niercantil;  y 
evitar  que  se  gaste  lo  que  es  necesario  para  la 
satisfacción  de  las  verdaderas  nocesidade^  del 
común,  en  obras  de  poca  importancia,  ó  tal  vez 
inútiles. 

Modo  y  forma  de  los  pasros.— El  artículo  112  dice: 
El  tesoi:pro  no  podrá  hacer  pago  alguno,  sino 
en  vista  del  libramiento  girado  por  el  Alcalde, 
contra  una  partida  no  agotada  del  presupuesto 
y  visada  por  el  Síndico  de  gastos. 

Eji  el  caso  de  negativa  de  los  funcionarios  an- 
teriores ó  tratándose  de  gastos  urgentes  ó  ex- 
traordinarios, no  previstos  en  el  presupuesto; 
será  necesario  para  el  pago,  el  voto  del  Conce- 
jo. -Y  si  el  gasto  ordenado  fuese  de  «300  ó  mas 
soles,  será  necesaria  la  autorización  previa  de 
la  Junta  Departamental  6  del  Gobierno,  cuan- 
do no  hubiese   acuerdo   entre  lo  resuelto  por 
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aquella  y  lo  que  la  Municipalidad  haya  pro 
yectado. 

Janta  de  remates — Hemos  dicho  ya  que  según 
el  artículo  23  de  la  ley  que  estudiamos 

Ii08  bienes  muDioipalee  gozan  de  loe  mismoB  privilegios  y 
exenoioDes  que  las  leyes  conceden  á  los  bienes  fiscales;  y  los 
c«>nlratos  que  se  celebre  sobre  aquellos,  quedan  sujetos  4  las 
disposiciones  rdatívas  á  estos. 

Como  complemento  de  este  articulo,  el  121 
establece  que: 

Loa  bienes,  ramos  t  servicios  municipales  deben,  darse  en 
arrendamiento,  en  pública  subasta. 

BU  insiso  6.  o  del  art.  80  determina  como  función  del  Alcal- 
de-la de  presidir  la  Junta  de  almonedas,  cuando  se  verifique 
loe  remates  de  ramos,  obras  y  servicios  municipales,  conforme 
á  la  ley. 

Hemos  visto  igualmente  que  sCgún  el  art. 
241. 

La  subasta  de  loe  bienes  y  ramos  de  las  municipalidades  de 
provincia,  se  Terificara  ante  una  Junta  compuesta  del  Alcalde, 
uno  de  los  Síndicos,  el  Tesorero  de  fa  Corporación,  y  el  Seore* 
tario^  debiendo  además  concurrir  el  Jues  de  1.*  Instancia, 
mas;antiguo  y  en  su  defecto,  el  que  le  sigue  por  orden  4e  anti- 
güedad. Por  impedimento  de  los  Jueces,  el  Agente  Fiscal;  y 
donde  no  lo  haya  y  estuviese  impedido  el  Jues  de  1.*  Inatan- 
cia,  lo  reemplazará  el  que,  como  Jue^t  haga  sus  veces. 

El  art.  122  establece  que: 

Tres  meses  antes  de  cumplirse  el  plazo  de  los  remates,  pre- 
via aprobación  de  las  bases  respectivas;  se  convocará  á  nueva 
subasta,  anunciando  por  los  periódicos  ó  por  medio  de  carte- 
les el  lugar,  dia  y  hora  en  que  deba  verificarse. 

Si  después  de  tres  convocatorias,. hechas  de  15  en  16  días, 
para  la  subasta  de  rentas,  arbitrios,  ramos  ó  servicios,  no  se 
presentaren  postores,  apesar  de  haberse  rebajado  hasta  e)  í^ 
por  ciento  de  la  base  del  remate  ó  modificado  las  demás  bases 
establecidas  en  la  I.*  convocatoria;  se  pondrá  en  administra- 
ción ,  por  uno  ó  mas  trimestres*  sin  exceder  de  un  efio,  al  tér- 
mino de  los  cualest  se  convocará  á  nueva  «su  basta,  [art  í^] 

Las  obras  municipales  están  también  sujetas  á  lo  prescrito 
en  el  artículo  anterior;  pero  si  después  de  haberse  hecho  la 
3.*  convocatoria,  no  se  hubiera  podido  llevar  á  cabo  la  subas- 
ta, se  emprenderá  por  administración  (art.  194.) 

La  base  que  se  fije  en  la  I.*  convocatoria   para  la  subasta 
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«n  todo  cftfto,  eerá  el   precio  ó  rendimiento  úe\  año  anterior 
(an.  25.) 

Tratátidofte  de  arbitrios  ó  impueinton  nueToa  ó  atrendAinieo* 
loB  qim  no  fuese  pociíble  juBtiprecíar«  en  ese  fmeo,  laTeflorerfa  lo 
pondrá  en  admioÍRt ración  directa,  por  el  término  de  eoia  me* 
868  para  rematarlo  deapués.   <art.  26 <) 

Para  garantir  los  bienes  ó  rentas  de  los  Con- 
cejos y  evitar  la  malversación  ó  abuso  qne  de 
ellos  pudiera  hacerse,  ^tablece  el  art.  127  que: 

Ningún  miembro  del  Concejo  ó  empleado  de  él,  ni  persona 
alguna  que  ejersa  autoridad,  sea  cual  fuere;  podrá  rematar 
ó  contratar,  bienes,  ramos,  obras  ó  servicios  municipales. 
Loe  contratos,  escrituras  ó  resoluciones  que  contravengan  á 
k)  dispuesto  eb  este  articulo,  adolecerán  ipaofaoto  de  nulidad. 

El  art.  128  dice  que: 

£1  funcionario  municipal  que  subastase  ó  contratase  cual  • 
quiera  de  los  ramos  municipales,  valiéndose  de  interpósita 
persona  ó  de  cualquiera  otro  modo  simulado  ó  fraudulento, 
será  desde  luego  sometido  á  juicio  y  separado  del  ejercicio  de 
sos  funciones. 

Los  contratos' que  celebren  sobre  servicios,  bienes  ó  rentas 
municipales,  constarán,  precisamente,  de  escritura  pública, 
previa  aprobación  de  la  minuta  por  el  Concejo  (art.  129.) 

El  art.  130  da  al  Poder  Eiecutivo  la  facultad 
de  dictar,  por  el  Ministerio  de  Hacienda,  las  me- 
didas que  conduzcan  á  establecer  y  arreglar  de- 
bidaniente,  la  contabilidad  y  administración  de 
las  rentas  locales  6  municipales;  y  para  dar  las 
instrucciones,  modelos  y  reglamentos  para  el 
mejor  orden  y  regularidad  de  las  operaciones. 

Según  este  artículo,los  Concejos  Provinciales 
se  consideran  como  subordinados  al  Poder  Eje- 
cutivo, lo  cual  es  contra  lo  que  la  ciencia  en- 
seña. 

Una  es  la  administración  general  del  país  y 
ésta  está  evidentemente  encomendada  al  jPoder 
Ejecutivo:  otra  cosa  es  la  administración  de  los 
bienes  locales,  que  debe  tener  lugar  con  abso- 
luta liberta-d,  con  entera  independencia  del  Po- 
der Central.  El  municipio  tiene  su  vida  propia, 
nacida  de  necesidades  especiales,  locales,  en  las 
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que  no  tiene,  ni  puede  tener  ninguna  participa- 
ción, el  Poder  Ejecutivo,  como  lo  hemos  e3q)ues 
to  extensamente  al  tratar  de  la  descentra- 
lización. 

Administración  económica— La  administración 
é  inversión  de  las  rentas  de  la  provincia/ corren 
á  cargo  de  los  Tesoreros  provinciales.  Estos  fun- 
cionarios arreglarán  sus  procedimientos  á  las 
leyes  y  disposiciones  que  rigen  sobre  la  mat»eria 
y  al  presupuesto  aprobado  por  el  Concejo;  y  es- 
tarán sujetos  á  las  órdenes  del  Alcalde  y  á  la 
inspección  de  los  Síndicos  de  rentas  y  gastos, 
(artículo  103.]  . 

Los  Tesoreros  provinciales  ejercerán  las  mis- 
mas facultades  coactivas  que  tienen  los  admi- 
nistradores del  Tesoro  público,  [art.  104.] 

Se  les  exige  la  prestación  de  fianza,  que  debe 
otorgarse  para  el  manejo  de  los  fondos  provin- 
ciales; y  se  fijará  por  la*  Corporación,  no  pu- 
diendo  ser  menor  de  la  duodécima  parte  de  los 
ingresos  ordinarios  que  haya  en  el  año  [art. 
105.] 

I^  fianzas  se  otorgarán  á  satisfacción  del 
Concejo;  y  mientras  no  se  presten,  no  podrán 
los  empleados  tomar  T)osesión  de  sus  destinos, 
[art.  106.] 

El  art.  118  dice: 

Lo9  Tesoreros  están  en  el  deber,  no  solo  de  cumplir  la  ley* 
sino  también  de  exigir,  bajo  su  responsabilidad,  ei  cumplí 
miento  de  las  disposiciones  de  ella,  relativas  á  la  adfíiiuis- 
tracidn  de  las  rentas  y  bienes  municipales  ó  locales. 

El  art.  114  les  impone  la  obligación  de  for- 
mar el  margesí  de  los  bienes  y  rentas  provin- 
ciales. 

El  115  preceptúa  á  las  Tesorerías,  cerrar  sus 
cuentas  el  20  de  Junio  de  cada  año  y  las  pre- 
sentarán antes  del  I,"*  de  Agosto.    Las  cuentas 
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irán  acompañadas  de  un  cuadro,  en  que  conste 
cada  una  de  las  partidas  en  el  presujíuesto  y 
los  diversos  pagos  ó  cobros,  que  á  mérito  de 
ellas  hubiesen  sido  beclios. 
El  art.  120  establece  que; 

El  Tesorero  6  el  reeauílador  ó  el  dí^pcwitarto  que  niRlvereflr- 
F^e  fondor  Ó  rentaa  locales  ó  miiriicipaieíí,  que^larán  inhabtlí- 
udoe  para  obtener  cualquier  cargo  püblicQ  y  sufrirán  ademas 
iae  penas  señaladas  por  la  ley* 

Concejos  de  Distrito.— En  cada  capital  de  Dis- 
trito, que  no  sea  capital  de  provincia,  habrá  \\n 
Concejo,  corapuesttí  de  un  alcalde  y  dos  regido- 
res, que  serán  designados  por  los  sufragantes 
del  distrito. 

Formarán  también  parte  de  dicho  Concejo 
dos  Síndicos  nombrados  por  el  Concejo  de  Pro- 
vincia. Estos  Síndicos  se  encargarán  de  la  re- 
caudación é  inversión  de  las  rentas  del  Distrito, 
bajo  la  autoridad  del  alcalde  y  del  Concejo,  se- 
gún los  casos  puntualizados  en  esta  ley  y  en  los 
reglamentos  de  la  materia  (art.  131.) 

Caliücación  y  proclamación  de  sus  miembros. —  Te- 
minadas  las  elecciones  de  los  Concejos  de  Dis- 
trito, las  mesas  receptoras  de  sufragios  man- 
aarán  inmediatamente  al  Concejo  Provincial, 
las  copias  de  las  actas  á  que  se  refiere  el  artícu- 
lo 63,  para^que  éste  proceda  á  la  calificación  de 
las  elecciones  y  á  la  proclamación  de  los  elegi- 
dos conforme  a  la  ley. 

Atrihuciones  del  Concejo  de  Distrito — Los  Conce- 
jos de  Distrito  ejercerán  en  su  territorio  respec- 
tivo todas  las  atribuciones  de  los  provinciales;  y 
se  encargarán  especialmente  de  la  conservación 
de  sus  puentes  y  caminos  y  del  fomento  y  me- 
jora de  la  escuela  ó  escuelas  que  tuviesen  á  su 
cargo  [artículo  133.] 

Esta  disposición  es  demasiado  general  y  va- 
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ga,  pues  tratándose  de  las  atribuciones  que  de- 
be llenar  una  autoridadi  cualquiera  que  sea  sn 
naturaleza;  es  necesaria,  la  determinación  cla- 
ra y  precisa,  por  lo  menos,  de  sus  principal*e^  fun- 
ciones, para  evitar  tanto  los  excesos  de  poder,  co- 
mo las  omisiones  que  pueden  perjudicar  el  ser- 
vicio. 

Precisamente  tratándose  de  los  distritos^  que, 
en  nuestro  país,  son  por  lo  general,  aseases  de 
hombres  apttjs  para  la  vida  pública,  la  ley  de- 
bía haber  fijado  con  minuciosidad  las  atribu- 
ciones, las  funciones  que  deben  desempeñar: 
era  indispensable  que  la  ley  aún  á  riesgo  de 
caer  en  repeticiones,  supliera  con  la  precisión  y 
claridad  de  sus  mandatos,  la  carencia  de  ikis- 
traci(5n,  la  incuria  de. pueblos,  acostumbrados  á 
esperarlo  todo  de  la  administración  central  y  á 
los  que  la  tutela  administrativa  y  la  tiranía  en 
detal,  si  se  me  permite  la  frase,  de  los  agentes 
del  Ejecutivo;  ha  mantenido  alejados  de  la  vi- 
da pública. 

Hay  en  nuestro  pais  una  propensión  muy 
marcada  en  los  que  ejercen  autoridad,  á  susti- 
tuir su  voluntad  á  la  ley,  y  tal  propensión  es 
mas  imperiosa  en  los  pueblos  pequeños,  donde 
unos  pocos  ejercen  presión  sobre  la  .totalidad. 

La  demasiada  generalidad,  la  demasiada  va- 
guedad de  la  ley,  dá  lugar  á  satisfacer  esa  pro- 
pensión, sin  pehgro  de  responsabilidad;  y  por 
consiguiente,  á  excederse,  al  ejercer  atribucio- 
nes, que  es  necesario  deslindar  y  buscar  entre 
las  diversas  disposiciones  de  la  ley. 

Tratándose  de  la  ley  de  9  de  Abril  de  1873- 
Pradió  Fodéré  hizo  notar  "que  parecía  que  el 
legislador  hubiese  estado  agotado  de  cansan, 
cio,'^  cuando  se  ocupó  del  estudio  de  los  Gonce- 
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jos  de  Distrito,  Lo  mismo  ixxlemos  decir  de  la 
ley  que  actualmente  nos  rije. 

Se  ha  tratado  con  extensión  y  detalle  de  los 
Concejos  Provinciales;  y  los  Concejos  de  Distri- 
to están  evidentemente  sacrificados,  Y  sin  em- 
f)argo,  en  los  Concejos  de  Distrito,  mas  que  en 
otras  partes,  debía  penetrar  el  aire  vivificante 
de  la  autononüía  local.  Si  la  obra  del  porvenir 
los  quiere  lograr,  es  indudable,  que  por  las  pe- 
queñas circunscripciones  del  territorio,  debía 
comenzar.  A  ellas  más  que  todo  se  debía  habi- 
tuar á  la  vida  pública,  á  la  vida  en  la  que  el 
hombre  sea  ciudadano  y  no  esclavo;  en  la  que 
comprenda  que  tiene  derechos  que  reclamar  y 
deberes  que  cumplir,  como  miembro  de  la  so- 
ciedad; y  que  el  Estado  solo  desempeña  el  pa- 
Sel  de  protector  de  esos  derechos,  de  gaiantía 
e  esa  libertad,  inherente  á  la  constitución  so- 
cial. 

Etetos  Concejos  están  obhgados  á  cumplir  y 
hacer  cumplir  en  sus  Distritos  los  reglamenjtos, 
y  acuerdos  de  los  Concejos  Provinciales. 

Presnpuesto  de  los  Concejos  de  Distrito. — El  artí- 
culo 134  dice:  Son  rentas  de  los  Concejos  de 
Distrito: 

1.**  El  importe  del  rescate  de  los  animales 
extraviados,  previo  pago  de  los  daños  que  oca- 
sionen. 

2.^  Las  rentas  que,  con  aprobación  del  Con- 
cejo Provincial,  establezca  el  de  Distrito; 

3.^  El  producto  de  las  obras  públicas  que  se 
construya  por  su  cuenta: 

4.**  La  parte  de  arbitrios  provinciales  que  se 
cobre  en  el  Distrito. 

El  art.  134  determina  que:  "En  caso  de  falta 
d^  fondos  especiales  ó  municipales,  para  la  re- 
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fección  de  puentes  y  caminos;  tpdos  los  habi- 
tantes hábiles  contribuií'án  á  mantenerlos  en 
buen  estado,  con  su  trabajo  personal  ó  con  el 
de  los  peones  de  sus  fundos, 

"Los  presupuestos  de  Distrito  serán  forma- 
dos por  los  Síndicos;  y  después  de  aprobados  por 
su  Concejo,  serán  enviados  para  su  revisión  al 
Concejo  Provincial  (art.  136) 

"Las  cuentas  del  distrito  seráp.  sonaetidas 
por  el  Síndico  á  su  propio  Concejo  para  que  las 
apruebe  ó  haga  los  reparos  respectivos;  y  con 
lo  que  se  resuelva,  se  elevarán  al  Concejo  Pro- 
vincial para  el  fallo  definitivo.  Los  cargos  ó 
alcances  que  resulten  contra  los  Síndicos  se  ha- 
rán efectivos  inmediatamente  [art.  137.] 

"Los  Concejos  de  Distrito  pueden  funcionar 
con  tres  de  sus  miembros,  siempre  que  concur- 
ran el  Alcalde  y  uno  de  sus  Síndicos. 

"Cuando  por  impedimento  le^al,  debidamente 
comprobado,  no  pueda  concurrir  el  Alcalde;  se- 
rá|j.  llamadas  á  reemplazarle  los  que.  siguiendo 
el  orden  del  número  de  votos,  hubieran  obteni- 
do el  accésit  para  la  Alcaldía  y  á  falta  de  acce 
sitarios,  el  regidor  que  hubiese  alcanzado  mayor 
votación  en  las  elecciones.  En  este  último  casOj 
dicho  regidor  será  provisionalmente  reemplaza- 
do en  su  cargo,  por  la  persona  que,  después  de 
las  que  en  la  misma  elección  fueron  proclama- 
das, hubiese  obtenido  en  ella  mayor  número 
de  votos. 

Son  accesitarios  para  reemplazar  al  Alcalde 
y  á  los  regidores  en  los  Concejos  de  Distrito^ 
los  que  hubiesen  obtenido,  cuando  menos  la  6/ 
parte,  de  los  votos  correspondientes  al  número 
total  de  sufragantes  que  tomaron  parte  en  la 
elección  (art.  138.) 

Sanciones.— El  art.  140  establece  que:  ^'Siem- 
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pre  que  los  Concejos  de  Distrito,  una  vez  elegi- 
das, no  lleguen  á  constituirse  por  abandono  de 
alguno  ó  algunos  de  los  Concejales,  después  de 
ser  éstos  requeridos  por  dos  veces  y  multados 
por  los  Concejos  Provinciales;  serán  sustituidos 
en  caso  de  no  presentarse  á  ejercer  sus  cargos. 
En  caso  de  ser  total  el  abandono  y  previos  los 
requerimientos  y  multas  ya  expresados,  los 
Concejos  de  Distrito  serán  totalmente  renova- 
dos por  elección  directa  de  los  Concejos  de  Pro- 
vincia." 

"Si  aún  después  de  esta  renovación,  el  *  Con- 
cejo Distrital  no  funcion^e,  asumirá  sus  fun- 
ciones el  Concejo  de  Provincia  por  el  resto  del 
período  legal  para  que  fué  elegido." 

"La  ley  que  estudiamos  ha  introducido  una 
novedad  saludable  en  la  «administración  local, 
estableciendo  que:  en  las  capitales  de  Distrito, 
en  que  por  el  reducido  número  de  habitantes  y 
por  falta  de  ilustración  suficiente,  no  fuese  po- 
sible establecer  Concejos;  habrá  y  no  ó  rnas 
agentes  municipales,  nombrados  por  el  Cpnce- 
jo  Provincial  respectivo,  para  que  cumplan  las 
órdenes  que  ¿e  él  reciban,  en  todos  los  asuntos 
relativos  á  la  administración  de  los  servicios 
municipales  del  Distrito  [art.  141.] 

"El  Concejo  Provincial  determinará  con  la  ne- 
cesaria anticipación  á  la  época  de  las  elecciones, 
los  distritos  en  los  que  no  pueda  haber  Concejo 
Municipal,  en  razón  del  escaso  número  de  su- 
fragantes que  arrojen  los  Rejistros  y  de  la  caren- 
cia de  personas  que  reúnan  las  calida<des.  que 
esta  misma  ley  señala  para  los  Concejales  de 
Distrito"  (art.  142.) 

"Declarada  por  el  Concejo  Provincial  la  imjpo- 
sibilidad  de  elegir  Concejo  en  un  distrito;  se  da- 
rá cuenta  á  la  Junta  Departamental,  mandán- 
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dóle  copia  autorizada  del  acta  en  que  conste  la 
resolución  y  del  dictamen  de  la  Comisión  que 
hubiese  informado  en  el  asunto  y  todos  los  an- 
tecedentes del  caso,  á  fin  de  que  apruebe  6  des- 
apruebe el  acuerdo  municipal"  (art.  143.) 

Hemos  visto  que  según  el  artículo  141,  en  las 
capitales  de  Distrito  en  que  no  pueda  haber 
Concejos,  habrá  uno  ó  mas  agentes  municipa- 
les. El  artículo  144,  yendo  mas  lejos,  establece 
que:  "En  toda  población  que  no  sea  capital  de 
Provincia  ó  de  Distrito  y  que  tenga  mas  de  SOO 
habitantes,  habrá  un  «agente  municipal,  nom- 
brado por  el  respectivo  Concejo  Provincial  ó  de 
Distrito. 

Estos  agentes  deben  ser  mayores  de  edad  y 
vecinos  del  lugar  en  donde  deban  ejercer  el 
cargo  (art.  145);  y  serán  removidos  por  el  res- 
pectivo Concejo,  cuando  éste  lo  estime  conve- 
niente [artículo  147.] 

Los  agentes  municipales   están  obligados  á 

S remover,  fomentar  y  conservar  los  intereses 
el  Municipio  y  en  especial  la  instrucción  pri- 
maria, con  sujeción  á  ías  disposiciones  del  Cfon- 
cejo  municipal  de  que  dependan  [art.  146.] 

De  las  facultades  que  competen  á  los  Concejos  res- 
pecto de  la  Instrucción  Primaria. — Los  Concejos 
Provinciales  y  de  Distrito  cuidarán  de  que  en 
las  respectivas  escuelas  de  su  dependencia,  no 
se  cobre  emolumento  alguno  por  la  admisión 
de  los  alumnos,  ni  por  los  libros  y  útiles  de  en- 
señanza; debiendo  suministrar  gratuitamente 
dichos  objetos  á  los  hijos  de  padres  notoria- 
mente pobres  [art.  148.] 

JjOB  Concejos  Provinciales  6  de  Distrito  no 
podrán  confiar  las  escuelas  sino '  á  maestros 
coiiipetentes  y  calificados  según  las  leyes  y  re- 
glamentos de  la  materia*  Si  no  se  encontrasen 
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en  los  pueblos  do  su  juristliccióü,  los  pedirán  á 
la  Comisión  de  Delegados  del  Consejo  Superior 
de  Instriiccinn,  y  boIo  podrán  em])lear  maestros 
lio  calificados j  en  el  caso  de  que  dicha  comisión 
no  proporcione  otros  de  mayor  idoneidad  [ar- 
tículo 149.] 

Los  Concejos  Provinciales  y  de  Distrito  ad- 
ministrarán los  fondos  destinados  á  la  instruc- 
ción primaria:  harán  los  gastos  del  personal  y 
material  que  ella  requiera  y  vigilarán  el  fiel 
cumplimiento  de  las  obligaciones  de  los  maes- 
tros [art.  150.] 

Corresponde  al  Gobierno  vigilar,  por  medio 
de  las  Juntas  Departamentales,  que  los  Conce- 
jos Provinciales  y  de  Distrito  cumplan  estric- 
tamente los  deberes  relativos  á  la  instrucción 
primaria. 

Esta  misma  atribución  compete  á  los  Conce- 
jos Provinciales,  respecto  de  los  de  Distrito  [ar- 
tículo 151.] 

La  ley  que  hemos  estudiado,  en  su  último 
capítulo,  contiene  disposiciones  transitorias,  re- 
lativas á  la  formación  de  Registros  de  electores 
de  municipalidades  y  á  la  época  en  que  debían 
practicarse  las  elecciones  y  la  instalación  de  los 
Concejos  nuevamente  elegidos. 

Se  establece  que  la  renovación  de  los  Conce- 
jos que  existían  en  esa  época,  será  total,  [art. 
155];  y  que  en  los  Concejos  que  se  elija  nueva- 
mente, la  suerte  determinara  cuál  es  la  mitad 
que  debe  salir  en  el  1er.  bienio:  en  los  demás  sal- 
drá la  mitad  que  cumpla  su  período  (art.  156.) 

La  calificación  electoral  y  personal  de  los  con- 
cejales, que  por  primera  vez  fueren  elegidos 
conforme  á  esta  ley,  se  hará  por  los  Concejos 
Provinciales  que  existían  en  esa  época,  con  su- 
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jeción  estricta  á  las  formalidades  preceptua- 
das [ai-t,  157.]- 

Finalmente  los  Concejos  municipales  existen- 
tes,antes  de  la  promulgación  de  la  presente  ley, 
se  prorrogarán  hasta  el  1.**  de  Abril  de  1893.  en 
cuya  fe^ha  se  instalará  los  nuevamente  elegi- 
dos; y  cuyo  bienio  terminaría  en  Diciembre  de 
1895;  quedando  derogadas  todas  las  leyes  y  re- 
soluciones que  se  opoilgan  á  la  ejecución  de  la 
presente  [art.  158. 

Ley  adicional  y  transitoria, — Pocos  días  después 
de  haberse  dado  la  ley  que  acabamos  de  estu- 
diar, se  dio  otra  con  el  carácter  de  transitoria, 
que  tenía  por  objeto  determinar  el  modo  como 
quedarían  arregladas  las  Municipalidades,  mien- 
tras tenía  lugar  la  elección,  con  las  formalida- 
des que  detalla  la  ley  de  14  de  Octubre  de  1892, 

La  ley  que  hemos  estudiado  no  podía  tener 
cumplimiento,  desde  que  faltaba  tiempo  para 
ello,  j  este  vacío  trataba  de  llenarlo  la  ley  tran- 
sitoria. 

El  Ejecutivo  en  uso  de  sus  facultades  legales, 
hizo  observaciones  á  esta  última  ley,  llamada 
transitoria.  El  Congreso  permaneció  inflexible 
en  su  propósito  de  que  se  diera  la  ley,  y  no  ha- 
biendo sido  oportunamente  promulgacía,  el  Dr. 
Mariano  Nicolás  Valcárcel,  Presidente  del  Con- 
greso, la  promulgó  en  11  de  Octubre  de  1893. 

En  el  artículo  l.^'se  establece  que: 

^'Los  Concejos  Municipales  que  existían  el  17 
de  Octubre  de  1892,  entrarán  en  ejercicio  inme- 
diatamente que  se  promulgue  la  presente  ley  y 
serán  los  únicos  que  funcionarán  bajo  la  presi- 
dencia de  las  Juntas  Directivas  que  existían  en 
la  indicada  fecha,  hasta  que  se  instale  los  nue- 
vos Concejos  que  se  elija  conforme  se  dispone  en 
la  presente.^' 
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*Iia  Municipalidad  del  Callao,  ireadH  por  de- 
creto supremo  de  12  de  Abril  [  18íi3]  ik)  se 
renovará  por  esta  vez  y  ejercerá  sus  funcio- 
nes hasta  el  1-^  de  Enero  de  1895,  en  que  será 
reemplazada  por  la  que  se  elija  en  conformidad 
con  lo  que  dispone  el  artículo  10  de  la  ley  tran* 
tíitoria/' 

La  indicada  Municipalidad  del  Callao  debió 
su  formación  á'Un  decreto  del  Gobierno,  |x>r  el 
cual  anulábalas  elecciones  anteriormente  prac- 
ticadas, por  los  vicios  y  defectos  de  que  adole- 
cía; y  creó  para  reemplazarla  una  Junta  de 
Notables,  que  ha  correspondido  con  mucho 
acierto  á  la  honrosa  laljor  que  se  le  encargó. 

En  el  artículo  S."*  se  dispone  que:  ^'Los  Cole- 
gias Electorales  aprobados  para  el  bienio  du 
1892  á  94  6  los  elegidos  en  el  afia  de  1890  en  la 
provincia  donde  hubiesen  sido  anulados  los  pri- 
meros, se  reunirán  con  convocatoria  ó  sin  ella, 
en  las  provincias  de  la  costa:  12  días  después 
en  las  provincias  de  la  sierra,  y  procederán  á 
practicar  en  actos  consecutivas  la  renovación 
de  los  Concejos  Provinciales  y  de  Distrito,  de 
conformidad  con  la  ley  de  30  de  Noviembre  de 
1878;^ 

*Tara  los  efectos  de  la  presente,  se  conside- 
ran como  provincias  de  la  costa  Tumbes,  Pai- 
ta, Piura,  Lambayeque,  Chiclayo,  Pacasmayo, 
Trujillo,  Santa,  Chancay,  Lima,  Cañete.  Chin- 
cha, lea,  Camaná,  Islay,  Moquegua  y  Tacna." 
Para  evitar  dudas  y  falsificaciones,  dispone 
el  artículo  S.""  que:  ''Los  Secretarios  de  las  Cá- 
maras Legislativas  ó  del  Congreso  en  su  caso, 
remitirán  al  Ejecutivo  el  cuadro  de  los  Colegios 
aprobados  en  1892  y  el  de  los  aprobados  en  1890 
cuyos  Colegios  hubiesen  sido  anulados,  para 
que  conforme  á  la  ley  de  24  de  Enero  de  1877, 
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procedan  á  la  elección  de  los  Concejos.  Estos 
cuadros  se  publicarán  en  el  líegistro  Oficial  y 
además  en  los  periódicos  de  mas  circulación  en 
la  capital  de  la  República." 

Según  el  artículo  4.**  ''Las  reclamaciones  que 
se  hiciesen  por  los  electores,  serán  resueltas  en 
los  Colegios  por  mayoría  absoluta  de  votos  y 
las  decisiones  que  se  adopten  en  este  caso,  no 
estarán  sujetas  á  revisión  alguna.^ 

''Tampoco  será  revisable  la  calificación  elec- 
toral, ni  la  personal  que  de  sus  miembros  ha- 
gan los  mismos  Concejos."" 

Con  el  objeto  de  impedir  la  intervención  de 
las  autoridades  políticas  en  materia  de  eleccio 
neSy  dispone  el  artículo  6.^  que: 

"Las  autoridades  políticas  no  intervendrán 
de  ningún  modo  en  las  elecciones  de  Conceja- 
les y  los  que  ejerzan  coacción  sobre  los  electo- 
res,*^  impidan  la  reunión  del  Colegio,  ó  se  nie- 
guen á  prestar  á  los  Presidentes  de  éstos  el  au- 
xilio de  la  fuerza  pública,  para  la  conservación 
del  orden  en  las  elecciones  y  facilitar  la  concu- 
rrencia de  los  electores,  y  finalmente  los  que  se 
resistan  á  desconocer  el  personal  comunicado 
con  arreglo  al  artículo  S."*  de  esta  ley,  ó  impi- 
dieran de  algún  modo,  la  reunión  de  Ips  Conce- 
jos; serán  penados  con  cárcel  en  2.^  grado.  Sí 
para  cometer  cualquiera  de  estos  delitos  hicie- 
ran uso  de  la  fuerza  pública,  se  les  aplicará  la 
pena  de  cárcel  en  3er.  grado." 

En  el  artículo  7.*"  se  da  facultad  á  cualquier 
ciudadano  para  denunciar  ante  el  Poder  Judi- 
.cial  las  falsificaciones  ó  suplantaciones  que 
se  cometieren  en  los  actos  del  Colegio  Electo- 
ral; pero  en  ningún  caso  la  acción  iniciada  im- 
pedirá la  instalación  de  los  Concejos  elegidos, 
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ni  invalidará  la  calificación  electoral  y  perso- 
nal hecha  por  éstos. 

'*  Verificada  la  elección  de  concejales,  las  au- 
toridades tendrán  por  electo  el  personal  qué 
conste  de  las  copias  del  acta  ñnal,  que  les  remi- 
tirá el  Presidente  del  Colegio  Electoral,  certifi- 
cada por  los  Secretarios  v  seis  electores  más.'' 
Esto  dice  el  art.  8/'' 

"Instalados  los  Concejos  nuevamente  elegi- 
dos, dentro  de  los  8  días  posteriores,  procede- 
rán los  de  Distrito  á  nombrar  sus  respectivos 
diputados  ante  el  Provincial;  y  los  Provincia- 
les sus  Delegados  ante  la  Junta  Departamental, 
para  reemplazar  á  aquellos  cuyos  poderes  cadu- 
caron legalmente  en  Diciembre  de  1892."  Esto 
dispone  el  artículo  9.*" 

Por  el  10  se  establece,  que:  ''El  1.**  de  Enero 
de  1894,  los  Concejos  Provinciales  principiarán 
á  organizar  los  registros  de  electores  munici- 
pales establecidos  por  la  ley  orgánica  de  14  de 
Octubre  de  1892,  á  fin  de  que  la  nueva  elección 
que  debe  verificarse  con  arreglo  á  ésta,  tenga 
lugar  en  Diciembre  del  mismo  año  de  1894  y 
las  Municipalidades  se  instalen  el  I.""  de  Enero 
de  1895." 

Por  último  dispone  el  artículo  11,  que:  ''Los 
Concejos  municipales  que  se  elija,  en  cumpli- 
miento de  esta  ley,  se  sujetarán  á  la  nueva  lej- 
orgánica  de  Municipalidades  de  14  de  Octubre 
de  1892,  en  todo  lo  que  no  se  oponga  á  la  ejecu- 
ción de  la  prasente." 

Apesar  de  esta  ley  transitoria,  no  se  ha  dado 
cumplimiento  á  sus  preceptos,  ni  siquiera  se  han 
reunido  los  electores.  La  oposición  sistemática 
de  ciertos  partidos  á  todo  lo  que  no  fuese  ente- 
ramente favorable  á  ellos:  el  deseo  de  figurar, 
mas  que  sea  desempeñando  cargos  concejiles:  la 
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intriga  y  los  ardides  puestos  en  juego  y  otras 
causas  más,  dieron  por  resultado  el  nombra- 
miento que  hizo  el  Gobierno  de  Juntas  de  No- 
tables para  casi  todas  las  provincias  de  la  Re- 
pública. 

Mucho  se  podría  hablar  sobre  estas  Juntas 
de  Notables;  pero  estando  todavía  bajo  el  calor 
de  las  impresiones  de  los  partidos;  y  deseóse^ 
de  que  en  esta  cátedra  no  se  deje  escuchar  voz 
de  partidarismo  político  de  ningún  género,  re- 
solvemos guardar  silencio. 


FIN  DEL  TOMO  I. 
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LEC5CIO IV  ES 

PE 


I     DERECHO  ÁBMINISTRATIVO 

SEGUNDA  PARTE 


Hatería  administrativa,  —  Idea  de  ella- —  Hasta 
aquí  hemos  estudiado  la  administración  de  un 
modo  subjetivo,  considerándola  en  sus  distintos 
órganos,  como  representante  de  la  actividad 
social  en  la  órbita  del  Derecho,  Pero  en  todo 
estudio  de  esta  ciencia,  hay  que  considerar  el 
sujeto  y  el  objeto;  y  por  ío  mismo,  debemos 
ahora  estudiar  la  administración,  bajo  el  punto 
de  vista  objetivo,  es  decir,  en  los  hechos  resul- 
tado  de  su  acción  y  en  la  materia  de  estos  he- 
chos,  que  son  los  que  componen  la  vida  social. 
Esto  es  lo  que  se  ha  llamado  materia  adminis- 
trativa, la  que,  según  Colmeiro,  está  compues- 
ta por  el  hombre  y  el  mundo  exterior,  en  sus 
relaciones  de  interés  público.  La  naturaleza  de 
esos  hechos  sociales  y  los  principios  sentados 
sobre  la  organización  y  atribuciones  de  la  ad- 
ministración, con  los  cuales  debe  organizarse, 
nos  darán  las  reglas  á  que  se  sujetará  la  admi- 
nistración, j  el  criterio  para  juzgar  las  existen- 
tes, en  el  ejercicio  de  su  actividad,  puesta  en 
relación  con  el  interés  social 
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Es  un  estudio  analítico  del  movimiento  so- 
cial el  de  la  materia  administrativa.  El  hom- 
bre considerado  en  sus  diversos  estados,  como 
miembro  de  la  asócüición,  como  ser  válido  ó 
inválido,  como  persiguiendo  el  fin  de  su  conser- 
vación y  progreso,  como  ejerciendo  su  activi- 
dad individualy  colectivamente,  Ija  sociedad  en 
sus  diVéráog^  elementos  de  vida,  que  ée  tnam- 
fiestan  por  los  hechos,  resultado  de  la  actividad 
humana,  industria^  comercio,  bellas  artes  y  la 
naturaleza,  en  la  inmensa  variedad  de  sus  ele- 
mentos y  productos,  desde  el  aire  y  el  agua, 
hasta  los  metales  de  sus  minas  y  las  piedras  de 
sus  canteras;  y  que  el  hombre  arranca,  apro- 
vecha, modifica,  trasforma  y  hace  servir  a  la 
satisfacción  de  sus  necesidades;  son  los  comj)0- 
nentes,  por  decirlo  así,  de  la  materia  adminis- 
trativa, que  mas  propiamente  podíamos  llamar 
materia  social,  soore  que  se  ejércela  acción  ad- 
ministrativa; porque  cualquiera  que  sea,  ya 
proveniente  de  la  naturaleza  ó  de  la  sociedad, 
siempre  se  considera  en  su  relación  con  el  hom- 
bre y  bajo  el  punto  de  vista  del  interés  social. 
División  V  clasiflcación  de  la  materia  administra- 
tiva (1). — Las  relaciones  entre  la  administra- 
ción y  los  individuos  que  componen  la  socie- 
dad, son  el  objeto  del  Derecho  Administrativo; 
y  estas  relaciones  se  nos  manifiestan   directa- 
mente en  los  hechos  de  la  vida  social  y  la  acti- 
vidad del  hombre,  sobre  las  cosas  de  la  Natu- 
raleza,las  que  coinp6nen,ciom6  acabaínos  dei  veír, 
la  materia  administrativa.  Para'  dividitla,'dóS 
grupos  se  nos  i)resént£in  claramente  detérminst- 
dos,  que  enunciamos,  aplicando  la  antigua  divi- 
sión de  los  jurisconsultos  romanos:  p&rkonasy 

[íj  Hemos  adoptado  y  seguido,  en  gran  parte,  en  esta  división  y 
clasificación,  como  en  algunos  puntos  subsiguientes,  el  método  de 
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cosas,  sí  bien  éstas,  en  último  resultado,  se  re- 
fieren á  las  primeras. 

Con  las  personas  y  por  las  cqsas  se  entablan 
las  relaciones  de  la  administración,  relaciones 
que,  como  sabemos,  dan  origen  á  deberes  y  de- 
rechos recíprocos;  y  estos  derechos  y  deberes 
son  la  base  que  debemos  adoptar  para  la  divi- 
sión y  clasificación  de  la  materia  administrati- 
va. Dos  grupos,  como  acabamos  de  ver,  perso- 
nas y  cosas,  componen  ésta;  y  por  consiguien- 
te habrá  derechos  de  las  personas  para  la  ad- 
ministración; ó  lo  que  es  correlativo,  deberes  de 
éstas  para  aquella;  y  deberes  de  la  administra- 
ción, con  respecto  á  las  cosas  ó  derechos  de  las 
personas  que  se  refieren  á  las  cosas.  Pero  á  su 
vez,  la  administración  personifica  la  sociedad, 
que  no  puede  existir  sin  que  sus  miembros  den 
algo  en  cambio  de  lo  que  reciben;  y  por  esto,  de- 
bemos considerar  en  la  división,  un  tercer  gru- 
po que  llamaremos  de  obligaciones,  de  las  per- 
sonas de  la  administración,  por  sí  mismas  y 
por  las  cosas,  ó  sea  los  derechos  de  la  sociedad 
relativos  á  las  personas  y  las  cosas. 

En  efecto,  las  personas,  son  las  que  forman 
la  sociedad  y  en  las  múltiples  relaciones  que 
nacen  de  su  condición  como  miembros  de  ella, 

CobneirOjComo  el  mas  preciso  y  claro.el  que  en  vez  de  toinai<' por  ba- 
se de  clasiñcaoión  los  intereses  que  se  pretende  que  la  administración 
proteja  y  dirija,  la  funda  en  los  deberes  que  debe  llenar  y  derechos 
aae  puede  exijnr  como  representante  de  la  sociedad.  Malleín,  pro- 
fesor de  Oren  oble,  y  FeíTÁn,  déla  Universidad  de  Barcelona,  han 
hecho  la  clasificación  de  intereses  materiales,  intereses  morales  é 
intereses  mixtos;  pero  Laferriére,  recomienda  la  base  adoptada  por 
Colmeiro,  como  mas  filosófica  y  superior,  y  Batbie  la  sigue  en  su 
tratado  de  Derecho  Público  y  Administrativo.  Respecto  de  las  accio- 
nes y  procedimientos  que  forman  la  tercera  parte  del  curso  de  Col- 
meiro,  no  la  hemos  considerado  como  un  término  de  la  división, 
tanto  porque  no  existe  entre  nosotros  un  procedimiento  adminis- 
trativo bien  determinado,  cuanto  porque  al  tratar  de  los  diversos 
Dantos  de  la  materia  administrativa,  tocamos  en  cada  uno  de  ellos, 
la  parte  de  procedimientos,  que  se  encuentra  en  las  leyes  y  regla- 
mentos, que  forman  nuestro  Derecho  Administrativo  positivo. 
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hay  las  que  entablan  con  la  administración, 
respecto  de  ciertos  órdenes  de  intereses,^  puesto 
que  sin  estas  relaciones  de  gobernante  á  gober- 
nado, no  podría  existir  la  sociedad.  Por  consi- 
guiente, el  primer  ginipo  de  la  materia  admi- 
nistrativa, son  las  personas.  El  segundo,  diji- 
mos, está  formado  por  las  cosas,  porque  en  efec- 
to, son  las  que  constituyen  los  órdenes  ele  inte- 
reses por  los  que  se  entabla  relaciones  entre  el 
poder  social  y  los  asociados;  si  bien  las  cosas 
solo  son  materia  del  Derecho  Administrativo, 
en  cuanto  satisfacen  una  necesidad  social  ó  in- 
dividual. 

Y  finalmente  el  tercer  grupo,  son  las  obliga- 
ciones; porque  no  existiría  la  sociedad,  sin  las 
prestaciones  que  los  individuos  están  obligados 
á  hacerle,  por  sí  mismos  ó  por  medio  de  las  co- 
sas de  su  dominio,  á  trueque  de  los  servicios 
que  de  ella  reciben. 

A  estos  tres  grupos  puede  referirse  todo  lo 
que  forma  el  movimiento  social,  si  bien  las  co- 
sas, repetimos,  se  consideran,  no  en  sí  mismas, 
sino  en  cuanto  son  materia  de  derecho,  es  decir, 
en  cuanto  constituyen  una  relación  con  las  per- 
sonas que  ejercitan  sobre  ellas  su  actividad,  pa- 
ra adaptarlas  á  la  satisfacción  de  sus  necesida- 
des, lo  que  equivale  á  decir,  que  el  arte  y  la  in- 
dustria humanas,  forman  el  segundo  grupo  de 
la  materia  administrativa: 

"Examínese,  cuanto  se  quiera,  dice  Colmeiro, 
las  leyes  de  la  administración,  analícense  sos 
actos,  medítense  sus  providencias;  siempre  apa- 
recerá inñuyendo  en  las  personas  ó  en  las  co- 
sas; aunque  en  último  resultado  terminará  su 
acción  en  las  primeras,  porque  omniajits  circa 
personas  versatur.'''' 

Las  obligaciones  son  resultado  de  la  acción 


r 
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íle  la  administración,  ya  por   las  personas,  ya 
por  las  cosas. 

La  base  que  hemos  tomado  de  los  dereclK>s 
y  deberes^  es  la  que  nos  puede  servir  paraclfusi- 
ficar  el  primer  grupo  de  la  materia  adminííítra- 
ti  va,  considerando  esos  derechos  en  las  perso- 
nas, y  por  consigiüente,  los  deberes  que  le  son 
correlativos  en  la  administración.  Estos  debe- 
res se  refieren,  ya  á  la  sociedad  en  general  ó  á 
los  individuos,  según  su  estado  ó  condición;  te- 
niendo en  cuenta,  en  todo  caso,  que,  para  deter- 
minar la  acción  administrativa,  es  necesario 
nn  interés  social,  bien  definido  e  imix>tencia  de 
la  actividad  privada  para  llenarlo. 

El  hombre  busca  en  la  sociedad,  bu  conserva- 
ción, desarrollo  y  bienestar,  y  todos  los  deberes 
de  la  administración,  que  ejercita  por  delega- 
ción del  poder  social,  se  manifiestan  por  actos 
que  tienden  á  satisfacer  esos  ñnes.  Los  prima- 
ros deberes  de  la  administración,  son  relativos 
á  la  conservación,  que  refiriéndose  á  la  socie- 
dad en  general,  son  comunes  á  todos  los  indi- 
viduos que  correlativamente  tienen  derecho  de 
exigir  el  cuidado  deesa  conservación, no  indivi- 
diiaL  sino  considerada  en  conjunto;  no  como  un 
cuidado  para  cada  uno,  sino  como  la  satisfac- 
ción de  una  necesidad  social ^  que  tiene  un  ca- 
rácter colectivo. 

Tres  causas  pueden  hacer  peligrarla  sociedad 
en  su  existencia,  y  para  removerlas,  es  casi 
siempre  impotente  la  simple  acción  indivíduah 

1.*  Ei8<;aBéz  y  carestía  en  las  Hubsistencias; 
2/  Insülubridad; 
S.*  Falta  áe  orden. 

Y  estas  cí)¿ia.s  determinan  tres  órdenes  de  inte 
reses  sociales,  perfectamente  determinados: 

AlimenUción,  en  armo  ni  d  con  la  población; 
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Higiene  pública,  y 
Orden  publico. 

Por  consiguiente,  el  poder  administrativo  tie- 
ne que  ejercer  su  acción  sobre  estos  puntos, 
dictando  las  medidas  y  organizando  los  servi- 
cios necesarios,  para  atender  debidamente  esos 
intereses.  Esto  es  lo  que  la  ciencia  administra- 
tiva, llama  policía  de  subsistencias,  policía  de 
salubridad  y  policía  de  seguridad. 

Llenados  estos  deberes,  comunes  á  todos  los 
miembros  de  la  sociedad,  sin  considerar  su  es- 
tado, la  administración  tiende  á  asegurar  la 
perfección,  facilitando  su  desarrollo.  El  interés 
social  se  nos  presenta,  entonces,  de  una  mane- 
ra más  restringida,  en  lo  que  respecta  al  rol 
que  desempeña  la  administración;  y  aquí  la  ac- 
tividad privada  cuenta  con  más  medios,  para 
atender  ai  interés  social,  y  aquella  toma  una 
acción  menos  activa,  limitándose  á  fomentar  y 
garantizar,  y  auxiliando  ó  supliendo,  la  acción 
individual,  cuando  la  sociedad  puede  sufrir  per- 
juicios por  el  descuido  ó  la  inercia  de  la  activi- 
dad privada. 

Para  el  cumplimiento  de  estos  deberes,  se 
considera  á  los  individuos  según  su  estado,  se- 
gún que  su  condición  pueda  influir  peligrosa- 
naente  al  interés  social,  por  ignorancia,  mise- 
ria ó  invalidez.  Aquí  ya  no  se  trata  de  la  sim- 
ple conservación,  sino  de  buscar  toda  la  perfec- 
ción, que  es  dado  alcanzar,  en  la  deficiente 
naturaleza  humana  y  en  la  organización  social. 
Así,  la  administración,  toma  al  hombre,  antes 
de  que  sea  miembro  de  la  sociedad  y  le  sigue 
hasta  que  pueda  considerarle  digno  de  pertene- 
cer á  ella,  imponiéndole  deberes  de  educación 
é  instrucción;  y  por  otro  lado,  teniendo  en  cuen- 
ta el  estado  de  las  personas,  de  valerse  ó  no 
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SÍ  mismas,  la  miseria  y  peligro  de  los  seres 
débiles j  desprovistos  de  toda  protecciúiij  el  ca- 
rácter marcadamente  peligroso  de  las  clases 
proletarias,  azuzadas  .por  el  hambre  y  la  ociosi- 
dad; se  impone  deberes  de  beneficencia  ó  asis- 
tencia pública. 

La  sociedad  necesita  el  goce  ó  el  placer^  ya 
como  resultado  del  bienestar  que  los  individuos 
alcancen,  ya  como  un  olvido  á  los  males  que 
los  añigen.  Pero^  aunque  en  realidad,  el  placer, 
el  goce  ó  el  bienestar  que  cada  individuo  pueda 
buscarse,  es  negocio  exclusivamente  privado; 
sin  embargo,  cuando  ese  placer  tiene  una  ma- 
nifestación pública,  ya  constituye  un  interés 
social,  al  que  la  administración  debe  atender 
de  un  modo  mas  restringido  que  los  anteriores, 
V  única  exclusivamente  en  lo  que  se  refiere  á 
la  moralidad  y  orden  públicos.  De  aquí  se  ori- 
ginan los  deberes  de  la  administración  con  res- 
)ecto  á  los  espectáculos,  diversiones  y  fiestas 
)úblicas,  los  que  colocamos  en  este  grupo  de 
as  personas,  por  la  inñuencia  que  tienen  en 
as  ideas  y  costumbres,  contribuyendo  al  per- 
feccionamiento ó  degradación  de  los  hombres. 

Sin  embargo,  basándose  en  la  distinción  de 
que  unas  cosas  son  de  uso  común  y  las  otras 
de  un  uso  restringido  á  determinados  indivi- 
duos de  la  sociedad,  (agricultores,  mineros,  co- 
merciantes, industriales,)  establecemos  esa  di- 
visión, para  claridad  y  método  de  nuestro  estu- 
dio. Tendremos,  pues,  deberes  de  la  administra- 
ción, respecto  á  las  cosas  de  uso  común  y  cuya 
conservación,  mejora  y  trabajo,  corresponden 
directamente  á  la  administración;  y  deberes 
respecto  de  las  cosas  de  propiedad  privada,  y 
cuyo  aprovechamiento  y  trabajo,  se  hace  mae 
directamente  por  la  actividad  ijudividual.   En 
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el  primer  grupo  comprendemos  obras  públicas, 
medios  de  comunicación  y  aguas. 

El  segundo,  lo  referimos  á  la  industria  del 
hombre  y  adoptamos  la  clasificación  económica 
de  industria  agrícola,  manufacturera,  comer- 
cial y  extractiva,  en  las  cuales  comprendemos, 
la  minería,  la  pesca  y  la  caza,  aunque  ésta  en 
realidad  no  sea  extractiva,  ni  constituya  hoy, 
una  verdadera  industria.  Al  ocuparnos  de  es- 
tas distintas  materias,  sólo  lo  hacemos,  en 
cuanto  á  ellas  se  refieren  las  disposiciones  ad- 
ministrativas, tratando  de  no  invadir  el  domi- 
nio de  la  economía  política. 

Ya  sabemos  que  las  obligaciones  forman  el 
tercer  grupo  de  la  materia  administrativa,  y 
que  está  constituido  por  los  derechos  que  la  so- 
ciedad, y  por  su  delegación,  el  poder  público,  tie- 
ne, sóbrelas  personas  y  las  cosas.  La  sociedad 
no  puede  existir,  sin  el  sacrificio  que  ya  de 
parte  de  su  libertad,  ya  de  su  propiedad,  nagan 
los  individuos,  para  gozar  plenitud  de  su  dere- 
cho, es  decir,  constituir  el  Estado. 

Se  necesita  defensa  y  renta,  y  de  aquí  la  fa- 
cultad que  la  administración  tiene  para  recla- 
mar de  los  as(X5Íados.  ya  sus  servicios  persona- 
les, ya  las  cosas  de  su  dominio  en  la  proporción 
necesaria,  para  el  sostenimiento  de  los  ser- 
vicios públicos  y  con  la  limitación  del  interés 
social  bien  definido.  Según  esto,  habrá  obliga- 
ción del  servicio  militar  y  cargos  públicos,  con 
respecto  á  las  personas;  y  contribuciones  y  ex- 
propiación por  causa  de  utilidad,  con  respecto 
á  las  cosas. 

Además  de  todo  esto,  podía  comprenderse 
en  la  materia  administrativa,  las  acciones^  que 
también  son  materia  de  Derecho  en  general. 
Las  acciones  son  los  procedimientos  por  medio 
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de  los  cuales  se  aplica  el  derecho.  El  poder  ad- 
ministrativo, es  por  su  naturaleza,  activo,  pero 
también  obra  como  poder  contencioso;  porque 
si  por  lo  común  se  presenta  en  forma  de  ac- 
ción, mandando  y  ejecutando;  suele  seguir  trá- 
mites que  revisten  caracteres  de  juicio,  y  re- 
suelve cuestiones  sobre  los  asuntos  de  su  domi- 
nio. Algunos  de  los  actos  del  poder  administra- 
tivo, en  sus  distintos  órganos,  son  precedidos 
por  ciertas  formalidades,  prescritas  por  las  le- 
yes; hay  el  recurso,  la  información,  el  examen 
y  la  resolución,  que  equivalen,  respectivamen- 
te, al  procedimiento,  á  la  discusión  oral  ó  escri- 
ta, y,  á  la  sentencia  en  los  asuntos  litigiosos. 
Estos  trámites  y  formalidades  debían  también 
estudiarse  en  la  materia  administrativa;  for- 
mando lo  que  Colmeiro  ha  llamado  Jurispru- 
dencia administrativa,  esto  es,  los  procedimien- 
tos seguidos  por  la  administración  para  la  apli- 
cación de  las  leyes  administrativas,  y,  para  re- 
solver los  asuntos  de  interés  público. 

Pero  este  estudio  en  nuestra  legislación  se  ha- 
ce sumamente  difícil,  pues  no  hay  leyes  espe- 
ciales [ni  creemos  las  podrá  haber,]  que  señalen 
los  procedimientos  administrativos,  ni  que  des- 
linden bien  los  límites  de  la  jurisdicción,  que 
se  atribuye  á  la  administración.  No  existen 
tampoco  [salvo  en  materia  de  hacienda]  esos 
Tribunales  administrativos  que  Francia  y  Pru- 
sia  han  organizado  en  tan  vasta  escala,  y  que 
tienen  por  único  objeto  resolver  los  asuntos  li- 
tigiosos en  que  la  administración  as  parte.  Por 
el  contrario,  los  procedimientos  administrati- 
vos se  encuentran  mezclados  en  las  diversas 
leyes,  y  aún  en  los  Códigos  Civiles,  siendo  va- 
rios y  múltiples  para  los  distintos  casos;  y  los 
asuntos  contenciosos  se  resuelven  por  los  Tri- 
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bunales  comunes  6  privativos,  pero  sometidos 
al  Poder  Judicial. 

Foresta  razón,  estudiaremos  esos  procedimien- 
tos, á  medida  que  los  encontremos,  al  tratar  de 
las  diversas  leyes  sobre  materia  administrativa. 

Finalmente,  podríamos  considei'ar  en  la  cla- 
sificación, los  deberes  de  la  administración  con 
respecto  al  estado  civil  y  político  de  las  perso- 
nas; pero  como  estas  dos  formas  de  vida  social, 
nacen  de  las  leyes  civiles  y  políticas,  no  tocan 
al  Derecho  Administrativo.  Lo  mismo  decimos 
de  la  administración,  respecto  al  culto,  por  cuan- 
to éste  no  es  sino  una  manifestación  externada 
uno  de  los  derechos  fundamentales,  en  que  se 
ocupa  el  Derecho  Constitucional;  y  nada  ten- 
dríamos que  agregar  á  lo  enseñado  por  el  dis- 
tinguido é  ilustrado  Catedrático  de  este  curso, 
Dr.  Luis  F.  Villarán. 

Idea  de  subsistencia. —Su  carácter  esencial.  — En 
un  sentido  general,  se  entiende  por  subsisten- 
cias el  conjunto  de  todos  los  medios  indispen- 
sables para  la  satisfacción  de  las  mas  premio- 
sas necesidades  físicas.  Según  esto,  las  subsis- 
tencias no  están  constituidas  únicamente  por 
las  sustancias  alimenticias,  sino  que  compren- 
den también,  el  alojamiento  y  el  vestido,  pues- 
to que  el  hombre  no  vive  sólo  de  pao,  y  requie- 
re, con  tan  imperiosa  necesidad,  como  el  ali- 
mento, de  telas  con  que  precavei'se  del  frío  y  te- 
cho que  lo  resguarde  de  la  intemperie. 

La  provisión  de  artículos  destinados  á  la  ali- 
mentación de  un  pueblo,  puede  denominarse, 
de  una  manera  mas  especial  abastos. 

Es  indudable,  que  entre  los  medios  de  subsis- 
tencia, ó  iiltimo  grado  de  los  medios  de  existen- 
cia, como  propiamente  se  les  ha  llamado,  las 
sustancias  alimenticias  ocupan  el  jmmer  lugar; 
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pero  no  lo  es  menos,  que  ellas  solas  no  bastan 
para  la  vida.  La  falta  de  alimento  ó  un  alimen- 
to escaso  y  mal  sano,  contribuyen  poderosamen- 
te y  en  primera  línea  al  aniquilamiento  de  los  iu- 
dividnos;  pero  la  dificultad  de  abrigarse,  las  ha- 
bitaciones estrechas  é  insalubres,  debilitan  la 
constitución  y  depositan  en  la  naturaleza  los 
gérmenes  de  des  tracción,  que  impiden  el  desa- 
rrollo de  la  vida,  y  cansan  la  muerte,  en  uu  tiem- 
po más  ó  menos  prolongado.  ¡Cuántos  seres, 
principahnente  en  la  infancia,  perecen  no  solo 
porque  le§  falte  alimentos,  sino  porque  no  tie- 
nen alguna  cosa  que  les  sea  necesaria! 

Hé  ahí  por  qué  la  Estadística  demuestra,  que 
la  cifra  de  la  mortalidad  es  mucho  mayor  en  las 
clases  indigentes,  que  en  las  clases  ricas,  aún  en 
aquellos  países  en  que  las  sustancias  alimenti- 
cias son  abundantes  y  baratas. 

No  creemos,  pues,  se  pueda  admitir  el  senti- 
do restringido  que  se  da  á  la  palabra  subsisten- 
cias, en  algunos  cursos  de  Derecho  Adminis- 
trativo, haciéndola  sinónima  de  escasez  y  com- 
prendiendo únicamente  las  sustancias  alimen- 
ticias de  un  pueblo  en  una  época  dada.  [1] 

No  comprendemos,  que  para  determinar 
su  intervención  directa,  en  las  subsistencias  de 
una  Nacion,comoun  deber  Je  la  admnistración; 
se  restrinja  y  falsee  el  sentido  propio  de  es- 
ta palabra,  dándole  uno  administrativo,  que 
jao.tí^ne.  Que  los  artículos  de  primera  necesi- 
dad sean  abundantes  ó  escasos;  qtie  haya  en  un 
iHieblo  épocas  normales  6  anormales  ten  lo  rela- 
tivo á  los  medios  de  vida;  nada;  de  esto  puede 
cambiar  el  verdadero  sentido  déla  palabra  sub- 
sistencias; nada  puede  variar  los  verdaderos 

(1)  Ck>lmeiro. 
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deberes  que  la  ciencia  administrativa,  en  ar- 
monía con  las  leyes  económicas  que  rigen  en  la 
sociedad,  señala  á  la  administración  en  lo  rela- 
tivo á  las  subsistencias  de  la  población* 

Entender  por  subsistencia  lo  que  la  ciencia 
económica  llama  escasez,  es  crear  una  confa* 
sión  en  las  palabras,  que  suele  llegar  hasta  las 
ideas.  Que  los  man^^m¿en¿os  de  un  pueblo  sean 
abundantes  ó  escasos,  en  una  época  dada,  ó  en 
todas  las  épocas;  no  por  eso  las  subsistencias 
dejarán  de  significar  el  conjunto  de  medios  in- 
dispensables para  la  satisfacción  de  las  prime- 
ras necesidades  del  hombre.  Al  restringir  deesa 
manera  la  idea  de  subsistencia,  dándole  lo  que  se 
llama  sentido  administrativo,  se  saca  la  conse- 
cuencia, de  que  entonces  la  administración  in- 
terviene directamente,  á  fin  de  prevenir  el  mal 
de  la  escasez  y  carestía  de  las  sustancias  ali- 
menticias. 

Esta  intervención  se  quiere  convertir  en  un 
deber,  y  por  consiguiente,  existirá  en  el  indivi- 
duo el  derecho  correlativo,  de  exigir  la  acción 
de  la  administración  para  proporcionarle  el  ali- 
mento que  en  una  época  dada,  le  puede  faltar. 
Pero,  ya  sabemos  cuan  contraria  es  á  los  prin- 
cipios de  la  organización  social  y  administrati- 
va, esa  intervención  directa  del  Gobierno,  en  la 
satisfacción  de  las  necesidades  sociales. 

La  administración  debe  intervenir,  es  ver- 
dad, para  remediar  ó  atenuar  el  mal,  pero  indi- 
rectamente; mas  bien,  cojno  medida  de  benefi- 
cencia ó  caridad,  de  carácter  transitorio  y  su- 
jeta á  las  necesidades  del  momento;  y  no  como 
un  deber  inherente  á  su  naturaleza,  ni  menos 
como  formas  de  la  acción  administrativa.  No 
crecimos,  pues,  pueda  existir  el  sentido  adminis- 
trativo que  se  da  á  la  palabra  subsistencia,  ya  se 
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le  considere  en  sí  misma,  ya  en  sus  relaciones 
con  la  administración,  originadas  por  una  cau- 
sa transitoria  ó  una  perturbación  económica  ó 
social.  El  verdadero  sentido  es  siemí>re  el  mis- 
mOj  el  conjunto  de  medios  de  existeíicia  conside- 
rados en  su  grado  inferior^  esto  es,  en  lo  que  se 
refiere  á  las  necesidades  materiales-  Esas  sub- 
sistencias pueden  estar  al  nivel  de  las  necesida- 
des y  sobrepasarlas,  ó  bien  no  alcanzar  á  satis- 
facerlas, determinando  la  escasez.  En  ambos, 
casos,  la  administración  tiene  deberes  que  lle- 
nar ó  funciones  que  desempeñar,  como  vere- 
mos próximamente. 

El  carácter  principal  de  los  medios  de  subsis- 
tencias, es  ser  variables,  indefinidos  y  móvileSj 
como  las  necesidades  que  satisfacen.  Es  una 
verdad  axiomática,  acorde  por  otra  parte,  con 
la  naturaleza  perfectible  del  hombre,  que  los 
medios  de  existencia  con  los  cuales  se  satisfacen 
las  necesidades  físicas,  intelectuales  y  morales, 
admiten  tantos  grados  como  las  necesidades 
mismas;  á  medida  que  el  hombre  se  perfeccio- 
na, el  círculo  de  sus  necesidades  se  estiende:  no 
bien  satisfechas  unas,  nacen  otras  que  deman- 
dan nuevos  medios  para  satisfacerlas.  Y  esto 
que  sucede  con  todos  los  medios  de  existencia, 
sucede  también  con  los  de  simple  subsistencia. 
Es  verdad,  que  la  necesidad  de  la  alimentación 
y  del  vestido,  es  general  y  tan  imperiosa,  en  el 
salvaje  como  en  el  hombre  civilizado:  pero  en 
esta  misma  primera  necesidad,  cuánta  varie- 
dad se  observa^  y  cuan  distintos  son  los  me 
dios  de  satisfacerla. 

La  edad,  las  costumbres,  el  clima,  el  grado 
de  cultura,  el  medio  social  y  aun  físico  en  que 
se  vive,  todo  esto  influye  para  la  variedad  y 
movilidad  de  las  subsistencias-  El  alimento  que 
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usa  el  hombre  del  Norte,  es  rechazado  jjor  el 
del  Mediodía;  el  que  basta  al  salvaje,  es  mirado 
con  repugnancia  por  el  hombre  civilizado,  y 
aún  en  un  mismo  medio  social,  el  refinamiento 
de  las  costumbres  establece  notable  diferencia 
entre  la  alimentación  del  rico  y  la  del  pobre. 

Este  carácter  de  variedad  y  movilidad,  de 
expansión,  cotno  el  de  toda  necesidad  humana, 
quita  á  los  medios  de  existencia  toda  fijeza,  to- 
da uniformidad;  y  si  ellos  tienen  una  base,  un 
principio  en  los  medios  de  simple  subsistencia, 
no  tienen  un  límite  superior,  un  máximum  á 
que  puedan  llegar.  Por  esto  es  que  á  medida 
que  aumenta  el  progreso  ííocial  en  un  pueblo, 
los  medios  de  existencia  crecen  y  varían  y  se 
crean  necesidades  ficticias,  si  se  quiere,  pero 
que  la  costumbre,  esa  segunda  naturaleza,  ha- 
ce tan  urgentes  como  las  naturales.  Así  está 
más  libre  la  población  de  encontrarse  sujeta  á 
la  escasez  de  alimentos  originada  por  cualquie- 
ra calamidad  natural  ó  social.  Teniendo  necesi- 
dades cuya  satisfacción  puede  sacrificar,  cuan- 
do la  ley  imperiosa  de  la  vida  lo  reclame,  pue- 
de atender  entonces  á  la  simple  subsistencia  y 
remediar  por  su  propia  acción  los  males  que  la 
falta  de  ésta  acarrea.  Por  el  contrario,  cuan- 
do el  progreso  social  as  nulo  y  el  perfecciona- 
miento individual  se  mantiene  estacionario, 
los  medios  de  existencia  se  confunden  con  las 
simples  subsistencias,  y  la  menor  oscilación  en 
los  géneros  alimenticios,  se  traduce  por  calami- 
dades inmensas  en  la  población. 

La  mortalidad  aumenta,  lá  miseria,  el  ham- 
bre, las  >  enfermedades,  el  desorden  y  la  anar- 
quía moral,  en  el  individuo  y  en  la  familia/ en- 
señan cuan  peligrogo  es  para  unpueblo  no  con- 
tar con  mas  medios  de  existencia  que  los  abso- 
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lutamente  indispensables  para  no  dejar  aniqui- 
larse la  vida-  Esto  es  lo  que  sucede  en  Irlanda, 
en  la  China  y  en  las  til  timas  clases  proletarias 
de  las  grandes  ciudades- 
Relación  ea  de  las  anhsisteneias  con  la  población.— 
Como  acabamos  de  ver.  las  subsistencias  influ- 
yen de  uníi  manera  poderosa  en  la  población. 
Vivir  es  antes  que  todo,  y  no  se  vive  sin  ali- 
mentos, ni  vestidos;  y  de  aquí  que  ese  grande  y 
complicado  problema  de  la  población,  se  encuen- 
tra Intimamente  unido  á  la  cuestión  de  las  sub- 
sistencias, de  tal  modo  que  Maltlius  pudo  ex- 
presar su  célebre  principio  de  la  población,  di- 
ciendo que; 

La  población  tíeníle  á  Bobi;e pasar  los  medios  (le  Bubsistencia,  siem- 

Sre  í^ue  el  hombre  no  uva  de  su  voluntad  para   neutralizar  esa  ten- 
encia fl] 

No  es  de  nuestra  incumbencia  examinar  lo 
que  tiene  de  verdadero  el  principio  descubierto 
por  Maltlius,  y  cuyo  rigorismo  sistemático  ha 
templado  en  parte  Garnier,  Pero  sí  debemos 
examinar  la  siguiente  cuestión,  porque  perte- 
nece á  loque  Eossi ha  Ikimado Filosofía  del  De- 
recho administrativo.  ¿Las  subsistencias  son  en 
realidad  el  límite  de  la  población,  de  tal  mane- 
ra que  cuando,  en  virtud  de  la  ley  fisiológica  de 
multiplicación,  excede  ese  límite,  el  espectro  te- 
rrible de  la  miseria  viene  con  la  fría  y  descar- 
nada mano  de  la  muerte  á  establecer  el  nivel?. 

La  fórmula  económica; 

La  población  tiendo  á  ponerse  at  nivel  de  sub  medios  de  subsisten 
cias. 

No  expresa  otra  cosa- 

Esta  ley  es  exacta,  tratándose  del  mundo  f í 
sico,  cuyos  seres  siguen  fatalmente  el  instinto 

(l)  Qámier. 
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de  la  reproducción.  El  germen  de  la  vida  en  los 
vegetales  es  indefinido,  pero  no  se  desarrolla,  sino 
á  medida  que  el  suelo  los  puede  alimentar:  las 
especies  salvajes  de  los  animales  se  destruven 
entre  sí,  cuanao  la  selva  les  niega  sus  proauc- 
tos.  Pero  lo  que  es  una  ley  inevitable,  fatal  pa- 
ra los  seres  desprovistos  de  inteligencia  y  liber- 
tad, lio  será  también  para  el  hombre?  Guardé- 
monos de  confundir  el  mundo  físico  con  el 
mundo  moral,  aunque  sean  manifiestas  sus  re- 
laciones; guardémonos  de  creer  que  la  razón,  la 
voluntad,  la  libertad,  obedecen  á  las  mismas 
leyes  que  el  instinto,  la  sensación  y  el  movi- 
miento; porque  tendríamos  por  resultado  la  ne- 
gación de  todo  lo  noble,  de  todo  lo  bello,  de 
todo  lo  bueno. 

El  hombre  es  un  compuesto  de  espíritu  y 
materia.  Como  ser  físico  está  sujeto  á  las  leyes 
fatales  del  organismo;  pero  como  ser  espiritual, 
forma  un  mundo  aparte.  lEl  predominio  que  ten- 
ga la  parte  animal  sobre  la  moral,  someterá  las 
leyes  de  la  materia  á  las  leyes  del  espíritu? 

Ser  dotado  de  razón  y  libertad,  puede  contra- 
rrestar las  tendencias  de  las  primeras,  y  hacer- 
las servir  á  la  perfectibilidad,  que  está  en  su 
naturaleza,  al  progreso,  que  es  su  ley. 

Lo  que  es  una  verdad  para  los  individuos,  lo 
es  para  las  poblaciones;  y  así  la  perfectibilidad 
humana,  manifestada  por  el  progreso  social, 
introduce  otros  elementos  en  el  problema,  de 
que,  no  es  posible,  prescindir.  Por  esto  los  me- 
dios de  subsistencia  no  son  las  únicas  fuerzas 
que  reprimen  en  la  especie  humana,  la  poten- 
cia fisiológica  de  reproducir  la  vida,  sino  que  la 
razón,  la  hbertad,  el  progreso  social,  limitan 
esta  tendencia  y  previenen  los  males  terribles, 
que  el  predominio  de  la  ley  de  la  multiplicación 
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sobre  los  medios  de  subsistencia,  puede  causar. 
Cuando  esos  elementos  faltan  ó  se  oscurecen, 
y  determinan  un  movimiento  retrógado  en  la 
humanidad;  entonces  sí,  las  subsistencias  son 
el  límite  de  las  poblaciones  y  las  leyes  de  la 
materia  se  manifiestan  en  toda  su  brutal  re- 
presión. Desde  luego,  se  pieide  el  sentimiento 
de  la  dignidad:  nace  el  envilecimiento  y  la  mi- 
seria: el  hambre,  la  anarquía,  la  guerra,  la 
muerte;  son  funestos,  pero  inevitables  resulta- 
dos del  olvido  de  la  razón,  que  aconseja  la  pre- 
visión y  el  trabajo;  y  de  la  libertad  que  impul- 
sa á  la  humamdaa  á  su  perfeccionamiento. 
Esto  es  lo  que  sucede  éntrelos  pueblos  salva- 
jes de  la  Oceanía  ó  del  centro  del  África,  donde 
el  hambre  origina  guerras  feroces,  que  no 
concluyen  sino  con  la  absoluta  destrucción  del 
vencido.  Esto  es  aún  lo  que  sucede  en  la  Irlan- 
da, donde  el  exceso  de  la  población  sobre  sus 
medios  de  subsistencia,  en  una  clase,  oprimida, 
vejada  y  embrutecida,  sumida  en  el  fango  de 
la  ignorancia  y  la  corrupción;  determina  una 
mortalidad  que  se^n  O'Connell  ha  sido  de  se- 
tecientos mil  individuos  en  diez  años. 

Lo  mismo  puede  observarse  en  todo  pueblo  en 
que  por  cualquiera  causa,  detiene  su  marcha  el 
progreso  y  nubla  la  libertad  y  la  dignidad  en 
los  individuos.  Un  Gobierno  despótico;  una  ex- 
trema desigualdad  en  las  fortunas;  una  pro- 
ducción extenuada;  un  comercio  exterior  ani- 
quilado,, y  sobre  todo  ignorancia  é  inmoralidad 
en  las  últimas  gradas  de  la  escala  social;  rom- 
pen el  equilibrio  entre  la  población  y  sus  me- 
dios de  subsistencia  y  la  naturaleza  destruye 
para  establecer  el  nivel,  sin  el  cual  la  vida  se- 
ría imposible. 

En  la  China,  por  ejemplo,  que  cuenta  con  un 
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territorio  extenso  y  una  población  de  cerca  de 
cuatrocientos  millones,,  donde  la  agricultura 
florece;  pero  en  la  que  el  progreso  social  §e  ha 
naantenido  estacionario;  i^s  ínfimas  clases  de 
la  población  no  cuentan  mas  que  con  el  arroz  y 
élp¡elsai^  por  único  alimento  y  la  ilustración  se 
detiene  en  las  clases  superiores.  La  población  se 
multiplica  de  una  manera  tan  prqdigiosa.  que 
el  hambre  diezma  con  frecuencia  sus  moraüo- 
res  y  los  padres  abandonan  a  loe  hijos  que  no 
pueaeíi  mantener.  Se  ha  necesitado  que  la  ci- 
vilización penetre  á  cañonazos  para  que  los 
misioneros  nayan  conseguido  destruir,  engí^ 

garte,  por  medio  de  la  educación  y  de  1h  ip- 
uencia  moral,  esa  inmensa  mortandad  de  ni- 
ños, que  eya  allí  una  bárhqira,  pero  inveterada 
costumbre/ 

Todos  estos  hech^  comprueban  la  teoría;  y 
los  medios  de  subsistencias  son  en  realidad  el 
límite  de  las  poblaciones,  siempre  que  la  pfi^rt^ 
íísica  tenga  predominio  sobre  la  parte  espiri- 
tual y  el  Hombre  se  acerque  al  bruto.  Pero  solo 
las  subsistencias  no  son,  ni  pueden  ser  jamás  la 
única  manifestación  de  esta  ley  de  la  limita- 
ción que  detiene  la  potencia  fisiológica  de  la  re- 
producción, en  su  ciega  tendencia  de  extender 
!  a  vida  más  allá  del  espacio  y  del  alimento.  Si 
;:uera  el  único  límite,  habría  que  negar  la  civi- 
lización y  progreso  y  establecer  la  barbarie,  c^ 
mo  el  fin  de  los  tiempos.  ¿Por  qué  es  que  siendo 
la  población  de  Europa  mucho  mayor  que  en  la 
edad  Media,  y  existiendo  siempre  su  tendeníJi^ 
á  sobrepasar  los  medios  de  suosistencia,  pu^" 
tp  que  nay  miseria  ¿no  existen  esos  hambres 
terribles  de  la  Edad  Media,  que  duraban  aftos, 
obligando  4  los  hombres  á  comer  carne  huina- 
da,  y  que  destruía  poblaciones  enteras?  Es  v^' 
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ñññj  que  los  medias  de  subsistencia  han  raejo- 
íado  y  multiplicado;  pero  esto  mismo  demiies 
tra  que  ellos  no  son  el  único  límite  de  la  poblaj 
ción  y  que  la  civilización  y  el  progí^o  social  é 
individual,  la  libertad,  la  mejor  condición  so- 
cial, la  inteligencia  esclarecida  por  la  educación, 
la  tendencia  cada  día  mas  viva  v  general  en 
las  clases  sociales  inferiores,  á  subir  hacia  las 
clases  superiores;  todo  esto  hace  que  lá  ley  mo- 
tñl  de  limitación  absorba  y  domine  la  parte 
material  y  puramente  física  de  la  misma  ley. 

La  cuestión  de  la  subsistencia;  sus  relaciones 
con  la  i)oblación,  no  presenta  ya  ese  problema 
pavoroso,  que  tanto  alarmó  al  mundo  en  la 
época  de  la  teoría  de  MaltÉus-  La  civilización 
moderna  ha  multipücada  log  medios  de  exis- 
tencia y  aún  los  de  simple  subsistencia,  y  á  no 
ser  un  pueblo,  al  que  obstáculos  extraños  ó  vi- 
cios de  organización  social  y  política,  mantienen 
fuera  déla  órbita  del  progreso;  puede  decirse, 
en  tesis  general,  que,  los  medios  de  subsisten- 
cia crecen  con  la  población. 

El  mayor  ó  menor  grado  de  actividad,  de  dig- 
nidad, de  educación  y  de  moralidad  en  los  in- 
dividuos; la  libertad,  el  respeto  al  derecho,  el 
orden  y  la  paz  dominando  en  el  orden  político; 
lá  industria  libre  y  sin  trabas,  los  medios  de 
comunicación  multiplicados,  los  progresos  déla 
ciencia  difundidos;  todo  esto,cuando  domina  en 
^a  población,  hace  que  el  acrecentamiento  de 
ella  sea  también  acrecentemiento  en  las  subsis- 
tencias. Entonces  sí  puede  decirse  con  Lamen- 
nais: 

Hay  sitio  para  todos  en  la  tierra,  y  todos  son  convidados  j  nadie 
excluido  en  el  rico  banquete  de  la  naturaleza. 

Hay  mas  aún:  los  pueblos  no  permanecen  ais- 
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lados,  pues  su  aislamiento  sería  su  suicidio,  y 
la  fraternidad  y  la  solaridad  de  interesa  que 
desarrolla  el  comercio,  establecen  un  lazo  pode- 
roso é  indisoluble  entre  las  Naciones.  El  lazo 
Suede  romperse,  pero  tiende  otra  vez  á  reanu- 
arse,  en  virtud  de  esa  ley  de  la  asociación,  que 
une  los  individuos  en  las  sociedades  y  en  los 
pueblos,  la  humanidad. 

Por  ésto,  cada  pueblo  tiene  en  el  mundo  en- 
tero su  mercado,  y  cumpliendo  el  mandato  mas 
sagrado  que  tiene  el  hombre:  el  de  trabajar  pa- 
ra vivir,  puede  mirar  la  falta  de  subsistencias 
como  perturbaciones  pasajeras,  consideradas 
con  relación  al  conjunto  y  resultado  de  la  im- 

§  revisión  ó  del  ocio,  considerados  en  los  indiví- 
uos,  cuyos  esfuerzos  pueden  atenuarla  y  neu- 
tralizar sus  efectos. 

No  hay  pueblo  civilizado  que  cuente   única- 
mente como  medio  de  subsistencia,  los  produc- 
tos alimenticios  de  su  suelo.  Por  pobre  que  sea 
su  industria,  por  poco  activo  que  sea  su  comer 
cío,  él  pone  á  contribución   los    productos  del 
mundo  para  satisfacer  sus  necesidades  y  man- 
da en  cambio,  ya  sus  materias  primas^  ya  sus 
artefactos.  Así  no  está  su  subsistencia  sujeta 
á  los  resultados  de  una  mala  cosecha,    á  ima 
escasez  en  las  sustancias  alimenticias.  Cuando 
los  trastornos  de  la  naturaleza  ó  esas  terribles, 
calamidades,  que,  de  tiempo  en  tiempo,  azotan 
la  humanidad,  reducen  á  la  miseria  poblacio- 
nes enteras;  vemos  á  todas  las  Naciones,  acudir 
al  socorro  y  atenuar  con  la  inefable  obra  de  la 
caridad,  los  males  de  la  fatalidad. 

Todo  esto  demuestra  que  la  perfectibilidad 
del  hombre,  que  lo  impulsa  al  progreso  y  deter- 
mina la  civilización,  y  las  relaciones  cada  vez 
mas  estrechas  y  solidarias  entre  las  Naciones, 
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le  dan  medios  para  mantener  las  subsistencias 
y  por  encima  del  nivel  de  la  población;  y  que  si 
ésta  tiende  á  sobrepasar  ese  nivel,  una  suma 
I  mayor  de  actividad,  un  esfuerzo  mas  pode- 
roso en  la  producción,  pueden  detener  la  obra 
destructora  de  la  naturaleza:  que  cuando  el 
hombre  se  estaciona  ó  retroce  en  el  progreso, 
se  encarga  de  establecer  por  medios  violentos 
el  equilibrio  entre  la  población  y  sus  medios  de 
existencia. 

Sin  embargo  de  esa  civilización  y  de  ese  pro- 
greso moderno,  hay  pueblos  que  no  obstante 
su  mayor  actividad,  su  papel  importante  en  la 
civilización  moderna,  presentan  una  gran  par- 
I  te  de  sus  poblacionas,  privadas  de  los  medios 
de  subsistencia;  arrastrando  una  vida  misera- 
ble. 

Por  esto,  la  cuestión  de  la  subsistencia  se  re- 
I  duce,  en  último  estremo,  á  la  cuestión  de  pau- 
perismo; que  parece  ser  la  prueba  mas  eviden- 
f  te  de  que  la  población  siempre  se  multiplica 
mas  allá  de  sus  medios  de  subsistencia  y  que 
es  ésta  una  ley  á  cuya  inexorable  fatalidad,  na- 
da Yuiede  sustraerla* 

Sin  entrar  á  investigar  las  causas  distintas, 
que  mantiene  una  inmensa  parte  de  la  huma- 
nidad sustraída  á  los  beneficios  de  la  civiliza- 
ción, y  privada  de  la  satisfacción  de  sus  mas 
premiosas  é  indispensables  necesidades,  báste- 
nas  hacer  ver  que  el  progr&so  es  lento  y  gra- 
dual; que  va  penetrando,  pordecirlo  así,  en  la 
sociedad  de  arriba  abajo  y  que  las  clases  que  se 
agitan  y  viven  en  la  última  grada  de  la  escala, 
reciben  mas  lenta  y  avín  mas  indirectamente, 
sus  benéficos  efectos,  Pero  de  aquí  no  se  des- 
prende, que  el  progreso  no  exista:  que  la  per- 
fectibilidad que  puede  estar  detenida  ú  escure- 
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cida,  influya  masó  menos  en  la  suei*te  de  todos 
los  indiviauos.  La  estadística  nos  demuestra, 
cuanto  el  progreso  moderno  ha  disminuido  y 
atenuado  los  males  que  afligen  á  esas  últimas 
clases  sociales. 

Así,  en  Inglaterra  existían  en  1840,  mas  de 
dos  millones  novecientos  mil  indigentes;  en 
1865,  la  cifra  había  disminuido  á  un  miQóti 
ciento  sesenta  y  dos  mil  cuarenta  y  cuatro,  que 
recibían  los  socorros  de  la  caridad  pública;  y  sin 
embargo,  la  población  había  aumentado  en  mas 
de  siete  millones. 

Esto  demuestra  que  el  progreso  moderno, 
enalteciendo  la  parte  moral  del  hombre  y  ase- 

gurando  su  libertad,  ha  aumentado  los  medios 
e  satisfacer  sus  necesidades  y  la  relación 
entre  las  subsistencias  y  la  población;  y  supues- 
to que  ésta  no  encuentre  obstáculos  extraííoB 
que  la  detengan  ó  la  hagan  retroceder  en  el  ca- 
mino del  progreso,  [como  un  Gk>bienio  despó- 
tico, las  calamidad^  de  la  naturaleza,  la  poca 
ilustración  y  moralidad  en  los  individuos,]  se 
puede  establecer,  no  cómo  un  Kmite,  sino,  co- 
mo una  armonía.  De  tal  modo  que  la  tenden- 
cia á  multiplicarse,  marcha  con  el  acrecenta- 
miento de  los  medios  de  subsistencia;  o  de  otro 
modo,  que  la  lej^  de  reproducción  encuentra  en 
el  perfeccionamiento,  de  que  es  suceptible  el 
individuo,  la  parte  elevada  y  moral  de  la  ley  de 
limitación  á  que  está  sometida  la  parte  mate- 
rial, representada  por  los  medios  de  subsisten- 
cia. 

De  esta  ley  se  desprende,  que  la  subsistencia 
de  un  pueblo  está  sujeta  á  su  producción;  en- 
tendiendo por  producción,  no  solo  todo  lo  que  el 
hombre  puede  sacar  de  su  propio  territorio,  si 


—  as- 
no todos  los  productos  que  adquiere  poi{  el  co- 
mercio. 

Esta  es  otra  de  las  relaciones  que  se  nos  pre- 
sentan  entre  la  población  y  la  subsistencia:  nuen- 
tras  mas  productor  sea  un  pueblo,  mayor  será 
la  suma  de  objetos  con  que  cuente  para  satis- 
facer sus  necesidades,  y  mas  asegurada  tendrá 
su  subsistencia.  Por  consiguiente,  todo  lo  que 
acrecenta  la  producción,  determina  un  aumen- 
to en  las  subéistencias,  un  aumentó  en  el  bien- 
estar; y  por  el  contrario,  todo  aquello  que  ata- 
que en  sus  fuentes,  esa  roisma  producción,  en 
la  industria,  en  el  comercio;  todo  aquello  que 
la  debilite  y  enerve  su  fuerza,  como  las  trabas 
de  la  regjlamentación,  las  gabelas,  las  tarifas 
protectoras,  una  intervención  administrativa 
demasiado  directa,  inmediata;  produce,  como 
consecuencia  fatal  é  ineludible,  la  disminución 
en  Ja  subsistencia,  porque  entonces  se  determi- 
na la  escasez  délas  sustancias  de  alimentación, 
la  carestía  de  las  telas,  y  en  general  de  todos  los 
artículos  de  primetti  necesidad. 

Asimismo,  si  el  acrecentamiento  de  la  po- 
blación, trae  acrecentamiento  de  los  medios 
de  subsistir,  es  éifetüpre  que  esa  población 
sea  verdaderamente  productora,  goce  de  la 
libertad,  sin  tener  en  cuenta  su  núínero,  ni 
la  itnayor  ó  menor  extensión  de  territorio  que 
ocupe.  Naciones  hay  muy  pobladas  y  con  un 
territorio  extenso  y  fértil,  y  que  sin  embarco, 
una  mayoría  de  sus  habitantes,  apenas  produ- 
ce lo  que  consume  para  vivir.  La  miseria  y 
la  e^asez  en  las  subsistencias,  es  condición 
normal  en  tales  pueblos;  y  es  tal  la  armonía 
que  existe  entre  toaas  las  leyes  que  rigen  la  po- 
blación, que  efa  esos  mismos  pueblos,  la  ley  de 
la  'multiplicación,  no  encuentra  más  límite  que 
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la  destrucción  ciega  y  fatal  de  la  naturaleza, 
que  mátalo  que  mantener  no  puede.  Falta  ac- 
tividad, falta  moralidad;  la  producción  es  limi- 
tada. Por  el  contrario,  hay  pueblos  que  tienen 
una  población  reducida,  pero  que  gozan  de  los 
beneficios  de  la  libertad,  y  allí  el  acrecenta- 
miento de  la  población  es  acrecentamiento  de 
los  medios  de  subsistencia;  porque  hay  una 
producción  activa  y  un  pueblo  laborioso  y  mo- 
ral 

Intervención  de  la  administración  en  las  subsisten- 
cias—Como acabamos  de  ver,  las  subsistencias 
inñuyen  de  una  manera  directa  y  poderosa  en 
la  población,  puesto  que  la  primera  condición 
de  vida  y  bienestar,  es  la  satisfacción  de  las  ne- 
cesidadas  materiales;  y  si    ellas  dependen  en 
gran  parte  de  la  producción,  á  su  vez  determi- 
nan mayor  suma  de  actividad  y  de  fuerza  en 
el  trabajo,  uno  de  los  agentes  de  esa  producción. 
Por  consiguiente,  interesa  á  la  sociedad  que  las 
subsistencias  sean  abundantes  y  estén  al  alcan- 
ce de  todos  los  individuos;  y  su  falta,  Su  escasez, 
su  deficiencia,  son  obstáculos  poderosos  para  el 
desarrollo  de  las  fuerzas  individuales,  y  por 
tanto  para  el  bienestar  general 

La  administración  se  encuentra  obligada  á 
atender  con  preferente  atención  a  las  subsis- 
tencias del  pueblo,  y  tiene  deberes  sagrados  que 
llenar  á  este  respecto.  Estos  deberes  determi- 
nan la  intervención  de  la  administración  en  lo 
relativo  á  las  subsistencias,  y  es  preciso  averi- 
guar qué  carácter  debe  tener  esta  intervención 
y  como  deben  comprenderse  esos  deberes. 

Toda  intervención  administrativa,  cualquie- 
ra que  sea  el  interés  social  sobre  que  se  e;|erce, 
se  funda  en  el  deber  general  de  todo  Gobierno 
ó  de  todo  poder  administrativo,  de  separar  y 
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de Tencer  todos  los  obstáculos  que  se  opongan 
al  desarrollo  de  los  individuos,y  porconsguien- 
te  al  progreso  y  bienestar  de  la  sociedad,  y  que 
J  la  acción  prirada  no  puede  vencer  por  sí  sola, 

Estos  obstáculos  son  de  dos  clases: 
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o  prov^ienen  del  ataque  á  loe  derechos  de  los  individuos  por  otroa 
individuos; 

2.*  O  consisten  en  circunfttancias  exteriores,  cuja  influencia  no 
puede  paralizar  la  potencia  individua.!. 

Los  primeros^  cuando  revisten  cierto  carác- 
ter, son  reprimidos  por  la  justicia;  y  la  admi- 
nistración, con  raspecto  á  ellos,  se  limita  á  vi- 
gilar. Los  segundos,  están  sujetos  al  principio, 
de  que  toda  intervención  de  la  autoridad  es 
inútil, cuando  los  individuos  pueden  por  sí  mis- 
mos vencer  los  obstáculos  que  paralizan  el  de- 
sarrollo de  sus  f neritas;  y  entonces  no  solo  es 
inútil,  sino  perjudicial  y  contraria  á  la  libertad. 

Aplicando  estos  principios  á  la  inten^ención 
de  la  administi  ación  en  lo  relativo  á  la  subsis- 
tencia, tenemos  que  ésta  es  de  dos  clases,  ó  se 
maniflesta  directamente  de  dos  maneras: 

1.°  Cuando  obstáculos  superiores  íx  las  fuerzas  de  los  individuos  i€ 
oponen  á  la  Baiisfaccit'jn  dü  sns  línQn^rníHií^ceííiüiidee;  y 

2.''  Cuando  hay  ataque  ó  lesión  al  dei'eciio  de  los  que  co insumen  por 
el  derecho  de  los  que  pnxlueeu  ios  artículos  de  ünbai^itenGiat  para  Jo 
cual  ejerce  deberé»  de  vigilancia  y  presta  ay^ida  a  la  acción  indivi- 
duaL 

La  primera  intervención  administrativa,  es 
anormal,  producida  por  circunstancias  excep- 
cionales que  obligan  á  la  administración  á  ve- 
nir al  socorro  de  los  pueblos*  La*s  medidas  que 
toma,  tienen  un  carácter  transí  turiü  y  mas  bien 
son  de  simple  beneficencia.  Esas  circunstan- 
cias excepcionales  son  el  bambre,  la  escasez  y 
carestía,  y  las  catástrofes  producidas  por  ios 
elementos. 

La  .según  la  clase  de  la  intervención    adrai- 
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nistrativa,  es  permanente  y  continua,  puesto 
que  su  fin  eá  ayudar  á  los  individuos  paf a  ase- 
gurar el  bienestar  social. 

Nos  ocuparemos  de  la  piimera  de  las  thediáás 
con  que  generalmente  se  señala  en  la  práctica; 
y  después,  con  mas  detención  de  la  segunda. 

Con  respecto  á  la  intervención  administrati- 
va, para  remediar  la  escasez  y  carestía  de  los 
artículos  de  subsistencia,  ó  socorrer  el  hambre 
de  las  poblaciones,  debe  sujetarse  én  lafe  medi- 
das con  que  se  manifieste,  a  los  siguientes  prin^ 
cipios: 

L*  La  acbtíiñiBtración  debe  lenuocívr  á  todas  las  6peracioD?s  que 
pueden  ser  ejecutadas  más  económicamente  por  los  particulares,  y 
con  mas  provecho; 

8/  No  debe,  en  ntngán  caso,  hacene  laroductora,  ni  dictar  leyes 
al  mercado,  fijando  el  precio  de  los  artículos;  porque  la  ezperíenoia 
ha  demostrado  que  lejos  de  producir  el  efecto  que  se  desea,  su  con* 
secuencia  lóffica  es  la  escasez,  puesto  que  el  efecto  inmediato  de  eflas 
medidas,  es  nacer  oue  los  artículos  se  oculten  ó  desaparezcan  y  que 
los  vendedores  se  alejen  de  un  mercado  donde  el  precio  no  corres- 
ponderá á  los  gttstos  de  producción . 

y. o  No  debe  emplear  jamás  medidas  violentas  para  obligar  á  los 
productores  á  vender  en  tal  ó  cual  mei^ádo,  ó  tal  ó  cual  artículo; 

Sorque  aparte  que  es  un  ataque  directo  á  la  propiedad,  siempre  pro- 
uce  recursos  muy  pequefios, 

''No  se  proveen  de  artículos  los  mercados  por 
medio  de  gendarmes  y  esbiiTos."  [1] 

4.*  Su  intervención  jamás  debe  convertirse  en  permanente,  ai 
manifestarse  bajo  la  forma  de  una  protección  á  la  industria  por  me- 
dio do  reglamentos  ó  medidas  prohibitivas  ó  ivotricl^vas,  con  el  fiki 
de  asegurar  las  aubsistencias  fomentando  la  ptodueción;porqué  lejos 
de  conseguirse  tal  resultado  por  él  sistema  protector,  se  consigue  ló 
contrario. 

£1  Ün  inmediato  de  la  protección   es  favorecer  al  productor,  £1 

g reducir  solo  demanda  una  ventajosa  colocación  para  su  producto, 
sta  solo  se  obtiene  por  un  alto  precio,  es  decir,  por  la  carestía;  la 
carestía  proviene  de  la  escasez,  luego  la  protección  tiende  á  produ- 
cir la  es  asez.  (Bastíat) 

Además  toda  intervención  administrativa, 
que  no  está  justificada  y  reclamada  por  la  im- 
potencia de  las  fuerzas  individuales,  es  un  ata- 

(1)  Say. 
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que  á  la  libertacl  y  una  tutela  injustiflcable, 
que  se  extiende  hasta  lo  mas  insignificante, 

Quede,  pues,  sentado  que  solo  debo  ejercitar- 
se esa  acción  en  époc>as  dadas,  para  atenuar  y 
remediar  los  males  de  una  crisis  económica, 
que  produzca  la  escasez  y  la  carestía.  Pasada 
dicha  crisis,  disminuida  la  escasez  y  destnüda 
la  carestía,  ya  la  administración  vuelve  á  su 
papel  pasivo,  de  protección  indirecta  y  de  fo- 
mento. 

Sistemas  que  pueden  emidearse, — Dos  son  las  sis- 
temas que  se  indican  á  la  administración,  para 
qvie  cumpla  con  velar  por  la  provisión  y  man- 
tenimiento de  los  pueblos,  en  una  época  cala- 
.  laítosa- 

Son  éstos: 

l*.  Eeti mular  y  fomentar  por  cuantos  medios  e^an  poflibles  elint^' 
tés  privado,  levautiincio  todas  laa  tríibafi  que  la®  leyes  fiscales  ó  eco- 
tiórnicA-s  iwngan  á  la  lihte  circulaciAn  de  tos  artículos  de  primera  ne- 
cesidad; y 

£,|y6u8tituir  con  iu  poder,  la  poca  actividad  6  la  inutilidad  de  los 
es^^'*^<'8  ibdividualea,  i>ero  de  una  manera  momentánea,^  solo  por 
qI  tiempo  que  durará  la  perturbación  de  los  mercados  y  mientras  no 
j-ecobre  la  actividad  individual  su  curso  libre  y  tranquilo^ 

Existen  otros  medios  para  las  épocas  de  es" 
casez;  pero  son  mas  bien  actos  de  beneficencia, 
socorros  que  se  hace  en  faror  de  algunos  indi- 
Yiduos,  ó  clases,  y  no  reglas  de  la  policía  de 
subsistencias. 

El  priíner  sistema  se  ejercita  por  los  medios 
siguientes; 

1."  Eebajar  6  suprimir  enteramente  los  derechos  qtie  se  cobre  por 
la  importación  y  i>or  el  coDsumo  de  los  artictilüs  do  primera  Becesí» 
dad.  Así.  \ií  adinijiistración,  si  la  crisis  provieoe  de  la  carestia,  hará 
sobrevenir  la  baratura;  v  si  por  escasez*  fomentará  la  abundancia; 

3,'  Ofrecer  una  prima  á  loa  que  se  entreguen  al  comercio  de  los  vi- 
TCírea,  ai  bien  e^ste  medio  ofrece  muehSsímoa  i  n  con  ve  ni  en  tes  y  solo  es 
de  una  utilidad  parcial  y  rclativa^además  que  es  de  muy  costosa  apü- 

'    fl^"  Otorgar,  aaimiamo»  &  los  pro veeil ores  y  expendedores  de  víve- 
res, privilegioa  y  ei:ccpciónefl,  que  alientan  a  mayor  número  de  ín- 
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que  al  interés  público;  coú virtiéndose  así  la  ad- 
ministración  en  especuladora  ó  en  protectora 
de  un  vil  tráfico.  Se  pone,  por  otra  parte,  en  lu- 
cha con  los  particulares  que  emprenden  las  mis- 
mas compras  ó  ventas,  estableciendo  una  peli- 
grosa concuri'encia  en  la  que,  los  comerciantes, 
no  pudiendo  luchar  con  el  poder  que  tiene  la 
facultad  de  reglamentar  lo  mismo  que  van  á 
vender  y  de  señalar  y  recaudar  los  xmpuestx^s 
de  que  está  exento,  y  que  cuenta  medios    mas 
poderosos  de  acción;  se  retiran  del  mercado,  es- 
'  )leciendo  el  monopolio  oficial,  el  mas  odioso  de 
os  monopolios,  porque  al  mismo  egoísmo,  une 
!a  violencia.  Lejos  de  obtenerse  por  esta  medi- 
da el  resultado  de  aminorar  la  escasez,  se  ob- 
tiene el  resultado  contrario,  pues  se  cae  en  la 
carestía;  y  además,  ofrece  un  remedio  insufi- 
ciente, porque  por  muy  barato  que  la  adminis- 
tración venda,  las  clases  indigentes,  que  son  las 
mas  que  sufren  en  la  época  de  la  escasez,no  apro- 
vechan de  esas  ventas,  siendo  al  contrario,  las 
clases  acomodadas,  que  cuentan  con  recursos 
que  las  otras  no  tienen,  las  que  procuran  apro- 
vechar de  asa  baratura  ficticia,  comprando  en 
cantidad  los  artículos  para  formar  reservas  y 
depósitos. 

Policía  de  abastos. — Por  la  palabra  policía  se  de- 
signa, en  su  acepción  mas  lata,  la  intervención 
de  la  administración  en  auxilio  de  los  asocia- 
dos para  la  represión  de  todo  aquello  que  pue- 
da oponerse  á  su  desarrollo  y  bienestar  y  que 
el  esfuerzo  individual  no  puede  vencer,  por  sí 
solo.  Esta  intervención  se  manifiesta  en  las 
subsistencias,  por  las  medidas  que  se  toma  y 
reglamentos  que  se  dicta  para  ayudar  la  acción 

Envada  y  regular  el  interés  colectivo,  en  lo  re- 
itiyo  á  los  intereses  de  un  pueblo.  Ksas  medi 
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dl&y  esos  reglameutos  componen  la  ])olicía  úe 
ohastos  6  de  subsistencias. 

Es  la  segunda  forma  de  la  intervención  ad- 
ministrativa, y  su  acción  es  continua  y  perma- 
nente, necesitando,  por  lo  mismo,  de  límites 
precisos  y  de  una  determinación  clara  y  expre- 
sa de  su  naturaleza  y  modo  de  ejercerse. 

En  primer  lugar,  y  en  conformidad  con  los 
principios  expuestos  en  la  primera  parte  de  es- 
te curso,  la  policía  de  abastos,  es  un  ramo  pu- 
ra y  exclusivamente  municipal,  que  debe  ser 
ejercido  por  las  corporaciones  que  representen 
al  Municipio,  en  la  ackpinistración  de  los  inte- 
reses locales.  Las  meuidas  y  disposiciones,  con 
las  (jue  se  manifiesta  la  intervención  adminis- 
trativa, en  lo  que  se  relaciona  con  la  alimenta- 
ción de  un  pueblo,  solo  pueden  tener  por  obje- 
to la  comodidad,  el  aseo  y  la  salubridad  públi- 
ca, y  estos  son  intereses  de  carácter  enteramen- 
tiC  local;  son  de  una  naturaleza  doméstica,  por 
decirlo  así,  y  tan  exclusivos  de  cada  ciudad,  ó 
localidad  en  general,  que  solo  pueden  ser  debi- 
damente atendidos  por  los  que  estén  en  inme- 
diato contacto  con  ellos,  de  tal  modo  que  for- 
men parte  de  su  propio  interés.  En  casos  excep- 
cionales, cuando  se  tome  las  medidas  que  he- 
mos señalado  anteriormente,  por  tratarse  de 
una  escasez,  de  una  crisis,  de  una  calamidad 
cuyo  remedio  ó  atenuación  interesa  a  todos  los 
que  viven  en  un  mismo  territorio,  la  adminis- 
trac.ón  central:  mas  aún  el  Poder  Legislativo, 
pueden  intervenir  para  investigar  las  causas 
del  mal  y  emplear  los  medios  de  acción  mas  po- 
derosos con  que  cuentan;  pero  fuera  de  esos  ca- 
sos anormales,  la  intervención  administrativa 
es  y  no  pu^de  ser,  sino  exclusivamente  munici- 
pal. 

3 
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Concretándonos  ahora  á  señalar  los  límiteB 
de  esta  acción  administrativa  sobre  las  subsis- 
tencias, debemos  tener  presente,  que  no  debe 
invadir  jamás  y  por  ningún  pretexto  el  derecho 
individual,  la  libertad  de  cada  uno  de  hacer  to- 
do aquello  que  no  dañe  á  los  demás.  Las  fun- 
ciones que  deben  desempeñar  son  exclusira- 
tnente  de  auxilio  á  la  acción  individual,  de  se- 
guridad y  garantía  y  de  vigilancia  para  lo  que 
se  refiere  su  aseo  y  salubridad  públicos. 

La  experiencia  ha  demostrado  y  demuestra 
cada  día,  que  son  inmensos  los  abusos  y  males 
que  origina  la  intervención  administrativa, 
cualesquiera  que  sean  las  autoridades  que  la 
ejercen,  en  los  detalles  de  la  alimentación  de 
un  pueblo.  Es  necesario  que  las  sociedades  vi- 
van por  sí  mismas,  por  sus  propios  esfuerzos  y 
bajo  el  imperio  de  la  libertad  individual,  limi- 
tada por  el  derecho  de  un  tercero. 

Sólo  en  casos  excepcionales,  como  decíamos 
anteriormente,  para  aliviar  ciertos  infortunios, 
puede  la  autoridad  intervenir  de  una  manera 
directa  é  inmediatamente  en  la  alimentación; 
pero  aún  así,  auxiliando  y  no  dirigiendo,  ni  con- 
virtiéndose en  reguladora  del  interés  colectivo; 
arrogándose  la  tutela  de  los  asociados  bajo  el 
pretexto  de  conducirlos  al  bienestar  ó  prevenir 
males  que  los  individuos  pueden  evitar  por  sí 
mismos.  Dar  al  Gobierno  ó  ala  administración, 
una  intervención  directa  ó  inmediata  en  las 
subsistencias,  para  precaver  los  males  que  pue- 
den resultar  de  la  escasez  ó  carestía;  facultar- 
los para  reglamentar  el  comercio  de  los  artícu- 
los de  subsistencias,  como  se  hace  y  se  ha  he- 
-cho,  para  asegurar  la  vida  de  ías  clases  pc¿)res; 
ya  dictando  leyes  ó  disposiciones  sóbrelos  tri- 
gos y  harinas,  para  evitar  la  venta  de  los  de 
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mala  calidad,  única  Ínter v^ención  posible;  ja  fi- 
jando el  precio  y  el  peso  del  pan,  de  la  carne,  ó 
de  otros  artículos  de  primera  necesidad:  ya,  en 
fin,  sujetando  á  los  vendedores  de  comestiblep 
y  bebidas,  á  multitud  de  condiciones  y  precau- 
ciones; á  una  vigilancia  continua,  es  indudable- 
mente dar  cabida  á  toda  clase  de  abusos  contra 
la  libertad  y  la  propiedad:  dos  derechos  sagra- 
dos, que  están  por  encima  de  todas  las  leyes  y 
reglamentos.  Es  desconocer  las  leyes  económi- 
cas que  rigen  en  todo  comercio,  toda  producc- 
ión, todo  interés  social.  El  sistema  restrictivo, 
falsamente  llamado  protector,  cualesquiera  c^ne 
sean  sus  manif estacinas  y  formas,  está  suficien- 
temente condenado  por  la  economía  política,  en 
nombre  de  la  razón  y  del  bien  entendido  inte- 
rés social. 
No  sin  razón,  se  le  ha  llamado  por  Ortolán: 

El  feadaliamo  en  la  industria:  la  desigaalda^i  y  la  hoetOidad  de  los 
unos  para  los  otros. 

Además,  los  reglamentos  y  ordenanzas  sobre 
loe  víveres  y  bebidas  y  sobré  los  que  ejercen  es- 
te comercio,  son  en  general,  la  causa  mas  cons- 
tante y  frecuente  de  la  carestía  y  escasez  en  las 
subsistencias;  teniendo  por  objeto  asegurarlas, 
producen  el  efecto  contrario. 

Las  tatas,  las  liiohibicioiies  y  todas  las  demás  prooanciones  resla- 
mentarías,  no  pueden  dejar  de  amortiguar  la  esperanza  del  interés;^ 
por  lo  mismo,  desalentar  el  cultivo  y  disminnir  la  concurrencia  y  la 
abundancia;  la  carestía  nacerá  de  los  mismos-medios  encaminados 
á  evitarla.  [Jovellanos.] 

Sin  embargo,  en  la  práctica,  la  administración 
interviene  muchas  veces,  hasta  en  los  mas  in- 
significantes detalles  del  comercio  de  artículos 
de  primera  necesidad:  se  señala  como  un  deber 
suyo,  cuidar  que  el  pueblo  no  carezca  de  ellos. 
Esto  nos  pueae  llevar  hasta  los  delirios  del  so- 
cialismo, hasta  los  pretensos  derecho  de  subsis- 
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tencia  y  de  trabajo.  El  mejor  modo  de  cuidar 
que  las  subsistencias  no  falten  al  pueblo,  es  ase 
gurar  el  orden  y  la  paz,  fomentar  la  educación 
y  garantizar  la  libertad  de  industria  y  respeto 
á  la  propiedad.  Si  el  Gobierno  ó  la  administra- 
ción Iocí^I,  quieren  proteger  la  producción,  con 
una  protección  ventajosa  y  no  perjudicial,  para 
influir  así  en  las  subsistencias,  deben  limitarse 
á  facilitar  las  vías  de  comunicación  y  medios 
de  trasporte;  á  rebajar  las  tarifas  y  suprimir 
todas  las  gabelas  que  pesan  sobre  el  comercio 
marítimo  y  terrestre,  sobre  la  grande,  como  so- 
bre la  pequeña  industria;  todos  esos  impuestos 
sobre  los  consumos,  que  no  sean  el  pago  de  los 
servicios  que  la  administración  presta,  á  los  ne- 
gociantes de  víveres,  para  la  comodidad,  segu- 
ridad, aseo  y  ornato  de  la  población.  Tales  son, 
por  ejemplo,  el  derecho  de  matanza  que  se  co- 
bra en  el  matadero;  los  de  asientos  en  los  mer- 
cados, etc.,  etc. 

Vamos  á  examinar  ahora  nuestro  Derecho 
Administrativo  con  respecto  á  la  policía  de 
los  abastos.  Esta  policía  se  ejerce  por  los  Con- 
sejos Municipales,  que,  como  hemos  visto  en  la 
ley  de  la  materia,  tienen  la  atribución  de  impe- 
dir la  venta  de  comestibles,  licores  de  mala  ca- 
lidad, así  como  de  inspeccionar,  reglamentar  y 
administrar  los  mercados,  mataderos,  abreva- 
deros, pastos  y  dehesas. 

Así  lo  dispone  también  el  Reglamento  de  Po- 
licía municipal  de  Lima,  de  20  de  Julio  de  1872. 
Es  un  Código  completo,  sobre  salubridad,  aseo, 
prevenciones  higiénicas,  seguridad,  comodidad 
del  tránsito,  y  contiene  doscientos  cincuenta  ar- 
tículos, en  los  que,  dicho  sea  de  paso,  se  ha  res- 
petado muy  poco  la  libertad  individual. 
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En  su  artículo  I.*" : 

Se  prohibe  la  venta  de  comestibles  y  bebidas  nocivas  h  la  salud, pu- 
diendo  la  autoridad  municipal  destruirlos;  asi  como  las  materias  que 
entren  en  su  oomjposición,  y  estando  obligados  todos  los  vendedores  á 
manifestarlos,  asi  como  las  materias  de  que  se  compongan, 

A  pesar  de  que  por  decreto  de  21  de  Julio  de 
1863,  se  declaró  la  libertad  de  la  matanza  de 
ganado,  ordenándose  que  la  Municipalidad  per- 
mitiese plantificar  mataderos  generales  fuera 
las  poblaciones  [1]  por  los  males  que  acarreaba 
el  monopolio  de  las  carnes,  el  reglamento  mu- 
nicipal del  matadero  general,  de  2  de  Enero  de 
1873,  prescribe  que  la  matanza  del  ganado  va- 
cuno ó  lanar,  que  se  destina  al  consumo  de  la 
población,  se  haga  únicamente  en  el  matadero 
general,  bajo  pena  de  multa. 

Asimismo,  por  suprema  resolución  de  16  de 
Noviembre  de  1846,  se  declaró  libre  la  elabora- 
ción del  pan,  y  que  los  panaderos  no  estaban 
sujetos  á  reglamentos;  preceptuándose  además, 
como  regla  general,  el  á  de  Julio  de  lo74,  (jue 
en  lo  relativo  al  comercio,  elección  y  producción 
de  los  alimentos,  solo  debe  intervenir  la  autori- 
dad pública  para  examinar  si  son  sanos,  si  se 
elaboran  ó  expenden  con  aseo. 

Sin  embargo,  el  16  de  Mayo  de  1879,  se  expi- 
dió por  el  Concejo  Provincial,  la  ordenanza  pa- 
ra el  gremio  de  panaderos,  ^n  la  que  se  les  un- 
pone  la  obligación  de  efectuar  sus  ventas  por 
un  peso  determinado,  por  cada  diez  centavos,  y 
la  obligación  de  enviar  á  la  Sección  de  Pesos  y 
Medidas  del  Concejo,  una  razón  detallada  del 
número  de  piezas  que  han  de  vender  por  diez 
oentavoB  y  ael  peso  minimún  de  ellas.  (Artícu- 
los I-*"  y  2."")  Esta  Ordenanza  ha  caído  en  desu- 
so, si  bien  parece  que  no  tuvo  otro  objeto  que 

(1)  Véase  **E\  Peruano^'  de  5  de  Agosto  de  Ud». 
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procumr  la  bamtura  de  un  artículo  de  primera 
necesidad,  en  una  época  de  crisis  y  escasez. 

A  este  mismo  objeto  obedeció  la  ordenanza 
sobre  venta  de  ganado  menor,  dada  en  7  4e  Ju- 
lio de  1879. 

Titulo  ü.— Policía  de  Sanidad  (1) -Salubridad  pá- 
bliéa.— Cuando  se  dice  salubridad,  se  toma  es- 
ta palabra  en  el  sentido  salud  ó  sanidad;  así, 
por  salubridad  pública  se  entiende:  la  salud  6 
sanidad  de  un  pueblo  6  lugar,  y  también  las 
condiciones  para  que  exista  esa  salud  entre  los 
asociados- 

Cuando  los  esfuerzos  individuales  son  sufi- 
cientes para  neutralizar  las  perturbaciones  or- 
gánicas, la  salubridad  es  del  mterés  de  los  par- 
ticulares, y  la  higiene,  ó  sea  las  reglas  qu,e  se 
observa  para  conservarla,  es  piivada;  pero  cuan- 
do existen  causas  superiores  á  esos  esfuei*zos,  j 
los  medios  particulares  son  insuficientes,  enton- 
cés  interviene  la  Administración,  y  la  higiene 
se  convierte  en  pública;  la  que  como  se  com- 
prende, no  es  sino  la  misma  higiene  privada, 
aplicada  en  mayores  proporciones,  y  que  ejn- 

Íiéada  p^t  la  Administrabióh,  constituye  la  pó- 
tela sanitaria. 

Policía  Sanitaria— Según  esto,  por  policía  de 
sanidad  se  entiende  todos  los  actos  ó  provi(Jea- 
cias  de  la  Administración,  destinados  á  ccmser- 
var  la  salud  pública. 

Los  puntos  que  debe  abrazar  la  pericia  eani" 
taria,  pueden  especificarse  atendi^Klo  á  Ibb  cau- 
sas prmcipales  de  perturbación  de  la  salud  pú- 
blica. A  este  respecto,  la  acción  administrativa 
no  espera  que  se  produzca  el  mal,  sino  que  tra- 
ta, de  evitarlo,  ya  combatiendo  las  causas  geisé- 

[1]  Ck>imeira 
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i'aleri  ó  locales  que  pueden  producir  las  enfer- 
ineclades^  ya  tiatautlo  de  estii*parlas,  evitando 
el  contagio  6  destruyendo  los  focos  de  infección. 
Primeramente,  las  causas  de  las  enfermeda- 
des epidémicas,  están  en  la  naturaleza  misma; 
en  el  Buelo;en  el  aire;  en  lasaguas,  ó  en  las  cos- 
tumbres sociales  y  hábitos  de  vida.  Cuando  es- 
tas causas  son  conocidas,  la  Administración 
debe  destruirlas  sin  esperar  que  se  produzca 
los  funestos  recluitados  que  en  sí  llevan.  Unas 
veces  desecando  bosques,  otras  plantando  árbo- 
les y  sembríos;  ya  desecando  las  lagunas,  que 
amenacen  convertí i'se  en  pantanos;  y  tratando- 
de  sustituir  siempre,  el  estado  de  cultivo  al  esta- 
do salvaje  de  las  tierras;  es  como  se  logra  estir- 
par  de  la  naturaleza  las  fuentes  de  las  enferme- 
dades y  tener  el  aire  puro,  el  clima  benéfico  que 
exige  la  salud  pública.  Así,  descuajando  los  bos- 
ques seculares  de  la  Pensil vania,  una  adminis- 
tración previsora,  ha  logrado  desterrar  de  allí 
las  fiebres  malignas,  antes  tan  frecuentes  y 
mortales;  mientras  que  la  inercia  de  la  adnai- 
niBtración  de  Roma,  ha  dejado  en  las  terribles 
ladinas  Pontinas,  la  fuente  permanente  de  los 
miasmas  mortíferos  que  asolan  la  cam pifia  ro- 
mana. 

También  los  alimentos  influyen  de  una  ma- 
nera notable  en  la  salud  pública,  y  son  otra^  de 
las  causas  principales  de  insalubridad;  por  lo 
que  la  Admmist ración  vigila  con  especial  cui- 
dado, la  buena  ó  mala  calidad  de  ellos,  y  per* 
si^e  la  adulteración  6  mezcla  de  los  víveres 
y  Debidas  con  sustancias  nocivas  y  aiiu  ve- 
nenosas. 

Finalmente,  la  ciencia  y  el  arte  de  curar,  son 
así  mismo,  objetos  de  la  inspección  sanitaria 
de  la  administración;  desde  que  la  incompeten- 
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cia  de  los  médicos,  cirujanos  y  farmacéuticos 
ó  el  libre  ejercicio  de  estas  profesiones,  sin  pre- 
vios exámenes  y  requisitos,  son  también  cau- 
sas poderosas  de  males  para  la  salubridad  pú- 
blica. 

Según,  pues  lo  dicho,  la  policía  sanitaria  pue- 
de reducirse  á  tres  puntos  en  la  doctrina  ad- 
ministrativa, atendiendo  en  globo  á  las  princi- 
pales causas  de  la  perturbación  de  la  salubri- 
dad pública,  á  saber:  la  atmósfera,  los  alimen- 
tos y  la  curación  de  las  enfermedades. 

Epidemias. -Queremos  aquí,  designar,  con  la 
palabra  epidemia,  las  enfermedades  que  tienen 
generalmente  sus  causas  apreciables  en  la  at- 
mósfera, en  la  influencia  del  suelo,  en  la  higie- 
ne, en  las  aguas  estancadas,  en  las  costumbres; 
y  que  desenvolviéndose  rápidamente,  atacan  a 
la  vez,  un  gran  número  de  individuos  con  mani- 
fiesta tendencia  á  propagarse  y  extenderse  ca- 
da vez  más. 

La  policía  sanitaria,  que  como  ya  hemos  di- 
cho, tiene  j)or  primer  objeto,  destruir  ó  impedir 
las  epidemias,  se  ha  reducido  mucho  tiempo,  á 
tratar  de  impedirlas  por  la  vía  del  mar,  sin  cui- 
darse de  las  causas  que  podían  producirlas  en 
el  interior  de  las  Naciones.  Hoy  va  la  poUda 
sanitaria  abraza  ambas  cosas,  y  da  regl¿3,  tan- 
to para  impedir  que  las  epidemias  se  desarro- 
llen por  causas  interiores,  como  para  impedir 
que  sean  traídas  de  lejanos  países,  por  la  vía 
marítima.  De  modo  que  la  poMcía  sanitaria  pa- 
ra las  epidemias,  es  tanto  interior  como  exte- 
rior. 

Policia  sanitaria  interior.— La  policía  sanitaria 
interior  se  ejerce  por  los  medios  siguientes,  que 
son  precauciones   que  se  deben  tener  en  todo 
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tiempo,  aunque  las  epidemias,  no  amenacen  la 
salua  pública: 

1.*"  Bando  salidas  á  }&h  aguas  estancadas,  para  impedir  qne  se  for- 
me pantanos,  cuyas  emanaciones  mefíticas  corrompen  el  aire,  vi- 
cian la  atmósfera  y  dan  lugar  á  esas  terribles  epidemias  de  fiebres 
intermitentes,  tan  peligrosas  y  rebeldes  tn  las  zonas  meridionales. 

Estas  ú  otras  causas  análogas,  deben  ser  com- 
batidas por  las  medidas  higiénicas  que  la  si- 
tuación ael  país  y  las  influencias  de  las  esta- 
ciones, hagan  mas  apropiadas. 

2.«  Cuidar  de  que  todos  los  establecimientos  donde  se  congregue 
un  gran  número  de  individuos;  tales  como  hospitales,  cuarteles, 
hospicios,  colegios,  cárceles,  teatros,  etc., ocupen  lugares  espaciosos, 
en  buenas  condiciones  de  salubridad  y  se  eoniétan  (\  una  higiene  se- 
vera. 

Así,  los  hospitales  deben  estar  situados,  en 
cuanto  sea  i)osible,  en  los  ángulos  ó  extremida- 
des de  las  poblaciones  y  en  número  proporcio- 
nado al  de  nabitantes,  pues  el  hacinamiento  de 
enfermos,  produce  mayor  mortalidad  y  fre- 
cuentes  peligros  de  infección.  También  debe  te- 
ner en  cuenta  la  administración  al  ocuparse  de 
estas  casas  de  beneficencia,  que  los  reglamen- 
tos especiales  determinan  todo  lo  relativo  á  la 
ventilación,  limpieza  y  íumigación»  y  el  modo 
de  depositar  los  cadáveres,  con  especial  cuida- 
do y  atendiendo  á  todas  las  prescripciones  de  la 
higiene- 

Lo  mismo  decimos  de  las  cárceles  y  peniten- 
ciarías, dcmde  todavía  debe  ser  mayor  y  mas 
constante  la  vigilancia  é  inspección  sanitaria 
de  la  administración;  desde  que  la  falta  de  sa- 
lubridad en  estos  lugpares,  es  la  muerte  segura 
de  infelices  privados  de  libertad,  y  por  consi- 
guiente de  iniciativa  individual. 

8.*  Generalizar  los  beneficios  de  la  raouna,  poniéndola  al  alcance 
2^  todas  las  clases  inditidn^es  de  la  soci^ad:  y  asi,  uno  de  los  de- 
beres de  las  Mitnicipalldades,  según  la  ley,  es  cuidar  de  la  conserva- 
wn  y  propagación  del  fluido  vacuno. 
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La  importancia  y  necesidad  de  e^ta  medid», 
se  aumenta  si  se  considera  los  inmensos  be- 
neficios que  la  humanidad  debe  al  descubri- 
miento de  Jenner,  entre  los  que  no  son  los  ma- 
yores, disminuir  el  número  de  ciegos,  preservar 
la  belleza  nativa  de  nuestra  especie  y  alejar  el 
término  medio  de  la  vida. 

4.*  Prohibir  en  los  pueblos  el  establecimiento,  dentro  del  drcttk> 
de  la  ciudad,  de  fábricas,  talleres,  laboratorios  inaalubres.  p^Mgre- 
S08  6  incómodos;  insalubres  porque  alteran  el  aire  ó  lo  impregnan 
de  miasma3;  peligrosos,  porque  pueden  causar  explodones  6  incen- 
dios; é  incómodos,  porque  suelen  ser  mas  ó  n^nos  insalubres,  a4e- 
más  que  de  vecindaa  molesta. 

Así,  no  debe  permitii^se,  dentro  de  las  ciuda- 
des, laí?  fábricas  de  jabón,  curtidm^ías,  pólvora, 
etc. 

5/  Dictar  disposiciones  rigorosas  acerca  de  loe  oementerios  y  pan 
las  tnbumaoiones  y  exhumaeáoaes  de  cadáverta. 

La  proximidad  de  estos  edificios  á  las  pobla- 
ciones y  su  situación  en  lugares  poco  adecúa- 
dos,  son  causas  poderosas  de  epidemia,  c(Mno 
también  lo  son  los  entierros  dentro  de  las  po- 
blaciones. 

Los  cementerios,  según  las  prescripciones  de 
una  buena  higiene,  deben  estar  situados  á  dis- 
tancia de  seiscientos  metros,  cuando  menos  ^ 
toda  población,  de  todo  edificio  habitado  y  de 
todo  camino  real.  Debe  buscarse  para  estable- 
cerlos, parajes  bien  elevados,  de  declive  y  opues- 
tos á  los  vientos  dominantes;  y  cuyo  terreno 
sea  de  naturaleza  silícea  ó  calcárea,  para  impe- 
dir la  rapidez  de  las  putrefacciones.  Además, 
es  importante  que  estén  lejos  de  los  aiToyos  ó 
ríos  que  puedan  salir  de  madre;  de  los  poios, 
manantiales,  conductos  y  cañerías  de  aguas 
que  sirven  para  bebidas  de  los  hombres  y  de 
los  animales.  Débese  también  velar  con  espe- 


dal  cuidado  y  exagerada  solicitud,  sobre  todos 
los  pormenores  relativos  alas  plantaciones  que 
se  haga  en  los  cenienterios,  á  la  profundidad 
de  las  fosas,  á  la  colocación  de  los  cadáveres,  al 
modo  de  inhumarlos,  6  lo  que  es  lo  mismo  de 
darles  sepultura,  á  las  inhumaciones,  ya  sean 

S articulares,  ya  á  las  que  se  haga  en  geneml, 
entro  de  los  cementerios,  para  desalojar  las 
fosas.  Sobre  todo,  á  este  respecto  deben  existir 
reglas  minuciosas  y  severas  que  tengan  en 
cuenta,  antes  que  todo,  la  salud  pública. 

Inhnmíiciones.— En  ningún  caso  debe  permitir- 
se las  inhumaciones,  dentro  de  las  poblaciones, 
ya  sea  en  los  templos,  ya  en  panteones  parti- 
culares. Admira  como  haya  quien  sostenga  es- 
ta perniciosa  costumbre,  (jue  se  ha  defendido 
con  el  tesón  de  un  privilegio.  En  Francia,  se  ha 
necesitado  naaa  menos,  que  casi  el  trascurso 
de  un  siglo,  para  que  al  fin  se  prohibiera  ese 
ínvete'rado  abuso. 

Entre  nosotros,  después  de  nuestra  indepen- 
dencia, por  un  decreto  de  25  de  Octubre  de 
1821,,  se  prohibió  las  sepulturas  fuera  del  ce- 
menterio, cualquiera  que  hubiera  sido  el  rango 
ó  categoría  del  difunto.  Lo  mismo  se  prescribía 
respecto  de  los  cadáveres  de  las  monjas,  que 
un  celo  demasiado  excesivo  por  la  disciplma 
monástica,  hacía  que  se  enterrasen,  como  ha 
sucedido  últimamente,  dentro  de  los  mismos 
monasterios.  Este  decreto  no  fué  observado,  y 
tuvo  que  ser  reiterada  la  misma  prohibición 
por  otro  decreto  de  23  de  Diciembre  de  1859. 

El  Consejo  de  Gobierno  expidió  en  Mayo  de 
1835,  un  decreto  general,  para  que  se  constru- 
yera en  todos  los  pueblos  de  la  República,  ce- 
menterios fuei'a  de  las  poblaciones  y  á  sotaven- 
to de  ellas. 
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Una  ordenanza  municipal  de  Enero  de  1878 
prohibió,  llenando  una  de  las  mas  exigentes  ne- 
cesidades de  la  higiene  púbhca;  el  depósito  de 
los  cadáveres  en  las  iglesias,  durante  las  cere- 
monias fúnebres;  pero  no  ha  mucho  tiempo  que 
un  decreto  de  la  dictadura  de  Piérola,  ha  dejado 
tan  importante  materia  al  arbitrio  de  los  indi- 
viduos, sin  tener  en  cuenta,  que  cuando  se  tra- 
ta de  salud  pública,  no  se  hiere  la  libertad  indi- 
vidual con  prohibiciones,  que  está  en  el  interés 
de  todos  aceptar. 

Declarada  por  el  Congreso  la  nulidad  de  los 
actos  internos  de  los  Gobiernos  de  Piérola  é 
Iglesias;  hoy  se  dá  cumplimiento  á  la  saluda- 
ble ordenanza  de  1878. 

Para  concluir,  advertiremos  que  la  adminis- 
ción,  debe  poner  cuanto  esté  de  su  parte  para 
impedir  esos  accidentes  horribles,  que  ocurren 
por  las  inhumaciones  precipitadas  y  cuya  sola 
posibilidad  estremece.  Me  refiero  alentierro  de 
personas  vivas  que  ha  ocurrido  en  al^ut^os  naí- 
ses.  La  estadística  francesa  nos  presenta  ues- 
de  1833  á  1845,  noventa  y  cuatro  casos  de  per- 
sonas que  iban  á  ser  enterradas  vivas  y  que 
salvaron  de  un  modo  casual.  ¡Cuántos  habrá 
que  no  tuvieron  esa  casual  dich^!  Para  evitar 
éstas  desgracias  horrorosas,  la  ciencia  aconseja 
que  cada  cementerio  debe  tener  anexa  una  espa- 
ciosa casa  mortuoria,depásito  previsor  que  usa- 
ron los  alemanes,  primeramente,  por  imcwtiva 
del  ilustre  médico  Franck,  En  estas  casag  mor- 
tuorias podían  tener  lugar  las  manifestaciones 
de  duelo  de  las  familias  y  el  depósito  de  los  ca- 
dáveres, durante  un  espacio  que  permita  cer- 
ciorarse de  si  la  muerte  es  real  ó  simple- 
mente un  letargo.  Este  espacio  de  tiempo  se- 
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ffún,  el  reglamento  de  Prusia,  es  de  setenta  y 
aos  horas. 

Todas  estas  son  medidas  de  higiene  pública, 
de  observancia  permanente  y  destinadas  á  pre- 
veer  el  mal;  pero  la  policía  sanitaria  interior  no 
se  liunita  á  esto,  sino  que  dicta  también  medios 
transitorios,  cuando  las  epidemias  se  han  desa- 
rrollado, con  el  objeto  de  impedir  su  contagio. 
Entre  estas  medidas  citaremos  los  cordones  sa- 
nitarios, de  que  vamos  á  ocuparnos. 

Cordones  Sanitarios.— Se  dá  este  nombre  á  las 
líneas  de  gente  ó  tropa,  establecidas  al  rededor 
de  un  lugar,  en  épocas  de  epidemia,  para  im- 
pedir toda  comunicación,  con  el  fin  de  evitar  la 
propagación  del  mal. 

La  conveniencia  de  esta  medida  sanitaria,  es 
objeto  de  muchas  controversias  en  la  Medicina. 
Sin  embargo,  la  generahdad  cree  que  dichos 
cordones  son  eficaces,  por  cuanto  el  aislamien- 
to y  la  incomunicación  en  las  enfermedades 
contagiosas,  son  útiles  siempre  que  se  procure 
no  haya  escasez  de  víveres,  hacinamiento  de 
enfermos  y  se  conciUen  las  severas  medidas  de 

golicía  sanitaria  con  los  sagrados  deberes  de 
umanidad  y  de  caridad. 
Por  lo  que  hace  á  las  enfermedades  cuyo  con- 
tagio se  trasmite  por  las  corrientes  de  aire,  los 
cordones  sanitarios  son  de  todo  punto  inútiles 
y  hasta  peligrosos,  pues  ofreciendo  mayor  con- 
junto de  personas,  facilitan  en  lugar  de  impe- 
dir ese  contagio. 

Policía  sanitaria  exterior. — La  policía  sanitaria 
exterior  comprende  el  servicio  de  sanidad  rela- 
tivo á  impedir  las  epidemias  por  las  costas  y 
fronteras. 

El  temor  de  que  ciertas  enfermedades  exóti- 
cas se  introduzcan,  principalmente  por  la  vía 
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maiítima,  es  la  causa  de  que  se  exija  de  todo 
buque  un  certificado  de  sanidad  ó  patentes.  Es- 
tas patentes  se  reputan  limpias,  sospechosas  6 
sucias.  Son  j^ateo tes  limpias,  aquellas  cuya  pro- 
cedencia no  inspira  sospecha  de  su  estado  sani- 
tario. Para  esto  las  patentas  vienen  visadas^por 
los  agentes  consulares,  donde  loshubiere,y  don- 
de no,  por  las  autoridades  del  lugar. 

Se  reputa  como  patente  sospechosa,  la  proce- 
dente de  los  lugares,  cuyo  astado  sanitario  es 
dudoso  é  infunde  recelo,  ó  también,  si  los  bu- 
ques se  hubiesen  comunicado  con  lugares  sos- 
pechosos de  contagio.  Finalmente,  se  reputa 
como  patente  sucia,  la  que  viene  de  lugares  in- 
festados. Si  el  buque  es  procedente  de  paraje 
sospechoso  y  no  trae  patente  desanidad,  se  con- 
sidera como  si  estuviera  sucia. 

Cuarentena.-— Entre  las  medidas  de  policía  sa- 
nitaria exterior,  es  de  observancia  general  en 
todas  las  naciones,  la  llamada  cuarentena,  que 
consiste  en  la  obligación  que  se  impone  á  los 
buGues^  procedentes  de  lugares  apestados  ó  sos* 
pecnosos  de  infección,  de  mantenerse  en  un  es- 
tado completo  de  incomunicación,  por  un  ^pa- 
ció de  tiempo  que,  en  general,  es  oe  cuarenta 
días,  aunque  puede  ser  mayor  6  menor,  s^^ún 
las  circunstancias.  La  cuarentena  se  regula  por 
el  estado  de  la  patente  de  sanidad  del  buqua 

Las  cuarentena^,  como  casi  todas  las  niedi* 
das  sanitarias  exteriores,  son  trabas  que  impi- 
den el  libre  tráfico  y  gravan  al  comercio;  mu- 
cho más  cuando  su  utilidad  es  todavía  dudosa, 
en  el  estado  de  controversia  en  que  se  halla  la 
Medicina,  sobre  el  contagio  de  las  enferm©3a- 
des  exóticas.  Así,en  Inglaterra,  no  ol^tante  sus 
frecuentísimas  comunicaciones  comerciales  con 
los  Jugares  donde  mas  estragos  suele  hacer 
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las pestes  como  los  puertos  de  la  India  y  de  las 
Antillas,  por  ejemplo;  y  no  obstante  la  inutili- 
dad de  los  reglamentos  de  sanidad  para  impe- 
dir la  entrada  á  los  puertos  británicos;  no  hay 
ejemplo  que  en  más  de  un  siglo  haya  prendido 
la  infección  en  ellos,  ó  en  los  empleados  y  sii^ 
vientes  de  los  lazaretos. 

No  obstante  esto,  creemos  muy  conveniente 
la  adopción  de  esta  medida,  que  tiende  á  evitar 
la  introducción  de  enfermedades  contagiosas  y 
de  carácter  epidémico. 

Acabando  de  nombrar  los  lazaretos  que  es 
otro  de  los  medios  de  la  policía  sanitaria  exte- 
rior, diremos  de  paso  en  lo  que  consisten  los  la- 
zaretos fundados  en  época  de  las  Cruzadas,  pa- 
ra evitar  la  propagación  de  la  peste  levantina. 
Son  puntos,  donde  se  quedan  los  buques,  bien 
para  observación  de  su  estado  sanitario,  ó  bien 
para  la  retención  de  los  viajeros,  tripulantes  y 
cargas  sospechosas,  durante  el  tiempo  de  la 
cuarentena. 

Acerca  de  la  cuarentena  hay  entre  nosotros 
las  siguientes  disposiciones,  contenidas  en  el 
decreto  de  25  de  Setiembre  de  1850: 

El  término  de  la  otuurmitena  será  de  siete  i&  nueve  dias  para  todo 
buqne  procedente  de  país  infestado,  con  tal  que  no  traiga  persona 
enftrmalArt.  I.*») 

A  todo  buque  que  llegue  del  extranjero,  se  le  hará  visita  desani- 
dad, j  se  tomará  las  precauciones  estableciias,  siempre  que  su  pro- 
cedencia de  puntos  contagiosos  ó  por  su  propio  descuido  ó  desaseo^ 
(Húea  materias  pátridas,  personas  enfermas,  á  juicio  de  la  Junta  de 
Sanidad  local  (Art.  403.) 

Los  capitanes  dé  puerto,  celarán  con  la  Junta  de  Sanidad,  del  es- 
tado délos  buques  surtos  en  la  bahia,  y  tomarán  las  medidas  de  po- 
Hda  ó  precaución  convenientes.  ( Art.  4,**) 

Juntas  de  Sanidad— Se  da  este  nombre  á  las 
Corporaciones  creadas  para  velar  por  la  higie- 
ne y  salubridad  pública,  tomando  todas  las  me- 
didas necesarias  para  conservar  ésta  y  preser- 
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var  ó  disminuir  los  males  de  las  epidemias, evi- 
tando su  propagación  6  atenuando  sus  rigores. 

En  las  épocas  normales,  como  que  la  policía 
sanitaria  no  es  sino  un  ramo  de  la  policía  mu- 
nicipal, son  estos  Cuerpos  los  encargados  de 
todo  lo  relativo  á  la  salubridad  é  higiene  públi- 
cas. De  modo,  que  las  Corporaciones  especiales 
de  sanidad,  deben  entrar  en  servicio  activo,  en 
la  época  en  que  la  salud  pública  está  directa- 
mente atacada.  Sin  embargo,  como  la  policía 
sanitaria  exterior  es  de  carácter  permanente, 
las  Juntas  de  Sanidad  marítima  encargada  de 
la  aplicación  de  sus  disposiciones  deben  tam- 
bién estar  en  permanente  servicio. 

Un  decreto  supremo  de  1.*  de  Setiembre  de 
1836,  creó  y  organizó  las  Juntas  de  Sanidad 
entre  nosotros. 

Se  creó  ea  la  capital  de  la  Bepdblica  una  Junta  Suprema  de  Sani- 
dad;  en  cada  capital  de  departamento,  una  Junta  Superior  de  Sani- 
dad: en  toda  población  considerable,  á  juicio  de  la  Junta  Suprema, 
una  Junta  municipal  de  Sanidad;  j  en  los  puertos  de  mar  y  pobla- 
ciones marítimas,  por  donde  pueda  introducirse  contagios  exóticos, 
se  extablecieron  Juntas  litorales  (Artículos  1.",  2.*,  8.«  y  4.»  del  cita- 
do decreto.) 

Posteriormente,  otro  decreto  de  14  de  Setiem- 
bre de  1859,  derogó  el  artículo  5.^  del  decreto 
de  1826,  que  organizaba  la  Junta  Suprema  de 
Sanidad,  y  estableció  que  dicha  Junta  se  com- 
pondría: 

Tel  l'refecto  del  departamento,  como  presidente;  del  Decano  déla 
Facu'.tad  de  Medicina,  como  Vice-presidente,  y  de  nueve  Vocales 
tjue  serán  el  Alcalde,  el  Director  de  Beneficencia,  tres  médicos,  dos 
químicos  y  dos  vecinos  notables.  El  Secretario  d3  la  Prefectura  de- 
be serv'ir  de  Secretario  de  la  Junta. 

Las  Juntas  superiores  se  compondrán  de  seis 
miembros  á  saber: 

ElFreficto  del  departamento,  el  Apoderado  de  la  Facultad  de 
Medie  na,  un  quimico  si  lo  hubiere  y  dos  6  tres  vecinos  propietarios 
casados  v  no  comerciantes.    El  Apodei-ado  de  la  Facultad  será  el 
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Vice-pr«sidente  y  rf  Oficial  mayor  de  la  Prefestura,  Secretario 
(Artículo  7.^  decreto  de  1.*  de  Setiembre  de  1836.) 

Las  municipales  las  compondrán: 

£1  l^teaáwite,  donde  lo  hubiere,  (hoy  Subprefectoe,)  el  Goberna- 
dor, un  Alcalde,  un  médico  y  uno  ó  dos  vecinos. 

Serán  presididas,  segün  el  orlen  en  que  se  nombre  las  personas 
r Articulo  8.*. 3 

Las  litorales  serán  compuestas: 

Del  Comandante  de  marina  Jdonde  lo  haya;  Capitán  de  puerto,  Ad- 
ministrador de  la  Aduana,  un  médico  y  un  vecino  que  reúna  las  ca- 
lidades ya  enunciadas  C  Articulo  9  °3 

Atribuciones. — Son  atribuciones  de  la  Junta 
Suprema  de  Sanidad: 

1."  Nombrar  las  Juntas  Superiores  y  al  médico  de  las  litorales; 

2.j>  Proponer  al  Gobierno,  y  comumcar  con  su  aprobación  á  las  su- 
periores, todas  las  medidas  extraordinarias  que  se  crean  oportunas 
para  prevenir  ó  atajar  el  contagio; 

8.«  Vigilar  sobre  las  Juntas  superiores  y  litorales;  preMcribir  las  re- 
glas que  dioten  los  conocimientos  médicos,  á  ñn  de  mantener  la  hi- 
giene pública  y  doméstica; 

4,*»  Aprobar  ó  desaprobar  la  introducción  6  uso  de  medicamentos 
o  confecciones  medicinales  inventadas  en  la  República  ó  en  países 
exteanjeros,  sin  cuya  aprobación  no  podrán  venderse  ni  usarse; 

5,0  Nombrar  facultativos  de  farmacia  para  registrar  las  facturas 
de  medicinas  venidas  del  extranjero;  conservar  del  mejor  modo  que 
prescriba  el  arte,  el  fluido  de  la  vacuna. 

Las  Juntas  superiores  deben  impedir  en  el 
departamento: 

El  uao.y  ventas  de  medicinas  y  drogas  que  no  hayan  obtenido  la 
aprobación  de  la  Junta  Suprema;  formar  la  topografía  médica  del 
departamento  y  comunicarla  ala  Junta  Suprema;  á  fin  de  que,  lie- 
xanoose  á  conocer  las  enfermedades  dominantes  de  oada  pab,  pue- 
da prescribir  aquella  las  reglas  convenientes. 

Las  Juntas  litorales  tienen  atribuciones  rela- 
tivas: 

A  cuidar  el  modo  y  formado  la  entrada  á  los  puertos,  de  los  buques 
de  sospechosa  procedencia;  á  las  medidas  que  deben  observarse  en  el 
desembarco  de  objetos  y  de  personas,  y  de  las  que  se  deben  tomar 
durante  la  cuarentena. 

Refirlainento  ^neral  de  sanidad.— En  14  de  Fe- 
brero de  1887  se  ha  aprobado  y  puesto  en  vi- 


—  50  — 

gencia  el  reglamento  que  vamos  á  estudiar.  Es- 
te reglamento  fué  formado  por  la  Facultad  de 
Medicina  y  aprobado  con  las  convenientes  mo- 
dificaciones por  la  Junta  Suprema  de  Sanidad. 

El  capítulo  I  del  título  1,*  se  ocupa  en  el  ser- 
vicio DE  SANiDAt),  que  se  divide  en  marítimo  6 
litoral  y  terrestre.  Cada  uno  de  estos  servicios 
tendrá  una  organización  especial,  y  un  perso- 
nal especial  también. 

El  SERVICIO  DE  SANIDAD  es  general,  departor 
7nental  y  provincial. 

El  capitulo  II,  trata  del  personal  del  servicio 
y  lo  distribuye  del  modo  siguiente: 

El  general,  correrá  á  cargo  de  una  Junta  Su- 
prema 6  Central;  el  de  los  departamentos  y  pro- 
vincias litorales,  de  una  Junta  departamental; 
el  de  las  provincias,  de  las  Municipalidades  de 
cada  una  de  éstas, 

La  Junta  Central  tendrá  como  Corporación 
consultiva  á  la  Facultad  de  Medicina  de  Lama. 

El  capítulo  ni  se  refiere  ala  Junta  Suprema 
6  Central,  que  no  solo  es  la  Corporación  supe- 
rior consultiva  del  Gk>bierno,  en  el  ramo  de  Sa- 
nidad, sino  la  que  dirige  la  ejecución  de  su  ser- 
vicio; teniendo  bajo  su  dependencia  las  Juntas 
de  Sanidad  departamentales  y  municipales. 

La  Junt«t  Centx:al  será  presidida  por  el  señor 
Ministro  de  Beneficencia;  y  compuesta: 

1.0  Del  Prefecto  del  departamento  de  Urna,  que  será  primer  Vice- 
presidente; 

8.«  Del  Decano  de  la  Facultad  de  Aíedicina  de  Lima,  que  será  su 
segundo  Vicepresidente; 

S.«  Del  Director  de  la  Sociedad  de  Beneficencia  de  LimA; 

4.»  Del  Jefe  de  la  Sección  de  B£arína  del  Ministerio  del  llamo; 

5.«  Del  Prior  del  Consulado;  CU 

«.•  Del  Alcalde  Municipal  de  Lima; 

?.•  De  lo3  Catedráticos  de  Higiene,  de  Medicina  Legal  y  de  Far- 
macia de  la  Universidad  Mayor  do  San  Maroos; 

fl]  8u,>reso  el  Tribunal  del  Consuladj  por  la  ley  de  36  de  Octubre 

de  lótítf.  no  tiene  razón  de  ser  este  inciso. 
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8.*  De  cuatro  doctores  de  Medicina  que  cuenten  mas  de  doce  años 
de  pr£tctica,6  sean  autores  de  obras  ó  trabajos  sobre  Higiene  pública; 
9.*  De  nn  Ingeniero  de  Estado; 

10.  Del  Jefe  de  la  Sección  Consular  del  Ministerio  del  Ramo; 

11.  Del  Director  General  del  Ministerio  de  Beneficencia,  que  ser- 
virá de  Secretario  de  la  Junta. 

El  Gobierno  hará  cada  dos  años  la  designa- 
ción de  los  miembros  de  la  Junta  á  que  se  re- 
fieren los  incisos  8.*"  y  9.** 

Los  cargos  de  la  Junta  Central,  son  conseji- 
les y  honoríficos,  y  basta  para  formar  quorum 
en  los  acuerdos  la  mayoría  de  sus  miembros. 

Las  Funciones  de  la  Junta  Central  son: 

!••  Vigilar  el  cumplimiento  de  todas  las  leyes  y  reglamentos  de 
Siuiidad  j  de  las  leyes  en  general,  en  cuanto  se  relacionen  con  la  bi- 
^ene  publica. 

2,»  Vigilar,  igualmente,  el  cumplimiento  de  Isa  funciones  respec- 
tivas de  cada  una  de  las  Juntas  sanitarias  departamentales  y  muni- 
cipales. 

8.*  Perseguir  las  omisiones  y  trasgresiones  que  pueden  constituir 
faltas  ó  delitos  sanitarios,  practicando  las  correspondientes  investi- 
gaciones  y  sometiendo  á  los  culpables  á  ios  Tribunales  de  Justicia* 

4.»  Nombrar  para  éstos  y  demás  asuntos  de  su  jurisdicción,  comi- 
siones compuestas  de  miembros  de  su  seno  ó  de  fuera  de  él,  si  fuese 
necesario; 

5.*  Nombrar  los  médicos  titulares  de  las  provincias  litorales,  con 
aprobación  del  Gobierno  y  á  propuesta  en  tema  de  la  Facultad  de 
Inedicina  de  Lima; 

6«*  Uictar  todas  las  medidas  higiénicas  convenientes  para  impe- 
dir la  invasión  ó  desarrollo  de  las  epidemias  y  proponer  al  Gobierno 
la»  que  no  estén  comprendidas  en  sus  facultades,  ni  consignadaB 
en  kie  Reglamentos: 

7.*  Aprobar  los  Reglamentos  de  las  Juntas  departamentales  y 
Munidpales,  y  los  de  policía  piédica  expedidos  por  ellas; 

,8.*  Recaudar  los  fondos  que  le  corresponden,  provenientes  de  los 
impuestos  de  Sanidad  y  darles  la  inversión  determinada  en  este 
reglamento; 

1^.*  Formar  y  someter  4  la  aprobación  del  Supremo  Gobierno  to- 
dos los  proyectos  de  reformas  higiénicas  y  de  policía  médica  que 
repuce  convenientes; 

10.  Sefialar  las  dotaciones  de  los  empleados  del  servicio  de  Sani- 
dad de  su  dependencia; 

11.  EUevar  anualmente  al  Gk>bierno  un  informe  sobre  el  servicio 
de  sanidad  de  toda  la  República  durante  el  afio^  en  vista  de  los  in- 
formes de  Ub  Juntas  departamentales  y  provmciales,  proponiendo 
todas  las  reformas  convenientes. 

El  capítulo  IV  trata  de  las  Juntas  departa 
mentales  y  litorales,  las  cuales  bajo  la  depen- 


—  52  — 

dencia  de  la  Junta  central  están  encargadas  de 
la  ejecución  y  vigilancia  del  servicio  de  sani- 
dad, en  sus  respectivas  zonas. 
Las  Juntas  departamentales  se  compondrán: 

1.*»  Del  Prefecta  del  departamento,  que  las  preside; 

2.'  Del  médico  titular,  ó  á  falta  de  éste,  del  Delegado  de  la  Facul- 
tad de  Medicina; 

S.**  Del  Alcalde  de  la  Municipalidad  de  la  capital  del  departamento. 

4.'*  Del  Director  de  la  Sociedad  de  Beneficencia; 

5.*  Del  profesor  de  farmacia  más  antiguo  del  lugar; 

e.*»  Del  Agente  Fiscal  del  departamento* 

7.*  De  un  comerciante  v  de  un  propietario  de  los  mayores  contri* 
buyentes  que  residan  en  la  capital  del  departamento; 

S.""  Del  Secretario  de  la  Prefectura,  que  lo  será  de  la  Junta. 

Las  Juntas  departamentales  litorales,  com- 
pletarán su  personal  con  el  Capitán  del  puerto 
princii)al  y  el  Administrador  de  la  Aauana. 
Las  mismas  Juntas  podrán  llamar  á  su  seno, 
hasta  dos  facultativos,  cuando  las  circunstan- 
cias así  lo  exigieren. 

Son  atribuciones  de  las  Juntas  departamen- 
tales: 

1.*  Nombrar  el  propietario  y  el  oomercfante  que  deben  for- 
mar parte  de  la  Junta,  renovando  anualmente  dicho  nom- 
bramiento; 

2.*  Viii^ilar  en  bu  respectivo  departamento  la  obeervanoia 
de  las  leyes  y  reglamentos  de  Sanidad,  así  como  de  las  dispo- 
siciones que  dicte  la  Junta  Suprema; 

3.^  Secundar  y  apoyar  todas  medidas  y  disposiciones  de  laa 
Juntas  municipales,  para  mejorar  la  higiene  ae  las  provinoiae 
y  de  los  departamentos ; 

4.^  Promoyer  la  organisación  y  formación  de  todos  las  ins- 
tituciones y  sociedades  higiénicas  en  su  correspondiente  de- 
partamento; 

5.*  Dictar  de  acuerdo  con  las  Municipalidades  respectivas, 
todas  laB  medidas  de  preservación  que  se  reputen  mas  eficaces 
para  impedir  la  invasión  y  propagación  de  las  epidemias; 

6.*  Velar  la  admtnistraceión  de  la  vacuna  del  departamento 
y  el  servicio  del  respectivo  médico  titular; 

7.*  Elevar  anualmente  á  la  Junta  Suprema  un  informe  so- 
bre el  servicio  de  sanidad  del  departamento,  durante  el  afto 
vencidOt  y  proponer  las  reformas  que  jusgue  convementes; 

Las  Juntas  departamentales  litorales  ejerce- 
rán, además,  las  siguientes  funciones: 
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1.*  Practicar  las  visitos  deloB  buques  por  medio  del  Capitán 
del  puerto,  asociado  del  médico  titular  en  la  forma  prescrita 
en  este  reglamento; 

2.*  Poner  en  la  correspondiente  cuarentena,  rigurosa  ó  de 
obeer vacian,  á  las  embarcaciones  que  se  encuentren  en  loa  ca- 
soe  spfialados  en  este  reglamento; 

3.*  Reglamentar  el  servicio  del  Lasareto  del  puerto  y  encar- 
garse de  su  administración,  estableciéudulos  doudo  no  los 
haya; 

4.*  Recaudar  los  impuestos  sanitarios  del  correspondiente 
puerto  y  darles  la  invcrf^íóu  conveniente,  rindiendo  la  respec- 
tiva cuenta  á  la  Junta  Suprema; 

5.*  Ordenar  y  vigilar  las  desinfecciones  que  feng.i  4  bien  se 
practiquen,  conforme  á  este  reglamento,  en  los  buques  y  su 
carga; 

6.*  Vigilar  el  servi<íio  de  sanidad  de  la  bahía,  así  mismo  la 
calidad  y  estado  de  los  víveres  y  animales  que  se  cargue  y 
descargue  en  el  puerto;  cuyo  servicio  corre  á  cargo  del 
médico  titular; 

7.  Velar  los  procedimientos  del  químico  de  la  Aduana,  en- 
cargado de  visar  las  facturas  y  examinar  la  calidad  de  las 
medicinas  introducidas  en  ella,  recibiendo  semanalmente  la 
ratón  de  las  facturas  visadas  y  de  la  Caja  de  la  Aduana  los 
respectivos  derechos; 

8.*  Expedir,  previo  visto  bueno  de!  médico  titular  y  con  la 
firma  del  capitán  del  puerto  y  sello  de  la  Junta,  las  patentes 
de  sanidad  que  deben  llevar  los  buques  que  salgan  del  puerto, 
conforme  á  las  prescripciones  de  este  reglamento* 

El  capítulo  V  se  refiere  á  las  Juntas  provin- 
ciales ó  municipales,  que  ejercen  iurisdicción, 
con  respecto  al  servicio  de  sanidad,  sobre  las 
municipalidades  de  sus  respectivos  distritos. 

Rstas  funciones  en  las  Municipalidades  de  las  capitales  de 
departamento,  serán  ejecutadas,  bajo  la  dependencia  de  las 
Municipalidades,  por  las  Juntas  ó  Comisiones  organizadas  por 
ellas,  conforme  á  sus  recursos,  y  reglamentándolas  conve* 
níen  temen  te. 

Sn  las  demás  capitales  de  provincia  ó  de  distrito,  el  servicio 
de  sanidad  correrá  á  cargo  de  las  mismas  Municipalidades  y 
BU  Comisión  de  Higiene. 

Son  atribuciones  de  las  Juntas  provinciales 
ó  municipales: 

!•*  Todas  las  que  les  están  señaladas  en  la  ley  orgánica  de 
Ifunicipalidades; 

2.*  Dar  cuenta  á  la  Junta  Suprema  de  Sanidad  de  todas  las 
ordenansas  y  reglamentos  que  expidan  para  el  mejor  servicio 
higiénico  de  la  provincia; 
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SuDreSí''te/«a'"ur''*'r5™*'"^  ''«  '*  J""»a  departamental  ó 

es^^o^il^tLÍji^^^^^^^^^^  anua.  Bobr.  e. 

anLl?aSnk«d^'\rp°r^;>>  -"-Junta,  la  estadística 

El  título  II  que  comprende  el  servicio  sanita- 
tano  marítimo  empieza  en  algunas  ediciones 
por  el  capítulo  VT  y  en  otras  por  el  VII;  debien- 
tul  ^^^^^^^'  ^^^  ^  natural,  por  el  capí- 

Se  prescribe  en  cinco  artículos,  lo  siguiente. 

8e?áÍ?B&^1^*  arribe  á  cualquier  puerto  de  la  Repúbliea 
do  adm  tírlt  I  iT"'TA'^°'  ^'".  «"y»  requisito  no  rara  permití 
jer^'^líSgaiMf  *'"*•  "'  '*  *"  '^''"'^  deeembarcaTpa».- 
ú  SÍM^dfJiinf!!;  ""P'."*»*  •»«  'a  Tiaita.  loa  buques  de  guerra 
QobfeMo  ?>«ñ  í"^  ^^  "?''*'  P«'«"'*''  cuando  Mí  lo  orSene  el 
i7.«^í«o^:.„Pr^  ®.°  "•"«un  caso,  cuando  el  buque  proceda  de 

?1«  ti-.?**®  ^^x"**  *'«""''  enfermedad  importable; 
urí^ñ^  SfmTf "  P^/'^'ías.  aún  de  noShe.  en  los  «soe 
foSa^'  «Tifi®?  """'"•«•<»«.  llegadas  de  correo,  y  arribadas 
Mvo  »^iI7'^*^"l2'"'®'<»P¡**n  del  puerto  é  un  delegado 
suyo,  asociado  al  médico  titular  del  lugar: 

mS  enSr^.^""®'  ^""'•*« '"  *'«'»•'  "^"^  ««««Jero  6  ani 
Mks  de^to  ^'P*?*'*'*  con  una  multa  di  cieVó  quinientos 
de  Sanidad    '  ^^"  *  8"^«<*a<»  ^el  caso,  á  juicio  d¿  la  JuaM 

bu^ef  utlo^?***®"í!*  T°  '•»'  '"««"•«  de  donde  procedan  los 
&T«V'«ian"to'SÍ p^Irr'"  '•  ""  "terr<iatoriocoa- 

«^■?li^^^*"^^  ^^I  *^*a  de  la«  pofenfes  y  en  él 
se  establece  que  todos  los  buques  que  entren  6 
n«f*^*  los  puertos  de  la  RepúbUca,  llevarán 
S?5-P^^°*®  ^®,  sanidad,  exceptuándose  solo  los 
a^tinados  exclusivamente  al  cabotaje,  cuando 
no  haya  nesgo  par^  la  salud. 

i^  patentes  se  clasifican  del  mismo  modo 
que  lo  hemos  hecho  anteriormente,  aí  ocupar- 
nos en  esta  materia. 

Se  establece  también  una  inulta  á  juicio  de 
Ja  Junta  de  Sanidad  para  los  buques  guepre- 
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senten  patentes  con  errores  ú  omisiones;  y  que 
solo  el  Gobierno  podrá  dispensar  del  pago  de  la 
multa,  en  el  caso  de  no  haber  producido  la  fal- 
ta, peligro  en  la  salud  pública. 

Todo  buque  que  no  tenga  potente  de  sanidad,  cuandp  pro- 
ceda de  lugar  en  que  deba  proveerse  de  ella,  será  reservado, 
mientras  se  compruebe  su  buen  estado  sanitario,  ó  sujeto  á 
una  cuarentena  de  observación  de  tres  á  cinco  días,  indepen- 
dientemente del  pago  de  una  multa,  salvo  caso  de  íuersa  ma- 
yor, apreciado  por  ia  Junta  de  Sanidad. 

L*ofl  buques  que  presenten  patentes  raspadas,  enmendadas  ó 
con  cualquier  otra  alteración  sospechosa,  serán  sujetos  alas 
medidas  anteriores,  ademas  déla  pesquisa  judicial  contra  los 
autores  de  dichas  alteraciones. 

El  capítulo  Vni  dice: 

I>e  las  cuarentenas.— Las  cuarentenas  son  rigurosas  j  de  ob- 
servación: 

Las  rigurosas  solo  se  harán  en  loe  puertos  donde  existan 
liasaretoe.  Loe  buijues  sometidos  á  dichas  medidas  se  trasla- 
darán al  puerto  mas  inmediato,  cuando  arriben  á  puertos 
donde  no  existen  Lazaretos. 

Las  de  observación  podrán  purgarse  en  cualquier  puerto» 
pero  en  el  caso  de  declararse  rigurosa,  se  verificará  en  el  La- 
zareto próximo 

Será  sometido  á  cuarentena  rigurosa  todo  buque  que  llegue 
á  un  puerto  oon  patente  silcia,  ó  cuando  durante  su  viaje  se 
haya  presentado  algún  oaso  de  enfermedad  trasmisible,  oon^ 
el  celera,  la  fiebre  amarilla  ú  otra  enfermedad  isCeolo-eonta- 
giosa,  á  juicio  de  ia  Junta  de  Sanidad. 

Serán  sometidos  á  Cuarentena  de  observación,  los  buques 
que,  aunqos  provistos  de  patente  liaspia  y  sin  aocidents  sósps* 
choso  en  su  viaje,  procedan  de  un  puerto  infestado  ó  hubis- 
ran  comunicado  en  alta  mar  con  embarcaciones  de  la  misma 
yrooedenois:  loe  que  en  las  visitas  se  encuentren  en  un  mid 
eitaéo  higiénico  alarmante;  y  los  que  hubiesen  incurriéo  én 
él  taso.del  aaticuls  28  de  este  Reglam«»UK 

Bl  Oobieroo  puede,  en  su  ultima  easo,  dispensar  la  cuarsn- 
ieiUifCita*do  no  haya  peligro  en  ello  para  la  salud  pública. 

Los  buques  sujetos  á  cuarsutena  figurosa,  quedan  m¡gñ9ú- 
dos  igualmente  al  expurgo  y  á  la  desinfección,  siendo  obliga  • 
torio  el  desembarque  de  Msaj^ros^  tripulantes  y  cargas,  don- 
de  existan  Lasaretos. 

JBalvo  el  caso  de  existir  á  bordo  enfermos  de  cólera  ó  fl«bre  ama« 
riK,élMaededB#aé<i  te  éf  case  éM  dháieiMttk%  jíüMdS  hséérse 
k  la  mar  an^eri  4^  comenzarla  ó  en  el  curso  de  ella;  pero  sio  poder 
ser  admitido  etí  (Ato  pcntñoéé  la  IU|>6b8tiá,  Un  sóiaététse  á  dicha 
coMsntena. 

rtea  la  cuarentena  ds  ebservaeiáli  bsetnrá  sMtitsner  ak  ja- 
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do  el  buque,  vigilándose  eu  incomunicflción  por  un  guardia 
de  f  anidad  y  sometiéDdose  á  las  medidas  higiénicas  con^e* 
nientea  de  Hropiesa,  ventilación  y  fumigación. 

La  duración  de  la  cuarentena,  es  la  misma  para  el  buque« 
loe  pasajeros  y  loe  mercaderías. 

Esta  duración  se  contará  para  la  cuarentena  de  obeerya- 
ción,  desde  el  instante  en  que  se  coloaue  á  bordo  uo  guarda 
de  sanidad,  v  que  hayan  comensado  a  practicarse  las  medidas 
de  ventilación  y  desinfección  que  se  crean  necesarias  por  la 
Junta  de  Sanidad. 

Para  las  cuarentenas  de  rigor,  la  duración  se  contará  desde 
el  desembarque  de  los  pasajeros  y  meroaderias,  y  su  trasla- 
ción al  Lasareto  ó  al  lugar  reservado  destinado  al  cumpHmi^i* 
ts  de  las  cuarentenas,  a  falta  de  dicho  Lazareta  ^ 

La  cuarentena  de  rigor,  para  los  buques  de  patente  sucia, 
será  dedieE  días,  cuaiado  no  se  haya  presentado  accideate  á 
bordo:  v  de  quince,  si  ha  haibdo  accidente.  ,    , 

Guando  ocurriese  á  bordo  caso  de  la  enfermedad  que  motivo 
la  cuarentena,  no  se  permitirá  el  embarque  de  pasajeros  y  de 
car^a  hasta  veinte  días  después  de  ocurrido  el  caso  á  bordo» 
verificándose  las  operaciones  de  desinfección  y  ventilación. 

La  cuarentena  de  observación  solo  durará  de  clnoo  á  siete 
días,  á  juicio  de  la  Junta  de  Sanidad,  no  siendo  obligatorio  el 
desembarque  de  la  carga  y  pudiendo  los  pasajeros  y  tripuiaa- 
tes  del  buque,  purgarla  á  bordo  ó  en  el  Lasareto,  á  voluntad* 

Quedaran  sujetos  á  cuarentena  de  observación,  los  bupues 

Srocedentes  de  puertos  infectados,  hasta  treinta  días  después 
e  ocurrido  el  último  caso  de  enfermedad  én  dichos  puertoS' 

Ck)rresponde  á  la  Junta  Suprema  de  Sanidad,  en  vista  de  los 
los  informes  de  los  Cónsules  de  la  República  y  de  las  Juntas 
departamentales  y  litorales,  declarar  los  casos  en  eue  deben 
ser  sometidos  á  incomunicación  ó  puestos  bajo  el  régimen  de 
las  cuarentenas,  los  puertos  o  proce Jencias  infectadas  ó  sospe- 
chosas; teniendo  en  cuenta  el  carácter  de  las  enfermedades, 
las  vías  de  comunicación  de  loe  lugares  con  los  otros  donde 
reina  la  enfermedad,  lasestacionesy  todas  las.circunstancias 
que  favorezcan  ó  impidan  la  trasmisión  de  dichas  enfecmeda- 
oes;  así  como  cuando  deba  cesar  el  ejercicio  de  estas  medidas. 

No  obstante  ia  disposición  anterior,  las  Juntas  departamen** 
tales  podrán  decretar  el  establecimiento  de  las  cuarentenas  y 
demás  medidas  de  preservación  contra  las  enfermedades  tras- 
misible:  pero  con  el  carácter  de  provisorias  y  som^ióndolas 
á  la  aprobación  de  la  Junta  Suprenm^ 

CAPITULO  9.° 

OE  LOS  PBOOBDIlCIBirTOJ  PARA   LA    PBXoTIOA  DS   LOS  BBOONOOI* 
MIHOrroS  ó  VISITAS  T  DE  LAS  CUARENTENAS. 

Los  buques  que  no  procedan  de  puertos  infectados  ni  est^ 
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0D  nhiguDO  de  loe  cat os  par&  aplicación  de  la  auarenteoattpo- 
dráD  entrar  libremente  á  loe  puertos  de  la  República,  pero  no 
podrán  anclar  en  ellos,  manteniéndope  á  la  conveniente  dis- 
taoeía  del  fondeadero,  antes  de  recibir  la  correspondiente  tí 
sita  de  sanidad  y  de  haberse  declarado  su  libre  entrada. 

Todo  buque  que  por  su  procedencia  y  demás  circunstancias 
deba  estar  sujeto  á  la  cuarentena,  tan  luego  como  esté  á  la 
tista  del  puerto,  Uará  la  bandera  de  cuarentena,  que  consis- 
tirá en  una  bandera  de  color  amarillo,  colocada  en  el  palo  de 
mesana. 

La  Comisión  de  i^isitns  de  sanidad,  á  la  vista  del  bu<|ue  que 
ha  liado  bandera  de  currentena.  se  constituirá  á  la  distancia 
correspondiente  j  enviará  la  falúa  de  sanidad,  la  oue  será  re- 
cibida á  la  mitad  de  di<'ha  distancia  por  un  bote  del  buque,  á 
quien  la  Comistión. entregará  el  pliego  de  preguntas,  en  la  for* 
ma  anexa  bajo  el  número  1. 

£1  capitán  del  buques  devolverá  dicho  pliego  con  sus  respec* 
tivas  respueatas,  acompnñando  su  patente  de  sanidad,  el  rol 
de  su  tripulación,  lista  dé  pasajeros  y  el  manifiesto  de  la  car- 
ga del  buque. 

La  Comisión  de  visita,  en  vista  de  eMos.  resolverá  el  géne- 
ro dé  cuarentena  á  que  debe  sujetarse  el  buque,  indicándole 
el  logar  en  que  deberá  pugarln,  dando  cuenta  á  la  Junta  ;dé 
Sanidad,  para  su  aprobación. 

Una  guardia  de  sanidad,  situada  en  el  lugar  conveniente 
del  puerto,  vigilará  la  incomunicación  del  buque  durante  su 
ooarctitena,  siendo  prrhibido  el  acceso  al  buque  de  toda  perso- 
na, bajo  las  penas  señaladas  en  este  reglamento. 

Para  la  provisión  diaria  del  buque  ó  buques  en  cuarentena, 
fuera  de  un  Lasareto,  el  bote  de  sanidad  colocará  dichas  pro- 
visiones á  distancia  conveniente  del  buque  que  las  solicite,  de 
donde  las  tomará  otro  bote  de  dicho  buque,  corriendo  á  car- 
go de  SU8  armadores  ó  proveedores,  el  valor  de  las  referidas 
provisiones  y  su  traslación. 

Tarminada  la  cuarentena,  no  se  pondrá  en  comunicación  el 
buque  sujeto  á  ella,  sin  pedir  licencia  de  la  Junta  de  Sanidad 
y  sin  que  se  compruebe  haberse  practicado  las  operaciones  de 
expurgo  ó  deerinfección  ordenada  por  dicha  Junta. 

La  guardia,  y  en  general,  el  personal  del  servicio  de  las  cua- 

Síntenas,  están  bajo  la  autoridad  y  á  la  órdenes  de  la  Junta 
e  Sanidad  del  respectivo  puerto,  fa  que«d>ctará  todas  las  me- 
didas que  crea  convenientes  para  el  cumplimiento  de  dicho  ser 
▼icio. 

Las  Jautas  de  Sanidad  de  los  puertos  darán  cuenta  de  este 
servicio  anaalmente  á  la  Junta  Suprema. 

CAPITULO  10.*^ 

DEL  BXPyfiOO  Y  DBSlNFVOCtÓN. 

Las  mercaderías  sujetas  al  expurgo  y  desinfeccMa  determi- 


oadas  en  este  Beglamonto»  aufriráa  dichas  operacioaas  eo  el 
lufcar  destinado  al  efecto  eo  loa  Lazaretos. 

En  dichos  lugares  se  hará  la  separación  conveniente  de  la^ 
mercaderías,  conforme  á  la  operaoi<5a  á  que  debe  someterse 
les,  asi  como  de  las  que  ya  han  sido  purincadas. 

Serán  expurgadas  y  desinfectadas  las  mercaderías  siguien- 
tes;  ropa  de  uso  y  demás  efectos  de  pasajeros   y  tripulación: 
cueros  al  pelo  j  de  empaque;  plumas  y  pelos  de  animales;  la 
ñas,  sedas,  tejidos  de  algodón»  trapos,  papeles  y  animales. 

Lías  sustancias  animales  ó  vegetales  en  putrefacción,  no  se* 
rán  recibidas  para  su  desinfección  en  los  Lasaretos,  sino  que* 
madas  ó  arrojadas  al  mar. 

La  correspondencia  oficial  y  privada,  así  como  el  numera^ 
rio,  no  será  recibida,  ni  distnouída  sin  previa  desinfección,vi* 
gilada  por  una  autoridad  sanitaria. 

Los  bultos  y  cajones  de  las  demás  mercaderías  serán  abier* 
toSf  á  fin  de  someterlos  á  la  libre  circulación  del  aire,  y  esta 
operación  se  repetirá  con  frecuencia  durante  la  cuarentena» 

El  buque,  después  de  desocupado  y  descargado,  será  venti* 
lado  en  seguida,  abriéndose  sus  escotillas  y  naciendo  circular 
el  aire  de  sus  departamentos,  por  medio  de  mangueras;  fumi' 
gándolo  después  y  lavándolo,  conforme  á  los  procedimientos 
aconsejados  por  la  ciencia  y  determinados  por  la  Junta  06 
Sanidad. 

Todas  las  anteriores  operaciones  serán  vigiladas  por  el  Direc* 
tor  del  Lasareto  ó  el  Médico  de  Sanidad,  pudiendo  permitirse 
la  presencia  de  los  Oónsules  ó  de  los  Representantes  de  las  Na- 
ciones, que  quieran  asistir  á  la  apertura  de  la  correSpendénciSi 
dirígiia  á  ellos  ó  á  sus  nacionales,  con  el  objeto  de  desinfec- 
tarla. Igual  derecho  puede  ser  ejercido  por  el  Administrador 
de  Correos. 

CAPITULO  IL^ 

DB  LOS  LA2ARET08. 

Habrá  Lazaretos  en  todos  los  puertos  en  donde  haya  Juntas  de* 
partamentales  ó  litorales,construidos  sQgün  los  preceptos  4^  la  higie« 
ne,  para  la  procedencia  de  los  buques. 

Cada  Lazareto  tendrá  cuatro  departamentos:  uno  destinado  á  la 
asistencia  de  losenf  ermos;  otro  para  los  pasajeros  y  toipulantect  sanos 
ó  en  observación;  otro  pira taieiicaclerias y  animales,  y  otropaMi^ 
personal  del  servicio  del  establecimiento. 

Todos  eétos  dep&rtaaÉientos  deben  tener  la  separación,  capacidad  7 
orientación  convenientes;  deblsndo  ser  el  departamento  de  obswva* 
don  el  más  separado  de  los  demás  y  el  que  reciba  primo  los  vientos 
reinantes. 

Habrá  además  en  cada  lazareto  üa  lavadero  y  un  cementerio,  y  es* 
tara  provisto  de  todo  el  material  de  servicio  necesario,  cuya  renova* 
ciónseharáconfcrtteéálWlMIcilp^^esdd  wglamento  del  esta- 
blecimiento. 

Kí^  prc^bi4a  toda  comanicacióa  directa  é  isidinwtl^  cea  las  peoo* 
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ñas  ó  cosas  aue  estén  en  los  lazaretos  ó  en  los  buques  sometidos  á  la 
cuarentena  cíe  obserración. 

Lofi  lazaretos  serán  administrados  por  un  Director ^bajo  la  vigilan- 
cia de  la  Junta  de  Sanidad  del  puerto,  y  su  asistencia  médica  corre- 
rá á  cargo  de  un  profesor  «E^cial  nombmdo  por  la  Junta  Suprema 
de  Sanidad,  quien  residirá  en  él. 

Las  Juntas  de  Sanidad  resDectívas  formarán  el  proyecto  de  re- 
glamento del  servicio  de  los  lazaretos,  que  someterán  á  la  aproba- 
ción de  la  Junta  Suprema. 

La  Junta  Suprema  de  Sanidad  fijará  las  cuotas  de  los  derechos  de 
asistencia  ó  subsistencia,  que  deberán  pagar  las  personas  y  merca- 
derías recibidas  en  los  lazaretos,  conforme  á  la  tarifa  de  este  Regla- 
mento, asi  oomo  el  haber  de  sus  empleados. 

Las  personas  que  acrediten  su  insolvencia,  á  juicio  del  Director  del 
Lazareto,  serán  recibidas  y  asistidas  gratuitamente. 


TITULO  IIL 

DEL  SERVICIO  DE  SANIDAD    TERRESTRE. 
CAPITULO  12.° 

DE  LOS  E^TABL1CCU|IiniTi>8  INDU9TRIALK^. 

LcMiestabUoínriientog  in  iustrialefi  son  de  trea  clases,  incómo* 
doe,  pp)igro9u8  é  insalubres. 

Loa  establecimientos  de  esta  iiaturalesa  no  serán  abiertos 
sin  licenoia  del  Alcalde  Municipal,  y  pié  vio  informe  de  la  Jun* 
ta  de  Sanidad^  debiendo  aoompafiarse  á  la  petición  de  la  licen- 
oia, la  declaración  del  género  de  estableoi miento»  su  situación 
y  demás  circunstancias. 

Ning<ino  de  dichos  establecimientos  podrá  situarse  cerca  de 
las  casas  particulares;  sino  en  los  lugares  mas  ó  menos  lejanos 
de  ellas,  según  el  reglamento  que  deben  dar  al  efecto  las  res- 
pectiras  Municipalidades,  oyendo  á  la  Junta  de  Sanidad. 

CAPITXJLO  19.^ 

DM  LOS  MEROADOS. 

Los  mercados  estarán  en  los  lugares  mas  convenientes  de 
la  ciudad ,  determ¡na4oi  por  teis  "Vithibipalidadss,  conforme  á 
los  plam)s  que  deberán  ser  aprobados  bajo  su  aspecto  higiéni- 
nÍQo  pi^r  las  rcspeotivi^  Jt^nVis  ^eda^ilM* 

Su  conservación  corresponde  á  las  Municipalidades  y  su  ins- 
P0COÍÓ9I  higíéiiioa  á  la  J«htaí  M  dtptíéad.^ 

&9  prohibido  esláblaoer  esroá  áa  ios  Mercados,  corralooss 
(lestiiiadoa  ^  ta  oríánsa  ó  cuidado  de  Uéo  féiwffo  de  aaioMitas. 
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No  ae  estableceri^^  mercados  ein  los  servicios  correspoodien* 
tes  de  agua  y  desagüe. 

CAPITULO  14.« 

DE  LOS  MATADEROS. 

Los  mataderos  ó  camales  se  situarán  eo  las  afueras  de  las 
ciudades,  previa  la  aprobación  de  sns  planos  por  las  Juntas 
de  Sanidad  Municipales. 

Las  Juntas  de  Sanidad  ejercerán  sobre  los  mataderos  la  mas 
vigilante  inspección,  no  solo  para  impedir  U  matansa  de  ani- 
males enfermoA.  sina  para  la  oooservación  de  la  mayor  higie* 
ne  de  dicbofl  establecimientos. 

Las  Municipalidades,  oyendo  á  su  Junta  de  Sanidad,  fi>rma- 
rán  los  retípeciivos  reglamentos  para  el  servicio,  asi  de  loa 
raatadcrop  como  de  ios  demás  establecimientos  destinados  á 
la  preparación,  beneñcio  y  venta  de  las  carnes  y  despojos  de 
loe  anímalos  muertos,  para  la  alimentación  del  público. 

CAPITULO  15.^ 

DE  LOS  OEMBRTERIOS. 

Es  prohibida  la  fundación  de  cementerios  dentro  del  recinto 
de  las  poblaciones;  debiendo  estar  situados  estos  establecimien- 
tos á  mil  metros,  cuando  menosi  de  las  últimas  habitaciones  y 
á  sotavento  de  las  ciudades. 

No  se  construirá  ningún  cementerio  sin  líeencia  de  la  Mu- 
nicipalidad y  previa  aprobación  del  plano  respectivo  por  las 
Juntas  df)  Sanidad  y  de  Obras  Públicas. 

Todo  cementerio  tendrá  un  depósito  para  los  oadáveres,  cu< 
ya  inhumación  se  ordene  suspf^nder  por  Us  correspotKlientes 
autoridades,  ó  cuyo  depósito  se  solicite  temporalmente  por  las 
familias,  60n  liceneiti  de  la  Junta  de  Sanidad  y  cuando  no  ha« 
ya  peligro  á  la  salubridad  pública. 

Es  prohibida  la  Inhumación  de  /cadáveres  en   oíros  lugares 

Sue  no  sean  los  cementerios,  con  Ifls  excepciones  determ"^^^' 
as  en  las  leyes  civiles  y  canónicas. 

Los  reconocimientos  ó  autopsias  no  se  podrán  verificar  sino 
en  los  departamentos  de  los  cementerios,  ó  en  los  anfiteatros 
-  5  mortuorios.de  los  Hospitales  y  Escuela  de  Medicina. 

CAPITULO  16^ 

DE  LOS  BEOONO0UaBKlX>8  T  TRASLACIÓN  DB  LOS  CADAVKRS3. 

Toda  defunción  será  oomprobada  óeertiftcada  por  el  médico 
asistente;  podiendo  la»  autoridades  municipales  6  de  policía 
ordenar  una  noeva  coaprobación  cuando  «la  jueguen  necesa- 
ria. 


—  61  — 

Ningdn  cadáver  podrá  ser  conducido  á  un  Cementerio  sin 
la  licencia  de  la  Municipalidad,  previa  la  correspondiente  cer« 
tificación,  ni  antes  de  las  veinticuatro  horas  del  fallecimiento, 
salvo  casca  extraordinarios  comprobados  debidamente» 

EIn  tiempo  de  epidemia  es  permitida  la  incineración  de  los 
cadáveres. 

Cuando  no  están  embalsamados  los  cadáveres,  no  se  permi  - 
tirk  su  exhumación  antes  de  dos  afios,  salvo  los  easos  judicia- 
les, en  los  que  se  verificará  con  las  necesarias  precauciones. 

CAPITULO  17.^ 

pft  LAS  OBRAS  Y  EDIFICIOS    PÚBLICOS  Y  CIVILES. 

La  conr^trucHón  de  los  edificios  públicos  se  veríficArá  previa 
autorización;  debiendo  su  plano  ser  examinado  por  la  corres- 
pondiente Junta  de  Sanidad  bajo  su  asj^to  hifciénico. 

CAPITULO  18.<> 

DE  LOS  BSTABLBCIMIB»T09  HIQIÍNIOOS  MUNICIPALES. 

Habrá  en  toda  ciudad^  á  cargo  de  la  Junta  de  Sanidad  Mu- 
nicipal, una  Barroca  ú  Hospitar barrenea,  situada  en  las  afue- 
ras de  la  población,  destlnadn  á  la  asistencia  de  los  atacados 
de  enfermedades  infecto  contagiosas. 

En  las  ciudades  ú  otras  poblaciones  donde  haya  ríos  ó  algu- 
nas fuentes  públicas,  no  se  permitirá  el  Lavado  sino  en  los  lu- 
gares designados  para  tal  objeto  por  los  reglamentos  munici- 
pales. 

Las  Municipalidades  determinarán,  de  acuerdo  cpu  sus  Jun- 
tas de  Sanidad,  los  lugares  ó  extramuros  4onde  <^e  dépoaíten 
transitoriamente  las  basuras  del  vecindario,  no  permitiéndose 
depositarlas  en  otras  partes, 

Igual  determinación  y  en  la  misma  forma  se  baca  también 
por  las  Municipalidades,  de  los  lugares  destinados  al  entierro 
de  loa  animales;  siendo  obligación  de  sus  duefios  su  traslación 
y  su  entierro. 

£¡s  prohibido  trasladar  á  lugares  distintos  y  dejar  sin  el  co- 
^respondiente  entierro,  animales  muertos;  bajo  las  penas  ea- 
tablecidas  en  el  Reglamento  de  Policía  Sanitaria. 

Fuera  de  los  lugares  señalados  por  las  Juntas  de  Sanidad, 
^  prohibida,  igualmente,  la  crianza  de  animales  de  pesuña 
hendida,  como  cerdos,  cabras,  vacas,  oVejas,  permitiéndose 
^lamente  establecer  corrales  con  este'  objeto  en  los  extremos 
de  las  poblaciones  y  con  las  condiciones  determinadas  en  los 
'^pectivos  re^iflamentos. 

Toda  Municipalidad  de  capital  do  departamento  tendrá  un 
{aooratorio  químico,  donde  se  anallsarán  los  comestibles  y  be- 
bidos,  y  ne  practicarán  las  domas  operaciones  que  requiera  la 
wud  pública. 
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Tendrán  también  U^  mismas  Munícíp.lida les  un  obeerva* 
torio  meteorológico,  para  el  estudio  de  los  cambio^^  meteoroW- 
gicos  f  la  topografía  de  la  correspondiente  población. 

CAPITULO  19/ 

DB  LAS  S9DIHIAS,    BPIDBMIAS  Y  EPIZOOTIAS. 

Los  médicos  titulares  y  los  sanit-irios  de  las  Municifmlida- 
des  están  obligados  á  estudiar  Iss  epidi^mias  y  endemias  délas 
localidades  de  su  cargo,  presentando  a  las  renpectivas  Juntaa 
desanidad  sus  correspondientes  nietuorias. 
A  ^V  '**  memorias  indicadas  serán  sometidas  á  la  Facultad . 
de  Medicma  para  que  ¿ean  examinadas  por  una  comisión  de 
suaeno,  emitiendo  el  correspondiente  informe  y  sen  liando  las 
que  sean  di^as  do  publicarse  y  mereecan  nna'medalla  de  ho- 
nor del  Gobierno,  con  cargo  á  los  fondos  dp  Panidad. 

LM  médicos  nombrados  por  el  Gobierno  ó  las  Juntas  de  Sa- 
nidad, para  el  serTicio  de  las  epidemias,  que  más  so  distingan 
en  este  servicio,  serán  agraciados  con  el  mismo  premio,  á  pe- 
¿tición  de  las  respectivas  Juntas  de  Sanidad. 

Las  viudas  y  huérfanos  de  los  que  fallescan  en  el  mismo 
servicio,  disfrutarán  de  una  gratificación  ó  pensión  pagadera 
Igualmente  de  los  fondos  de  sanidad  de  la  respectiva  localidad. 

rara  el  aislamiento  y  asistencia  de  los  enfermos  de  epide 
mías  ó  males  contagiosos,  las  Juntas  do  Sanidad,  donde  lo 
permitan  los  recursos,  establecerán  un  hospital  en  los  lagares 
oonvenfentes,  como  lo  dispone  el  artículo  90  de  esto  Regla- 
mento. 

La  Junta  Suprema  de  Sanidad  y  las  Juntas  Departamenta- 
les y  Munlcipalep  dictarán,  eñ  sus  respectivas  localidades,  las 
medidas  onnvementes  para  combatir  las  epidemias,  con  excep- 
ción de  las  interdicciones  y  cordones  sanitarios,  qué  no  se  es- 
tajilecerán  sin  aprobación  del  Supremo  Gobierno. 

v?!??'^*®'^''    **®  las  epieootias  y  medios  de  prevenirlas  ó 
ÍSm  ni  i  ' Hd*"!?^"  ^ ^^^  ^*  '^^  Ins|>ectore8  de  Higiene  de 

CAPITULO  20.« 

ni  LA  VAOUITA 

,J^Í^^9»*Proma  de  Sanidad  y  las  Juntas  Departamenta- 
les y  Jiunicipal^  están  encargadas  de  velar  por  la  conserva- 
S^l2-5  propagación  del  fluido  vacuno,  dictando  al  efecto  las 
medidas  convenientes. 

El  suministro  inmediato  de  la  vacuna,  correrá  á  cargo  de 
vacunadores,  bajo  la  dependencia  de  las  J  mtas  de  Sanidad 
provmciales,  quienes  reglaraenUrán  su  rospectívo  servicio, 
con  aprobación  de  la  Municipalidad  de  que  dependen. 

La  conservación  y  depósito  del  fluí  io  correrá  á  cargo  de  las 
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Jóntas  de  Sanidad,  á  quienes  entregarán  loe  médiooe  vac^oA* 
dore0,  el  fluido  recogido  por  elloe  y  quienes  harán  su  distri- 
bución y  expendio. 

Lee  rertifíeados  de  vacunaciones  y  revacunaciones  serán  ex- 
pedidos por  las  Juntas  de  Sanidad,  ^n  iFÍsta  de  las  listas  pasa- 
das por  loe  vnounadores,  y  solo  estos  certificados  tendrán  va- 
lor legal  ante  las  autoridades. 

Los  Minietros  de  Guerra  y  Marina,  de  €k)biemo  j  de  lus- 
iruoción  y  Beneficencia  cuidarán  de  que  los  indi  vid  uo>«  del 
ejército,  armada  y  gendarmería,  «le  los  colegios*  escuelun,  pe- 
Bifeenciaría  y  cárceles,  sean  vacunados  y  revacunados  en  el 
tiempo  y  forma  determinados  en  los  mismos  reglamentos. 

Las  Juntas  de  Sanidad  Municip»!  provinciales  formarán  la 
estadística  anual  de  las  vacunaciones  y  revacunaciones  de  so 
respectiva  localidad,  que  enviarán  á  la  Junta  Suprema  de 
Samdad,  con  el  correspondiente  informe  é  indicación  de  las 
medidas  que  crean  mas  convenientes  para  la  mejor  conserva- 
Ci6n  y  propagación  de  la  vacuna. 

No  se  permitirá  la  propagación  de  otra  vacuna  que  la  pro- 
oedente  de  los  depósitos  de  las  Juntas  de  Sanidad  ó  au tonta- 
da por  ellas. 

CAPITULO  2L° 

DBL  BJBPOICIO  DE  LAS  FBiFBSIONRS    MEDICAS. 

Las  Juntas  de  Sanidad  velarán  porqqe  tengan  cumplimien- 
to las  leyes,  reglamentos  y  ordonansas  que  rijan  el  ejercicio 
de  la  Medicina  y  de  la  Farmacia  de  la  RepúbKca. 

La  inspeodón  facultativa  de  los  establecimientos  farmacéu 
liooe,  corresponde  á  la  Facultad  de  Medicina  y  á  sus  Delega* 
dos;    pero  la  higiene  y  servicios  piiblicps  de  estoM  estableci- 
mientos, será  de  la  competencia  de  las  Municipalidades  y  sus 
Juntas  de  Sanidad. 

Los  que  habilitados  del  titule  respectivo,  quieran  ejercer  un 
ramo  de  la  Medicina  ó  de  la  Farmacia,  exhibirán  y  harán  re- 
j|l|trar  previamente  su  título  en  la  correspondiente  Junta  de 
Sanidad,  qiie  llevará  una  msón  del  personal  consagrado  ál 
ejercicio  4e  dichus  profesiones.  .  . 

Los  profesores  en  ejercido  de  algtina.  ¿e  las  Ciencias  Médi- 
dleeSf  tieMn  el  deber  de  prestar  los  servicios  que  exijan  de 
ellos,  de  onde,  las  autoridades,  percibiendo  loe  honorarios  ó 
derechos  oorreepondiei^tes. 

Ninguno  de  dichos  profesores  podrá  negarse  á  suminístrftf* 
i  las  autoridades  los  datos,  noticias  ó  informes  que  de  ellos 
exijan  en  el  ejercido  de  su  respectiva  profesión. 

Los  redemos  contra  los  profesores  por  faltas  en  el  ejercicio 
de  su  profesión,^  se  dirigirán  á  las  Juntas  de  Sanidad,  <][uienea 
los  resolverán,  aplicando  las  respectivas  penas  disciplinatias 
ó  solicitando  se  haga  efectiva  la  responsabilidad  penal,  con- 
forme á  la  ley,  debiendo  en  este  caso  oír  el  dictamen  de  la 
Facultad  de  Medicina. 
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Laa  Junta»  de  Sanidad  vifcílaráo,  igualmente»  el  ejercicio 
legal  déla  Medicina  y  de  la  Farmacia,  pidiendo  el  castigo  do 
las  faltas  y  del  i  toe  señalados  ou  las  leyes,  reglamenlos  y  orde- 
nanzas municipales,  que  rigen  dicho  ejercicio. 

CAPITULO  22.<* 

DE  LA  BiáTáDÍdTIOA  QENRBAL  Y  DEMOGRAFÍA  MÍDIOA. 

La  Junta  Suprema  «le  Sanidad  recabara  de  las  Juntas  de- 
partamentales y  municipales  todos  los  estados  mensuales  y 
anuales  relativos  al  servicio  de  sanidad,  formará  al  fin  del 
afío  una  eetadistica  general  del  servicio. 

Las  Juntas  de  Sanidad  uiunicipa!e3  recibirán  de  la  Sección 
de  Estadística,  de  la  reí^pectiva  municipalidad « los  estados  de 
moTímientoy  mortalidad  y  demá^  que  ¿"«tna  puedan  necesitar 
para  la  formación  de  la  respectiva  Estadística  de  Sanidad. 

Las  mismas  Juntas  expedirán  las  instrucciones,  fórmulas  y 
demás  que  puedan  convenir  para  la  formación  de  los  mencio- 
nados cuadros,  con  aprobación  de  las  Municipalidades* 

A  la  Junta  Suprema  de  Sanidad  se  elevarán  también  los  es- 
tados é  informes  de  los  observatorios  metereológicos  de  las 
Municipalidades  y  sus  Juntas  de  Sanidad,  á  ñn  de  que  se  for* 
me  por  aquella  el  estado  general 

Una  Comisión  de  la  Junta  Suprema  de  Sanidad  formará 
dicho  estado  general,  acompañado  de  la  < 'Memoria  anual," 
comprensiva  de  todos  loa  ramos  del  servicio  de  Sanidad,  la 
que  será  publicada  en  el  Boletín  Oflcial,  y  se  someterá  al  es- 
tudio é  informe  de  la  Fi^mUad  de  Medicina. 


TITULO  IV. 

D1&  LOS  I^BRCCHOS  SANITaBIOS 

Los  fondos  de  Sanidad  destinados  á  los  gastoa  del  servicia 
están  constituidos  por  los  siguientes'  derecnosr 

1.*  Derechos  de  visitas^  ^que  pagará  todo  bu()ue  a  su  entra- 
da á  cualqiiier  puerto  de  la  Bepiiblica; 

y.*  Derecho  dé  reconocimiento  del  ganado  que  trasporte 
cualquier  embarcación; 

8.*  Derecho  de  estación  en  los  Laearetós; 

4/  Derecho  por  las  mercaderías  depositadas  en  los  Lasare- 
tos; 

5.*  Derecho  de  patente  de  Sanidad; 

€.*  Derecho  de  patente  para  la  venta  de  las  meditína^  se- 
cretas 7  especialidades  nacionales  y  extranjeras; 

7.*  Derecho  de  registro  por  las  facturas  de  medicinas  Impor- 
tadas; 

8.*  Derechod  por  embalsamamientos; 


65 

9.*  D^echos  por  exhumaciones  y  traslnciones  de  cadáverep. 

10.  Derechos  de  certificados  de  vacuna  á  los  que  no  e^tén 
exceptuados; 

11.  Derechos  para  suininistro  de  vacuna  en  tubos  ó  crista* 
les; 

12.  Derechos  de  visita  de  los  estAblecinnientos  industriales, 
según  tarifa  de  las  Municipalidadep: 

18  Producto  de  las  multas  por  infracciones  á  los  rrf?lnmen- 
tos  de  Sanidad,  con  excepción  de  los  que  estén  esta blrci dos 
por  leyes  y  disposiciones  rigentes. 

Estos  derechos  solo  serán  exigibles  después  que  el  Congreso 
loe  haya  aprobado  y  señalado  pu  monto. 

Están  exceptuados  del  pago  de  los  derechos  de  visita  y  pa- 
tente de  sanidad,  los  buques  de  guerra  do   Ins   Naciones  ami 
gas,  que  acepten  la  reciprocidad  dee^ta  franquicia. 

Qozan  de  la  mi^ma  excepción  los  buques  de  arribada  foreo 
aa,  conforme  al  Código  de  Comercie,  contal  que  no  desem- 
barquen mercadería  alguni. 

Todos  estos  derechos  serán  cobrados  por  laR  reppectivne  Jun 
tas  de  Sanidad,  y  abonados  á  éí^tns  los  recaudados  por  las  res- 
pectiras  Aduanas. 

Los  derechos  dé  sanidad  marítima  ingresarán  á  las  Juntas 
litorales  de  Sanidad,  con  deducción  d»  un  tanto  por  ciento, 
que  se  remitirá  á  la  Junca  Suprema  para  sus  respectivos  gis- 
tos. 

Otro  tanto  por  ciento  de  los  derechos  de  visitas  de  buques  y 
reconocimientos  de  animales  destinados  al  consumo,  será  apli- 
cado como  gratiñcación,  á  los  mé  I  eos  titulares  de  los  puer- 
tos, que  practiquen  las  vieitafl. 

Los  derechos  de  sanidad  terrestre  serán  cobrados  por  las 
Municipalidades,  con  la  misma  deducción  y  aplicación  del  tan- 
to por  ciento  para  la  Junta  Suprema. 

Las  Juntas  de  Sanidad  litorales  y  las  Municipalidades  pasa* 
rao  anualmente  la  cuenta  de  ingreso  de  los  derecho?  cebrados 
por  olías,  á  la  Junti  Supremí,  para  juístiprcciar  el  tanto  por 
ciento  enviado. 

Los  sobrantes  que  puedan  tener  la8  Juntas  de  Sanidf  d,  se 
aplicarán  á  la  mejora  y  construcción  do  lazaretos  y  otrf  s  ins- 
tituciones de  sanidad. 


TITULO  V. 

DE  LOS  DELITOS,  FALTAS  Y  PENAS. 

Las  acciones  ú  omisioi  es   contraria?  á  Ií  s  prescripcones  do 
estd  reglamento,  constiinyen  las  f  Utas  y  ¿elitop,  cuya  clasifi- 
cación y  penas  corrcepcndienles  son  la^^  reñaladis  cu  la  8ec- 
( ion  4.*  del  libro  2/*  y  tíiulo  único,  del  Código  Pe  lal. 
5 
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La  caliñcaciÓQ  de  los  caaos  ile  multas  disciplinarías,  se  ha- 
ráa  por  las  Juntas  de  Sanidad  y  su  imposición  por  las  respec- 
tíTas  Municipalidades,  cobradas  con  cargos  á  dichas  Juntas. 

Las  denuncias  por  delitos  se  harán,  por  los  Presidentes  de 
las  Juntas  de  Sanidad*  á  los  Jusgados  correspondientes. 

L09  juicios  motivados  por  estos  delitos  serán  s^^idos  de 
oñcio  y  gozarán  los  beneñ(3Íos  y  exenciones  de  los  juicios  de 
esa  naturaleza. 


TITULO  VI. 

DISPOSICIONES  TRANSITORIAS. 

Mientras  se  est.'ibleoen  los  lazaretos.  la  Junta  Suprema  de 
Sanidad,  dictará,  con  aprobación  del  Gobierno,  todas  las  me- 
didas  que  tiendan  á  hacer  efectivas  las  cuarentenas,  cónsul- 
tando  hasta  donde  sea  compatible  con  la  salubridad  pública, 
los  intereses  comerciales. 

Las  disposiciones  do  este  reglamento,  relativas  á  la  sanidad 
marítima,  salvo  las  de  cuarentenas,  solo  comenzarán  á  regir 
para  los  buque»  quo  proceden  del  Atlántico  y  Mar  de  la  Chi- 
na en  í'l  plazo  de  cien  días. 

Todas  las  demá<^  disposiciones  tendrán  cumplimiento  ínme* 
diatamente  después  de  sn  promulgación. 

La  Junta  Suprema,  las  departamentales,  litorales  y  muni- 
cipnleíí;  procederán  desde  hiego  á  su  reorgonización  de  con- 
formidad con  este  reglo  mentó. 

-Rara  que  oiíte  reí?lameuto  pueda   tener  fuerza  de  ley,  se  so- 
meterá oportunamente  á  la  aprobación  del  Congreso. 


MODELO 

DK  INTERROGATORIO  PARA  LAS  VISITAS  SANITARIAS  DE  BüiJÜES. 

1*  ¿De  dónde  viene  el  buque? 

2.»  ¿Cómo  ^e  llama? 

3.»  iOnál  es  eu  bind^ra  y  su  tonelaje? 

4.»  üómo  pe  llama  el  Capitán? 

5.'  ¿Qué  írarga  lleva  y  donde  la  ha  tomado? 

6.»  ¿Uuánio  llegó  el  barco  al  puerto  de  salida? 

?.•  ¿Onándo  salió? 

8  *  ¿En  qué  lugar  h  v  tocado  el  buque  después  de  su  salida? 

9.'  |Ouál  era  el  estado  Panitario  del  puerto  de  donde  salió? 

10.  ¿Cuál  el  df^  los  otros  lugares  donde  ha  tocado? 

11.  ¿Híi  conumicaJo  el  buque  con  algunos  otros  en  su  tra- 
vesía ? 

12.  ¿Nohibía  enf  jrmeiai  en  esospuques? 
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13.  iQoé  días  han  sido  estas  comuDicaoíooes? 

14,  i  De  dónde  procedían  eaos  buques! 
U.  ik  qué  lugar  está  deeimado  el  buque? 
]6«  iTíene  el  Buque  pa(enie;de  sanidad? 
17*  ¿Ha  sjdo  deteaiao  en  algán  puerlof 

18*  lEslán  todas  las  iieraonas  á  bordo  en  buena  salud? 
19*  ¿B[a  habido  enfermoa  en  la  tra venís  t 
30.  ¿Ha  perdido  algún  pasajero  ó  tripulante? 
81.  éCuálea  han  sido  las  enfermedades  á  bordo? 
22.  ¿Están  á  bordo  las  camas  j  ropa  de  los  fallecidos? 
Betas  preguntas  deben  contestarse  separadamente,  ▼  la  con- 
testación firmada,  bajo  juramento,  por  el  Oapitán  del  buque. 

Como  complemento  importante  del  Regla- 
mento Gteneral  de  Sanidad  la  Junta  Suprema 
aprobó  el  projrecto  de  reglas  profilácticas  para 
el  caso  de  epidemia  del  cólera;  y  los  Doctores 
Eosas  y  Dulanto  proyectaron  las  reglas  siguien- 
tes, que,  aprobadas  por  el  Supaemo  Gobierno, 
han  sido  sometidas  a  la  sanción  legislativa; 

1.  Las  reglas  ó  preceptos  de  higiene  general  contenidas  en 
el  reglamento  de  sanidad  vigente,  aplicables  y  con  Tenientes 
en  todo  tiempo,  serán  mas  rigurosamente  observadas  en  el  ca- 
so de  que  sobrevenga  el  cólera. 

2.  £a  obligatorio  á  los  médicos  que  visiten  coléricos,  y  á  las 
personas  que  los  asistan,  dar  aviso  inmediato  á  la  autoridad 
municipal  respectiva,  de  todos  los  casos,  confirmados  ó  sospe- 
chosos que  á  su  cargo  tengan,  para  que  aquella  ordene  ó  tome 
las  medidas  convenientes. 

3.  Las  autoridades  políticas  de  los  lugares  infestados  darin 
parte  semanalmente,  4  su  inmediato  superior,  del  número  de 
casos  de  cólera  y  de  las  defunciones  que  ocurran,  con  la  espe- 
cificación que  se  detalla  en  el  modelo  adjunto. 

4.  Inspección  constante  de  las  aguas  potables  y  de  los  dea- 
agües  y  albafiales,  velando  por  su  buen  servicio  y  permanen- 
te desinfección. 

5.  Publicación  y  distribución  gratis  al  pueblo,  de  boletines 
impresos,  conteniendo  las  reglas  de  higiene  mas  usuales,  en 
forma  clara,  breve  y  precisa;  sobre  todo,  aquellas  que  se  refie- 
ran al  aseo,  bebidas,  comestibles  y  desarreglos  intestinales. 

6.  Evitar  desde  ahora,  las  aglomeraciones  de  personas  ó  ani- 
males en  lugares  reducidos;  y,  establecida  la  epidemia,  impe* 
dir  las  procesiones  y  espectáculos  públicos,  clausurar  los  esta 
blecimientos  de  instrucción  y  alejar  de  las  poblaciones*  las 
caballerisas  v  mataderos,  etc.  etc.  que  se  consideren  nocivos  á 
la  salubridad  pública. 

7.  DeMttfección  constante  de  los  hospitales  y  leTsaretos  de 
los  coléricos^  por  los  medios  convenientes,  como  asimismo  de 
las  casas  particulares  donde  ocurran  casos  de  epidemia. 
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8.  Destrucción  por  el  f  ue^'»,  siempre  que  sea  posible,  6  desin- 
fección  poderosa  de  todas  las  sustancias  y  objetos  que  puedan 
originar  ó  trasmitar  la  eBfermedad. 

9.  Sepultación  de  loe  cadáveres,  con  todas  las  reglas  y  pre- 
cauciones que  se  ordene,  para  evitar  las  malas  influencias. 

10.  Ooncentración,  donde  sea  posible,  de  todos  loa  servidoa 
higiénicos,  bajo  la  vigilancia  y  dependencia  de  una  autoridad 
ó  Corporación  competentCi  investida  de  facultados  extraordi- 
narias y  dotadas  de  los  agientes  j  medios  de  acción  necesarios 
para  dictar  y  hacer  cumplir  las  medidcts  sanitarias  que  juega* 
se  conveniente. 

PROFILAXIS   MARÍTIMA. 

1.  Clausura  real  y  completa  de  todos  los  puertos  de  la  Repú- 
bliciy  para  los  buques  infestados  y  cuarentena  de  observación 
para  los  sospechosos. 

2.  Son  buques  infestados: 

1.?  Los  Imiiues  que  proceden  de  puertos  infestados. 
3.*  Los  que  hubieren  tenido  en  su  viaje  enfermos  ó  muer* 
tos  del  cólera. 

8.*  Los  que  hallándose  en  cuarentena  de  observación  teu- 

fan  también,  durante  su  estadía  en  tal   condición,  algún  o€kSO 
o  la  misma  enfermedad. 
8.  don  buques  sospechosos: 
I"*  Los  que  hubieren  salido  de  un  puerto  infestado  haéta  10 
dfas  antes  de  la  declaración  oñcial  del  colora,  en  otro  lugar, 
siempre  que  hayan  tomado  en  él  mercaderias  ó  pasajeros. 

2"  Lo¿  que  hayan  tenido  en  su  travesía  enfermos  6  muertos, 
do  cualquiera  enfermedad,  siempre  que  tengan,  á  bordo,  mé- 
dico que  certifíque  la  uaturaleza  de  la  enfermedad  y  causa  de 
la  muerto. 

3*  Los  buques  que,  teniendo  patente  limpia,  se  hayan  co- 
municado con  buques  infestados  ó  sospechónos  y  hubiesen  re- 
cioivio  do  éstos  carga  ó  pasajeros. 

4.  Obc^ervancia  rigurosa  de  todos  los  preceptos  del  Reglamen- 
to General  de  SanidaJ,  vig^ata,  relativos  á  la  policía  sanita- 
ria niaritima. 

6  Lo^  Cónsules  de  la  Rapública,  bajo  pena  de  destitución, 
diráti  opurtunamente  aviso  al  Gobierno  de  los  casos  de  cólera, 
(íoiifíriuados  ó  sospechosos  que  ocurran  en  los  puertos  desn 
jaris  iiccióu. 

6.  Sj  iiplicarán  al  tráfico  de  los  lagoa  y  rios  las  mismas  dis- 
poáicijne-)  que  para  el  tráfico  marítimo. 

PROFILAXIS  TERRESTRE. 

1.  Para  evitar  el  desarrollo  del  cólera  y  su  propagación  por 
las  inm'idioiones  terrestres,  os  necesaria  la  aplicación  de  los 
pre  'Q\i\,o^  de  la  higiene  por  tolas  partes;  aislar  á  los  enfermos 
y  irí^iiuir  y  desiufecCar,  co  n )  ya  S9  h%  dicho,  todo  lo  que  pue- 
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da  originar  ó  servir  de  medio  para  la  trasmíaión  de  la  enfer- 
dad« 

8.  Loe  medios  de  aic-^lamiento  ó  desinfección  deben  preparar 
Be  cou  baslanle  anticipación. 

Entre  les  medios  do  aislamiento  é  incomunicacidn  de  las 
poblaciones»  con  las  infestadas,  la  Junta  de  Suprema  de  Sani- 
dad estima  dignos  de  aplicación,  los  cordones  sanitarios. 

4.  Vigilancia  permanente  de  los  caminos,  estaciones  de  tre 
aes,  puertos  de  desembarque  etc.  é  fin  de  aislar  y  desinfestar 
á  los  enfermos  reales  ó  ecspecbosop. 

'5.  Edta  vigilancia  se  ejercerá  donde  sea   realizable  por  cor- 
dpnes  sanitarios,  dirigidos  por  un  facultativo. 

6.  Desinfección  de  los  pasajeros,  trenes  y  carga  que  hayan 
atravesado  algún  lugar  sospechoso,  y  repudio  absoluto  de  los 
mismos,  en  el  coro  de  epidemia  declarada  en  el  lugar  de  la 
procedencia. 

7.  Organieactón  y  reglamentación  por  las  Municipalidades 
de  un  servicio  de  ambulancias  pura  ia  traslación  de  los  eufer- 
nios  y  muertos. 

8.  Formación  por  las  mismas  autoridades,  de  cuadrillas  de 
.operarios  que  practiquen  las  desinfecciones  convenientes,  ba- 
jo la  dirección  de  personas  entendidas  en  la  materia. 

9  Recomiéndase  á  las  Municipalidades  y  sociedades  de  Be- 
neficencia respectiva»,  que  procedan  oportunamente  á  la  ins- 
talación y  habilitacióa  de  lugares  de  airamiento  y  de  asisten- 
cía  de  los  coléricos  con  el  material  y  personal  necesarios  para 
su  buen  servicio. 

Policía  Sanitaria  de  alimentación. —  Ya  dijimos 
que  otra  de  las  causas  que  mas  influyen  en  la 
salud  pública,  es  la  adulteración  de  los  alimen- 
tos y  bebidas,  que  un  ciego  espíritu  de  fraude 
ha  introducido  en  el  comercio  de  víveres,  ya 
desnaturalizando  su  composición,  por  mezclas 
nocivas  y  muchas  veces  venenosas,  ya  introdu- 
ciendo en  el  consumo,  víveres  y  bebidas  en  es- 
tado de  avería.  Las  medidas  que  para  impedir 
estos  fraudes  toma  la  administración,  constitu- 
yen la  policía  sanitaria  de  los  alimentos,  consi- 
derados aquí  no  como  medios  de  subsistencias, 
sino  en  sus  relaciones  con  la  salud  pública. 

A  este  respecto,  la  inspección  administrativa 
debe  ser  severa,  y  vigilar  constantemente,  per- 
siguiendo esta  clase  de  fraude  que  las  leyes  pe- 
nales consideren  como  delitos;  y  que  gracias  á 
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los  progresos  de  la  química,  son  generalmeote 
fáciles  dé  descubrir. 

La  policía  de  aumentación  ^  parte  de  la  po- 
licí^r  mimicipal,  y  por  consiguiente  á  los  Cuer- 
pos municipales  toca  velar  sobre  que  las  dispo- 
siciones que  á  este  respecto  dicten,  sean  riguro- 
samehte  cumi)lidas.  En  esta  virtud,  las  orde- 
nanzas municipales  deben  contener  disposicio- 
nes relativas  á  la  pureza  de  las  aguas  potableis^ 
á  la  buena  calidaa  de  las  carnes  y  demás  co- 
mestible® del  mercado.  Para  esto,  hay  en  los 
Cuerpos  municipales  Inspectores  de  Policía 
municipal,  de  Aguas,  de  Mataderos  y  Merca- 
dos, y  por  esto  también  las  Municipalidades  tie- 
nen la  atribución  de  impedirla  venta  de  comes- 
tibles y  bebidas  alterados  y  nocivos  y  destruir^ 
los,  comprobada  que  sea  su  mala  candad. 

Pero  al  ejercer  esta  facultad,  las  Municipali- 
dades, debmn  tener  en  cuenta,  que  de  los  pro- 
cedimientos que  empleen,  puede  resultar  heri- 
do el  derecho  de  propiedad  privada  y  vulnera- 
do la  libei-tad  de  industria  y  de  comercio.  De 
modo  que  dichos  procedimientos  deben  cefSirse 
egi^ctamente  á  los  principios  de  justicia  y  de 
equidad,  tratando  de  conciliar,  en  todo  lo  posi- 
ble, los  derechos  individuales  y  la  libertad  in- 
dustrial, con  los  intereses  de  salud  pública. 

Puede  establecerse  á  este  respecto  las  siguien- 
tes reglas: 

1/  Que  no  debe  procederse  á  destruir  ó  inutilísar  bebidas  6 
comestibles  de  mala  calidad,  sino  después  que  haya  precediio 
coDocimiento  de  causa,  es  decir,  que  »e  hayan  hecho  las  io- 
vestignciones  neceparias,  ya  de  una  manera  judicial,  ya  por 
medios  ndnDínietrativos  y  de  polirfa,  según  las  circuntancias  j 
caliJad  del  caso.  Entre  estos  medios  se  cuenta,  el  análisis  qui* 
mico  de  los  alimentes  ó  bebidas  soppechoras,  por  personas 
competentes,  primeramente,  por  el  químico  municipal,  por 
ejemplo,  y  después  por  la  Facultad  de  Medicina  y  el  informe 
de  estos  peritos  al  que  debe  sujetarse  la  resolución  que  se  ex- 
pedía. 
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3<*  Que  como  muchon  nrtículoe  áe  mala'  calidad  ó  qu6  eo 
adolteraD  y  componen  para  aer  veodidoa  como  alimentos  y 
bebida»,  pueden  ser  aplicadoa  á  otros  uaoe;  entonoea  ya  no  ee 
necesario  destruirlos,  bastando  oue  los  doefios  presten  las  ne- 
cesarias fianzas  de  darles  esa  aplioación,  haciendo  constar  que 
realmente  han  sido  empleados  en  otros  usos  y  no  como  ali 
mentos  y  bebidas; 

3.«  Que  éi  dé  las  investigaciones  reinilta  que  ha  habido  frau- 
de, esto  es,  que^  ha  atentado  á  la  salubridad,  débese,  ade 
vnás  de  la  pérdida  de  Ifi  cosa,  someter  ft  los  culpables  á  la  ac- 
món  del  Pod^  Jadicial,  parala  apHcación  de  las  penas  que 
aefiíilan  las  leyes. 

Bfercicio  de  las  profesiones  médicas — También 
áeste  j)unto  debe  extenderse  la  inspección  de 
la  administración,  por  cuanto  él  toca  directa- 
inente  á  la  salud  publica.  Así  entra  en  el  domi- 
nio de  la  reglamentación  sanitaria. 

AI  sujetar  el  ejercicio  de  la  profesiones  médi- 
cas á  ciertas  restricciones,  parece  que  se  ataca 
á  la  libertad  de  trabajo,  puesto  que  se  limita  el 
número  de  individuos  que  pueden  desear  ejer- 
cer dichas  profesiones  y  se  pone  trabas  á  una  de 
las  maner^  ^e  ejercitar  la  actividad  del  indivi- 
duo en  sociedad.  Pero  en  realidad,  no  es  así.  El 
principio  de  Ekíonomía  Política,  de  que  la  liber- 
tad al^oluta  puede  ser  restringida  en  ciertas 
profesiones,  pues  de  su  uso  resultarían  inmen- 
sos peligros  pai-a  la  sociedad,  de  los  que  no  pue- 
den precaverse  los  individuos;  resuelve  la  cues- 
tión. Es  indudable,  (jue  el  ejercicio  de  ciertas  y 
determinadas  profesiones,  debe  estar  sujeto  á 
restricciones  impuestas  en  guarda  del  interés 
público. 

El  ejercicio  de  las  proíeeioneB  médicAB  comprende  los  médi 
cofl  y  cirujanos,  loe  fnrmftcéuticop,   I aS|prof esoras  de  partos  ó 
infttronoe,  lo?»  denti^tAfl,  log  preparadores  de  Aguas  mioerales 

?r  drogas  y  tos  ñebotótuMiiofl.   [Roglaroento  de  Medicina  de  Ju 
io  17  de  1876,] 

Inspección  sobre  las  Facultades  médicas.— El  ejercicio 
de  lofl  diferentes  ramoe  de  la  Medicina  y  de  la  farmacia,  eaU 
bsjo  la  inmediata  vigilancia  de  la  Facultad  de   Me Jicin  1  .0 
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LíQia,  la  c\u\\  la  ejerce  por  i-í  misma,  por  su  Decano  ó  por  su9 
D 'Ifgados  ó  (Jomisionadoa  especiales. 

Eu  conseeuencin  de  esta  vigilancia,  la  Facultad  poirá  sus- 
pender desde  dos  hasta  seis  mesj.^.s^gán  la  gravedad  del  c  iso. 
al  facultativo  que  en  el  ejercicio  de  su  profesión  incurriese  en 
faltas  comprobadas  á  juicio  de  ella.  (Números  20,  21  y  2S.) 

Para  la  inspección  de  los  establecimientos  de 
Farmacia;  en  Lima,  Callao,  Chorrillos  y  pobla- 
ciones inmediatas  á  la  capital,  hay  una  Comi- 
sión de  Farmacia,  comj)uesta  del  profesor  de 
Química,  del  de  Farmacia  y  del  Adjunto  de  es- 
ta Cátedra. 

Esta  Comisión  debe  ejercer  las  siguientes 
atribuciones: 

].*  Visitar,  cuando  menDS  una  ves  por  año,  loB  estableci- 
mientos encomendadoH  á  su  vigilancia,  dando  cuenta  á  la 
Facultad  del  resultado  de  In  visita,  para  entablar  los  respec- 
tivas reclamaciones. 

2.*  Examin:ir  las  oficinas  farmacéuticas  que  ae  pretenda 
abrir  al  servicio  público; 

3.*  Expedir  los  informes  y  desempeñar  las  demá^  funciones 
que  les  encomienda  la  Facultad  ó  su  Decano,  [á^rtículos  7O 
y7I.] 

Prohibiciones  eu  el  ejercicio  de  los  ramos  de  Medi- 
cina.— Nadie  podrá  ejercer  i-amo  alguno  de  las  ciencias  médicas, 
si  no  está  prov¡{it>  de  un  diploma  profesional,  dado  por  la  Fa- 
cultad de  Medicina  de  Lima. 

Este  diploma  debe  ser  presentado  al  jefe  político  del  Hwtr 
donde  el  facultativo  fíje  su  residencia,  j  al  Delegado  de  la  Fa 
cuitad  si  lo  hubiere,  para  que  tome  razón  de  él.  (artículos  1.* 
y  2.0 

Se  prohibe  ejercer  á  un  mismo  tiempo  la  Medicina  y  la  Far- 
macia» pero  en  los  pueblos  donde  no  hubiere  farmacéutico  re 
cibido,  podrá  el  médico  preparar  y  administrar  sus  propios 
remedios.  (Artículos  6.»  y  7.*) 

Ninngún  farmacéutico  podrá  expender  sustancias  veneno- 
sas y  abortivas,  sin  previa  receta  de  facultativo  conocido. 
(Art.  lO.) 

Tampoco  se  puede  abrir  boticas  ó  establecimientos  análo- 
gos, sin  autorización  de  la  Facultad  ó  del  Delegado  de  ella, 
previo  el  reconocimiento  del  buen  estado  de  la  oñcina  y  me- 
dicamento) y  comprobación  del  competente  surtido  de  drogas 
y  útiles,  cuyo  número  y  cantidad  determinará  la  Facultad, 
(^rt.  U.) 

Aeí  mismo,  es  prohibido  expender  remedios  secretos»  que  no 
estén  aprobados  por  la  Facultad;  siendo  responsables,  según 
la  ley,  los  contraventores  de  estas  disposiciones.  [  Art.  13.]  * 
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Por  las  leyes  de  la  Novísima  Eecopilación,que 
regían  esta  materia,  y  muchas  de  cuyas  dispo- 
siciones son  las  mismas  del  Eeglamento,  sólo  á 
los  farmacéuticos  era  permitido  elaborar  y  ex- 
pender las  sustancias  que  pueden  reputarse  co- 
mo venenos;  pero  hoy  pueden  venderse  estas 
sustancias,  consideradas  como  venenosas  por 
la  Facultad,  en  cualquier  establecimiento,  bajo 
la  condición  indispensable,y  sin  la  cuales  prohi- 
bida la  venta,  de  que  el  comprador  presente  un 
fiador,  que  garantice  bajo  su  firma,  el  buen  uso 
que  ha  de  hacerse  de  la  sustancia,  aplicándola 
á  algún  arte  ó  industria  [Art.  11.] 

Preparadores  de  drogas.— Los  preparadores  de  drogas  y  pro- 
ductos quiínicos  y  de  aguas  minerales,  llamaran  los  mismos  reouisi- 
toe  que  los  íannacéuticos,  para  abrir  sus  establecimientos;  es  decir, 
ocurrirán  á  la  Facultad  en  solicitud  de  una  licencia  previa,  para  con 
ella  pedir  la  licencia  municipal*  (Art.  16.) 

Además  están  obligados: 

!•*  A  remitir  á  la  Secretaria  de  la  Facultad,  las  fórmulas  de  toda« 
las  preparaciones  complejas  ó  especiales  que  se  propongan  fabricar 
para  f>u  previo  examen ; 

3.''  A  someter  al  examen  de  la  Comisión  de  Farmacia  una  mues- 
tra de  cada  una  de  las  preparaciones,  cuya  aproba'^ión  soliciten  de 
la  Facultad. 

S.»  A  preparar  los  compuestos  que  se  les  pida,  conforme  á  las  for- 
mulas magistrales  ó  prescripciones  formadas  por  los  facultativos. 

Además,  las  vacijas  en  que  se  expendan  las  preparaciones  espe- 
ciales, llevarán  una  etiqueta  con  las  reglas  de  empleo  y  sello  de  su 
fabricante:  quedando  los  establecimientos  sujetos  a  la  inspeccción 
de  la  Facultad  y  demás  autoridades  establecidas.  (Artículos  17, 
18  y  19,) 

Requisitos. —Para  obtener  los  diplomas  para 
el  ejercicio  de  las  profesiones  médicas,se  requie- 
re exámenes  y  juramento,  en  las  de  médico,  ci- 
rujanos, farmacéuticos  y  matronas;  organizan- 
do para  ios  examen,  los  expedientes  respecti- 
vos ante  la  Facultad  con  los  requisitos  que  el 
Eeglamento  dicta. 

Los  extranjeros  que  quieran  ejercer  las  pro- 
fesiones médicas,  deben  sujetarse  á  las  mismas 
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condiciones  que  los  peruanos;  organizando  su 
expediente  con  el  título  de  la  Fa<5ultad  en  que 
fueron  recibidos,  legalizado  en  forma;  un  certi- 
ficado q[ue  conapruebela  identidad,  expedido  ppr 
el  Ministro  ó  Cfónsul  de  su  Nación  y  a  falta  de 
éstos,  una  información  legal  de  testigos.  Los 
exámenes  qué  rindan,  deben  ser  en  idioma  cas- 
tellano. 

Según  tratados  celebrados  con  las  Repúbli- 
cas de  Colombia,  Ecuador,  Bollvia,  Confedera- 
ción Argentina,  Uruguay  y  JParaguay,  los  mé- 
dicos y  abogados  serán  admitidos  al  libre  ejw- 
cicio  de  su  profesión,  sin  más  requisitos  que 
comprobar  la  autenticidad  de  sus  títulos  y  la 
identidad  de  su  persona 

Baños.— Desde  los  antiguos  romanos,  el  uso  de 
los  baños  es  tenido  por  una  de  las  nías  impor- 
tantes medidas  sanitarias,  y  que  ellos  conside- 
raban como  de  higiene  pública;  pero  én  la  ac- 
tualidad pertenecen  al  dominio  de  la  higiene 
privada,  y  solo  están  bajo  la  vigilancia  de  1^ 
administración,  los  bafios  llamados  termales, 
siempre  que  sean  del  dominio  público. 

Los  deberes  de  la  Administración  á  este  res- 
pecto son  relativos  al  cuidado  de  hacer  pública 
la  existencia  de  los  baños,  fomentándolos  y  pro- 
tegiéndolos en  todo  lo  posibla  Así,  por  ley  ae  2 
de  Diciembre  de  1874,  se  declaró  que  la  eficacia 
de  los  baños  termales  de  Yura  hacían  necesaria 
la  creación  de  una  renta  para  la  conservación  y 
mejora  de  esos  baños.  Se  declaró  que  esos  bafios 
correrían  á  cargo  del  Concejo  Provincial  de  Are- 
quipa;hoy  pertenecientes  á  la  Sociedad  de  Bene- 
ficencia del  lugar,  según  ley  de  1892,  la  que  debe 
tener  en  los  baños  de  Yura,  un  médico  y  un  ins- 
pector rentados,  destinados  el  primero  ala  asis 
tencia  de  los  pobres  y  al  estudio  de  esas  aguaS}  y 
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el  segundo  á  hacer  cumplir  los  reglamentos  que 
debe  dictar  el  Concejo.  No  tenemos  más  dispo- 
sición en  nuestro  derecho  administrativo,  sobre 
teños  termalas;  y  de  ella  se  desprende  que  los 
baños  termales,  así  como  las  estaciones  balnea- 
rias deben  estar  bajo  el  dominio  de  las  autori- 
dades municipales;  que  éstas  deben  cuidar  de 
hacer  analizar  continuamente  las  a^uas  y  dic- 
tar reglamentos,  para  el  aso  de  los  baños;  que 
deben  tener  empleados  que  velen  sobre  la  ob- 
servancia de  estos  reglamentos. 

Además,  debe  la  Administración,  cuidar  de 
que  los  empresarios  particulares  de  los  baños 
cumplan  con  hacer  las  refeccicmes,mejoras  y  re- 
paros que  sean  necesarios  para  la  conservación 
del  estaWecimiento;  de  que  exista  en  los  baños 
orden  y  moralidad;  y  por  último,  de  que  él  em- 
presario cuide  del  bienestar  y  moralidad  de  los 
bañistas. 

Si  los  baños  son  de  propiedad  particular,  pe- 
ro abiertos  al  público,  el  propietario  goza  del 
usufructo  de  ellos;  y  la  Administración  inter- 
viene para  que  no  se  pn  duzca  ningún  mal  por 
ignorancia  ó  j^oca  precaución  de  las  personas 
que  hagan  uso  de  las  aguas,  ó  descuido,  ó  espe- 
onlación  de  los  empresarios. 

Oiilen  público  y  policía  de  sefiruridad.— Orden  pú- 
blico.—Es  un  axioma  que  sin  el  orden  no  pue- 
de existir  la  sociedad,  que  es  la  base  sobre  que 
descansa  el  respeto  á  todos  los  derechos,  el  po- 
deroso auxiliar  de  todo  progreso  y  la  primera 
necesidad  de  todo  organismo  T)Olitico  y  social. 
Como  condición  indispensable  ae  vida  para  las 
sociedades,  su  conservación  es  el  primero  de  los 
deberes  de  la  Administración,  y  el  que  tiene 
que  cuidar  con  preferencia,  porque  á  la  conser- 
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vación  del  orden  están  ligados  los  mas  íntimos 
y  delicados  resortes  de  la  vida  social. 

Basta  reflexionar,  que  en  toda  sociedad,  en 
(pie  el  orden  público  se  encuentre  trastornado 
o  que  únicamente  amenace  estarlo,  desaparece 
toda  garantía  para  las  pereonas  y  toda  seguri- 
dad para  las  propiedades:  ni  en  la  vida  privada 
ni  en  la  vida  pública  encuentra  el  hombre  esa 
tranquilidad  tan  necesaria  para  su  desarrollo 
y  perfección.  El  orden  se  altera  y  con  el  orden 
la  marcha  del  comercio  y  las  industrias;  cesan 
las  transacciones,  se  abate  el  crédito,  huyen  los 
capitales,  se  esconde  el  numerario;  y  el  desor- 
den paraliza,  por  decirlo  así,  la  sangre  en  las 
venas  de  las  sociedades;  las  desquicia,  las  s^^ca 
de  su  centro  y  las  envuelve  en  el  caos,  que  es 
su  ruina  y  su  muerte. 

El  orden  se  altera  por  exceso  de  libertad  en 
los  pueblos,  ó  por  abusos  de  poder  en  los  (Go- 
biernos; porque  la  demagogia,  como  el  despo- 
tismo, hablando  la  primera  en  nombre  de  la  li- 
bertad, y  el  segundo. acogiéndose  al  principio 
del  orden;  son  los  principales  motores  del  des- 
orden, que  atrae  inevitablemente  la  ruina  del 
cuerpo  social.  La  alianza  del  orden  y  la  Uber- 
tad,  es  decir,  la  libertad  moviéndose  en  la  es- 
fera del  derecho,  y  el  orden,  sujeto  á  la  íey  sn- 
{)rema  de  la  justicia;  es  la  verdadera  vida  de 
as  sociedades. 

El  orden  se  encuentra  alterado  por  los  ata- 
ques á  las  leyes  y  Gobierno  de  un  país  y  por 
los  ataques  de  las  personas  y  propiedad  de  ios 
asociados.  La  seguridad  y  garantía  de  éstos,  es 
el  primer  deber  del  Poder  Ejecutivo,  y  para 
cumplirlo  tiene  bajo  sus  órdenes  la  fuerza  ar 
mada  y  la  llamada  Policía  de  seguridad. 

Los  medios  que  los  Gobiernos  emplean  para 
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la  conservación  del  orden,  son  de  do  5  clases:  los 
medios  premntivos  y  los  medios  regresivos. 

Los  primeros  comprenden  la  jXHicía  de  segu- 
ridad ó  i)olicía  preventiva,  que  trata  de  vigilar 
para  evitar  el  mal,  fundándose  en  que  mas  va- 
le prevenir  que  reprimir,  evitar  que  castigar; 
y  que  el  despotismo  ha  llevado  á  todas  las  lla- 
mas de  la  actividad  humana,  imponiendo  á  las 
sociedades  la  dirección  gubernativa,  bajo  pre- 
textos de  prevenir  el  mal. 

Pero  no  se  evita  el  mal  que  puede  resultar 
de  la  conducta  de  los  asociados:  no  se  previene 
el  desorden  que  puede  causar  la  acción  de  los 
individuos  ó  de  las  sociedades,  sino  entrabando 
t^a  misma  acción,  privándolos  de  toda  iniciati- 
va, y  por  consiguiente  de  toda  libertad.  Por  es- 
to todo  sistema  preventivo  produce  siempre 
mayor  mal  (jue  el  que  trata  de  evitar,  porque  es 
el  predominio  de  lo  arbitrario  sobre  lo  justo; 
porque  no  se  puede  ejercer  sino  por  medios  que 
repugnan  á  la  dignidad  humana  ó  por  violen- 
cias que  hacen  odiosa  á  la  autoridad. 

Así  por  prevenir  el  mal  que  puede  resultar 
del  error,  la  Administración  se  reserva  la  di- 
rección de  la  instrucción  y  dicta  programas  ofi- 
ciales; sostiene  un  culto  y  proscribe  los  demás; 
subvenciona  una  prensa  servil  y  sujeta  al  es- 
critor y  al  impresor  á  su  censura  previa;  para 
prevenir  el  delito  que  puede  cometer  el  malva- 
do, prohibe  al  hombre  honrado,  el  uso  de  una 
arma  ó  le  prohibe  el  ejercicio  de  un  derecho.sin 
su  previa  ucencia.  En  una  palabra,  el  sistema 
preventivo  es  siempre  el  despotismo,  el  abuso 
de  la  autoridad,  que  ahoga  la  libertad. 

Los  partidarios  del  sistema  preventivo,  escu- 
dados con  una  máxima,  que  es,  según  ellos,  el 
resumen  de  la  sabiduría  humana,  tratan  de  im- 
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pedir  que  el  hombre  caiga,  y  naturalmente,  na- 
da es  mejor  para  impedirlo,  que  privólo  de  la 
facultad  de  marchar  siu  guía;  y  de  aquí  la  in- 
tervención y  la  dirección  administrativa  en  to- 
dos los  ramos  de  la  actividad  humana,  en  to- 
dos los  act(^  de  la  vida.  La  máxima  soDre  que 
reposa  el  sistema  preventivo,  autoriza  á  la  ad- 
mmistración  á  inmiscuirse  hasta  en  la  vida 
privada. 

Está  fuera  de  duda  que  todo  sistema  preven- 
tivo que  lleva  al  Poder  á  lo  arbitrario,  es  d^fa- 
vorable  al  bienestar  y  progreso  de  la  sociedad, 
y  lejos  de  ser  un  medio  de  conservar  el  orden 
contribuye  á  alterarlo  con  sus  procedimientos 
generalmente  vejatorios,  inquisitoriales  y  con- 
trarios á  toda  justicia.  Si  en  algunos  casos  ex- 
cepcionales, se  puede  admitir  algunas  niedidas 
de  carácter  preventivo,  principalmente  en  lo 
que  se  refiere  á  la  llamada  policía  de  se^ridad; 
es  necesario  que  se  adopte  este  principio,  que 
debe  servir  de  norma  y  criterio:  no  se  debe  re- 
currir á  los  medios  preventivos,  sino  cuando  es- 
té bien  comprobado  que  el  mal  que  de  ellos  re- 
sulta, no  es  igual  ó  superior  al  que  tratan  de 
evitar. 

Los  medios  represivos  se  aplican  por  los  Tri- 
bunales de  Justicia  y  ^Igunos  por  las  autorida- 
des administrativas,  cuando  se  trata  de  faltas  6 
contravenciones  álos  reglamentos  municipales 
ó  de  policía.  Pero  aún  cuando  los  medios  de  re- 
presión son  del  dominio  judiciario,  ima  vez  pro- 
nunciada la  sentencia,  el  reo  cae  baio  el  domí* 
nio  de  la  administíación,encar§ada  ae  hacerlos 
cumplir;  y  así  el  Derecho  admmistrativo  tiene 
que  ocuparse  de  la  teoría  de  las  prisiones- 

El  sistema  preventivo  aplicado  á  la  conserva- 
ción del  orden  y  á  la  segundad  de  las  personas  y 
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bienes  de  los  asociados,  constituye  la  policía  de 
seguridad  ó  prevención,  de  que  vamos  á  ocu- 
pamo& 

Policía  de  seffiíridad.— Se  ha  definido  la  vigilan- 
cia que  ejerce  la  administración  sobre  las  per- 
sonas y  lugares  sosueohosos,  para  evitar  que  se 
turbe  el  orden  social,  sea  en  sí  mismo,  sea  en  la 
persona  y  bienes  de  los  asociados. 

Como  todo  sistema  preventivo,  los  actos  que 
constituyen  la  policía  de  seguridad,  son  otras 
tantas  restricciones  al  derecho  y  a  la  libertad 
individual  y  otros  tantos  pasos  que  da  la  admi- 
nistración en  el  camino  de  lo  arbitrario. 

La  policía  de  seguridad  auxilia  al  Poder  que 
aplica  la  pena,constituyendo  así  una  policía  ju- 
dicial; y  esta  misión  la  cumple  informando  al 
Poder  Judicial,  cuando  un  mal  ó  daño  ha  sido 
causado  realmente  é  investigando  todo  lo  que 
al  crimen  se  relaciona  y  aprehendiendo  al  cri- 
minal. 

Por  esto: 

Los  Prefectop,  Subprefectos,  Qobeni?idore^  y  Tóiiienteg  go- 
bernadores, están  obligadoi^  expresamente  por  la  ley  á  cum- 
plir y  hacer  cumplir  las  sentencias  y  ordeñero  judiciales,  como 
jefes  que  son  de  policía,  encargados  do  cuidar  en  sus  respecti- 
lerritorios  de  la  tranquilidad  pública,  del  buen  orden  y  de  la 
seguridad  de  las  personas  y  sus  bienes.  [Artículos  11  y  9  de  la 
ley  de  Enero  de  I857  ) 

Y  más  especialmente  el  artículo  72  del  decre- 
to orgánico  de  la  poHcía  de  seguridad  de  Diciem 
bre  31  de  1873,  detalla  esta  misión,  auxiliar  de 
la  policía  de  seguridad  disponiendo: 

Que  los  Subprefeotos  al  tener  conocimiento  de  ud  delito  que 
86  prepare  ó  perpetre, darán  las  órdenes  necesarias  á  loa  Comi- 
sarios de  policía  preventiva  ó  empleados  de  la  Guardia  Civil, 
qu^  jusguen  conveniente*  pa.^a  la  indagación  de  las  circuns- 
tancias del  delito  premeditado  ó  cometido,  de  sus  autores  ó 
cómplices,  y  conforme  reúnan  dichos  datopjos  pasarán  al  jues 
cóCDpetonte,  designando  el  Comisario  ó  empleado  de  la  guar- 
dlÍA  civil  encargado  especialmente  de  la   averiguaoión ,  el   que 
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recibirá  órdenes  directamente  del  Juez  respecto  de  ia  aprehen- 
sión del  delincuente  é  indagación  de  loe  hechoe. 

Asimismo,  se  prescribe  á  los  Comisarios  que; 

Deben  cumplir  las  órdeíiea  que  reciban  de  los  Jueces  de  pri* 
mera  instancia  y  Jueces  de  paz.  (Artículo  106  del  mismo  de 
creto.) 

Limites  de  la  i>olicia  de  se^jaridad. Las  medi- 
das de  policía  de  seguridad,  son  en  general,  ata- 
ques á  IOS  derechos  individuales;  restricciones 
que  tienen  un  carácter  tan  elástico,  digámc^lo 
así,  que  es  muy  difícil  no  caigan  en  lo  arbitra- 
rio. Por  tanto,  es  preciso  que  dichas  medidas, 
tengan  bien  marcado  su  dominio,  que  será  tan- 
to mas  restringido,  cuanto  mas  lil39rales  sean 
la  Constitución  y  leyes  del  país. 

De  modo,  pues,  que  son  estas  dos,  las  que  se- 
ñalan ese  dominio,  debiendo  encontrar  en  ellas, 
los  límites  de  la  policía  preventiva  ó  de  segu- 
ridad, mas  admitida  en  la  práctica  de  las  Na- 
ciones, aunque  no  sea  en  realidad,  la  mas  justa^ 
ni  arreglada  á  la  naturaleza  del  individuo  ni  del 
organismo  social,  la  que  admite  la  policía  de 
seguridad,  c3mo  una  institución  orgánica  del 
Estado. 

Según  esto,  los  reglamentos  que  se  expida  pa- 
ra la  policía  de  seguridad,  deben  antes  que  todo 
sujetarse  á  las  prescripciones  de  la  Constitución 
y  leyes  fundamentales  del  país,  no  contradicien- 
do éstas,  no  dando  facultades  que  no  estén  en 
el  límite  de  su  dominio,  á  las  autoridades  en- 
cargadas de  la  policía  de  seguridad,  ni  mucha 
menoSjimponiendo  prescripciones  que  importen 
derogaciones  de  ia  Constitución  y  las  leyes. 

Además,  es  necesario,  que  esas  medidas  de 
policía,  estén  justificadas  por  la  necesidad,  pues 
ele  lo  contrario  implican  un  abuso  de  poder  y 
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que  no  sean  vejatorias  en  la  forma,  pues  aun- 
que sean  útiles  y  justificadas  en  el  fondo,  pue- 
den degenerar  en  violentas,  por  el  modo  de  eje- 
cutarlas. 

Hedidas  •  ae  eomprende  la  policía  de  sefiruridad.— 
Las  medidas  de  este  género,  son  de  varias  cla- 
ses, determinadas  por  todas  aquellas  cosas  6 
actos  de  la  vida  que  puedan  amenazar  algún 
derecho  ó  perturbar  de  algún  modo  la  tranqui- 
lidad, orden  ó  moralidad  pública. 

Seffún  la  práctica  de  las  diversas  naciones 
que  han  organizado  su  policía  de  seguridad, 
plagiando,  mas  ó  menos,  la  que  ha  implantado 
el  absorbente  centralismo  francés,  dichas  me- 
didas son  las  siguientes: 

Hay  medidas  que  tomar  contra  ataques  po- 
sibles del  orden  del  Estado  en  general;  medidas 
contra  sociedades  secretas;  medidas  de  vigilan- 
cia, en  las  reuniones  al  aire  libre;  contra  reu- 
niones, tumultos,  motines  y  asonadas.  Todo  es- 
to puede  ser  causado  por  excitaciones  por  la 
prensa  ó  por  comunicaciones  secretas;  de  aquí 
que  se  implante  medidas  de  seguridad  para 
preveí*  los  males  que  puede  causar  el  uso  ae  la 
imprenta,  más  especialmente  de  la  periódica. 

Así,  entre  nosotros: 

Nadie  podrá  abrir  oficina  de  imprenta  sin  licencia  gratuita,  por  es- 
crito de  la  Subprafectiira,  la  que  no  podrá  negarse  si  se  presenta  las 
garantías  necesarias  para  responder  en  los  casos  que  la  ley  imponga 
la  responsabilidad. 

Ninf^ün  dueño  de  imprenta  podrá  mudar  su  a^} ministrador,  tras- 
pasarla, ni  variar  de  local,  sin  noticia  de  la  policía. 

£sta  debe  embarg  .r  los  impresos  quo,por  inmorales,  irreligiosos,  ó 
contrarios  al  orden,  estuviesen  prohibidos  por  la  ley  i  y  sin  embargo 
se  publicasen.  (Artículos  11,  73  y  l'ó  del  Heglameuto  de  policía  co- 
rreccional de  12  de  Octubre  de  1887.) 

Elxcusado  es  decir,  á  este  respecto,  que  sien- 
do el  uso  de  la  prensa  una  manifestación  de  la 
actividad  intelectual,  una  expresión  del  mas 
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sagrado  de  los  derechos  del  hombre,  del  dere- 
cho de  pensar,  que  como  todo  derecho,  debe  ser 
libre  en  su  ejercicio  y  sin  mas  ie3tricci6n  que 
el  derecho  ajeno,  herido  realmente  y  no  en  el 
caso  previsor  de  la  posibilidad  de  que  sea  lesio 
nado;  la  ciencia  debe  condenar  todas  las  medi" 
das  de  policía  preventiva  que  tengan  por  obje* 
to  restringir  el  uso  de  la  prensa,  salvo  casos 
excepcionales  y  muy  poderosos. 

De  lo  contrario,  y  en  la  situación  normal,  esa 
vigilancia  preventiva  de  la  policía;  esas  restric- 
ciones á  la  libertad  del  trabajo  del  impresor  y 
del  escritor,  que  contienen  los  reglamStitos  de 

golicía,  dan  lugar  á  abusos  incalificables,  á  ar- 
itrariedades  odiosas  y  á  tiránicas  vejaciones. 
En  el  año  40,  un  Intendente  de  Policía,  hacien- 
do uso  de  esas  facultades,  y  cediendo  á  las  su- 
gestiones  del  clero,  recogió  de  la  circulación  la 
ermosa  obra  de  Lamenais,  "Palabras  de  un 
Creyente",  tan  solo  porque  el  Papa  Gregorio 
XVI  había  fulminado  contra  ella  su  encíclica 
de  Junio  de  1834.  Podíamos  multiplicar  estos 
ejemplos  que  tenemos  á  centenares  en  nuestra 
patria. 

Lo  que  acabamos  de  decir  de  la  prensa,  es 
aplicable  á  las  medidas  de  policía  preventiva 
contra  las  asociaciones,  cualquiera  que  sea  su 
forma  y  causa,  salvo  los  casos  de  desorden  á 
mano  armada. 

Las  medidas  de  policía  comprenden  también 
el  uso  de  los  telégrafos,  el  uso  de  armas,  la  fá- 
brica y  elaboración  de  la  pólvora;  la  persecu- 
ción de  la  vagancia,  desertores  y  malhechores; 
el  uso  de  pasaportes;  la  vigilancia  sobre  la  que 
se  ha  dado  en  llamar  moralidad  pública,  que 
se  considera  alterada,  por  los  juegos  de  azar, 
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exposiciones  ó  impresos  indecentes,  casas  de 
prostitución,  etc. 

Hay  todavía  medidas  respecto  de  las  prisio- 
nes, que  aunque  ya  no  forman  parte  de  la  poli- 
cía preventiva,  la  completan,  puesto  que  los 
reos,  caen  otra  vez  bajo  el  dominio  de  la  admi- 
nistración, una  vez  impuesta  la  represión  del 
delito  y  están  siempre  bajo  su  vigilancia,  mien- 
tras dura  el  juzgamiento. 

Cuando  se  recorre  todo  este  vasto  campo  de 
la  policía  preventiva,  cuando  se  ve,  cuántas  res- 
tricciones se  impone  á  la  libertad  y  al  derecho 
individual,  bajo  pretexto  de  interés  social  ó  de 
orden  público;  no  puede  uno  menos  que  mirar 
con  dolorosa  emulación  la  Inglaterra  y  los  Es- 
tados Unidos,  donde  cada  individuo  es  un  ver- 
dadero ciudadano;  en  que  se  respeta  la  autori- 
dad de  la  ley,  por  la  ley  misma;  donde  existe  la 
prensa  libre,  el  derecho  de  asociación  ilimitado, 
las  industrias  sin  la  tutela  de  las  autorizacio- 
nes, desconocidos  los  pasaportes,  todo  el  mun- 
do en  fin,  pudiendo  hacer  lo  que  quiera,  como 
no  dañe  á  otros;  manifiesta  que  allí  se  agita  una 
Nación  libre,  que  allí  se  respeta  la  naturaleza 
humana,  y  que  el  organismo  del  Estado  no  riñe 
con  el  organismo  social. 

Pasaportes. — Entre  los  medios  generales  de 
precaución  que  adopta  la  policía  de  seguridad, 
se  cuenta  los  pasaportes,  esto  es,  los  permisos 
escritos,  dados  por  la  autoridad  para  que  los 
individuos  puedan  salir  del  país  ó  trasladarse 
de  un  lugar  á  otro  del  territorio. 

El  uso  de  los  pasaportes,  en  las  épocas  nor- 
males, es  una  extraña  anomalía,  que  solo  la 
suspicacia  de  una  política  gubernamental  rece- 
losa j)udo  implaníar,  y  que  felizmente  la  civiU- 
zacion  ha  desterrado  de  todos  los  países  cultos; 
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á  medida  que  el  principio  sagrado  de  la  liber, 
tad  destierra  mas  y  mas  de  la  administración- 
último  baluarte  del  despotismo,  esa  sujeción 
del  derecho  individual  á  las  autoridades. 
Colmeiro  dice: 

Desde  que  empezaron  á  usarse  caminos  de  hierro  en  el  mandOi 
loe  pasaportes  estaban  herídos  de  muerte.  Lo  antiguo  cede  á  lo  mo- 
derno y  el  principio  de  la  libertad  se  encama  mas  en  U  adminis- 
tración. 

En  efecto:  lá  qué  implantar  un  uso  que  tiene 
toda  la  odiosidad  de  los  medios  preventivos, 
sin  tener  siquiera  la  ventaja  de  alguno  de  ellos, 
de  mejorar  el  servicio  de  seguridad  pública? 

Ellos  no  son  sino  cargas  para  el  comercian- 
te al  que  embarazan  en  su  profesión;  molestias 
para  el  viajero  que  para  dar  un  paso,  necesita 
sacar  y  refrendar  sus  pasaportes;  y  en  fin,  d 
desconocimiento  absoluto  de  esa  preciosa  liber* 
tad  de  locomoción,  inherente  á  la  naturaleza, 
que  Diofi  ha  concedido  ilimitada  á  todos  los  se- 
res creados,  desde  el  insecto  hasta  el  águila  y 
que  la  recelosa  suspicacia  humana  ha  restrin- 
gido, so  pretexto  de  orden  social,  mutilando, 
por  decirlo  así,  el  ser  libre  por  excelencia,  por- 

3ue  es  el  único  que  puede  hacer  uso  razonable 
e  su  libertad. 

El  Reglamento  de  policía  de  11  de  Noviem- 
bre de  1839,  decía: 

Nadie  podrá  dalir  sin  pasaporte  del  Jefe  de  policía,  cinco  Xeguai 
fuera  de  la  ciudad. 

Y  esta  prohibición  y  aquella  obligación  exis- 
tieron hasta  24  de  Febrero  de  1852,  en  que  un 
decreto  del  Gobierno  dispuso: 

Desde  la  fecha  en  adelante  no  se  exigirá  ni  se  obligará  á  sacaf 
pasaportes  á  ninguna  persona  para  trasladarse  de  un  punto  á  otro 
de  la  República,  ni  para  salir  fuera  del  territorio.  Los  ciudadanos 
del  Perú,  que  creyeren  conveniente  sacar  pasaporte  para  viajar  al 
exterior,  podrán  pedirlo  á  la  autoridad  superior  del  departamento  ó 
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provincia  en  que  tengan  su  residencia,  y  se  les  expedirá  sin  exigir- 
les dereohoB. 

Para  asegurar  esta  concesión  que  se  hacía  al 
espíritu  déla  civilización  moderna,  la  Conven- 
ción nacional  declaró  por  ley  de  1857,  que  que- 
daba abolido  el  pasaporte,  para  transitar  en  la 
República  y  para  saur  de  ella. 

Últimamente  se  restableció  el  uso  de  los  pa- 
saportes; pero  con  el  carácter  transitorio  de 
una  medida  dictada  únicamente  por  las  nece- 
sidades de  la  guerra  y  del  alistamiento  militar. 

VaíX)s. — El  trabajo  es  una  ley  de  la  naturale- 
za humana  y  una  condición  indispensable  de 
la  vida  social,  á  la  cual  tenemos  todos  que  su- 
jetamos. De  manera  que  todo  aquel  que  se  sus- 
trae á  ella,  manteniéndose  en  la  ociasidad,  es 
en  cierto  modo,  sospechoso  á  los  ojos  de  la  so- 
ciedad, siempre  que  carezca  de  medios  de  sub- 
sistencia. Hé  aquí,  por  qué  todas  las  legisla- 
ciones antiguas  como  modernas  han  contenido 
disposiciones  ya  de  poUcía,  ya  de  justicia  pe- 
nal, para  la  vagancia;  acción  que  está  consti- 
tuida por  la  ociosidad  acompañada  de  ciertas 
circunstancias. 

Es  necesario  determinar  bien  el  sentido  de  la 
palabra  vagancia,  en  el  Derecho  Administrati- 
vo, para  saber  hasta  qué  punto  debe  (conside- 
rarse dicha  acción  individual  como  del  dominio 
de  la  policía  de  seguridad. 

La  palabra  vagancia,  viene  de  vaguear  y  vár 
garó,  que  significa  andar  errante  de  una  á  otra 
parte,  sin  establecerse  en  ninguna;  sin  tener  re- 
sidencia fija. 

Pero,  como  se  comprende,  esto  solo  no  puede 
constituir  la  vagancia,  considerada  como  un  es- 
tado sospechoso  para  la  administración;  es  ne- 
cesario algo  mas,  es  necesario  tomar  la  palabra 
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en  el  sentido  que  también  tiene  la  holgazane- 
ría, hábito  de  ociosidad.  Estas  ideas,  agregán- 
dose la  circunstancia  de  carecer  de  medias  de 
subsistencia,  constituyen  la  vagancia,  tal  como 
debe  considerarse  para  ponerla  en  la  categoría 
de  los  hechos  punibles,  de  posible  dafio  para  la 
sociedad,  y  por  consiguiente  sospechosos  para 
la  administración.  De  modo,  pues,  que  la  vagan- 
cia está  constituida  por  lo  siguiente: 

No  tener  domicilio  íijo  y  encontrarse  habitual  mente  ocioso,  sin  re- 
cursos para  subsistir. 

Esta  es  la  vagancia  que  han  castigado  con 
tanta  crueldad  las  legislaciones  antiguas  y  de 
la  Edad  Media,  hasta  llegar  a  imponerse  la  pe- 
na de  muerte  á  los  reincidentes  en  ella,  como  lo 
>rescribían  las  Ordenanzas  municipales  de  To- 
edo  de  1,400;  y  que  las  leyes  modernas  ponen 
bajo  la  vigilancia  de  la  administración  y  casti- 
gan con  prisión  proporcionada. 

En  conformidad  con  esta  idea  que  damos  de 
vagancia,  adoptaremos  como  definición  la  que 
dá  el  Código  renal  francés  que  dice: 

Son  vagos  los  que  no  tienen  domicilio  fijo,  ni  medios  de  sabáisteu- 
cia,  ni  ejercen  habitual  mente  alguna  profesión  ú  oficio. 

Sin  embargo,  hay  algunos  que  admiten  no 
haya  necesidad  de  falta  de  domicilio,  para  que 
exista  vagancia. 

Así  el  Código  español,  define  ésta  diciendo: 

Son  vagos  los  que  no  poseen  bienes  ni  rentas,  ni  ejercen  habitual- 
m^ite  profesión,  arte  íi  oficio,  ni  tienen  empleo.  indu8tría,€cupació{i 
licita  ó  algún  otra  medio  legitimo  y  conocido  de  subsistencia,  aun 
cuando  sean  casados  y  con  domicilio  Jijo, 

Esto  parece  algo  contradictorio  puesto  que 
precisamente  la  vagancia,  enS  la  acción  de  va- 
gar, es  decir,  de  andar  errante,  sin  residencia 
nja,  y  porque,   como  observa  Pacheco,  en  suS 
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comentarios  al  Código  Penal  de  España,  el  sig- 
no ostensible  de  ella,  el  único  por  el  cual  la  au- 
toridad puede  i)roceder  contra  el  vago,  es  el  de 
TÍO  tener  domicilio  fijo;  porque  lo  demás  impli- 
ca averiguaciones  é  indagaciones  que  atacan 
demasiado,  la  vida  privada,  el  derecho  indivi- 
dual, dando  lugar  á  odiosas  arbitrariedades. 

Luego  la  vagancia,  debe  ser  caracterizada  por 
la  falta  de  domicilio,  unida  a  la  ociosidad  y  la 
carencia  de  recursos  para  la  vida. 

Pero  considerada  así  la  vagancia,  bajo  la  idea 
exacta  y  precisa  de  lo  que  debe  ser,  se  nos  pre- 
senta, previameate  una  cuestión  que  soluciona- 
remos de  paso,  y  en  la  que  no  podemos  detener- 
nos mucho,  por  ser  mas  del  dominio  del  Dere- 
cho Penal  que  del  Derecho  Administrativo;  pe- 
ro cu  va  solución  importa  á  nuestro  objeto,  pues 
que  ella  debe  servir  de  norma  para  determinar 
los  procedimientos  de  la  Administración,  res- 
pecto ala  vagancia. 

La  cuestión  es  la  siguiente:  ¿La  vagancia  es 
un  delito?  ¿Hay  derecho  para  imponer  una  pena 
por  una  acción,  que  si  bien  es  mala,  no  daña  en 
si  misma,  el  derecho,  de  otro?  La  re.spuesta  es 
obvia.  No  hay  delito,  mientras  no  haya  dafio,  y 
si  es  cierto  que  «I  vago  falta  á  los  deberes  para 
consigo  mismo  y  para  con  la  sociedad,  también 
lo  es  que  falta  moralmente,  y  que  mientras  su 
ociosidad  no  vaya  acompañada  de  otras  circuns- 
tancias, que  ya  por  sí  solas,  constituyan  delito; 
mientras  su  libertad  no  choque  contra  el  orden 
de  la  sociedad,  la  ley  no  tiene  derecho  para  se- 
ñalar á  los  vagos  como  criminales  y  castigar- 
los en  consecuencia. 

Pero  si  la  vagancia  no  constituye  por  sí  sola 
delito,  es  sí,  un  estado  de  tentación,  de  presun- 
ción, de  que  puedan  cometerse  ó  se  hayan  co- 
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metido  acciones  criminales;  y  de  aquí,  que  si 
los  vagos  no  deben  estar  bajo  la  mano  de  la 
justicia,  deben  estar  sí  bajo  los  ojos  de  la  poli- 
cía. La  vagancia  simple  y  pura  no  debe  ser  pe- 
nada, pero  sí  vigilada:  no  debe  ser  mirada  co- 
mo crimen  individual,  sino  mas  bien,  como  una 
llaga  social,  que  debe  ser  curada,  tanto  mas, 
cuanto  que  ella  puede  ser  el  resultado  de  la 
desgracia,  ser  forzosa  é  imposible  de  contrarres- 
tar: puede  muy  bien  provenir  de  la  ignorancia, 
del  abandono  en  la  infancia  y  de  mil  y  mil 
otras  causas,  por  las  que  sería  muy  odioso  cul- 
par á  los  individuos. 

Si  muchas  veces,  la  escasez  de  jornales,  la 
falta  de  trabajo,  la  enfermedad  misma,  la  ig- 
norancia, son  las  causas  de  la  vacancia,  ¿cómo 
tratar  de  extirpar  este  mal,  castigando  los  re- 
sultados y  no  combatiendo  las  causas?  ¿Como 
dictar  penas,  para  un  estado  en  que  hay  segu- 
ridad de  encontrar  tantos  y  tantos,  mas  das- 
graciados  que  culpables?  Por  esto,  junto  á  la  vi- 
gilancia que  la  policía  debe  tener  sobre  los  va- 
gos, porque  al  fin  y  al  cabo  pueden  hacerse, 
mas  fácilmente  que  otros  individuos,  crimina- 
les; hay  necesidad  de  que  la  beneficencia  públi- 
ca extienda  una  mano  protectora  y  de  que  la 
administración  aumente  sus  desvelos  para 
arrojar  la  luz  á  las  masas:  la  instrucción. 

Sobre  todo,  debe  tenerse  especial  cuidado  con 
la  vacancia  en  la  edad  de  la  niñez;  porque  la 
experiencia  enseña  que  de  la  infancia  abando- 
nada, nacen  los  criminales.  Esto  es  cortar  el 
mal  en  su  origen,  por  lo  que,  la  beneficencia  y 
la  administración  deben  tender  con  especial 
empeño,  á  recoger  y  educar  esos  niños  entrega- 
dos al  abandono  y  al  vicio. 

Mientras  esto  no  se  realice,  de  nada  servirá 
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que se  declame  en  el  terreno  moral  y  filosófico 
contra  la  vagancia;  de  nada  que  la  policía  vigi- 
le constantemente  á  los  vagos;  de  nada,  en  fin, 
que  las  leyes  penales  los  castiguen  con  un  tiem- 
po de  reclusión,  que  al  hábito  de  la  holganza 
va  á  añadir  el  funesto  aprendizaje  del  crimen. 
Pi'isión  que  va  á  enconar  la  llagaren  vez  de  cu- 
rarla; y  tal  vez  á  hacer  de  un  corazón  todavía 
no  dañado,  un  semillero  de  malas  pasiones,  de 
odio,  de  rencor  contra  una  sociedad,  en  la  que 
el  vago  no  encontró  auxilio,  sino  castigo,  por 
mal€«  q^ue  se  presume  nueda  realizar.  Benefi- 
cencia e  instrucción,  y  la  vagancia  irá  desapa- 
reciendo. 

En  nuestro  Derecho  Administrativo  son  va- 
gos: 

l.<>  Loe  que  no  tengan  oñcio,  ocupación,  destino  ó  modo  de 
vivir  honesto  y  conocido; 

2.*  Los  que  frecuenten  habitualmente  casas  de  juego  6  se 
entreguen  á  la  embriagues; 

3.*  Los  hijos  de  f  imuía  que  subai^itiendo  á  expeoaas  de  sus 
padres  ó  de  los  bienes  que  por  su  faUeciiniento  hubiesen  he- 
redado,  vivan  en  abandono  y  ociosidad  fuera  de  su  cosa  ó  de 
la  de  sus  curadores; 

4-^  Los  que  no  tengan  domicilio  fijo  ó  conocido; 

5.^  Los  que  sin  impedimento  físico  ó  moral  para  tener  ocu- 
pación de  que  subsistir,  se  dediquen  á  pedir  limosna; 

6.*'  Los  menestrales  ó  artesanos  que  dejen  de  concurrir  por 
una  semana  á  sus  talleres;  sin  tener  impedimento  fisico  y  to- 
dos los  demás  que  las  leyes  reconocen  y  declaran    por  vagos. 

Los  demáodadéros  que  sin  licencia  en  forma  del  Jefe  de  po- 
licía, recorrieran  pidiendo  limosna  en  la  ciudad  ó  en  el  cam- 
po, perderán  la  demanda  y  serán  tratados  como  vagos.  [Ar- 
líciiloe  8S  y  90  del  Reglamento  do  Policía  de  1 1  de  Noviembre 
de  18H9  ] 

Como  sé  vé,  en  esta  larga  enumeración  de 
casos  comprendidos  en  la  vagancia,  se  amplía 
demasiado  ésta,  pues  exceptuando  los  incisos 
I"",  y  á"*.,  todos  los  demás  están  muy  lejos  de  po- 
der considerarse  como  comprendidos  en  la  va- 
•  gancia.  Constituirán,  si  se  quiere,  otras  faltas 
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ú  otros  vicios,  pero  no  el  de  vagancia;  siendo 
muchos  de  ellos,  de  los  que  no  son  del  dominio 
de  la  Administración. 

Este  artículo  del  Reglamento  fué  reproduci- 
do con  ligerísimas  modificaciones,  pero  com- 
prendiendo siempre  los  mismos  casos,  por  el  ar- 
tículo 14  de  la  ley  de  funcionarios  políticos,  que 
dá  á  éstos  la  obligación  de  cuidar  especialmen- 
te de  que  en  las  poblaciones  no  existan  vagos; 
y  después,  por  el  Reglamento  de  Policía  correc- 
cional de  12  de  Octubre  de  1876,  que  dispone 
además  que  los  vagos  serán  destinados  al  ser- 
vicio del  ejército  y  la  marina  ó  algún  trabajo 
útil  para  el  que  tuvieran  aptitudes. 

Los  vagos  deben  ser  vigilados  y  perseguidos 
por  las  autoridades,  y  á  este  respecto  el  Regla- 
mento de  policía  de  seguridad  de  31  de  Diciem- 
bre de  1873,  impone  á  los  Comisarios  urbanos 
la  obligaoión  de  vigilar  constantemente  la  asis- 
tencia de  los  niños  á  las  escuelas  de  su  distrito, 
aprehendiendo  á  los  que  vaguen  por  las  calles 

Í artículo  103]  y  el  de  policía  rural,  exige  á  los 
/emisarios  de  los  valles,  ó  sea  de  policía 
rural,  el  ponerse  de  acuerdo  con  los  Comi- 
sarios de  dos  ó  más  distritos  limítrofes,  para 
perseguir  eficazmente  á  los  vagos,  hasta  conse- 
guir que  se  les  aprehenda  ó  se  les  aleje  del  lu- 
gar. 

Uso  de  armas.  —Es  un  principio  de  Derecho 
Constitucional,  aceptado  y  sostenido  como  un 
derecho  individual,  por  muchos  publicistas;  el 
libre  uso  de  las  armas.  La  Constitución  Fede- 
ral de  Estados  Unidos  en  el  artículo  2^.  de  las 
modificaciones  á  la  Constitución  dice: 

Siendo  necesario  para  la  seguridad  de  un    Estado  libre,  una 
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mílieía  bien  orienado,  no  ee  podrá  ret^iringir    el    díTCcho  que 
tiene  e)  pueblo  para  guardar  y  cargnr  arnia*. 

Y  Storydice: 

La  importancia  de  este  artículo,  puede  apenas,  peneree  en 
duda  por  a)gun<^  persona,  que  haya  reflexionado  debidamente 
•obre  la  materia.  El  derecho  de  los  ciudadanos  á  tener  armas, 
ba  sido  considerado  oomo  el  paladín  de  las  libertades  de  una 
Bepúblioa,  per  cuanto  él  pone  un  freno  moral  á  la  usurpación 
de)  poíler  arbitrario  por  los  gobernantes;  y  aún  en  el  caso  en 
que  éstos  tuviesen  éxite  en  los  primaros  momentos,  habilita  al 
pueblo  para  luchar  y  obtener  el  triunfo  sobre  ellos. 

Otros  publicistas,  desconocen  este  derecho,  ó 
si  lo  admiten  en  principio,  quieren,  justifican- 
do la  práctica  generalmente  seguida,  que  la 
Administración  lo  reglamente,  interviniendo 
en  el  uso  de  las  armas  por  medio  de  restriccio- 
nes, fundándose  en  que  tiene  facultad  para  de- 
sarrollarlo en  reglamentos  análogos  á  las  nece- 
sidades y  costumbres  de  cada  Nación.  (1) 

Pero  es  indudable  que  admitido  el  uso  de  las 
armas,  como  un  derecho  individual,  que  se  des- 
prende del  derecho  de  legítima  defensa,  inhe- 
rente á  toda  personalidad,  como  una  manifes- 
tación de  la  libertad;  la  Administración  ;no  tie- 
ne derecho  para  restringirlo,  ni  reglamentarlo, 
como  no  lo  tiene  para  restringir  la  libertad  de 
pensamiento,  la  libertad  de  tránsito,  la  libertad 
del  trabajo.  La  Administración  garantiza  el 
derecho;  pero  no  lo  limita,  porque  la  limitación 
solo  está  en  el  derecho  ajeno;  mientras  éste  no 
resulte  dañado,  no  da  facultad  para  prohibir  el 
ejercicio  de  cualesquiera  derechos,  para  restrin- 
gir el  uso  de  Iíi  libertad,  de  la  que  no  se  ha  abu- 
sado; para  prohibir  el  empleo  de  cosas  sobre  las 
que  tanto  derecho  tiene  la  Administración  co- 
mo  los    administrados.   Mucho  más,  cuando 

(I)  Colmeiro. 
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razones  de  seguridad  personal,  de  defensa  de  la 
vida  o  de  la  propiedad,  del  propio  derecho  y  li- 
bertad de  cada  uno.  justifican  el  que  cada  ciu- 
dadano pueda  tener  y  llevar  armas.  Puede  de- 
cirse que  en  toda  sociedad  organizada,la  defen- 
sa personal  no  se  hace  por  cada  individuo,  si- 
no por  la  autoridad:  que  concederá  cada  uno  el 
derecho  de  llevar  armas,  es  concederle  el  dere- 
cho de  castigar  por  sí  mismo  al  que  lo  ofenda, 
cuando  la  ley.es  la  única  que  puede  y  debe  cas- 
tigar; que  en  la  mayoría  de  los  casos  un  indi- 
viduo ofendido,  que  lleva  armas,  es  muy  difí- 
cil que  limite  su  defensa  á  rechazar  la  agresión, 
sino  que  él  á  su  vez  puede  convertirse  de  agre 
dido  en  agresor;  y  que  la  prohibición  en  todo 
caso,  reviste  un  carácter  de  consecuencia  para 
los  intereses  sociales  y  de  apoyo  y.  protección 
para  los  hombres  honrados  que  buscan  el  apo- 
yo de  la  ley,  contra  los  malvados  que  tratan  de 
eludirla. 

En  primer  lugar,  ninguna  razón  de  conve- 
niencia puede  nunca  legitimar  la  prohibición 
del  ejercicio  de  un  derecho,  que  no  cae  bajo  el 
dominio  de  la  administración,  sino  cuando  cho- 
ca y  hiere  el  derecho  de  tercera  persona.  Nada 
hay  mas  sagrado  en  toda  sociedad  bien  organi- 
zada, que  la  hbertad  personal,  bajo  cualquiera 
de  sus  manifestaciones;  que  los  derechos  inhe- 
rentes á  la  personahdad,  que  la  sociedad  no  ha 
dado  y  que  la  sociedad  no  puede  quitar. 

Es  necesario  tener  siempre  presente,  que  el 
Gobierno,  la  Administración  central  ó  local,  las 
autoridades  superiores  y  subalternas,  no  desem- 
pefían  en  la  seciedad  el  papel  de  ángeles  tute- 
lares encargados  de  guir  paso  á  paso  á  les  aso- 
ciados, en  el  camino  del  derecho,  en  el  ejerci- 
cio de  la  libertad:  que  esa  omnipresencia  admi- 
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nistrativa  de  los  partidarios  del  ré^r^en  cen- 
tralizador,  es  la  negación  más  absoluta  de  la 
libertad  humana,  la  mutilación,  por  decirlo  así, 
de  la  personalidad  del  hombre;  que  no  es  hom- 
bre, sino  á  trueque  de  ser  libre. 

La  autoridad  está  encargada  de  la  misión  de 
velar  por  la  seguridad  de  la  persona  y  de  los 
bienes;  es  verdad,pero  icuántas  veces  puede  su- 
ceder que  esa  autoridad  no  este  presente,  y  que 
por  falta  de  una  arma,  se  vé  un  hombre  hon- 
rado á  merced  de  un  delincuente? 

Y  por  otra  parte,  como  razón  mas  importan- 
te para  un  país  democrático,  la  prohibición  de 
llevar  y  tener  armas,  es  entregar  á  los  pueblos 
inermes  al  despotismo  de  los  gobernantes,  ó  á 
los  avances  délos  motines  militares. 

Si  en  UQ  paC8  ha  de  ranntenerRe  ejército  permíinente.  no  hay 
Otro  medio  de  impedir  que  el  Gobierno  se  sirva  de  él  contra 
las  libertades  públicas,  dice  F.  Ooneález,  ó  que  esa  fuersu  de 
genere  en  RuardÍH  pretoriana,  que  se  crea  con  derecho  de  qui- 
tar y  poner  Gobiernos,  que  armar  á  todo  el  pueblo.  E^  la  ga- 
rantía positiva  contra  tales  abusos ;  no  hay  otra. 

Pero  dejando  estas  consideraciones,  condu- 
centes á  SI  es  ó  no  un  derecho  del  individuo,  el 
libre  uso  de  armas,  limitémonos  á  considerar 
este  uso,  en  la  órbita  de  la  policía  de  seguridad. 

Considerada  así,  la  prohioicíón  ó  restricción 
del  libre  ilso  de  armas,  es  un  medio  preventi- 
vo, por  el  cual  policía,  trata  prudentemente  de 
evitar  males,  procurando  hacer  difícil  la  conse- 
cución de  los  medios  de  perpetrar  un  delito  ó 
de  dañar  el  orden. 

Aun  considerada  bajo  este  aspecto,  estamos 

{)orque  no  se  prohiba  en  los  reglamentos  de  po- 
icía,  ni  mucho  menos   se  restrinja  el  dereclio 
de  usar  y  cargar  armas. 
Que  las  leyes  penales  consideren  como  cir- 
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ounstáxltía  agravante,  el  llevar  una  arma  al 
cometerse  un  delito,  que  una  persona  sospecho- 
sa, se  haga  casi  culpable,  si  la  lleva  consigo  ha- 
bitual mente;  esto  es  del  dominio  de  la  justicia 
penal  que  es  la  que  debe  esclarecer  y  averiguar 
10  conveniente.  Esos  hechos  solo  se  descubren, 
cuando  ya  están  consumados  ó  hubo  una  ten- 
tativa, ó  hay  una  acusación;  porque  solo  enton- 
ces es  que  se  puede  saber  que  el  individuo  ó  in- 
dividuos usaban  armas:  antes  no,desde  que  no  es 
cosible  admitir  que  la  policía,  tenga  también  en- 
;re  sus  medios  preventivos,  la  pesquisa  frecuen- 
te sobre  cualquier  asociado  ó  la  visita  domici- 
■  iaria,  siempre  que  quiera  descubrir  si  un  indi- 
viduo lleva  ó  tiene  armas.  Y  si  esto  es  así,  re- 
sulta que  la  prohibición  de  llevar  armas,  no  lle- 
na su  objeto,  cual  es  de  evitar  un  daño;  y  que 
la  policía  no  tiene  como  conocer  si  se  infringe 
sus  disposiciones,  sino  cuando  ya  se  hizo  uso  del 
arma,  es  decir,  cuando  ya  hay  un  hecho  consu- 
mado y  por  consiguiente  fuera  del  dominio  de 
la  policía  preventiva. 

Además,  es  un  hecho  que  no  obstante  todos 
los  reglamentos  de  poUcía,  los  individuos  que 
quieren,  llevan  consigcí  armas,  sin  que  sea  im- 
posible impedirlo;  y  es  claro,  que  aquellas  dis- 
posiciones administrativas,  que  no  han  ser  cimi- 
{)lidas,carecen  de  utilidad  y  se  reducen  á  ser  una 
etra  muerta,  un  precepto  que  todos  conocen  y 
todos  violan. 

También  sucede,  que  si  bien  no  se  prohibe  el 
uso  de  las  armas,  se  sujeta  este  uso,  á  la  restric- 
ción de  necesitarse  de  Ucencia  de  las  autoridades. 

Aparte  de  que  es  ya  caduco,  el  principio  de 
que  el  individuo  no  puede  hacer  nada  sin  per- 
miso de  la  autoridad,  bajo  el  pretexto  de  que 
en  ésta  reside  el  orden  y  de  considerar  la  liber- 
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lad individual  como  un  derecho  que  puede  re- 
glamentarse, Y  dirigirse  en  su  ejercicio;  existe 
al  exigirse  la  licencia  para  el  uso  de  las  armas, 
una  de  dos  cosas: 

O  la  licencia  se  concede  á  todos,  y  entonces 
es  enteramente  inútil  el  exigirla,  ó  solo  se  le  da 
un  cierto  número  de  escogidos,  y  entonces  se 
establece  privilegios  y  desigualdades,  incompa- 
tibles con  las  doctrinas  democráticas  que  la  ra- 
zón universal  ha  formulado  como  axiomas  de 
derecho  público. 

Como  se  ve,  considerando  la  prohibición  de 
llevar  armas,  como  una  de  las  medidas  preven- 
tivas, sin  contar  con  las  poderosas  razones  que 
existen  en  favor  de  la  libertad,  la  que  nunca  de- 
be posponerse  á  la  autoridad,  carece  de  impor- 
tancia porque  no  llena  su  objeto  y  es  un  veja- 
men impuesto  á  los  ciudadanos,  iguales  en  de- 
rechos á  la  Administración. 

De  esa  restricción  al  derecho  de  usar  armas, 
ha  nacido  la  división  que  hacen  las  leyes:  en  ar- 
mas prohibidas  y  armas  permitidas. 

Era  prokibido»  según  el  reglamento  de  policía  de  11  de  No- 
Tiembre  de  1839,  elilevar  puñal,  navaja  grande  de  punta  ó  de 
barba,  daga,  ouohillo,  estoque,  aunque  sea  en  cubierto  j  cual- 
quiera  otra  arma  blanca  ó  de  fuego  (Artículo  81.) 

El  reglamento  de  moralidad  y  policía  correc- 
cional, de  Octubre  de  1877,  que  ha  modificado 
en  algo  el  citado  anteriormente,  no  distingue 
las  armas  prohibidas,  sino  que  establece: 

Que  el  que  no  esté  autorísaio  para  usar  armas, no  podrá  lle- 
varlas de  ninguna  especie  dentro  ni  fuera  de  la  ciudad,  sin 
ana  licencia  expedida  por  la  Subprefectura  del  Cercado '  (Ar- 
tículo 18.) 

Además  de  armas,  se  consideran  como  tales,  pero  solo  en  el 
caeo  de  que  se  hnga  uso  de  ellas  de  un  modo  ofensivo:  el  palot 
piedra,  llave  grande  ó  cualquier  otro  instrumento  natural  6 
artiñciai,  de  que  se  pueda  echar  mano  pnra  armarse,  peleando 
con  otro.  (A^rtículo  20.) 
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Es  asimismo  prohioido  ill^pirar  nrm  i3  de  fueteo  en  la  ciu* 
dad,  excepto  en  los  casos  de  defandtir  de  malhechores  su  per- 
sona, su  Pasa  ó  la  del  vecino,  ó  de  tener  Hcenoía  de  la  policía 
para  el  efecto.  [Artículo  29.] 

Desertores  y  reos  prófascos.— La  deserción  es  con- 
siderada como  un  delito  por  las  leyes  militares 
y  por  éstas  castigado.  Después  de  aprehendido 
un  desertor,  la  policía  de  seguridad,  no  tiene 
por  que  intervenir;  pero  mientras  ande  oculto, 
es  obligación  suya  perseguirlo  y  capturarlo;  por- 
que si  el  desertor  no  es  malhechor,  está  muy 
en  camino  de  serlo,  pues  la  vida  fugitiva  que 
tiene  que  emprender,  y  el  estado  de  oposición 
en  que  se  ha  puesto  con  la  ley,  lo  hacen  estar 
fuera  de  la  sociedad,  sin  poder  ganarse  el  sus- 
tento y  con  la  vehemente  presunción  de  que 
tengan  que  robarle.  Lo  propio  decimos  y  con 
mas  razón  aún  del  reo  prófugo,  que  burla  la  ac- 
ción de  la  justicia  y  gue  se  halla  por  su  estado, 
en  guerra  con  la  sociedad. 
Por  esto: 

La  Subprefectura  debe  perseguir  y  capturar  á  loe  desertores 
y  reos  prófugos  ó  emplazados  y  á  loa  prísionerés  de  guerra,  re* 
mitiéniolos  á  disposición  de  los  jefes  del  ejército  y  marina  ó 
de  los  Tribunales  y  Juegados,  según  las  filiaciones  y  requisito- 
rias que  de  éstos  deben  recibir,  cuidando  que  se  haga  efectiva 
la  responsabilidad  de  las  personas  que  los  ocultaren,  (áirtículo 

Todo  él  que  se  hallare  presente  á  la  aprehonsióa  de  los  reos, 
de  los  desertores  y  prisioneros,  está  obligado  á  dar  auxilio  al 
funcionario  de  policía  que  lo  pidiere,  so  pena  de  pagar  de  uno 
á  cuatro  soles  de  multa  ó  sufrir  de  uno  á  cuatro  días  de  arres- 
to^ Además,  todo  individuo  está  autorieado  para  aprehender 
^fraganti  á  los  delincuentes  ó  á  ios  reos  prófugos  y  desertores 
y  custodiarlos  basta  que  sean  puestos  á  disposición  de  las  au- 
toridades de  policía.  (Artículos  27  y  29.) 

Los  funcionarios  de  policía  penetrarán  en  el  interior  de  cual 
quiera  casa,  donde  se  ocultase  un  malhechor,  siempre  que  lle- 
ven consigo  la  orden  por  escrito  del  Subprefecto;  imponiéndo- 
se una  multa  de  10  á  quinientos  soles, al  dueño  ó  inquilinos  de 
dichas  casas  que  ee  opusieran  á  esta  disposición.  (Articulo  30. 

No  podemos  menos  de  hacer  notar  lo  arbi 
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trario  de  esta  disposición,  en  que  se  desconoce 
una  de  las  mas  sagradas  inmunidades  de  la  vi- 
da social,  la  inviolabilidad  del  domicilio;  inmu- 
nidad que  solo  debe  ser  violada  por  orden  de 
un  juez  competente  y  con  las  formalidades  que 
la  lesy  prescriba,  y  nunca  por  una  simple  auto- 
ridad de  policía,  que  procede  sin  fórmula  de 
juicio,  y  generalmente  de  un  modo  violento  y 
vejatorio.  La  práctica  de  esta  absurda  disposi- 
ción no  puede  ser  mas  funesta,  desde  que  auto- 
riza el  abuso  y  el  despotismo  de  las  autoridades 
subalternas. 

Inatitucióndepolicia.— La  policía,  en  su  acep- 
ción mas  lata,  comprende  el  cuidado  y  vigilan- 
cia de  todo  lo  que  concierne  al  bienestar,  á  la 
seguridad  y  aún  ^  la  comodidad  de  los  asocia- 
dos. En  este  sentido  general  abarca  todas  las 
leyes,  decretos,  reglamentos  y    ordenanzas,  ex- 
pedidos por  las  autoridades  competentes,  y  que 
se  refieren  á  todas  las  necesidades  internas   de 
una  sociedad;  teniendo,  sí  en  cuenta,  que  la  ac- 
ción administrativa  solo  debe   intervenir,  por 
impotencia  de  la  acción  individual;  y  cuando  se 
trata  de  un  interés  verdaderamente  colectivo. 
En  este  sentido  lato  y  extenso,  que  es  el  que  le 
dan  los  publicistas  alemanes,  la  palabra    poli- 
cía, significa  lo  mismo  que  acción  del  Poder  Ad- 
ministrativo, y  por  eso  se  dice:  Policía  de  Abas- 
tos, Policía  de  Sanidad,  Policía   de  Aguas,  de 
Minas  etc.  etc.  para  determinar  la  intervención 
del  Poder  en  estos  diversos  intereses  sociales. 

Pero  no  es  el  único  sentido  en  que  se  puede 
tomar  la  denominación  de  Policía.  Ella  tam- 
bién es  aplicable  al  servicio  administrativo,  á 
la  institución  de  agentes  organizados  bajo  el 
principio  de  gerarquía  y  encargados  de  conser- 
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var  el  orden  y  tranquilidad  en  las  ciudades  y 
en  los  campos. 

Se  basa  principalmente  sobre  las  ideas  de  vi- 
gilancia administrativa  y  orden  público;  abra- 
za y  comprende  todos  los  órdenes  sociales,  de 
manera  que  es  el  instrumento,  el  medio  que  em- 
plea la  Administración  para  llenar  su  fin,  tan- 
to la  local,  como  la  central. 

La  policía,  tiene  dos  significados.  Ella  indi- 
ca todas  las  regias  y  medidas  que  dicta  la 
Administración,  para  asegurar  el  bienestar  pii- 
blico,  en  lo  concerniente  á  la  subsistencia,  á  la 
salubridad  y  al  orden,  que  deben  existir  en  la 
sociedad;  y  significa  también  la  institución  ad- 
ministrativa, el  Cuerpo  encargado  de  aplicar  y 
hacer  cumplir  esas  medidas.  De  lo  primero  nos 
hemos  ya  ocupado  en  las  anteriores  leccionee; 
de  lo  segundo  vamos  á  tratar  ahoi*a. 

División  de  la  policía.— Siendo  tan  vasta  la  ao 
ción  de  la  policía,  considerada  como  un  servicio 
administrativo;  tan  variadas  y  diversas  las 
necesidades  que  cuida  y  vigila,  hay  que  admi- 
tir muchas  variedades  en  las  divisiones  que  de 
ella  se  haga. 

Primeramente  podemos  hacer  la  siguiente 
división  de  doctrina,  cuya  generalidad,  hace 
({ue  sirva  de  base  para  las  diversas  subdivisio- 
nes que  en  la  práctica  del  Derecho  Administra- 
tivo, existen.  La  sociedad  se  rige  por  leyes  da- 
das po]'  el  Poder  Legislativo  y  una  vez  estas 
leyes  i/vomulgadas,  entra  la  acción  del  Ejecu- 
tino  para  hacerlas  cumplir  é  impedir  en  lo  po- 
sible sus  infracciones. 

Esta  acción  se  ejerce  por  la  policía,  que  cir 
cninscrita  á  este  objeto,  podemos  llamar  admi- 
nistrativa. Pero  las  leyes,  no  obstante  la  poli- 
cía administrativa,  pueden  ser  infringidas  y 
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traer  por  resultado  el  ataque  de  algún  derecho 
privado,  ó  aún  de  un  derecho  común,  es  decir, 
la  comisión  del  deUto;  y  en  este  caso,  la  infrac- 
ción debe  ser  castigada  y  para  que  este  casti- 
go se  cumpla,  aplicando  la  ley  penal,  está  la 

porque  debe  es- 


que  llamamos  Policía  Judicial,  ^ 

lar  encargada  de  buscar  al  culpable,  de  averi- 

I  Poder  que  juz- 
aderamente  es- 


guar  el  delito  y  de  entregarlo  a 
ga.  Esta  división  no  está  verde 
tablecida  en  la  práctica,  pues,  como  dijimos  al 
tratar  de  la  Policía  de  Seguridad,  ung,  sola 
institución  está  encargada  al  mismo  tiempo 
que,  de  prever  los  ataques  á  la  seguridad,  de 
cumplir  esa  misión  complementaría  de  la  ley 
penal,  como  auxiliar  del  JPoder  Judicial.  Por  es- 
to dijimos,  que  la  división  de  la  policía  en  Ad- 
ministrativa y  Judicial,  era  puramente  de  doc- 
trina; pero  que  convendría  mucho  expresarla 
en  la  práctica  por  la  creación  de  cuerpos  distin- 
tos, encargados  cada  uno  de  ellos,  de  sus  respes*- 
vos  ramos. 

Partiendo  de  esta  primera  división,  podemos 
en  seguida,  dividir  la  policía  administrativa: 
en  policía  de  seguridad,  que  comprende  las  au- 
toridades y  fuerza  armada,  encargadas  de  ye- 
lar  por  el  orden  y  seguridad  pública,  y  que  ejer- 
ciéndose en  las  ciudades  y  en  los  campos  se 
subdivide  en  urbana  y  rural ;y  policía  municipal, 
comprendiendo  todos  los  servicios  destinados 
á  velar  y  cuidar  por  la  suljsistencia,  salubridad 
y  otros  intereses  locales  y  que  se  ejerce  por 
cuerpos  especiales,  distintos  de  la  policía  de  se- 
guridad, que   está  constituida,  especialmente, 
por  la  fuerza  armada.  A  la  primera  pertenecen 
los  funcionarios  políticos,    la  Gimrdia  Civil, 
Gendarmería,  etc.:  y  á  la  segunda,  los  emplea- 
dos y  funcionarios  municipales,  encargados  de 


—  loó- 
los mercados,  ferrocarriles,  espectáculos  públi- 
cos, aseo  é  higiene  de  la  población. 

Establecidas  estas  divisiones,  vam(^  á  entrar 
en  el  detalle  de  ellas  en  nuestro  Derecho  Admi- 
nistrativo. 

Policía  del  Perú. — Muchas  han  sido  las  disposi- 
ciones, resoluciones  y  reglamentos  que  se  han 
dado  en  est»^  materia.  La  mayor  parte  de  estos 
reglamentos  han  tenido  un  interés  puramente 
local,  siendo  expedidos  para  determinada  cir- 
cuns(iripción  territorial.  Así  hay  reglamen- 
tos de  policía  para  Arequipa,  para  Huaraz  para 
Lima,  etc. 

Estos  reglamentos  han  sido  continuamente 
modificados,  según  lo  ha  exigido  la  movilidad 
y  variedad  de  las  necesidades  de  que  se  ocupan 
Ellos  comprenden  medidas,  tanto  de  policía  de 
seguridad,  como  de  policía  municipal,  si  bien, 
los  ramos  que  ésta  comprende,  se  hallan  tam- 
bién reglamentados,  en  las  ordenanzas  muni- 
cipales, resoluciones  y  órdenes  de  los  Concejos 
Municipales,  que  no  es  posible  estudiar,  en  su 
generalidad,  por  su  carácter  detallado  y  tran- 
sitorio. 

El  primer  reglamento  de  policía,  dado  para 
Lima,  es  el  de  31  de  Mayo  de  1825,  en  que  todos 
los  ramos  de  ella,  están  bajo  la  dependencia  y 
vigilancia  del  Intendente. 

Hay  también  una  multitud  de  decretos  y 
reglamentos  destinados  á  disponer  el  modo  y 
forma  de  los  toques  de  campanas,  los  fuegc^ 
artificiales,  el  pavimento  de  las  calles  y  inü 
otros  puntos  de  policía  municipal. 

Ellos  nos  manifiestan  los  minuciosos  detalles 
á  que  ha  descendido  nuestra  Administración 
Central,  con  detrimento  de  sus  funciones  prin- 
cipales y,  generalmente,  con  muy  poco  respeto 
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á  la  libertad  individual,  como  es  lógico  suceda 
en  toda  centralización. 

El  11  de  Noviembre  de  1839,  se  dio  en  Huan- 
cayo  por  el  Gran  Mariscal  Gamarra,  un  regla- 
mento de  policía,  para  Lima  y  sus  provincias, 
que  es  un  verdadero  Código,  muchas  de  cuyas 
nisposiciones  conocemos  ya. 

Este  reglamento  contiene  dascientos  setenta 
y  nueve  artículos  y  á  mas  dos  decretos  adi- 
cionales, estableciendo,  el  uno,  una  casa  de 
hallazgo;  y  conteniendo,  el  otro,  disposiciones 
sobre  los  toques  de  campanas,  funerales  y 
lutos. 

El  título  primero,  de  los  empleados  del  ramo 
de  policía,  na  sido  modificado  primero,  por  el 
decreto  de  3  de  Mayo  de  1869  y  después  por  el 
de  31  de  Diciembre  de  1873,  que  está  vigente. 

El  título  segundo  se  ocupa  de  la  demarca- 
ción territorial  y  del  empadronamiento:  divide 
la  ciudad  en  cinco  cuarteles  y  diez  distritos, 
que  también  ha  sido  modificado  por  el  decre- 
to del  73. 

El  título  tercerOjtrata  de  la  seguridad  públi- 
ca, y  de  él  nos  hemos  ocupado,  al  tratar  esta 
materia,  pues  muchas  de  sus  disposiciones  han 
sido  copiadas  en  leyes  posteriores  y  puestas 
en  vigencia  por  el  reglamento  de  1877;  lo  mis- 
mo que  las  concernientes  á  la  moral  pública, 
contenidas  en  el  título  cuarto. 

En  este  título  hay  también  disposiciones  so- 
bre el  alumbrado  público,  plazas  y  lugares  de 
abasto,  pesos  j  medidas,  diversiones  públicas. 
El  título  qumto  trata  de  la  salubridad,  orna- 
to y  aseo  públicos. 

El  sexto  de  los  esclavos  y  policía  de  ]os  va- 
lles, reglamentada  hoy,  por  el  decreto  sobre 
policía  rural  de  11  de  Diciembre  de  1877. 
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El  segundo  de  los  decretos  adicionales,  con- 
tiene disposiciones  que  son  monstruosos  ata- 
ques á  la  libertad  individual,  en  sus  mas  ni- 
mias manifestaciones,  sobre  todo,  en  la  pMt€ 
que  reglamentaba  los  lutos.  En  él  se  prohibe, 
[artículo  66]  el  llevar  los  lutos  fuera  de  los  gra- 
dos mas  próximos  de  consanguinidad  y  afini- 
dad: se  prohibe  el  vestido  de  luto  por  ascOT- 
dientes,  descendientes,  mujer  y  marido,  por 
mas  de  seis  meses  [artículo  69.]  La  contraven- 
ción de  estas  disposiciones  se  castiga  con  mul- 
ta de  cinco  á  seis  pesos.  No  solo  se  señala  los 
lutos,  sino  aún  se  prohibe  las  visitas  de  pfea- 
mes,  etc. 

En  verdad,  que  todas  estas  disposiciones  no 
dejan  de  ser  razonables;  pero  no  se  puede  lle- 
var á  tanto  la  intervención  de  la  autoridad,  que 
así  atacaba  y  derribaba  toda  autoridad  indivi- 
dual y  desconocía  que  en  un  país  que  se  llama- 
ba Repúlica  cuando  se  dio  este  celebérrimo  de- 
creto, la  esfera  privada  está  vedada  completa- 
mente á  la  acción  del  Gobierno. 

Es  de  notarse,  que  en  este  reglamento,  todas 
las  faltas  se  castigaban  con  multas,  lo  que  f aé 
modificado  por  el  decreto  de  17  de  Mayo  de 
1851,  que  además  derogaba  muchos  artículos, 
entre  ellos  el  213,  que  obligaba  á  los  dueños  de 
chacras  y  haciendas,  á  plantar  sauces  en  los 
caminos  públicos,  por  contrariar,  dice,  el  citado 
decreto,  a  las  garantías  constitucionales. 

Este  reglamento  de  1839,  es  bastante  nota- 
ble; y  muchas  de  sus  disposiciones,  han  sido 
puestas  en  vigencia,  por  el  de  moralidad  públi- 
ca y  poücía  correccional,  expedido  en  Octubre 
de  1877,  que  hemos  estudiado  en  la  parte  perti- 
nente y  tratado  en  este  curso. 
Resrlamento  de  ])oliciK  correccional —  Con  fecha 
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12  de  Octubre  de  1877,  se  expidió,  como  parte 
adicional  del  decreto  orgánico  de  1873,  un  re- 
gk^mento  de  moralidad  pública  y  policía  correc- 
cional. 

Este  reglamento  no  ha  hecho  sino  poner  en 
vigencia  el  reglamento  de  11  de  Noviembre  de 
1839,  en  algunas  partes  y  con  muy  leyes  mo- 
dificaciones. 

El  capítulo  primero  se  ocupa  de  la  moral  y 
orden  público. 

El  que  ofenda  ó  e»carnezca  públicamente  la  Religión  del  Estado  6 
alg^ono  de  los  objetos  del  culto,  con  palabras  ó  acciones,  será  multa- 
do con  cuatro  ó  doce  soles;  y  además  puesto  á  disposición  del  Juez 
cottipetente.  (Articulo  1.*» 

Kste  6ip  el  artículo  110  del  Reglamento  de 
1839,  con  la  única  diferencia  de  que  la  multa 
se  impone  en  la  moneda  corriente  de  soles, 
mientras  para  la  otra  se  designaba  pesos. 

Los  impresos,  pinturas,  estampas,  relieves,  estatuas  ú  otras  ma- 
nufacturas obcenas,  que  representen  actos  lúbricos  ó  deshonestos, 
serán  embargados  por  los  agentes  de  policía  y  puestos  á  disposición 
de  la  Subprefectura,  con  el  que  los  venda  ó  posea,  para  que  después 
de  pagar  de  cuatro  á  veinticinco  soles  de  multa,  sea  sometido  al  Juex 
respectivo.  (Articulo  2  y  articulo  111  del  Reglamento  del  80.) 

Las  acciones  ó  palabras  obcenas  que  ofendan  á  la  moral  ó  decen- 
cia publica,  son  castigadas  con  multa  ó  arrestos  de  nno  á  cuatro 
dias.  sea  cual  f  aere  el  estado,  edad,  sexo  ó  condición  del  culpable, 
Articulo  8.<>  Reglamento  del  77  y  articulo  112  del  Reglamento  del 
Í59.) 

Él  juego  de  azar  ó  de  envite  es  castigado,  aún  en  casa  privada, 
con  multa  y  pérdida  del  dinero  por  la  vez  primera;  y  por  la  segun- 
da, con  el  duplo  de  la  multa  anterior,  siendo  puestos  además  á  dis- 
posición del  Juea  competente  y  cerrado  el  establecimiento,  si  la  casa 
es  pública  y  de  trato.  Los  espectadores  mou  castigados  con  la  mitad 
de  la  pena  impuesta  á  los  jugadores.  Si  éstos  son  incorregibles, lo  mis 
mo  que  los  blasfemos  habituales,  serán  puestos  por  el  Subprefecto  á 
disoosiciones  del  Juez  competente. 

No  se  exceptuará  casa  alguna,  sea  de  particulares  ó  de  autorida- 
des, ni  conventos  religiosos,  de  ser  allanados  con  orden  expresa  por 
escrito  del  Subprefecto.  para  sorprender  las  mesas  y  jugadores  de 
juegos  prohibidos.  (Artículos  5.*,  7.*»,  B."  y  9.%  Reglamento  del  77.) 

La  simple  enunciación  de  estas  disposicio- 
nes, manifiesta  que  se  lleva  demasiado  lejos  las 
restricciones  que  se  pueden  imponer  á  la  liber- 
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tad  individual,  vulnerando,  sin  consideración 
alguna,  los  derechos  sagrados  de  la  inviolabili- 
dad del  domicilio  y  de  la  inviolabilidad  de  la 
persona. 

La  administración  pone  en  manos  de  losSub- 
prefectos,  con  estas  disposiciones,  el  modo  le- 
gal, digámoslo  así.  de  cometer  toda  clase  de  ar- 
bitrariedades, sin  responsabilidad  alguna. 

Decir  que  todas  las  casas  sin  excepción  pueden 
ser  allanadas,  por  el  simple  mandato  de  un  Sub- 
prefecto,  es  desconocer  por  completo  el  sagrado 
derecho  de  domicilio,  en  el  cual,  mientras  no  se 
cometan  crímenes  ó  delitos  en  que  se  interese  la 
vindicta  pública,  no  es  dado  penetrar,  ni  aún  á 
pretexto  de  moralidad.  La  moral  pública  no  se 
encuentra  en  el  interior  del  hogar  privado,  y  la 
administración,  al  velar  por  la  moralidad  pú- 
blica, no  debe,  en  ningún  caso,  ni  bajo  ningún 
pretexto,  atacar  derechos  individuales  tan  res- 
petables como  el  domicilio,  pues  solo  los  obje- 
tos exteriores;  solo  el  hombre  considerado  como 
miembro  de  la  sociedad,  y  no  como  miembro 
de  la  familia;  solo  el  individuo  en  su  vida  exte- 
rior y  pública  y  nunca  en  la  vida  privada  del 
hogar,  son  de  su  competencia. 

Además  de  esto,  el  Código  Penal  al  hablar 
de  los  juegos,  solo  se  refiere  á  los  juegos  de 
suerte  ó  azar  que  se  establezcan  en  casa  ptíbU- 
ca;  y  no  dice  nada  respecto  de  las  casas  priva- 
das. De  modo  que,  un  simple  reglamento  ha 
ido  mucho  mas  lejos  que  una  ley  fundamental 
del  Estado;  siendo  de  notar  también,  que  mien- 
tras el  Código  Penal  no  prohibe  los  iuegos  jjer- 
mitidos  en  los  establecimientos  públicos,  sino 
que  al  contrario  los  reconoce  en  su  artículo  378, 
el  Reglamento  de  policía  que  nos  ocupa,  tiene 
la  siguiente  absurda  y  monstruosa  disp(¿ición: 
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Bu  nio^na  casa  ó  tienda  de  venta  de  comestibles  ó  licores  jpNor 
menor,  se  consentirá  persona  extraña  en  el  interior  de  ella,  reunión 
ó  juego  alicano,  aunque  sea  de  los  permitidos,  so  pena  de  pagar  seis 
¿  ocho  soles,  cada  jugador;  diez  el  auefio;  ó  en  su  defecto  de  a  8 
dias  de  arresto.  (Articulo  C^.) 

La  demás  disposiciones  de  este  Reglamento 
son  igualmente  contrarias  á  la  libertad  y  aún 
á  las  leyes  fundamentales  que  regían  cuando 
se  expidió. 

En  él  se  prohibe  abrir  imprentas  sin  licencia 
de  la  Subprefectura:  se  prohibe  á  los  dueños  de 
imprenta,  mudar  sus  administraiiores,  traspa- 
sarla, variar  de  local,  sin  noticia  de  la  policía: 
se  prohibe  toda  reunión  bulliciosa,  laque  puede 
ser  dispersada  por  la  fuerza  armada:  se  prohi- 
be mudar  de  muebles  de  una  casa  á  otra,  desde 
el  toque  de  oraciones,  hasta  las  seis  de  lamafía- 
na:  se  prohibe  mudar  de  domicilio  sin  licencia 
escrita  del  Comisario:  se  prohibe  llevar  armas, 
como  ya  hemos  visto  al  tratar  de  este  asunto, 
etc.,  ote.  (Artículos  10  á  18.) 

Tiene  después  disposiciones  acerca  de  los  va- 

{fos  y  de  los  malhecnores  y  reos  prófugos,  de 
os  cuales  ya  nos  hemos  ocupado;  y  acerca  de 
las  cosas  robadas  y  perdidas,  que  carecen  de  in- 
terés. 

Por  vlltimo  trata  el  Eeglamento  de  los  juicios 
en  que  entiende  la  Policía,  dando  jurisdicción 
al  Subprefecto  para  resolver  acerca  de  las  in- 
fracciones de  este  Reglamento  y  declarar  é  im- 
poner las  penas  en  que  incurran  los  infracto- 
ra; como  también  para  conocer  verbalmente 
de  las  querellas  sobre  penas  que  no  excedan  de 
diez  soles  ú  ocho  días  de  arresto,  no  pudiendo 
el  Prefecto  admitir  ninguna  reclamación  sobre 
aquellas. 

A  primera  vista,  se  nota  que  ésta  disposición 
es  un  absurdo,  porque  siendo  el  Subprefecto  el 
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que  impone  las  penas  que  pueden  motivar  las 
querellas,  según  el  mismo  reglamento,  mal  pue- 
de ser  el  llamado  á  conocer  de  esas  mismas 
querellas,  es  decir,  juzgarse  así  mismo.  Es  cla- 
ro, que  habiendo  él  impuesto  las  penas^  tas  en- 
contrará siempre  motivadas  y  justas,  desde  que 
debe  suponei^e  que  como  tales  las  impuso  y  ^ 
querellas  serán  siempre  ilusorias. 

En  conclusión,  este  reglamento  que  reprodu- 
ce el  de  1839,  no  es,  ni  puede  ser  aplicable. 

Si  podía  regir  en  1839,  en  que  la  organiza- 
ción déla  administración  era  tan  diferente á 
lo  que  es  actualmente,  es  do  imposible  obse^ 
vancia,  hoy,  que  existe  un  Código  Penal  vigen- 
te que  señala  las  penas  que  se  deben  imponerá 
las  faltas,  penadas  arbitrariamente  en  ese  re- 
glamento, y  un  Código  de  Enjuiciamientos  Pe- 
nal, que  en  su  artículo  167  declara  que  todo  jui- 
cio verbal  por  faltas,  es  de  la  competencia  de 
los  Jueces  de  paz.  Esto  sin  contar,  que  cuando 
se  promulgó  aste  reglamento,  regía  una  Cons- 
titución política,  que  declaraba  que  la  justicia 
no  puede  ser  administrada  sino  por  los  Tribu- 
nales y  Juzgados,  en  el  modo  y  forma  que  las 
leyes  determinan. 

Así,  pues,  el  Reglamento  es  contrario  abier- 
tamente á  las  lej^es  fundamentales  del  Estado, 
atribuyendo  á  funcionarios  subalternos  del  E- 
jecutivo,  facultades  que  solo  competen,  según 
nuestro  organismo  político,  á  los  funcionarios 
del  Poder  Judicial,  tíi  él  podía  subsistir  en  1839, 
'  en  que  aún  no  se  habían  formulado  los  Códi- 
gos, no  pudo  ser  puesto  en  vigencia  en  1877  sin 
infringir^  la  Constitución  que  entonces  regía. 

Además,  es  un  principio  administrativo,  que 
la  facultad  de  reglamentar,  no  da  derecho  para 
establecer  penas,  puesto  que  está  función  es 
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privativa  del  Poder  Judicial,  y  solo  en  los  ca- 
sos marcados  por  las  leyes. 

Este  principio  administrativo  estaba  sancio- 
nado en  nuestro  Derecho,  cuando  se  promulgó 
el  Reglamento  por  una  ley  orgánica  dictada  por 
el  Congreso  y  que  tenía,  por  tanto,  mas  fuerza 
que  un  simple  reglamento.  Esta  ley  era  ia  de 
9  de  Abrü  de  1873,  sobre  Municipalidades,  que 
en  su  artículo  37,  inciso  3^  decía: 

En  los  reglamentos  no  se  podrá  infligir  penas  mB/orss  de  ocho  dias 
de  arresto  é  cien  soles  de  mui^ 

Y  sin  embargo  en  el  reglamento  de  1377  se 
impone  multas  de  quinientos  soles  y  arrestos 
hasta  de  treinta  días. 

Para  que  se  ponga,  mas  de  manifiesto  lo  con- 
trario de  este  reglamento  á  nuestras  leyes  fun- 
damentales, vamos  á  hacer  algunas  compara 
clones.  '  . 

El  artículo  374  del  Código  Penal  impone  la 
multa  de  ajjresto  menor,  ó  sean  seis  días,y  muí-'* 
ta  de  dos  á  doce  pesos  al  que  ofenda  la  decen- 
cia ó  el  pudor  públicos,  y  el  artículo  S"".  del  Re- 
glamento, impone  arresto  de  cuatro  días  y  mul- 
ta de  uno  á  cuatro  pesos.  Infracción  manifies- 
ta, como  se  vé,  de  una  ley^  fundamental,  á  la 
que  está  sujeta  la  Administración,  como  los 
particulares.  ■* 

Asimismo  el  Código  Penal  castiga  al  que 
dispara  armas  de  fuego  en  la  ciudad,  con  repre- 
sión y  multa  de  uno  á  quince  pesos;  y  el  Regla- 
mento, traspasando  los  límites  de  la  ley.  casti- 
ga esa  misma  falta  con  la  pena  de  perder  el  ar- 
ma y  pagar  una  multa  de  dos  á  diez  soles,  ó 
arresto  de  dos  á  seis  días. 

Según  esto,  apesar  de  que  no  se  puede  i)enar, 
sino  con  las  penas  señaladas  por  la  ley,  el  Re- 
glamento las  establece,  enteramente  distintas. 
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aún  para  las  mismas  faltas  ya,  i)enadas  por 
a  ley. 

Con  lo  expuesto,  es  suficiente  para  demostrar 
que  no  es  posible  hacer  renacer  disposiciones 
que  dadas  para  una  época  anterior,  han  caído 
en  desuso  y  chocan  abiertamente  con  las  cos- 
tumbres y  el  sentir  general  qiie  han  traducido 
nuestras  leves  posteriores.  De  aquí  esa  con- 
tradicción a  estas  leyes,  esta  infracción,  mejor 
dicho,  puesto  que  un  Reglamento  no  puede  con- 
trariar á  las  leyes  expedidas  por  el  Legislador 
del  Estado,  que  solo  pueden  ser  derogadas  ex- 
presamente y  con  las  formalidades  que  las  le- 
yes positivas  determinen. 

Haremos  notar,  para  concluir,  que  en  mu- 
chas faltas,  á  mas  de  la  pena  impuesta  por  el 
reglamento,  se  pone  á  los  culpables  á  disposi- 
ción del  Juez;  de  modo  que  por  una  falta  leve 
se  sufrirá  la  pena  del  reglamento  y  la  que  im- 
ponga el  Juez. 

Pnsionep.— Es  incuestionable  que  existe  en  la 
sociedad,  un  derecho  de  castigar,  ejercido  por 
aquellos  que  en  el  organismo  de  un  Estado,  re- 
presentan el  poder  social.  Los  fundamentos  de 
este  derecho,  su  razón  de  ser,  sus  límites,  las 
discusionas  á  que  su  ejercicio  da  lugar;  son  del 
dominio  de  la  Ciencia  Penal,  A  ésta  toca  deter- 
minarlos,buscarsu  justicia,  su  conformidad  con 
los  principios  del  orden  social,estudiándolo  des- 
de su  origen  hasta  sus  más  pequeñas  manifes- 
taciones. Al  Derecho  Administrativo  le  basta 
reconocer  su  existencia,  para  ocuparse  de  él  en 
sus  relaciones  con  la  Administración. 

Dos  poderes  ejercen  este  derecho:  el  Poder 
Judicial,  que  bajo  la  pauta  de  un  Código  Penal 
dictado  por  el  Legislador,  absuelve  y  condena, 
y  establece  la  escala  de  las  penas  que  coicas- 


—  109  — 

ponden  á  los  diversos  grados  de  culpabilidad;  y 
.  la  Administración,  que  cumpliendo  su  deber  de 
velar  por  las  personas  y  las  propiedades,  por 
medio  de  su  poder  coercitivo,  hace  cumplir  la 
pena,  ya  castigando,  ya  custodiando  antes  de 
ser  impuesto  el  castigo. 

De  estas  penas,  manifestaciones  del  derecho 
de  castigar,  que  reside  en  el  poder  social,  aque- 
llas en  que  se  ejerce  mas  directamente  la  ac- 
ción administrativa,  que  están  mas  ligadas  á 
la  misión  que  cumple  la  Administración,  son 
las  penas  contra  la  libertad,  que  la  civilización 
moderna  ha  perfeccionado  y  perfecciona  tanto 
y  que  tal  vez,  están  llamadas  á  desterrar  las 
que  buscan  el  castigo  en  la  destrucción  del 
culpable.  Por  esto,  la  Administración  tiene  de- 
beres especiales  que  cumplir,  respecto  de  las 
prisiones,  buscando  en  su  organización,los  me- 
dios mas  adecuados  al  fin  que  la  sociedad  se 
propone  alcanzar;  y  el  Derecno  Administrativo 
debe  ocuparse  de  todo  lo  que  á  estas  penas  se 
refiere,  sm  tratar  de  lo  demás  que  las  leyes  pe- 
nales sancionan.  En  éstas,  el  deber  de  la  Ad- 
ministración se  limita  á  hacerlas  cumplir  ^ce- 
sando después  su  acción;mientras  que  en  aque- 
llas, vela  incesantemente  durante  el  tiempo 
aue  dura  la  pena,  y  sigue  vigilando  por  meaio 
e  la  policía,  al  culpable,  aún  después  de  cum- 
püda  su  condena. 

Objeto  de  las  prisiones.— Todo  sistema  penal  en 
la  civilización  moderna,  reposa  sobre  tres  prin- 
cipios: 

El  principio  de  la  seguridad  social; 

El  principio  penal  6  sea  la  expiación;  y 

El  principio  ae  la  corrección  o  regeneración , 

Estos  tres  principios  nos  determinan  los  fines 
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que  la  sociedad  trata  de  alcanzar,  por  medio  de 
las  f)risiones: 

La  garantía  para  el  orden  social,  con  la  separación  de  la  socnedad 
de  un  miembro  peligroso  para  ella; 

El  castigo  como  una  expiación,  como  una  compensación  del  deli- 
to cometido,  como  uoa  aplicación  del  derecho  de  penar,  que  reside 
en  el  cuerpo  social;  y 

La  re^neracion,  que  el  espíritu  de  caridad  y  civilización  nioder  - 
na  han  introducido  en  la  pena,  tratando  de  alcanzar  la  moralizacivín 
del  culpable,  su  arrepentimiento,  para  hacerlo  otra  vez  di^o  de 
pertenecer  á  la  sociedad,  de  la  que  su  delito  le  separó. 

En  una  palabra,  castiga,  intimando,  ya  para 
evitar  la  reincidencia  del  culpable  ó  precaver 
delitos  futuros. 

Corrección  y  regeneración  es  el  objeto  pri- 
mordial de  toda  pena,y  el  sistema  de  prisión  que 
no  busque  este  doble  fin,  contraría  el  que  la  so- 
ciedad se  propone  llenar,  y  lejos  de  ser  un  bien, 
es  un  mal  gravísimo;convirtiéndose  en  una  pro- 
paganda del  crimen  y  bajo  los  auspicios  de  la 
Administración. 

Por  esto,  la  ciencia  moderna  ha  buscado  con 
incesante  y  laudable  afán,  desde  el  siglo  pasa- 
do, todos  los  medios  que  puedan  hacer  que  las 
prisiones  alcancen  sus  fines,  estableciendo  las 
bases  de  una  reforma,  cuya  teoría  vamos  á  es- 
tmJiar. 

Teoría  de  la  reforma  carcelaria— Conocido  el  ob- 
jeto de  las  prisiones,  que  consiste  en  estos  tres 
principales  fines: 

1,"  Precaver  la  reincidencia  en  el  crimen; 

2.<*  Impedir  las  evasiones;  y 

S,**  Evitar  la  corrupción  mutua  do  los  presos; 

La  teoría  de  la  reforma  carcelaria,  debe  ocu- 
parse de  todos  los  medios  que  tiendan  á  orga- 
nizar las  prisiones  para  que  llenen  dichos  fines. 

Para  esto  debe  atenderse  con  especial  cuida- 
do á  las  circunstancias  siguientes: 

!.•  La  separación  de  los  presos  entre  si,  para  impedir  la  desmora- 
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Uiacíón  consiguiente  á  que  se  encuentren  uní  los  criminales  depra- 
vados con  otros  que  lo  son  menos  ó  que  siendo  meramente  sospecho- 
IO0«  pueden  sa:  inocentes; 

f ,«  La  salubridad,  á  que  se  debe  atender,  cuidando  de  que  los  pre- 
sos tengan  las  con  venientes  condiciones  higiénicas  en  local, alimentos 
j  restidos,  á  fin  de  impedir  las  mortalidades  frecuentes  que  destm- 
jmi  loe  efectos  de  la  prisión; 

8.*  lia  seguridad,  ejerciendo  la  mas  activa  vigilancia,  para  evitar 
]B9  evadiónos  y  poner  un  dique  á  los  desórnes  continuos,  naturales  en 
gentes  de  ánimo  turbulento  en  su  generalidad,  y  sujetos  k  la  deses- 
peración consiguiente  á  la  falta  de  libertad. 

Estas  tres  condiciones  debe  buscar  la  Admi- 
nistración, en  todo  lugar  destinado  á  servir  de 
cárcel,  y  para  llenarlas  hay  que  atender  á  los 
distintos  estado  en  que  pueden  encontrarse  los 
presos,  para  establecer  la  consiguiente  división.* 

Tres  son  estos  estados,  á  saber: 

Estado  de  detención  ó  acusación ; 
Bstado  de  reclusión  ó  pana;  y 
Estado  de  libeitad  ó  excarcelamitnto. 

Según  estas  tres  divereas  situaciones,  son  los 
deberes  que  la  Administración  tiene  que  llenar 
para  con  los  presos;  y  se  establece  diferencias 
entre  las  prisiones,  que  conforme  á  esta  doctri- 
na son  ó  preventivas  ó  represivas.  Las  prime- 
ras, para  aquellos  que  aún  no  están  penados; 
las  segundas,  para  los  que  ya  se  hallan  juzga- 
dos y  sentenciados;  y  como  en  éstos  hay  distin-^ 
tos  grados  de  culpabilidad  las  prisiones  repre* 
sivas  deben  ser  correccionales  para  los  reos  de 
faltas  ó  delitos  leves,  y  ¡penitenciales  para  los 
que  se  han  hecho  culpables  de  crímenes  gra- 
ves. 

Prisión  preventiva. — La  prisión  preventiva  es 
una  precaución  que  toma  la  Administración 
para  evitar  que  una  persona  sobre  quien  recaen 
sospechas,  evite,  fugando,  la  acción  de  la  justi- 
cia. Su  objeto  es  solo  asegurar,  no  castigar;  y 
como  tal,  es  innecesario  todo  rigor,  desde  que 
es  muy  posible  que  el  sospechoso  salga  inocen- 
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te.  Unicameate  deben  empleai-se  las  medidas 
necesarias  para  la  segui^idad  del  detenido. 

Se  le  permite  la  comunicación  con  el  exte- 
rior, salvo  durante  el  tiempo  que  las  diligencias 
judiciales  para  el  esclarecimiento  del  delito, 
exijan  lo  contrario,  ó  cuando  hay  motivos  fun- 
dados para  temer  una  evasión;  no  se  le  pueíie 
obligar  al  trabajo,  ni  á  los  ejercicios,  que  para 
los  penados  se  haya  establecido,  por  el  régimen 
de  la  prisión  en  que  se  encuentra.  El  detenido 
tiene  derecho  para  exigir  que  se  le  permitan 
^  las  comodidades  que  pueda  y  quiera  proporcio- 
'  narse  y  se  le  separe  de  la  compafiía  de  crimi- 
nales, cuyo  contacto  es  funesto  y  pernicioso 
para  él,  como  para  la  sociedad. 

Este  es,  puede  decirse,  el  objeto  principal  que 
debe  tenerse  en  cuenta  en  la  detención,  y  para 
llenarlo  cumplidamente,  el  único  medio  es  la 
existencia  de  cárceles,  destinadas  exclusiva- 
mente para  los  acusados,  mientras  se  esclarez- 
ca su  inocencia;  procurando  en  ella  la  conve- 
niente separación,  basada  en  el  grado  de  mo- 
ralidad, en  la  naturaleza  del  crimen  de  que  es 
acusado,  en  los  antecedentes  de  su  vida;  en  fin, 
^  en  todo  lo  que  pueda  facilitar  una  minuciosa 
clasificación,  que  busque,  en  lo  posible,  la  exac- 
titud. 

Sería  mucho  mejor  en  esta  clase  de  prisio» 
nes,  ya  que  la  experiencia  ha  probado  lo  difícil 
de  una  clasificación,  el  aislanuente  individual, 
si  bien  permitiendo  la  comunicación  frecuente 
con  sus  deudos  y  amigos  y  todas  las  comodi- 
dades posibles,  que  tiendan  á  endulzar  y  hacer 
mas  llevadera  su  situación.  Una  especie  de  li- 
bertad dentro  de  la  prisión,  que  no  convierta 
ese  aislamiento  en  un  estado  igual  al  represi- 
vo, para  el  criminal  que  debe  de  ir  acompaña- 
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do  de  medidas  severas  y  rigorosas.  Por  el  con- 
trario, deben  evitarse  astas  en  lo  absoluto.  Pue- 
de decirse  que  en  la  prisión  preventiva,  el  pre- 
so es  un  enfermo,  á  quien  por  motivos  de  sa- 
lud, se  le  obliga  á  verse  privado  de  libertad;  y 
por  tanto,  necesita  cuidados  especiales  que  ha- 
gan menos  insoportable  su  situación.  Nunca 
debe  olvidarse  que  el  detenido  puede  ser  ino- 
cente y  que,  mientras  se  esclarezca  esto,  sufre 
una  prisión,  un  tormento  moral,  que  bien  pue- 
de, dada  la  morosidad  de  los  procedimientos 
judiciales,  durar  mucho  tiempo. 

Prisión  represiva.— La  prisión  represiva  es  el 
segundo  estado  de  la  reforma  carcelaria  y  al 
que  en  realidad,  mas  particularmente,  se  dirige 
&ta.  La  prisión  represiva  es  la  pena;  con  ella 
se  busca  la  enmienda  y  el  castigo  del  culpable, 
y  respecto  de  ella  son  mucho  mas  severos  y  ri- 
gorosos los  deberes  de  la  Administración. 

Hasta  fines  del  siglo  pasado,  la  prisión  repre- 
siva tee  ejercía  en  todas  las  partes  del  mundo, 
de  vin  modo  tal,  que  estaba  muy  lejos  de  ser 
una  verdadera  pena- 

Los  lugares  que  como  prisiones  se  tenían, 
fortalezas,  pontones,  presidios,  eran  antros  in- 
mundos, teatros  de  crueldades  inauditas,  don- 
de  parecía  que  lejos  de  castigar  el  crimen,  bus- 
cando la  corrección,  solo  se  trataba  de  buscar 
el  tormento  físico  del  reo,  sin  cuidar  nada  de 
su  regeneración,  de  su  conducta  futura,  de  su 
corrupción  continua.  Nada  de  moralización, 
nada  de  separación  para  impedir  el  contagio; 
ningún  medio  que  tendiera  a  enmendar;  nada 
que  tratara,  en  nn,  de  llenar  el  verdadero  obje- 
to de  unaprisión  tal,  como  la  concibe  la  inteli- 
gencia. Fué  desde  fines  del  siglo  pasado,  en 
que  se  inició  un  movimiento  intelectual  en  la 
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©ociedad,  por  distinguidos  publicistas  y  en 
que  se  trató  de  constituir  la  prisión  represiva, 
tal  como  debe  ser,  construyéndose  las  peniten- 
ciarias, verdaderas  cárceles  de  represión,  en  las 
que  se  pensó,  en  convertir  al  hombre  dañoso, 
en  un  miembro  útil  á  la  sociedad. 

La  prisión  represiva,  según  la  teoría  de  la 
reforma  penitencial,  se  propone  regenerar  los 
delincuentes,  moralizarlos,  devolverlos  á  la  so- 
ciedad, dignos  de  rolar  con  sus  semejantes;  y 
para  este  fin  se  emplea  varios  medios,  cuya 
práctica  estudiaremos  próximamente. 

Débese  principiar  por  la  construcción  de  edi" 
ficios  especiales,  que  uno  de  los  mas  ilustres 
propagandistas  de  la  reforma  penitencial,  Ge- 
remías  Bentham,  describe  con  minucioso  cui- 
dado, basándolo,  en  que  debe  haber  una  inspec- 
ción continua,  y  en  lo  que  él  llama  una  presen- 
cia universal.  Conocido  es  su  famoso  plan  del 
Panóptico,  que  tanto  ha  servido  para  la  cons- 
trucción de  las  penitenciarias  modernas;  con 
su  forma  circular  ó  polígona,  con  sus  celdas 
en  circunferencia  y  descubiertas,  de  modo  que 
nada  se  oculte,  de  lo  que  hacen  los  penitencia- 
dos; con  su  torre  central  para  el  gobernador 
inspector,  desde  donde  todo  lo  vé,  con  sus  pasi- 
llos estrechos,  ventanas  especiales,  tubos  acús- 
ticos ó  de  conservación  y  en  fin,  con  mil  pre- 
cauciones que  hacen  imposible  toda  evasión  y 
unen  la  salubridad,  el  aseo,  la  comodidad,  con 
el  rigor  y  severidad  que  deben  reinar  en  toda 
prisión. 

Tres  son  los  medios  que  se  emplea  para  que 
el  sisteiña  petitenciario  llene  su  objeto,  y  cuyo 
estudio  pertenece  á  la  teoría  de  la  reforma  car- 
celaria. 
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Son  estos: 


Aislamiento  relativo; 
Trabajo  forzoso;  é 
Instmcción  moral  j  religiosa. 

La  pena  en  sí  misma,  viene  á  ser  así,  un  me- 
dio en  el  que  se  debe  consultar  la  humanidad 
y  la  indulgencia,  sin  la  debilidad;  y  la  justicia 
y  castigo,  sin  la  dureza  y  crueldad  de  los  anti- 
guos sistemas  penales. 

Aislamiento. — m  aislamiento,  que  recomienda 
la  teoría  de  la  reforma  carcelaria,  no  es  un  ais- 
lamiento absoluto,  la  completa  separación  del 
culpable  de  todo  comercio  y  roce  con  sus  seme- 
jantes: es  mas  bien  un  aislamiento  relativo,  la 
separación  de  los  condenados  entre  sí.  El  ais- 
lamiento así  concebido  y  practicado,  es  la  base 
esencial  de  todo  sistema  penitenciario  y  la  ex- 
periencia ha  demostrado  que  sin  él,  no  es  posi- 
Dle  alcanzar  el  fin  que  el  sistema  se  propone; 
esto  es,  la  enmienda  del  culpable. 

El  sistema  penitenciario  ha  tomado,  en  cuan- 
to al  aislamiento,  formas  muy  variadas. 

Hé  aquí,  cómo  las  reasume  un  eminente  pu- 
blicista: 

l.«  SI  aislamiento,  por  la  prisión  oelular,  durante  todo  el  tiempo 
que  dura  la  copidena;  como  el  sistema  impropiamente  llamado  de 
"Bensüvania;»* 

2*  No  es  practícadOr  mas  que  en  el  primer  periodo  de  la  pena. 
Este  periodo  puede  ser  común  &  todos  los  condenados»  y  por  un 
tiempo  determinado,  como  en  Inglaterra,  que  es  de  nueve  meses; 
¿  por  un  período  indeterminado,  que  se  'fijará  por  e)  Direolor  del  Es- 
mblecimiento,  se^ün  la  buena  ó  mala  Conducta  del  preso, .  como  en 
ulanda;  6  se  gradúa  en  razón  inversa  de  la  duración  de  la  pena,eúi- 
pleando  á  medida  que  ésta  es  mas  larga,  un  sistema  mixto  entre  la 
o^da  y  la  vida  en  común:  finalmente  el  periodo  del  aislamentose 
ftja  por  el  tiempo  que  dure  la  pena,  pero  se  le  disminuye  por  cierto 
wBxnpo,  como  un  premio  por  su  buena  conducta; 

8.«  El  alslawiiento  sé  ha  em^rfeado  como  un  castigo  paraaqueOos 
grasos  que  9e  haoen  peligrosos  por  tu  turbulencia  ó  car&cter  indómi« 
vp;  ó  domo  un  medio  de  separar  los  grandes  criminales  de  los  demás 
detenidos; 

4«*  Oteo  sistema,  toma  el  aislamiento,  uniéndolo  con  la  vida  en 
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coraünydej'i  al  Dirv^ctir  del  Edtdbleciiuieuto,  el  determinar  sí  un  de 
tenido  debe  6er  sometido  auno  ú  otro  sistema,  s^gün,  que  pueda  ó 
no  soportar  la  prisión  en  celdas. 

Es  necesario  tener  siempre  en  cuenta,  al  tra- 
tar del  aislamiento,  que  éste  no  es  absoluto  y 
que  el  condenado  debe  estar  en  comunicación 
con  los  empleados,  maestros  y  capellanes  del 
Establecimiento,  encargados  de  darle  la  ingtrac- 
ción  moral  y  religiosa  y  cuya  relación  tiene  que 
influir  en  su  regeneración.  Debe  existir  también 
excepciones  para  aquellos,  que  por  su  constitu- 
ción física  ó  intelectual,  no  podrían  soportar  la 
soledad  por  mucho  tiempo,  ó  cuyo  delito  ó  cir- 
cunstancias especiales,  no  los  hacen  acreedores 
á  tanta  severiaad. 

No  obstante  las  numerosas  objeciones  que  se 
han  hecho  al  sistema  de  aislamiento  relativo,  es 
indudable  que  es  mas  ventajoso  que  el  de  la  vi* 
da  en  común.  En  el  primero  está  el  sentenciado 
solo  bajo  la  influencia  de  sus  remordimientos  y 
de  los  encargados  de  abrir  su  alma,  á  la  enmien- 
da y  ala  virtud.  La  soledad  unida  á  las  exhor- 
taciones religiosas  y  los  goces  del  trabajo,  pre- 
paran con  mas  seguridad,  el  ánimo  del  culpable 
a  su  regeneración.  En  el  segundo  caso,  se  difi- 
culta ^ta  mucho,  por  mas  que  se'c][uiera  impo- 
ner la  re^la  de  un  silencio  absoluto,  imposible  de 
conseguir,  con  las  relaciones  de  otros  crimina- 
les, entre  los  que  se  establece  esa  horrible  emula- 
ción del  crimen,  que  debilita  todo  arrepenti- 
miento y  solo  despierta  en  el  culpable  ideas  de 
venganza  y  proyectos  de  evasión. 

Las  dificultades  que  se  han  presentado,  naci- 
das de  que  el  aislamiento  queoranta  la  sahid 
de  los  presos  y  predispome  ala  locura  ó  á  lttei!&' 
genación  mental,  no  son  invencibles,  nieiertaas, 
tratando  del  aislamiento  relativo,   combinado 
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con  el  trabajo,  la  instrucción  y  las  exhortacio- 
nes religiosas.  Se  ha  probado  por  los  hechos, 
dice  Lélut,  que  hay  menos  eiirermedades,  me- 
nos número  de  muertes  y  de  casos  de  locura, 
en  las  prisiones  celulares,  que  en  las  otras;  y 
M.  Clay,  sacerdote  que  había  ejercido  su  mi- 
nisterio, durante  36  años  en  las  prisiones,  se 
ha  pronunciado  por  el  sistema  del  aislamiento, 
como  el  mejor  para  la  regeneración  del  culpa- 
ble. 

La  opinión  que  hoy  predomina  en  la  organi- 
zación del  sistema  penitenciario,  es  la  adopción 
del  aislamiento  relativo  y  por  un  tiempo  que  pue- 
de disminuirse,  según  la  conducta  del  preso.  Los 
varios  Congresos  celebrados  en  Francfort,  Flo- 
i^encia  y  en  Londres,  en  1872,  para  ocui)arse  de 
la  reforma  penitencial,  se  han  pronunciado  de- 
cididamente por  este  medio,  indispensable,  pa- 
m  que  el  sistema  penitenciario  llene  el  fin  dé  la 
seguridad  social,  por  la  corrección  del  culpable. 
Trabajo  de  los  presos.— Mucho  se  ha  discutido 
acerca  de  si  hay  ó  no  derecho  para  imponer  el 
trabajo  á  los  presos.  Pero  sin  entrar  en  una  dis- 
cusión ajena  á  este  lugar,  es  indudable  que  la 
imposición  de  trabajos  en  las  prisiones,  es  no 
solo  un  deiecho,  sino  una  obligación  del  Poder 
público.  Es  verdad,  que  no  es  posible  aceptar 
la  doctrina  de  Beccaria  y  Filangieri,  que  quie- 
ren imponer  un  trabajo  perpetuo,  un  trabajo 
que  reduzca  á  los  presos  á  la  condición  de  ani- 
males de  servicios;  pero  también  lo  es,  que  tam- 
Seo  puede  admitirse  la  doctrina  de  Benjamín 
nstant,  que  niega  á  la  sociedad  el  derecho  de 
imponer  el  trabajo  en  las  prisiones,  por  que  se- 
gwa,  él,  la  sociedad  no  tiene  otro  derecho  sobre 
el  reo,  que  el  de  impedir  que  dañe  en  lo  sucesi- 
vo. 
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£1  trabajo  en  la  prisión  es  un  hecho  que  las- 
tima sin  ser  inmoral  por  sí,  una  ley  de  la  nata- 
rsdeza  humana,  y,  por  consiguiente,  no  hay  ra- 
zón alguna,  no  hay  justificativo  de  ninguna  es- 
pecie, y  hasta  parece  un  absurdo,  el  sostener 
que  los  condenados  á  prisión,  después  de  h^^ber 
se  hecho  culpables  á  ios  ojos  de  la  sociedad,  tra- 
ten de  eximu^e  de  esta  obligación  general  de 
la  humanidad,  viviendo  en  el  ocio  á  exi)ensas 
de  esa  sociedad  que  han  ofendido.  La  sociedad, 
no  solo  procura  castigar  al  delincuente;  trata 
también  de  moralizarlo,  y  como  dice  Rossi: 

Un  regular  trabajo  paede  contribuir  á  extinguir  paulatinamente 
las  malas  costumbres,  á  dar  á  la  vida  un  ñn  tan  moral,  como  conve- 
niente, á  despertar  ideas  de  orden  y  de  arreglo,  en  el  que  solo  conó- 
dó  el  desorden  j  la  disipación  del  crimen  y  á  realzar  y  levantar, 
porque  el  trabajo  ennoblece  al  hombre  envilecido  y  d^;radado, 

lío  hay  nin^na  razón  para  desechar  el  tra- 
bajo en  las  misiones,  organizándolo,  sí,  bajo  un 
sistema  moderado  y  proporcionándolo  al  preso, 
no  como  un  castigo,  sino  como  un  consuelo  y 
sin  hacérsele  odioso,  imprimiéndole  una  espe- 
cie de  infamia.  Además,  es  necesario  tener  en 
cuenta,  aue  en  el  sistema  penitencial,  el  trabajo 
es  buscado  con  ansia  por  los  mismos  presos, 
pues  son  mas  terribles  los  efectos  de  la  ociosi- 
dad; y  por  eso  no  debe  eximirse  de  esa  obliga- 
ción á  IOS  condenados  por  escrúpulos  de  que  se 
ataca  la  dignidad  del  hombre,  ó  por  razones  de 
filantropía  ó  vano  sentimentalismo,  que  deben 
desterrarse  de  toda  cuestión  jurídica,  como  so* 
cial. 

La  sociedad  no  va  á  procurar  en  la  pena,  la 
dulzura^  ni  la  caridad  evangélica  para  él  reo; 
sino  la  justicia  y  la  seguridad  y  los  medios  de 
que  la  corrección  del  culpable  sea  una  garantía 
para  lo  futuro.  ¿Y  esagarantía  puede  jamás  dar* 
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la  la  ociosidad,  que  reinando  en  las  prisiones  (x> 
mo  en  la  vida  libre,  es  la  madre  del  crimen?  Si 
la  regeneración  del  condenado  no  int^-esara  á 
la  sociedad,  si  fuera  solo  un  interés  particu- 
lar del  individuo;  si  todo  delincuente  no  supu- 
siera una  amenaza  para  el  orden  social,  por  la 
reincidencia;  entonces,  el  trabajo  no  podna  im- 
ponerse como  una  obligación  al  conaeoado;  si- 
no que  tendría  que  dejarse  á  su  voluntad. 

Pero  no  es  así:  todo  reo  es  un  peligro  contra 
el  cual  la  sociedad  tiene  el  derecho  de  adoptar 
todos  aquellos  medios  que  puedan  evitarlo;  y  el 
trabajo  es,  sin  duda  alguna,  el  mas  eficaz  para 
la  regeneración,  por  que  trae  el  hábito  del  bien, 
porque  ocupa  toaos  los  momentos  del  reo  y  lo 
acostumbra  á  olvidar  el  ocio  y  el  crimen;  y  por- 
que en  sí  mismo,  es  un  bien  para  el  presente  y 
el  porvenir. 

Colmeiro  reasume  todas  las  ventajas  del  tra^ 
bajo  empleado  como  un  medio  de  disciplina  y 
del  régimen  interior  de  las  prisiones,  en  las  si- 
guientes: 

1.*  Es  un  medio  moralizador  porque  crea  en  el  culpable  hábitos  de 
orden,  de  laboriosidad  y  de  economía; 

2.*  Coando  el  culpable  se  hallo  fuera  de  la  prisión,  tendrá  un  ofi- 
cio que  le  permitirá  atender  á  su  subsistencia  y  hará  masdiñcil  la 
reincidencia; 

8.»  £1  trabajo  es  el  único  medio  de  hacer  efectiva  la  reparación 
que  el  criminal  debe  á  la  sociedad  por  el  mal  que  le  causó,  y  por  el 
¿ravamen  diario  que  le  impone  pañi  atender  á  su  sustento  y  enmien. 
da; 

4.*  EU  trabajo,  impuesto  como  una  obligación,  es  un  complemen- 
to, un  accesorio  indispensable  de  la  pena  que  sufre  ua  condenado 
<^ue  ha  vivido  en  la  ociosidad  y  la  disipación.  Para  éste,  será  un  cas- 
^go  que  ni  es  inmoral^ni  cruel.  Por  el  contrario,  para  aquel  que  una 
desuda,  j  no  su  perversidad,  llevó  á  la  prisión,  es  un  consuelo  y  un 
alivio  que  fe  será  tanto  mas  agradable,  cuanto  mas  acostumbrado  á 
él  haya  estado  en  la  vida  libre. 

El  trabajo,  en  las  prisiones,  no  debe  empleai^^ 
se  como  una  distracción  ó  un  premio  que  se 
concede  al  preso.    Es  un  medio  de  regenera" 
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ción,  uno  de  los  elementos  del  sistema,  para 
conseguir  la  conversión  del  reo,  en  un  miem- 
bro útil  útil  á  la  sociedad,  que  ofrezca  garantía 
de  su  conducta  futura.  Forma,  pues,  parte  de 
la  disciplina  carcelaria  y  como  tal,  no  puede 
tener  el  carácter  de  libertad  que  reviste  fuera 
de  la  prisión;  sino  solo  de  una  obligación  que 
se  impone  al  condenado,  bajo  las  condiciones 
de  una  organización  adecuada  al  objeto  de  las 
prisiones  y  á  las  condiciones  especiales  de  cada 
reo.  Así,  se  señalarán  las  horas  de  ese  trabajo, 
la  clase  de  éste,  el  modo  como  debe  ejercerse, 
la  vigilancia  asidua  y  continua  en  los  talleres, 
si  el  trabajo  es  en  común  ó  en  las  celdas,  mien- 
tras dure  el  período  del  aislamiento,  y  la  distri- 
bución del  producto  de  este  trabajo,  ora  que  se 
destine  todo  al  Estado  como  en  las  prisiones 
de  Norte-América,  sin  que  el  preso  tenga  el  de- 
recho de  exigir  la  mas  pequeña  parte  de  él,  ya 
que  se  admita  el  sistema  de  reservas  para  for- 
marles un  peculio  á  su  salida;  ya  en  fin,  que  se 
le  permita,  como  estímulo,  disponer  de  una 
parte  de  ese  producto,  para  sus  necesidades  ó 
las  de  su  familia,  deiando  otras  para  la  Caja 
de  Ahorros  y  para  el  Establecimiento. 

En  esa  organización  del  trabajo  de  las  prisio- 
nes, la  mayoría  de  los  penalistas  modernos, 
han  admitiao  el  principio  que  el  culpado  repa- 
re con  parte  del  producto  de  su  trabajo,  en 
cuanto  sea  posible,  el  daño  que  ha  causado,  in- 
demnizando á  la  parte  agraviada  ó  á  su  fami- 
Ua,  Asimisrno  debe  tenerse  en  cuenta,  al  orga- 
nizar el  trabajo  en  las  prisiones,  que  en  ningún 
caso  se  verifique  fuera  de  ellas,  sacando  á  los 
los  presos  á  lugares  públicos,  para  emplearlos 
en  obras  del  Estado.  Este  trabajo  al  aire  libre, 
desvirtúa  completamente  su   carácter,    como 
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medio  de  moralización  y  regeneración  para  el 
culpable;  aparte  de  que  no  ofrece  ninguna  ga- 
rantía de  seguridad  para  su  custodia- 

El  trabajo  exterior,  se  ha  admitido  mucho 
en  el  antiguo  régimen  carcelario,  en  el  que,  en 
realidad,  no  se  consideraba  al  preso,  sino  como 
un  esclavo  de  la  pena,  en  U  cual  la  sociedad 
solo  buscaba  el  castigo,  para  lo  pasado,  sin 
preocuparse  para  nada  de  la  enmienda  para  el 
porvenir.  Pero  hoy,  que  el  Derecho  Penal  tra- 
ta de  asagurar  éste,  y  busca  la  correlación  en- 
tre el  delito  y  la  pena,  el  trabajo  exterior  no  ha 
sido  admitido  en  el  régimen  penitenciario,  y  es 
reprobado  en  todas  las  teorías  sobre  la  reforma 
carcelaria. 

Instracción  primaria  y  reí  ifiriosn.  -Otro  de  los 
medios,  cuya  eficacia  para  la  enmienda  y  buen 
resultado  del  sistema  es  poderoso,  si  bien  por 
desgracia,  no  decisivo,  dadas  las  condiciones 
de  los  que  la  reciben,  es  la  instrucción  moral  y 
reUgiosa.  Su  empleo  en  las  prisiones,  ataca 
hasta  cierto  punto  el  mal  en  su  origen,  puesto 
que  la  estadística  demuestra  que  la  ignorancia 
es  una  de  las  primordiales  causas  del  crimen; 
y  que  si  á  ella  se  une  la  falta  de  educación  mo- 
ral y  de  sentimientos  religiosos,  el  hombre  se 
encuentra  completamente  á  merced  de  sus  cie- 
gas instintos,  desprovisto  de  sentimientos,  sin 
treno  para  el  vicio,  ni  voluntad  para  dominar 
sus  pasiones. 

La  instrucción  primaria,    presenta    varias 
ventajas,  bajo  el  punto  dé  vista  que  nos  ocupa: 

1.^  Es  poderoso  auxilio  para  los  medios  de  trabajo  y  subsistencia; 

2.°  Da  ío'rtaieza  al  espíritu  y  alimenta  á  la  inteligencia,  sirviendo 
asi  de  distracción,  á  la  par  que  hace  brotar  el  estimulo  del  bien  en 
el  reo; 

3.»  Habitúa  ala  reflexión; 

4.<>  £6  an  medio,  lento  pero  seguro,  de  que  penetien  en  la  inteli. 
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ffencia  y  en  el  oorazón  ideM  y  sentimientos,  que  son  oomo  la  i 
9»,  CUTO  fruto  se  recop;eTá  en  le  futuro;'/ 

5.*  Es  ana  preparación,  indispensable  para  la  ensefiaoza  moral 
y  religiosa. 

La  lectura,  la  escritura,  el  cálculo,  nocioned 
de  Historia,  Gteo^afía  y  Ciencias  Naturales;  ta- 
les son  los  conocimientos  elementales,  cuya  ad- 
quisición es  parafel  reo,  un  provecho  y  un  me- 
dio de  corrección;  y  para  la  sociedad  una  pro- 
babilidad mas  de  evita.r  las  reincidencias. 

Si  á  esta  instrucción,  se  une  las  pláticiis  y 
exhortaciones  religiosas;  la  lectura  de  libros 
morales  y  escogidos,  que  preparan  al  reo  á 
ideas  de  un  orden  mas  elevado;  las  prácticas 
del  culto,  cuidando  de  evitar  las  exaltaciones 
de  un  celo  inconsiderado,  de  un  fanatismo  cie- 
go, ó  de  un  ilusorio  misticismo;  el  sistema  del 
aislamiento  graduado  y  del  trabajo,  producirá 
benéfica  influencia  en  el  condenado. 

Por  pervertido  que  esté  un  hombre,  siempre 
queda  en  el  alma  humana,  una  nota  que  tarde 
ó  temprano,  vibra  con  fuerza  y  poderío  al  in- 
flujo de  la  soledad,  madre  déla  meditación,  que 
predispone  al  remordimiento,  y  del  trabajo  é 
instrucción,  aceptados  como  una  distracción 
primero,  como  una  necesidad  después. 

Es  necesario  tener  en  cuenta,  tratándose  de 
la  enseñanza  religiosa  y  prácticas  del  culto,  di- 
ce Mitternier,  que  los  capellanes  no  deben  mos- 
trarse al  preso,  desde  luego,  sino  en  nom- 
bre de  la  simpatía  por  el  infortunio,  por  las  mi- 
serias y  dasgracias  que  pueden  encontrarse  en 
sus  semejantes,  y  presentando  la  Rehgión  como 
un  consuelo,  sin  entrar  en  consideraciones  muy 
dogmáticas  ó  de  pura  piedad.  Huir  sobre  todo 
del  error  de  querer  convertir  en  santos,  á  hom- 
bres que  siempre  han  desconocido  la  virtud 
[Tissot.] 
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La  prisión  de  Lausan$^  ofrece  el  estado  mas 
StiÜBf actoiio;  en  cuanto  á  la  enseñanza  moral 
y  r^giosa  y  en  ella  se  observa  que  da  muy 
Duenos  resultados.  Dice  un  escritor,  que  presen- 
ció un  Domingb  los  oficios  divinos  en  la  capilla 
de  esa  penitenciaría:  que  los  presos  escuchaban 
oon  un  fervor  noüible  y  conmovidos  muchos^ 
hasta  derramar  lá^mas,  el  sermón  que  les 
predicaba  el  capellán  de  la  prisión. 

En  conclusión,  la  soledad,  el  trabajo  forzoso, 
pero  moderado,  y  la  instrucción  moral  y  reli- 
giosa, por  medio  de  maestros  y  del  capellán,  y 
una  vigilancia  severa  y  cuiaados  asiduos  del 
encargado  de  la  dirección  de  las  prisiones;  son 
las  principales  condiciones  de  la  teoría  peniten- 
cial en  cuanto  á  la  prisión  represiva. 

Estado  de  libetud.  (D— Cuando  el  reo  cumple  su 
condena,  ó  por  el  indulto  ó  la  gracia  ha  sido  re- 
dimido de  su  pena^  debe  ser  puesto  inmediata- 
mente en  libertad.  Entonces  entra  en  un  esta- 
do que  ni  la  Administración  puede  dispensarle 
una  plena  protección,  ni  tampoco  es  posible  a- 
bandonarlo  á  su  suerte,  pues  sería  segura  su 
reincidencia  y  haría  inútil  la  enmienda  que 

Srincipió  en  la  prisión.  En  este  estado,  es  cuan- 
o  mas  se  palpa  las  ventajas  del  peculio  de  los 
SresoSv  pues  si  carece  de  él,  tendrá,  ó  que  men- 
igar  ó  que  delinquir  para  vivir,  y  en  ambos 
casos  está  en  peligro  de  ser  nuevamente  arres- 
tado. 

Varios  son  los  medios  que  se  han  propuesto 
para  que  la  regeneración  del  encarcelado  no  sea 
nula  y  se  borre  pasada  la  represión.  Pero,  cree- 
mos, que  mas  que  un  deber  de  la  Administra- 
ción, es  este  cuidado  una  cuestión  de  humani- 

(1)  Coloieiro. 
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dad  y  de  beneficencia,  que  toca  á  la  cíiridad 
privada,  en  su  mayor  parte.  Lais  asociaciones 
caritativas  que  se  han  formado  con  este  objeto^ 
son  las  que  han  producido  mejores  resultadoÉf, 
como  ha  sucedido  en  Inglaterra.  Estas  asocia* 
cione^s  de  personas  caritativas,  ejercen  una  tU* 
tela  moral  sobre  los  expenitenciados,,  proporcio- 
nándoles trabajo,  socorriendo  sus  necesicfadesy 
ejerciendo  sobre  ellos  la  vigilancia  de  una  can* 
dad  ardiente,  mil  veces  preferible,  á  la  protec- 
ción suspicaz  y  humillante  que  conceden  las 
policías. 

Se  ha  propuesto  también  que  la  ley  cree  un 
estado  de  libertad  preparatoria,  como  prueba 
de  su  enmienda,  en  la  que  el  hombre  puesto 
bajo  la  vigilancia  inmediata  de  la  Administra- 
ción puede  ser  nuevamente  encarcelado,  si  es 
meramente  sospechoso  en  su  conducta. 

También  se  ha  propuesto  autorizar  á  la  Ad- 
ministración, para  emplear  contra  los  presos 
que  han  cumT)lido  su  condei^a,  siil  haberse  co- 
rregido, una  detención,  como  un  suplemento, 
de  la  prisión,  y  durante  corto  tiempo,  para  im- 
pedir que  sal^in  á  la  vida  libre,  con  los  mismos 
hábitos  de  maldad  y  de  impertinencia,  con  qttó 
entraron  á  la  prisión. 

Se  ha  establecido  talleres  inmediatos  á  las 
prisiones,  para  ocupar  á  los  presos,  á  su  salida 
de  los  establecimientos  penales,  y  asegurarles 
su  subsistencia.  Pero  estos  talleres  no  deben  dé 
ninguna  manera  ser  sostenidos  por  la  Admi- 
nistración, que  no  hace,  ni  puede  hacer  igual 
cosa  con  los  proletarios  honrados  é  indigentes, 
y  que  por  tanto,  no  es  justo  que  lo  haga  con  los 
criminales,  por  mas  que  estén  arrepentidos. 

De  todos  estos  medios,  como  ya  lo  hemos  di- 
cho, el  mas  justo  y  el  mejor,  es  el  de  las  asocia* 
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cienes  caritativas  de  particulares.  La  Adminis 
tración,  debe  dar  á  su  salida  al  reo,  un  certifica- 
do de  la  conducta  observada  en  la  prisión,  para 
que,  según  él,  se  le  proporcione  protección  por 
esas  asociaciones  ó  está  bajo  la  inmediata  vigi- 
lancia de  la  policía. 

Els  notable  á  este  respecto,  el  sistema  que  se 
emplea  en  la  prisión  de  Lausana. 

Al  entrar  un  reo  á  esta  prisión,  se  le  abre 
una  especie  de  cuenta  moral,  que  se  forma  con 
todos  los  detalles  de  su  vida  durante  la  reclu- 
sión; su  crimen,  la  pena  impuesta,  el  peculio 
ganado,  las  penas  que  ha  sufrido  y  las  recom- 

Sensas  que  ha  obtenido.  Según  esta  cuenta,pue- 
e  la  administración  juzgar  casi  de  una  mane- 
ra exacta  de  la  conducta  y  del  arrepentimiento 
Sreso  y  librar  á  la  salida  del  reo,  un  certifica- 
o  de  su  buena  conducta,  del  que  puede  hacer 
uso  en  caso  necesario,  Esta  cuenta,  continúa 
aún  después  de  estar  puesto  el  reo  en  libertad 
por  espacio  de  cinco  afios,  estando  encargados 
tos  párrocos  de  los  pueblos  donde  van  á  residir 
Jos  licenciados,  de  sostener  con  una  Comisión 
de  reclusión,  una  c6rrespondencia,suministran- 
do  todos  los  detalles  de  esa  cuenta,  durante  ese 
tiempo.  Así  se  puede  saber  si  la  prisión  ha  lo- 
grado corregir  al  culpable  ó  si  éste  pertenece  á 
esos  hombres,  cuya  perversidad  inaudita  hace 
inútil  todo  eéfuerzo  ae  enmienda. 

Historia  de  la  reforma  careelaria—*  Habiendo  an- 
teriormente expuesto  la  teoría  á  que  la  refor- 
ma penitenciaria  se  sujeta;  debemos  ocupamos 
ahora,  de  ter  como  ésA  teoría  se  ha  realizado 
tó'  la  práctica,  estudiando  los  diversos  sistemas 
petótenciári<i6,qtie  han  procurado  implantar  esa 
reformat  tratando  de  resolver  él  gran  proble- 
ma de  la  reforma  carcelaria:  la  regeneración 
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del  culpable.  Nos  ocuparemos,  pues  de  estudiar 
cada  uno  de  estas  sistemas,  dando  antes  una  re- 
lación histórica  de  la  reforma  carcelaria. 

Ante«  de  iniciarse  ésta,  el  sistema  carcelario 
de  los  diversos  pueblos  de  Europa,  era  un  terri- 
ble conjunto  de  descuido  y  de  crueldad,  de  sus* 
picacia  y  de  abandono,que  reinaban  tanto  en  las 
mazmorras  donde  se  sepultaba  los  hombres  vi* 
vos,al  capricho  delosmonarcas,comaen  los  pre- 
sidioSjó  galeraSjó  pontones,  donde  se  reducía  al 
ser  lacional,  al  estado  de  animal  de  servicio, 
siervo  de  la  pena,  como  se  le  llamaba. 

No  se  buscaba  ningún  fin  de  regeneración^ 
de  enmienda:  solo  se  trataba  de  castigar,  sin 
cuidar  nada,  ni  de  la  parte  moral,  ni  de  la  físi- 
ca de  los  presos.  Las  cárceles  y  presidios  eran 
otras  tantas  escuelas  del  crimen  y  del  viciOjdon- 
de  se  ejercía  una  propaganda  activa  contra  Ifl 
sociedad  y  sus  leyes;  y  en  lo^  que  se  mezclaba 
los  presos  sin  distinción  de  edad,  ni  de  condi- 
ción y  muchas  veces  ni  de  sexo.  La  crápula,  el 
juego,  la  licencia  más  inmoderada,  el  crimen 
frecuente,  el  vicio,  bajo  su  mas  horroroso  aspec- 
to, reinaban  en  las  cárceles  y  lugares  donde  de- 
bía bijscarse  el  arrepentimiento  del  culpable. 

En  ellas,  pasaban  escenas  tan  repugnantes, 
que  Mirabeau,  hablando  de  la  famosa  prisión 
de  Bicetre,  [Francia],  no  se  atreve  á  describir- 
las en  su  propio  idioma,  y  las  indica  en  latín: 

Sifmáüimi  ffumini^  more  étuprati  tt  c(yMtttpratore$;  ete»,  ete» 

Esto,  por  lo  que  hace  á  los  presos;  y  por  lo  que 
respecta  á  la  administración  de  la  corcel  i<|ué 
se  puede  décijp?  El  estado  era  tan  deplorablQ,qi*B 
las  cárpeles  podían  considerarse  mas  que  casti* 
sos,  comp  lugares  de  tormento  moral  y  físico; 
la  crueldad  rayaba  en  lo  inverosímil;  y  los  azo* 
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tes,  los  calabozos  subterráneos,  la  argolla,  laí^ 
cadenas,  el  hambre,  la  muerte,  venían  á  hacer 
de  las  cárceles  y  prisiones  un  mundo  infernal 
de  corrupción,  de  crueldad,  de  venganza. 

Desde  el  siglo  XVI  empieza  á  conocerse  el 
daseo  de  mejorar  las  cárceles  en  los  sínodos  de 
la  Iglesia,  y  en  la  fundación  de  congregaciones 
para  el  alivio  y  socorro  de  los  presos.  En  1772, 
se  trató  ya  directamente  de  corregir  los  males 
de  las  prisiones,  y  se  fundó  en  Gante  una  casa 
correccional,  donde  se  echan  las  primeras  bases 
del  sistema  penitenciario,  implantando  la  ins- 
trucción primaria  y  religiosa,  las  oraciones  por 
la  mañana  y  por  la  tarde,  el  trabajo  retribuido 
y  un  sistema  de  recompensas,  según  la  condi- 
ción y  estado  de  enmienda  de  los  presos. 

En  1773,  Juan  Howard,  que  mereció  el  dicta- 
do de  padre  de  los  presos,  preso  por  un  corsario 
francés,  habiendo  sufrido  v  visto  de  cerca  el  re- 

Sugnante  y  terrible  espectáculo  de  las  cárceles 
e  Francia;  propuso  un  proyecto  de  reforma 
carcelaria,  después  de  haber  hecho  una  peregri- 
nación por  todos  los  Estados  europeos,  estudian- 
do las  diversas  cárceles  y  prisiones.  Este  proyec 
to  se  basaba  en  un  sistema  de  aislamiento  por 
la  noche  y  el  trabajo  en  común,  con  clasifica- 
ción  de  los  presos,  durante  el  día.  Según  este 
proyecto,  se  dio  la  primera  ley  para  la  funda- 
ción de  una  penitenciaría  en  Gioucester,  el  afilo 
1785. 

Posteriormente,  Bentham  publicó  su  'Tanóp- 
tico",  en  el  cual  expone  ía  nianera  de  construir 
las  prisiones  para  que  la  vigilancia  sea  perfec- 
ta y  los  medios  conveniente  para  la  regenera- 
ción del  culpable,  así  como  fundó  el  arte  de  la 
anjuitectura  carcelaria.  Las  ideas  dé  Bentham 
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fueron  favorablemante  acogidas,  pero   no   pu- 
dieron ser  llevadas  á  la  práctica. 

Mas  afortunado  Sir  Samuel  Romilley,  miem- 
bro  de  la  Cámara  de  los  Comunes,  donde  ti*ató 
de  conseguir  la  libertad  de  Napoleón;  propuso  al 
Parlamento  suplicar  á  la  Corona,  y  consiguió 
así  que  se  diese  una  ley  en  1812  para  la  construc- 
ción de  la  penitenciaría  de  Milbante,  terminada 
en  1822. 

Estas  ideas  y  planes  de  reforma  tuvie- 
ron sus  mas  ardientes  y  entusiastas  propaga- 
dores, en  las  cuákeros  de  la  Pensilviana,  que 
aplicaron  y  desarrollaron  la  reforma  por  la  for- 
mación en  1787,  de  una  sociedad  para  la  me- 
jora de  las  cárceles.  Esta  introdujo  el  verdade- 
ro sistema  penitenciario,  primero,  fundándose 
la  casa  correccional  de  Walnut  Street,  y  después 
en  1790,  en  Filadelfla  la  prisión  de  Estado,  diñ- 
ada por  diez  ciudadanos  notables,  que  estable- 
cieron de  clasificación,  el  trabajo  retribuido,  pe- 
ro con  aislamiento  absoluto  y  las  penitencia- 
rías de  Aubum,  Rttisburg  y  Cerry-Hill,  que 
fueron  introduciendo  diversas  mouificaciones 
en  el  sistema. 

Inglaterra,  donde  se  logró  mejorar  la  condi- 
ción de  los  presos  en  Kewgate;  en  Suiza,  que 
fundó  las  penitenciarías  de  Ginebra  y  Lausana; 
Francia,  que  aunque  no  ha  adoptado  el  siste- 
ma verdaderamente  penitenciario,  ha  entrado 
también  en  la  reforma,  con  la  prisión  modelo 
de  la  Roquette  y  los  establecimientos  de  las  ca- 
sas centrales:  Italia,  Holanda,  Bélgica  y  el  Pe- 
rú en  Sud- América,  han  dado  pasos  para  prac- 
ticar lá  reforma  y  cambiar  el  estado  de  las  an- 
tiguas prisiones. 

vamos  ahora  á  estudiar  en  detalle  cada  uno 
de  los  sistemas  que  han  adoptado  todas  estas 
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Naciones  y  qué  aunque  estén  muy  lejos  de  ha- 
ber resuelto  el  problema  de  la  reforma  carcela- 
ria; han  sido,  si,  un  gran  paso  en  el  camino  del 
progreso,  dado  el  antiguo  estado  de  las  prisio- 
nes. Sin  embargo  no  se  crea  que  todas  son 
ventajas  y  buenos  resultados  en  los  sistemas 
penitenciarios:  la  practica  dista  mucho  de  la 
teoría  y  los  trabajos  de  La  Rochefaucauld, 
láancourt,  Gustavo  de  Beaumont,  Oosse,  De- 
mets,  Pusseu  y  Grawfor,  Víctor  Foucher,  Lyns, 
Stuart,  y  tantos  otros  escritores  y  Directores  ó 
Inspectores  de  prisiones,  han  descubierto  deta- 
lles horribles,  abusos  monstruosos  en  la  prácti- 
ca de  los  sistemas,  que  justifican  estas  palabras 
del  espiritual  Alfonso  Karr,  refiriéndose  á  los 
propagadores  é  implantadores  del  sistema  peni- 
tenciario. 

Ninguno  de  los  criminales  á  quienes  atormentan,  es  tan  refinado 
en  cmeldad,  como  el  mas  dulce  de  esos  filántropos.  (1) 

Sistema  de  Filadelfla  ó  de  i'ensilvania.— Este  sis- 
tema se  basa  en  el  aislamiento,  en  la  separa- 
ción completa  y  continua,  de  día  y  de  noche,  de 
los  presos,  de  modo  que  no  tengan  ninguna  co- 
municación entre  sí,  ni  puedan  conoceree  al  sa- 
lir de  la  prisión. 

El  preso,  á  la  entrada  á  una  prisión  filadel- 
fina,  es  conducido,  con  los  ojos  vendados  y  des- 
pués de  recibir  las  exortaciones  del  Director,  á 
su  celda,  donde  se  le  deja  solo  y  de  donde  no 
debe  salir  hasta  la  época  de  su  libertad. 

Todos  los  presos  trabajan  en  su  celda  sepa- 
rados: al  que  no  conoce  ningún  trabaio,  uno  de 
los  guardianes  le  enseña  alguno  de  los  oficios 
que  se  practica  en  la  prisión:  pueden  tener  li- 

[1  B^te  párrafo,  como  todo  lo  que  sigue,  se  ha  tomado  de  la  obra 
de  Hespín,  traducida  en  La  Gaceta  JudieiaL  Nada  puede  agregarse» 
ni  quitane  4  uu  trabajo  tan  completo. 
9 
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bros  y  recibir  las  visitas  diarias  del  capellán^ 
de  los  oficiales  de  la  prisión  y  de  ias  diferentes 
personas  encargadas  de  consolar  y  de  instruir 
á  los  presos. 

Los  castigos  son  raros  en  la  regla  de  Pensil- 
vania  y  generalmente  consiste  a  en  la  priva- 
ción de  liÍ3ros  y  disminución  de  alimentos.  La 
aprobación  de  los  jefes  es  la  única  recompensa 
de  la  sumisión  y  buena  conducta  de  los  presos, 
no  conociéndose  esos  cuadros  de  recompensas 
que  admiten  otras  prisiones,  ni  tampoco  las  pe- 
nas corporales,  innecesarias,  porque  la  soledad 
del  reo  impide  la  relajación  de  la  disciplina  ó 
las  faltas  que  hagan  necesarias  las  intimida- 
ciones. 

En  este  sistema,  que  también  se  nombra  ce- 
lular, por  consistir  en  la  separación  en  celdas 
de  los  presos,  hay  la  gran  ventaja  de  impedir 
la  desmoralización,  resultando  de  aquí,  una  dis- 
minución gradual  del  número  de  criminales  y 
sobre  todo  de  las  reincidencias. 

Pero  se  pregunta: 

Else  aislamiento,  esa  ausencia  de  toda  distracción,  ese  abandono 
comp  eto  en  que  trascurre  la  vida  áe\  condenado,  esa  ociosidad  de- 
vorante, no  deben  obrar  muy  vivamente  en  lo  moral,  no  pueden 
pertu  bar  lo,  y  por  consiguiente,  debilitar  la  fuerza  del  detenido  y  al' 
terar  su  salud? (Berenger.) 

Horror,  mil  veces  horror,  se  agrega,  debe  te- 
nerse de  un  sistema  que  trae  consigo  la  enage- 
nación  de  nuestra  inteligencia. 

El  Botany-Bay  de  los  ingleses  es  preferible 
á  las  tumbas  vivientes  de  los  americanos  (La 
Rochefaucauld  Liancour.) 

Pero  estas  objeciones,  no  son  en  realidad  sino 
vanas  exclamaciones  de  una  filantropía,  fW^ 
quiere  ver  en  los  criminales,  seres  desgraciados 
más  que  seres  culpables;  lo  que  no  es  muy  con- 
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forme  con  el  rigor  de  la  justicia  penal.  Son 
tanto  más  infundadas  cuanto  que  ellas  atacan 
el  abusOy  no  el  uso,  la  regla  del  sistema. 

Los  que  hablan  del  réjrímen  de  Pensilvania,  sin  haberlo  visto  fun- 
cionar, dice  Demetz,  se  forman  ^neralmente  una  opinión  del  todo 
errónea:  se  imaginan  que  el  encarcelamiento  soliiiario,  es  la  reclusión 
611  una  celda  oscura,  estrecha,  y  mal  sana,  donde  el  detenido  tiene 
frío,  carece  de  ocupación  y  airn,  en  donde  no  recibe  por  alimento 
8i'<o  pan  y  agna;  y  que,  en  fin,  se  consume  alli  en  el  marasmo  de  la 
soledad  y  corre  inevitablemente  á  la  demencia  y  á  la  muerte;  mien- 
tras que  el  encarcelamiento  separado,  según  debe  encenderse 
hoy.  es  la  reclusión  en  í^uartos  espaciosos,  clnroSy  ventilados  y  abri- 
gador: con  el  trabajo  regular,  la  instrucción  moral  y  religiosa  y  las 
TÍsitas  diarias  del  capellán  de  los  oficiales  de  la  prisión,  y  de  las  di- 
ferentes personas  encargadas  de  consolar  y  de  instruir  á  Los  presos. 

Luego,  la  prisión  en  celdas,  tal  como  se  prac- 
tica, en  el  sistema  filadelfino,  no  es,  como  exa- 
geradamente se  dice,  la  interdicción  absoluta, 
la  separación  completa  del  reo  de  la  vista  de 
sus  semejantes;  no  hay  en  ella  esa  ociosidad 
devorante,  que  acaba  y  extingue  hasta  el  últi- 
mo destello  de  inteligencia  en  el  penitenciado; 
y  por  consiguiente,  no  hay  causa  alguna  para 
esa  acción  deletérea,  y  destructora  que  se  le 
atribuye,  desde  que  existe  el  trabajo  regular,  lo 
que  ocupa  y  distrae  la  inteligencia  del  reo,  y 
la  comunicación  con  personas  que  procuran 
su  regeneración,  lo  que  no  es  esa  soledad,  ese 
abandono  completo  que  nos  pintan  los  detrac- 
tores del  sistema. 

Es  incuestionable  que  el  sistema  filadelfino, 

f)racticado  con  ese  rigor  üe  que  hablan  los  fi- 
ántropos.  es  un  refinamiento  de  crueldad  inau- 
dito; es  agravar  la  pena  de  la  pérdida  de  la  li- 
bertad: es  atacar  directamente  la  razón,  la  sa- 
lud del  condenado;  es,  en  fin,  la  muerte  de  la 
naturaleza;  como  ha  dicho  Liancourt,  ya  cita- 
do, Pero  éste  no  es  el  sistema  de  Pensilvania, 
f  tt  sí  mismo,  y  únicamente,  en  la  prisión  de 
Cherry  Hill,  se  impuso,  tratando  de  hacerlo 
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mas  rigui-oso  y  creyendo  que  mucho  mas  pron- 
ta sería  la  enmienda,  si  se  empleaba  con  los 
presos  toda  clase  de  rigor.  j 

Por  lo  detíiás,  la  opinión  de  los  filósofos,  pu-  1 
blicistas  y  jurisconsultos  distinguidos,  como 
ya  hemos  indicado,  se  ha  mostrado  muy  favo- 
rable al  sistema,  en  varios  Congresos  celebra- 
dos en  Florencia,  Padua,  Francfort  y  otras 
partes;  y  puede  asegurarse  que  el  sistema  de 
Filadelfia,  prudentemente  aplicado,  es  el  único 
que  realiza  el  triple  objeto  de  la  pena:  la  expia- 
ción, la  intimidación  y  la  enmienda. 

Sistema  de  Auburu  —El  sistema  Auburn,  ensa- 
yado por  primera  vez  en  1821,  busca  la  mora- 
lización del  preso,  por  medio  del  trabajo  unido 
al  aislamiento.  Queriendo  impedir  la  comuni- 
cación de  los  presos  entre  sí,  emplea  no  la  se- 
paración de  ellos,  como  el  sistema  filadelfino, 
sino  que  impone  la  obligación  de  un  silencio 
absoluto. 

Consiste,  pues,  en  lo  siguiente: 

l.»*  Encarcelamiento  de  cada  individuo  por  separado  en  una  oelda 
durante  la  noche; 

2.^  Trabajo  común,  durante  el  dia.  con  obligación  de  guardar 
silencio: 

J^.°  Régimen  interior  bastante  severo,  empleándose  para  inti- 
midar y  castigar  las  penas  corporales. 

Acogido  al  principio  con  bastante  entusias- 
mo, en  las  prisiones  de  Maryland,  de  la  Virgi- 
nia, del  Maine,  de  Nueva- Jersey  y  aun  en  al- 
gunas ciudades  de  Europa,  bien  pronto  se  co- 
noció lo  absurdo  y  cruel  de  un  sistema  que  se 
basa,  casi  puede  decirse,  en  un  imposible. 

En  el  régimen  interior  de  las  prisiones  au- 
bernianas,  los  prasos  no  pueden  comunicarse 
de  ninguna  manera  con  sus  familias  y  amigos, 
ni  aun  recibir  cartas,  sino  en  casos  muy  raros, 
y  se  prodiga  los  mas  severos  castigos,  princi. 
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palmante  el  látigo,  sobre  las  espaldas  desnudas, 
á  discreción  de  los  guardianes  y  sin  limitación, 
en  el  número  de  golpes.  (Demets.  Informe  so- 
bre el  sistema  penitenciario  de  Estados  Uni- 
dos.) De  manera  que  la  crueldad  y  la  infamia, 
que  se  ha  tratado  de  borrar  de  las  leyes  penar 
les,  han  ido  á  refugiarse  en  un  sistema  peni- 
tenciario, que  mira  en  los  presos,  seres  entera- 
mente ajenos  a  la  vida  humana  y  que  no  solo 
deben  encerrarse  en  silencio  absoluto,  sino  aún 
despojarse  de  todo  sentimiento  de  familia,  ig- 
norar por  completo  la  suerte  de  sus  padres,  de 
su  esposa,  de  sus  hijos.  Esto  es  unir,  con  una 
crueldad  inaudita,  el  tormento  moral,  al  tor- 
mento físico,  como  si  no  fuera  suficiente  pena 
la  pérdida  de  la  libertad;  y  como  si  la  sociedad 
exigiera  que  al  reo  de  un  crimen,  se  le  aniquile 
la  razón  hasta  convertirlo  en  un  autómata. 

Todavía  mas:  en  estas  prisiones,  el  preso*  no 
saca  ningún  provecho  de  su  trabajo,  no  acep- 
tándose las  reservas,  tan  necesarias  para  que 
la  acxíión  moralizadora  de  la  prisión,  no  se  neu- 
tralice á  la  salida  del  preso,  que  desprovisto  de 
todo  recurso,  con  un  sello  de  reprobación,  es 
arrojado  en  medio  de  una  sociedad  que  lo  re- 
chaza, y  en  cuyo  nombre  se  le  ha  castigado. 

No  puede  ser  mas  absurda  la  base  del  siste- 
ma de  Auburn.  Ese  silencio  absoluto,  ese  mar- 
tirio que  se  le  impone  al  preso;  es  imposible  de 
conservar,  cuando  éste  se  halla  á  cada  paso,  en 
común  con  sus  compañeros  de  infortunio.  De 
aquí,  la  necesidad  de  una  disciplina,  basada  en 
los  golpes  que  se  aplica,  por  una  palabra,  por 
una  señal,  por  una  mirada,  por  un  pequeño  des- 
cuido, por  un  olvido,  por  un  atraso  en  cada 
obra;  y  cuántas,  en  fin,  por  el  capricho  ó  mal 
humor  de  los  guardianes,  que  son  otros  tantos 
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verdugos,  dotados  de  un  poder  tan  arbitrario 
corno  cruel. 

En  una  prisión  de  Londres,  sujeta  al  sistema 
Auberniano.  y  donde  el  silencio  entre  los  pre- 
sos parece  haber  llegado  á  alcanzarse  mas  que 
en  ninguna  parte,  se  han  aplicado,  durante  un 
año,  cinco  mil  trescientas  diez  y  ocho  penas. 

Esta  multiplicidad  en  los  castigos,  es  natu- 
ral, desde  que  no  hay  amenaza,  ni  vigilancia, 
ni  pena  que  pueda  impedir  que  hombres  que 
están  diariamente  encerrados  juntos,  que  tra- 
bajan lado  á  lado,  muchas  vec^  en  una  mis- 
ma obra,  se  dirijan  palabras,  gestos,  que  los 
pongan  en  comunicación  y  contacto,  que  es  lo 
que  se  quiere  impedir. 

Sometiendo  á  los  hombres,  dice  Demets,  á  un  trato  que  embrute- 
ce, odioso,  degradante  á  la  vez,  para  el  que  hiere  j  para  el  herido, 
4puede  esperarse  acaso  moralizarlos,  volverles  la  esomacióii  de  eslue 
mismos  y  la  de  sus  iguales? 

Indudablemente,  no,  y  el  mismo  Demets,  lo 
conürma,  cuando  dice  que  todos  los  detenidos  á 
quienes  ha  interrogado,  salían  de  la  cárcel  cotí 
el  odio  á  la  sociedad  y  con  el  deseo  de  vengar 
se  de  ella.  Por  consiguiente,  el  sistema  de  An- 
bum,  que  busca  en  el  silencio  el  remedio  de  los 
inconvenientes  y  peligros  de  la  reunión  de  cul- 
pables, es  complicado  en  su  mecanismo,  emba- 
razoso en  su  marcha  é  impropio  al  fin  que  se 
quiere  obtener. 

En  todas  partes,  dice  el  doctor  Bonnet,  ha  tenido  este  réia^imen  los 
resultados  mas  desastrosos.  £n  Auburn,  de  ochenta  detenidos,  mu- 
rieron muchos:  otros  perdieron  la  razón:  los  demás  estaban  tan  lívi- 
dos,tan  descamados.tan  evid^^ntemente  amenazados  de  un  fin  próxi- 
mo, que  los  Magistrados  espantadoSjtal  vez  arrepentido»*  de  haber  au- 
torizado la  aj^licación  de  un  régimen  tan  bárbaro  y  tan  homicida,  les 
concedieron  inmediatamente  el  perdón  de  la  pena  que  tenían  que 
sufrir. 

Por  Último,  hay  el  grave  mal  de  que  como 
los  presos  se  ven  y  conocen  y  aún  se  hablan, 
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no  obstante  todas  las  prescripciones  de  silencio; 
apenas  libertados,  pueden  y  van  á  encontrarse, 
formando  esas  asociaciones  de  malhechores, 
comunes  en  Estados  Unidos  y  en  Inglaterra;  y 
hace,  iK)r  otra  parte,  imposible  toda  enmienda 
para  aquellos  que  horrorizados  por  el  rigor  del 
<»stigo  6  arrepentidos,  tratan  de  crearse  una 
I)osición  honrada. 

Sus  compañeros  de  cautiverio,  lo  soUcitarán 
bien  pronto,  lo  amenazarán,  con  denunciar  su 
infamia  de  haber  sido  penitenciado,  que  natu- 
ralmente ocultan;  y  lo  arrastrarán  de  nuevo  aJ 
crimen,  ó  á  lo  menos,  lo  comprometerán,  lo  po- 
drán envolver  en  sospechas,  tanto  mas  terri- 
bles, cuanto  que  recaerán  sobre  uno  que  fué 
preso  y  que  harán  casi  segura  la  creentía:  dfi 
su  culpabilidad  ó  de  su  complicidad,  De  maúe- 
ra,  que  con  este  régimen,  son  mucho  mafe  fre- 
cuentes las  reincidencias;  y  por  tanto,  el  siste- 
ma, aparte  de  su  bárbara  aplicación,  no  cotres- 
ponde  al  objeto  de  la  verdadera  reforma  oai*Ñ$- 
laria. 

Estos  son  los  dos  principales  sistemas  peni- 
tenciarios- Sobre  sus  bases,  ya  sea  uniéndolos, 
ya  modificándolos  en  algunas  de  sus  partes,  se 
nan  implantado  casi  todas  las  penitenciarías 
de  Europa  y  América,  formando  nuevos  siste- 
mas,de  los  que  solo  estudiamos  dos;  porque  han 
variado  é  introducido  algunas  reformas  é  inno- 
vaciones importantes,  en  las  bases  de  los  siste- 
mas de  Auburn  y  Filadelfia,  de  que  se  han  ser- 
vido los  de  Ginebra  y  el  llamado  Irlandés. 

Sistema  suizo  de  Ginebra. — Es  el  mismo  de  Au- 
burn, de  trabajo  en  común,  con  obligación  de 
silencio  durante  el  día  y  el  aislamiento,  enr  cel- 
das por  la  noche.  Pero  se  ha  introducido  en  el 
sistema  una  división  por  categorías,  basando- 
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se  en  la  naturaleza,  gravedad  ó  duración  de  la 
pena,  y  la  buena  ó  mala  conducta  que  ot>ser- 
ven  los  detenidos. 

Son  cuatro  estas  divisiones;  y  según  ellas  es 
la  severidad  y  rigor  de  la  disciplina  carcelaria 
á  que  se  somete  á  los  presos. 

A  la  entrada  á  la  cárcel,  todos  los  presos  su- 
fren la  prisión  celular  del  sistema  de  Filadelfia, 
durante  un  corto  tiempo:  de  tres  meses,  máxi- 
mum, para  los  presos  de  la  primera  división, 
que  son  los  criminales  y  reincidentes;  y  de  tres 
días,  mínimum,  que  as  la  que  toca  á  los  de  la 
cuarta,  [jóvenes  enmendados.] 

Asimismo,  varía  la  obligación  de  guardar  si- 
lencio, que  siendo  absoluta  para  la  primera  y 
segunda  división,  es  de  menor  rigor  para  las 
otras  dos,  durante  las  horas  de  descanso. 

El  producto  del  trabajo  pertenece  pc^r  mitad 
á  los  presos,  y  esta  mitad  se  divide  en  dos  por- 
ciones: una  como  reserva  para  su  salida;  y  otra 
para  que  pueda  proporcionarse  alguna  mejora 
en  el  régimen  alimenticio  de  la  cárcel,  propor- 
cionarse útiles  de  escritorio  ó  mandar  socorros 
ásus  familias,  limitándose  este  uso,  según  la  di- 
visión á  que  pertenezca  el  reo. 

La  instrucción  moral  y  religiosa  se  practica 
por  la  lectura  de  buenas  obras,  durante  el  repo- 
so y  con  pláticas  del  capellán  ó  de  las  pei'sonas 
délas  asociaciones  que  se  ocupan  déla  enmien- 
da y  del  j)orvenir  de  los  presos. 

Este  régimen,  que  no  es  sino  el  de  Auburn, 
mas  generoso  en  su  disciplina,  no  llena  tampo- 
co el  fin  que  la  sociedad  debe  esperar  de  la  pri- 
sión. 

.  La  clasificación  de  los  condenados,  según  su 
moralidad-presumida  por  la  naturaleza  de  la 
condena,  y  el  poder  pasar  á  las  otras  divisiones, 
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según  su  buena  ó  mala  conducta  en  la  prisión, 
traen  consi^  cambios  sucesivos  en  la  discipli- 
na de  la  prisión;  ori^nándosé,  una  confusión 
perniciosa,  que  impide  la  moralización  de  los 
presos. 

Así,  un  parricida,  un  gran  asesino,  entrarían 
á  la  primera  división;  pero  su  buena  conducta 
en  la  cárcel,  les  daría  derecho  para  pertenecer  á 
la  tercera  ó  cuarta,  de  lo  que  resultarían  en  co- 
municación con  los  simplemente  culpables  de 
faltas  ó  delitos;  y  según  el  testimonio  de  un  Di- 
rector de  la  prisión  de  Auburn,  los  peores  indi- 
viduos son  los  mejores  detenidos. 

Tienen  dice,  en  general,  mas  aetusia  é  inteligencia  que  los  demás: 
comprenden  primero  y  mas  pronto,  que  el  único  modo  de  hacer  su 
goerte  soportable  es  evitar  los  castigos,  que  son  la  consecuencia  de 
]m  insubordinación.  Se  condncea  bien,  sin  valer  nada. 

Apoyados,  pues,  en  este  testimonio,  podemos 
decir  que  la  experiencia  ensefía,  que  la  clasifi- 
cación y  consiguiente  atenuación  de  la  severi- 
dad de  la  prisión,  por  la  buena  conducta  del 
preso,  solo  sirve  para  formar  hipócritas  y  no 
arrepentidos. 

Sistema  irlandés. — Este  sistema,  bastante  com- 

{)licado,  ha  tomado  de  los  sistemas  americanos 
o  que  parecía  mejor,  uniéndolos  con  el  ohjeto 
de  buscar  la  reforma  de  los  criminales,  poruña 
graduación  de  la  pena,  ya  obteniéndola  en  el 
caso  de  buena  conducta,  ya  aumentando  el  ri- 
gor, en  el  caso  contrario. 

La  duración  del  encarcelamiento  está  dividida  en  cuatro  períodos: 
en  el  primero,  el  aislamiento  es  completo  v  absoluto  en  la  celda,  la 
ociosidad  forzada.  El  permiso  de  trabajar  se  le  concede  como  un 
favor  que  el  preso  se  apresura  á  solicitar,  pero  no  goza  ninguna  re- 
mnneración  por  su  traoajo. 

Kste  primer  período  dura  de  cuatro  á  nueve  meses,  y  puedo  abre- 
yiarse  cuando  el  detenido  observa  buena  conducta. 

Otras  veces,  el  condenado  es  sometido  á  un  trabajo  forzado,  f^i  la 
Bentencia  lo  ordena  asi;  en  caso  do  falta  de  disciplina,  se  emplean 
los  mismos  medios.    MiVs  alln  do  un  mínimun   dcl^rrainado,  de¡>pn- 
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de  de  la  conducta  del  preso  abreviar  el  tiempo  de  esta  reclusióa. 
El  trábalo,  loe  consuelos  religiosos,  la  lectura,  si  sabe  leer,  sostieaeQ 
su  moral;  el  ejercicio  en  el  patio,  le  procura  una  ütii  dirersión. 

Al  espirar  esta  primera  parte  de  la  pena,  el 
detenido  entra  en  un  cuartel  de  prueba,  siempre 
sin  gratificación  por  su  trabajo.  En  este  segun- 
do período,  observa  el  régimen  de  Aubum. 

A  la  menor  falta,  el  preso  vuelve  al  primer 
período,  es  decir  al  aislamiento  absoluto.  Si  al 
contrario,  se  conduce  bien,  pasa  á  una  prisióü 
intermedia,  donde  ya  recibe  indemnización  por 
su  trabajo,  y  donde  no  está  sujeto  á  la  vigilan- 
cia de  los  guardianes,  gozando  de  cierta  liber- 
tad, que  está  expuesto  á  perder  á  la  mas  leve 
falta.  Estas  prisiones  intermedias  son  una  co- 
lonia apícola  como  la  de  Bluston  6  un  taller 
industrial  como  el  de  Dublín. 

El  cuarto  período,  que  es  cuando  falta  poco 
para  el  cumplimiento  de  la  condena,  consiste 
en  ima  libertad  condicional  y  bajo  garantía  de 
buena  conducta.  En  este  período,  el  condenado 
está  bajo  la  vigilancia  de  la  policía,  á  la  quedfr 
be  presentarse  una  vez  por  mes. 

En  cuanto  á  la  instrucción,  es  atendida  con 
especial  cuidado  en  el  sistema  irlandés.  Hay 
escuelas  para  los  condenados,  en  las  que  se  les 
enseña  hasta  Economía  Política  y  conferencias 
literarias  los  sábados,  en  que  se  discuten,  según 
dice  Vaucher,  cuestiones  que  admiran  ver  tra- 
tadas en  semejantes  lugares  y  por  semejante 
hombres;  por  ejemplo,  la  fabricación  de  la  mo- 
neda, sobre  la  suerte  de  un  ladrón  rematado, 
sobre  las  consecuencias  de  una  mala  compañía. 

En  cambio  de  estas  ventajas,  el  sistema  tie- 
ne el  gravísimo  defecto  de  que  se  emplee  á  los 
presos  en  trabajos  fuera  de  la  prisión,  lo  que 
en  realidad  hace  más  difícil  la  enmienda;  pues 
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es  una  continua  afrenta  que  indudablemente 
hace  perder  el  sentimiento  de  la  propia  digni- 
dad. 

íjegún  Mr.  Stuart,  Secretario  de  la  Asocia- 
ción Irlandesa  para  la  reforma  de  las  prisiones, 
el  sistema  irlandés,  basándose  en  la  clasifica- 
ción, es  defectuoso,  porque  estas  clasificaciones 
son  siempre  erróneas  y  la  experiencia  demues- 
tra que  los  condenados  mas  malvados  son  los 
mas  sumisos  en  la  piisión. 

Contra  este  escollo  naufragará  el  sistema  ir- 
landés, si  no  ha  fracasado  ya. 

Estos  son  los  sistemas  penitenciarios  que  han 
tratado  de  realizar  la  reforma  carcelaria,  si 
bien  están  muy  lejos  de  haber  resuelto  este 
gran  problema. 

Cárceles  y  presidios  en  el  Perú. — El  atraso  en  que 
se  encuentran  los  establecimientos  penales  en 
el  Perú,  no  obstante  las  reformas  que  se  han 
introducido,  es  un  hecho  de  todos  conocido. 
Aún  en  la  misma  Penitenciaría,  único  estable- 
cimiento de  su  género,  el  estado  de  la  discipli- 
up^y  régimen  y  moralidad  de  los  presos  era  muy 
lamentable,  según  nos  lo  reveló  el  informe  de 
la  Comisión  de  visita  de  1873. 

Hasta  1854  no  existía  en  la  República  otro 
sistema  penal,  que  la  muerte,  el  destierro  ó  el 
presidio,  pues  las  cárceles  no  eran  consideradas 
sino  como  lugares  de  detención,  aunque  en  rea- 
lidad, en  la  práctica  eran  también,  como  lo  son 
hoy  mismo,  lugares  de  castigo. 

Los  presidios  eran  señalados  por  las  leyes 
como  lugares  de  expiación,  existiendo  los  de 
Huancavelica,  Cuzco  y  Callao,  primeramente, 
y  después  los  del  Cuzco,  y  trasladados  los  otros 
a  las  islas  de  San  Lorenzo  ó  de  Chincha,  sin 
contar  que  muchas  veces  el  presidio  era  ambu- 
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lante  en  los  lugares  donde  se  necesitaba  el  tni- 
baio  de  los  presos. 

Fuera  de  los  presidios,  habia  la  obligación  de 
los  trabajos  forzados  en  las  obras  públicas, 
mientras  que  dentro  reinaba  la  ociosidad  y  la 
crápula.  Así,  no  existía  ni  orden,  ni  moralidad, 
ni  seguridad  en  los  presidios;  pues,  aparte  de 
que,  como  ya  hemos  indicado,  existe  en  el  tra- 
bajo público  de  los  presos  la  inmoralidad  para 
la  sociedad  y  la  infamia  y  el  escarnio  para  el 
reo;  expuesto  á  la  mirada  de  la  multitud,  con 
su  degradante  uniforme;  hay  en  dicha  clase  de 
trabajos,  la  facilidad  y  las  ocasiones  frecuen- 
tes de  la  fuga. 

Sabidos  son  los  horrores  de  que  fué  víctima 
Lima,  cuando  se  emplearon  los  presidarios  en 
la  construcción  del  ferrocarril  de  Lima  al  Callao. 

Eran,  pues,  los  presidios,  una  alarma  cons- 
tante para  la  sociedad,  y  no  existiendo  en  ellos 
régimen  interior,  ni  disciplina  alguna,  lejos  de 
ser  una  garantía  y  una  seguridad  para  la  re- 
presión del  crimen;  eran  mas  bien,  una  de  sus 
causas  principales  y  un  medio  terrible  de  co- 
rrupción. 

La  reforma  de  las  irrisiones  era,  por  consi- 
guiente, una  de  las  necesidades  sociales  mas 
urgentes,  y  convencido  de  ello  el  Grobierno,  en- 
vió en  1853,  un  Comisionado  á  Estados  Unidos 
[al  doctor  Paz-Soldan],  para  que  estudiando 
los  sistemas  penitenciarios  de  esa  Nación,  pro- 
pusiera los  medias  de  plantear  el  mejor  en  el 
país.  De  acuerdo  con  el  informe,  que*este  comi- 
sionado expidió,  se  ordenó  por  decreto  de  20  de 
Octubre  de  1855,  la  construcción  de  la  Peniten- 
ciaría, poniendo  el  Gran  Mariscal  Castilla  la 
primera  piedra  del  edificio,  el  13  de  Enero  1856. 

Con  respecto  á  las  cárceles,  existen  ó  deben 


—  141  — 

existir  en  todas  las  capitales  de  provincia  y 
departamentos,  ó  por  lo  menos,  hay  casas  y 
aún  ranchos  á  los  que  se  les  dá  este  nombre. 

En  el  régimen  de  nuestras  cárceles,  no  se  ha 
consultado  ninguno  de  los  principios  de  la  teo- 
ría carcelaria,  y  aún  en  la  de  la  capital,  es  no- 
torio el  desorden  que  reina,  la  confusión  en  que 
se  hallan,  detenidos,  rematados  á  cárcel,  y  aún 
rematados  á  Peniteiiciaría:  la  falta  de  disciplina 
interior;  el  descuido  de  los  empleados,  que  mu- 
chas veces  son  los  mismos  reos;  y  sobre  todo,  la 
inaudita  inmoralidad  que  allí  reina,  pues  el  jue- 
go, la  embriaguez,  la  prostitución  bajo  sus  mas 
abominables  formas,  no  hacen  muy  notable  la 
diferencia  entre  esta  cárcel  y  los  antiguos  pre- 
sidios. 

La  legislación  sobre  cárceles  está  en  el  Re- 
glamento de  Tribunales  de  l.^de  Agosto  de  1854. 

Dicho  reglamento  dice  en  su  artículo  377: 

En  las  capitales  de  provincia  habrá  una  caree),  para  la  seguridad 
de  loa  detenidos  y  de  los  reos,  bajo  el  cuidado  de  un  Alcaide  sufi- 
cientemente dotado. 

Esta  disposición  está  muy  lejos  de  ser  cum- 

{)lida  y  hay  muchas  capitales  de  provincia,  que 
ejos  de  tener  un  lugar  que  merezca  llamarse 
cárcel;  apenas  si  cuentan  con  un  local  suficien- 
te para  la  custodia  de  los  presos. 

En  algunas  de  ellas,  el  mismo  edificio  que 
sirve  de  Cabildo,  es  á  la  vez,  cárcel,  escuela  y 
cuartel.  Así  se  vé  en  Otuzco,  por  ejemi)lo. 

Conociendo  el  Gobierno  que  el  servicio  públi- 
co exigía  imperiosamente  una  mas  arreglada  or- 
ganización de  cárceles,  y  no  pudiendo  cumplir- 
se la  disposición  del  artículo  377  del  Reglamen- 
to de  Tribunales,  dio  la  ley  de  29  de  Marzo  de 
1872.  Esta  ley  dispuso  (jue  se  construyera  tres 
cárceles,  en  Lima,  TrujiUo  y  Arequipa, páralos 
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reos  sentenciados  á  las  penas  de  cárcel  y  recla- 
sión.  Los  sentenciados  de  los  departamentos 
de  Piura,  Amazonas,  Loreto,  Libertad  y  Caja- 
marca,  cumplirán  su  condena  en  la  cárcel  de 
Trujillo:  los  de  Ancachs,  Lima,  Junín,  Huana- 
co, Huanca vélica,  Ayacucho,  lea  y  Callao,  eu 
la  de  Lima;  y  los  sentenciados  de  los  otros  de- 
partamentos, en  Arequipa. 

En  todas  las  cárceles  debe  haber  cuatro  depai*tamento8^  indepen- 
dientes unos  de  otros;  dos  para  los  detenidos,  dos  para  los  reos  (ar- 
ticulo 383  del  Reglamento  de  Tribunales.) 

Excusado  es  decir,  que  esta  división  no  exis- 
te ni  en  la  cárcel  de  Lima,  donde  detenidos  y 
reos  se  hallan  confundidos. 

Las  cárceles  están  bajo  la  inmediata  dependencia  de  la  Corte 
Superior  del  Distrito  Judicial,  y  donde  no  naya  ésta,  del  Juez  de 
primera  instancia;  los  que  nombran  y  dt^tituyen  respectivamente 
a  los  alcaides.  (Artículos  392  y  893  del  Reglamento  de  Tribunales, 
reiterados  por  resolución  de  3  de  Enero  de  1874.) 

Penitenciaría  de  Lima. — Construida  la  Peniten- 
ciaría se  implantó  en  ella,  siguiendo  la  opinión 
del  comisionado  Doctor  Paz  Soldán  y  la  del 
Fiscal  de  la  Corte  Suprema,  el  sistema  de  Au- 
burn,  del  trabajo  en  común,  durante  el  día,  y 
del  aislamiento  celular,  durante  la  noche;  to- 
mándose del  sistema  de  Ginebra,  la  atenuación 
del  rigor  de  la  disciplina  y  los  fondos  de  reser- 
va para  la  salida  de  la  prisión,  resultantes  del 
trabajo  de  los  presos.  Así,  les  es  prohibido  á  los 
presos  el  hablar,  ni  hacer  señales;  debiendo  ser 
castigados  cada  vez  que  interrumpan  el  silen- 
cio. Entre  los  castigos,  si  bien  no  existe  el  láti- 
go, del  sistema  de  Auburn,  hay  algunos  bastan- 
te fuertes,  y  aún  bárbaros,  como  las  celdas  sub- 
terráneas V  los  baños  de  lluvia,  pudiendo  ser 
impuesto  este  último  únicamente  por  el  Direc- 
tor. [Reglamento  de  la  Penitenciaría.] 
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£1  producto  del  trabajo  de  los  presos  se  aplica  en  primer  lugar  á 
indemnizar  el  gasto  que  causan  en  el  establecimiento;  en  segundo 
h  satisfacer  la  responsabilidad  civil,  y  en  tercero  &  procurarles  algún 
auxilio  y  formarles  un  ahorro,  cu^o  fondo  »e  les  entregará,  cumpli- 
da la  condena  (articulo  75  del  Ck)digo  Fenal.) 

Esta  última  parte  del  artículo  ha  sido  acla- 
rada por  resolución  de  6  de  Agosto  de  1873,  que 
dispuso: 

Que  la  parte  que  se  entregará  al  preso,  no  debía  dársele  en  dinero, 
sino  que  se  empleará  por  el  Director  en  la  adquisición  de  libros,  üii- 
les  de  escritorio  ü  otros  objetas  lícitos,  (jue  «e  distribuirán  á  los  pre- 
806,  comí)  premio  por  su  consagración  al  trabajo  ó  buena  moral, 
conservando  el  resto  en  la  caja  de  ahorros,  para  entregárselo  al  cum- 
plimiento de  Ja  condena. 

Hay  además  en  la  Peniteuciaría  un  jardín, 
que  se  permite  cultivar  á  los  presas,  como  un 
-  premio,  y  en  todas  partes  se  leen  las  siguientes 
palabras,  que  deben  ser  colocadas  en  tablitas, 
con  las  obligaciones  de  los  presos  en  cada 
celda: 

Silencio.  Obediencia.  Trabajo. 

Eefflamento  de  la  Penitenciaria.— El  Reglamento 
orgánico  para  la  Penitenciaría  de  Lima,  se  dio 

g)r  decreto  supremo  de  12  de.  Enero  de  1862. 
n  él  se  detallaba  el  número  de  empleados,  sus 
sueldos  y  las  atribuciones  del  Director. 
El  artículo  1.^  dice: 

Que  la  Penitenciaría  está  destinada  para  recibir  únicamente  á 
reos  que.  siendo  mayores  de  ventiun  años,  se  hallen  condenados  á  la 
pena  de  dos  ó  mas  años  de  presidio,  ó  que,  siendo  mujeres  ó  meno- 
res, 4  la  de  seis  meses  de  prisión. 

Sin  un  certificado  de  estas  condenas,  expedido  por  los  Tribunales, 
no  podrá  ser  recibido  ningún  reo,  siendo  el  Director  responsable  si 
tal  niciere  (artículos  2  y  8.) 

Posteriormente  se  amplió  ese  pequeño  regla- 
mento, que  apenas  tiene  catorce  artículos  con 
el  que  se  publicó  en  el  periódico  oficial  y  que  co- 
rre sin  fecha;  y  anexo  a  éste,  un  reglamento  pa- 
ra la  enfermería.  Ese  reglamento,  tiene  tres- 
cientos setenta  y  cinco  artículos,  y  se  ocupa  de 


—  léa- 
las instrucciones  del  Subdirector,  solo  relativas ' 
al  servicio  y  disciplina  interior:  ddl  Tesorero;  del 
Médico:  del  Capellán  que  tiene  obligación  de 
reunir  á  todos  los  presos  de  todas  las  creencias, 
después  de  la  misa  dirigirles  una  plática  sen- 
cilla, sobre  puntos  puramente  morales.  Debe 
también  prodigarles  constantemente  exhorta- 
ciones y  nacerles  conocey  las  penas  impuestas 
por  ias  leyes  á  los  que  quebranten  sus  conde- 
nas (37.)  Igualmente,  visitará  á  los  presos  en 
sus  celdas  para  consolarlos  y  enseñarles  los 
principales  puntos  de  nuestra  religión.  Pero  si 
el  preso  tuviera  una  creencia  distinta  á  la  nues- 
tra, se  abstendrá  de  atacarle,  ni  reprenderle;  en 
este  caso,  obrará  con  prudencia,  limitándose  á 
infundirle  ideas  morales  artículo  [41.] 

Dará  cuenta  al  Director  de  las  quejas  que  és- 
tos le  den  sobre  los  empleados;  se  instruirá  de 
todas  las  cartas  que  reciban  ó  escriban  los  pre- 
sos, tomando  nota  de  su  contenido,  en  un  libro 
secreto  y  que  solo  tiene  obligación  de  enseñar 
en  caso  de  fuga;  llevará  una  cuenta  moral  de  to- 
dos los  presos  y  de  su  instrucción:  en  una  pala- 
bra, es  el  amigo,  el  consuelo,  el  instructor,  el  mo- 
ralizador;  no  olvidando  los  deberes  de  caridad  y 
consuelo  que  la  Religión  le  impone. 

Me  he  detenido  en  el  examen  de  estas  atri- 
buciones porque  ellas  respiran  humanidad  pa- 
ra el  preso,  y  le  dan  la  misión  de  moralizar  al 
único  poder  de  suficiente  inñuencia  para  ello, 
la  Religión,  imponiendo  á  sus  ministros  la  obli- 
gación de  respetar  la  sacrosanta  libertad  de 
conciencia. 

El  reglamento  se  ocupa  en  seguida  del  Secre- 
tario, del  Ecónomo,  ó  sea  del  encargado  de  los 
comestibles  y  artículos  del  servicio  de  la  Peni- 
tenciaría. Organiza  el  servicio  de  Inspección, 
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estableciendo  un  Inspector  principal  para  el 
orden,  aseo  y  vigilancia  constante  délos  pre- 
sos; un  Inspector  de  menores,  que  es  el  jefe  de 
este  Departamento;  una  Inspectora,  llamada 
Matrona,  para  la  inspección  y  vigilancia  del 
departamento  de  mujeres.  Habrá  también  tres 
vigilantes  y  tres  rondines. 

Be  llama  vigilante,  el  empleado  encargado 
de  permanecer  en  el  observatorio;  y  rondín  el 
encargado  de  rondar  el  muro  de  circunvalación. 
Después  se  ocupa  el  reglamento  de  detallar  las 
atriouciones  y  responsabilidades  de  estos  em- 
pleados. Ademas,  para  el  cuidado  inmediato  de 
los  presos,  habrá  ocho  guardas,  un  portero,  y  sir- 
vientes. Se  detalla  las  formalidades  y  cuidados 
que  debe  tenerse  con  las  puertas.  En  seguida  se 
ocui)a  de  los  presos,  detallando  sus  deberes,  sus 
vestidos,  sus  premios,  sus  castigos;  de  los  maes- 
tros de  talleres,  para  la  enseñanza  y  dirección 
de  los  trabajos  de  los  talleres,  designando  los 
trabajos  que  se  haga;  del  servicio  interno  para 
levantaráe,  para  almorzar,  etc.    Se  ocupa  des- 

Sués  de  las  precauciones  que  se  toma  en  caso 
e  motin,  de  incendio  ó  de  fuga,  estableciendo 
las  responsabilidades  de  los  diversos  empleados. 
Se  determina  las  personas  que  puedan  visitar 
á  los  presos,  por  su  calidad  y  altas  funciones, 
ó  con  un  objeto  científico  y  las  precauciones 
para  las  visitas  de  los  parientes  y  amigos  de 
los  presos,  cuando  éstos  se  hagan  acreedores  á 
este  premio. 

Existe  una  Caja  de  Ahorros  para  socorrer  á 
los  mismos  empleados  ó  sus  familias  y  á  los 
presos  qne  cumplan  su  condena,  en  los  casos 
que  el  Director  lo  juzge  conveniente.  Después 
hay  disposiciones  generales,  que  dividen  la  Pe- 
nitenciaría en  tres  departamentos;  de  hombres, 
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de  menores  y  de  mujeres.  El  primero  se  sub- 
divide  en  dos  departamentos,  y  cada  uno  en 
cuatro  secciones,  según  la  gravedad  de  la  pena; 
y  por  último,  hay  disposiciones  comunes  á  to- 
dos  los  empleados,  y  anexo,  un  reglamento  es- 
pecial para  el  servicio  de  la  enfermería. 

Tal  es  el  reglamento  de  la  Penitenciaría  de 
Lama,  notable  bajo  muchos  conceptos  y  que 
honra  á  sus  autores. 

Por  decretos  de  27  de  Agosto  de  1862  y  13  de 
Marzo  1863  se  dispuso  que  los  hijos  mayores  de 
tres  afíos  y  menores  de  siete,  de  las  presas  que 
van  á  cumphr  su  condena  erí  la  Penitenciaría, 
deben  ser  remitidos  á  la  casa  de  Huérfanos. 

Hace  algún  tiempo  que  el  Gobierno  ha  nom- 
brado una  Comisión,  con  el  objeto  de  que  pre- 
sente un  proyecto  de  reglamento  para  el  Panóp- 
tico. Dicha  Comisión  estudia  en  la  actualidad 
ese  asunto. 

Idea  de  Instrucción  y  su  importancia. — Así  como 
se  entiende  por  instrucción,  en  un  sentido  ge- 
neral, el  conjunto  de  todos  los  conocimientc» 
que  se  adquiere,  ya  por  su  propio  estudio,  ya 
por  la  trasmisión  de  los  maestros;  denominamos 
"Instrucción  Pública,"  el  conjunto  de  todos  los 
establecimientos  donde  se  da  la  instrucción  por 
medio  de  la  enseñanza,  en  sus  distintos  granos; 
es  decir,  los  conocimientos  y  estudios  que  ésta 
comprende  y  los  medios  con  que  el  Estado  atien- 
de á  su  propagación  y  fomento. 

La  instrucción,  forma  parte  de  la  educación, 
completándola  y  haciendo  al  hombre  apto  pa- 
ra la  alta  misión  qi^e  deba  cumplir,  como 
miembro  de  la  himi2^nid94  y  ^e  la  sociedad 
política  ^n  qiie  nació .  Eq  lar ¿duca^áóii,  píedoi ; 
minattl^inflftenqifi^.morgj^  copaflHqiu^  líepfiíi 
por  ^ly,  enseft^-r  ál  hombre  J9.^randeydi^l- 
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tarea  de  reglar  sus  actos,  en  conformidad  con 
la  ley  moi-al,  poniendo  sus  facultades  en  armo- 
nía con  el  bien:  en  la  instrucción,  la  enseñanza 
va  dirigida  inmediatamente  á  la  inteligencia, 
á  la  que  da  la  luz  necesaria  para  buscar  la  ver- 
dad en  los  diversos  órdenes  de  la  vida,    Así  la 
instrucción  es  un  medio  poderosísimo  de  au- 
mentar y  extender  la  educación,  de  la  que  debe 
ir  siempre  acompañada,  para  buscar  esa  armo- 
nía entre  las  facultades  intelectuales  y  morales, 
entre  el  pensamiento  y  el  corazón,  entre  la  ver- 
dad y  el  bien,  que  constituyen,casi  la  perfección, 
que  es  dado  alcanzar  á  la  humana  naturaleza. 
La  educación  pública,  mejor  dicho,  popular, 
comprendiendo  en  esta  palabra  genérica   la 
instrucción,  es  una  necesidad  tan   universal- 
mente  sentida,  de  una  importancia  unánime- 
mente reconocida;  que  todos  están  acordes  en 
presentarla  como  el  primer  interés  de  la  socie- 
dad, como  la  base  de  todo  progreso  político,  mo- 
ral y  social,  como  la  savia  de  la  vida  de  un  pue- 
blo, que  sin  ella,  languidece  postrado  en  el  ma- 
rasmo y  en  la  atonía,  sin  aspirar  el  aire  de  la 
libertad,  ni  poder  reclamar  un  puesto  entre  las 
Naciones  civilizadas. 

La  ignorancia  reduce  al  hombre  á  una  espe- 
cie de  vida  vegetativa  animal,  si  se  me  permite 
^  la  frase,  en  que  la  inercia  encadena  al  espíritu 
*  á  las  mas  bajas  profundidades  de  la  materia. 
El  alma,  la  razón,  tienen  necesidad  de  alimen- 
tos, como  el  cuerpo  y  su  vida  se  extingue,  se 
confunde  en  la  vida  material,  si  la  educación 
no  le  dá  el  alimento  necesario,  la  fuerza  indis- 
pensable para  elevarse  á  la  esfera  que  le  es 
propia. 

Encarecer  mas  una  importancia,  que  hoy 
nadie  se  atreve  á  negar,  es,  hasta  cierto  punto, 
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desvirtuarla.  Puede  decirse  que  en  las  ciencias 
políticas  y  sociales,  la  necesidad  é  importancia 
de  la  instrucción,  está  ^n  ei  rango  de  esas  ver- 
dades matemáticas,  que  son  leyes  del  Universo 
y  cuya  evidencia  resplandece  de  tal  modo,  que 
nace  inútil  la  demostración.  La  instrucción  es 
luz:  luz  para  el  alma,  luz  para  el  pueblo,  luz 
para  el  progreso,  luz  para  la  familia,  luz  para 
la  libertad,  luz  para  todo  lo  grande,  todo  lo 
ideal,  todo  lo  divino,  á  que  constantemente  as- 
pírala humanidad;  yjquiénpuede,  ni  se  atreve 
á  negar  la  luz? 

Por  esto,  cuando  se  trata  de  la  instrucción, 
no  se  demuestra  científicamente  su  necesidad 
e  importancia,  sino  que  se  entona  himnos  en 
su  alabanza;  no  se  razona  con  el  filósofo;  se 
canta  con  el  poeta;  no  se  habla  con  la  frialdad 
de  la  investigación,  se  declama  con  el  calor  del 
entusiasmo. 

Sin  embargo,  tratemos  de  la  instrucción  con 
respecto  al  pueblo,  con  respecto  á  esa  mayoría, 
que  generalmente  se  encuentra  alejada  de  la 
verdad,  como  un  mundo  que  vislumbra,  pero 
al  que  no  le  es  dado  penetrar,  y  busquemos  en 
un  solo  hecho,  la  demostración  de  esta  verdad. 

Que  solo  habrá  regeneración  para  el  pueblo ,  cuando  haya  i  i 
tracción  para  el  pueblo. 

Ese  hecho  es  el  siguiente: 

La  ignorancia  es  la  que  produce  mayor  numero  de  criminales,  ó 
como  ha  dicho  un  autor: 
La  ignorancia  engendra  el  crimen. 

La  estadística  de  todos  los  países  demuestra 
esa  verdad  y  señala  la  proporción  que  de  cien 
criminales,  ochenta  y  ocho  por  lo  menos,  se  en- 
cuentran en  la  mas  completa  ignorancia. 

No  es  este  lugar  de  entrar  en  detalles  que  de- 
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muestren  la  exactitud  de  esa  cifra:  bástenos 
sentar  el*  hecho  y  con  él  creemos  bastante,  que 
aún  cuando  no  fuera  mas  que  para  arrebatar 
víctimas  al  crimen,  la  sociedad  debiera  mirar 
con  preferente  atención,  y  la  administración 
cumplir  el  deber  con  todo  rigorismo,  de  pro- 
porcionar la  educación  al  pueblo. 

Las  sociedades,  tal  como  están  hoy  constitui- 
das, aumentando  las  necesidades  y  gustos  crea- 
dos por  la  civilización,  han  desarrollado,  en  cieli- 
to modo,  las  malas  inclinaciones  en  el  hombre. 
Es  necesario  dar  á  todos,  por  el  cultivo  de  la 
inteligencia  y  de  las  facultades  morales,  esa 
fuerza  necesaria  para  resistir  al  mal  y  esa  aj)- 
titud  indispensable  para  satisfacer  esas  necesi- 
dades y  esos  gustos,  que  la  civilización  ha  crea- 
do, hasta  en  el  seno  de  las  familias  proletarias. 
La  educación,  dándonos  la  dirección  de  nues- 
tras facultades,  no  solo  nos  da  la  dicha  propia; 
sino  que  aprovecha  á  la  sociedad  entera,  con- 
virtiendo á  cada  uno  de  sus  miembros  en  úti- 
les y  en  otros  tantos  auxiliares  de  su  progreso 
y  engrandecimiento. 

Condiciones  de  la  instrucción  pública. — ¿Qné  con- 
diciones, podemos  aquí  preguntar,  debe  reunir 
la  instrucción  pública? 

Helas  aquí,  suscintamente  expuestas  y  de- 
mostradas: 

!.•  Debe  ser  moral;  es  decir,  que  se  dé  en  armonía  con  la  educa- 
ción, para  crear  verdaderamente  iiombres  ütiles  por  su  saber,  como 
por  BU  virtud. 

Al  niño  no  se  le  debe  dar  alimento  para  la 
inteligencia,  sin  formarle  el  corazón;  porque  el 
cumplimiento  del  deber,  forma  la  mas  bella 
parte  de  la  vida  del  hombre  en  sociedad. 

2.*  Bebe  ser  general;  esto  es,  que  debe  comprender  todos  los  ór 
denes  de  estudios,    principalmente  aquellos  que  dan  conocimientos 
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ütileB  para  las  industrias  j  oficios,  arrancando  éstas  de  la  rutioa, 
que  es  su  muerte; 

d.^"  Debe  ser  análoga  a  las  necesidades  de  la  sociedad,  para  no  caer 
en  el  tícío  de  crear  hábitos  y  gustos  que  después  son  de  imposible 
satisfacción. 

Esto  implica  la  organización  de  la  enseñan- 
za, en  coniormidad  con  el  carácter  de  los  habi- 
tantes, con  el  modo  de  ser  social,  con  las  condi- 
ciones físicas  del  suelo,  y  con  las  profesiones  ú 
oficios  mas  dominantes, 

4.*  Debe  ser  democrática,  para  crear  los  hábitos  de  verdadera 
igualdad  y  derecho,  sin  los  que  es  imposible  la  sociedad  modama,  y 
enseñar  al  pueblo  á  amar  esa  Hbertad,  que  es  el  principal  motor  de 
la  civilización  y  del  prof^reso. 

A  estas  condiciones  debe  agregarse  que  los 
que  se  dediquen  al  profesorado,  reúnan  todas 
las  gjarantías  necesarias  de  capacidad  y  compe- 
tencia, y  que  se  les  rodee  de  la  dignidad  é  inde- 
pendencia, que  á  su  elevado  cargo  corresponde. 

En  estas  condiciones  que  hemos  enumerado, 
debe  ser  considerada  la  libertad.  Esto  constitu- 
ye la  tan  debatida  cuestión  de  la  libertad  de  en- 
señanza, de  que  vamos  á  ocupamos. 

Libertad  de  enseñanza. — Antes  de  entrar  en  la 
discusión,  es  necesario  fijar  bien  los  términqp; 
es  decir,  lo  que  entendemos  por  libertad  de  en- 
señanza. Creemos  que  ésta  consiste  en  que  cada 
individuo  tenga  derecho  de  enseñar  y  aprender 
lo  que  quiera,  sin  dogmas  impuestos  y  sin  res- 
"  tricciones  preventivas  ó  coercitivas.  La  libertad 
así  entendida,  es  una  de  las  manifestaciones  de 
la  libertad  del  pensamiento;  y  es  mas  del  do- 
minio de  la  Ciencia  Constitucional  que  de  la 
Administrativa. 

Si  el  pensamiento  es  enteramente  libre  de  to- 
da autoridad  extraña  á  sus  propias  leyes;  si  se 
contraría  la  naturaleza  humana,  queriendo  li- 
mitarlo; si  ningún  interés  dogmático,  moral  ó 
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I>olítico  puede  autorizar  á  la  sociedad  para  res- 
tringir y  dominar  lo  que  por  su  naturaleza  ín- 
tima y  espiritual,  no  se  puede  ni  ocupar,  ni  do- 
minar, ni  limitar,  como  no  se  ocupa,  ni  se  limita 
la  luz,  el  aire,  y  el  calor;  si  para  el  progreso  de 
la  sociedad,  es  necesario  que  se  deje  aprender  á 
todos  y  enseñar  todo,  pues  éste  es  un  derecho 
primitivo,  y  una  condición  del  progreso  social; 
si  todo  esto  es  verdad,  es  claro,  que  la  libertad  de 
enseñanza,  que  es  una  de  las  manifestaciones 
de  la  libertad  del  pensamiento,  es  uno  de  los 
mas  sagrados  derechos  del  hombre  y  que  pue- 
de usar  ampliamente,  siempre  que  no  dañe  otro 
derecho. 

Esta  libertad  es  tanto  mas  sagrada,  cuanto 
que  se  funda  en  la  naturaleza  humana  y  en 
sus  leyes;  y  debe,  por  consiguiente,  no  tener  res- 
tricciones, ni  límites  de  ninguna  especie.  Con- 
viene dejar  á  todos  y  á  cada  uno,  la  facultad  de 
enseñarlo  todo,  aún  el  error  y  el  mal,  porque 
mientras  menos  ocultos  estén,  mas  fácil  será 
extirparlos.  La  verdad  es  una,  dicen  los  que  han 
querido  contradecir  la  libertad  de  enseñanza,  y 
no  hay  derecho  de  enseñar  otra  cosa  que  la  ver- 
dad. 

En  efecto,  la  verdad  es  una  y  por  lo  mismo, 
no  hay  peligro  que  se  enseñe  el  error,  porque 
la  verdad  tiene  que  resplandecer,  á  poco  que 
una  discusión  libre  y  razonada,  la  haga  conocer. 

AUi  donde  loe  derechos  de  todos  son  iguales,  cada  uno  defienda  el 
suyo  Y  no  hay  lugar  á  la  opresión;  mas  para  esto  no  basta  ()ue  la 
igualdad  esté  en  las  leyes,  es  necesario  que  ella  exista  también  ea 
las  ideas  y  las  creencias:  que  la  mayoría  respete  el  derecho  de  la  mi- 
noria;  aun  cuando  ésta  se  componga  de  un  solo  hombre. 

Estas  palabras,  de  uno  de  los  mas  notables 

n'  licistas  modernos,  encierran  una  gran  ver- 
:  que  la  libertad,  cualesquiera  que  sean  sus 
manifestaciones  y  su  fuerza,  debe  ser  respeta- 
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da  por  la  sociedad,  si  se  quiere  que  exista  la 
igualdad  que  requiere  la  justicia. 

Este  es  el  principio  del  derecho,  pero  el  hecho 
no  siempre  ha  coexistido  con  él. 

Hasta  el  siglo  XII  no  se  inicia  el  primer  mo- 
vimiento de  emancipación,  por  la  creación  de 
las  Universidades  libres  de  Italia  y  por  las  es- 
cuelas particulares  de  Francia,  que  podían  ser 
dirigidas  por  cualquiera  que  se  creía  capaz  de 
enseñar,  sin  necesidad  de  una  licencia  superior. 
Hasta  entonces,  la  enseñanza  había  estado  so- 
metida á  la  Iglesia,  pero  aún  allí  fué  un  hecho 
su  libertad.  La  reforma  religiosa  afianzó  mas 
en  principio  la  libertad  de  enseñanza,  pero  en 
el  hecho  no  fué  así,  porque  buscando  la  refor- 
ma, la  protección  de  los  Gk)biernos,  sometió  á 
su  dirección  las  Universidades  que  creaba  De 
aquí,  que  si  ya  no  se  tenía  la  tutela  del  clero, 
se  tuvo  la  opresión  del  Estado,  que  no  solo  pre- 
tendió imponer  doctrina,  sino  que  perseguía  á 
los  que  no  la  profesaban.  Por  esto  la  enseñan- 
za, en  la  práctica  moderna,  ha  conservado  esa 
protección  del  Gobierno,  con  virtiéndola  en  ofi- 
cial, aún  en  aquellos  países  en  que  se  han  re- 
conocido los  principios  liberales. 

Este  es  el  hecho  que  nos  es  preciso  hacer 
constar,  y  que  no  armoniza  con  la  teoría  que  la 
ciencia  cree  mas  compatible  con  la  naturaleza 
humana.  Podemos  reasumirla  así:  es  un  hecho 
psicológico,  que  el  pensamiento  es  Ubre  de  toda 
coacción  extraña,  según  nos  lo  afirman  la  ra- 
zón y  la  conciencia;  es  principio  de  razón  que 
la  verdad  no  es  patrimonio  de  una  clase  y  que 
todas  las  inteligencias  son  igualmente  aptas 

{)ara  conocerla;  es  evidente  que  la  libertad  es 
a  esencia  de  la  personalidad  humana  y  que 
cualquier  ataque  a  ella  es.  ataque  á  ésta;  y  ano* 
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ra  bien,  enseñar  es  trasmitir  los  conocimientos. 
es  ejercitar  el  pensamiento;  es  ponerlo  en  ac. 
ción,  manifestando  su  actividad;  y  si  el  pensa. 
miento  es  libre  y  no  sometido  sino  á  sus  pro 
pias  lejes,  es  claro  que  la  enseñanza  debe  serlo 
también,  porque  es  su  ejercicio,  porque  es  su 
manifestación.  Las  leyes  sociales  deben  estar 
en  armonía  con  las  naturales,  no  deben  contra- 
riar los  principios  de  la  naturaleza  humana; 
luego  las  leyes  sociales  deben  sentar  que  la  en- 
señanza es  libre.  Esto  es  discutiendo  nlosóñca- 
mente  el  principio  de  la  libertad  de  enseñanza; 
pero  aquí  el  problema  ñlosófico  se  nos  presenta 
complicado  con  el  problema  social.  El  deseo  de 
saber  es  innato  al  individuo,  es  una  necesidad 
del  alma  humana;  de  aquí  que  la  enseñanza  se 
considera  como  un  elevado  interés  social,  como 
una  de  esas  necesidades  que  atañen  al  progre- 
so, á  la  vida,  a  la  organización  de  las  socieda- 
des. 

Ante  este  orden  de  intereses  tan  elevados 
jcüál  es  la  misión  del  Poder?  ^qué  papel,  qué 
intervención  debe  tomar  el  Gobierno  en  la  en- 
señanza? 

Para  nosotros,  partidarios  de  la  libertad,  la 
respuesta  es  obvia.  Antes  que  todo,  el  Gobierno 
debe  reconocer  y  garantizar  la  independencia 
de  la  enseñanza;  es  decir,  que  debe  permitir 
que  se  enseñe,  sin  ordenar,  lo  que  se  deba  en- 
señar; debe  permitir  que  se  aprenda,  sin  orde- 
nar lo  que  se  va  á  aprender,  ni  con  quien  deba 
aprender,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  debe  dejar  al 

Sadré  de  famiha  la  libertad  de  elegir,  para  su 
Ijo,  la  enseñanza  que  quiera  y  crea  conve- 
niente. Pero  al  mismo,  tiempo,  si  en  principio, 
la  libertad  de  pensamiento,  es  absoluta  y  sin 
límites;  no  lo  es;  ni  puede  serlo  de  ese  modo,  su 
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manifestación  extema,  la  libertad  de  enseñan- 
za, que,  como  toda  libertad,  se  halla  limitada 
Sor  el  interés  social  ó  por  la  libertad  de  los 
emás.  Hemos  visto  que  en  todas  las  Nacionies 
hay  una  ensefíanza  oficial,  y  que  en  la  práctica, 
la  libertad  de  enseñanza,  no  tiene  la  ilimitación 
que  debiera. 

Esto  nace  de  que  la  civilización  actual  no  ha 
llegado  á  tal  grado  de  perfección,  que  se  pueda 
dejarlo  todo  á  la  iniciativa  y  actividad  indivi- 
dual, ni  que  el  individuo  al  usar  de  la  libertad, 
no  abuse  de  ella.  Así,  todo  hombre  que  se  crea 
capaz,  debe  ser  Ubre  para  enseñar  lo  que  quiera 
y  en  la  forma  que  elija;  y  todos  los  demás  para 
oirlo  y  aprender  lo  que  enseña.  Pero,  si  ese  in- 
dividuo enseña  que  el  asesinato  es  lícito  ó  que 
la  propiedad  es  un  robo,  abusa  de  su  libertad; 
hiere  el  interés  de  la  sociedad  y  ataca  el  dere- 
cho de  sus  semejantes;  y  si  la  enseñanza  va 
dirigida  á  menores  que  pueda  alucinar  y  pw- 
vertir,  entonces  el  Estado  no  ataca  la  libertad 
de  pensar,  ni  la  libertíid  de  enseñar,  si  prohibe 
que  ese  individuo  enseñe:  como  no  ataca  la  li- 
bertad individual  prohibiendo  el  robo  ó  el  ase- 
sinato. Por  el  contrario,  un  individuo  abre  una 
Cátedra  y  trata  de  demostrar  en  ella,  que  no 
existe  en  Jesús  la  Divinidad,  ó  se  propone  pro- 
.bar  que  el  todo  no  contiene  á  las  partes,  ú  otro 
absurdo  semejante:  ¿tendrá  el  Gobierno  el  de- 
recho, porque  ese  individuo  enseña  un  error, 
de  prohibirle  que  enseñe  ó  de  castigarlo?  Indu- 
dablemente nó,  porque  no  ataca,  ni  hiere  nin- 
gún derecho.  La  opinión  pública,  si  enseña  un 
absurdo,  lo  tendrá  por  loco  ó  por  demente  y  no 
será  oído;  y  las  pei-sonas  sensatas  é  ilustradas, 
si  enseña  algo  que  ataque  el  dogma  6  los  prin- 
cipios evidentes  de  la  ciencia,  le  demostrarán 
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que  está  en  el  error.  Y  si,  como  se  dice  por  os 
mismos  adversarios  de  la  libertad,  que  la  ver- 
dad se  impone,  es  claro  que  no  pnódrá  resistir 
el  error,  á  poco  que  la  discusión  haga  resplan- 
decer la  verdad. 

La  misión  del  Gobierno  debe  ser  antes  que 
todo,  respetar  la  libertad  de  la  enseñanza,  vigi- 
lando únicamente,  que  no  se  ataque  en  su  ejer- 
cicio  ningún  interés  social,  ni  se  niera  ningún 
derecho.  Por  eso  debe  existir  un  Código  de  Ins- 
trucción pública;  una  ley  no  alterada  continua- 
mente, que  respetando  la  libertad  de  enseñan- 
za, la  organice  y  le  dé  unidad. 

Pero  no  solamente  debe  el  Gobierno  vigilar 
por  medio  de  personas  competentes,  la  instruc- 
ción: debe  también  fomentarla  ó  impulsarla, 
porque  la  instrucción  de  los  asociaciados,  está 
en  el  interés  de  la  sociedad;  porque  todos  tienen 
derecho  á  exigir  y  el  Estado  está  en  el  deber  de 

Sroporcionar  Tos  medios  de  adquirir  la  instruc- 
ión,  en  el  grado  necesario  á  todos  aquellos  que 
no  pueden  proporcionársela  por  sí.  Mas  si  el 
Estado  tiene  este  deber  de  proporcionar  la  ins- 
trucción y  fomentarla  en  todo  lo  posible,  no 
por  esto  se  crea  que  ese  fomento  consiste  en 
que  los  Gobiernos  señalen  la  doctrina  y  dirijan 
la  enseñanza.  No:  la  misión  del  Gobierno  es 
garantir  los  derechos  de  los  asociados,  y  hacer 
que  i*eine  la  justicia  y  el  orden  en  la  sociedad, 
y  esta  misión  es  mas  que  suficiente,  para  que 
los  Gobiernos  las  recarguen  con  otras,  que  re- 
quieren cuidado  y  conocimientos  especiales. 

Debe  sí,  prescribir  que  se  enseñe  y  alentar  y 
estimular  todo  lo  que  á  la  enseñanza  se  refie- 
ra; y  por  esto,  dedica  parte  del  fondo  público  á 
sostener  establecimientos  de  instrucción,  sin 
que  esto  le  dé  derecho  para  impedir  que  los  par- 


—  156  — 

ticulares  erijan  otros  y  enseñen  en  ellos,  le  que 
quieran;  ni  mucho  menos,    p^ra  prescribir  la 
enseñanza  y  la  doctrina,  en  los  establecimien- 
tos que  se  sostiene  con  el  fondo  publico. 
Para  fomentar  no  es  necesario  monrfi)olizar; 

?T  si  el  Estado,  esto  es,  la  autoridad,  abre  escue- 
as,  colegios,  debe  someterlos  á  autoridades  es- 
peciales, reservándose  únicamente  el  derecho 
de  vigilancia.  Estas  autoridades  cuidarán  de 
que  en  dichos  establecimientos  se  inculque,  en 
los  que  se  educan,  aqiiellas  ideas  de  verdad  ab 
soluta,  que  las  leyes  de  nuestro  propio  entendi- 
miento nos  imponen,  sin  que  esto  quiera  decir 
que  se  prohiba  otra  clase  de  enseñanza,  porque 
no  se  sujeta  á  los  programas  y  i^eglamentos  que 
siguen  los  que  sostiene  el  Estado.  De  aquí  na- 
ce la  división  que  se  hace  de  la  enseñanza,  en 
oficial  y  libre.  (Artículo  1.^  del  Reglamento  de 
Instrucción  Pública.) 

Anque  en  realidad,  como  se  entiende  en  el 
día,  la  enseñanza  oficial  es  contraria  al  princi- 
pio de  la  libertad,  pues  no  por  ser  oficial,  es  de- 
cir sostenida  por  el  Estado,  debe  dejar  de  ser 
libre,  sin  mas  sujeción  que  á  las  leyes  y  no  re- 
conociendo en  el  Gobierno  la  facultad  de  seña- 
lar doctrina. 

Según  todo  lo  expuesto,  la  libertad  de  ense- 
ñanza, reconocida  como  un  principio  déla  cien- 
cia, se  funda  en  la  naturaleza  del  pensamien- 
to, del  cual  la  enseñanza  es  una  manifestación; 
pero  siendo  la  enseñanza  uno  de  los  mas  eleva- 
dos intereses  sociales,  no  puede  permanecer  el 
poder  indiferente  en  lo  que  á  ella  se  relaciona. 
La  misión  del  poder,  respecto  de  los  intere- 
ses sociales,  es  proteger  y  fomentar;  por  consi- 
guiente, debe  á  la  instrucción,  protección  en 
conformidad  con  su  esencia  íntima  que  es  la 
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libertad;  y  fomento,  desarrollándola,  alentando 
y  estimulando  á  los  maestros;  dando  á  los  que 
se  dediquen  á  la  enseñanza  el  puesto  que  les  es 
debido  en  la  sociedad,  rodeándolos  de  honor  y 
provecha,  para  que  la  abracen  hombres  aptc^ 
y  dignos  de  desempeñarla. 

El  fomento  de  la  instrucción,  que  mas  parti- 
cularmente se  refiere  á  la  gestión  económica, 
no  da  al  Estado  derecho  para  señalar  la  doc- 
trina y  entorpecer  con  trabas  la  libertad  de  la 
enseñanza,  asumiendo  como  un  derecho  propio 
inherente  al  poder  administrativo,  el  derecho 
de  enseñar,  que  delega  á  los  maestros  ó  en  los 
Cuerpos  docentes,  encargados  de  la  dirección 
de  la  enseñanza.  Si  enseñar  fuera  una  facultad 
)ropia  del  poder,  y  cuyo  ejercicio  delega,  no 
x)dríaser  un  derecho  común  á  todos  los  miem- 
)ros  de  la  sociedad;  y  esto  equivale  á  negar  una 
de  las  manifestaciones  de  la  libertad  del  pensa- 
miento que  sostienen  los  mismos  que  conside- 
ran la  enseñanza  como  una  facultad,  una  mi- 
sión inherente  al  poder.  Ahora,  si  el  derecho 
de  enseñar  es  una  i)rerogativa  del  Estado; 
gcómo  delega  su  ejercicio  sin  destruir  uno  de  los 
atributos  del  poder?  En  ese  caso,  podría  tam- 
bién delegar  en  los  particulares  la  facultad  de 
dictar  reglamentos,  de  dar  decretos,  de  aplicar 
penas,  y  quedaría  destnüda  completamente  la 
autoridad. 

Hemos  concluido  lo  referente  á  la  libertad  de 
enseñanza,  y  debemos  ahora  estudiar  las  dis- 
posiciones de  nuestro  Derecho  Administrativo 
en  lo  relativo  á  instrucción. 
Instrucción  en  el  Perú.  <1)— Es  sensible  deplorar 

(1)  Recomendamos  á  nupstros  alumnos,,  la  lectura  de  la  excelente 
•obra  **  Algo  para  una  ley  dé  insCruceión",  á  la  que  bastante  nos  lie- 
wosceñido,  si  bien  no  aceptamos  todas  las  opiniones  del  autor. 
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que  nuestra  instrucción  sea  un  verdadero  caos 
donde  las  leyes,  decretos  y  reglamentos  se  han 
sucedido  unos  á  otros,  derogando  los  nuevos  á 
los  ya  existentes  y  viniendo  después,algún  otro, 
que  modifica  los  anteriores. 

Desde  nuestra  independencia,  no  ha  habi- 
do Gobierno  que  no  se  haya  ocupado  de  ins- 
trucción, dando  nuevos  decretos  ó  creando  co- 
legios, que  no  se  han  llevado  á  la  ejecución,  pe- 
ro que  no  por  eso  han  dejado  de  gravar  al  Fis- 
co; ó  creando  Cátedras  para  determinadas  per- 
sonas, y  en  fin,  poniendo  tantas  trabas  y  tanta 
medida  desacertada  á  la  instrucción,  que  lejos 
de  fomentarla,  como  lo  mandaba  la  Constitu- 
ción, han  embarazado  su  marcha  y  ahogado  su 
progreso. 

Desde  luego,  observaremos  que  no  obstante 
que  la  libertad  de  enseñanza  se  reconoce  en 
nuestra  legislación,  en  realidad  no  ha  existido 
entre  nosotros;  pues  la  instrucción,  lejos  de  es- 
tar dirigida  por  autoridades  especiales,  en  todo 
lo  relativo  á  su  régimen  y  organización,  ha 
estado  siempre  subordinada  de  una  manera  ex- 
clusiva al  Ministro  de  Instrucción,  que  es  el  je- 
fe nato  de  ella  El  Ministro,  no  solo  ha  tenido 
facultad  de  nombrar  y  remover  profesores, 
crear  Cátedras,  etc.,  sino  que  aún  ha  designado 
los  textos  que  se  deben  seguir  en  las  Universi- 
dades, llegando  hasta  ordenar  que  dichos  tex- 
tos sean  aprendidos  de  memoria. 

Tal  lo  vemos  en  dos  circulares  del  Ministro 
dadas  en  los  años  1845  y  1847,  que  prescribía 
en  una,  que  las  tesis  de  los  grados  se  arregla- 
sen á  los  textos  de  Bello,  Pando,  IQuber,  etc.,  y 
en  la  otra  ordenaba  á  los  Prefectos  que  cuida- 
sen de  quje  en  los  colegios  d^  departamento  se 
hiciera  ae  memoria  el  estudio  de  todos  los  cur- 
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sos.  otro  Ministro  de  Instrucción  ordenó  en 
1853,  que  se  adoptara  por  texto  de  Estadística 
la  obra  de  Moreau  de  J onnes,  etc.  Así,  pues,  á 
no  conceder  á  los  Ministros  la  infalibilidad,  no 
se  comprende  como  prescriban  la  doctrina  y 
aún  el  modo  como  se  debe  estudiar,  coactando 
la  libertad  del  maestro  y  la  del  discípulo.  Bas- 
tante hemos  insistido  sobre  la  libertad  de  ense- 
ñanza, para  que  perdamos  el  tiempo  en  repro- 
ducir lo  que  llevamos  dicho. 

Estas  trabas,  estos  obstáculos,  han  sido  otras 
tantas  remoras  para  el  progreso  de  la  instruc- 
ción apesar  del  afán  de  los  Gobiernos.  Sin  em- 
bargo, es  tanto  el  poder  del  espíritu  progresis- 
ta de  nuestra  época,  aunque  lentamente  va  do- 
minando, que  si  se  compara  la  instrucción  que 
principió  á  darse  desde  que  el  Perú  fué  indepen- 
diente, con  la  que  recibían  los  peruanos  en  tiem- 
po del  coloniaje,  son  palpables  el  progreso  y  de- 
sarrollo de  la  ilustración,  que  cada  día  avanza 
mas  y  que  es  la  mejor  manifestación  del  grado ' 
de  cultura  de  un  pueblo. 

Durante  el  Gtobierno  de  los  Vireyes,  la  ins- 
trucción pública  era  el  patrimonio  de  unos  po- 
cos, pues  solo  lugares  determinados  tenían  de- 
recho para  sostener  establecimientos  de  instruc- 
ción. La  enseñanza  primaria  solo  estaba  reduci- 
da ala  lectura  y  á  la  doctrina  cristiana;  y  la  ma- 
yor parte  de  los  colegios  estaban  regentados 
por  el  clero,  principalmente  por  los  Jesuítas, 
qiw  aquí,  como  en  otros  países,  tuvieron  siem- 
pre la  ambición  de  monopolizar  y  dirigir  á  su 
modo  la  enseñanza  de  los  niños. 

Ettlá  enseñanza  superior  nó  era  permitido  el 
estadíí^  cte  los  ramos  del  Derecbo  Público,  ni  el 
el  Derecho  Natural,  ni  la rUconomía  Póiítioa, 
pcWttitléñdoBe^Sníicaniénte  enseñar  Teología  y 
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Filosofía  Escolástica,  Derecho  Canónico  y  Ci- 
vil. Los  Vireyes  suprimían  y  creaban  Cáte- 
dras á  su  voluntad,  y  designaoan  la  manera  de 
estudiarlas,  como  por  ejemplo,  el  Virey  Jáu- 
regui  que  creó  una  Cátedra  en  la  Real  Univer- 
sidad, de  Filosofía  Moral,  en  laque  debía  adop- 
tarse, para  sus  lecciones,  los  éticos  políticos  y 
económicos  de  Aristóteles.  Además,  existiendo 
la  censura  omnímoda  del  Supremo  Consejo  de 
las  Indias,  para  todos  los  libros  que  se  traía  y 
publicaba,  así  como  la  prohibición  de  introdu- 
cir libros  extranjeros  en  la  América  espaflola^ 
Lpor  último,  las  prisiones  y  hogueras  de  la 
nta  Inquisición;  no  es  de  extrañarse  q\ie  la 
instrucción  pública  fuera  casi  nula,  en  tiempo 
del  coloniaje,  puesto  que  el  pensamiento  estaba 
encadenado  por  el  fanatismo  y  la  suspicacia 
del  régimen  español. 

Desde  que  el  Perú  fué  independiente,  los 
grandes  hombres  que  derrocaron  las  institudo- 
nes  coloniales,  no  podían  olvidar  que  sin  ins- 
trucción no  hay  verdadera  libertad,  y  que  una 
de  las  primeras  necesidades,  era  desterrar  la 
ignorancia  popular.  Así,  la  primera  Constitu- 
ción de  1823,  dada  cuando  aun  no  estaba  ter- 
minada la  emancipación,  proclamó  este  impo^ 
tante  principio: 

La  instrucción  és  una  necmdad  común  y  la  República  la  debe 
igualmente  It  todos  sus  individuos. 

Para  hacerla  práctica,  se  creó  escuelas,  insti- 
tutos científicos,  universidades,  la  biblioteca  y 
el  musea  de  Lima;  y  en  una  palabra,  la  planti- 
ficación, de  cuanto,  por  entonces,  podía  desear- 
se para  que  la  enséñaaza  principiara  á  desar- 
rollarse. 

Después,  todas  las  Constituciones  posteriores 
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garantizaban  la  instrucción  primaria  gratuita 
y  la  difusión  y  fomento  de  la  enseñanza.  La 
de  1856  declaró  en  su  artículo  24  que: 

Cualquier  individuo  podía  enseñar  libremente,  bajo  la  inspección 
de  la  autoridad. 

La  Constitución  que  le  siguió,  reformándola, 
dada  el  10  de  Noviembre  de  1860,  tiene  á  este 
respecto  los  preceptos  siguientes: 

La  Nación  garantiza  la  existencia  y  difusión  de  la  instrucción  pri- 
maria gratuita  y  el  fomento  de  loa  establecimientos  públicos  de 
ciencias,  artes,  piedad  y  beneficencia.  [Artículo  24.] 

Todos  los  que  ofrezcan  las  garantías  do  capacidad  y  moralidad 
prescritas  i)or  la  ley,  pueden  ejercer  libremente  la  enseñanza  y  diri- 
gir establecimientos  de  educación,  bajo  la  inspección  de  la  autori- 
dad. (Articulo  25.) 

En  cuanto  á  las  leyes  secundarias  sobre  ins- 
trucción; es  decir,  reglamentos,  decretos,  etc., 
existen  tantos,  que  citarlos    únicamente,  sería    . 
tarea  bastante  larga.  Esta  manía,digámoslo  así, 
que  ha  tenido  cada  Ministro,  de  organizar  la 
enseñanza  á  su  modo,  sin  atender  á  lo  dispues-  ^ 
to  en  otras  leyes  anteriores,  y  aún  muchas  ve-  '■ 
C3S  contraríandolas,   es  lo  que  ha  hecho  de  la 
administración  de  la  enseñanza,  un  verdadero 
caos,   un   laberinto  de  decretos,   disposiciones, 
circulares,  reglamentos,  etc. 

Hasta  1855,  existían  unas  pooíis  disposiciones 
sobre  enseñanza  y  se  notal)a  la  falta  de  un  re- 
glamento general  de  iiistrncción.  Entonces,  en 
7  de  Abril  de  1855  sedióel  llamado  decreto  dic- 
tatorial, que  organizaba  la  instrucción  pública. 
Desde  el  ano  de  18(50,  existen  multitud  de  leyes 
resokiciones  y  decretos  sobre  intrucción,  entre 
los  que  son  notables  la  ley  de  Febrero  de  1861, 
que  declara  carrera  pública  el  profesorado; 
las  resoluciones  de   10  y  17  de  Abril  de  1861, 

que  tratan  del  concurso  para  las    Cátedras;      ^ 
n 
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el  decreto  de  Noviembre  de  1861,  sobre  log 
libros  que  deben  llevarse  en  los  colegios.  Hay 
resoluciones  sobre  la^  matrículas,  sobre  los 
exámenes,  reglamentos  especiales  para  ran- 
chos colegios. 

No  ha  podido  llevarse  mas  lejos  la  manía  de 
expedir  dispovsiciones  sobre  instrucción.  Solo 
en  el  año  61  se  dictaron  diez  y  seis  disposicio- 
nes, algunas  de  las  cuales  no  estaban  muy  en 
conformidad  con  el  decreto  de  7  de  Abril  de 
1855,  que  era  la  ley  fundamental  de  instrucción 

Dada  la  'ey  de  Municipalidades  de  9  de  Abril 
de  1873,  que  daba  á  los  Concejos  atribuciones 
de  instrucción,  las  cuales  no  estaban  en 
armonía  con  la  ley  de  1855;  el  Congreso  au- 
torizó al  Ejecutivo  para  que  expidiera  un  regla- 
mento general,  que  ensayado,  sirviera  de  base 
al  Código  de  Instrucción  que  deberá  dictar  el 
Congreso  (ley  de  18  de  Mayo  de  1875.) 

En  virtud  de  esta  autorización  dada  por  el 
Legislativo,  el  Gobierno  dio  el  Reglamento  Ge- 
neral de  Instrucción  pública,  en  18  de  Marzo  de 
1876.  Tiene  cuatro  Secciones  con  cincuenta  y 
siete  capítulos,  y  anexo  un  reglamento  especial 
para  la  Escuela  de  Ingenieros. 

Vamos  á  entrar  en  el  estudio  de  este  Regla- 
mento, que  es  el  que  constituye  nuestro  Dere- 
cho Administrativo  sobre  instrucción  pública 

División  de  la  instrucción  pública — La  instruc- 
ción se  divide  naturalmente  en  tres  grados  prin- 
cipales, según  la  extensión  de  los  conocimientos 
^ue  cada  uno  comprende  y  el  fin  á  que  se  diri- 
jan. Estos  tres  grados  son:  la  instrucción  pri- 
maria ó  elemental;  media  ó  secundaria;  y  supe- 
rior, que  admiten  á  su  vea  subdivisiones,  según 
la  clase  de  los  estudios  y  caráctei-  especial  de 
ellos. 
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La  instrucción  primaria  que  comprende  gene 
raímentela  Lectura,la Escritura  y  Nociones  pri 
meras  de  Aritmética,Gramática,Geografía,His- 
toria,etc,etc,es  base  de  las  demás  y  el  f  undamen 
tode  los  conocimientos  que  se  adquiere  con  pos- 
terioridad, ya  sea  por  una  enseñanza  sistema- 
da, ya  por  el  propio  esfuerzo  del  individuo.  Sin 
ésta  no  es  posible,  ni  seguir  otros  estudios,  ni 
puede  el  hombre  desempeñar  su  misión,  como 
miembro  de  la  sociedad,  ni  aún  valer  por  sí  pa- 
ra los  asuntos  mas  comunes  de  la  vida.  La  ig- 
norancia lo  convierte  en  un  ciego,  que  necesita 
la  mano  de  otro  para  dirigirse  por  cualquier  ca- 
mino. A  la  instrucción  primaria  se  debe  dirigir 
con  especialidad  la  acción  administrativa,  pues- 
to que  es  la  iniciación  para  la  mas  completa  ins- 
trucción y  la  única  senda  por  donde  el  pueblo 
puede  marchar  serena  y  tranquilamente  á  la 
democracia. 

La  instrucción  media  es  la  ampliación  de  los 
conocimientos  adquiridos  por  una  instrucción 
primaria  completa,  y  la  preparación  para  el 
estudio  de  los  ramos  que  comprende  la  instruc- 
ción superior.  Por  un  lado  toca  á  la  instrucción 
elemental;  por  el  otro  se  relaciona  con  la  supe- 
rior ó  facultativa,  preparando  al  individuo  pa- 
ra la  adquisición  de  los  conocimientos  indis- 
pensables al  ejercicio  de  las  distintas  profesio- 
nes, artes,  industrias,  donde  se  desarrolla  la  ac- 
tividad humana. 

Por  último,  la  instrucción  superior  está  cons- 
tituida por  el  estudio  metódico  y  profundo  de 
las  ciencias  necesarias  para  el  ejercicio  de  las 
profesiones  científicas  y  artísticas;  y  abraza  la 
enseñanza  que  se  da  en  las  escuelas  ó  institu- 
tos especiales  y  en  las  diversas  Facultades  que 
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componen  la  Universidad.  La  instrucción  supe- 
rior es  tan  extensa,  como  son  los  conocimientos 
que  el  espíritu  humano  ha  agregado  á  los  qne 
nos  legaron  las  generaciones  anteriores.  Su  ob- 
jeto es  descubrir  á  la  juventud  las  diversas  le- 
yes que  rigen  al  mundo  material,  moral  y  so- 
cial; dar  á  la  razón  la  base  para  investigar  la 
ciencia  en  sus  últimos  principios,  las  fuentes 
supremas  de  lo  bueno,  lo  bello  y  lo  verdadero^ 
ese  conjunto  de  conocimientos  teóricos  y  prác- 
ticos, que  son  en  sí  mismos  una  profesión  y 
preciosos  auxiliares  del  hombre  en  el  ejercicio 
de  la  actividad,  que  compone  el  movimiento 
científico  y  artístico  de  las  sociedades. 

Según  el  reglamento  general,  la  instrucción 
pública  es  oficial  y  particular  y  libre;  y  se  di- 
vide en  primaria,  media  v  superior.  La  prime' 
fa  se  da  en  las  escuelas;  la  segunda  en  los  co- 
legios, y  la  tercera  en  las  Universidades  ó  ins- 
titutos especiales.  [Artículos  1.^,  2°  y  3"*  del  E^- 
glamento  General  de  Instrucción  Pública,  re- 
formado.] 

Antoridades  en  materia  do  instrucción.— La  dirección  é  inspec- 
ción suprema  de  la  instrucción  pública,  corresponde  al  Ministerio 
del  Ramo,  asistido  por  un  Consejo  Superior  de  Instrucción-  pública. 
(Art.  ñ.'^  del  Roijlaniento.) 

La  dirección  e  inspección  administrativas  de  los  establecimientos 
de  instrucción  primaria,  corresponde  á  las  Municipalidades;  las  de 
instrucción  media,  al  Consejo  Superior  de  Instrucción. 

Las  de  las  Universidades  a  los  Consejos  Universitarios,  Bectores. 
Facultades  y  Decanos,  conforme  á  las  disposiciones  del  Reglamento. 
''  Las  de  lastitutos  especiales  de  instrucción  superior  ó  profesional. 
al  Ministerio  de  que  dependen.  Si  es  el  de  Instrucción,  la  dirección 
é  inspección  administrativas  de  los  institutos,  corresponde  á  este  Mi* 
nisterio  y  al  Consejo  Superior  de  Instrucción:  (Art.  6.°) 

La  enseñanza  universitaria  es  de  la  exclusiva  competencia  de  sn» 
respectivas  autoridades.  (Art.  T.**) 

Consejo  Sa  lerior  fie  Insfrueeión  Pública.  —Su  com- 
posición.—El  Oansejo  Superior  de  Instracción 
se  coinpoae  del  Ministro  del  Ramo,  ^que  será 
su  Presidente;  del  Director  General  de  Instruc- 
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ción  y  de  los  siguientes  Vocales,  nombrados 
por  el  Gobierno  cada  dos  años. 

Dos  Doctores  por  cada  una  de  las  Facultades  de  la  Universidad  de 
Lima,  de  los  cuales,  uno  por  lo  menos,  debe  ser  Oatedrático  en  ejer- 
cido; dos  representantes  de  la  instrucción  media;  dos  de  la  prima- 
ria; dos  de  la  enseñanza  libre  7  uno  de  cada  instituto  especial  que 
dependa  del  Ministerio  de  Instrucción. 

Atribuciones. — Las  atribuciones  que  el  Regla- 
mento concede  al  Consejo  Superior  son  las  si-, 
guientes,  como  autoridad  suprema  en  materia 
de  Instrucción. 

]."*  Autorizar  los  textos  de  euseñanza  de  instrucción  primaria  t 
media  y  designar  los  que  deben  seguirse  en  las  Escuelas; 

S.**  Dar  los  programas  y  plan  de  estudios  de  una  y  otra; 

X.*  Decidir  las  cuestiones  de  disciplina  en  el  ramo  de  Instrucción 
púbUca. 

Como  encargado  de  la  vigilancia  de  la  ins- 
trucción tiene  las  sigiiientes: 

1.^  Inspeccionar  la  manera  como  se  da  la  enseñanza  en  la  Instruc" 
ción  primaria  y  medid,  tanto  oficial  como  libre; 

3.0  Velar  sobre  el  cumplimiento  de  las  leyes,  decretos,  resolucio* 
nes  y  órdenes  relativas  á  instrucción  publica. 

Son  de  nominación: 

!.•  Elegir  por  mayoría  absoluta,  los  Rectores  de  las  üniveryidades 
menores; 

2."  Elegir  los  Visitadores  é  Inspectores  necesarios  para  conocer  el 
estado  de  los  establecimientos  de  instrucción ; 

3.»  Nombrar  Comiaiones  de  tres  ó  mas  miembros  en  cada  departa- 
mento, que  en  representación  del  Consejo,  llene  las  atribuciones  que 
le  les  sefiala  en  e^te  Reglamento. 

Y  por  Último,  tiene  la  atribución  de: 

Revisión  sobre  los  expedientes  de  grados  académicos  de  las  Uni- 
versidades menores;  los  de  los  concursos,  y  la  de  expedir  títulos  uni- 
veiBitarioe  que  por  este  Reglamento  no  fuesen  de  propia  competencia 
de  ellas,  (Articulo  IC  del  Keglamento.) 

Voto  del  Consejo.— El  Gobierno  debe  oír  al  Con- 
sejo Y  seguir  su  dictamen  en  los  casos  si- 
guientes: 

!•  Cuando  se  haya  de  decidir  sobre  asuntos  contenciosos,  relati^ 
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T08  á  insoruoción  püblioa,  que  no  sean  de  la  competencia  del  €k>- 
bierno; 

2.^  Guando  se  trata  de  dar,  reformar  ó  derogar  lot  reglamentos  y 
decretos  sobre  instrucción  pública; 

Z,^  Siempre  que  haya  duda  respecto  á  la  inteligencia  y  manera  ds 
aplicar  las  disposiciones  reglamentarias  relativas  á  instrucción  (Ar- 
tículo 11.) 

£1  Ministro  puede  consultar  al  Consejo  en  los  demás  casos  que 
por  su  gravedad  y  trascendencia  lo  requieran  (Articulo  12.) 

Sesiones.  -Serán  por  lo  menos  dos  veces  al  mes  y  se  requiere  U 
asistencia  de  la  tercera  parte  del  número  total  de  los  miembros  |  Ar- 
tículos 18  y  14  ] 

Instrucción  primaria-  Su  necesidad. — ^Todos  los 
publicistas  están  acordes  en  considerar  la  ins- 
trucción primaria,  como  indispensable  ál  indi- 
viduo y  como  la  base  del  progreso  de  los  pue- 
blos. La  Estadística  nos  demuestra  que  mien- 
tras mas  difundida  se  encuentra  la  instrucción 
{)rimaria,  mavor  es  la  producción  y  por  tanto 
a  riqueza.  Alemania  y  Estados  üniaos,  puede 
decirse  que  deben  su  desarrollo  y  progreso,  es- 
pecialmente este  último  país,  ai  incremento 
que  ha  tomado  la  instrucción  primaria.  En 
Alemania,  no  hay  aldea,  por  pequeña  y  apar- 
tada que  sea,  en  la  que  la  mayoría  de  sus  ha- 
bitantes, no  sepan  leer  y  escribir.  Por  el  con- 
trario: que  distinta  es  la  condición  de  España, 
por  ejemplo,  y  de  nuestras  Reptíblicas  Ameri- 
canas, en  las  que  menos  de  un  tercio  de  la  po- 
blación, sabe  leer  y  escribir. 

Hoy  todos  los  hombres  pensadores,  todos  los 
publicistas,  claman  por  la  necesidad  de  la  ins- 
trucción primaria  para  el  pueblo,  eomo  la  base 
principal  de  todo  progreso,  como  la  piedra  an- 
gular sobre  que  debe  reposar  el  edificio  de  la 
prosperidad  d!e  una  Nación.  Haya  instrucción 
y  hay  paz,  porque  la  instrucción  significa  enno- 
blecimiento del  espíritu,  amor  al  trabajo,  co- 
nocimiento del  derecho,  de  la  justicia,del  orden 
y  la  base  de  toda  moralidad.  La  instrucción  pri- 
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maria  es  la  luz  que  debe  alumbrar  siempre  el 
camino  de  los  pueblos. 

Se  hace  sentir  mas  esa  necesidad  en  los  paí- 
ses democráticos,  en  que  la  soberanía  reside  en 
el  pueblo,  y  en  que  la  falta  de  la  instrucción 
primaria,  limita  el  derecho  de  sufragio  á  unos 
jyocos,  desnaturalizando  el  régimen  democrár 
tico. 

Voy  esto  la  instrucción  primaria  es  declara- 
da obligatoria,  y  por  consiguiente,  gratuita  en 
casi  todas  las  legislaciones. 

El  principio  de  la  igualdad  ante  la  ley,  sobre 
que  reposa  el  sistema  democrático,  no  puede 
nunca  ser  una  verdad,  si  la  carencia  de  ins- 
trucción primaria  coloca  multitud  de  indivi- 
duos, en  una  condición  inferior  á  la  de  los  de- 
mas,  sin  poder  valer  por  sí,  ni  pretender  tomar 
un  puesto  en  la  sociedad. 

Enseñanza  oblifijatoria. — ¿La  enseñanza  prima- 
ria debe  ser  obligatoria?  El  principio  de  la  li- 
bertad de  enseñanza,  absoluta  en  la  teoría,  se 
encuentra  limitada  en  su  aplicación  á  la  prác- 
tica. Pero  fijémonos  que  es  una  limitación,  que 
en  realidad  no  va  á  atacar  en  sí  misma  á  la  li- 
bertad de  enseñar.  Es  mas  bien  una  limitación 
á  la  libertad  individual,  en  guarda  del  interés 
social,  y  limitación  que  se  impone,  basándola 
eu  la  siguiente  máxima  del  Derecho  Público. 
Toda  libertad,  puede  ser  restringida,  en  cierto 
modo,  por  el  interés  de  la  sociedad,que  es  para 
bien  de  los  individuos. 

Si  la  instrucción  primaria  es  de  tanto  inte- 
rés parala  sociedad  y  para  el  individuo;  si  es 
indispensable  para  la  organización  de  la  una  y 
para  la  conservación  del  otro:  ¿debe  el  Estado 
imponerla  como  una  obligación?  ó  de  otra  ma- 
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ñera:  ¿la  instrucción  primaria  debe  ser  obliga- 
toria? 

Esta  palabra  obligatoria  parece  que  se  avi- 
niera mal  con  el  principio  de  libertad  de  ense- 
ñanza; pero  en  realidad  no  es  así,  porque  la  li- 
bertad no  sea  ha  de  llevar  tan  lejos  que,  á  pre- 
texto de  ella,  se  permita  al  individuo  que  haga 
lo  que  quiera,  que  aprenda  ó  no  aprenda,  hi- 
riendo así  el  interés  social.  Según  esto,  la  en- 
señanza primaria  debe  ser  obligatoria,  es  de- 
cir, que  se  debe  imponer  á  los  padres  la  obliga- 
ción de  dar  á  sus  hijos  la  instrucción  primaria, 
y  en  caso  de  no  hacerlo  por  sí,  en  las  escuelas 
que  elijan,  deben  enviarlos  á  las  que  sostiene 
la  Administración.  Se  dice  que  así  se  ataca  á 
la  libertad  del  padre,  se  hiere  la  independencia 
de  la  familia.  Pero  ya  lo  hemos  dicho,  que  la 
'  libertad  individual,  cualquiera  que  ella  sea,  de- 
be ceder  al  interés  social,  pues  de  otra  manera 
no  sería  posible  la  sociedad. 

Existe  en  verdad  el  derecho  del  padre,  para 
que  no  haya  ninguna  autoridad  entro  él  y  sus 
hijos;  pero  existe  también,  el  derecho  de  la  so- 
ciedad para  exigir  que  todos  sus  miembros  sean 
suficientemente  instruidos,  suficientemente  ap- 
tos para  la  vida  social  y  sabido  es  que  no  hay 
derecho  contra  el  derecho. 

Respetando  el  derecho  del  padre,  en  contra 
del  derecho  de  la  sociedad,pierde  ésta  y  no  gana 
nada  aquel:  respetando  el  derecho  de  la  sociedad 
en  contra  del  padre,  ganan  los  asociados,  y  aún 
gana  éste;  luego  hay  un  derecho  que  recorta 
beneficios,  contra  un  derecho  que  nada  deja,  y 
es  claro  que  éste  debe  ceder  á  aquel.  En  el  mun- 
do físico,  una  fuerza  menor  cede  á  la  mayor; 
pues  lo  mismo  debe  ser  en  el  mundo  social:  un 
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mayor  derecho  debe  preferirse  á  un  derecho 
menor. 

Esto  en  el  supuesto,  que  al  hacer  obligatoria 
la  enseñanza  primaria  se  hiera  la  libertad  del 
padre;  pero  en  realidad  no  es  así:  Esa  obligación 
que  se  impone,  está  muy  en  armonía  con  nues- 
tra naturaleza.  La  mayoría  de  los  padres  ape-, 
tece  y  ansia  la  instrucción  para  sus  hijos. 
Si  se  les  pregunta  á  todos,  no  hay  uno  que  no 
responda  que  desea  que  su  hijo  sea  instruido, 
educado,  aún  mas  que  con  la  sola  enseñanza 
elemental.  Y  si  esto  sucede  así  ¿por  qué  se  dice 
que  se  ataca  la  libertad  del  padre,  imponiéndo- 
le una  obligación  que  está  muy  en  armonía 
con  sus  sentimientos?  Habrá  muchos  que  des- 
cuiden este  deber,  y  mas  aún,  que  no  tengan 
esos  sentimientos,  respecto  de  sus  hijos;  pero, 
porque  existan  unos  pocos,  que  por  ignorancia 
ó  maldad,  rechacen  una  obligación  sagrada  ¿se 
ha  de  exigir  que  s6  pretexto  de  no  herir  la  li- 
bertad de  estos  pocos,  no  se  les  ha  de  imponer 
el  cumplimiento  del  deber  de  enseñanza,  que 
interesa  á  la  sociedad,como  una  obligación?  Ca- 
balmente, á  estos  esa  quienes  debe  imponerse 
esta  obligación,  pues  que  los  demás,  que  cono- 
cen lo  que  deben  á  sus  hijos,  no  necesitan  de 
la  exhortación  de  la  ley;  sin  que  por  esto  les 
hieran  en  nada,que  la  ley,  en  concordancia  con 
sus  sentimientos,  haga  una  obligación  lo  que 
ellos  miran  como  un  deber  sagrado  que  deben 
cumplir. 

Ellos  comprenden  que  esa  obligación  de  la 
instrucción  primaria,  es  necesaria,  porque  hay 

{)adres  que  la  descuidan  para  sus  hijos;  y  aque- 
los  no  se  considerarán  heridos  en  su  dignidad 
é  independencia,  porque  se  vela  por  el  interés 
de  los  hijos  y  por  el  interés  de  la  sociedad.    El 
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padre  tiene  la  obligación  de  alimentar  al  hijo 
y  este  deber  lo  impone  toda  legislación,  y  po 
tendrá  también  el  deber  dé  darle  la  instrucción 
y  la  educación  necesaria?  Se  le  prescribe  que 
alimente  y  conserve  el  cuerpo;  y  el  alma, 
¿debe  ser  descuidada?  Que  hace  el  padre  con  ali- 
mentar á  su  hijo,si  lo  deja  crecer  en  la  igno- 
rancia: ino  le  hace  un  mal  positivo  y  no  lo  ha- 
ce también  á  la  sociedad?  Entonces,  ¿por  qué 
no  se  le  ha  de  imponer  la  obligación  de  que  lo 
eduque  y  enseñe?  No  hay  réplica:  ó  se  le  deja 
al  padre  la  libertad  para  que  alimente  ó  no  ali- 
mente á  sus  hijos;  ó  si  se  le  impone  como  obli- 
gatoria la  alimentación,  debe  también  impo- 
nérsele la  intrucción  primaria.  De  otro  modo, 
se  va  en  contra  de  la  naturaleza,  que  no  es 
puramente  física;  se  hace  un  mal  grave  á  la 
sociedad,  que  no  solamente  quiere  individuos 
alimentados,  sino  ciudadanas  instruidos. 

La  sociedad,  dicen  los  que  impugnan  la  obli- 
gación, no  tiene  derecho  de  imponer  al  padre 
la  instrucción  de  sus  hijos,  porque  ase  es  un  de 
ber  moral  y  no  puede  ser  del  dominio  de  la 
ley.  Primeramente,  los  deberes  morales  que  no 
éon  cumplidos  deben  hacei^se  cumplir,  cuando 
su  no  cumplimiento  hiere  el  interés  de  la  socie- 
dad. Esta  ¿no  ha  de  tener  derecho  para  exigir 
de  los  qué  van  á  formar  parte  de  ella,  la  garan- 
tía de  que  sabrán  vivir  en  la  sociedad;  de  que 
conocerán  sus  deberes  y  los  medios  necesarias 
para  vivir  entre  sus  semejantes?  Si  la  sociedad 
reporta  beneficios  á  sus  asociados,  tiene  derecho 
de  exigir  de  estos,  la  seguridad  de  que  sabrán 
aprovechar  sus  beneficios  y  que  no  serán  un  es- 
torbo contra  su  seguridad  y  orden.  No  hay  que 
olvidar  que  la  estadística  criminal  nos  enseña, 
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que  la  mayor  parte  de  los  crímenes,  son  pro- 
ductos de  la  ignorancia  y  del  abandono  en  que 
Be  tuvo  la  niñez  de  esos  criminales. 

"Es  un  deber  puramente  moral",  dicen;  y 
bien,  el  deber  de  alimentación  también  es  mo- 
ral, y  ¿por  qué  á  éste  se  le  ha  dar  la  sanción 
de  la  ley  y  al  otro  nó?  Si  uno  interesa  á  la  vida 
del  cuerpo,  el  otro  es  indispensable  á  la  vida  del 
alma.  Y  si  decimos  que  la  ley  no  puede  imponer 
aquellos  deberes  que  son  puramente  morales, 
aunque  interesa  á  la  sociedad  su  cumplimien- 
to, vendremos  á  parar  que  no  hay  necesidad  de 
leyes.  ¿Por  qué  no  se  deja  todo  á  la  moral?  To- 
dos los  deberes  son  morales,  y  sino,  dejarían  de 
ser  deberes;  pues  bien,  los  que  interesan  ala  so- 
ciedad; los  que  pueden  dejar  con  su  falta  de 
cumplimiento  algún  mal  á  ésta,  ó  á  los  derechos 
que  ella  está  encargada  de  garantir,  deben *ser 
impuestos  por  las  leyes  como  obligatorios;  los 
que  solo  interesen  al  individuo,  los  que  seají 
enteramente  del  dominio  de  la  conciencia  indi- 
vidual, deben  ser  dejados  á  la  libertad  de  éste 
y  no  son  del  dominio  déla  ley. 

¿La  instrucción  primaria  interesa  ó  no  á  la 
sociedad?  ¿Su  falta  traería  algún  mal  á  éstaí 
Claro  es  que  sí,  y  por  tanto,  la  instrucción  pri- 
maria, aunque  sea  un  deber,  como  dicen,  pitra- 
mente  moral,  debe  ser  impuesta  como  una  obli- 
gación. 

Se  dice  también  que  no  es  posible  privar  á  los 
padres  pobres  del  trabajo  de  los  hijos  en  los  cam- 

Sos,  y  aún  en  las  ciudades.  Desde  luego,  el  pa- 
re que  prefiere  el  poco  provecho  que  pueda  sa- 
car de  su  hijo  tierno,  á  la  educación  e  instruc- 
ción de  éste,  se  hace  criminal;  y  no  por  cierto 
jnereee  las  consideraciones  de  la  ley.  Se  agre- 
gará, que  esas  familias  pobres  son  miserables, 
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y  necesitan  del  trabajo  de  todos  sus  miembros, 
aún  de  los  mas  débiles,  para  su  sustento.  De  to- 
dos modos,  no  será  mucho  lo  que  pierdan,  si  se 
privan  por  unos  cuantos  añas  del  trabajo  de 
sus  hijos,  para  provecho  de  éstos  y  de  ellos  mis- 
mos. Aún  mas:  l^  instrucción  primaria  se  dá 
regularmente  á  una  edad  tierna,  en  que  aún  no 
completo  el  desarrollo  físico,  puede  ser  funesto 
un  trabajo  material,  recio  como  es  el  de  las  fá- 
bricas ó  manufacturas.  Si  es  verdad'  que  el  pa- 
dre tiene  derecho  sobre  los  hijos,  también  lo  es 
que  el  hijo  tiene  derecho  respecto  al  padre,  y  si 
se  respeta  el  uno,  que  tratándose  del  poco  fruto 
que  da  el  trabajo  de  un  niño,  se  basa  en  el 
egoísmo  paternal,  ¿cómo  no  se  ha  de  respetar  el 
otro,  que  nace  de  la  debilidad  del  niño?  Él  Esta- 
do garantiza  el  derecho  y  mucho  mas  cuando 
se  tmtiadel  desvalido,  del  inerme,  de  todo  aquel 
que  su  situación  ó  edad,  colocan  bajo  otra  tu- 
tela, que  puede  ser  tiránica  y  opresora.  Por  es- 
to, el  Derecho  Administrativo  de  todos  los  paí- 
ses,en  donde  se  emplea  el  trabajo  de  los  niños  ó 
n^ujeres  en  las  fábricas,  canteras,  etc.,  contiene 
disposiciones  que  reglamentan  ese  ti^abajo  y  se- 
ñalan el  máximum  del  tiempo  que  pueda  du- 
rar. Es  la  protección  que  la  sociedad  debe  al  de- 
recho del  débil,  que  puede  ser  ahogado  por  el 
del  fuerte. 

Por  otra  parte,  lejos  de  inferir  un  mal  á  las 
familias  de  los  proletarios,  cuando  la  sociedad 
les  roba  sus  hijos  ciertas  horas  del  día,  para 
educarlos  é  instruirlos,  les  concede  un  beneficio 
seguro  y  positivo.  Esos  momentos,  esos  días  que 
la  familia  se  priva  del  trabajo  del  niño  y  del  es- 
caso fruto  que  de  él  puede  sacar,  serán  bien 
pronto  compensados  con  las  ventajas  de  con- 
vertir al  niño,á  quien  el  trabajo  pudo  matar,eii 
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un  hombre  que  lleva  el  valioso  contingente  de 
conocimientos  adquiridos  en  la  escuela;  de  una 
inteligencia  desarrollada  por  la  instrucción  que 
puede  recibir;  en  una  palabra,  de  otros  tantos 
medios  de  progreso  y  adelanto  en  su  oficio  ó 
trabajo. 

No  insistiremos  más  en  una  cuestión, ya  muy 
debatida  y  generalmente  resuelta  en  el  sentido 

?[ue  hemos  indicado,  el  cual  creemos  más    con 
orme  á  la  razón  y  al  interés  social;  y  que  es  á 
la  vez  la  doctrina  adoptada  por  todas  las  legis- 
laciones de  los  países  civilizados. 

Enseñanza  sfratnita. — La  cuestión  de  la  ense- 
sefianza  obligatoria,  se  encuentra  complicada 
con  la  cuestión  de  la  gratuidad,  jLa  enseñanza 
primaria  debe  ser  gratuita  ó  debe  exigirse  re- 
muneración por  ella?  Gratuita,es  decir,que  salga 
del  fondo  público;  que  sea  costeada  por  todos  los 
contribuyentes  ó  por  las  rentas  propias  de  la 
Administración;  sin  que  se  exija  ningún  gra- 
vamen, ninguna  remuneración,  en  las  escuelas 
que  aquella  crea  y  sostiene. 

En  esta  cuestión  hay  dos  opiniones;  una  que 
niega  la  gratuidad  de  la  instrucción  primaria; 
Y  otra,  que  la  exige  absoluta: 

Los  primeros  se  apoyan,  en  que  su  costo  es 
un  enorme  gasto  para  el  fondo  público;  que  así 
como  se  exige  remuneración  por  la  instrucción 
media  y  la  superior,  no  hay  porqué  no  exigirla 
por  la  primaria,  La  Educación,  añaden,  se  de- 
be á  quien  no  puede  pagarla.  Se  dice,  que  la 
gratuidad  es  necesaria  para  la  igualdad;  ellos 
contestan,que  la  no  gratuidad  no  hiere  la  igual- 
dad, porque  no  por  ser  uno  rico  y  el  otro  pobre, 
dejan  de  ser  iguales  ante  Dios  y  ante  la  ley. 
Además,  añaden,  que  haciéndola  gratuita,  se 
hace  común  el  gasto,  y  así  se  exige  al  pobre,  lo 
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que  solo  debiera  exigirse  al  rico.  Por  último,  di- 
cen que  hacer  la  instrucción  primaria  gratuita, 
es  quitar  á  los  pobres  el  placer  de  imponerse  sa- 
crificios por  la  educación  desús  hijos.  Estas  son, 
en  resumen,  las  razones  que  aducen  los  adver- 
sarios de  la  enseñanza  gratuita. 

Desde  luego,  si  la  instrucción  primaria,  es  un 
interés  común  á  todos  los  asociados;  si  se  impo- 
ne como  una  obligación  á  los  padres  de  familia; 
debe  ser  costeada  por  el  fondo  común,  es  decir, 
que  debe  ser  declarada  gratuita,  en  lo  absoluto, 
en  todas  las  escuelas  que  son  públicas.  De  otro 
modo,  se  establece  una  desigualdad,  nacida  de 
la  diferencia  entre  el  rico  y  el  pobre;  pues,aun- 
que,  dicen  los  adversarios,  que  esa  desigualdad 
no  existe;  principia  desde  el  momento  en  que 
tendrá  que  exigirse  al  pobre  los  comprobantes 
de  su  indigencia,para  queno  se  le  exija  remune- 
ración por  la  instrucción.  Ya  entran  álaescue* 
la  los  niños  bajo  un  pié  de  desigualdad,  y  que  tal 
vez  dará  lugar  á  distinciones  perjudiciales  á  la 
educación.  Uno  recibe  la  instrucción  del  Esta- 
do y  la  paga,  y  ese  no  puede  considerarse  igual 
al  que  recibe  la  instrucción,  como  una  gracia, 
como  una  limosna  que  hace  el  Estado  á  su  po- 
breza. Por  otra  parte,  si  se  impone  como  una 
obligación,  cuva  falta  de  cumplimiento  debe 
ser  castigada,  la  de  los  padres,  de  dar  instruc- 
ción á  sus  hijos;  es  preciso  proporcionarles  los 
medios  para  que  cumplan  esa  obligación,  pues 
de  otra  manera,  no  hay  equidad,ni  justicia .  ¿Por 
qué  á  la  obUgación,  se  ha  de  añadir  la  humilla- 
ción de  que  comprueben,  con  documentos  ó  de 
cualquier  otro  modo,  su  indigencia,  para  que 
sus  hijos  reciban  una  limosna?  Esto  no  es  justo, 
ni  equitativo. 

Dicen  los  adversarios  que  es  mucho  gasto,  y 
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mucha  carga  para  el  Estado  la  enseñanza  gra- 
tuita. Primeramente,  nunca  una  razón  funda- 
da en  el  dinero,  debe  hacerse  valer  cuando  se 
trata  de  intereses  sociales  tan  elevados,  tan  im- 

Sortantes,  como  lo  es  la  instrucción.  En  segun- 
o  lugar,  no  es  una  cai^ga  para  el  Estado,  pues 
generalmente,  la  administración  local  es  la  qué 
sostiene,  de  los  fondos  del  común,  la  instruc- 
ción; y  si  el  Gobierno  suple  la  deficiencia  de 
ellos,  no  hace  mas  que  cumplir  el  deber  de  ga- 
rantir los  derechos  de  los  asociados.  Sentar  que 
la  educación  solo  se  debe  á  quien  no  pueda  pa- 
garla, es  inútil;  porque  al  hacer  gratuita  la  ins- 
trucción primaria,  sosteniendo  escuelas  donde 
pueda  asistir  todo  el  que  quiera,  sin  remunera- 
ción alguna,  es  practicar  esa  verdad,  puesto  que 
á  esas  escuelas  solo  asisten  los  que  no  pueden 
pagar  la  educación,  sin  que  se  impon^  la  hu-' 
millación  de  declararlo  antes.  Los  ricos  que 
puedan  pagar  educación  á  sus  hijos,  no  los 
mandan,  generalmente,  á  las  escuelas  gratui- 
tas; así  es  que  eso  que  dicen  los  adversarios  de 
la  enseñanza  gratuita,  de  que  la  educación  solo 
se  debe  á  quien  no  puede  pagarla,  es  en  reali- 
dad una  razón  para  que  la  enseñanza  se  haga 
gratuita,  porque  esta  enseñanza  gratuita  es  la 
práctica  de  ese  principio,  sin  que  haya  necesi- 
dad de  que  se  pruebe  antes,  que  no  se  puede 
pagar  la  educación  de  los  hijos. 

Finalmente,  la  difusión  de  la  instrucción  pri- 
maria es  un  deber  del  Estado  y  un  derecho  del 
individuo;  luego  el  cumpümiento  de  ese  deber 
y  la  satisfacción  de  ese  derecho,  no  puede  ser 
desatendido  por  el  Estado.  Sin  embargo,  alegan 
los  adversarios,  que  si  la  instrucción  media  y 
la  superior  lo  son,  jpor  qué  no  ha  de  serlo  la 
primaria?  Porcuna  razón  muy  •sencilla,  porque 
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las  dos  primeras  no  son  indispensables  á  todos 
los  asociados,  ni  se  puede  imponer  como  nnet 
obligación;  mientras  que  la  primaria,  debe  ser 
obligatoria  y  es  absolutamente  necesaria  para 
la  vida  social.  La  falta  de  las  dos  primeras  á 
la  generalidad  de  los  asociados,  no  perjudica  á 
la  sociedad;  la  falta  de  Ja  otra,  no  solo  perjudi- 
ca, sino  que  es  una  amenaza  constante  para  la 
organización  política  y  civil  de  la  sociedad;  pa- 
ra la  seguridad  y  orden  interior  de  ella  y 
para  los  derechos  de  lodos  y  cada  uno  de  los 
asociados.  Por  eso,  si  la  insttucción  media  y  la 
superior  son  costeadas  por  el  Estado,  que  no 
deben  serlo;  puede  exigirse  remuneración  por 
ellas;  y  no  así  con  la  primaria. 

Según,  todo  lo  dicho,  la  instrucción  primaria 
debe  ser  obligatoria  para  todos  los  asociados  y 
debe  ser  gratuita. 

Vamos  a  ver  las  disposiciones  positivas  que 
en  esta  materia,  rigen  entre  nosotros. 

Desde  el  decreto  dictatorial  de  9  de  Abril  de 
1855,  que  organizaba  la  instrucción  pública,  se 
declaró  obligatoria  la  instrucción  primaria, 
que  ese  reglamento  llamaba  popular. 

El  artículo  11  obligaba  á  los  padres  y  guar- 
dadores, que  no  i)robaran  que  daban  á  sus  hi- 
jos ó  menores  la  instrucción  popular,  á  man- 
darlos á  las  escuelas  nacionales,  bajo  pena  de 
multa  ó  trabajos  en  proporción  á  esta  multa 
(Articulo  18  del  decreto  de  7  de  Abril  de  1855.) 

El  capítulo  10  del  Reglamento  Q-eneral  de 
Instrucción  Pública,  dado  en  18  de  Marzo  de 
1876,  se  ocupa  de  la  instrucción  obligatoria. 

El  artículo  66  dice: 

La  instrucción  primaria  de  primer  grado  es  obligatoria  para  todos 
los  habitantes  del  Ferú. 

Esta  instrucción  se  dará,  también  en  los  cuarteles,  cárceles  y  pe- 
nitenciarias (Articulo  67.) 
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Esta  misma  obligación  existe  para  las  personas  aue  tengan  ó  ad- 
mitan á  su  servicio,  menores  que  no  hayan  recibido  la  instrucción 
primaria  de  primer  grado,  á  no  ser  que  comprueben,  ante  el  Inspec- 
tor del  Ramo,  darles  la  expresada  instrucción.  (Articulo  (i{ 

Esta  disposición  e^  aplicable  á  las  personas  que  ocupan  adultos, 
que  no  acrediten  haber  cursado  la  instrucción  primaría  de  primer 
jrrado,  salvo  que,  al  ocujparlos,  se  obligue  el  patrón  á  hacerles  dar 
dicha  instrucción.    í Articulo  70.) 

Los  padres  y  guaroadorese  que  no  cumplan  estas  obligaciones,  su 
frirán  las  penas  que  asigna  este  Reglamento  (Articulo  74.) 

Igualmente,  las  personas  de  que  habla  el  artículo  70,  ya  citado,  si 
no  se  obligan  á  dar  á  los  adultos  que  ocupen,  esa  instrucción  de  pri- 
mer grado,  sufrirán  esas  mismas  penas.  (Articulo  6.) 

Estas  penas  serán  multas  de  dos  soles  á  los  padres,  guardadores 
y  patrones  de  niños  de  ambos  sexos,  mayores  de  seis  afios.  que  omi- 
tan inscribir  los  nombres  de  éstos  en  el  registro  de  instrucción  pri- 
maría La  misma  multa  se  impondrá  á  los  adultos  que  incurran  en 
la  misma  falta.  Esto  sin  perjuicio  de  que  el  Inspector  del  ramo  en 
el  distrito,  haga  la  inscripción  (Artículo  72.  J 

Si  no  obstante  imponerse  estas  penas,  no  cumplen  la  obligación  de 
dar  á  sus  hijos  ó  pupilos  la  instrucción  de  primer  gi*ado,  serán  estos 
destinados  por  el  Gobierno  á  las  escuelas  de  agricultura,  de  grume- 
tes, de  clases  militares  y  demás  que  se  establezca.  Esta  disposición 
es  igualmente  aplicable  á  los  menores  vagos  ó  desamparados  pos  sus 
padres  ó  guardadores .    [Articulo  76 .J 

El  artículo  74  dice  que  la  falta  de  asistencia 
á  las  escuelas,  sin  justa  causa,  se  castigará  con 
multa  de  veinte  centavos  á  cinco  soles,  que  se 
fijará  por  los  Concejos  de  cada  localidad. 

Los  adultos  sufrirá^/ estas  mismas  penas  Jj^or  las  faltas  análoga? 
en  que  incurran,  encanto  á  su  inasistencia  á  las  escuelas  en  que 
estém  inscritos.  (Artículo  75. j 

Tambicn  se  aplicará  la  misma  pena  á  los  padres,  guardadores  y 
patrones  de  los  niños  que  reciben  la  instrucción  en  las  escuelas  pri- 
vadas ó  en  sus  casas  y  á  los  adultos  que  estén  en  este  caso,  siempre 
que  el  Inspector  del  Distrito  encuentre  comprobada  la  inasistencia 
y  la  discontinuidad  de  las  lecciones  en  el  domicilio.  (Artículo  77.) 

De  estas  penas  aplicadas  por  los  Inspectores  podrá  apelaree,  des- 
pués de  cumplidas,  al  Coucejode  Distrito.  (Articulo  82.) 

Se  comprobará  ante  el  (honcejo  de  Distrito  que  los  menores  y 
adultos,  mscritos  en  el  Registro  de  la  instrucción  obligatoria,  han 
recibido  y  están  recibiendo  di<:ha  instruccií^n,  según  el  caso; 

I."  Con  el  certificado  de  examen  de  haber  cursado  en  privado,  las 
materias  de  enseñanza  comprendidas  en  el  plan  de  instrucción  de 
este  grado; 

2.0  Con  el  certificado  del  i)receptor  de  una  escuela  pública  ó  parti- 
cular, que  acredite  estar  inscrito  en  la  respectiva  matricula,  y  asis- 
tir con  regularidad  á  las  lecciones; 

3.<»  Con  igual  testimonio  del  maestro  ó  institutriz  que  bajo  su  res- 
ponsabil  dad,  garanticen  estarle  dando,  en  privado,  la  enseñanza  de 
que  se  trata.  Los  que  acrediten   haber    terminado  el  primer  grado, 
serán  borrados  del  Registro.  (Artículo  78.) 
12 
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Bellísimas  disposiciones  que  han  quedado  sin 
cumplimiento  en  su  mayor  parte,  puesto  que 
á  pesar  de  ellas,  no  se  puede  decir,  que  se  han 
llevado  á  la  práctica  las  obligaciones  que,  rela- 
tivamente á  instrucción,  impone  la  ley. 

En  cuanto  á  la  instrucción  primaria  gratui- 
ta, la  declara  como  tal,  el  artículo  19  del  Re- 
glamento. 

La  instrucción  primaría  es  gratuita.  Las  Municipalidades  pueden 
exigir  remuneración  por  la  de  tercer  grado,  cuando  carezcan  de 
fondos  para  sostenerlas. 

Lo  gratuito  de  la  instrucción  ha  sido  eleva- 
do á  precepto  constitucional  en  nuestra  legisla- 
ción, y  casi  todas  nuestras  cartas  fundamenta- 
les contienen  el  precepto  de  que  la  Nación 
garantiza  la  instrucción  gratuita  á  todos  los 
ciudadanos.  La  de  1823,  la  de  1828,  la  de  1836, 
el  Estatuto  provisorio  de  1855  y  la  reformada 
en  1860,  que  en  el  artículo  24  dice: 

Que  la  Nación  garantiza  la  existencia  y  difusión  de  la  instrucción 
primaría  gratuita. 

Por  lo  que  toca  al  modo  de  proporcionar  esta 
instrucción  gratuita  al  pueblo  y  á  la  adminis- 
tración económica  de  la  instrucción  primaria, 
se  ha  adoptado  el  sistema  de  los  Estados  Uni- 
dos, implantado  entre  nosotros  por  la  ley  mu- 
nicipal de  9  de  Abril  de  1873-  Por  él  se  conside- 
ra la  instrucción  primaria,  como  un  servicio 
local,  que  debe  ser  costeado  con  los  fondas  deU 
Municipio. 

La  nueva  ley  de  rentas  fiscales  que  creó  las 
Juntas  departamentales  señala  como  gastos 
obligatorios  de  éstas: 

El  fondo  de  la  instrucción  primaría,  en  la  parte  que  no  puedan 
hacerlos  los  Concejos  de  provincia  y  de  distrito.  (Inciso  d'*^  del  ar- 
ticulo 6.«3 
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Supliendo  así  la  falta  de  recursos,  en  que  pue- 
den hallarse  las  localidades  pequeñas. 

Escuelas.— ^Los  artículos  20  a  25  tratan  de  las 
escuelas. 

En  el  lenguaje  común,  se  confunden  las  pa- 
labras Escuela  y  Colegio;  pero  el  Reglamento 
de  Instrucción  establece  diferencia  entre  am- 
bas denonrinaciones,  en  lo  que  se  refiere  á  la 
instrucción  primaria  y  media.  Conserva  la  pri- 
mera, para  los  establecimientos  en  que  se  da  la 
instrucción  primaria  esclusivamente  y  sin  el 
régimen  de  clausura  para  los  estudiantes.  La 
segunda  para  los  en  que,  además  de  la  instruc- 
ción primaria,  se  dá  la  media  ó  secundaria  y 
algunas  veces  la  profesional;  pudiendo  existir 
en  ellos  el  régimen  de  la  clausura  ó  internado. 

Sin  embargo  de  esta  diferencia,  confunde 
ambos  nombres,  ai)licando  la  palabra  Escuela 
á  algunas  instituciones  especiales,  que  tienen 
por  objeto  la  instrucrión  superior,  profesional 
o  científica.  Así  les  nombra  Escuelas  de  Inge- 
nieros, de  Agricultura,  etc. 

Las  Escuelas  se  dividen  en:  de  primero,  de  se- 
gundo y  de  tercer  grado. 

Las  de  primer  grado  existírán  en  cada  distrito  y  podrán  ser  dis- 
tintas ó  comunes  i>ara  ambos  sexos,  según  los  recursos  y  circunstan- 
cias. Articulo  20. 

Las  de  segundo  grado,  en  las  capitales  de  provincia;  debiendo  ser 
por  lo  menos  una  i>ara  hombres  y  otra  para  mujeres,  sin  perjuicio 
de  las  de  primer  grado. 

Las  de  tercer  giado,  una  para  cada  sexo,  en  las  capitales  de  depar« 
'^amento,  siempre  que  el  estado  de  sus  rentas  lo  permita.  Ar- 
ticulo 22. 

En  las  escuelas  dé  segundo  grado  podrán  es- 
tablecerse talleres  para  la  enseñanza  de  uno  6 
mas  oficios  mecánicos;  y  los  alumnos,  se  ejer- 
citarán en  el  cultivo  de  la  tierra,  siempre  que 
el  lugar  lo  permita  y  lo  consientan  sus  padres 
6  guardadores. 
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Se  puede  establecer  por  las  respeotivas  Municipalidades  en  las  pro- 
vincias ó  distritos  escuelas  de  grados  superiores  á  las  que  el  Rea- 
mente les  sefiala,  siempre  que  tengan  fondos,  para  dotaria. 

Preceptores. — ^Para  que  haya  verdadera  ins- 
trucción primaria,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  para 
que  exista  instrucción,  pues  sin  los  conocimien- 
tos primarios,  base  de  todos  los  demás,  es  im- 
Sosible  el  progreso;  y  para  que  un  buen  sistema 
e  enseñanza  primaria  se  organice  debidamen- 
te en  un  país,  es  necesario  que  primeramente 
se  trate  de  formar  preceptores,  ó  sea  individuos 
destinados  á  trasmitir  la  enseñanza  primaria. 
La  misión  del  preceptor  no  puede  ser  mas  sa- 
grada y  difícil;  no  solo  debe  instruir  sino  mas 
bien  educar.  Reemplaza,  cerca  de  los  niños,  á 
la  familia,  y  por  tanto,  debe  reunir  condiciona 
que  lo  hagan  digno  de  esta  especie  de  sacer- 
docio. 

El  buen  desempeño  de  su  cargo  interesa,  no 
solo  á  la  familia,  sino  también  á  la  sociedad,  al 
común.  Por  esto,  la  administración  debe  velar 
por  ese  exacto  cumplimiento,  y  exigir  de  los 
que  al  preceptorado  se  dediquen  mas  requisitos 
que  á  los  que  desempeñan  el  profesorado  ó  la 
instrucción  superior. 

Este  deber  lo  asigna  el  reglamento  á  los 
Concojos  de  quien  dependen  las  Escuelas. 

Para  ser  preceptor  es  necesario  ser  mayor  de  edad  ó  emancipado 
acreditar  buena  conducta  é  idoneidad  suficiente 

Esta  idoneidad  se  prueba  con  el  titulo  que  deben  expedirles  Io« 
Delegados  departamentales.  (Articulo  24 .t 

No  pueden  ser  preceptores  de  escuelas  púolicas  ó  privadas,  los  que 
Imbiesen  sido  enjuiciados  por  delitos  comunes,  mientras  no  presen- 
ten la  declaratoria  de  absolución  definitiva,  ni  los  que  adolezcan  de 
alguna  enfermedad  contagiosa  é  incurable,  ó  tengan  algún  defecto 
físico  que  los  inhabilite  para  ejercer  el  magisterio.  [  Articulo  29.  j 

Estas  disposiciones  de  la  ley  no  pueden  ser 
mas  justas,  pues  es  indispensable  que  los   pre- 
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captores  posean  moralidad  notoria  y  salud 
cabal. 

Sin  la  primera,  es  imposible  que  los  maestros 
llamados  á  reemplazar  al  padre  de  familia,  y 
que  tienen  la  misión  de  formar  ó  preparar 
tiernos  corazones,  puedan  inculcar  á  ios  niños 
los  principios  de  virtud  y  cumplimiento  del  de- 
ber, necesarios  á  su  educación.  Si  no  hay  buen 
ejemplo,  no  hav  respetabilidad  en  el  maestro, 
ni  seguridad  en  la  enseñanza. 

Respecto  á  la  segunda,  es  tanto  mas  necesa- 
ria, cuanto  que  la  presencia  del  preceptor  debe 
ser  constante  en  la  escuela;  y  una  persona  en- 
fermiza, no  podrá  cumplir  con  este  deber. 

Lo8  preceptores  son  de  primero,  secundo  y  tercer  grado,  y  segün 
el  grado  &  que  pertenezcan,  deberán  dirigir  respectivamente  escue- 
las de  primero,  segundo  y  tercer  grado.  Articulo  25. 

El  titulo  do  preceptor  se  adquiere  presentando  examen  ante  un 
Jurado  compuesto  de  la  Comisión  de  Delegados  Departamentale8,del 
Inspector  de  Instrucción  primaría,  de  un  profesor,  de  un  preceptor 
7  de  un  párroco,  nombrados  por  el  Consejo  Superior  de  Lima  y  por 
la  Comisión  de  Delegados  en  los  departamentos.  Articulo  27. 

Los  Consejos  departamentales  (hoy  supresos),  dice  el  articulo  28, 
fijar£m  una  vez  al  afio,  la  época  de  los  exámenes  de  los  aspirantes 
M  preceptorado.  C  Articulo  86. 3  Ahora  la  fijan  los  Concejos  Provin- 
ciales. 

La  r^encia  de  las  escuelas  se  proveerá  por  concurso;  no  admi- 
tiéndose á  él  sino  á  los  que  hallan  obtenido  el  titulo  respectivo.  8i 
lolo  se  presenta  un  aspirante,  se  le  dará  á  éste  la  regencia  de  la  «s- 
cuela.  í  Artículo  80.o 

Las  Municipalidades  podrán  encargar,  dicha  regencia,  en  caso  de 
Tacante,  á  preceptores  de  buena  conducta,  con  título  del  grado  co- 
rrespondiente, mientras  se  provea  en  concurso.  Articulo  81. 

Los  extranjeros,  para  ser  admitidos  al  ejercicio  del  preceptorado 
de  escuelas  públicas,  se  someterán  al  Reglamento,  excepto  en  el  ca- 
so de  haber  sido  contratados  en  el  extranjero,  por  las  autoridades, 
cíon  el  voto  del  Consejo  Superior.  Articulo  88. 

Loe  requisitos  de  los  que  enseñen  en  los  cuarteles,  cárceles  ó  es* 
cuelas,  que  dependan  inmediatamente  de  sociedades  piadosas  ó  filan- 
trópicas, que  tengan  carácter  oficial,  quedan  á  juicio  de  los  respec- 
tivos jefes  superiores  6  directores,  sin  que  por  esto  estén  exentos 
dichos  preceptores,  de  la  inspección  que  por  fas  leyes  corresponda  á 
las  autoridades,  iúüculo  84. 

Deberes  de  I03  preceptores. — Son  deberes  de  los 
preceptores: 
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1.*  Enseñar  con  sujeoión  al  plan,  programa  y  texto*  de  instroo- 
ción  primaria,  designados  por  el  Consejo  Superior; 

2/  Cuidar  de  que  los  nifios  cumplan  sus  deberes  religiosos,  ex- 
ceptuando loe  no  católicos; 

8.*  Llevar  libros  de  matricula; 

4.<>  Becibir  j  entresar,  bajo  inventarío,  el  edificio  y  ütües,  siendo 
responsables  por  las  faltas: 

5.^  Indicar  a  los  Inspectores  las  mejoras  que  crean  convenientes  en 
la  ensefianza  6  disciplina,  y  las  reparaciones  que  necesiten  el  edificio 
y  los  útiles; 

<k*  Emplear  la  suavidad  para  la  amonestación  y  la  prudencia  para 
la  aplicación  de  las  pnas; 

I,*"  Cuidar  de  que  los  niftos  estén  vacunados,  haciéndolos  vacunar 
[^  no  lo  están;  V 

8.*  Cumplir  los  deberes  aue  les  impone  este  Reglamento  y  el  inte- 
rior  de  su  respectiva  escuela*  [Articulo  tt5J 

Se  les  permite  dar  ó  puedelí  permitir  que  se  dé  en  sus  e8cuelas,leO' 
clones  de  otros  ramos  diversos  de  los  oficiales,  con  anunciado  la  Mu- 
nicipalidad y  fuera  de  las  horas  determinadas  en  el  plan  de  esta- 
dios. (Articulo  87.) 

Se  les  garantiza  el  ser  conservados  en  sus  cargos,  mientras  lleneo 
cumplidamente  sus  obligaciones.  (Articulo  89.) 

Penas  de  los  preceptores. —Los  preceptores  que  no  cumplan 
sus  deberes  ú  observ^i  mala  conducta,  serán  reconvenidos,  malta- 
dos,  suspensos  ó  destituidos,  según  la  gravedad  de  la  falta,  por  la 
Municipalidad. 

La  pena  de  suspensión,  se  pronunciará  á  solicitud  y  previo  infor- 
me del  Inspector  de  Instrucción  primaría. 

La  destitución  de  un  preceptor  de  distrito,  se  pedirá  por  la  Muni- 
cipalidad del  distrito;  la  de  uno  de  la  capital  de  provincia,  por  la 
Comisión  de  Instrucción  primaria  de  la  Municipalidad  de  provincia. 
Be  procederá  en  ambos  casos,  previo  informe  del  Inspector  del  Ha- 
mo, oyendo  al  preceptor. 

Se  le  concede  al  destituido,  recurso  de  apelación  para  ante  la  Jun- 
ta de  Delegados;  quedando  sí,  separado,  entre  tanto,  del  precepto- 
rado,  (Artículos  41  v  42.) 

Para  ayudar  á  los  preceptores,  se  nombrará  por  las  Munieipaltda' 
des,  á  propuesta  de  los  principales,  preceptores  auxiliares. 

Para  este  nombramiento  se  necesita  á  lo  menos,  titulo  de  primer 
grado 

Bentas  y  srastos  de  las  fiscaelas.  —Son  rentas  de 
estas: 

K*  ÍAhi  fondos  que  deben  votar  las  Municipalidades,  confor- 
toe  á  la  ley; 

3.*  Loe  productos  que  adquieran  estas  y  se  destinen  á  la  ios* 
truccióii  primaria; 

3.«  LitH  multas  por  faltas  contra  los  reglamentos  y  disposi- 
ciones relativas  á  instrucción  primaria; 

4.*  Cualquier  otro  ingreso  que  se  asigne  á  las  escuela^  con- 
forme á  la  ley, 

6.«  La  contribución  de  escuelas,  por  la  ley.  (Artí(ulo61.j 
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Son  gastos  de  las  escuelas: 

1/  Los  sueldos  de  8U9  preoeptorea  y  su^  auxilíarea: 

2.*  Loe  de  fábrica,  alquiler  y  coneermoión  del  edificio. 

8**  Lo  compra  y  reparaciÓD  de  muebles,  útiles  y  libres 

5.*  Los  de  alambrado  y  policía  interior. 

6.*  Los  de  exámenes,  premios  y  ^ratificacione-». 

Cuando  las  escuelas  municipales  no  basten  para  llenar  las 
necesidades  de  la  localidad,  ni  se  puede  aumentar  las  existen- 
tes; los  Concejos  Municipales  podrán  subvencionar  escuelas 
particulares,  sujetándose  éstas  á  los  reglamentos  de  las  Muni- 
cipales.  (Artículo  94.) 

Keclios  de  fomentarla. — Los  medios  de  fomen- 
tar la  instrucción  primaria,  de  que  trata  el  ca- 
pítulo 11  del  Reglamento  Gteneral  de  Instruc- 
ción Pública,  son: 

Premios  á  los  alumnos,  honoríficos  de  libros,  medallas,  di- 
plomas y  recompensas  pecuniarias,  al  preceptor:  y  lo  mismo 
al  padre»  guardador,  patrón  p><»bre  qne  haya  manifestado  más 
empefio  en  la  asidua  asistencia  de  sus  menores:  la  publica- 
ción de  los  nombres  de  los  preceptores  y  alumno»,  qua  más  so 
hayan  distinguido;  y  por  último,  el  establecimiento  Ue  Biblio 
tecas  Populares. 

Escuelas  normales.  —  Su  objeto  é  influencia 
EN  LA  INSTRUCCIÓN.— Por  la  ley  de  5  de  Abril 
de  1873  se  autorizó  al  Ejecutivo  para  fundar 
seis  escuelas  normales  para  ambos  sexos,  y  el 
artículo  90  del  Reglamento  de  Instrucción 
dice: 

Que  ee  eetnblererá  eeae  escuelas  tan  luego  como  exielnn  los 
elementoR  para  bu  erección  y  sostenimiento,  conforme á  la  ley 
de  la  materia. 

No  puede  ser  mas  importante,  en  la  organi- 
zación de  un  buen  sistema  de  instrucción,  la 
creación  de  las  escuelas  normales,  que  son  las 
(jue  tienen  por  objeto  formar  preceptores  de 
instioicción,  enseñándoles  á  enseñar,  por  decir- 
lo así,  en  las  escuelas  de  primeras  letras.  El 
influjo  que  las  escuelas  normales  ejercen  en  la 
instrucción,  no  puede  ser  mas  decisivo,  porque, 
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como  dice  Colm^iro:  "en  ellas  está  encerrado 
el  porvenir  de  la  educación  popular,  pues  la  re- 
forma debe  empezar  por  los  mismos  que  deben 
darla."  Si  los  buenos  preceptores  son  la  base  de 
la  buena  instrucción,  y  si,  según  la  clase  de  en- 
señanza que  ellos  dan  en  las  escuelas,  los  niños 
serán  ó  útiles  para  la  familia  y  la  sociedad,  ó 
perniciosos  y  perjudiciales;  es  claro  que  la  ley 
debe  cuidar  que  ellos,  á  su  vez,  reciban  una  edu- 
cación preparatoria  en  armonía  con  la  elevada 
misión  que  van  á  desempeñar.  La  influencia 
de  las  escuelas  normales  y  su  necesidad,  ^tá, 
pues,  fuera  de  toda  duda,  como  lo  está  que  sin 
echar  buenos  cimientos  no  se  puede  elevar  un 
edificio  sólido  y  duradero. 

Orfi^anización.-Esta  necesidad  de  la  Escuela 
Normal,  ha  sido  reconocida  entre  nosotros  des- 
de 1822  en  que  se  implantó  la  escuela  que  se 
nombró  *'Lancasteriana''  y  duró  muy  pocos 
años,  sin  producir  ningún  provecho.  Después, 
por  ley  de  1855,  se  breó  en  1859  la  Escuela  Ñor* 
mal  Central,  que  duró  hasta  1863,  sin  que  en 
este  largo  tiempo  produjera  un  solo  preceptor, 
lo  cual  se  explica  porque  se  desvirtuó  el  objeto 
de  esa  escuela;  convirtiéndose  en  Colegio  Pro- 
fesional, y  por  la  mucha  ingerencia  que,  por 
nuestra  desgracia,  han  tomado  los  Ministros, 
iefes  entonces  omnipotentes  de  instrucción  en 
los  asuntos  interiores  de  las  Universidades,  co- 
legios y  escuelas  que  hemos  tenido.  De  esta  in- 
gerencia han  nacido  los  continuas  cambios  en 
los  reglamentos  orgánicos  y  en  el  personal  de 
la  enseñanza,  á  los  que  puede  atribuirse  la 
muerte  de  la  Escuela  Normal  Central.  Hasta 
el  año  1873,  no  se  pensó  más  en  Escuelas  Nor- 
males, y  la  falta  d!e  éstas,  es  una  de  las  princí- 
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pales  causas  del  atraso  de  lalnstrucción  pri- 
maria. 

Como  el  principal  objeto  de  las  Escuelas  Nor- 
males, es  la  formación  de  maestros,  debe  ha- 
ber anexa  á  la  Escuela,  una  práctica  en  que  se 
admitirá  niños  menores  de  quince  años,  para 
que  los  seminaristas,  es  decir,  los  que  aspiren 
al  preceptorado,  practiquen;  y  asimismo,  pro- 
curar que  los  que  en  las  escuelas  reciban  la 
educación,  se  obliguen  á  desempeñar  el  precep- 
torado. Además,  es  necesario  que  se  establez- 
ca escuelas  departamentales,  ó  sea  escuelas  que 
dirigidas  por  los  que  salgan  de  la  Normal,  den 
á  su  vez  preceptores  para  los  distritos. 

Hasta  1873,  después  de  supresa  la  antigua 
Escuela  Normal,  no  se  ocupó  el  Gobierno  de 
este  asunto.  En  ese  año  se  dio  la  ley  de  9  de 
Abril,  en  que  se  creó  seis  Escuelas  Normales, 
tres  de  cada  sexo,  en  los  departamentos  de  Ca- 
jamarca,  Puño  y  Cuzco,  y  se  votó  la  suma  de 
doscientos  mil  soles  para  estas  escuelas. 

Aunque  esta  ley  no  dice  nada  de  Escuela 
Normal  en  Lima,  el  Gobierno,  comprendiendo 
muy  bien  que  la  capital  debe  ser  el  punto  de  la 
Escuela  Normal,  dió  el  decreto  de  18  de  Mayo 
de  1877,  fundándose  en  la  ley  de  5  de  Abril  de 
1873. 

El  objeto  de  eeta  R'^cueln  o.a  formar  preceptorea  idóneos^  lo 
cual  se  obtiene  mediante  lu  fundanión  de  Escuela?  Normales, 
que  son  las  destinadan  á  crear  buenos  preceptores.  [Conside- 
rando tercero.] 

Encarga  á  una  Oomisión  especial  la  inBpeoción  y  vigilancia 
de  la  Escuela'  sin  perjuicio  de  la  suprema  inspección  que 
compete  al  Consejo  Superior.  (Articulo  3.*) 

La  organización  de  la  Escuela  es  la  de  los  Seminarios,  ha- 
ciendo los  alumnos  vida  común  j  sujetos  á  una  disciplina  j 
ensefiania  metódica. 

Para  la  práctica  de  estos  seminaristas  se  establecerá  en  el 
mismo  local  una  escuela  gratuita  para  nifíos  pobres  (^rt.  6.*) 
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Habrá  una  boca  por  cada  departamento  ó  provincia  Ht^ral. 
(Articulo  7  •) 

Loa  que  obtengan  eetaa  becas*  están  oblif^ados  á  servir  por 
seis  aftos.  como  maestros  de  instrucción  primaria,  en  sos  res» 
pectivos  departamentos. 

Existe  además  la  obligación  de  dar  una  fiansa  á  satisfac- 
ción de  las  respectivas  Caías  fiscales,  pora  el  caso  de  que  loi 
alumnos  no  cumplan  con  la  obligación  anterior.  [\rl.  9.*] 

Escuelas  libres  é  particulares — Son  escuelas 
libres  ó  particulares  las  que  son  dirigidas  y  de- 
penden inmediatamente  de  particulares.  Cual- 
quier individuo  puede  enseñar,  reuniendo  los 
requisitos  exigidos  por  la  ley.  Éstos  requisitos 
son  los  mismos  (jue  para  los  preceptores  de 
las  escuelas  municipales  y  adeniás  la  licencia 
pedida  al  respectivo  Concejo.     (Artículos  91 

y  92.) 

Este  no  podrá  negar  la  licencia,  sino  por  m-, 
salubridad  del  local  ó  porque  el  preceptor  no 
reúna  los  requisitos  exigidos.  Si  la  Municipa- 
lidad demora  para  conceder  la  licencia  mas  de 
un  mes,  se  puede  abrir  la  escuela,  dando  cuen- 
ta á  la  autoridad  política,  y  en  caso  de  negati- 
va, se  puede  apelar  al  Concejo  inmediatamen- 
te superior. 

Una  vez  abiertas  las  escuelas,  los  precepto- 
res están  obligados  á  suministrar  los  datos  es- 
tadísticos bajo  pena  de  multa  Las  escuelas 
son  libres,  limitándose  el  Gobierno  y  los  Con- 
cejos á  inspeccionar  que  la  enseñanza  no  sea 
contraria  a  la  Religión,  á  la  moral  y  forma  de 
Gobierno,  así  como  también  la  moralidad  del 
preceptor  y  salubridad  del  local,  y  por  último, 
que  no  se  les  dé  á  los  alumnos  castigos,  que  no 
estén  en  los  reglamentos  de  las  escuelas,  ni  que 
se  les  emplee  en  el  servicio  propio  ó  de  su  fa- 
milia. 

Si  esto  no  se  observase,  la  Municipalidad  pe- 
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dirá  á  la  autoridad   poKtica  la  clausura  de  la 
escuela. 

Instmcción  Media* — La  instrucción  media  ó  se- 
cundaria es  la  qufi  se  da  en  los  Colegios,  bajo  la 
inmediata  dependencia  y  dirección  económica 
y  adniinistrativa  del  Consejo  Superior  de  Ins- 
trucción Pública. 

La  instrucción  media  que  se  dá  en  los  cole- 
gios, sean  privados  ó  sostenidos  por  el  Estado, 
es  de  primero  y  segundo  grado.  Los  artículos 
102  y  103  designan  las  materias  que  com- 
prende cada  grado.  Las  del  primero  y  segando 
grado  son  obligotorias  rara  todos  los  alumnos, 
y  cuando  no  sea  posible  hallar  colegios  que 
abarquen  ambos  grados,  se  limitará  la  enseñan- 
za al  primer  grado,  agregándose  la  Constitución- 
y  Leyes  orgánicas. 

Colegios. — Estos  se  establecerán  en  los  depar 
taraentos,  y  donde  no  sea  posible  de  los  de  dos 

grados,  se  limitará  la  enseñanza  á  las  materias 
el  primer  grado.  Nuestro  Derecho  Adminis- 
trativo abunda  en  resoluciones,  decretos  y  le- 
yes acerca  de  colegios.  Las  Constituciones  han 
garantizado  el  fomento  de  los  establecimientos 
públicos  de  instrucción,  y  los  Gobiernos,  no  solo 
nan  tratado  de  cumplir  con  el  deber  de  fomen- 
tar, sino  que  han  gastado  fuertes  sumas  en  el 
sostenimiento  de  colegios  de  instrucción  media 
en  todos  los  puntos  de  la  República. 

Gasto  ha  sido  éste  que  no  había  obligación 
de  hacerlo,  porque  los  estudios  secundarios,  co- 
mo su  mismo  nombre  lo  indica,  no  son  indis- 
pensables á  todos  los  ciudadanos. 
"  Profesores — "  Los  profesores  de  los  Colegios 
de  instrucción  media  son  principales  ó  adjun- 
tos. 
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Los  primeros  regentan  en  propiedad  una  a- 
signatura. 

Los  segundos  son  llamados  á  auxiliar,  en  la 
enseñanza,  á  los  principales  ó  reemplazarlos  en 
caso  de  impedimento. 

Uno  y  otros  pueden  ser  titulares  ó  interinos. 

Son  titulares,  los  que  llenando  todos  los  re- 
quisitos  prescritos  en  el  Reglamento,  obtengan 
del  Consejo  Superior  de  Instrucción,  el  título 
respectivo  de  profesores  de  instrucción  media 
en  Ciencias  ó  Letras. 

Son  interinos,  los  (jue  á  falta  de  titulares,  es- 
tán encargados  provisionalmente,  por  el  Con- 
sejo Superior,  de  la  enseñanza  de  alguna  clase 
de  Ciencias  ó  Letras  en  los  colegios  de  instruc- 
ción media.  [Artículo  124.]  " 

Requisitos  de  los  profesores  titulares — Son  los  si- 
guientes: 

Obtener  del  Conseja  Superior  y  conforme  á  tMta  R^'glameil* 
to  el  título  respectivo  de  profesor  de  iuetrucoión  media  #fi 
en  Oipncias  ó  Letras. 

El  modo  de  obtener  el  título  es  el  siguiente: 

Ed  la  época  que  fija  el  Consejo  Superioft  que  ea  al  priocñpiO 
de  cada  afio  escolar,  se  publicará  en  cada  diario  de  laoapitatf 
durante  treinta  días,  avisos,  convocando  por  un  término  4j0f 
los  candidatos  al  título  de  Profesor. 

Estos  dirigirán  un  recurso  al  Presidente  del  Consejo,  acom* 
pafiando  los  documentos  que  comprueben  haber  llenado  loi 
requÍ8Ítofl  siguientes: 

1.*  Tener  mas  de  veintián  afios  de  edad; 
:i.*  Ser  bachiller  en  cualquiera  Facultad; 

S.*  No  haber  sido  condenado  judicialmente  por  delito  00* 
mún  ni  tener  mala  conducta. 

El  Conce^'o  departamental  (hoy  supreso.  Ejerce  la  función 
que  le  designaba  la  ley,  en  cuanto  á  atribuciones  en  materia 
de  instrucción;  las  Comisiones  de  Delegados  del  Consejo  8tt« 
perior)  dará  aviso  por  el  órg^ano  do  la  Dirección  General  al 
Consejo  Superior  de  Instrucción  pública,  para  que  éste  deaig* 
ne  tres  Delegados,que  con  el  Director  del  Colegio  y  tres  profe^ 
sores  en  ejercicio,  nombrados  por  la  Junta  directiva  del  Con- 
cejo departamental,  presididos  todos  por  el  Inspector  de  Iol« 
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ftrucoión  media  de  dicho  CoDsejo,  componga  el  Jurado.  [Ar- 
tículo 144  ] 

Los  profesores  adjuntos  ejercerán  el  cargo  siempre  que  el 
número  de  alumnos  de  la  clase  pase  de  cincuenta  ó  qoe  el  pro- 
fesor principal  se  encuentre  impedido.  (Articulo  131. ) 

Profesores  interinos. -Mientras  se  provea  las  clases  de  profe- 
•ores  titulares»  el  Consejo  nombrará  directamente  ó  á  pro- 
puesta de  sus  Delegados,  interinos  que  se  encargaráti  provisio 
nalmentede  la  ensefiansa.  (Artículo  132.) 

Las  asignaturas  se  proveen  por  medio  del  concurso,  en  la 
f^rma  que  se  especifica,  para  seftalar  el  modo  de  obtener  el 
título  de  profesor  titular  principal,  y  el  que  lo  obtenga  de  esa 
manera»  puede  ser  designado  para  desempeñar  la  misma  a- 
Signatura  en  su  ramo  de  Ciencias  ó  de  Letra»,  respectivamen- 
te en  cualquier  colegio  de  la  República . 
«  Los  Directores  son  los  jefes  superiores  del  colegio  y  depen 
den  inmediatamente  del  Consejo  Superior:  los  Subdirectores 
llamados  á  reemplazar  á  los  Directores»  en  caso  de  impedí- 
mentOf  así  como  á  auxiliarlos  en  el  cumplimiento  do  sus  de- 
beres, deben  ser  nombrados  de  entre  los  profesores  en  ejercí  • 
Oio,  por  el  Consejo  Superior. 

Lo  eme  decimos  de  los  Directores  se  entiende 
también  para  las  Directoras  y  Subdirectoras  de 
los  colegios  de  mujeres. 

Además  del  Director  y  Subdirector.liabrá  en  los  colegios:  un 
8ecretarío¡bibliotecario;  los  profesores  que  les  correaponda;  los 
inspectores  que  basten  para  conservar  la  disciplina;  un  cape- 
Hin;  un  administrador  de  rentas;  y  loa  empleados  subalternos 
qoe  exija  el  servicio.  El  mélico  del  colegio,  será  el  titular  de 
la  provincia  del  Cercado.  (Artículo  185  y  143.) 

El  artículo  S.*"  de  la  ley  de  7  de  Diciembre  de 
1888,  establece  que: 

Las  Comisiones  de  Delegados  que  el  Consejo  Superior  nombre, 
para  cada  departamento,  ejercerán  sobre  los  Coleaos  de  Instruc- 
ción Media  todas  las  atribuciones  de  que  estaban  investidos,  res- 
pecto de  ellos,  los  antiguos  Concejos  departamentales. 

Licencias.— Los  Directores  y  Directoras  podrán  conceder  licen- 
cia por  un  mes  á  los  profesores  y  empleados. 

El  Concejo,  hasta  tres  meses,  á  los  primeros  y  á  los  profesores  y 
empleados,  designando  las  personas  que  deban  reemplazarlos,  du- 
rante la  licencia. 

Faltas  y  penas.— Las  faltas  que  cometan  los  profesores,  pue- 
clen  ser  ó  de  asistencia,  en  cuyo  caso  son  castigados  con  multas,  sus- 
pensión ó  destitución,  según  sea  el  número  de  ellas,  ó  de  msubor- 
oinación,  Cbnducta  reprobada,  y  en  este  caso  son  castigados  con  la 
destitución.  (Articulo  155.) 

La  destitución  de  los  profesores  también  se  verifica  por  incapaci- 
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dad  Bobreviniente.  LA  snspensión  6  destitución  se  hace  por  el  Con- 
sejo Superior. 

Para  concluir  con  lo  relativo  á  los  profesores, 
diremos:  que  por  la  ley  de  28  de  Febrero  de  1861, 
se  declaró,  que  los  profesores  son  empleados  pú- 
blicos, y  gozan  de  los  derechos  de  jubilación,  y 
de  montepío,  conforme  á  las  leyes,  que  ya  he* 
mos  estucuado,  sobre  esta  materia. 

Como  una  muy  notable  injusticia,  hacemos 
notar  que  por  resolución  de  30  de  Octubre  de 
1861,  se  consignó  que  no  estaban  comprendi- 
dos en  esta  ley,  los  preceptores  de  instrucción 
primaria,  sin  que  haista  añora  se  haya  corregi- 
do esta  anomalía,  que  no  se  comprende. 

Es  verdaderamente  injusto  y  absurdo  que 
una  parte  de  los  que  se  dedi^jan  á  la  enseñanza 
tengan  derechos  que  no  se  les  concede  á  otros, 
que  con  mayor  razón  debieran  tenerlos.  No 
creemos,  que  debía  existir  el  montepío,  como  ya 
lo  hemos  dicho,  ni  menos  la  jubilación;  pero 
ya  que  existe  para  unos,  no  hay  razón  para 
que  no  exista  para  otros.  Además,  si  se  atiende 
a  que  los  preceptores  tienen  mas  trábalo  y  me- 
nos rent«  que  los  Profesores  y  Catearáticos, 
debieran  con  mucha  razón  ser  comprendidos 
en  la  misma  ley. 

Almniios  y  becas— Los  alumnos  de  los  colegios  son  iatemoi 
ó  externos,  y  para  ser  admitido,  es  necesario  ser  examinado 
y  aprobado  en  la  instrucción  primaria  de  dos  grados:  tener 
diez  afioSfPor  lo  menos;  y  llenar  los  requisitos  que  prescriba  el 
reglamento  interior  de  los  colegios.  [Articules  15/  y  1(8.] 

Becas — Los  alumnos  son  también  ó  pensionis- 
tas ó  de  becas:  los  primeros  pagan  su  alimen- 
tación; y  la  de  los  segundes,  es  costeada,  ó  por  el 
Estado  ó  por  el  colegio  mismo,  de  sus  propias 
rentas.  Según  esto,  es  una  gracia,  im  benencio 
que  se  dispensa  á  un  alumno,  y  por  tanto,  debe 
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éste  tener  méritos  para  hacerse  acreedor  á  a- 
quella  gracia.  Pero  no  se  crea  por  esto,  que  el 
Efetado  tiene  obligación  de  costear  becas  para 
todos  los  colegios;  pues  sabido  es  que  la  instruc- 
ción media  no  es  necesaria  para  todos,  y  que 
)or  consiguiente,  toca  al  padre  de  familia  qg.e 
a  desee  para  su  hijo,  proporcionársela.  El  Es- 
tado cumple  con  el  deber  de  fomentar,  y  nada 
mas  que  esto,  la  instrucción  media;  y  por  lo 
mismo,  no  tiene  obligación  de  costear  becas. 

Estas  son  también  fundadas  por  los  particu- 
lares: en  este  caso,  el  Estado  no  puede  impedir 
estas  fundaciones,  sin  suprimirlas;  porque  ca- 
da uno  puede  disponer  de  lo  suyo,  y  mucho  me- 
jor si  dispone  en  beneficio  de  otro. 

Reconociendo  estos  principios  el  Reglamento 
General  de  Instrucción  Publica  dice: 

Ea  los  colegios  de  Instracción,  no  habrá  más  becas  que  las 
costeadas  por  fundaciones  especiales;  siendo  atribución  aol 
Consejo  Superior,  determinar  los  requisitos  de  losque  aeoen 
ser  agraciados  con  ellas,  en  conformidad  con  la  mismu  lana^' 
ciÓD.  [Articulo  159.] 

Adiadicaeiondebeeas.-El  procedimiento  que 
se  debe  seguir  para  adjudicar  las  becas,  es  el 
mismo  que  señale  la  fundación  de  dichas  becas. 
En  caso  de  que  éstas  no  digan  nada,  se  obser- 
vará lo  dispuesto  en  el  decreto  de  2  de  Jumo  de 
1845  y  su  referente  del  27  de  Setiembre  del 
mismo  año,  expedido  á  mérito  de  una  consulta 
hecha  por  el  doctor  Bartolomé  Herrera,  Itector 
del  entonces  Colegio  de  San  Carlos.  Estos  decre- 
tos disponían  que  los  Prefectos  fueran  los  que 
adjudicasen  las  becas,  pero  establecían  prefe- 
rencias para  los  hijos  de  los  vencedores  de  la 
Independencia,  para  los  de  las  madres  vmdas, 
6  pensionistas  del  Estado,  ó  pobres,  etc. 

intmcoíón  Superior.— La  instrucción  superior 
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es  la  que  comprende  aquellos  estudios  que  tie- 
nen por  objeto  descubrir  los  secretos  de  la  cien- 
cia por  medio  de  la  investigación  y  del  racioci- 
nio, y  que,  dotándonos  de  un  caudal  de  conoci- 
mientos, que  completados  después  por  ulterio- 
res estudios  y  experimentos,nos  permitan  abra- 
zar las  diferentes  profesiones  científicas  ó  artís- 
ticas que  forman  el  cuerpo  ilustrado  de  la  so- 
ciedad. La  instrucción  superior  se  dá  en  las 
Universidades,  escuelas  é  institutos  especiales. 
Ella  comprende  á  los  que  abrazan  una  Facul- 
tad ó  quieren  seguir  por  principios  una  profe- 
sión. 

IntciTencion  dfel  Gobierno  éu  la  Instruccián  Sn  pa- 
rior. — La  intervención  del  Gobierno  en  la  ense- 
ñanza superior  está  reducida  al  fomento  de  ella 
El  Estado  actual  de  las  modernas  sociedades, 
principalmente  de  las  secciones  americanas,no 
permite  que  la  instrucción  superior  se  halle  en- 
tregada completamente  y  sin  restricción  algu- 
na á  la  vida  libre  é  independiente,  pues  por  tal 
se  entendería  la  que  sostuviera  con  rentas  pro- 
pias y  no  subvencionada  por  el  Estado,  como 
lo  está  en  todos  los  países  modernos. 

El  Gobierno  tiene,  pues,  cierta  intervención 
en  la  enseñanza  superior,  por  más  que  esta  in- 
tervención no  parezca  compatible  con  la  liber- 
tad de  enseñanza.  Respetando  él  Estado  la  idea 
fundamental  de  las  ciencias,  sin  tratar  de  im- 
poner ni  programas,  ni  textos,  ni  reglamentos 
que  hagan  uniforme  la  enseñanza  superior, 
es  compatible  la  libertad  de  enseñanza  con 
esa  intervención  del  Estado,  que  está  hoy  legi- 
timada por  la  práctica,  en  casi  todas  las  Na- 
ciones, 

Estaría  mas  en  armonía^  con  esta  libertad, 
si  la  enseñanza  superior  que  costea  el  Estado, 
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sea  en  parte  ó  completamente,  puede  servir  de 
modelo  á  la  enseñanza  libre,  rivalizar  con  ella, 
estimularla  y  fortificarla.  Para  ello  es  ¡necesa- 
rio que  los  cuerpos  que  el  Estado  subvenciona, 
ó  s(^iene^  para  darla  enseñanza  superior,sean 
enteramente  independientes  de  las  autoridades 
políticas,  en  sus  relaciones  y  organización  es- 
peciales, pues  para  que  haya  libertad  de  doctri- 
nas, no  Sólo  es  necesario  la  libertad  de  método, 
sino  la  independencia  y  garantía  del  que  en- 
seña. 

Las  Universidades  en  que  se  dá  la  instruc- 
ción superior,  deben  ser  instituciones  sociales, 
y  la  acción  del  Gobierno  r^ecto  á  ellas,  es  la 
misma  que  para  todas  las  instituciones  de  la 
sociedad;  garantizar  su  independencia  é  inter- 
venir para  su  fomento,  sin  diri^r  ni  entrabar 
su  marcha,  sujetando  su  actividad.  Nuestro 
Reglamento  reconoce  la  necesidad  de  esta  inde- 
pendencia, cuando  establece  en  su  artículo  199: 

La  instruocióii  raperiof.^ae  se  d4  6n  las  Univenidades,  está  baj« 
la  inmediata  dependencia  e  inapeoción  eoooómica  j  administraÜTa 
de  BUS  respectivos  Consejos  Universitarios. 

Universidad.— Es  la  Corporación  de  profesores 
establecidos  por  una  autoridad  le^tuna,  para 
la  enseñanza  púbUca  superior,  y  por  la  cual  se 
\5onfiere  los  respectivos  grados  académicos,  6 
sea  los  títulos  ;^r  los  que  se  acredita  la  ins- 
trucdóa  profesional  ó  facultativa. 

El  objeto  de  las  Universidades,  como  Cuerpos 
encargados  de  la  enseñanza  superior,  es  cons- 
tituir un  centro  científico,  que  reúna  todos  los 
estudios  metódicos,  que  componen  las  Faculta- 
des, para  que  se  apoyen  mutuamente. 

En 'éstas,  se  debe  exponer  libremente  todas 
las  ciencias,  oon  arralo  á  sus  últimos  princi- 
pios; buscar  las  razones  primeras  de  las  cosas, 
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robusteciendo  la  inteligencia  y  formando,  no 
solo  hombres  a^tos  para  las  profesiones,  sino 
una  verdadera  ilustración  que  pueda  colocarse 
á  la  altura  del  movimiento  intelectual,  moral 
religioso  y  político  de  la  sociedad.  En  una  pa- 
labra, deben  ser  la  expresión  de  la  enseñanza 
universal,  para  lo  que,  como  hemos  dicho,  es 
necesario  que  haya  libertad  de  enseñanza  y  que 
las  Universidades  se  organicen  por  sí  mismas, 
aún  cuando  sean  sostenidas  por  el  Estado.  Esa 
universalidad  que  debe  tener  la  enseñanza,  se 
aviene  bien  con  la  palabra  Universidad,  que 
trae  su  origen  de  cosa  universal  y  que  no  solo 
se  aplica  al  Cuerpo  facultativo  encargado  de 
dar  la  enseñanza,  sino  también  al  conjunto  de 
estudios  y  hasta  el  mismo  local  de  éstos. 

Las  Universidades,  tales  cual  nosotros  las  en- 
tendemos, no  eran  conocidas  de  los  antiguos. 
Su  origen  data  del  siglo  XIII,  en  que  se  cons- 
tituyeron y  organizaron  las  más  célebres  de 
Italia,  Inglaten^a  y  París.  En  Alemania  solóse 
.establecieron  en  el  siglo  XIV,  en  que  se  erigie- 
ron las  de  Praga  é  Heildelbergs,  que  conservan 
hasta  el  día,  su  constitución  de  la  edad  media 
y  que  forman  los  maestros  y  discípulos,  una  so- 
ciedad distinta  de  la  sociedad  alemana,  por  sus 
costumbres  y  aún  vestidos  especiales. 

Las  Universidades  mas  célebres  y  que  eran 
consideradas  como  centros  de  la  ilustración  y 
ciencia,  eran  la  de  París,  Bolonia,  la  más  anti- 
gua; y  Salamanca,  fundada  desde  1243.  Por  no 
hacer  demasiado  extenso  nuestro  estudio,  no 
me  detengo  en  esta  reseña  histórica  de  las  Uni- 
versidades, asunto  curioso  en  demasía  y  digno 
de  estudiarse. 

.  Hay  en  Lama  una  Universidad  Mayor  de 
Sten  Marcos,  que  se  compone  de  todas  las  Fa- 
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cultades  que  corresponden  á  la  instrucción  su- 
perior. 

En  loa  departamentos,  i>odrá  haber  Universidades  menores,  con 
las  Cátedras  que  se  determinan  en  el  capitulo  especiaL  (Art.  201.) 

Las  universidades  tendrán  un  Rector,  que  es  el  jefe  encargado 
inmediatamente  del  gobierno  de  ellas  y  elegido  por  cuatro  años, 
pudiendo  ser  reelegido  por  una  sola  vez,  (Artículo  204.) 

Ün  Vicerector,  un  Secretario,  un  Prosecretario,  un  Tesorero,  un 
irchi vero  bibliotecario  y  ]os  amanuenses,  bedeles  y  sirvientes  que 
fueren  necesarios  á  juicio  del  Consejo  üniversi-ario.  (Aj-tículo  202.) 

El  Rector  y  Vicerector  de  la  Universidad  Mayor  serán  elegidos 
por  nn  Consejo  de  Delegados  de  las  Facultades,  compuesto  de  los 
Decanos«y  cuatro  Catedráticos  elegidos  para  ese  objeto  por  cada  Fa- 
cultad (Articulo  205.) 

Los  de  las  Universidadea  menores  serán  elegidos  por  el  Consejo 
Superior  de  Instrucción. 

Atribuciones  de  los  Rectores  y  Vice  rectores —  Son 
atribuciones  de  los  Rectores: 

!•  Velar  por  el  cumplimiento  de  las  leyes  y  reglamentos  que  rijan 
la  instrucción  superior  y  de  las  obligaciones  de  cada  uno  de  los  fun- 
cionarios universitarios; 

2.*  Nombrar  y  remover  á  los  amanuenses  y  demás  empleados  su- 
balternos; 

3  ■  Cuidar  de  la  recta  administración  de  las  rentas  de  la  Universi- 
dad; 

4.»  Elevar  al  Gobierno  el  presupuesta  de  cada  año  escolar  para  su 
conocimiento;  •  ■ 

5 » Servir  de  órgano  de  comunicacíóu  con  las  autoridades  superio^ 
res; 

Los  Vicerectoreslejercerán  las  mismas  atríbuciones,en  caso  de  fa- 
llecimiento de  los  Rectores.  (Articulo  207.) 

Para  ser  Rector  ó  Vicerector  solo  se  requiere  ,ser  doctor  en  una  Fa- 
cultad y  mayor  de  treinta  afios.  (Articulo  2  )8. 

Consejo  universitario. — El  Consejo  Universita- 
rio de  la  Universidad  Mayor  de  San  Marcos  se 
compone: 

I>el  Rector,  Vicerector,  de  los  Decanos,  de  un  Catedrático  elegido 
^ura  un  bienio  por  cada  Facultad  y  del  Secretario  de  la  Universidad. 
Presidirá,  á  falta  del  Rector  ó  Vicerector,  el  Decano  mas  antiguo,  y 
si  hubiesen  dos  en  La  misma  condición ,  presidirá  el  mas  antiguo  en 
e*  doctorado.  [Articulo  223.] 

Las  sesiones  requieren  la  presencia  de  la  mayoría  absoluta  de  los 
Qüembros,  y  son  ordinarias,  teniendo  lugar  el  primer  día  de  cada 
ines,  con  citación  6  sin  ella;  y  extraordinarias  cuando  las  convoque 
el  Héctor  de  la  Universidad  o  la  soliciten  dos  miembros  del  Consejo. 
[Artículos  224  y  325.] 

Sus  atribuciones  sen: 
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1  .*  Administrar  los  bienes  v  rentas  de  JUk  Universidad; 

2  *  Aprobar  el  presupuesto  de  la  Universidad,  conforme  á  las  kjH 
vigentes  j  al  presente  Reglamento,  antes  que  principie  el  afio  eseo- 
lar; 

8.»  Autorizar  los  gastos  extraordinarios  que  excedan  de  cien  soto; 

4.*  aprobar  ó  desaprobar  las  medidas  propuestas  por  el  Recovó 
los  Decanos,  para  el  mejor  servicio  de  la  universidad  y  de  las  Fa- 
cultades; 

5.'  Examinar  las  cuentas  de  la  Universidad  y  remitírias  con  so  ia- 
forme  al  Tribunal  de  Cuentas  para  su  juzgamiento; 

0.»  Emitir  los  informes  que  le  pida  el  (Jobiemo; 

ir  Resolver  las  rpclamac iones  que  se  haga  contra  los  actos  del 
Rector; 

8.*  Resolver  la  supresión  de  alguna  Cátedra  6  creación  de  nnevaí, 
k  propuesta  de  la  Facultad  respectiva,  requiriéndoee  en  ambos  ctios 
la  aprobación  del  Consejo  Superior  de  Instrucción; 

9.*  Aprobar  el  Reglamento  interno  de  las  Facultades,  y  en  lo  suce- 
sivo las  modificaciones  que  éstas  propongan,  tanto  en  él,  como  en  tn 
plan  de  estudios; 

10/  Ejercer  las  dem&s  atribnciones  que  le  sálala  el  Reglamento, 

11.  Proponer  al  Consejo  Superior  de  Instrucción  las  modificacio- 
nes que  crea  necesarias  en  los  requisitos  para  la  colación  de  grados 
universitarios;  y 

12.  Confirmar  ó  no  la  destitución  de  un  Catedr&tico  por  la  respec- 
tiva Facultad,  con  arreglo  al  Reglamento. 

Catedróticos — Según  nuestro  Derecho  Admi- 
nistrativo, Catedrático  es  la  persona  que  ense- 
ña algún  ramo  de  la  enseñanza  superior. 

Son  de  dos  clases: 

Principales  v  adjuntos.  Los  primeros  son  los  nombrados  par»  re- 
gentar una  Cátedra;  y  los  segundos,  los  que  deben  suplir  á  los  ante- 
riores en  caso  de  impedimento. 

Unos  y  otros  pueden  ser  titulares  ó  interinos,  seg&n  que  hayan  ob- 
tenido la  Cátedra  por  concurse,  ó  que  las  regenten  sin  este  reonisi- 
to.  (Artículos  248  y  247,) 

Llegamos  á  las  condiciones  ó  calidades  que 
deben  exigirse  para  ser  Catedrático. 

El  Reglamento  en  este  punto  exige  que  sea 
mayor  de  veintiún  afios  y  doctor  en  la  Facul- 
tad. 

La  segunda  condición,  es  justa,  pues  ese  doc- 
torado es  una  garantía  de  suficiencia  y  de  ilus- 
tración, y  poroue  es  natural  que  quien  va  á 
formar  parte  del  Cuerpo  de  la  Facultad,  haya 
manifestado,  ante  esa  misma  Facultad,  que  es 
digno  del  cargo  que  va  á  desempeñar. 
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La  ley  novísima  de  8  de  Octubre  de  1891  ha 
reformado  el  artículo  248  del  Eeglamento  Ge- 
neral de  Instrucción  pública,  estableciendo  las 
condiciones  que  acabamos  de  indicar. 

El  artículo  reformado,  á  mas  del  doctorado, 
exi^a  25  años  de  edad. 

Las  obligaciones  de  los  Catedráticos  son: 

Asistir  puntualmente  á  sus  clases. 

Presentar  al  principio  de  afto  el  programa  de  sus  cursos; 

Besempefiar  el  cargo  de  Jurados  y  abrir  sus  clases,  aún  cuando 
tongan  un  solo  alumno  matriculado; 

EIzpedir  los  informes  que  ordene  el  Dec  ino,  etc .  (Articulo  250.^ 

Los  Catedráticos  titulares  obtienen  sus  Cátedras  por  concurso. 

Verificado  éste,  se  comunicará  al  Ministerio  el  nombre  del  apro- 
bado para  la  Cátedra  y  para  solo  el  efecto  de  la  expedición  del  titulo 
por  el  Presidente  de  la  RepübEca*  (Artículos  253  t  358) 

En  las  Universidades  menores,  las  formalidades  del  concurso  se- 
rán determinadas  por  el  Co  nsejo  Superior  y  aprobadas  por  el  mis 
ma  (Articulo  254.) 

Cuando  se  crea  nuevas  Cátedras»  el  Oobierno  nombrará  el  Cate- 
drático, sin  exigir  grado  nniversitario.   (Articulo  255») 

En  esta  disposición  se  ataca  la  organización 
independiente  que  deben  tener  las  TJniversida- 
des,  á  la  vez  que  se  abre  un  ancho  campo  para 
el  favoritismo  y  gracia  á  determinadas  perso- 
nas. Nuevas  ó  existentes,  las  Cátedras  deben  ser 
•proveidas  por  concurso,  pues  si  unas  lo  son,  no 
nay  razón  para  no  exigir  lo  mismo  en  las 
otras,  por  mas  que  sean  de  nueva  creación. 

Faltan,  además,  en  el  reglamento  los  casos 
en  que  para  la  regencia  de  Cátedras  deba  exone- 
rarse del  concurso.  Puede  haber  casas  en  que 
una  peraona  de  elevada  inteligencia  y  que  ha- 
ya probado  por  mucho  tiempo  ser  especialista 
en  algún  ramo  del  saber,  ya  sea  publicando 
alguna  obra  de  reconocido  mérito  ó  ejerci- 
do la  enseñanza  por  cierto  número  de  años, 
con  distinción  y  brillantez;  pretenda  regentar 
^a  Cátedra  y  para  provecho  de  esta  misma; 
es  claro  que  debe  ser  preferida  sin  necesidad  de 
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ias  formalidades  de  un  concurso,  puesto  que 
ofrece  ya  mas  que  garantía  de  competencia  pa- 
ra la  enseñanza. 

Por  último,  la  destitución  de  los  Catedráticos 
puede  tener  lugar  por  incapacidad  sobrevinien- 
te,  reiterada  inasistencia  y  conducta  reprobada. 

Para  la  destitución  se  requiere: 

1."  Una  información  de  las  faltas,  seguida  por  el  Decano; 

2.®  La  destitución  pronunciada  por  la  Facultad;  j 

3.*  La  confirmación  de  esa  por  el  Consejo  Universitario  [Art.  d6l 

Oraranización  de  la  Universidad  Mayor  ele  San  Mar- 
cos— Este  cuerpo  fué  fundado  por  el  Enoipera- 
dor  Carlos  V  en  21  de  Abril  de  1551,  y  su  crea- 
ción confirmada  por  Felipe  II  en  17  de  Octubre 
de  1562. 
S^  compone  de  seis  Facultades: 

Teología,  Jurisprudencia,  Medicina,  Ciencias  Políticas  y  Adminis- 
trativas, Ciencias  j  Letras. 

Cada  Facultad  se  compone  de  un  Decano,  un  Subdecano,  un  Se^ 
crotario,  un  Prosecretario  y  Catedráticos  Krincipales  y  Adjuntos. 

Su  régimen  interior  les  es  exclusivo  y  dictarán  sus  respectivos  re- 
glamentos, que  deberán  ser  aprobados  por  el  Consejo  Universitario. 

Todas  las  Facultades  de  que  se  compone  la 
Universidad  son  de  antigua  creación,  si  bien 
han  sufrido  muchas  modificaciones  del  colonia- 
je acá.  Nuestra  Facultad  de  Ciencias  Políticas 
y  Administrativas  vino  á  llenar  un  notable  va- 
cío en  la  Universidad  y  á  remediar  una  nece- 
sidad tanto  social,  como  política.  Creada  por  ley 
de  7  de  Abril  de  1875  y  organizada  por  decreto 
de  12  de  Abril  del  mismo  año,  tiene  por  objeto 
dar  al  Gobierno,  auxiliares  instruidos  en  los  di- 
versos ramos  de  la  administración,  desterrando 
así  de  la  esfera  del  Gobierno  al  empirismo  y  al 
favor. 

El  capítulo  X  trata  de  los  Decanos  y  Subde- 
canos,  que  son  elegidos  por  sus  respectivas  Fa- 
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cultades  por  cuatro  años;  y  de  los  Secretarios 
alados  también  por  las  Facultades. 

íiis  demás  disposiciones  son  relativas  á  los 
alumnos,  las  materias  de  enseñanza,  á  los  exá- 
menes, á  los  premios  y  penas;  y  al  año  univer- 
sitario. 

Una  de  las  condiciones  esenciales  del  régi- 
men de  las  Uuniversidades,  es  el  privilegio  de 
conferir  grados,  á  cada  una  de  sus  Facultades. 
Estos  gibados  no  son  otra  cosa,  que  la  garantía 
que  puede  exigir  la  sociedad  á  los  que  se  van  á 
dedicar  á  las  distintas  profesiones;  y  para  que 
esa  garantía  sea  verdadera  y  digna  de  confian- 
za, debe  ser  dada  por  un  Cuerpo  que  revista 
un  alto  carácter  y  al  que  se  reconozca  suficien- 
cia y  sea  centro  de  ilustración.  Sin  ese  privile- 
gio, no  se  concibe  la  existencia  de  ninguna  Fa- 
cultad. 

Los  grados  llamados  universitarios  son  el  de 
Bachiller  y  el  de  Doctor.  El  capítulo  XVIII  del 
reglamento  se  ocupa  de  las  distintas  formali- 
dades que  hay  que  llenar  para  obtener  estos 
grados.  ^ 

Univei^sídades  menores — Antes  de  la  promul-  ' 

f  ación  del  reglamento  vigente,  existían  en  el 
'erú  cinco  Universidades  menores,  á  saber: 

La  de  Arequipa,  fundada  en  1828; 

La  de  Ayacucho,  que  fué  establecida  por  el  Obispo  Cristóval  de 
Cotilla  y  aprobada  por  el  Rey  en  11  de  Mayo  de  1684; 

La  de  "San  Antonio  Abaa'\  del  Cuzco,  fundada  en  I69!¿r  en  un 
principio  fué  sólo  htominario.  tomando  después  la  forma  de  Univer- 
sidad; 

La  de  Puno,  fundada  por  ley  de  29  de  Agosto  de  1856;  y 

La  Universidad  de  -'La  Libertad"  de  Trujillo. 

De  estas  cinco  Universidades  menores,  nú- 
mero excesivo  para  el  grado  de  instrucción  que 
existe  entre  nosotros,  las'  de  Trujillo,  Puno  y 
Ayacucho,  no  tenían  existencia  legal,  propia- 
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mente  dicha,  pues  si  se  atiende  á  lo  que  se  dis- 
I)ono  en  el  r^laipento  de  1855,  en  las  Univer- 
sidades se  debía  dar  la  enseñanza  de  las  Facul- 
tades, función  tan  esencial,  que  sin  ella  no  hay 
UniyersidadjSegun  se  expresa  en  dicho  regla- 
mento; y  en  esas  Universidades  no  se  daba  tal 
enseñanza,  ni  existían  Facultades,  ni  alumnos, 
ni  Decanos,  ni  profesores-  De  manera  que  esa 
institución,  lejos  de  ser  un  bien  para  la  juven- 
tud, era  un  mal  y  gravaba  además,  al  presu- 
puesto con  una  fuerte  suma,  sin  resultado  de 
ninguna  especie. 

Si  se  atiende  á  que  la  instrucción  superior, 
no  es  necesaria  á  toda  la  Nación,  ni  obligato- 
ria al  Gobierno  y  á  que  no  es  posible  darla  con 
provecho,  sin  que  antes  se  haya  recibido  la  ins- 
trucción preparatoria  conveniente;  si  conside- 
ramos que  en  la  mayor  parte  de  la  República, 
no  solo  es  lamentable  el  estado  de  instrucción 
preparatoria,  sino  aún  de  la  primaria;  no  era 
posible^ni  conveniente  que  existieran  asas  Uni- 
versidades. El  reglamento  de  1876  vino  á  im* 
plantar  una  reforma  necesaria,  suprimiendo 
esas  tres  Universidades  y  dejando  subsistir  úni- 
camente las  de  Arequipa  y  Cuzco,  [artículo 
325]  (jue  según  la  Memoria  del  Ministro  de  Ins- 
trucción de  1876,  se  hallaban  en  mejores  cir- 
cunstancias que  las  supresas. 

En  dichas  universidades  existe  también  el 
Consejo  Universitario,  compuesto  del  Rector, 
Tice-lector  y  Catedráticos.  Los  dos  primeros 
son  nombrados  por  el  Consejo  Superior,  el  que 
también  determinará  los  grados  que  puedan 
conferirse  en  cada  una  de  ellas,  con  arreglo  á 
las  Cátedras  que  funcionen. 

El  27  de  Octubre  de  1891,  se  ha  puesto  el 
cúmplase  á  una  ley  que  autoriza  la  reinstala- 
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ción  de  la  Universidad  menor  de  Santo  Tomás 
y  Santa  Rosa  de  Trojillo- 

Son  rentas  propias  de  dicha  Universidad, 
además  de  las  que  produzcan  los  fundos  rústi- 
cos y  urbanos;  las  pensiones  censíticas  y  cape- 
llanías que  poseía  antes  de  su  supresión: 

!.•  El  protílifío  «IpI  ifvipuP9to  de  Hn  centavo  por  i'n-in  cimtro 
kilogramos  de  ohniicMüa  qiip  pe  conpuma  oi)  el  I)f»partHmento 
déla  Líbeitiii  : 

J/,El  producto  del  iinfuosto  do  un  opntíivo,  por  oad.-i  kilo- 
gramo do  c^c-a,  quG  f^e  cot.PuiiiH  en  eS  nn^nio  Drp.-.i  Um.ei.to  ó 
qoe^e  extraiga  por  ruhlqniotn  de  suR  puerto  : 

8.*  L;«  pensione»  por  d^^iecho»  d<' rxanien,  d«  mntfÍMrna 
gradoR  V  demne  d«»  igti.nl  cMécter,  crendne,  pí)r  la  \oy  de  Iof- 
troccíóu  Pública. 

La  Junta  Departamental  verificará  la  recau- 
dación y  administración  de  la<^  referidas  ren- 
tas, mientras  se  verifica  la  reinstalación  de  la 
Univei-sidad  de  Trujillo;  sin  que  dicha  Junta 
pueda  darles  otra  aplicación  que  la  señalada 
por  la  ley. 

La  inauguración  de  las  labores  escolares,  se 
realizará  tan  pronto  como  á  juicio  del  Consejo 
Superior,  existan  rentas  efectivas,  suficientes 
para  asegurar  el  pago  de  los  servicios  de  esta 
mstitución. 

fientas  y  glastos.— Son  rentas  de  las  Universi- 
dades: 

Loa  derechos  de  matrícula  y  exámenes; 

1-K)s  títulos  y  grados; 

Los  productos  de  arrendamientos  de  bienes,  capitales  á  interés, 
papeles  de  crédito,  enfítéusis,  imposiciones  y  capellanías  que  ac- 
tualmente poseen  y  en  adelante  adquieran  las  Universidades; 

Las  subvenciones  que  les  dé  el  Fisco; 

Las  rentas  ó  impuestos  que  les  sf  an  asignados;  y 

Las  que  hubieren  «ido  asignadas  anteriormente  á  los  estableci- 
mientos de  instrucción  superior,  refundidos  hoy  en  las  Universida- 
des. (Articulo  832.) 

Los  gastos  son  ordinarios  ó  extraordinarios. 
Entre  los  primeros  se  cuenta: 
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Los  sueldos  del  personal,  loe  gastos  d©  Secretaría  y  Bibüotoca; 
Los  salarios  de  los  bedeles,  sirvientesj  >lofl  gravámenes  de  los  bM- 
nes  universitaríos. 

Son  extraordinarios: 

Las  reparaciones  de  casai  y  edificios: 
La  compra  de  útiles  para  la  enseñanza; 

La  construcción  de  eidíficios,  laboratorios,  etc  ,  para  la  enseñan- 
za superior.  (Artículos  888  j  884.) 

Los  gastos  extraordinarios  que  no  pasen  de 
cien  soles,  pueden  ser  girados  por  el  Rector, 
dando  cuenta  al  Consejo  Universitario. 

Los  derechos  de  matrícula  y  exámenes  constituirán  nn  fondo  es- 
pcetal  para  cada  Facultad,  que  serán  invertidos  en  instrumentos, 
aparatos,  gastos  de  Secretaría,  etc.  y  en  libros  para  su  Biblioteca. 
[Artículo  887.J 

Con  este  objeto,  presentará  cada  una  de  las  Facultades,  al  Consejo 
Universitario,  un  presupuesto  da  las  sumas  que  deben  invertirse  ca- 
da aflo.    (Articulo  888.) 

Instítatos  especiales.— Habrá  cinco  escuelas  de 
aplicación,  á  saber: 

Bscuola  deiogenieroB  civilee  y  de  minas; 

Escuela  superior  de  Agricultura  y  do  Artes  y  Oficioe,  bajo 
la  dependencia  del  Ministerio  de  Instrucción; 

Escneln  Naval  y  Militar,  bajo  de  la  dependencia  del  Minis- 
terio de  guerra. 

Los  institutos  militares  tienen  sus  reglamen- 
tos especiales. 

Enseñanza  superior  libre. — Uno  de  los  mas  po- 
derosos medios  de  civilización  é  ilustración  y 
que  dá  una  alta  idea  del  progreso  de  un  pue- 
blo, es  la  enseñanza  superior,  dada  por  otros 
Cuerpos  que  no  sean  los  sostenidos  y  regla- 
mentados por  el  Estado.  En  esta  materia,  ya 
hemos  dicho,  debe  haber  la  mas  amplia  Uber- 
tad  y  mientras  mayor  sea  el  grado  de  desarro- 
llo que  tenga  la  enseñanza  supsrior  libre  en  un 
Sais,  mayor  será  también  el  de  los  Cuerpos 
ocentes;  es  decir,  en  que  éste  no  sea  entregado 
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se  sujetan  á  un  j 

y  que  constituye  *w  ^..^  ^^  ..^^^  v.««v.x.v.*.«^ 

universitaria. 

De  acuerdo  con  esta  teoría,  el  reglamento 
dispone  que: 


Pueden  una  ó  varías  personas  abrir  Cátedras  de  Instrucción  supe- 
rior y  constituir  Facultades  ó  Universidadesjlibres,  retribuidas  ó  nó, 
por  los  asistentes,  bajo  la  inspección  del  Consejo  Superior. 

Esta  inspección  se  limitará  á  impedir  que  se  enseñe  doctrinas 
contrarias  á  la  Religión,  á  la  moral  o  á  la  forma  de  €k)biemo,  (Ar- 
tículos 944  7  846.) 

Lecciones  públicas,  su  influencia  y  condiciones.— 
La  enseñanza  superior  libre  se  puede  dar  por 
simples  lecciones  públicas,  que  son  aquellas,  en 
las  que  el  profesor,  sin  sujeción  á  programas,  ni 
textos  determinados,  enseña  á  todo  el  que  quie- 
ra oírlo,  un  ramo  de  ciencia  6  del  arte* 

Estas  lecciones  públicas  son  un  medio  pode- 
rosísimo de  fomentar  la  ilustración  y  eiercen 
una  gran  influencia  en  el  progreso  de  la  so- 
ciedad. 

Por  ellas,  dadas  por  una  persona  competente 

?r  de  ilustración  notoria,  se  hace  mas  general 
a  instrucción  y  se  extiende  las  ideas  de  un  mo- 
do universal,  por  cuanto  no  se  exige  para  el  que 
quiera  escucharlas,  ni  matrícula,  ni  exámenes, 
ni  ninguna  de  las  formalidades  á  que  están  su- 
jetos los  que  estudian  para  seguir  una  profe- 
sión. 

Además,  esas  lecciones  públicas,  á  la  que  de- 
be la  administración  cierto  grado  de  protec- 
ción, si  es  un  interés  para  ella  la  difusión  déla 
ilustración  entre  los  asociados,  sirven  de  gran 
estímulo  para  los  Catedráticos  y  profesores;  y 
son  un  adelanto  positivo  para  la  literatura  del 
país.  En  efecto:  dándose  esas  lecciones  cada 
semana  ó  cada  quince  días,  siendo  una  especie 
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de  ejercicio  oratorio,  donde  el  profesor  debe  po- 
seer ciertas  dotes  de  palabra  y  amenidad  para 
atraer  mayor  número  de  oyentes,  son  discur- 
sos, disertaciones  sobre  ciertos  puntos  de  la 
ciencia,  que  trabajados  con  la  debida  prepara- 
ción y  esmero  y  generalmente  publicadas,  son 
otras  tantas  bases  para  la  foi  mación  de  librea 
y  hasta  de  textos,  que  enriquecen  la  literatu 
nacional- 
Reconocida  su  influencia  en  la  sociedad,  y 
puesto  que  todo  lo  que  es  instruir,  todo  lo  que 
es  esparcir  ideas  científicas  ó  artísticas,  contri- 
buye al  adelanto  social;  es  claro  que  esas  lec- 
ciones deben  ser  fomentadas  y  cultivadas  con 
afán  y  difundidas  con  la  posible  extensión. 

Las  lecciones  públicas  pueden  ser  también 
sobre  instrucción  primana  para  los  adultos  y 
á  esto  tienden  las  llamadas,  entre  nosotros,  es- 
cuelas dominicales;  y  también  de  instrucción 
media. 

Las  condiciones  necesarias  para  que  puedan 
existir  esas  lecciones  son: 

Que  tengan  localed  á  propósito,  bien  situados  y  en  condiciones  de 
salubridad  y  apropiación  á  su  objeto  y  que  haya  libertad  é  indepen- 
dencia para  los  que  den:  y  escuchen  las  lecciones. 

No  debe  exigirse  ni  matrícula,  ni  exámenes,  ni  textos:  debe  con- 
currir el  que  auiera,  sin  condiciones  de  edad,  ni  sexo,  con  la  única 
restricción  de  la  conservación  del  orden  y  de  no  turbar  fil  profesor 
en  su  discurso. 

La  organización  de  estas  lecciones  públicas, 
sobre  los  distintos  ramos  de  la  ciencia,  senf^ 
muy  conveniente  en  el  Perú. 

Rentando  á  los  profesores,  conforme  paga  el 
Estado  á  las  Universidades  y  colegios,  con  una 
cantidad  regular  que  les  permitiera  únicamen- 
te dedicarse  á  la  enseñanza;  podía  imponérse- 
les la  obligación  de  dar  lecciones  públicas,  dos 
ó  tres  veces  al  mes,  alternándose  en  la  capital 
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y  capitales  de  los  departamentos.  Estas  leccio- 
nes traerían  la  ilustración  de  las  masas,  darían 
al  público  textos  nacionales,  puesto  que  los  que 
enseñasen,  prepararían,  con  la  debida  calma  y 
estudio  concienzudo,  las  disertaciones  que  van 
á  explicar  ante  un  público,  juez  de  su  mérito  y 
suficiencia. 

Harían  conocer  á  los  hombres  competentes 
en  ciencias  ó  artes  y  los  mismos  Gobiernos  po- 
drían acudir  á  ellos  en  los  casos  en  que  se  ne- 
cesitara su  cooperación,  ganando  así  no  solo  la 
instrucción,  sino  aún  la  administración- 
Entre  nosotros  se  ha  intentado  dar  algunas 
veces  estas  lecciones  públicas,  generalmente  á 
los  obreros  artesanos,  pero  la  falta  de  edificios 
y  la  de  retribución  á  los  maestros,  han  parali  "* 
zade  todo  esfuerzo. 

El  ilustrado  Gobierno  del  nunca  bien  deplo- 
rado don  Manuel  Pardo,  al  que  se  debe  tedias 
Ibb  mejoras  de  nuestra  instrucción,  fundó  ñor 
decreto  de  29  de  Abril  de  1876,  un  curso  de  Quí- 
mica aplicada  á  las  artes  industriales.  Aunque 
es  verdad  que  exigía  que  los  alumnos  se  ma- 
triculasen sin  gravamen  y  Que  comprobasen, 
los  que  se  quisiesen  matricular,  la  instrucción 
primaria;  lo  cual  era  una  contradicción  con  el 
carácter  de  curso  libre  que  se  le  daba;  también 
lo  es,  que  esta  disposición  se  anulaba  por  el  ar- 
tículo 4.*  del  mismo  decreto  que  prescribía:  que 
dichas  lecciones  serían  públicas  y  podría  concu- 
rrirse  á  ellas  sin  estar  matriculado. 

En  la  cuenta  que  dá  el  profesor  de  esa  clase 
al  Supremo  Gtobierno,  en  27  de  Abril  de  1878, 
se  vé  que,  aunque  no  se  cumplió  con  darle  un 
local  aproí>iado,  lo  que  influyó  al^o  en  sus  re- 
sultados; sin  embargo,  éstos  han  sido  brillantes 
para  las  industrias,  sobre  todo  para  la  vinícola 
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y  que  manifiestan  cuan  conveniente  sería    la 
creación  de  cursos  semejantes. 
El  artículo  346  del  reglamento  dice  que: 

Pueden  implantarse  cursos  libres  en  las  Uuiversidades,   previa  li- 
cencia del  Consejo  Universitario  y  presentación  de  los  programas. 

Pero  estos  cursos  no  son  lo  mismo  que  las 
lecciones  públicas,  que  no  deben  estar  sujetas 
á  programas,ni  amas  método  que  el  que  quiera 
seguir  el  profesor. 

Influjo  de  las  muieres  en  la  educación.—  La  educación 
del  hombre  empieza  en  la  cuna,  y  por  eso,  el  primer  cuidado  del  le; 
gislador  debe  ser  formar  madres  virtuosas,  porque  el  corassón  del  ni- 
ño se  abre  naturalmente  A  la  virtud,  como  cáliz  de  las  flores  á  lo« 
suaves  rayos  del  Sol. 

Estas  palabras  del  Colmeiro,  son  una  de  esas 
verdades  ciíya  importancia  reconocen  hoy  to- 
dos los  publicistas  y  todos  los  Gobiernos.  Ellas 
entrañan  la  influencia  decisiva  que  en  la  for- 
mación del  corazón  v  la  inteligencia  del    nifio, 
tiene  la  mujer,  haciéndolo  ó  no  apto  para  reci- 
bir con  provecho  la  instrucción  del  maestro  y 
Sara  practicar  el  bien.  En  efecto,  ¿quién  puede 
esconocer  la  influencia  decisiva  de  la   madre? 
éQuien  no  sabe  que  esa  primera  educación,  que 
esa  primera  instrucción,  que  se  recibe  en  el  se- 
no de  la  familia,  es  la  mas  importante  y  la  que 
deja  huellas  más  profundas  en  el  corazón  del 
nifio? 

La  instrucción  de  la  mujer  es  la  instrucción 
de  la  familia,  y  con  ella  se  funda  una  escuela 
en  cada  ho^ar;  porque  no  hay  madre  amorosa 
y  solícita,  que  no  sepa  leer  y  escribir,  que  no 
enseñe  á  sus  hijos  otro  tanto. 

Y  el  corazón  del  hombre,  los  buenos  senti- 
mientos, las  sanas  ideas,  sólo  la  educación  de 
una  madre  los  sabe  inspirar.  Y  si  se  atiende  á 
que  una  vez  el  nifio  en  la  escuela  y  aún  el  jo- 
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ven  se  hallan  todavía  bajo  esa  dulce  tutela  del 
amor  maternal;  se  conocerá  cuanta  influencia 
ejercerá  en  su  educación  la  enseñanza  ó  cultu- 
ra de  su  madre. 

Y  no  solo  considerando  á  la  mujer  como  ma- 
dre, es  decir,  como  la  influencia  moral  mas  de- 
cisiva en  la  familia  y  por  consiguiente  en  la 
sociedad  aue  se  basa  en  ésta,  sino  también  con- 
siderándola como  esposa,  como  la  compañera 
del  hombre,  hay  que  reconocer  su  inmenso  po- 
derío, su  incontrastable  influencia. 

Mientras  mas  cultivada  sea  la  educación  de 
la  mujer,  mientras  mas  virtuosa  y  laboriosa, 
mas  seguro  es  que  en  la  familia  del  ix)bre  no 
reinará  la  miseria,  y  que  su  poder  contrastará 
esos  desórdenes,  esos  desarreglos  que  van  di- 
rectamente contra  la  sociedad,  y  á  los  que  se 
entrega  el  hombre,  impulsado  por  la  pobreza- 
Las  mujeres  llevan  en  su   seno  el  porvenir  de 
las  sociedades,  y  por  tanto,  el  mejoramiento  de 
eUas,  es  el  mejoramiento  de  las  clases  sociales. 
Si  esta  influencia  es  tan  decisiva,  es  claro  que 
el  Estado  tiene  también  deberes  que  cumplir 
con  respecto  ala  instrucción  de  la  mujer.  Es  in- 
dudable que  una  de  las  mas  importantes  tareas 
del  legislador,  es  atender  á  formar  madres  dig- 
nas de  ejercer  con  discernimiento  esa  impor- 
tantísima función  social;  es  éste  un  interés  del 
Estado,  porque  es  un  interés  de  la  sociedad. 

Está,  pues,  fuera  de  toda  duda  que  el  Estado 
tiene  ese  deber  respecto  de  la  instrucción  pri- 
maria de  la  mujer,  como  la  tiene  respecto  del 
hombre;  pero  lio  tendrá  también  respecto  de  la 
instrucción  preparatoria?  Indudablemente  no, 
si  se  le  quiere  imponer  como  una  obligación, 
como  no  lo  es  aún,  con  la  instrucción  media  del 
hombre.  Para  ello,  ^convendrá  sostener  colegios 
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para  mujeres,  donde  éstas;  reciban  la  instruc- 
ción preparatoria?  No  lo  creemos,  atendida  la 
condición  actual  de  la  mujer  en  nuestra  socie- 
dad y  atendiendo  al  carácter  de  los  estudios 
()reparatorios-  El  Estado  no  tiene  el  deber,  ni 
e  es  tampoco  conveniente,  sostener  esos  cole- 
gios para  mujeres;  pero  solo  habksmos  de  los 
estudios  prepáratenos,  de  la  instrucci&i  media. 
Ifetos  estudios,  como  su  nombre  lo  indica,  son 
para  preparar  al  individuo  á  recibir  una  itis- 
trucción  superior:  para  ejercer  una  profesión. 
Desde  que  las  mujeres  no  tienen  entre  nosotros 
ninguna  profesión  abierta;  desde  que  no  van  á 
ejercer  la  Medicina  ni  la  abogacía,  etc.,  es  cla- 
ro que  esos  estudios  no  son  necesarios  j  ese  de- 
ber de  subvencionar  colegios  para  mujeres^  es 
de  la  incumbencia  de  la  mmilia.  Esta  puede  y 
debe  según  sus  medios,  tratar  de  perfeccionar 
la  instrucción  primaria,  aumentando  la  cuitara 
de  las  niñas  para  adornarla  con  mas  dotes;  pe- 
ro esos  estudios  preparatorios,  esa  instrucción 
media,  no  la  hacen  mejor  madre  de  familia. 

El  deber  del  Estado,  respecto  de  la  educación 
de  la  muier,  está  limitado  á  proporcionarte  la 
instrucción  primaria;  fundar  escuelas  de  mSaa 
en  la  misma  proporción,  si  es  posible,  que  la  de 
hombres.  Lo  (jue  salga  de  este  orden,  es  ya  de 
la  incumbencia  de  la  familia.  Esto  no  quiere 
decir  que  se  ponga  la  mas  pequeña  traba  ni  á 
la  instrucción  media^  ni  á  la  superior  de  la  mu- 
jer. Si  ésta  la  quiere  seguir^  al  contrario,  debe 
fomentársete  en  tes  casos  especialísimos  y  ra- 
ros que  se  presenten. 

Efloudaa  de  niñas — Conforme  á  lo  dicho,  habrá 
escuelas  de  niñas  en  cada  distrito,  y  así  te  ha 
4ispuestola  tey  de  14  de  Octubre  dé  1893,en  su  ar 
tículo  77  inciso  7.'';  rigiendo  para  estas  escuelas 
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las  mismas  disposiciones  del  Eeglamento  que 
ya  hemos  estudiado. 

Con  respecto  á  la  instrucción  media,  la  ley- 
no  prescribe  que  haya  colegios  de  instrucción 
media  para  las  mujeres;  pero  el  Estado  sostie- 
ne algunos  que  hoy  están  bajo  la  dependencia 
del  Consejo  Superior.  La  instrucción  media  pa- 
ra mujeres,  comprende  las  materias  que  abraza 
la  instrucción  primaria  de  tercer  grado  y  ade- 
más elementos  de  Eetórica,  Poética,  Historia 
universal,  Lenguas  vivas,  Caligrafía,  Dibujo, 
Música  y  labores  propias  del  sexo.  [Art.  109 
del  Reglamento  General  de  Instrucción  Públi- 
ca.] 

Beneflcencia  Pública.—  Su  objeto. — El  socorro  al 
infortunio  bajo  una  organización  reglamenta- 
da y  constituyendo  un  servicio  administrativo, 
es  lo  que  se  llama  Beneficencia  Pública-  Es  el 
ejercicio  de  la  caridad  colectiva,  hecha  con  los 
fondos  públicos,  fomentada  por  el    Estado;  y 
que  en  la  situación  actual  de  las  sociedades,  por 
el  desnivel  de  las  condiciones  que  la  civiliza- 
ción aumenta  cada  día,  en  el  interés  de  la  so- 
ciedad, que  debe  procurar  hacer  cesar  el  anta- 
gonismo que  la  miseria  produce  entre   las  cla- 
ses ricas  y  las  desheredadas  de  la  fortuna,  ayu- 
dando á  éstas;  no  es  posible  dejar  á  la  sola  ac- 
tividad individual,  Aliviar  la  miseria,    fomen- 
tando y  protegiendo  los  establecimientos  pia- 
dosos, destinados  á  socorrerla  y  dictar  leyes  y 
reglamentos  que  organicen  los  socorros  públi- 
cos en  armonía  con  el  fin  y  el   interés    social, 
ayudando  así  la  caridad  privada;  tal  es  el  ob- 
jeto de  la  Beneficencia  Pública. 

Su  fundamento  y  carácter.  -  Se  ha  negado  prin- 
cipalmente por  los  economistas,  la  necesidad 
de  la  Beneficencia,  organizada  como  un  servi- 
u 
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cío  público,  fundándose  en  que  si  existe  la  cari- 
dad como  un  deber  moral  del  individuo,  no 
Suede  existir  como  un  deber  moral  de  la  socie- 
ad;  que  la  Beneficencia  Pública  deja  de  ser 
caridad,  puesto  que  es  forzosa  y  pienie  su  her- 
moso carácter  de  sacrificio  libre  y  espontáneo, 
para  ser  un  impuesto,  que  habránecesidad  de 
recabar  con  el  gendarme,  Por  consiguiente,  es 
falso  el  fundamento  que  se  le  asigna  de  la  exis- 
tencia de  un  deber  moral  en  la  sociedad  para 
sostener  la  caridad,  como  un  servicio  público;  y 
falso,  igualmente,  que  el  Estado  debe  manifes- 
tarse como  un  ser  sensible,  caritativo,  humano 
y  procurando  el  amparo  del  débil  contra  los  ri- 
gores de  la  suerte  ó  de  la  miseria. 

Es  indudable,  que  en  gran  parte,  tienen  ra- 
zón los  economistas  y  que  no  es  posible  admi- 
tir la  existencia  de  una  caridad  social,  de  un 
deber  puramente  moral  del  Estado,  como  fun- 
damento de  la  Beneficencia  Pública. 

Admitir  la  existencia  de  virtudes  sociales, 
sería  admitir  que  la  sociedad  está  personificada; 
que  tiene  una  acción  independiente  de  la  del  con- 
junto de  individuos  que  la  componen.Se  dirá  que 
una  Nación  es  inte!  igente,generosa, valiente,  ca- 
ritativa,reuniendo  la  suma  de  estas  virtudes  que 
posea  individualmente  cada  uno  de  sas  miem- 
bros y  que  hasta  cierto  punto,  dan  el  carácter 
general  a  la  Nación;  pero  esto  no  es  decir  que 
existe  un  ser,  una  personalidad,  que  bajo  el 
nombre  de  Nación,  sociedad  ó  Estado,  posee 
esas  cualidades.  Admitir,  repetimos,  este  fun- 
damento para  justificar  la  existencia  de  la  Be- 
neficencia Pública,  ó  mejor  dicho,  la  interven- 
ción administrativa  en  el  socorro  del  infortu- 
nio y  la  miseria,  es  hasta  cierto  punto,  dar  un 
justificativo,  á  qiie  la  acción  administrativa  se 
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extienda  á  todo  y  pueda  penetrar  aún  en  el  do- 
minio sagrado  de  la  conciencia,  en  el  seno  mis- 
ino del  hogar  doméstico;  y  de  consecuencia  en 
consecuencia,  llegar  á  caer  en  los  delirios  del 
socialismo. 

Pero  ipuede  decirse  por  esto  que  no  debe 
existir  una  Beneficencia  Pública?  ¿ruede  pre- 
sentarse como  axioma  ó  máxima  de  la  ciencia 
de  la  administración,  la  no  utilidad  de  un  ser- 
vicio administrativo,  destinado  á  ejercer  la  ca- 
ridad pública  y  no  social,  como  se  le  llama?  Es 
indudable  que  no,  y  por  el  contrario,  la  ciencia 
de  la  administración,  teniendo  en  cuenta  el  es- 
tado actual  y  el  grado  que  alcanza  la  iniciativa 
individual  en  nuestras  sociedades  y  diversos  in- 
tereses sociales  que  está  llamada  á  estudiar  y 
analizar,  para  qué  pueda  la  administración 
protegerlos  y  garantizarlos;  sienta  como  prin- 
cipio la  necesidad  de  un  servicio  administrati- 
vo, cuya  organización  debe  estar  basada,  to- 
do lo  posible,  en  la  libertad  y  en  la  interven- 
ción en  él,  de  todos  los  asociados,  con  el  objeto 
de  ejercer  la  beneficencia  pública. 

Pero,  si  el  fundamento  de  esta  necesidad,  no 
está  en  la  existencia  de  una  caridad  social,  de 
un  deber  moral  en  el  Estado  para  la  asistencia 
del  desvalido  ó  del  miserable  ¿cómo  puede  jus- 
tificarse la  Beneficencia  Pública?  Si  no  hay  de- 
ber en  la  sociedad,  no  hay  deber  en  la  Admi- 
nistración; y  por  consiguiente,  no  puede  impo- 
nérseles la  carga  de  sostener  un  servicio  costo- 
so, organizando  los  socorros  públicos. 

Para  nosotros,  el  fundamento  sobro  q^ue  re- 
posa la  existencia  de  una  Beneficencia  Riblica, 
de  una  caridad  ejercida  bajo  los  auspicios  y  di- 
i^'ección  de  la  administración,  está  en  el  interés 
social.  Ya  hemos  dicho,  que  donde  quiera  que 
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se  presente  un  interés  social,  bien  definido,  que 
la  acción  individual  sea  impotente  para  llenar- 
lo 6  satisfacerlo;  está  justmcada  la  interven- 
ción administrativa,  como  auxiliar  de  aquella, 
para  completar  los  vacíos  que  deja  en  el  ca- 
mino, ó  acabar  la  obra  que  la  acción  privada 
comenzó.  Ahora  bien,  ¿es  ó  nó,  un  interés  so- 
cial el  socorro  á  la  miseria?  ¿Conviene  ó  nó  para 
la  existencia  de  la  sociedad,  para  su  mejor  mar- 
cha hacia  el  progreso,  para  su  mayor  grado  de 
cultura  y  bienestar,  precaver  el  pauperismo  y 
la  mendicidad;  socorrer  al  desvalido  y  al  huér- 
fano; venir  en  ayuda  del  infortunio  inmereci- 
do? La  respuesta  no  es  dudosa.  Está  en  el  in- 
terés social,  en  la  conveniencia,  en  la  seguri- 
dad social,  que  el  indigente  encuentre  amparo; 
el  mendigo  asilo;  el  huérfano  ó  el  inocente  hi- 
jo, engendrado  en  el  crimen  y  que  el  crimen 
abandona,  encuentren  el  apoyo  sin  el  cual  pe- 
recerían; que  el  proletario,  á  quien  la  enferme- 
dad roba  las  fuerzas  necesarias  á  su  sustento 
y  al  de  su  familia,  encuentre  el  reme(ho  de 
sus  males;  que  en  fln  toda  miseria, toda  desgra- 
cia que  presenta  el  carácter  de  ostensible 
halle  bálsamo  que  la  cure  y  alivio  que  la  mi- 
nore. 

Una  sociedad  en  la  que  los  sufrimientos  de 
las  clases  pobres,  se  miraran  con  indif  erencia;en 
la  que  se  dejara  sin  asilo  á  los  huérfanos,  á  los 
niños  abandonados;  á  los  ancianos,  á  los  enfer- 
mos desvalidos,  á  las  famlias  que  sin  el  amparo 
del  jefe,  carecen  de  medios  de  subsistencia;  en  fin 
á  todos  aquellos  seres  para  quienes  la  muerte 
y  el  crimen  serían  el  único  remedio  de  la  des- 
gracia; tal  sociedad  peligraría  en  su  existencia: 
el  derecho  de  los  que  tienen,  no  podría  ser  ga- 
rantido contra  el  odio,  la  desesperación,la  rabia 
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que  azuza  el  hambre  y  la  impotencia  de  los  des- 
heredados de  la  fortuna;  cuya  desgracia  insul- 
ta la  riqueza  y  el  lujo.  ¿No  es  indudable  que  en 
una  sociedad  así;  estallarían  violencias,  cuya 
energía  ninguna  fuerza  podría  contrarrestar  ni 
dominar? 

Pues  este  es  el  fundamento  de  la  Beneficen- 
cia Pública  y  de  la  necesidad  que  tiene  la  Ad- 
ministración de  fomentar,  fundar  y  proteger 
establecimientos  de  misericordia. 

Se  puede  decir  que  la  caridad  privada  es  la 
aue  debe  venir  al  remedio  de  estos  males  y  la 
llamada  al  socorro  de  estos  infortunios,  bajo  la 
base  de  una  completa  libertad.  Esto  es  induda- 
ble, desde  que  el  amor  á  nuestros  semejantes  y  el 
precepto  de  caridad  para  el  desgraciado,  es  un 
deber  que  todos  estamos  obligados,  moral  y  re- 
ligiosamente, á  cumplir;  pero  también  lo  es,  que 
el  carácter  de  voluntaria  y  de  libre,  que  re- 
viste esta  obligación  moral,  no  permite  impo- 
nerla,ni  menos  exigirla  individualmente;  que  la 
caridad  privada  no  es  por  desgracia  tan  exten- 
sa, ni  el  hombre  tan  exento  de  egoísmo,  que 
acuda  siempre  al  socorro  del  infortunio;  que 
sola  por  sí,  no  bastaría  al  alivio  de  todas  las 
desgracias,  y  sobre  todo,  no  tendría  la  Benefi- 
cencia ese  carácter  constante  de  institución  or- 
ganizada, que  permite  mantener  siempre  y  en 
todo  momento  el  socorro  para  el  necesitado. 

Además,  siendo  la  Beneficencia  un  interés  co- 
lectivo, es  decir,  un  interés  de  todos  y  de  cada 
uno  de  los  miembros  de  la  sociedad,  no  puede 
ser  desatendido  por  esa  Administración,  dele- 
gada por  la  misma  sociedad,  para  tener  siem- 
{>re  en  mira  todo  lo  qne  interesa  al  común  de 
os  asociados.  El  peligro  no  está  pues  en  que  ha- 
ya una  Beneficencia  pública,  sino  en  el  modo 
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como  ésta  se  organice.  Es  cierto  que  no  puede 
fundarse  en  la  existencia  de  un  deber  de  la  so- 
ciedad, de  una  caridad  social;  pero  sí  resulta  su 
necesidad  del  mismo  interés  de  los  asociados  y 
de  la  necesidad  de  ajoida  para  la  caridad  priva- 
da. 

Pe  este  fundamento,  resulta  plenamente  de- 
mostrando el  carácter  que  reviste  la  caridad  ejer- 
cida por  el  poder  administrativo,  ó  sus  delega- 
dos; carácter  importante  de  fijar  para  estar  en 
guarda  contra  los  principios  de  las  sectas  socia- 
listas, de  las  ilusiones  de  aquellos  publicistas, 
aue  llevados  de  su  ardiente  amor  á  la  humani- 
qadj,  han  exagerado  los  servicios  de  fraternal 
caridad  pública. 

Lo  primero  que  debemos  tenei*  en  cuenta,  es 
que  la  caridad  ejercida  por  medio  del  servicio 
administrativo,  reviste  el  mismo  carácter  de  la 
caridad  privada,es  voluntaria  y  por  otra  parte, 
una  consecuencia  del  astado  de  la  sociedad,  de 
tal  modo,  que  si  algún  día  ó  en  algún  país,  la 
acción  individual  fuera  suficiente  para  preca- 
ver, combatir  y  aliviar  la  miseria  y  la  invali- 
dez; la  Administración  no  tendría  derecho  de 
intervenir  y  entonces  sí  podría,  como  dicen  los 
economistas,/a¿sser /aire  et  passer,  abandonarla 
miseria,  por(jue  encontrando  ésta  alivio  y  re- 
medio, dejaría  de  ser  un  peligro  para  la  vida  so- 
cial. 

Otra  de  las  formas  con  que  se  nos  presenta 
la  Beneficencia  pública  y  la  que  constituye  lo 
fundamental  de  su  carácter,  es  que  si  es  un  de- 
ber de  la  Administración,  organizaría  y  fomen- 
tarla, no  crea  un  derecho,  en  el  que  la  necesi- 
ta. El  infortunio  no  tiene  derecho  de  ser  soco- 
rrido; puede  y  debe  serlo,  pero  no  teniendo  de- 
recho,no  puede,  ni  debe  exigir  el  socorro  como 
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forzoso  é  iadis{)ensable.  Esto  nace  de  que  la  Be- 
neficencia pública  no  es  *un  deber  extricto  del 
Estado,  como  lo  es,por  ejemplo,  la  garantía  del 
derecho  individual  y  el  respecto  á  la  libertad, 
sino  un  deber  puramente  administrativo,  naci- 
do de  condiciones  sociales  que  pueden  desapa- 
recer. Mejor  dicho,  es  mas  bien  un  interés  de  la 
Administración,  una  forma  de  la  organización 
requerida  por  el  interés  común  y  no  por  el  de- 
recho de  unos  pocos.  Admitir  como  la  expresión 
de  un  derecho,  el  principio  de  la  fraternidad  ó 
de  la  caridad  ejercido  por  el  Poder  ó  por  el  in- 
dividuo, es  admitir  el  despojo  de  una  parte  de 
los  asociados  en  provecho  de  la  otra;  quitar  á 
los  que  producen  y  consumen,  para  dar  á  los 
que  consumen  y  no  producen;  es  exigir  un  de- 
recho contra  el  derecho  como  dice  Colmeiro, 

Finalmente,la  Beneficencia  pública  solo  atien- 
de á  aquellas  desgracias  muy  ostensibles,  tam- 
bién públicas,  digamos  así,  como  por  ejemplo, 
al  mendigo;  al  huérfano  que  se  entrega  á  un 
asilo;  al  nifio  que  se  encuentra  abandonado  en 
la  vía  pública;  al  enfermo  que  se  presenta  á 
buscar  remedio  á  un  hospital;al  anciano  que  so- 
licita un  asilo  para  esperar  enjpaz  el  descanso  de 
la  tumba;  en  fin,  todos  aquellos  infortunios 
quela  solicitan  ó  se  ostentan.  Pero  en  la  so- 
ciedad hay  también  ocultas  desgracias,  mi- 
serias horribles,  tanto  ínas  desesperantes,  cuan- 
to que  ni  aún  pueden  buscar  alivio,  implo- 
rando la  caridad  pública;  males  que  esta  misma 
caridad  sería  impotente  para  atender  ó  conso- 
lar. De  estos  hechos  se  desprende  que  debe  mi- 
rarse la  Beneficencia  pública,  como  un  auxiliar 
de  la  caridad  privada,  que  la  completa  y  ayuda; 
y  que  por  consiguiente,  si  la  Administración  re- 
glamenta aquella,  no  debe  nunca  entrabar  la 
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acción  de  ésta.  He  aquí,  la  última  manera,  co- 
mo se  nos  revela  el  carácter  de  la  Beneficencia 
pública,  que  no  debe  confundirse  ni  limitarla 
esfera  de  la  caridad  privada,  si  bien  puede  soli- 
citarla. 

De  todo  lo  dicho  se  desprende  lógicamente, 
que  la  Beneficencia  pública  no  puede  conside- 
rarse como  la  expresión  de  un  deber  ú  obligación 
de  caridad  en  la  sociedad,  y  por  tanto,  en  la  ad- 
ministración, delegada  de  ésta  y  manifestación 
de  la  acción  social  y  supliendo  la  deficiencia  que 
presenta  la  caridad  privada. 
»  ¿Debe  ser  un  servicio  administrativo?  —  Acaba- 
mos de  probarlo,  al  explicar  la  necesidad  de  que 
ésta  constituya  ün  servicio  administrativo;  y 
de  aquí,  por  consiguiente,  la  necesidad  de  la 
existencia  de  reglamentos  que  organicen  y  re- 
gularicen estos  servicios. 

Hay  además  otras  razones  para  que  la  Bene- 
ficencia pública  constituya  un  servicio  regla- 
mentado por  la  Administración  y  que  creemos 
importante,  sobre  todo,  entre  nosotros.  Sabido 
es  que  la  Beneficencia  posee  bienes  y  rentas 
propias,  que  ya  dadas  por  la  Administración  en 
otro  tiempo,  ya  donados  ó  legados  por  particu- 
lares, constituyen,  hasta  cierto  punto,  una  pro- 
piedad pública.  Estos  bienes  no  podrían  de  nin- 
guna manera,  sin  contrariar  el  objeto  á  que  fue- 
ron designados  y  la  voluntad  de  los  individuos 
que  los  legaron  ó  donaron,  ser  administrados 
de  un  modo  privado,  ni  destinados  á  otro  fin. 
Constituyen  una  propiedad  común  por  su  ca- 
rácter y  objeto,  y  tienen  indudablamente  que 
ser  administrados,  dirigidos  y  fomentados  por 
una  institución  que  no  puede  ser  sino  una  rama 
de  la  Administración  pública,  es  decir,  un  servi- 
cio reglamentado  y  organizado. 
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Lo  que  conviene  tener  presente,  en  la  orga- 
nización de  ese  servicio,  es  que  se  consulte  la 
forma  mas  adecuada  al  interés  social  y  al  fin 
con  que  se  le  instituye;  y  que  se  tenga  en  cuen- 
ta, que  todo  lo  que  sea  dar  ingerencia  á  la  ac- 
ción individual  en  el  servicio  y  administración 
pública,  es  preferible  al  sistema  de  centralizar 
todos  los  ramos  en  el  Poder  Ejecutivo,  ó  de  dar 
á  éste  una  tutela  y  una  dirección  sobre  todos 
los  intereses  sociales. 

El  sistema  de  organización  francés,  que  lleva 
hasta  el  exceso  los  detalles  de  r^lamentación, 
es  en  este  ramo  del  servicio  público,  como  en  to- 
dos los  demás,  el  más  contrario  á  la  libertad  y 
al  principio  que  acabamos  de  sentar.  Nacido  de 
una  centralización  excesiva,  reviste  un  carácter 
de  uniformidad,  que  impide  todo  cambio,  toda 
innovación  y  trae  por  consecuencia,  el  espítitu 
de  rutina,  que  mata  todo  adelanto.  Todo  está 
allí  minuciosamente  detallado  en  los  reglamen- 
tos, que  se  extienden  no  solo  á  lo  relativo  á  los 
establecimientos  públicos,  sino  á  los  que  funda 
la  caridad  privada;  j  nada  puede  hacerse  sin  au- 
torización previa,  ni  sin  la  inspección  de  la  auto- 
ridad, que  corrige,  modifica,innova,  rectifica  á 
su  antojo  lo  que  la  iniciativa  individual  propo- 
ne. Nada  mas  antiliberal,  niñada  mas  contra- 
rio á  los  principios  de  la  oiencia  moderna. 

Empleando  para  el  servicio  de  la  Beneficen- 
cia Publica,  el  sistema  de  empleados  rentados 
que  dependen  directamente  de  la  administra- 
ción central,  reviste  este  servicio  un  carácter 
de  dureza  y  de  inflexibilidad,  enteramente  con- 
trario á  su  carácter  y  fin.  Esos  empleados  ejer- 
cen de  tal  modo  el  papel  que  desempeñan,  que 
lejos  de  simpatizar  con  el  infortunio  miran  al 
desgraciado  con  la  acritud  y  aún  la  enemistad 
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con  que  caá  todo  agente  administrativo  mira 
al  pretendiente.  La  experiencia  ha  demostrado, 
y  prácticamente  lo  vemos  á  cada  paso,  que  to- 
do el  que  solicita  por  medio  de  intermediarios, 
nira  vez  encuentra  apoyo,  ni  simpatía  en  é^x)s, 
que  temen  ver  cercenado  parte  de  su  lucro. 

Este  sistema  de  intermediarios,  entre  el  que 
socorre  y  el  socorrido,  despoja  á  la  caridad  de 
sus  mas  hermosos  efectos,  cual  es  el  de  estre- 
char los  lazos  entre  el  que  dá  y  el  que  recibe, 
colocando  entre  ambos,  una  persona  fría  y  cu- 
yos dones,  no  hechos  por  ella,  ni  pueden  ser  re- 
cibidos con  gi^atitud,  ni  dados  con  caridad. 

Hay  otro  sistema  de  organización  que  pode- 
mos llamar  mixto  y  que  a  nuestro  juicio  puede 
considerarse  como  una  transición  entre  el  ré- 
gimen necesario  de  la  Beneficencia,  ejercida  por 
la  administración  y  la  sola  caridadprivada,ejer- 
cida  por  medio  de  la  asociación.  Eiste  sistema, 
que  es  el  implantado  entre  nosotros,  consiste 
en  encargar  el  servicio  de  la  Beneficencia  Pu- 
blica á  Juntas  ó  asociaciones,  elegidas  general- 
mente entre  las  personas  acomodadas  y  que 
tienen  directamente  la  inspección  y  adminis- 
tración de  los  establecimientos  públicos  de  Be- 
neficencia. Dependiendo  en  cierto  modo  de  la 
administración,  tienen  sin  embargo,  libertad 
de  acción  en  la  esfera  que  la  ley  ó  el  reglamen- 
to les  señalan  y  deben  tener  completa  indepen- 
dencia en  el  manejo  de  las  rentas  y  bienes  que 
son  propios  de  este  ramo. 

Con  este  sistema  se  dá  ingerencia  á  todos  los 
asociados  en  la  obra  de  socorrer  al  desvalido  é 
indigente  y  la  sociedad  ejerce  así,  por  sí  misma, 
la  caridad,  la  caridad  que  está  en  su  convenien- 
cia é  interés  hacerla  más  general  y  completa. 
Se  multiplica  y  estrecha  los  lazos  entre  las  cía- 
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ses  ricas  y  las  miserables  de  la  sociedad;  se 
acostumbra  á  aquellas  á  palpar,  á  tocar  de  cer- 
q»,  todos  los  horrores  de  la  miseria,  para  ellos 
desconocida;  y  así,  quizá  á  condolerse  del  infor- 
tunio y  ejerciendo  por  sí  mismos  el  deber  de 
socorrer  al  necesitado  y  no  olvidar  que  una 
santa  religión  elevó  á  precepto  divino  el  amor 
al  prójimo,  colocándolo  después  del  amoral  Ser 
Supremo. 

En  estas  condiciones,ge  prepara  el  día  en  que 
las  sociedades  entren  de  lleno  en  el  camino 
completo  de  la  libertad;  y  así  se  va  separando 
de  la  administración  central  esa  multitud  de 
atribuciones  que  la  constituyen  en  directora 
omnipotente  del  movimiento  sociaL  Al  estudiar 
la  organización  de  nuestra  Beneficencia  públi- 
ca, daremos  las  detalles  de  la  organización  de 
estas  sociedades;  nos  ocuparemos  de  los  distin- 
tos establecimientos  de  Beneficencia  y  tratare- 
mos de  establecer  los  principios  sobre  que  la 
Beneficencia  pública  debe  ser  organizada  y  el 
modo  de  que  el  servicio  de  las  asociaciones  pú- 
blicas produzcan  mayores  y  mas  fecundos  re- 
sultados. 

^  Slendieidad.-Es  el  estado  de  aquel  que  recurre 
á  la  caridad  pública  para  buscar  en  ella  los  me- 
dios de  subsistencia,  sea  con  justa  causa,  como 
la  invalidez,  sea  como  una  mira  de  explotación 
para  mantenerse  en  el  ocio. 

Como  se  vé,  la  mendicidad  puede  considerar- 
se bajo  un  punto  de  vista  administrativo,  ó  ba- 
jo uno  penal,  según  que  se  trate  de  la  primera 
forma  que  reviste,  esto  es,  de  los  mendigos  in- 
válidos y  de  los  establecimientos  dedicados  á 
su  socorro,  como  son  los  hospitales  ó  asilos;  ó 
que  se  le  considere  con  kis  medidas  represivas 
que  las  legislaciones  señalan,  para  .tratar  de  ex- 
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tirpar  esa  segunda  fonna  que  hemos  conside- 
raao  en  la  demaición  y  que  constitujre  un  delito^ 
ó  por  lo  menos  ima  falta  que  cae  bajo  la  accióa 
de  la  policía. 

Someramente  debemos  esclarecer,  cuando  la 
mendicidad  constituye  un  delito  y  si  hay  justi- 
cia en  los  reglamentos  ó  leyes  penales,  al  seña- 
larle un  castigo. 

La  mendicidad  no  puede  considerarse  como 
un  delito  en  sí  misma.  Ella  no  es  sino  el  resul- 
tado de  circunstancias  fortuitas,  que,  en  la  ma- 
yor parte  de  los  casos,  son  superiores  á  la  vo- 
luntad humana.  Consecuencia  de  la  miseria, 
que  es  el  resultado  de  las  desigualdades  de  la 
misma  naturaleza;  de  las  condiciones  sociales; 
de  crisis  momentáneas  que  quitan  el  pan  y  el 
hogar  á  millares  de  seres;  no  es  posible  echar 
en  el  olvido  todo  sentimiento  de  benevolencia^ 
toda  piedad;  considerarla  como  un  delito  ó  fal- 
ta que  presupone  siempre  la  voluntad  y  la  in- 
tención de  un  mal.  Castigar  al  mendigo  como 
un  delincuente,  es  castigar  en  él  un  acto  á  que 
lo  lleva  el  deseo  natural  de  la  propia  conserva- 
ción; es  pues  castigar  la  naturaleza,  si  se  me 
permite  la  frase. 

Pero,  si  aislada  no  constituye  un  delito  j  ni 
aún  una  sola  falta,  puede  ir  revestida  de  cier- 
tas circustancias  que  ya  la  convierten  en  cri- 
men. Estas  circunstancias  no  pueden  conside- 
rarse en  el  pobre  inválido  y  sin  el  hábito  del 
ocio,  sino  en  el  vicio  en  que  se  encuentre  ence- 
negado,  la  depravación  que  es  su  -consecuencia 
y  las  circunstancias  anormales  en  que  se  halle 
la  sociedad  que  hagan  que  pueda  encontrar 
trabajo  todo  el  que  le  sea  útil  y  lo  solicite.  Es- 
tas circunstancias,  unidas  á  la  costumbre  cons- 
tante de  mendigar  en  el  individuo,  que  puede 
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valerse  por  sí,  son  las  que  convierten  á  la  men 
dicidad  en  delito,  que  debe  ser  castigado.  Pero 
si  falta  este  hábito,  si  se  trata,  por  ejemplo,  de 
un  honabre  válido  y  apto;  de  un  padre  de  fami- 
lia, a  quien  la  falta  de  trabajo  y  la  desespera 
ción  de  ver  perecer  á  sus  tiernos  hijos,  lo  arras- 
tren á  implorar  la  caridad  de  los  transeúntes; 
entonces  no  es  un  delito,  como  no  lo  es,  siempre 
que  se  presente  aislada  y  sin  ninguna  circuns- 
tancia agravante.  ¿Qué  na  de  hacer  el  hombre 
válido  á  quien  la  Beneficencia  cierra  sus  puer- 
tas, sino  acudir  á  la  caridad?  Obedece  á  la  ley 
suprema  é  imperiosa  de  su  conservación  y  en 
nada  ataca  al  Estado. 

Pero,  si  la  mendicidad  es  el  resultado  de  la 
indigencia  viciosa  y  entregada  á  la  ociosidad; 
si  es  un  hábito  contraido  por  un  hombre  válido, 
que  quiere  vivir  á  expensas  de  otro;  si  va  acom- 

E añada  del  engaño,  como  enfermedades  simu- 
idas,  más  ó  menos  repugnantes;  entonces  la 
mendicidad  es  un  delito  y  debe  ser  castigada. 
Las  mendigos  se  asimUan  á  los  vagabundos, 
y  esta  asimilación  fué  reconocida  en  el  Derecho 
antiguo  y  algunos  Códigos  modernos.  Estos 
disponen  que  no  se  pueda  pedir  limosna  sin  la 
licencia  correspondiente  de  la  autoridad  y  nues- 
tra legislación  considera  como  vagabundos  en 
el  artículo  14  de  la  ley  orgánica  de  la  Repúbli- 
ca, á  los  que  pidan  limosna,  sin  la  licencia  cor- 
respondiente. Esta  disposición  ha  sido  reprodu- 
cida en  el  artículo  25  del  reglamento  de  mora- 
lidad pública  y  pcjlicía  correccional  de  12  de  Oc- 
tubre de  1877. 

Teoría  de  la  libertad  de  mendigar— No  podemos 
menos  de  citar  la  doctrina  de  algunos  escrito- 
res, que  sostienen  la  libertad  de  implorar  la  ca- 
ridad pública.  Dicen:  si  hay  libertad  para  la  in- 
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dustria,  si  hay  personal,  para  todos  los  miem- 
bros del  Estado;  debe  haber  libertad  para  el  po- 
bre, de  mendigar  un  sustento  que  el  Estado  no 
le  da  y  que  él  no  puede  adquirir  por  sí.  Es  cier- 
to, añaden,  que  suprimir  la  mendicidad,  es  qui- 
tar la  parte  degradante  y  afrentosa  de  la  mise- 
ria; pero  ante  todo,  debe  tratarse  de  aliviar  és- 
ta y  no  emplear  la  prisión,  la  cadena,  ni  todo  el 
rigor  de  las  leyes  penales,  para  procurar  des- 
truirla. Todas  estas  medidas  son  inútiles  y  mas 
haría  un  óbolo  de  limosna,  que  todos  los  Códi- 
gos penales  del  mundo. 

El  padre  de  familia  que  carece  de '  pan,  que 
no  encuentra  trabajo  y  que  no  puede  ^rocurar- 
selo,  aunque  quiera  y  que  vé  á  su  familia  pere- 
cer de  hambre,  no  tiene  mas  recurso  que  pedir 
limosna,  y  la  policía  al  castigarlo,  por  este  ac- 
to, castiga  en  él  un  delito  involuntario,  castiga 
la  naturaleza  misma;  pues  es  ella  la  que  hace 
experimentar  necesidades  que  son  comunes.  Al- 
gunos legislaciones  exigen  el  permiso  de  la  au- 
toridad para  pedir  limosna;  pero  esto  es  con- 
vertir la  mendicidad  en  una  profesión;  y  eso  es 
lo  que  debe  evitar  la  autoridad,  no  por  las  le- 
yes penales,  sino  por  la  multiplicación  de  los 
establecimientos  de  beneficencia,  y  mas  que 
nada,  por  el  fomento  de  las  asociaciones  cari- 
tativas. 

Además  el  padre  de  familia  que  al  pedir  so- 
lo hace  impelido  por  una  suprema  necesidad 
del  momento;  con  la  esperanza  de  no  hacerlo  al 
siguiente  día,  y  que  busca  la  noche  para  ocul- 
tar su  vergüenza,  de  tener  que  recurrir  á  la  ca- 
ridad; ese  ¿irá  á  pedir  autorización  para  pedü: 
limosna?  Si  él  no  quiere  que  su  miseria  sea  pú- 
bhca,  si  no  vá  á  hacer  de  la  mendicidad  una 
profesión,  si  la  emplea  como  un  medio  extremo 
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y  momentáneo  para  aliviar  una  necesidad  ur- 
gente ^deberá  ser  castigado  porque  lo  hace  sin 
ucencia?  Supongamos  que  sea  tpmado  en  los 
momentos  que  detiene  im  transeimte,  pidiéndo- 
le limosna,  será  conducido  pieso  y  mientras 
tanto,  sus  infelices  hijos,  que  esperan  su  vuel- 
ta con  el  ansia  del  alma  ¿no  perecerán  en  la  mi- 
seria, porque  á  la  poHcía  le  plugo  castigar  en  el 
Sadré  el  delito  de  ser  pobre  y  no  tener  otro  me- 
io  de  alimentar  á  su  familia,  aue  la  limosna. 
Por  humanidad  y  por  interés  de  la  misma  so- 
ciedad, no  debe  tratarse  de  casttgar  la  mendi- 
cidad, sino  únicamente  cuando  se  hace  de  ella 
una  profesión,  resultado  del  ocio  y  del  vicio. 

Toda  sociedad  bien  organizada  debe  tratar 
de  excluir  la  mendicidad  por  la  multiplicación 
de  los  asilos  y  hospicios  para  los  pobres  inváli- 
dos; pero  no  creemos  haya  derecho  para  casti- 
gar al  que  pide  limosna,  aún  cuando  sea  váli- 
do, siempre  que  ese  acto  no  se  convierta  en  de- 
lito, por  estar  acompañado  de  otras  circunstan- 
cias. La  policía  debe  recoger  los  mendigos  in- 
válidos para  darles  un  asilo  en  los  hospicios; 
pues  es  repugnante  y  aún  contrario  á  la  salu- 
bridad pública  esa  multitud  de  mendigos,  mu- 
chas veces  atacados  de  enfermedades  contagio- 
pn^  r^iie  imploran  la  caridad  de  puerta  en  puer- 
ta. Pero  al  prohibir  la  mendicidad  á  los  pobres 
inválidos,  debe  entenderse  que  es  el  hábito  de 
ella  y  no  los  casos  aislados,  hijos  de  la  desespe- 
ración y  que  generalmente  son  reducidos  y 
limitados. 

Montes  de  piedad. — Son    establecimientos,    que 
autorizados  y  fomentados  por  la  administra^ 
ción,  prestan  dinero  sobre  prendas  con  un  mó- 
dico interés. 
Los  montes  de  piedad  son  de  origen  italiano 
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y  desde  un  principio  tuvieron  por  objeto  auxi- 
liar á  los  pobres,   librándolos  de  los  judíos,  que 
en  la  Edad  Media  tenían  todas  las  casas  de 
préstamo,  negociando  con  la  usura,  que  en  ellos 
es  proverbial.    En  el  siglo  XV,  un  monje  fran- 
ciscano llamado  Bernabé,  médico  de  Terni,  pre- 
dicó en  Perusa  con  tanto  éxito  que  las  limosnas 
ascendieron  á  una  crecida  suma.  Con  ella  fun- 
dó un  establecimiento  en  el  que  hacía  présta- 
mo á  los  pobres  con  un  interés  tan  módico,  que 
apenas  bastaba  para  cubrir  los  gastos  de  admi- 
nistración. Por  esto  fué  llamado  Monte  de  Pie- 
dad. Tuvo  al  principio,  como  lo  tienen  hoy  mis- 
mo, algunos  impugnadores  que  le  acusaban  de 
ser  cómplice  de  la  usura  que  trataba  de  des- 
truir, pero  el  Concilio  de  Letran  y  la  influencia, 
del  Papa  Sixto  IV,  que  fundó  un  establecimien- 
to de  este  género  en  Savona,  su  patria,  hicieron 
triunfar  estos  establecimientos  de  beneficencia, 
que  han  durado  hasta  el  día. 

Como  se  comprende,desde  su  origen,  los  Mon- 
tes de  Piedad  son  establecimientos  de  benefi- 
cencia, cuyo  fin  primordial  es  la  caridad  y  que 
emplean  para  ejercerla,  se  puede  decir,  que  una 
forma  comercial. 

Haciendo  producir  al  dinero  que  reciben,  un 
interés  módico  y  no  teniendo  por  objeto  eí  lu- 
cro, pueden  dar  con  mayor  facilidad  que  los 
establecimientos  de  préstamo  particulares,  so- 
corros al  necesitado,  sin  mucho  perjuicio  para 
éste.  De  aquí  resulta  que  en  los  Montes  de 
Piedad,  no  debe  predominar  nunca  el  carácter 
comercial  y  que  en  los  préstamos  solo  se  exige, 
como  intereses,  lo  que  sea  únicamente  necesa- 
rio para  cubrir  los  gastos  del  establecimiento. 
Sin  embargo  de  que  este  interés,  dado  el  desa- 
rrollo   actual    de  la  industria  y  la  movilidad 
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continua  de  capitales,  es  justo  y  moderado, 
siendo  los  Montes  de  Piedad  establecimientos 
de  Beneficencia;  creemos  preferible  y  mas  ade- 
cuado á  su  objeto  el  sistema  de  los  préstamos 
gratuitos  que  se  empleó  al  principio  en  el  Mon- 
te de  Piedad  de  Madrid,  fundado  en  1824.  En 
este  caso,  el  establecimiento  es  sostenido  por  la 
Administración  de  Beneficencia  pública,  ya 
centralizada  en  el  Gobierno,  ó  ya  encargada  á 
sociedades  mas  ó  menos  independientes. 

Entonces  los  Montes  de  Piedad  son  verdade- 
ramente instituciones  de  beneficencia,  á  los 
que,  merced  á  la  garantía  de  la  prenda  que  se 
deja,  pueden  acudir  sin  rubor  alguno  todos  los 
'  indigentes.  Así,  la  caridad  reviste  la  forma  de 
un  préstamo  garantizado  y  se  desprende  de  ese 
carácter  humillante  que  hay  siempre  en  la  li- 
mosna. 

El  establecimiento  de  los  Montes  de  Piedad 
tiene  además  la  ventaja  de  matar  las  casas  de 
préstamo,  que  especulan  con  la  indigencia  des- 
valida, obligándolas,  si  quieren  permanecer,  á 
exigir  un  interés  módico  y  á  despojarse  de  su 
carácter  usurario. 

No  puede,  pues,  admitirse  los  ataques  de  los 
economistas  de  la  escuela  del  laisse  faire,  laisse 
passer,  á  estos  establecimientos  de  Beneficen- 
cia; y  reconocido  que  la  sociedad  debe  tener  en- 
trafías,  empleando  la  enérgica  palabra  de  Bal- 
mes,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  que  existe  una  Be- 
neficencia pública;  es  indudable  que  la  admi- 
nistración, sea  la  central  como  sucede  en  el 
día,  sea  de  la  de  sociedades  independientes  de 
beneficencia,  lo  que  sería  mucho  mejor,  debe 
implantar  los  Montes  de  Piedad,  como  uno  de 
los  medios  mas  adecuados  á  aliviar  en  algo  el 
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pauperismo,  tremendo  mal  de  las  sociedades 
modernas. 

Cajas  de  Ahorros.  —Estos  establecimientos  in- 
ventados por  el  filántropo  inglés  Wilbef  orce  y 
propagados  en  la  prensa  periódica  de  Inglate- 
rra desde  1810  por  Enrique  Buncan,  son,  como 
su  nombre  lo  indica,  instituciones  benéficas, 
fundadas  en  la  previsión  y  en  la  economía,  y 
donde  guardando  dinero  desde  una  módica 
cantidad,  se  le  hace  ganar  un  interés  que  se 
va  progresivamente  acumulando  al  capital;  á 
la  vez  que  se  deja  al  depositante  la  libertad,  en 
el  momento  que  quiera,  de  retirar  los  fondos 
que  necesita. 

La  posesión  de  un  capital  que  asegure  al  po- 
seedor una  posición  independiente  y  desahoga- 
da, es,  á  la  vez  que  una  aspiración  incesante 
de  todo  individuo,  una  garantía  de  moralidad 
y  seguridad  social.  El  propietario,  el  comer- 
ciante, que  tienen  un  capital  fijo  que  explotan 
ó  una  propiedad  que  cultivan,  están  asegura- 
dos aún  en  esos  casos  fortuitos,  en  que  la  es- 
casez, la  paralización  de  los  tj:*abajos,  nacen  di- 
fíciles la  subsistencia.  Pero  aquel  que  solo 
cuenta  por  capital  sus  fuerzas  individuales; 
que  solo  vive  del  salario  que  cuotidianamente 
le  produce  su  tiempo  y  sus  esfuerzos  físicos  é 
intelectuales,  no  tiene  valla  alguna  contra  la 
miseria;  y  su  porvenir  es  una  noche  tempes- 
tuosa, preñada  de  horrores  y  desgracias. 

El  crear,pues,un  capital  para  estos  individuos; 
ayudar  á  esta  clase  proletaria  tan  exi)uesta  á 
desbordes;  tan  poco  partícipe  de  las  delicias  del 
mundo,  de  las  ventajas  del  poder  y  de"]a  liber- 
tad, de  la  libertad  de  que  tanto  se  le  habla;  es 
no  solo  una  obra  de  beneficencia,  sino  también 
una  ventaja  para  la  sociedad.    A  este  fin  co- 
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rresponde  la  institución  económica  de  las  Ca- 
jas de  Ahorros,  las  únicas  que  pueden  crear  el 
capital  que  á  la  clase  trabajadora  conviene;  el 
capital  cuya  renta  fija  y  segura  puede  acumu- 
larse en  provecho  del  que  lo  impuso,  sin  que 
éste  le  preste  ni  cuidados,  ni  vigilancia;  el  ca- 
pital que,  por  pequeño  que  sea,  nunca  está  im- 
productivo; que  mientras  uno  no  lo  necesita,se 
esta  aumentando  fijaé  invariablemente,  sin 
riesgos  ni  pérdidas  y  que  vuelve  al  poder  de  su 
duefío,en  el  primer  momento  de  urgencia,  á  la 
primera  necesidad,  á  la  primera  señal.  Capi- 
tal, en  fin,  que  no  es  necesario  sea  crecido  pa- 
ra imponerlo,  que  no  necesita  acumularse,  an- 
tes que  produzca,  sino  que  se  impone,  digá- 
moslo así,  gota  á  gota,  hasta  formar  insensi- 
blemente una  fortuna,  una  propiedad  que  ase- 
gura a  su  dueño  de  la  miseria  y  que  despeja 
su  porvenir. 

Tal  es  la  Caja  de  Ahorros,  institución  moder- 
na verdaderamente  filantrópica,  verdadera- 
mente benéfica  para  la  clase  proletaria;  y  en  la 
que  se  impone  el  dinero  del  modo  mas  ade- 
cuado á  la  situación  social  del  pobre  trabaja- 
dor. A  éste  le  abre  un  camino  seguro  y  fácil 
para  poder  emplear  las  pequeñas  economías 
que  en  su  poder  son  improductivas,  mientras 
que  por  esta  institución  se  le  acumulan  y  au- 
mentan, asegurándole  el  descanso,  la  salud  y 
el  pan  para  sus  hijos.  Esto,  sin  tener  en  cuen- 
ta que  las  Cajas  de  Ahorros,  como  lo  han  de- 
mostrado esas  estadísticas  modernas,  son  una 
garantía  moral  contra  la  ociosidad  y  la  depra- 
vación; porque  acostumbran  al  hombre  al  es- 
píritu de  orden  y  economía,  á  la  previsión  y  á 
la  laboriosidad,  dotes  preciosas  para  todos  los 
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que  subsistimos  del  trabajo  de  nuestros  brazos, 
o  del  sudor  de  nuestra  frente. 

La  sociedad  de  Beneficencia  de  Lima  insti- 
tuyó la  Caja  de  Ahorros,  como  una  dependen- 
cia suya,  y  el  Gobierno  por  resolución  de  25  de 
Octubre  de  1868,  aprobó  la  institución  y  le  de- 
signó una  cantidad  por  vía  de  auxilio.  El  in- 
cremento que  ha  tomado  esta  Caja,  su  buena 
administración,  el  aumento  en  la  cantidad  de 
las  imposiciones,  nos  manifiestan  que  se  han 
desarrollado  algcen  nuestro  pueblo,  los  hábitos 
de  economía  y  orden. 

El  inolvidable  estadista  Don  Manuel  Pardo, 
cuya  huella  se  encuentra  siempre  que  se  estu- 
dia en  el  país  alguna  institución  de  utilidad 
práctica;  alguna  de  esas  mejoras  cuyos  frutos 
recoge  el  porvenir;  fundó,  por  decreto  de  23  de 
Octubre  de  1877,  una  Caja  de  Ahorros  en  el 
Callao,  anexa  á  la  Caja  llscal,  para  que  los 
que  habiendo  sido  educados  en  la  Escuela  de 
Aprendices,  prestaran  sus  servicios  en  la  es- 
cuadra. 

Establecimientos  de  Beneficencia,— Llámanse  así 
aquellas  instituciones  creadas  por  la  Adminis- 
tración con  algún  fin  de  socorro  ó  ayuda  pam 
el  indigente  ó  el  desvalido;  y  también  las 
que,  con  igual  objeto,  son  formadas  y  sosteni- 
das por  particulares. 

De  esta  definición,  se  deduce  que  dichos  es- 
tablecimientos son  públicos  ó  privados,  según 
que  sean  creados  por  la  administración  ó  que 
deban  su  existencia  y  sostenimiento  á  una  per- 
sona ó  asociación. 

Esta  distinción  es  importante  en  nuestras 
leyes,  porque  según  ella,  los  establecimientos 
públicos  de  beneficencia  tienen  derechos  que 
no  se  concede  á  los  privados. 
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En  razón  del  servicio  que  prestan  los  esta- 
blecimientos de  Beneficencia,  son,  ó  casas  de 
maternidad  y  de  expósitos,  ó  casas  de  huérfa- 
nos y  desamparados  ú  hospitales  ú  hospicios. 

Orfiranización  del  servicio  de  ^ueftcencia  en  el  Perú. 
—Ley  de  2  de  Octubre  de  1893.— En  la  fecha  indi- 
da,  el  Congreso  ha  sancionado  una  ley,  funda- 
da en  la  necesidad  de  organizar  definitivamen- 
te las  instituciones  de  Beneficencia  de  la  Re- 
pública. 

El  artículo  1.*"  de  esa  ley  declara  que:  '*Las 
Sociedades  y  Establecimientos  de  Beneficencia 
tienen  por  único  objeto  el  apoyo  y  protección 
de  los  desvalidos.  La  ley  los  reconoce  yampara. 

Según  el  artículo  2.*",  *'Las  Sociedades  y  Esta- 
blecimientos de  Beneficencia  son  públicos  ó  par- 
ticulares: los  primeros  son  los  fundados,  soste- 
nidos ó  fomentados  por  el  Estado  ó  por  las  au- 
toridades departamentales  ó  municipales  y  los 
declarados  tales  por  el  Gobierno,  en  conformi- 
dad con  la  presente  ley.  Son  particulares  los 
fundados  j  sostenidos  por  personas  privadas." 

Esta  distinción  entre  los  establecimientos 
públicos  y  particulares  da  lugar  á  diferencias 
que  se  detalla  en  los  artículos  3.^  y  4.^  Por  el  B."": 
*'Las  Sociedades  y  Establecimientos  púbhcos 
son  personalidades  jurídicas,  que  tienen  el  de- 
recho de  adquirir  y  administrar,  con  los  privi- 
legios y  restricciones  determinados  por  la  ley." 
Por  el  artículo  4.*^,  "Las  sociedades  y  estableci- 
mientos particulares,  pueden  administrar  sus 
propios  fondos;  pero  les  es  prohibido  adquirir 
por  donación  ó  testamento  bienes  raíces  ó  ren- 
tas perpetuas." 

Esta  restricción  que  se  impone  á  las  socieda- 
des y  establecimientos  particulares,  está  acor- 
de con  el  espíritu  de  nuestras  leyes,  según  las 
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cuales  es  prohibida  la  herencia  ó  donación  á 
manas  muertas. 

Con  el  objeto  de  hacer  que  las  sociedades  y 
establecimientas  sean  públicos  y  tengan  los  de- 
rechos que  á  estos  últimos  se  les  confiere;  esta- 
blece el  artículo  5.^  que:  "Las  sociedades  ó  esta- 
blecimientos particulares  que  comprueben  la 
existencia  de  recursos  propios,  bastantes  para 
su  sostenimiento,  serán  declarados  públicos,  si 
así  lo  solicitan,  previa  la  aprobación  por  el  Gk)- 
bierno  de  su  respectivo  reglamento." 

Esta  última  restricción  se  funda  en  la  nece- 
sidad de  armonizar  los  diversos  reglamentos 
que  pueden  expedirse;  y  mas  que  todo  en  im- 
pedir que  alguno  de  ellos  contuviera  disposicio- 
nes que  no  estén  de  acuerdo  con  nuestras  leyes. 

"Los  establecimientos  que  se  funde  exclusi- 
vamente por  el  Gobierno  ó  por  las  autoridades 
y  se  sostengan  con  fondos  de  los  departamen- 
tos y  provincias,  quedarán  sujetos  únicamen- 
te á  los  reglamentos  dictados  por  las  autorida- 
des de  quienes  dependan.''  [Artículo  6.^) 

Hé  aquí  otra  diferencia  entre  los  estableci- 
mientos públicos  y  los  particulares:  en  los  pri- 
meros la  autoridad  es  la  que  reglamenta;  en  los 
segundos,  los  socios  tienen  la  facultad  de  for- 
mar su  reglamento;  pero  sometiéndolo  á  la 
aprobación  del  Gobierno  para  que  sean  decla- 
rados públicos." 

^  El  artículo  7.^  establece  que:  '*Si  los  estable- 
cimientos á  que  se  refiere  el  artículo  anterior, 
se  encargan  á  sociedades  públicas,  correrán  del 
todo  á  cargo  de  éstas  y  sin  otra  intervención 
de  parte  de  las  autoridades,  que  las  de  inspec- 
ción y  revisión  de  sus  respectivos  presupues- 
tos." 

Son  bienes  propios  de  las  sociedades  ó  esta- 
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blecimientos  públicos  de  Beneficencia,  dice  el 
artículo  8.^- 

Inc.  !.• — ''Los  muéblese  inmuebles,  derechos, 
acciones  y  rentas  temporales  ó  perpetúasele  que 
actualmente  están  en  posesión^'; 

Inc.  2.^ — *'Los  que  adquieran  por  herencia, 
donación,  legado  ó  cualquiera  otro  medio  le- 
gal"; 

Inc.  S."" — ''Las  partidas  votadas  á  su  favor  en 
los  presupuestos  oficiales.'^ 

Debemos  hacer  notar  que  según  nuestro  Có- 
digo Civil,  las  Sociedades  de  Beneficencia  pue- 
den adquirir  por  los  medios  indicados,  como 
una  excepción  al  principio  general,  que  prohibe 
la  sucesión,herencia  ó  legado  á  manos  muertas. 

El  artíulo  9.^  preceptúa  que:  "Nadie  puede 
disponer  de  los  bienes  de  las  sociedades  o  esta- 
blecimientos de  Beneficencia,  sino  conforme  á 
la  ley.  Las  infractores  de  esta  disposición,  se- 
rá reos  del  delito  de  malversación,  previsto  en 
el  Código  Penal." 

Como  una  sanción  del  principio  anteriormen- 
te establecido,  consigna  el  artículo  10  que:  "En 
el  caso  del  artículo  anterior,  serán  además,  so- 
lidariamente responsables,  los  Ministros  de  Es- 
tado que  autoricen  la  resolución;  las  autorida- 
des de  hecho  ó  de  derecho  que  las  ordenen  ó 
ejecuten;  los  escribanos  que  otorguen  las  escri- 
turas y  los  particulares  que  se  adueñen  las 
propiedades  raíces  ó  bienes  muebles;  estando 
obligados  á  devolverlos  sin  derecho  á  reclama- 
ción del  precio." 

Esta  disposición  es  ampliatoria  del  artículo 
1349  del  Código  Civil,  que  establece  que  en  caso 
de  comprarse  alguna  cosa  por  las  personas  que 
no  pueden  comprar  por  si,  ni  por  medio  de  otro, 
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será  nula  la  venta  y  el  comprador  perderá  el 
precio  á  favor  de  la  Beneficencia  del  lugar. 

Son  atribuciones  de  las  Sociedades  de  Bene- 
ficencia Pública  dice  el  artículo  13: 

1.*  Formar  y  modificar  con  aprobación  del  Gobierno  su  reglamen* 
monto  orgánico. 

2.0  Administrar  sus  bienes  j  rentas, conforme  á  las  leyes  vigentes 

8.**  Administrar  los  establecimientos  que  corran  á  su  carg«: 

4.**  Dictar  los  reglamentos  especiales  de  esos  establecimientos;  or- 
ganizar la  planta  de  sus  empleados;  asegurarles  la  dotación  corres- 
pondiente; y  nombrarlos  y  removerlos: 

5.*"  Establecer  cajas  de  ahorro  y  montes  de  piedad,  precia  apro- 
bación del  Gobierno: 

6.<*  Fomentar  la  asistencia  á  domicilio: 

7.<^  Establecer  asilos  de  la  infancia,  donde  las  rentas  y  medios  lo 
permitan: 

8.  Aceptar  la  administración  de  bienes  para  objetos  que  guarden 
armenia  con  su  institución; 

9.*"  Contratar  para  los  establecimientos  que  de  ellas  dependan,  lo6 
servicios  de  las  congregaciones  religiosas,  especialmente  destinadas 
á  fines  de  caridad,  con  las  limitaciones  que  respecto  á  ellas  estable- 
cen las  leyes  vigentes,  que  quedan  en  todo  su  vigor  y  fuerza. 

Con  la  restricción  que  acaba  de  establecei^se, 
se  ha  querido  impedir  que  se  establezca  en  el 
Perú,  sociedades  como  las  de  los  jesuítas  ú  otras 
que  están  expresamente  prohibidas  por  nues- 
tras leyes. 

El  art.  30  de  la  ley  que  estamos  estudiando, 
así  lo  determina  de  un  modo  claro  y  expreso,  en 
la  disposición  siguiente:  "Esta  ley  no  autoriza 
que  se  establezca  sociedades  de  Beneficencia, 
por  las  asociaciones,  corporaciones  ú  órdenes 
religiosas,  cuya  existencia  ó  personería  no  esté 
reconocida  en  la  República,  según  los  trámites 
y  requisitos  especiales  que  señalan  las  leyes 
patrias,  que  quedan,  sobre  este  particular,  en 
todo  su  vigor  y  fuerza.'' 

Conforme  al  art.  16:  ^'El  cargo  de  socio  ó 
miembro  de  las  sociedades  Públicas  de  Benefi- 
cencia es  voluntario,  honorífico  y  gratuito  y 
no  es  incompatible  con  ningún  empleo  ni  des- 
tino público.'' 
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Esta  declaración,  es  consecuencia  lógica  de 
que  la  candad  debe  ser  voluntaria:  que  no  debe 
tener  mas  recompensa  que  la  de  la  propia  con- 
ciencia: que  quien  la  ejerce,  se  coloca  en  cierta 
altura;  y  que  ningún  destino,ni  empleo  público 
puede  impedir  ejercer  la  caridad,  cuando  hay- 
voluntad  para  ello. 

En  el  art.  17  se  establece  que:  ''Las  socieda- 
des Públicas  de  Beneficencia  se  compondrán 
del  número  de  miembros  que  se  designe  en  sus 
respectivos  reglamentos;  y  los  miembros  serán 
nombrados  por  elección  secreta,  que  pi;actica- 
rán  las  mismas  sociedades,  reunidas  en  Junta 
General,  por  dos  terceras  partes  de  los  votos."" 

Los  miembros  de  las  sociedades  de  Benefi- 
cencia son  natos  ó  elegidos.  Pertenecen  á  la 
1.*,  según  el  atrtículo  18:  los  Fiscales  de  las 
Cortes  Superiores  ó  los  Agentes  Fiscales:  el  De- 
cano de  la  Facultad  de  Medicina  ó  el  Delegado 
de  la  misma,  ó  el  médico  titular  y  en  defecto 
de  éste,  el  médico  mas  antiguo  de  la  localidad.' 

•*Los  elegidos,  serán  nombrados  por  el  Go- 
bierno; pero  una  vez  organizadas  las  socieda- 
des, regirá  en  todo  lo  relativo  á  nombramiento 
de  socias,  lo  dispuesto  en  los  artículos  anterio- 
res,'' (Art.  19.) 

El  art.  20  establece  que:  "No  pueden  ser 
miembros  de  las  Sociedades  Públicas  de  Bene- 
ficencia: 

1.°  Sus  deudores; 

2.0  Loe  que  tengan  juicios  pendientes  con  ellas: 
3.**  Los  parientes  consanguíneos  dentro  del  4.»  grado,  ni  los  afi* 
nes  dentro  del  2/;  y 
4.<»  Los  empleados  con  sueldo  en  sus  establecimientos. 

Fácilmente  se  comprende  el  espíritu  de  la 
ley,  al  establecer  esos  impedimentos,  que  ha 
querido  buscar  en  todo  caso  la  impar  cigjidad 
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que  debe  exigirse  en  los  que  van  á  administrar 
bienes  ajenos  y  destinados  especialmente  al 
socorro  del  infortunio. 

Según  el  art.  11:  "Ningún  miembro  ni  em- 
pleado de  una  Sociedad  de  Beneficencia  podrá 
celebrar  con  ella  contratos  de  arrendamiento, 
enf iteusls,  ni  de  ninguna  otra  especie,  bajo  pe- 
na de  nulidad.'' 

Esta  prohibición  comprende  á  los  parientes 
consanguíneos  ó  afines,  hasta  el  2.^  grado  in- 
clusive, de  los  indicados  miembros. 

El  cargo  de  socio  de  Beneficencia,  dice  el  art. 
22,  durará  cuatro  años,  renovándose  por  la 
suerte  una  cuarta  parte  cada  año,  siendo  per- 
mitida la  reelección. 

El  art.  24  ordena  que:  "Las  Sociedades  Pú- 
blicas de  Beneficencia  formarán  anualmente 
su  presupuesto  general,  en  conformidad  con 
los  objetos  de  su  institución,  de  las  rentas  de 
que  disfruten  y  de  la  voluntad  de  los  fundado- 


res.'' 


"Los  presupuestos  de  las  Sociedades  Públi- 
cas de  Beneficencia  de  Lima  y  el  Callao,  serán 
aprobados  por  el  Supremo  Gobierno;  y  el  de  las 
sociedades  de  los  domas  departamentos,  por  los 
Prefectos  respectivos,  Si  trascurridos  30  días 
después  del  término  de  la  distancia,  no  fuesen 
devueltos  dichos  presupuestos;  se  tendrán  por 
aprobados  y  entraran  en  vigencia." 

El  artículo  28  preceptúa  que:  "En  los  presu- 
puestos de  las  Sociedades  de  Beneficencia,  se 
considerarán  separadamente  los  gastos  obliga- 
torios y  los  facultativos.  Son  gastos  obligatorios 
los  que  deban  hacerse  en  el  sostenimiento  y  fo- 
mento de  los  establecimientos  de  caridad  exis- 
tentes; facultativos,  los  que  á  juicio  de  las  So- 
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ciedades,  deban,  además,  hacerse  en  conformi- 
dad con  los  fines  de  la  institución." 

Según  el  artículo  29:  '*Las  rentas  de  las  So- 
ciedades de  Beneficencia  se  aplicarán,  de  prefe- 
rencia, á  los  establecimientos  de  caridad  exis- 
tentes, que  corran  á  su  cargo," 

Se  ha  querido  evitar  con  esto,  que  desaparez- 
ca la  caridad,  bajo  una  forma  ya  establecida  y 
evitar  los  obstáculos  ó  inconvenientes  que  siem- 
pre se  prasentan,  cuando  se  trata  de  establecer 
alguno  nuevo. 

Con  el  objeto  de  asegurarla  pureza  en  la  ad- 
ministración y  con  especialidad  la  responsabi- 
lidad de  los  que  recaudan  y  custodian  los  fon- 
dos de  Beneficencia  establece  el  artículo  26  que: 
"Todos  los  empleados  en  la  recaudación  y  cus- 
todia de  fondos  de  las  Sociedades  de  Beneficen- 
cia, están  obligados  á  prestar  fianzas.'' 

El  27  dic^qae:  ",La  cuenta  general  del  año 
será  revisada  por  la  Junta  General;  y,  aproba- 
da que  sea,  se  remitirá  al  Tribunal  Mayor  de 
Cuentas  para  su  juzgamiento.  El  balance  de  di- 
cha cuenta,  se  publicará  en  uno  de  los  periódi- 
cos de  la  localidad,  ó,  en  su  defecto,  en  el  de  la 
capital  del  respectivo  departamento." 

Consecuente  esta  ley  con  el  espíritu  de  pro- 
tección que  nuestras  leyes  otorgan  á  estableci- 
mientos de  Beneficencia,  establece  en  su  artícu- 
lo 12  que:  "De  conformidad  con  lo  dispuesto  en 
el  inciso  3.^  del  artículo  I.*'  de  la  ley  de  27  de  Se- 
tiembre de  1888,  las  Sociedades  Públicas  de  Be- 
neficencia están  exentas  del  pago  de  derechos 
de  aduana;  y  así  en  lo  administrativo  como  en 
lo  judicial,  gozarán  del  benficio  de  insolvencia." 

Siempre  que  una  Ssciedad  de  Beneficencia 
trate  de  introducir  artículos  libres  de  derechos, 
solicitará  previamente  el  respectivo   permiso 


—  236  — 

del  Supremo  Gobierno,  acompañando  los  cono- 
cimientos originales." 
Este  privilegio  no  se  otorga  á  las  Sociedad^ 

{►articulares;  y  constituye  otra  diferencia,  entre 
as  públicas  y  las  privadas. 

Como  una  garantía  para  la  duración  y  sub- 
sistencia de  las  Sociedades  de  Beneficencia,  es- 
tablece el  artículo  14  que:  "En  ningún  caso  po- 
drá suorimirse  establecimiento,  ni  sociedad  al- 
funa  de  Beneficencia  Pública,  sin  autorización 
el  Poder  Legislativo." 
El  artículo  15  dice  que:  'Suprimida  cualquie- 
ra sociedad  ó  establecimiento  público  de  Bene- 
ficencia, sus  bienes,  rentas  y  derechos  pasarán 
á  otra  sociedad  de  idéntica  naturaleza  y  del  mis 
mo  lugar,  si  la  hubiere;  y  en  caso  contrario,  á 
la  de  la  capital  del  Departamento." 

El  artículo  31  manda  que:  'Tromulgada  la 
presente  ley,  procederán  las  Sociedades  Públi- 
cas de  Beneficencia  á  formar  sus  respectivos 
reglamentos  generales,  con  extricta  sujeción  á 
ella  y  los  presentarán  al  Gobierno  para  su  apro- 
bación. Pasados  seis  meses  de  su  presentación, 
quedarán  aprobados  dichos  reglamentos,  por 
ministerio  de  ley,  aunque  no  tengan  la  aproba- 
ción del  Gobierno." 
Por  último,  el  artículo  33  deroga  todas  las  le- 
es, decretos  y  resoluciones  que  se  opongan  á 
a  presente  ley. 
Artículos  transitorios.  —Como  al  tiempo  del  pro- 
mulgarse la  presente  ley,  había  socios  natos, 
conforme  á\  reglamento  dictado  por  el  Supremo 
Gobierno  con  fecha  23  de  Abril  de  1892;  otros 
que  habían  sido  nombrados,  también  por  el  Go- 
bierno; y  otros  finalmente  elegidos  por  los  so- 
cios; hubo  necesidad  de  expresar  con  toda  cla- 
ridad la  condicionen  que  quedaba  cada  uno  de 
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ellos.  Esto  lo  ha  hecho  el  artículo  I.""  de  los  tran- 
sitorios de  esta  misma  ley,  estableciendo  que: 
"Las  personas  que  á  la  promulgación  de  la  pre- 
sente ley  seíin  miembros  de  las  actuales  Socie- 
dades Públicas  de  Beneficencia,  continuarán  co- 
mo socios  de  la  institución,  sea  que  hayan  sido 
nombrados  por  elección  ó  por  designación  espe- 
cial del  Supremo  Gobierno." 

Como  las  Sociedades  Publicas  de  Beneficen- 
cia tienen  facultades  para  formulgar  su  regla- 
mento, que  debe  ser  aprobado  por  el  Gobierno; 
y  como  con  la  presente  ley,  se  introduce  algu- 
nas innovaciones  y  se  deroga  disposiciones  en 
el  reglamento  que  regía;  se  tropezaba  con  el  in- 
conveniente de  que  las  sociedades  quedaban  sin ' 
reglamento. 

Este  vacío  lo  ha  llenado  el  artículo  2.^  de  los 
transitorios  que  dice:  "Mientras  se  sancione  los 
nuevos  reglamentos,  que  en  conformidad  con 
la  presente  ley  deben  someter  las  sociedades  pú- 
bücas  de  Beneficencia  á  la  aprobación  del  Su- 
premo Gobierno,seguirán  rigiendo  los  vigentes." 

Finalmente  el  artículo  3.''  de  los  transitorios 
dispone  que:  "El  primer  sorteo  para  renovar  la 
cuarta  parte  del  número  de  socios  á  que  se  re- 
fiere el  artículo  22,  se  efectuará  en  el  mes  de 
Diciembre  del  próximo  año  de  1894." 

Divei'siones  públicas.  —Su  conveniencia  y  deberes 

DE  LA  ADMINl  STBACIÓN  Á  ESTE  RESPECTO Nq    SOlO 

hay  que  considerar  en  el  estudio  que  se  haga 
de  los  intereses  sociales,  aquellos  que  por  su  ca- 
rácter necesario,  son  de  vital  importancia  para 
los  asociados,  sino  también  los  que  sin  tener 
tan  elevado  carácter  y  alto  significado,  son  he- 
chos sociales  de  los  que  es  imposible  prescindir 
y  que  responden  á  otras  tantas  exigencias  del 
espíritu  humano.  La  necesidad  del  placer  es  im- 
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periosa  en  el  hombre.  Le  es  menester  el  solaz  y 
entretenimiento  para  mantener  el  equilibrio 
del  espíritu  y  del  cuerpo,  á  los  que  la  demasia- 
da tensión  de  la  vida,  harían  romperse  y  ago- 
tarse, como  la  planta  cuya  vida  se  precipita 
por  medio  de  abonos  violentos.  Por  eso  el  hom- 
bre busca  tanto  la  diversión  y  el  placer,  y  lo^ 
espectáculos  públicos  responden  á  esta  necesi- 
dad, considerada  colectivamente. 

La  ciencia  administrativa  es  una  ciencia  ana- 
lítica, que  se  basa  en  el  estudio  de  las  necesida- 
des sociales  colectivas,  tales  como  las  origina 
la  naturaleza  humana,  cuando  no  rompe  con 
sus  propias  leyes,  y  como  se  nos  manifiesta  por 
los  hechos  de  la  vida  social,  que  forman  las  cos- 
tumbres de  los  pueblos. 

Estudiar  estas  para  sentar  los  principios  á 
que  debe  sujetarse  la  administración,  al  rela- 
cionarse con  esos  hechos;  organizarlos,  sacar  el 
mejor  partido  de  ellos  para  el  progreso  y  bie- 
nestar de  los  asociados,  y  encerrarlos  en  los  lí 
mites  del  orden  j  conveniencia  propia;  son  de* 
beres  de  la  administración. 

Por  lo  mismo,  las  diversiones  púbücas  cual- 
quiera que  sea  su  carácter,  siempre  que  sean 
hechos  sociales  y  salgan  del  sagrado  del  hogar 
privado,  forman  parte  de  la  materia  adminis- 
trativa y  las  diversas  disposiciones,  que  la  ad- 
ministración dicta  sobre  ellas,  deben  conside- 
rarse en  el  estudio  que  se  haga  del  derecho  ad- 
ministrativo de  un  pueblo. 

Si  las  diversiones  públicas  son  la  expresión 
general  de  una  necesidad  universalmente  sen- 
tida é  imperiosamente  reclamada,  claro  es  que 
la  administración  no  puede  permanecer  indi- 
ferente ante  ellas  y  tiene  deberes  sagrados  que 
cumplir. 
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Todos  los  pueblos  lo  han  comprendido  así;  y 
desde  que  las  sociedades  se  hicieron  mas  com- 
pactas y  se  pudieron  libertar,  por  esa  asocia- 
ción, de  la  esclavitud  que  trae  la  lucha  cons- 
tante con  la  naturaleza,  en  el  hombre  primiti- 
vo, se  organizó  los  juegos  y  diversiones. 
Principiaron  teniendo  un  carácter  religioso;  y 
el  culto  á  los  dioses  fué  origen  en  todos  los 
pueblos  de  los  juegos  públicos.  Así  se  nos  pre- 
senta Grecia  con  sus  juegos  olímpicos,  ístmi- 
cos y  pitios,  que  eran  verdaderas  solemnida- 
des nacionales,  que  el  gusto  artístico  de  los 
griegos,  convirtió  en  otros  tantos  elementos  de 
su  civilización. 

Roma,  que  si  recogió  la  herencia  griega,  de- 
pravó el  gusto  heleno  é  imprimió  á  sus  fiestas 
públicas  el  carácter  guerrero  de  los  conquista- 
dores del  mundo.  El  espíritu  caballeresco  que 
dominó  en  la  Edad  Media,  al  par  que  guerrero 
y  feroz,  pero  suavizado  por  la  influencia  del 
cristianismo;  hizo  nacer  las  cortes  de  amor,  los 
pasos  de  armas  y  torneos  y  las  otras  diversio- 
nes del  feudalismo.  La  civilización  ha  aumen- 
tado el  círculo  de  la  vida  y  variado  el  carácter 
de  las  diversiones,  que  revisten  en  cada  pue- 
blo el  tipo  particular  que  les  dá  su  índole,  sus 
costumbres  especiales,  su  origen  y  su  progreso 
intelectual  y  material. 

La  administración  tiene,  pues,  obligación  ab- 
soluta é  imperiosa  de  regular  esa  necesidad 
general  é  inherente  al  hombre;  y  al  cumplir 
sus  deberes  á  este  respecto,  tratará  de  regular 
el  afán  por  las  diversiones,  procurando  que  las 
existentes  se  sometan  á  ciertos  preceptos  en 
^n  que  solo  debe  tenerse  en  cuenta  para  esta- 
blecerlas, el  orden  y  la  moralidad  publica.  La 
policía  de  los  espectáculos  es  el  papel  que  á  la 
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administración  toca  desempeñar  y  ésta  so  re- 
fiere al  orden  y  á  las  costumbres.  Cuando  la 
costumbre  y  la  tradición  han  perpetuado  es- 
pectáculos que  no  reportan  ninguna  ventaja  al 
pueblo,  sino  mas  bien  presentan  caracteres  de 
mmoralidad  y  de  barbarie,  la  administración 
procurará  combatirlas  y  extinguirlas  por  me- 
dios suaves  y  pnidentes,  fomentando  otros  es- 
pectáculos, quéjala  par  que  diviertan,  civilicen 
por  su  significado:  hablen  á  la  parte  moral,  por 
medio  del  placer  material;  refinen  el  gusto  ó  lo 
formen;  despierten  los  sentimientos  estéticos 
en  la  multitud,  inspirándoles  el  horror  alo  gro- 
sero, en  cuanto  sea  posible.  Pero,  para  extirpar 
esas  diversiones,  no  se  debe  olvidar  que  un 
rasgo  de  pluma  no  basta  á  borrar  hechos  que 
se  basan  en  el  tiempo  y  que  las  disposiciones 
administrativas,  cuando  chocan  con  las  cos- 
tumbres, segunda  naturaleza  de  los  pueblos, 
son  letra  muerta,  vanas  palabras,  que  ningún 
resultado  producen.  Ante  la  clase  de  espectá- 
culos á  que  nos  referimos,  el  trabajo  de  la  ad- 
ministración es  mas  bien  un  trabajo  de  prepa- 
ración, es  echar  la  cimiente  que  el  porvenir  se 
encargará  de  fecundar. 

Otra  de  las  reglas  que  para  el  cumplimiento 
de  sus  deberes  respecto  de  diversiones,  deben 
tener  en  cuenta  los  encargados  de  la  adminis- 
tración, en  cualquiera  de  sus  manifestaciones, 
es  que  siempre  y  en  todo  caso  se  tiene  que  res- 
petar la  libertad  privada  y  las  garantías  perso- 
nales. El  orden  público,  la  moralidad  que  lla- 
man pública  y  que  más  consiste  en  impedir  la 
expresión  de  la  inmoralidad;  el  respeto  de  la  so- 
ciedad, son  límites  que  marcan  la  acción  ad- 
ministrativa en  esos  casos.  Salirse  de  ellos,  creer 
que  bajo  pretexto  de  moralidad  y  orden,  hay 
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derecho  hasta  para  invadir  el  hogar  privado, 
para  impedir  las  expansiones  del  individuo  en 
el  seno  del  hogar  doméstico,  cualquiera  que  sea 
su  clase  ó  condicipn;  es  conculcar  todo  derecho 
y  violar  todo  precepto  de  buena  administración. 
Lefi^lslación. — Las  diversiones  públicas  tienen 
un  carácter  muy  marcado  de  interés  local,  y 
por  esto  la  policía  de  los  espectáculos,  forma 
un  ramo  importante  de  la  policía  municipal 
El  artículo  74  de  la  ley  de  14  de  Octubre  de  1892. 
crea  un  Inspector  de  Espectáculos;  y  el  artícu- 
lo 99  señala  entre  las  rentas  provinciales  los 
derechos  que  se  cobre  por  licencia  para  espec- 
táculos, diversiones  y  rifas. 

*'E1  Alcalde  Municipal  ó  los  miembros  de  la 
Cíomisión  inspectora  de  Espectáculos  públicos, 
por  delegación  de  aquel,  son  los  Jueces  de  di- 
chos espectáculos  y  harán  que  en  ellos  se  con- 
serve el  orden,  se  guarde  respecto  á  la  religión 
y  buenas  costumbres,  á  los  poderes  públicos  y 
sus  funcionarios;  que  se  cumpla  los  reglamen- 
tos y  ordenanzas  y  lo  ofrecido  por  los  empresa- 
rios." (Art.  132  del  Reglamento  de  policía  mu- 
nicipal de  12  de  Julio  de  1872) 

"Guando  la  autoridad  municipal  creyese  que 
algún  espectáculo  ó  diversión,  ó  que  las  alego- 
rías, adornos  ó  avisos  fuesen  capaces  de  exitar, 
en  circunstancias  especiales,  pasiones  ó  ideas 
trastornadores  del  orden  público;  podrá  suspen- 
der su  ejercicio  ó  suprimirlos  absolutamente.^ 
[Artículo  138.] 

Y  si  esto  último  sucede,  por  alguna  circuns- 
tancia que  provenga  de  la  empresa. 

"Se  hará  devolver  el  valor  que  hayan  pagado 
los  concurrentes,  caso  que  no  hubiese  princi- 
piado la  función."  (Artículo  132.) 
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*Tara  atender  á  la  comodidad  y  orden  de  las 
diversiones  y  espectáculos,  la  autoridad  debe 
cuidar  que  no  se  admita  mas  personas  que  las 
que  corresponda  al  número  de  localidades." 

"Los  concurrentes  están  obligados  á  no  ofen- 
der en  lo  menor  la  decencia,  el  buen  orden,  so- 
siego ó  diversión  del  público;  y  observar  escru- 
pulosamente las  ordenanzas  municipales  6  las 
disposiciones  verbales  de  la  autoridad  que  los 
presida,  bajo  pena  de  ser  expulsados,  sin  per- 
juicio de  ser  puestos  á  disposición  de  la  Subpre- 
fectura  si  el  caso  lo  requiere/'  (Artículos  134 
y  135.) 

"Se  prohibe  la  profanación  de  los  misterios  ó 
ceremonias  religiosas,  la  imagen  de  Dios  y  de- 
más objetos  venerables  del  culto,  reproducién- 
dolos ó  exponiéndolos;  y  todo  lo  que  pueda  ser- 
vir inmediatamente  a  atacar  á  la  moral,  á  la 
religión,  á  las  autoridades  constituidas  ó  á  de- 
terminadas personas:"  [Artículos  136  y  137.] 

Estas  son  las  disposiciones  generales  de  nues- 
tro Derecho  administrativo  en  materia  de  di- 
versiones y  espectáculos  públicos;  en  las  cuales, 
como  se  vé,  se  ensancha  bastante  el  límite  de 
las  autoridades  encargadas  de  regirlas,  consti- 
tuyéndolas en  Jueces  absolutos  acerca  de  la 
moralidad,  orden  y  hasta  religiosidad  de  los  es- 
pectáculos y  funciones  destinadas  a  la  diver- 
sión pública. 

Estas  restricciones  se  han  llevado  aún  mas 
lejos,  fundándose  en  las  condiciones  de  salu- 
bridad y  seguridad  de  los  locales,  destinados  á 
los  espectáculos,  que  las  hace  perfectamente 
justificables,  y  en  la  necesidad  que  se  cree  exis- 
tir de  que  la  autoridad  administrativa  inter- 
tervenga  en  todo  lo  que  se  refiere  á  los  intere- 
ses sociales  para  cautelarlos  y  vigilarlos^  de  tal 
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manera  que  nada  se  pueda  hacer,  sin  su  licen- 
cia previa. 

A  la  primera  clase  se  refiere  la  prohibición 
de  que  no  se  admita  espectáculos  ó  diversiones 

{>úblicas  en  lugares  que  puedan  comprometer 
a  salubridad  y  no  tengan  las  condiciones  de 
seguridad  y  comodidad  necesarias  á  los  concu- 
rrentes. [Artículo  158.] 

Se  prescribe  que  haya  bombas  de  agua  y  se 
tome  las  precauciones  necesarias  en  los  edifi- 
cios, que  por  sus  materiales  sean  de  fácil  in- 
cendio. [Artículo  159.] 
Al  segundo  grupo  se  refiere: 

1.*  La  necesidad  del  permiso  de  la  autoridad  mimicipal  para 
todo  espectáculo  ó  diversiÓD; 

2.^  La  prohibición  de  dedicar  los  espectáculos  á  las  autorida- 
des y  Corporaciones  y  aún  á  particulares,  bajo  ningún  pretexto;  CIO 

Z,"*  La  de  no  alterar  los  programas,  sin  permiso  de  la  autoridad 
municipal  y  consiguiente  prevención  al  publico; 

4.<'  A  fin  de  evitar  estafas  y  peligros  al  publico,  no  se  podrá  dar 
Ucencia,  sin  previa  presentación  del  progprama  ó  ensayo  aelante  de 
un  Regidor  6  empleado  municipal  ^  reconocimiento  del  edificio; 

5.*  La  necesidad  de  una  localidad  decente  y  central  para  la 
autoridad;  y 

6.<*  La  prohibición  de  revender  billetes  de  funciones.  Todas  las 
disposiciones  anteriores  están  sancionadas  con  la  pena  de  multa  de 
diez  á  quinientos  soles,  según  la  entidad  del  caso.  (Artículos  166, 
167,160,161,  162  y  163.) 

Teatros.— Su  influencia  é  importancia. — Pocas  pa- 
labras tendremos  que  decir  para  hablar  de  la 
influencia  é  importancia  de  los  teatros.  En  to- 
dos los  países  civilizados  se  ha  declarado  esa 
influencia,  se  ha  empleado  para  ello  todos  los 
tonos  posibles,  desde  la  conversación  familiar 
hasta  los  raptos  del  mas  exagerado  lirismo.  El 
moralista,  el  legislador,  el  historiador,  el  poeta, 
todos  aquellos  que  siguen  con  el  pensamiento 
la  marcha  progresiva  de  la  humanidad,  que  se 
preocupan  por  sus  costumbres,  gustos  é  ihcli- 

(1)  Hesólueión  del  Ministerio  de  Gobierno  de  6  de  Febrero  de 
1864,  reiterada  por  circular  de  19  de  Febrero  de  1871, 
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naciones,  que  analizan  las  palpitaciones  del  or- 
ganismo social;  todos  están  acordes  en  consi- 
derar el  teatro  como  la  primera  de  las  diver- 
siones públicas,  como  la  que  ejerce  mayor  in- 
fluencia en  las  costumbres  y  en  la  moral  públi- 
ca. Unos  anatematizando  esa  influencia,  con 
toda  la  gazmoñería  del  fanatismo,  otros  exa- 
gerándola con  todos  los  colores  de  la  pasión; 
han  considerado  en  el  teatro  una  escuela  de 
las  costumbres,  un  maestro  de  las  sociedad^ 
para  corregirlas,  divirtiendo;  una  causa  eficien- 
te, trastornadora  de  la  moral  pública  ó  un  me- 
dio poderosísimo  de  regeneración  y  de  ins- 
trucción. 

Pero,  si  es  indudable  que  de  todos  los  espectá^ 
culos,  ninguno  presenta  mayor  importancia,  ni 
mayor  influencia;  si  es  un  hecho,  que  es  la  di- 
versión mas  general,  mas  racional,  mas  prove- 
chosa; también  lo  es,  que  esa  influencia  no  es 
tan  general,  que  pueda  atribuírsele  ser  medio 
de  corrupción  ó  regeneración  pública,  ó  moral 
en  las  costumbres. 

Las  siguientes  palabras  del  ilustre  Larra  en- 
cierran la  verdad  á  este  respecto. 

**E1  hombre  no  es  animal  de  escarmiento,  y 
por  tanto,  el  teatro  tiene  poquísima  influencia 
en  la  moral  pública:  no  solo  no  la  forma,  sino 
que  sigue  paso  á  paso  su  impulso.  Lo  que  lla- 
man moral  pública  tiene  mas  hondas  causas, 
pecir  que  el  teatro  forma  la  moral  pública,  es 
invertir  las  cosas,  es  entenderlas  al  revés;  es  lo 
mismo  que  decir  que  un  hombre  cavila  mucho, 
porque  es  calvo;  en  vez  de  decir  que  es  calvo, 
porque  cavila  mucho." 

Nosotros  no  tenemos  para  qué  considerar  la 
importancia  de  los  teatros,  con  relación  al  arte 


—  245  — 

y  la  literatura.  Para  la  administración,  esta 
importancia  nace  de  que  el  teatro  es  la  expre- 
sión de  una  necesidad  social  y  por  consiguien- 
te representa  un  interés  de  mucha  monta  en 
las  actuales  sociedades.  Esta  importancia  au- 
menta, cuando  se  le  considera  en  relación  con 
los  demás  espectáculos.  Ninguno  mas  en  ar- 
monía con  la  civilización:  ninguno  lleva  en  sí 
mas  timbres  de  gloria  para  la  Nación;  ninguno 
ofrece  mas  medios  de  hablar  á  la  inteligencia, 
al  sentimiento;  de  animar  y  mantener  el  pa- 
triotismo; de  contrarestar,  sino  del  todo  y 
con  efecto  inmediato,  las  malas  costumbres;  al 
menos,  haciéndolas  palpables  y  poniéndolas  de 
manifiesto  á  los  ojos  del  público. 

"Los  demás  espectáculos  divierten,  hiriendo 
fuertemente  la  imaginación,  con  lo  maravillo- 
so ó  regalando  blandamente  los  sentidos  con  lo 
agradable  de  los  objetos  que  presentan,  El  tea- 
tro á  estas  mismas  ventajas  que  reúne  en  su- 
premo grado,  junta  la  de  introducir  el  placer 
en  lo  mas  íntimo  del  alma,  excitando  por  me- 
dio de  la  imitación  todas  las  ideas  que  puede 
abrazar  el  espíritu,  todos  los  sentimientos  que 
pueden  mover  el  corazón."  (Jovellanos.) 

Y  si  son  una  necesidad  social  los  espectácu- 
los púbUcos,  y  si  ninguno  ofrece  mayores  ven- 
tajas, ni  se  presenta  mas  adecuado  al  movi- 
miento intelectual  y  civilizador  del  siglo;  es 
clara  y  manifiesta  su  importancia  para  la  ad- 
ministración y  menester  es  su  fomento  y  pro- 
tección.—Todas  las  Naciones  cultas,  aún  aque- 
llas en  que  menos  interviene  la  administra- 
ción en  los  intereses  públicos,  de  cierto  carác- 
ter; han  reconocido  esta  verdad  y  prestado 
protección  á  los  teatros,  convirtiéndolos  en  un 
ramo  importante  de  la  legislación. 
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Principios  sobre  le^slación  de  teatros — Tres  cues- 
tiones importantes  hay  que  resolver,  cuando 
se  trata  de  sentar  los  principios  que  deben  re- 
gir las  disposiciones  administrativas  sobre 
teatros. 

1**  De  la  libertad  para  establecerlos; 
3/  De  la  libre  competencia  entre  ellos;  y 
8,*  De  la  censura. 

Respecto  de  la  primera,  debemos  sentar  co- 
mo principio  general,  que  las  empresas  teatra- 
les son  verdaderas  empresas  industriales,  me- 
dios de  inversión  de  capitales  y  trabajo;  y  á 
este  respecto,  deben  tener  completa  libertad 

Sara  su  establecimiento,  como  los  demás  ramos 
e  la  industria  humana.  Pero  estando  directa- 
mente relacionado  con  el  interés  social  y  hasta 
cierto  punto,  teniendo  los  teatros  un  carácter  pú- 
blico, que  no  tienen  las  demás  empresas  mer- 
cantiles, hay  que  admitir  cierta  intervención 
administrativa,  como  ya  hemos  dicho;  pero 
limitada  á  determinados  casos.  Estos  puede 
marcarlos  la  ley  con  toda  precisión  y  son:  au- 
torización previa  de  la  autoridad;  vigilancia 
para  la  construcción,  á  fin  de  que  el  espíritu 
de  lucro,  no  perjudique  las  condiciones  de  segu- 
ridad y  salubridad  que  deben  tener  los  edificios; 
é  inspección  de  la  policía  para  mantener  el 
orden  durante  los  espectáculos  y  velar  por  los 
compromisos  que  contraen  los  directores  y  ac- 
tores con  el  publico.  Este  sistema  de  lib^iád 
es  el  adoptado  hoy,  por  casi  todas  las  legisla- 
ciones en  materia  de  teatros,  quitando  así  de 
manos  del  poder  la  facultad  de  conceder  ó  ne- 
gar el  establecimiento  de  un  teatro  ó  de  reti- 
rarle la  autorización  para  su  existencia,  lo  que 
colocaba  á  una  empresa  industrial  á  merced  de 
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las  intrigas  de  sus  competidores  y  de  los  cai^ri- 
clios  de  las  autoridades. 

La  ley  debe  siempre  ser  la  garantía  del  de- 
recho y  reconocerlo  donde  quiera  se  presente; 
y  la  libertad  para  establecer  una  empresa,  sea 
con  el  objeto  de  especular  con  una  diversión 
DÚblica,  sea  con  otro  cualquiera;  es  un  derecho 
perfecto  de  todo  individuo,  que  no  tiene  mas 
imitación  que  las  necesidades  de  orden  é  in- 
terés social,  clara  y  precisamente  determina- 
das por  la  ley. 

En  cuanto  á  la  libre  competencia  que  se  de- 
be dejar  á  los  teatras,  parece  inútil  insistir  que 
ella  debe  existir,  en  toda  su  amplitud,  desde 
que  es  una  ley  inherente  á  todo  hecho  econó- 
mico y  la  atmósfera  vital,  por  decirlo  así,  de 
toda  industria  ó  empresa  mercantil.  La  Eco- 
nomía Política  ha  reconocido  como  un  axio- 
ma la  existencia  de  la  ley  económica  de  la  li- 
bre competencia  y  la  experiencia  ha  demos- 
trado que  todo  privilegio,  toda  preferencia  que 
signifique  un  monopolio;  es  la  muerte  de  todo 
progreso,  es  como  encerrar  la  industria  en  una 
máquina  neumática,  haciendo  el  vacío  en  el 
rededor.  Y  con  mas  razón,  tratándose  de  tea- 
tros, es  decir,  del  arte,  interés  sublime  que  tan- 
to importa  á  la  sociedad. 

Se  contraría  la  libre  concurrencia  de  los  tea- 
tros, cuando  se  dá  á  determinadas  empresas, 
privilegios  para  usar  con  exclusión  de  los  de- 
mas,  de  señalados  repertorios.  Así,  en  la  anti- 
gua legislación  francesa  sobre  teatros,  que  du- 
ró hasta  la  revolución  de  1830,  y  que  creo  re- 
nació durante  el  segundo  imperio,  si  bien  ma^ 
templada  por  el  espíritu  liberal;  se  concedía  á 
tal  teatro  el  monopolio  del  canto,  á  tal  otro,  el 
de  la  comedia  francesa.  Según  varios  autores 
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que  se  han  ocupado  de  legislación  de  teatros, 
este  monopolio  exclusivo  de  los  repertorios,  fué 
la  causa  principal  de  la  decadencia  del  ^Teatro 
Francés''  y  la  del  ^'Teatro  de  la  Opera.''  Los 
hechos  han  confirmado  el  principio,  que  en  to- 
da materia  de  industria  humana,  que  en  toda 
manifestación  de  la  actividad;  la  ingerencia  de 
la  administración,  con  privilegios  de  protec- 
ción, con  exclusivismo  por  determinadas  em- 
presas, lejos  de  ser  aliento,  progreso  y  estímu- 
lo, solo  es  estacionarismo,  decadencia  y  muerte. 
Por  último,  respecto  de  la  censura  previa  de 
las  piezas  dramáticas,  nos  es  difícil  demostrar 
que,  como  dice  Dalloz: 

Es  funesta  al  arte,  humillante  para  los  autores;  peligrosa  para  el 
poder  á  quien  hace  responsable  de  los  hechos  de  los  censores. 

Próximamente  nos  ocuparemos  detenidamen- 
te de  la  censura  previa  y  entonces  veremos  su 
injusticia,  sus  funestos  resultados,  su  ridicula 
anomalía. 

Relaciones  de  la  administración  con  los  teatros.- 
La  administración  interviene  en  los  teatros  por 
medio  de  la  inspección  y  vigilancia  de  ellos;  por 
el  fomento  y  protección  que  en  bien  de  la  so- 
ciedad debe  dLspensárseles;por  el  establecimien- 
to*de  la  censura  previa  para  las  representacio- 
nes;y  necesidad  de  la  licencia  para  la  construc- 
ción y  apertura  de  los  edificios  destinados  á  las 
funciones  escénicas. 

Considerando  el  teatro  como  el  ejercicio  de 
una  industria,  en  lo  que  se  refiere  á  la  parte  mer- 
cantil de  las  empresas  de  este  género;  parece 
que  debiera  tener  como  todas  las  manifestacio- 
nes del  trabajo  humano,  una  libertad  absoluta 
y  sin  otros  límites  que  los  naturales  de  toda  li- 
bertad. Pero  mirando  en  el  teatro  lo  que  es 
verdaderamente,  un  interés  social  de  altísima 
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monta,  una  fuente  perenne  de  gloria  nacional, 
que  interesa  á  todos  y  á  cada  uno  de  los  aso- 
ciados, no  ver  convertido  en  empresa  guiada 
únicamente  del  móvil  pecuniario;  una  influen- 
cia si  no  del  todo  decisiva,  por  lo  menos  impor- 
tante en  la  moral  y  costumbres  públicas;  un 
arte  que  á  la  sociecfad  aprovecha,  no  se  aparte 
de  los  buenos  modelos  de  lo  bello,  de  lo  gracio- 
so, de  lo  sublime,  tal  como  lo  reclama  la  estéti- 
ca y  lo  exige  el  buen  gusto;  y  teniendo  en  con- 
sideración, el  alto  puesto  que  en  la  civilización 
moderna  ocupa  el  teatro,  que  por  la  imitación 
y  el  genio,  penetra  en  la  inteligencia  y  el  cora- 
zón y  ese  carácter  peculiar,  que  lo  aleja  tanto 
del  móvil  industrial  que  es  una  de  esas  faces; 
hay  que  convenir  que  en  ninguna  diversión,  ni 
espectáculo  público  está  más  justiñcada  la  in- 
tervención administrativa. 

Todas  las  Naciones,  como  ya  he  dicho,  han 
admitido  estos  principios  en  su  Derecho  Admi- 
nistrativo; y  mientras  mas  cultas  é  ilustradas, 
mayor  es  la  ingerencia  de  sus  Gobiernos  para 
la  protección  y  fomento  de  las  administracio- 
nes municipales,  para  la  inspección  y  vigilan- 
cia de  los  teatros. 

Por  esto  se  exige  la  autorización  respectivít, 
r  se  les  reconoce  la  facultad  de  reglamentar 
as  representaciones  teatrales. 

La  autorización  consiste  en  no  permitir  que 
se  establezca  teatros  sin  permiso  de  la  autori- 
dad suprema.  [Artículo  segundo  del  reglamen- 
tó de  teatros  de  3  de  Mayo  de  1863.] 

Este  permiso  no  puede  negarse  á  nadie  y 
cualquiera  puede  erigir  un  teatro'  ó  establecer 
una  empresa  con  este  fin,  con  la  condición  de 
sujetarse  á  los  reglamentos  y  leyes  vigentes, 
para  lo  relativo  al  orden,  seguridad  y.salubri' 
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dad  públicas.  Para  esto  se  exige  la  prasenta- 
ción  del  proyecto,  sobre  el  cual  emitirán  su 
opinión  dos  ingenieros  del  Estado;  y  aunque  el 
teatro  sea  de  empresa  particular,  la  autoridad 
municipal  tiene  derecho  de  hacer  inspeccionar 
los  trabajos  de  construcción,  para  que  el  edifi- 
cio ofrezca  las  necesarias  condiciones  higiéni- 
cas y  las  de  seguridad  y  comodidad.  [Artículo 
2^  del  mismo  reglamento,] 

La  ordenanza  municipal  de  18  de  Diciembre 
de  1873,  en  armonía  con  la  ley  orgánica  de  Mu- 
nicipalidades que  creó  un  Inspector  de  Espec- 
táculos como  Juez  en  lo  relalivo  á  este  ramo, 
encomendó  á  la  Comisión  de  Espectáculos  pre- 
sidida por  el  Inspector,  todas  las  atribuciones 
que  el  reglamento  de  1863,  que  acabo  de  citar, 
señalaba  á  los  Prefectos,  Intendentes,  Alcaldes 
y  Juntas  Directivas.  Así  se  estableció  que  la 
autoridad  que  debía  ejercer  la  inspección 
y  vigilancia  de  un  ramo  tan  importante  de  la 
vida  social,  fuera  de  la  administración  munici- 
pal; ó  lo  que  es  lo  mismo,  todos  los  asociados, 
que  por  el  sistema  electivo  popular  de  nues- 
tros Concejos,  pasan  así  de  ser  espectadores,  á 
jueces,  conociendo  mejor  las  necesidades  y 
conveniencias  socialas,  en  tan  preferentes  es- 
pectáculos. 

Estas  atribuciones  son  las  siguientes: 

'Tienen  facultad  el  Inspector  de  Espectácu- 
los ó  miembro  de  la  Comisión,  que  presida  la 
función,  de  prohibirla  absolutamente  ó  suspen- 
der su  ejecución,  siempre  que  juzgue  pueda  exi- 
tar  en  circunstancias  especiales,  pasiones  ó 
ideas  funestas  al  orden  público.  (Artículo  4.*"  del 
reglamento  de  teatros  y  Ordenanza  Municipal 
de  18  de  Setiembre  de  1873.)^' 

"Concederán  ó  negarán  á  las  empresas  ó  com- 
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pafiías  ambulantes  el  permiso  necesario  para 
dar  funciones  en  teatros  provisionales;" 

"Exigirán  que  se  sitúe  en  el  propio  edificio 
ó  á  sus  inmediaciones  una  bomba  de  apagar 
incendios." 

"Inspeccionarán  cada  seis  meses,  por  lo  me- 
nos, el  estado  del  escenario,  para  atender  á  la 
seguridad  y  solidez  del  edificio." 

''Tendrán  el  mando  de  la  fuerza  pública  en 
ausencia  de  la  autoridad  política  y  la  de  Tos 
agentes  municipales  de  policía,  queso  situarán 
en  los  -bastidores,  cazuelas  y  corredores  de  los 
palcos." 

"No  emi)learán  la  fuerza  para  restablecer  el 
orden  alterado,  sin  previa  intimación." 

"Cuidarán  de  que  las  empresas  tengan  en 
buen  estado  de  limpieza  todas  las  dependencias 
del  teatro,  de  uso  público  y  de  que  las  puertas 
estén  expeditas,  dos  horas  por  lo  menos,  antes 
de  pi  incipiar  la  representación.  [Título  I.""  del 
reglamento  de  teatros,  y  Ordenanza  Municipal 
de  teatros  de  Diciembre  de  1873,  aprobada  por 
resolución  sup]*eraa  de  17  de  Febrero  de  1875." 

Junta  Directiva  de  los  teatros. — La  Junta  Direc- 
tiva de  los  teatros  se  componía,  según  el  artí- 
culo 37  del  reglamento;  de  la  autoridad  políti- 
ca, del  Alcalde  Municipal  y  del  Censor  de  tur- 
no, pero  la  Ordenanza  Municipal  del  73,  apro- 
bada por  el  Gobierno  en  1875,  ha  sustituido  esa 
Junta  Directiva  por  la  Comisión  de  Espectácu- 
los de  los  Concejos  Provinciales,  presidida  por 
el  Inspector  del  ramo. 

A  esta  Comisión  toca  hoy  desempeñar  las 
atribuciones  de  la  Junta  Directiva,  que  son  las 
siguientes: 

"1.*  Fijarán  á  las  empresas  teatrales  las  ga- 
rantías que  consideren  sufic)entes,de  que  cuen- 
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tan  con  los  medios  necesarios  para  cumplir  las 
obligaciones  que  contraigan  con  el  público,  con 
los  artistas  y  con  los  autores;" 

"2/  Ser  arbitro  y  por  consiguiente,  decidir 
como  amigable  componedor,  sobre  las  diferen- 
cias entre  el  empresario,  artistas  y  otros  em- 
pleados, acerca  del  cumplimiento,  de  interpre- 
tación de  contratas,  distribución  de  papeles,  or- 
den de  los  beneficios." 

''3/  Sobre  la  separación  de  los  actores  ó  de- 
pendientes, que  pongan  en  discordia  la  compa- 
ñía ó  procuren  frustrar  ó  malograr  los  funcio- 
clones  ó  incurran  en  manifiesta  desaprobación 
pública/' 

''4/  Sobre  las  disputas  entre  empresarios  y 
artistas,  con  relación  á  las  obras  que  deben  re- 
presentarse; y 

''5/  Sobre  las  dudas  acerca  de  imposición  de 
multas." 

Las  demás  atribuciones  son: 

'•Aprobar  ó  desaprobar  el  reglamento  inte- 
rior de  teatros;" 

"Entenderse  con  los  empresarios  para  el  pa- 
go de  las  multas  impuestas  á  los  artista^s  y  de- 
pendientes;" 

''Inspeccionar  la  inversión  y  manejo  de  los 
fondos,  siempre  que  el  teatro  corra  por  cuenta 
del  Estado  ó  reciba  subvención  para  su  auxilio; 

ri]y 

"Hacer  todos  los  esfuerzos  posibles  para  que 
continúen  las  funciones,  caso  de  quiebra  de  la 
empresa.  [Título  III  del  reglamento  de  teatros-J 

Censura  teatral, — La  censura  es  un  medio  que 
emplea  la  administración  para  vigilar  sobre  las 
piezas  que  deben  reprasentarse  en  los  teatros, 

(1)  Lo  mismo  debe  entenderse  si  el  teatro  corre  por  cuenta  <i^ 
la  Municipalidad  ó  es  ésta  la  que  lo  subvenciona* 
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en  sus  relaciones  con  la  moralidad  y  orden  pú- 
blico, con  las  buenas  costumbres  y  formas  so- 
ciales, y  aún  las  reglas  literarias  y  de  buen  gus- 
to. 

Se  ejerce  poruña  Junta  de  varios  individuos, 
á  los  que  se  constituye  en  Jueces  del  pensa- 
miento de  los  demás  y  en  guardianes  del  arte 
y  de  la  moral  y  decoro  de  la  sociedad;  conser- 
vándose así,  contra  todo  el  torrente  de  la  ilus- 
tración ó  ideas  liberales,  un  último  atrinchera- 
miento contra  esa  libertad  sacrosanta  del  pen- 
samiento y  contra  la  civilización  moderna. 

Para  conservar  esta  anomalía  en  nuestra 
edad,  se  alega  que  la  libertad  es  mas  peligrosa 
en  los  teatros,  que  en  las  otras  esferas,  donde  se 
manifiesta  la  idea  humana  y  que  es  mas  sucep- 
tible  de  convertirse  en  licencia;  que  las  obras 
dramáticas  tienen  un  carácter  especial  en  la 
inñuencia  que  ejercen,  mas  poderosa,  mas  viva 

5r  directa,  que  las  destinadas  simplemente  á  la 
ectura;  y  que  los  Gobiernos  ó  los  simples  ad- 
ministradores de  los  intereses  sociales  están 
obligados,  á  defender  las  costumbres,  deste- 
rrando de  las  escenas  teatrales  la  pintura  del 
desorden  y  del  vicio.  La  censura,  añádese, 
jMirantiza  las  constituciones  y  los  poderes  del 
Estado,  sin  prohibir  q^ue  se  revelen  al  mundo 
las  ñaquezas  de  la  vida  política;  dá  lo  suyo  al 
tiempo,  á  los  lugares,  á  las  opiniones;  estima 
las  propiedades  de  cada  género;  estudia  el  ca- 
rácter de  cada  público,  y  evita,  con  igual  cui- 
dado, la  ffasmofiería  y  la  licencia,  la  debilidad 
y  la  intolerancia.  (Vivien — Etude  ^administra- 
tiva.) 

Este  panegírico  de  la  institución  censora,  es 
su  mejor  refutación;  pintando  lo  que  debe  ser, 
•e  adquiere  el  convencimiento  de  que  es  malo 
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lo  contrario.  Para  que  llegara  á  realizar  ese 
ideal  de  la  censura,  que  im^nó  el  autor  que 
acabo  de  citar,  fuera  necesario  dar  á  la  natu- 
raleza humana  una  perfección,  por  desgracia 
ausente  del  mundo:  despojar  al  nombre  de  sus 
pasiones,  al  pensamiento  de  su  franqueza  y 
errores;  á  la  sociedad  de  sus  preocupación^;  a 
las  costumbres  de  su  instabilidad  y  capricho; 
al  arte  de  su  libertad  y  de  su  realismo,  lim- 
piándolo y  concretándolo  á  una  esfera  conven- 
cional, estrecha,  tal  cual  la  imaginarían  los 
que  ejercieran  ese  alto  sacerdocio  y  supremo 
magisterio  en  las  obras  del  arte  dramático. 
¡Infeliz  sociedad  la  qué  necesite  defensa  de  sus 
costumbres  y  tutores  para  su  moral! 

Pero  razonemos  acerca  de  la  censura  y  ataque' 
mos  con  la  verdad  tan  absurda  instituciónt 
como  inútil  é  injustificable  tutela. 

Los  principios  fundamentales  del  Derecho 
moderno  han  proscrito  toda  censura  previa  y 
lanzado  el  anatema  de  la  razón,  aue  habla  en 
nombre  de  las  leyes  sagradas  del  pensamien- 
to, á  toda  traba,  á  toda  prevención  para  sus 
obras.  La  inteligencia  es  libre  en  sus  mani- 
festaciones de  todo  poder  extraño,  y  la  libertad, 
esencia  del  alma  humana  y  vida  de  las  socie- 
dades; han  sentado  como  principio  axiomático 
y  evidente,  como  las  leyes  del  mundo  celeste, 
que  ningún  poder  en  la  tierra  puede  ser  Juez 
del  vuelo  de  la  inteligencia,  para  sujetarla,  ni 
de  las  obras  del  talento,  para  concretarlas  á  de- 
terminada esfera  y  condición. 

El  genio  es  grande,  porque  es  libre,  y  su 
vuelo  como  el  de  las  águilas,  puede  elevarlo  á 
las  alturas  donde  á  los  demás  hombres  solo  es 
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dado  seguirlo  coii  la  mirada.  Sujetar  sus 
obras,  principalmente  en  el  teatro,  á  los  estre- 
chos moldes  de  un  convencionalismo  mezqui- 
no, es  matar  por  completo  todo  arte  y  toda  as- 
piración. Los  hombres  que  por  lo  regular  ejer- 
cen la  censura,  son  medianías  de  refinado  gus- 
to, algunas  veces,  pero  de  determinada  escuela 
siempre.  De  aquí  nace  que  toda  obra,  que  no 
pertenezca  á  un  género  determinado,  que  ten- 
ga algo  nuevo,  algo  de  esa  originalidad  que  sa- 
le de  los  límites  de  lo  vulgar;  es  proscrita  por 
la  censura,  y  el  teatro  queda  reducido  á  una 
escena  mezquina  y  á  un  repertorio  monótono. 
Si  la  censura  fuera  una  institución  justifica- 
ble, hoy  todavía  estarían  proscritos  del  teatro 
francés  los  magníficos  dramas  de  la  escuela 
que  se  llamó  romántica,  expresión  palpitante 
de  la  vida  moderna  y  que  a  despecho  de  los 
anatemas  de  la  Junta  censora,  enloquecieron 
á  un  público  ilustrado,  á  su  aparición,  y  hoy 
son  una  de  las  mas  brillantes  glorias  de  la  li- 
teratura francesa. 

Vemos  cuan  absurda^  es  la  institución,  con- 
siderada en  sí  misma;  y  veamos  ahora  si  hay 
derecho  en  la  administración  para  crearla. 

Desde  luego,  si  todo  poder  que  administra, 
no  es  ni  puede  ser  sino  la  expresión  de  la  opinión 
á  la  que  obedece;  y  su  misión  es  garantir  y  no 
dirigir;  velar,  pero  no  enseñar  á  los  asociados, 
como  un  maestro  á  su  discípulo;  si  su  esfera  de 
acción  está  perfectamente  determinada  ante 
los  intereses  sociales,  por  la  importancia  de  los 
esfuerzos  individuales;  es  claro  que  la  admi- 
nistración no  tiene  derecho  de  erigirse  en  Juez 
de  la  literatura,  del  arte  dramático,  estable- 
ciendo un  tribunal  especial  que  deba  velar  poi' 
el  público,  por  el  gusto,  por  la  moral  y  por  el 
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arte.  Es  absurdo  creer  que  el  juicio  de  unos 
pocos  pueda  sustituir  al  juicio  de  todos,  y  que 
vio  que  ellos  declaren  malo,  la  sociedad  tenga 
que  aceptarlo  como  tal,  como  si  no  tuviese  su- 
ficiente criterio  para  discernir  lo  malo  y  lo 
bueno,  lo  conveniente  y  lo  inconveniente,  lo 
moral  y  lo  inmoral. 

¿Cómo  conceder  que  la  administración  pueda 
delegar  una  facultad  que  no  tiene,  cual  es  exi- 
gir á  la  inteligencia  que  no  salga  de  ciertos  lí- 
mites en  materia  de  arte  y  poesía?  ¿Puede  ad- 
mitirse hoy  que  ningún  poder,  ni  autoridad  en 
la  tierra,  entrabe  la  libre  emisión  del  pensa- 
miento con  prevenciones;  cuando  cada  uno  resr 
ponde  por  sus  actos  y  aquella  tiene  jK>der  para 
castigar  lo  que  perturbe  el  orden  social  y  pue- 
da considerarse  como  delito? 

Y  si  esto  es^  inadmisible  ¿cómo  suponer  que 
pueda  existir  una  censura  previa  en  el  teatro, 
un  tribunal  que  imponga  á  los  autores  prohibi- 
ción de  decir  esto  ó  aquello;  que  diga; 

Elegid  este  argamento,  Buprimid  tal  escena^  nó  pintéis  tal  vício.no 
imaginéis  tal  carácter 

'    En  una  palabra  que  diga: 

Yo  soy  el  tutor  de  vuestro  genio  ó  talento;  yo  soy  infalible;  yo 
'  solo  sé  lo  que  es  ari^glado  á  la  moral,  á  la  bellessa,  á  la  Religión,,  á 
la  ccfnveniencia,  á  las  costumbres:  yo  sólo  sé  lo  que  gusta  al  pu- 
blico; vosotros  poetas,  vosotros  que  tenéis  eenio  y  os  alzáis  sobre 
el  común  de  los  hombres,  es  preciso  que  rebajéis  vuestro  nivel  y 
no  levantéis  vuestro  vuelo,  sino  hasta  donde  yo,  tribunal  censor, 
sacerdote  del  gusto  y  del  arte,  os  lo  permita. 

Absurdo  inconcebible,  aberración  que  nada 
sostiene,  ni  puede  sostener. 

Entonces  se  replicará,  en  el  teatro  se  repre- 
sentará todo  y  los  autores  pueden  pintar  con 
amplia  libertad,  con  bacanal  licencia,  el  cri- 
men y  dorar  el  vicio  y  la  depravación;  pueden 
ridiculizar  á  las  personas  y  servirse  del  arte 
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como  dé  una  arma  para  las  pasiones  políticas, 
3ara  excitar  el  desorden,  el  motín,  la  irreligión, 
a  inmoralidad.  Todo  esto  puede  hacerse  en  €^ 
ieatro,  porque  la  libertad  es  absoluta,  se  aña- 
dirá— y  la  autoridad  ¿debe  permanecer  fría  é 
impasible,  sin  precaver  el  mal  que  amenaza  á 
la  sociedad? 

Cierto  que  no  es  así;  cierto  que  el  teatro  no 
debe  ser  inmoral,  ni  corruptor;  cierno  que  debe 
estar  sujeto  á  los  eternos  principios  de  morali- 
dad y  belleza;  pero  el  tribunal  para  impedirlo 
existe,  y  existe  poderoso  é  infalible.  Es  la  .opi- 
nión: es  la  misma  sociedad,  que  si  es  moral,  re- 
chazará lo  que  ofenda  al  arte  y  defenderá  por 
sí  misma  sus  costumbres,  su  Religión,  su  Go- 
bierno, si  están  conformes  con  su  organiza- 
ción,   Allí  está  la  prensa  libre  y  razonada,  pa- 
ra oponerse  á  los  arrebatos  ael  entusiasmo 
irreflexible,  que  pueda  excitar  el  poder  del  ge- 
nio, fascinando  con  la  belleza  del  arte  y  ocul- 
tando el  mal;  allí  esta  esa  crítica  imparcial  y 
severa  que  nunca  falta  en  las  sociedades  ilus- 
tradas y  g[ue  les  dá  el  alerta,  contia  la  depra- 
vación, la  inmoralidad,  la  chavacanería  del  ar- 
te. Solo  á  estas  manifestaciones  de  la  opinión 
les  toca  la  censura  de  los  teatros^  como  les  toca 
la  censura  de  las  costumbres. 

Dígase  también,  so  pretexto,  que  la  adminis- 
tración debe  velar  por  la  moral  pública,  que 
reglamente  los  usos,  que  prescriba  los  trajes, 
que  dirija  la  moda;  porque  muchas  veces  ésta 
ataca  á  esa  moral,  que  se  quiere  llamar  públi- 
ca, porque  se  le  quiere  hacer  austera. 

Se  dice  que  la  censura  debe  existir,  a  fin  de 
evitar  que  se  pervierta  el  gusto  ó  se  hastíe  á 
los  espectadores  con  piezas  indignas  de  un  pue- 
blo civilizado.  (Artículo  21  del  reglamento  de 

17 
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teatros).  No  se  concibe  como  pueda  haberse 
expedido  y  se  tenga  en  vigencia  tal  disposición. 
Si  un  pueblo  es  civilizado  no  necesita  que 
nadie  vele  para  que  no  se  le  hastíe,  pues  él  sa- 
be dar  su  merecido  á  los  autores  que  le  presen- 
ten piezas  indignas  de  él.  ¿Qué  mejor  censura 
Í^ara  una  pieza  teatral,  que  la  reprobación  ó 
rialdad  con  que  la  recibe  el  público. 

Se  trata  de  que  la  censura  vele  para  que  no 
se  pervierta  el  gusto.  ¿Y  quién  Vela  á  su  vez 
para  que  el  gusto  de  los  censores  no  sea  perver- 
tido? ¿Quién  responde  de  que  no  se  equivoquen 
sobre  el  buen  ó  mal  gusto? 

Ni  todas  las  censuras  del  mundo  pueden  im- 
pedir, que  pervertidas  las  costumbres,  se  per- 
vierta también  el  gusto.  No  son  prohibiciones 
absurdas  las  que  puedan  detener  el  torrente  de 
la  opinión  pública  y  de  las  costumbre.  Se  im- 
pedirá la  representación  de  una  pieza,  que  á  jui- 
cio de  los  censores  sea  de  mal  gusto;  y  sin  em- 
bargo, esa  pieza  será  publicada  y  no  será  leida 
sino  devorada,  pues  la  prohibición  misma  la  se- 
ñala al  público.  Entonces  ¿qué  ha  adelantado  la 
censura? 

Que  no  ejerza  tanta  influencia,  se  dirá,  des- 
de que  la  simple  lectura,ño  tiene  el  poder  de  fas- 
cinación, de  la  representación  de  los  hechos, 
rodeada  de  tales  condiciones  que  centuplican 
el  efecto.  Pero,  hasta  cierto  punto,  no  es  exac- 
to eso.  Se  conseguirá  que  sea  menor  el  número 
de  los  que  conozcan  la  obra  que  motivó  la  prohi- 
bición; pero  ésta  ha  aumentado  su  importan- 
cia, y  gí  la  impresión  del  teatro  es  más  intensa, 
la  que  produce  la  lectura  es  más  duradera:  la 
primera  es  suceptible  de  olvidarse  y  disiparse, 
acabado  el  espectáculo;  la  segunda  se  mantiene, 
porque  es  reflexiva. 
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Creemos  inútil  insistir  sobre  este  punto,  en 
el  cual  nos  hemos  detenido,  porcjue  la  mayoría 
de  los  autores  de  Derecho  Administrativo  apo- 
yan la  censura,  pero  cuya  eficacia  y  utilidad, 
nada  puede  demostrar,  ni  justificar. 

El  reglamento  de  teatros  vigente,del  3  de  Ma- 
yo de  1863,  establece  la  censura  teatral  con  el 
objeto  de  celar  que  en  los  dramas  y  otras  pie- 
zas  escénicas,  no  se  falte  al  respeto  que  se  me- 
receiiila  Religión  del  Estado,  la  moral  y  buenas 
costumbres;  el  orden  social  constituido  y  las 
personas  y  familias  determinadas;  (artículo  75) 

§  ero  su  jurisdicción  se  extiende  también  ató- 
os los  espectáculos  públicos,inclusive  los  pan- 
tomímicos y  mudos.  (Artículo  18). 

Én  consecuencia,  sus  atribuciones  son  nu- 
merosas y  la  convierten  énla  arbitraria  tutora 
del  pueblo,  de  los  autores  y  de  los  actores. 

Así: 

"Vela  por  la  Religión,  ño  consintiendo  que 
sé  profanen  los  misterios  y  ceremonias  religio- 
sas, las  imágenes  de  Dios,  délos  Santos,  ni  que 
Be  represente  en  la  escena  los  templos  ó  altares 
de  la  Divinidad,para  servir  á  hechos  impropios 
de  su  siagrado  destino.  (Artículo  69) 

/*Vela  por  el  decoTo  de  la  escena,  cuidando 
de  que  las  decoraciones  y  vestidos  sean  decen- 
tes y  conformes  á  la  propiedad  histórica  y  drá-* 
mática.  (Artículo  20.) 

"Vigila  la  parte  literaria,  sobre  las  que  tiene 
amplio  poder,  pues  puede  hacer  al  autor  las 
prevenciones  que  crea  oportunas,  indicarle  las 
reformas  convenientes. 

"Si  el  autor  cede,  se  suspende  el  fallo  del 
censor.  Este  puede  suprimir  ó  sustituir  lo  que 
sea  censurable;  asistir  á  los  ensayos  para  la 
ejecución,  para  prohibir  todo  gesto,  ademán  ó 
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íeticencia  maliciosa,que  pueda  lastimar  la  mo- 
f  alidad  pública  y  retirar  su  paSe,  si  la  pieza  no 
puede  representarse  sin  estos  inconvenientes. 
"Igualmente  concurrirá  al  teatro  para  vigi- 
lar en  las  representaciones  públicas,  lo  que 
prescribió,  tanto  respecto  al  texto  de  la  pieza, 
cuanto  sobre  la  acción,  propiedad  ó  decencia  de 
los  trajes,  decoraciones;  imponiendo  multas 
cuando  se  quebrante^^feus  mandatos  y  haciendo 
cumplir,  por  la  autoridad  política,  sus  ordena. 
(Artículos  21,  31,  32,  33  y  34.) 

De  los  autores,  traductores  dramáticos  y  composi- 
toros  músicos.— Respetando  la  propiedad  litera- 
ria nacional;  el  reglamento  que  estudiamos  es- 
tablece que: 

Sin  la  prev'a  licencia  de  sus  autores,  no  se  podrá  representar  en 
ningún  teatro  las  producciones  dramáticas  del  país.  (Articulo  43.) 

Garantizar  los  derechos  de  los  autores  ó  com- 
positores, cuando  no  celebran  contratos  con  los 
empresarios,  para  evitar  qué  éstos  abusen  y 
no  dar  cabida  á  dudas  y  cuestiones  enojosas,  es 
el  objeto  del  artículo  49  del  Reglamento.  Allí 
se  dice  que  las  piezas  nuevas  escritas  en  el  país 
serán  antepuestas  á  las  extranjeras  para  su 
representación;  y  que  en  caso  de  que  haya  ave- 
nimiento entre  el  empresario  y  el  autor,  en 
el  supuesto  de  haber  cedido  éste  la  propiedad, 
se  avaluará  por  la  Junta  Directiva. 

Se  fija  veinticinco  por  ciento  de  la  utilidad 
líquida,  para  el  autor  en  la  primera  represen- 
tación, SI  la  obra  es  en  cinco  ó  mas  actas;  vein- 
te por  ciento,  si  es  de  cuatro;  quince  por  ciento, 
si  es  de  tres;  y  cinco  por  ciento,  si  es  de  uno. 

Se  establece  la  proporción  para  los  traduc- 
tores, del  diez  por  ciento  al  dos  por  ciento,  se 
gún  los  actos;  y  un  premio  para  los- composito- 
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res,  se^n  el  grado  de  aceptación  que  hubiesen 

,  merecido  del  público. 

Para  fomentar  el  arte  dramático,  se  prescri- 
be la  formación  de  concursos;  se  asigna  pre- 
mios á  las  mejores  obras;  se  ordena  imprimir 
las  obras  nacionales,  que  á  juicio  de  la  Junta 
Directiva  merezcan  ser  publicadas  y  se  sefiala 

'  ciertos  privilegios  á  los  autores  de  obras  pre- 
miadas, como  entrada  gratis  á  los  teatros. 

Act'»res  y  empresarios.— En  el  título  5."  se  trata 
de  los  beneficios  y  de  las  representaciones  ex- 
traordinarias. Allí  se  prohibe  dirigir  la  palabra 
al  público  por  medio  de  los  actores  ó  depen- 
dientes de  los  teatros;  no  puede  exigirse  que 
salgan  á  la  escena  el  director,  el  empresario;  y 
otras  disposiciones  igualmente  absurdas,  que 
no  se  observan  absolutamente,  como  sucede 
con  todas  las  disposiciones  faltas  de  sentido: 

El  título  6.^  se  ocupa  de  las  cajas  de  premios 
y  ahorros  y  socorros  para  actores  que  se  in- 
validen. 

El  título  T.""  se  ocupa  del  orden  y  policía  de 
los  teatros,  de  las  obligaciones  de  los  empresa- 
rios y  concurrentes. 

No  puedo  menos  de  citar  el  artículo  103  que 
nos  recuerda  las  disposiciones  de  los  Vireyes, 
que  prohibían  á  las  mujeres  el  uso  de  la  saya 

Ír  manto.  Ese  artículo  es  una  ofensa,  no  solo  á 
a  libertad,  sino  al  buen  sentido  del  pueblo. 
Dice  así: 

Nadie  entrará  encubierto,  ni  embozado  al  teatro,  ni  se  presenta- 
rán mujeres  tapadas  ó  disfrazadas,   bajo  pena  de  expulsión 

Tal  es  el  inconcebible  reglamento  de  teatros 
cuyas  dispociciones,  en  fuerza  de  ser  absurdas, 
han  dejado  de  observarse. 

Correspondiendo  á  los  Concejos  provinciales 
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el  conocer  y  administrar  lo  relativo  á  teatros 
y  siendo  el  reglamento  que  acabamos  de  estu- 
diar tan  defectuoso;  el  Concejo  provincial  de 
Lama,  dictó  en  13  de  Noviembre  de  1873,  la  Or- 
denza  municipal  sobre  teatros,  que  ya  heñios 
estudiado  en  partee  y  que  fué  aprobada  por  la 
suprema  resolución  de  17  de  Febrero  de  1875. 
En  esta  resolución,  considerando  que  la  con- 
servación del  orden  público  en  los  espectáculos 
es  atribución  exclusiva  del  Gobierno  y  de  sus 
representantes,  se  dispuso  que  la  conservación 
del  orden  se  haga  por  la  jK)licía  especial  que 
deben  organizar  las  Municipalidades,  según  el 
decreto  orgánico  de  31  de  Diciembre  de  1874, 
Mientras  esta  policía  se  organice,  puso  la  fuer- 
za pública  á  disposición  de  la  autoridad  muni- 
cipal. 

Si  en  los  espectáculos  ocurriese  algún  desor- 
den de  carácter  político,  la  autoridad  política 
superior  tomará  el  mando  de  la  fuerza  pública 
para  reprimirlo;  igualmente,  si  la  autoridad 
política  superior  estimase  que  la  ejecución  de 
los  espectáculos  públicos,  puede  comprometer 
el  orden  público,  podrá  impedir  ó  suspender 
dichos  espectáculos. 

Esta  resolución  tiene  el  gravísimo  incon- 
veniente de  poner  en  frente,  una  de  la  otra, 
de  un  modo  que  dará  lugar  á  choques  y  lu- 
chas, dos  autoridades  de  carácter  distinto  y 
que  ejercen  á  la  vez  inspección  sobre  una  mis- 
ma cosa;  la  autoridad  local  municipal  y  la 
autoridad  local  política. 

Si  el  teatro  corresponde  á  la  administración 
municipal;  si  ésta  debe  velar  por  el  orden  y 
moralidad  de  los  espectáculos;  es  en  cierto  mo- 
do, invadir  el  dominio  propio  de  la  administra- 
ción municipal,  conceder  á  los  Prefectos  y 
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Subprefectos  facultad  para  impedir  ó  suspen- 
der el  espectáculo,  so  pretexto  de  que  pueda 
turbarse  el  orden  público.  Es  natural  y  con- 
forme á  la  ley,  que  se  dé  á  la  autoridad  políti- 
ca el  derecho  de  tomar  el  mando  de  la  fuerza 
Sública,  para  impedir  ó  castigar  los  desórdenes 
e  carácter  político  que  se  origine  en  los  es- 
pectáculos; pero  no  es  prudente,  ni  correspon- 
de tampoco  á  las  atribuciones  de  la  autoridad 
política,  suspender  ó  impedir  un  espectáculo, 
porque  cree  que  va  á  trastornar  el  orden  pú- 
blico. Mientras  el  orden  no  se  trastorne,  mien- 
tras no  haya  siquiera  un  conato  de  desorden, 
la  autoridad  política,  no  debe  tomar  ingerencia; 
y  aún  así  no  debía  tener  facultad  para  sus- 
pender ó  impedir  el  espectáculo,  sino  para 
impedir  el  desorden  y  castigar  á  íos  perturba- 
dores. 

De  otro  modo,  sucederá  lo  que  la  \ej  debe 
siempre  tratar  de  impedir:  la  rivalidad,  los 
conflictos  de  autoridad  entre  los  representan- 
tan  tes  del  poder  político  y  los  del  poder  muni- 
cipal. En  efecto,  ¿qué  sucedería  si  un  Prefecto 
estimara  una  pieza  teatral,  por  ejemplo,  como 
una  causa  de  comprometer  el  orden  público  y 
Alcalde  municipal  no  lo  creyese  así?  ¿A  quién 
obedecían  los  actores?  Parece  que  por  la  reso- 
lución suprema  de  17  de  Febrero  de  1875,  á  la 
autoridad  política;  y  en  ese  caso  ¿no  sale  me- 
nospreciada la  autoridad  municipal?  ¿No  es 
;3oner,  dando  esa  preferencia  á  la  autoridad 
eolítica,  en  dependencia  de  ésta,  á  la  autoridad 
ocal?  Es  verdad  que  en  nuestra  práctica  ad- 
ministrativa, en  que  la  descentralización  no  ha 
producido  todos  los  efectos,  así  sucede;  pero  eso 
es  un  abuso,  que  no  deben  consignar  las  leyes, 
in  resoluciones  del  Gobierno. 
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Corrida  de  toros— Los  españoles,  entre  los  cua- 
les existe  esta  fiesta  y  cuyo  origen  se  remonta 
á  la  edad  Media,  en  la  que  era  uno  de  esos  ejer- 
cicios de  destreza  y  valor  á  que  se  entregaban 
los  nobles;  introdujeron  entre  nosotros  la  cos- 
tumbre de  lidiar  toros.  Era,  como  es  ahora 
mismo,  que  está  elevada  al  rango  de  un  arte, 
una  profesión;  y  tenía  lugar  para  celebrar 
la  llegada  de  los  Vireyes,  las  solemnidades  de 
los  santos,  rodeándolas  de  todo  el  explendor 
que  le  daba  la  protección  de  los  Vireyes,  el  lu- 
jo de  la  nobleza  y  la  alegría  y  regocijo  del 
pueblo. 

Hasta  1768,  no  se  construyó  el  circo  de  '•Acho'' 
para  las  lidias  de  toros,  que  se  jugaban  ante- 
riormente eu  la  plaza  Mayor  de  la  ciudad,  D^ 
pues  del  coloniaje,  los  Gobiernos  y  Municipa- 
lidades han  seguido  prestando  su  protección 
y  dando  mas  auje  á  esa  diversión,  que  hoy 
constituye  una  profesión  de  muchos  individuos, 
sujeta  á  principios  y  reglas  fijas;  y  ante  la  cual, 
la  administración  no  puede  permanecer  indife- 
rente, procurando  evitar  con  su  intervención, 
con  sus  reglamentos  y  dirección  en  los  espec- 
táculos, las  desgracias  y  peligros  que  encierra 
y  el  desorden  que  generalmente  lleva  consigo. 
Por  eso  en  1876,  en  26  de  Octubre,  se  prohi- 
bió la  lidia  de  toros  en  toda  la  República;  ex- 
cepto en  los  casos  en  que  sean  desempeñadas 
por  cuadrillas  de  toreros  que  posean  los  cono- 
cimientos que  el  arte  requiere  y  previniéndose 
á  las  Municipalidades,  que  al  expedir  la  res- 
pectiva licencia,  se  cercioren  de  la  competencia 
de  aquellos. 

En  30  de  Setiembre  de  1875,  se  dio  una  Or- 
denanza Municipal  para  las  corridas  de  toros. 
En  ella  se  señala  las  atribuciones  y  facultades 
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del  Inspector  municipal  de  Espectáculos,  que 
debe  presidir  las  corridas;  las  obligaciones  de 
las  empresas;  de  la  cuadrilla  de  toreros,  deta- 
llando la  de  los  espadas,  banderilleros,  capea- 
dores y  demás  individuos  empleados  en  el  ser- 
vicio de  la  plaza.  Cuida  tanto  de  que  se  cum- 
pla los  compromisos  que  la  empresa  contrae 
con  el  público,  al  ofrecerle  las  corridas  de  toros, 
como  ae  la  seguridad  de  los  toreros  y  especta- 
dores, determinando  las  precauciones  que  de- 
ben tomarse  para  evitar  ó  remediar  las  desgra- 
cias que  pueden  acontecer. 

Mucho  se  ha  declamado  contra  las  corridas 
de  toros,  que  hasta  cierto  punto  presentan  nn 
carácter  de  barbarie;  si  bien  bastante  templado 
por  el  adelanto  del  arte  de  la  tauromaquia, 
t^ero  cualquiera  que  sea  el  modo  como  se  pien- 
se acerca  de  esta  divoisión,  es  un  hecho  que 
está  tan  arraigada  en  nuestras  costumbres,  que 
es  tan  popular  y  estimada,  no  solo  entre  el  vul- 
go,sino  entre  personas  de  ilustración  y  de  bue- 
na sociedad;  que  á  la  autoridad  no  le  es  dado 
extirpar  ó  cortar  en  un  momento,  lo  que  ha 
sancionado  por  largo  tiempo  el  gusto  del  pue- 
blo. Creemos  imposible  que  desaparezca,  ni  que 
pueda,  ni  se  desea  proscribir  de  entre  las  diver- 
siones públicas. 

Las  plazas  de  '^Acho"  tanto  de  Lima  como 
del  Callao,  pertenecen  á  las  respectivas  socie- 
dades de  Beneficencia,  quienes  las  dan  en  arren- 
damiento en  pública  subasta.  [1] 

Diversiones  menores.— Las  demás  diversiones  á 
que  puede  entregarse  un  pueblo,  aparte  de  los 
espectáculos  que  acabamos  de  mencionar;  ó  son 
unas  ofrecidas  por  los  mismos  administrado- 

(1)  Hoy  no  hay  •* Plaza  de  toros",  en  el  Callao. 
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res,  con  el  fin  de  celebrar  una  fiesta  nacional, 
y  entonces  son  diversiones  públicas,  como  Ic^ 
fuegos  artificiales,  las  procesiones  cívicas  ó  his- 
tóricas, los  concursos,  las  fiestas  en  los  jardines 
Ímblicos;  y  otras  que  tienen  un  carácter  popu- 
ar;  ó  bien  caen  bafo  el  dominio  de  la  policía 
municipal,  como  las  danza^?,  que  entre  noso- 
tros se  llama  "Moros  y  Cristianos,^  los  juegos 
de  títeres,  los  cantores  ó  histriones  ó  músicos 
ambulantes,  las  lidias  de  gallos,  etc.  etc. 

En  las  primeras,  la  administración  debe  pro- 
curar siempre  ofrecer  al  pueblo  diversiones 
cultas,  que  contribuyan  á  la  ilustración  y  á 
formar,  por  decirlo  así,  la  delicadeza  de  las  ma- 
sas en  sus  gustos  y  placeres.  Los  pueblos  se  di- 
vierten con  poco,  y  cualquier  espectáculo  que 
hable  á  su  curiosidad  ó  excite  su  alegría,  ejer- 
ce influencia  paulatina  y  lenta,  es  verdad,  pero 
segura  sobre  sus  sentimientos,  gustos  é  ideas. 
Kespecto  de  las  segundas,  el  papel  de  la  ad- 
ministración, es  de  intervenir  únicamente  para 
que  la  libertad  no  degenere  en  licencia  y  se  ori- 
gine en  ellos,  desórdenes  ó  escenas  de  las  que 
pueden  resultar  desgracias,  delitos  ó  ataques  á 
la  moral  y  el  decoro. 

Esto  en  cuanto  á  esas  diversiones  que  me 
permito  llamar  ^'Callejeras"  y  que  tienen  lugar 
generalmente  en  las  plazas  ó  calles,  Pero  en  lo 
que  se  refiere  á  esas  fiestas  privadas,  á  esas 
reuniones  de  las  familias  en  que  se  baila,se  can- 
ta, se  bebe;  y  que  sorí  las  ¡¡verdaxleras  diversio- 
nes del  pueblo  que  trabaja;  de  esa  parte  de  la 
sociedad  que  vive  alejada  de  los  espectáculos 
delicados  y  artísticos,  que  forman  la  delicia  de 
la  gente  de  buen  tono;  la  policía  municipal  de- 
be limitarse  auna  acción  meramente  represiva, 
ouando  haya  lugar  á  ella. 
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Son  de  lo  mas  absurdas  esas  prohibiciones 
que  contienen  los  reglamentos  de  policía  mu 
nicipal,  para  que  no  se  cante  a  tales  horas  pa- 
ra que  cesen  las  reuniones  á  tales  otras,  etc., 
etc.  Disposiciones  que  solo  tienen  aplicación,  á 
I^esar  de  su  carácter  de  generalidad  con  la  §en- 
te  menesterosa  ó  pobre,  á  la  que  se   le  quiere 

Srivar  así  de  toda  expansión,  de  esa  libertad  y 
ominio  que  todo  individuo,  desde  el  mas  rico 
ciudadano  hasta  el  roas  vil  mendigo,  debe  te- 
ner en  el  seno  de  su  hogar.  Solo  cuando  el  de- 
sorden y  la  riña  promueven  el  escándalo; 
debe  acudir  la  policía  para  reprimir  y  casti- 
gar, no  al  que  se  divierte,  sino  al  que  altera  el 
orden. 

Deberes  de  la  administración  respeí*tode  las  cosas.— 
Al  ocuparnos  de  la  clasificación  de  la  mate- 
ria administrativa,  dijim<»s  que  las  cosas  eran 
el  segundo  elemento  que  1  i  componían,  y  sobre 
éstas  versa  la  acción  aí^rninistrativa  que  se 
manifiesta  por  los  deberes  que  la  Administra 
ción  debe  llenar  respecto  de  las  cosas.  Estos  de- 
beres los  dividimos  en  dos  grupos:  el  primero 
se  caracteriza  por  el  impulsi  i  expontáneo  déla 
Administración,  ya  obrando  activamente,  ya 
fomentando  la  actividad  privada;  y  el  otro,  en 
•1  cual  los  deberes  de  la  Administración,  den 
meramente  la  garantía  y  protección  al  derecho 
de  cada  una  de  las  esferas  del  trabajo  industrial. 
Esta  clasificación  se  basa  en  la  distinción  de 
cosas  de  uso  común  y  cosas  de  uso  restringido, 
á  determinados  individuos  de  la  soc'edad.  La 
niejora,  conservación  y  trabajo  de  las  primé- 
is, toca  directamente  á  la  Administración,  y 
sus  deberes  están  más  marcados  y  más  clara- 
cuente  definidos. 
Las  segundas  forman  la  propiedad  privada, 
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como  resultado  del  trabajo  industrial  ó  colecti- 
vo de  los  asociados,  y  su  aprovechamiento  se 
hace  directamente,  por  ellos,  La  Administra- 
ción no  interviene  sino  indirectamente,  cum- 
pliendo el  papel  que  le  toca,  como  órgano  del 
Estado,  en  el  sentido  político,  genérico  de  esta 
palabra,  de  garantir  el  derecho  y  solo  toma 
parte  activa,  cumpliendo  entonces  atribuciones 
de  fomento  y  ayuda  á  la  actividad  industrial, 
cuando  la  negligencia  ó  abuso  de  los  hombres 
ó  asociaciones  voluntarias,  pueden  atacar  ó  per- 
judicar el  interés  social,  saliéndose  de  la  esfe- 
ra del  derecho. 

En  el  primer  grupo  comprendimos  las  obras 
públicas,  los  medios  de  comunicación  y  aguas, 

En  el  segundo,  la  agricultura,  la  industria 
fabril,  el  comercio,  las  minas,  la  pesca  y  la  caza. 

Para  proceder  en  orden,  debemos  dar  la  no- 
ción de  cosa  y  determinar  el  sentido  adminis- 
trativo de  esta  palabra. 

Idea  de  cosa* — La  palabra  cosa,  en  su  sentido 
mas  lato,  comprende  todo  lo  que  existe  en  el 
mundo  exterior,  fuera  del  hombre,  ó  mejor  di- 
cho, fuera  de  las  personas.  Consideradas  en 
sus  relaciones  con  el  hombre,  las  cosas  son  6 
no  susceptibles  de  caer  bajo  su  dominio.  (1)  Ea 
el  primer  caso  constituyen  el  segundo  objeto 
del  Derecho,  y  los  jurisconsultos  le  dan  mas  es- 
pecialmente denominación  de  Wenes;  quedan- 
do la  palabra  cosa  para  las  demás  que  existen 
en  el  mundo  exterior. 

Así,  la  acepción  de  la  palabra  cosa  es  mucho 
mas  extensa  y  genérica  que  la  de  la  palabra  rí- 
qtieza^  en  el  sentido  económico,  y  de  propiedad 

IJ  Ya  se  considere  éste  en  relación  con  una  sola  persona,  ya  en 
relación  con  una  asociación ,  como  toda  Nación . 
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en  el  sentido  legal.  Toda  propiedad  ó  riqueza 
es  una  cosa,  pero  no  toda  cosa  es  riqueza,  ni 
propiedad,  (l) 

Conviene  hacer  esta  distinción  para  fijar  el 
sentido  en  que  el  Derecho  Administrativo  to- 
ma la  palabra  cosa,  sentido  que  puede  expre- 
sarse por  los  sinónimos  de  riqueza  y  propiedad. 
En  efecto,  la  Administración  solo  se  ocupa  de 
las  cosas,  en  cuanto  éstas  sirven  para  satisfa- 
cer nuestras  necesidades  ó  formar  parte  del 
dominio  del  hombre. 

Obras  públicas.— Llámase  obras  públicas  de  uti- 
lidad común,  las  que  satisfacen  una  necesidad 
ó  conveniencia  general  y  que  se  manda  hacer 
directamente  por  la  Administración,  ó  indirec- 
tamente, encargándolas  á  personas  particula- 
res, mediante  condiciones.  Así,  son  obras  pú- 
blicas: los  caminos,  ios  canales  de  navegación 
ó  de  riego,  muelles,  faros,  desecamiento  de  la- 
gunas, etc.,  etc. 

Clasiflcación.— Según  los  fondos  con  que  las 
obras  se  emprende  y  las  clases  de  necesidades 
que  satisfacen,  se  clasifican  en  obras  del  Esta- 
do, departamentales,  municipales.    Las  prime- 
ras son  aquellas  que  se  construyen  con  fondos 
del  Tesorero  público  y  que  tienen  un  carác- 
ter nacional:    las  segundas,  las  que  se  em- 
prende en  el  departamento,  y  se  construye  con 
las  rentas  departamentales,  que  administran 
las  Juntas  de  departamento.  Los  gastos  que 
ocasionen  estas  obras  son  considerados  como  fa- 
cultativos en  el  presupuesto  departamental.  (2) 
Las  municipales  pueden  ser  i>rovinciales  ó 
de  distrito;  y  son  las  que  tienen  un  interés  mera- 


(2) 


Colmeiro. 

Inciso  8.*  artículo  6,<>  de  U  ley  de  13  Noviembre  de  1886. 
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mente  local  y  se  realizan  con  los  arbitrios  6  re- 
cursos de  la  circunscripción  territorial  á  que 
pertenecen. 

Son  obras  públicas: 

"1.^  Los  trabajos  de  guerra  y  marina,  como 
fortificaciones,  faros,  dársenas,  cuando  intere- 
san á  la  seguridad  del  Estado,  y  del  comercio 
marítimo. 

2.''  Lias  vías  de  comunicación  por  tierra  ó  por 
agua,  costeadas  por  el  Estado,  por  el  Departa- 
mento ó  por  el  Municipio,  como  son:  ferroca- 
rriles, canales  de  navegación,  puentes,  cami- 
nos carreteros  etc.,  etc. 

"S."*  Los  desecamientos  de  terrenos  pantano- 
sos, los  trabajos  de  irrigación,  los  diques  y  los 
demás  destinados  á  proteger  ó  mejorar  una 
parte  del  territorio  nacional. 

**4.''  Las  construcciones  de  iglesias,  colegios, 
bolsas,  bibliotecas,  casas  de  moneda,  mercados, 
mataderos,  etc.,  etc,,  siempre  que  tengan  un  in- 
terés general  y  se  emprenda  con  fondos  públi- 
cos y  todas  las  formalidades  que  señalan  las 
leyes  y  reglamentos  especiales.^' 

De  estas  obras,  las  primeras  son  las  llama- 
das del  Estado,  y  se  costea  de  las  rentas  fisca- 
les, estando  centralizada  su  dirección  en  el 
Ministerio  de  Fomento;  exceptuándose  los 
trabajos  militares  y  navales  que  corresponden 
al  Ministerio  de  Guerra  y  Marma,  como  fortifi- 
caciones de  plazas,  reductos  y  areenales.  [Ileso- 
luciones  de  23  de  Noviembre  de  1862  y  de  6  de 
Abril  de  1870.] 

Solo  con  respecto  á  los  caminos  se  ha  distin- 
guido los  que  deben  costearse  por  el  Estado, 
por  la  Junta  Departamental  y  por  el  Munici- 
pio, pero  no  respecto  de  las  demás  obras  que  se 
puede  emprender.  Pero  puede  establecerse  co- 
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mo  regla,  que  todas  las  obras  públicas  de  las 
que  solo  gocen  los  miembros  de  un  Municipio, 
serán  costeadas  con  fondos  municipales,  como 
son  las  alamedas  y  jardines  públicos,  apertura 
de  calles,  pavimentación  de  éstas,  mercados, 
cementerios,  mataderos,  ferrocarriles  urbanos 
y  todas  las  que  se  ejecuten  para  la  necesidad, 
comodidad,  ornato  y  recreo  de  una  ciudad  ó  de 
un  pueblo. 

Cuando  las  obras  públicas  no  solo  interesan 
á  los  miembros  de  la  sociedad  donde  se  esta- 
blece, sino  que  son  de  interés  general  para  toda 
la  Nación;  entonces  se  consideran  como  obras 
del  Estado. 

Por  ejemplo:  los  ferrrocarriles,  caminos  que 
unen  varios  departamentos,  muelles,  diques, 
puentes,  etc.,  etc. 

El  Congreso  designa  en  el  Presupuesto  la 
cantidad  que  debe  invertirse  en  obras  públicas, 
y  el  Ejecutivo  la  aplica  del  modo  mas  conve- 
niente, 

También  el  Congreso  suele  designar  la  cons- 
trucción de  determinadas  obras  y  señala  la 
cantidad  que  debe  gastarse  en  ellas.  Muchas 
veces  estas  obras  son  de  interés  puramente  ve- 
cinal; como  por  ejemplo,  la  autorización  legis- 
lativa de  136S,  para  la  construcción  de  una  pi- 
la y  una  capilla  en  el  distrito  de  Moquegua,  se- 
ñalando la  cantidad  que  debe  gastarse. 

Ley  de  18  de  Octubre  de  1868,  mandando 
construir  una  cárcel  y  una  casa  consistorial  en 
en  la  capital  de  Paucartambo  y  votando  la  res- 
pectiva suma  del  Tesorero  públicD.  Estas  obras 
de  carácter  comunal,  son  sin  embargo,  man- 
dadas construir  con  fondos  fiscales,  no  obstan- 
te que  la  ley  de  Municipalidades  que  entonces 
í'^gía,  declaraba  que  eran  de  la  incumbencia 
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de  éstas,  las  obras  públicas  de  carácter  vecioaL 
De  modo,  pues,  que  siempre  que  las  obras  de 
carácter  local  no  puedan  ser  construidas  de  los 
fondos  de  los  Municipios,  lo  serán  por  el  Go- 
bierno; ñero  con  autorización  del  Poder  Legis- 
lativo. Otras  veces,  el  Gobierno  contribuye  con 
alguna  cantidad  para  la  construcción  de  una 
obra  de  interés  local,  como  se  ve  en  la  r^olu- 
ción  de  25  de  Octubre  de  1877.  en  la  cual  se  de- 
claiaque  el  Gobierno  contribuye  con  una  ter- 
cera parte  á  la  construcción  de  los  portales  de 
la  ciudad  de  Arequipa. 

Maneras  de  construcción — En  todas  las  legisla- 
ciones existen  reglamentos  ó  leyes  generales  so- 
bre obras  públicas,  en  que  se  clasifica  éstas,  se 
detalla  la  manera  ó  formas  de  la  ejecución  de 
los  trabajos,  se  señala  los  fondos  con  que  debe 
costearse  la  obra,  las  tramitaciones  que  deben 
seguirse;  las  obligaciones  de  los  empresarios, 
las  formas  y  modos  de  las  concesiones,  y  las 
formalidades  que  se  debe  llenar  para  la  ejecu- 
ción, entrega  y  vigilancia  de  la  administración. 
Entre  nosotros  no  existe  un  reglamento  de 
obras  públicas,  y  las  disposiciones  que  rigen  en 
la  materia,  se  encuentran  diseminadas  en  la 
ley  de  Municipalidades,  en  el  reglamento  de  in- 
genieros, en  el  decreto  de  11  de  Febrero  1872, 
que  fija  las  reglas  á  que  deben  sujetarse  los  em- 
presarios de  obras  publicas  en  la  parte  técnica 
y  en  multitud  de  resoluciones,  circulares  y  con- 
tratos especiales. 

Dos  son  los  modos  de  construcción  de  obras 
públicas:  por  empresa  ó  por  administración. 

En  el  primero  se  puede  proceder  de  dos  mo- 
dos: ó  el  Estado  abona  al  empresario  el  impor- 
te de  la  obra;  ó,  éste  hace  los  gastos,  cediendo 
el  Estado  los  productos  de  la  obra  por  cierto 
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Pm^.raS'^^  concesión  de  obras  públicas  auna 
nníf?.^  f  Particu  ar,  existe  una  delegación  de 

ou^  ?J'«lí^1.í'"^P^^  '^^l^  Administración,  para 
que  se  satisfaga  una  necesidad  general  y  se 

se  sustituye  entonces  en  el  derecho  delaAd- 

StaH^r-'P^'^  *^^^  lo  concerniente  ala 
híSl  1       "  ^  ^^^.^  ^"^  P"^^a  resultar  del  tra- 

Dort^^rnlS^KT'^P^^'^^  P^^^^«  <1^  entras- 
porte  el  percibo  de  un  pasaje,  etc.,  etc. 

da  dP  ]f '??^  •  ^^^^  n'?Presa,  de  mera  delega- 

Por  tflTL  ^Tu  ^"^  1^  vigilancia  sobre  la  obra, 
se  L^«  S^'  ^^^  advertii^e  que,  cuando  se 
rinda^t  l?"''^??.^^^^^'^í^  ^^  1««  productos  que 
de  dominL^P-'ir '^^'  ^'  ^^  «"alquier  otro  bien 
n^rif  ^  publico;  nunca  esa  concesión  es 
&  i"^'  P^^'l"''  ^^  Administración  no  tiene 
lo  mfp  1??J?  «invertir  en  propiedad  privada, 
10  que  es  de  la  propiedad  pública. 

mvlfin}  P'l°^^^  ^^^'  ®^  ^^i^'  cuando  la  obra 
S««^^rr.¥-^^P^^  empresa  particular,  abo- 
S^Z-  gobierno  el  importe  de  ella,se  procede 
de  la  siguiente  manera: 

d«y  ífoSíÍ?a?Gowlílf  J^^T"'^'"''"  ('>  í'^".«  '"  atribución  de  acor- 
'«los  p?^S  di  e,  v^lnf^-^?*  pn-icipales  &  que  deben  sujetar- 
«Jcl  reglaín^t^dA  wl^  *^*"í'°o?  realización  se  trate.  rAttíc.lo  89 
•t-Kiainent»  de  ingenieros  de  21  de  Octubre  de  1872J. 

mh^^Tc.^^""^  ^'^^ .'^  proyectos  en  que  se  deter- 
omfXw•'''"?'T"''^^'l"^^^^^  sujetarse  la 
Sais  ;^r/^^  'f  ^^'^'^"'  f  ^,^°  ^^*^<^i^«  ''  n^a- 
nrf.  «i  'v?^'^^^''''  ^*'^'  >'  aprobado  por  el  Gobier- 
dn¿  t""^  'í''  ^T"^^®  Pé^^^<^«  solitando  licita- 
^&  para  la  adjudicación,  sirviendo  de  base 

O)  Hoy  los  Ingenieros  que  nombre  el  Gobierno. 


—  27á  — 

y  condiciones,  bajo  |lás  cuales  se  ha  de  hacer 
el  remate,  el  proyecto  presentado  por  los  inge- 
nieros nombrados.  En  dicho  proyecto  se  de- 
signa el  objeto  de  la  empresa,  la  descripjción 
de  la  obra,  los  materiales,  la  manera  de  ejecu- 
tarla, la  calidad  y  condiciones  de  los  diversos 
materiales,  el  tiempo  y  modo  en  que  debe  ser 
recibida  por  la  Administración;  y  en  fin,  todas 
las  explicaciones  relativas  á  la  obra.  Para  ser 
admitido  como  postor  en  el  remate,  es  necesa- 
rio otorgar  fianza  para  responder  por  la  obra, 
quedando  esta  fianza  á  beneficio  del  Fisco,  si 
el  licitador  no  cumple  con  las  obligaciones  del 
contrato,  si  no  firma  la  escñiura  en  un  térmi- 
no prefijado,  ó  se  pide  mas  tarde  la  rescisión. 

Una  vez  abierto  el  remate,  se  adjudicará  la 
obra  al  que  la  ofrezca  hacer  con  mas  ventajas 
para  la  Administración,  sirviendo  de  base  para 
el  precio,  el  que  se  fije  en  el  presupuesto  de  la 
obra.    Terminada  la  obra,  es  recibida  por  el 
ingeniero  de  Estado  que  designe  el  Gobierno, 
quien  solo  la  aceptará  en  caso  de  estar  confor- 
me al  contrato.  La  recepción  de  la  obra  es  pro- 
visional y  definitiva.  Por  la  primera,  la  i^ecibe 
el   Gobierno,  por  cierto   tiempo,  después    de 
mandar  hacer  las  pruebas  que  crea  convenien- 
tes: y  durante  el  tiempo  de  esta  recepción  que- 
da el  empresario  sujeto  aún  á  la  responsabili- 
dad.   El  objeto  de  esta  primera  recepción  es 
adquirir  la  certeza  de  que  la  obra  se  halla  de 
bidameiite  construida.   Concluido  ese  período 
que  suele  fijarse  en  un  año,  se  procede  á  la  re 
cepción  definitiva,  cancelando  entonces  el  6o 
bierno  las  garantías  que  haya  prestado  el  em 
presarlo. 

Un  ejemplo  de  contrato  de  ese  género,  es  la 
resolución  de  16  de  Diciembre  de  1873  y  el 
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proyecto  de  5  de  Junio  del  mismo  afío,  para 
sacar  á  remate  la  colocación  y  construcción 
\        de  un  puente  sobre  el  río  "Moquegua." 

En  el  segundo  caso,  es  decir,  cuando  la  obra 
se  ejecute  por  una  empresa,  haciendo  ésta  to- 
dos los  gastos  y  tomando  los  productos  de  ella, 
por  cierto  tiempo,  se  procede  de  una  manera 
semejante. 

La  empresa  ó  particular  que  proyecta  la 
obra,  presenta  la  respectiva  propuesta,  acom- 
pañando los  planos,  presupuestos  y  todas  las 
explicaciones  convenientes.  Esta  propuesta 
pasa  á  examen  de  los  ingenieros,  que  elevan 
su  informe,  aprobando  ó  desaprobando,  6  pro- 
poniendo las  modificaciones  convenientes.  Si 
la  propuesta  es  aceptable,  aprobado  el  informe 
de  los  ingenieros,  se  procede  á  la  concesión  de 
la  obra  pública,  convocando  también  licitado- 
res  varias  veces.  En  este  caso,  basta  que  éstos 
hagan  sn  propuesta  por  escrito,  y  en  ella  se  ha 
de  examinar  cual  es  la  mas  {ventajosa,  tenien- 
do en  consideración,no  solo  las  ventajas  que  se 
ofrezca  al  Estado  en  razón  del  menor  tiempo 
que  se  solicite  la  propiedad  ó  usufructo  de  la 
obra,  sino  el  interés  del  público,  en  cuanto  al 
impuesto  ó  gravamen  que  el  empresario  ha  de 
imponer  para  el  uso  de  la  obra. 

Se  acostumbra  también,  entre  nosotros,  pedir 
dictamen  al  Fiscal  de  la  Corte  Suprema,  como 
puede  verse  en  las  resoluciones  de  21  de  Di- 
ciembre de  1877  aceptando  la  propuesta  hecha 
para  la  construcción  del  ferrocarril  de  Pacas- 
*  mayo  á  Cajamarca  y  otros  ramales;  en  la  de 
Mayo  19  de  1877,  sobre  la  construcción  de  un 
muelle  dársena  en  Iquique;  en  la  de  5  de  Fe- 
brero de  1877,  aceptando  la  obra  de  irrigación 


—  276  — 

de  las  pampas  eriales  en  Arequipa,etc.  En  to- 
das estas  resoluciones,  se  dice: 

Y  atendiendo  á  lo  expuesto  por  el  Fiscal  de  la  Corte  Suprema, 

Concluida  la  obra  debe  ser  examinada  y  re- 
conocida por  ingenieros  del  Estado;  y  según  se 
haya  ó  no  llenado  las  condiciones  del  contrato, 
se  autorizará  su  uso  ó  se  mandará  hacer  las 
reparaciones  conyenientes. 

La  concesión  hecha  al  empresario  sobre  la 
propiedad  ó  usufructo  de  la  obra,  cesa  de  hecho 
al  vencimiento  del  plazo  estipulado;  debiendo 
entonces  el  empresario  entregar  la  obra  en  per- 
fecto estado. 

Como  la  concesión  hecha  al  empresario,  no 
destruye  el  carácter  de  propiedad  pública  de  la 
obra,  la  Administración  se  reserva  el  derecho 
de  inspeccióa,haciendo  obligatorias  al  empresa- 
rio las  reparaciones  que  el  uso  haga  necesarias- 
El  primero  de  esos  medios  es  el  que  se  llama 
empresa  por  adjudicación  ó  por  rebaja;  y  la  se- 
gunda es  la  que  puede  llamarse  empresa  por 
concesión. 

Se  dice  que  se  ejecuta  las  obras  por  Admi- 
nistración, cuando  son  emprendidas  directa- 
mente por  el  Estado  ó  costeadas  por  el  Erario 
nacional. 

En  este  método,  los  trabajos  son  dirigidos  por 
los  ingenieros  del  Estado  que  nombre  el  Go- 
bierno, que  encarga  previamente  á  uno  de  és- 
tos, que  forme  el  proyecto  con  los  respectivos 
glanos,  perfiles,  explicaciones  convenientes  y 
presupuesto.  El  Ministro-  aprueba  ó  desaprue- 
ba este  proyecto:  aprobado,  se  procede  á  la  eje- 
cución (le  la  obra,  encargando  su  construcción 
al  ingeniero  ó  arquitecto  autor  del  proyecto. 
aL  compra  de  materiales  é  inspección  de  gas- 
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tos  se  encarga  á  un  agente  especial.  Termina- 
da la  obra  es  reconocida  por  alguno  de  los  in- 
genieros y  el  Estado  se  hace  cargo  de  ella. 

En  este  método  suele  emplearse  los  destajos 
parciales  ó  sea  el  ajuste  de  una  parte  de  la 
obra,  ó  del  acopio  de  los  materiales  por  un  tan- 
to, que  da  el  Estado,  comprometiéndose  el  que 
hace  el  ajuste,  á  hacer  el  trazo  de  la  obra,  de 
su  cuenta  y  riesgo,  ó  el  acopio  de  materiales  de 
igual  modo.  El  tanto    que  se  señale  al  ajuste 

garcial,  no  debe  aumentar  el  presupuesto  apro- 
ado de  la  obra. 

Hay  también  otro  método  para  la  construc- 
ción de  las  obras  públicas,  ó  mejor  dicho,  para 
arbitrarse  los  recursos  necesarios.  Consiste  en 
levantar  un  empréstito,  emitiendo  cierto  nú- 
mero de  acciones,  cuyo  pago  y  amortización 
se  garantiza  coa  una  hipoteca  especial.  Este 
medio  ha  sido  empleado  entre  nosotros,  en  mu- 
chas ocasiones.  También  se  acostumbra  conce- 
der la  autorización  para  el  empréstito  á  las  em- 
presas, que  emitan  acciones  por  el  valor  del  ca- 
pital que  se  emplea  en  la  obra  y  á  las  que  el 
Gobierno  suele  dar  su  garantía.  Tal  puede  ver- 
se en  los  contratos  celebrados  para  la  prolon- 
f ación  del  ferrocarril  de  la  Oroya  al  Cerro  de 
^asco;  la  perforación  de  este  mineral  y  otras 
obras  y  contratas  aprobadas  por  resoluciones 
de  12  de  Enero  de  1877  y  24  del  mismo  mes  y 
año.  En  la  primera  se  dispone  que  el  empresa- 
rio de  dicha  obra  puede  emitir  bonos  de  obli- 
gaciones hipotecarias  sobre  los  ferrocarfiles  y 
minas,  materia  del  contrato,  garantizando  el 
Supremo  Gobierno  dichas  acciones  con  el  siete 

por  ciento;  y  destinando  fondos  para  este  ser- 
vicio y  para  la  amortización  [capítulo  V.,  artí- 
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culos  1.^  2.""  y  3/  del  contrato  anexo  á  la  resolu- 
ción cit€idá  ae  12  de  Enero  de  1877,] 

Cuando  el  Gobierno  levante  empréstitos  pa- 
ra obras  públicas,  necesita  de  la  autorización 
del  Legislativo,  sin  cuyo  requisito  son  nulos, 
como  lo  dispone  la  ley  de  38  de  Enero  de  1869, 
en  que  se  prescribe  que  los  empréstitos  levan- 
tados por  el  Ejecutivo,  sin  autorización  del  Con- 
greso, son  nulos  [artículo  2.""  de  la  ley  citada.] 

Tales  son  las  maneras  de  realizar  las  obras 
públicas,  cuyas  reglas  son  las  seguidas  por  las 
egislaciones  de  los  principales  países  y  que  en 
a  nuestra,  se  encuentran  esparcidas  en  las  di- 
ferentes leyes,  resoluciones  y  decretos  especia- 
!es  sobre  tal  ó  cual  obra;  pero  que  no  forman 
un  cuerpo  de  ley  general,  que  les  dé  unidad. 

Garantía  para  sa  ejecución.— Muchas  de  las  soli- 
citudes sobre  concesión  ó  simple  autorización 
f)ara  ejecutar  alguna  obra  pública,  no  revisten 
a  seriedad  que  es  necesaria;  y  en  ciertos  casos, 
otorgada  la  concesión,  el  favorecido  deja  de 
cumplir  el  contrato,  y  aún  á  veces  no  lo  per- 
fecciona. Para  salvar  estos  inconvenientes,  el 
Gobierno,  con  fecha  t.**  de  Mayo  de  1897,  por 
medio  del  Ministerio  de  Fomento,  ha  expedido 
una  resolución,  que  en  su  artículo  1.^  manda: 
"Que  cualquier   concesión,   privilegio  ó  simple 

germiso,  para  la  ejecución  de  alguna  obra  pú- 
lica,  debe  ir  acompañada,  además  de  los  estu- 
dios técnicos  que  determina  el  Reglamento  de 
34  de  Mayo  de  1892,  de  un  certificado  de  depó- 
sito de  la  Caja  Fiscal  de  Lima,  cuya  cuantía 
fijará  el  Ministerio  de  Fomento,  entre  cien  y 
quinientos  soles." 

Se  dispone  en  el  artículo  2.""  que:  ''En  el  caso 
(fe  que  por  motivos  especiales  y  justificados,  no 
fuese  posible  al  peticionario    presentar,  desde 
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luQgo,  los  estudios;  deberá  asegurar  el  cumpli- 
miento de  tal  obligación  en  un  plazo  dado,  por 
medio  de  un  depósito  en  la  Caja  Fiscal  indica- 
da, por  la  suma  que  determinará  el  expresado 
Ministerio,  dentro  de  los  límites  de  mil  y  diez 
mil  soles." 

"El  valor  del  depósito  de  que  tratan  los  artí- 
culos anteriores,  dice  el  artículo  3.^  lo  perderá 
el  proponente,  á  favor  del  Fisco,  si  no  cumplie- 
se con  perfeccionar  el  contrato  de  la  concesión 
que  se  le  otorgase,  así  como,  en  caso  de  que  no 
presentase  los  estudios  técnicos/' 

"El  artículo  4°  manda  que:  "La  Dirección  de 
Obras  Públicas,  solo  dará  curso  á  las  solicitu- 
des sobre  obras  públicas,  una  vez  que  se  haya 
cumplido  con  los  requisitos  exigidos  por  esta 
resolución." 

Vías  de  comunicación  — Dasignamos  con  estas 
palabras,  en  el  Derecho  Administrativo,  los 
lugares  que  sirven  para  trasladarse  de  un  pun- 
to á  otro,  tanto  por  tierra,  como  por  el  agua. 

Pueden  dividirse  en  grandes  vías  y  pequeñas 
vías.  Las  primeras  comprenden  todas  las  co- 
municaciones, de  una  gran  extensión  y  de  un 
interés  general;  y  las  segundas,  son  las  que 
solo  tienen  un  interés  local.— En  las  primeras 
se  cuenta,  los  caminos  que  unen  departamen- 
tos, los  ríos  ó  canales  navegables:  en  las  segun- 
das, los  caminos  de  una  sola  circunscripción 
territorial,  las  calles  y  plazas  públicas  de  las 
ciudades. 

Su  importancia. — La  importancia  de  las  vías 
de  comunicación  está  fuera  de  toda  discusión. 
Probarla,  no  es  sino  enumerar  las  inmensas 
ventajas  que  proporciona  á  la  industria,  á  la 
agricultura,  al  comercio  y  al  Gobierno;  pues 
facilita  la  circulación  de  tropas,  las  investiga- 
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ciones  de  la  policía  y  la  ejecución  de  las  leyes: 
á  los  particulares  que  encuentran  facilidades 
y  seguridades  para  el  ejercicio  de  su  actividad, 
para  su  circulación  por  los  ciudades,  para  la 
baratura  y  abundancia  de  las  subsistencias. 
Las  vías  de  comunicación,  como  dice  Corme- 
nin,  sirven,  en  pocas  palabra,  para  distribuir  con 
igualdad  en  un  vasto  país,  el  orden,  la  abun- 
dancia, la  seguridad  y  todas  las  comodidades 
de  la  vida. 

Aunque  esta  importancia,  esta  necesidad  pa- 
ra un  país,  de  las  vías  de  comunicación,  no  na 
sido  discutida,  ni  jamás  puesta  en  duda;  el 
atraso  de  este  ramo  en  nuestra  patria,  hace 
que  insistamos  sobre  este  punto,  por  que  en  la 
Cátedra  y  en  la  prensa  y  por  doquiera,  es  un 
deber  clamar  por  la  imperiosa  necesidad  de  un 
servicio  público,  sin  el  que  no  es  posible  el  pro- 
greso, ni  engi'andecimiento  de  nuestro  pueblo. 
La  incuria  del  Gobierno  del  Coloniaje,  que 
llegó  hasta  dejar  perder  las  magníficas  rutas 
que  dejara  la  administración  de  los  Incas,  las 
trastornos  políticos  continuos  y  la  falta  de 
Administración  municipal,  durante  nuestra  vi- 
da independiente;  han  traído  como  consecuen- 
cia el  más  lamentable  estado  de  nuestras  vías 
de  comunicación. 

Para  nuestro  país,  cu}0  suelo  es  tan  rico  en 
toda  clase  de  productos  naturales;  que  ofrece 
en  sus  áridos  arenales  y  escarpadas  montañas, 
tantas  dificultades  paia  todo  trasporte;  en  que 
las  cordilleras  y  los  ríos  separan  y  aislan  po- 
blaciones, que  vejetan  en  la  miseria  y  la  iner- 
cia; para  nuestro  país,  mas  que  para  ninguno 
otro,  son  de  inmensa  utilidad,  de  vital  impor- 
tancia, los  caminos,  los  canales,  los  puentes, 
las  vías  de  comunicación.  En  una  palabra:  es 
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uecesario  que  éstas  hagan  fácil  el  comercio 
interior,  que  levanten  de  su  postración  los  pue- 
blos de  la  sierra  y  lleven  el  progreso  á  la  agri- 
cultura, que  es  la  vida  de  la  costa,  hoy  que  las 
artes  y  las  ciencias  le  dan  en  todo  el  mundo 
tanto  impulso,  mientras  entre  nosotros  langui- 
dece por  falta  de  medias  de  trasportar  á  las 
haciendas  del  interior  las  máquinas  y  elemen- 
tos que  tanto  aumentarían  el  cultivo.  Es  ne- 
nesario  que  faciliten  igualmente  la  explotación 
y  laboreo  de  minas;  que  hagan  posible  explo- 
rar y  aprovechar  el  expléndido  tesoro  de  nues- 
tra rica  montaña;  que  llamen  á  nuestro  suelo, 
con  las  facilidades  que  prestan  á  la  imigración 
sana  que  trae  consigo  el  trabajo;  el  capital,  el 
orden,  el  buen  ejemplo,  la  actividad  y  la  rege- 
neración en  fin  de  nuestro  país. 

Pródigos  en  teorías  y  en  dejar  escritos  los 
buenos  principios,  tenemos  reconocida  esa  im- 
portancia y  necesidad  en  multitud  de  leyes  y 
decretos.  Como  ellos  forman,  nuestro  Derecho 
Administrativo,  creemos  de  mas  significación 
citar  algunos.  Así  tenemos  un  decreto  de  14 
de  Febrero  de  1833  que  dice: 

**Los  caminos  son  los  medios  que  un  Gobier- 
no tiene  á  su  disposición  para  fertilizar  las  pro- 
vincias, que  no  son  suficientemente  producti- 
vas. La  producción  es  siempre  mas  costosa  y 
mas  cara  en  una  provincia,  que  tiene  que  hacer 
fuertes  gastos  para  trasportar  sus  productos. 

"Los  caminos  economizan  el  tiempo  y  hacen 
que  los  provechos  se  doblen  ó  tripliquen  por  la 
disminución  de  los  gastos. 

"La  facilidad  de  comunicación,  dice  un  de- 
creto de  6  de  Marzo  de  1837,  contribuye  esen- 
cialmente á  la  actividad  de  las  relaciones  co- 
merciales y  á  la  comodidad  de  los  viajeros:  im- 
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pulsan  enérgicamente  la  industria  y  las  rela- 
ciones mutuas  de  las  poblaciones;  y  es  uno  de 
los  medios  mas  seguros  de  extender  los  bienes 
de  la  civilización." 
Una  ley  de  28  de  Enero  de  1869  dice: 

"Que  el  medio  mas  eficaz  de  proteger  el  co- 
mercio y  progreso  general  de  los  pueblos,  es  fa- 
cilitar su  comunicación  con  los  mercados  ex- 
tranjeros y  nacionales/' 

Y  así,  en  otras  muchas  leyes  y  decretos  pos- 
teriores, que  reconocen  y  sientan  esta  impor 
tancia  y  necesidad. 

Además  de  esto,  la  acción  de  la  Administra- 
ción, no  puede  extenderse  á  los  puntos  lejanos 
del  territorio,  sin  la  facilidad  de  los  trasporta. 
En  los  pueblos  del  interior,  aislados  y  cortados 
por  ríos  ó  precipicios,  del  centro  de  las  pobla- 
ciones; reina  la  miseria,  no  se  siente  la  acción 
benéfica  de  las  leyes  que  cautelan  los  derechos 
é  intereses  privados  y  los  infelices  habitantes 
están  á  merced  del  despotismo  de  las  autorida- 
des locales  y  aún  de  los  ataques  de  malhecho- 
res, sin  que  puedan  ^^cudir  en  demanda  de  jus- 
ticia, para  evitarse  lo  primero,  ni  recibir  la 
protección  de  la  policía;  y  esto  solo  por  falta 
cié  vía 9  de  comunicación,  Aún  mas,  el  orden 
piV  lico  peligra  constantemente,  en  cuanto  á  la 
paz  interior,  porque  cualquier  caudillo  ambicio- 
so y  ardaz,  levanta  bandera  contra  las  autori- 
dades constituidaSjSin  que  éstas  puedan  enviar 
inmediatamente,  por  la  falta  de  caminos;  la 
fuerza  pública  necesaria,  dando  así  lugar  á  que 
se  acumule  elementos,  y  que  un  simple  motín, 
pase  á  ser  muchas  veces  una  encarnizada  gue- 
rra civil. 

En  una  palabra,  sin  vías  de   comunicación, 
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ni  hay  indiistria,ni  hay  agricultura,  ni  hay  co- 
mercio para  los  pueblos  y  ciudades  interiores; 
nS  es  posible  el  progreso  intelectual  y  material 
de  las  poblaciones. 

Según,  pues,  lo  dicho,  las  vías  de  comunica- 
ciáa  son  importantes  y  necesarias,  en  tal  gra- 
do que  pueden  considerarse  como  el  servicio 
administrativo  que  mas  cuidados  demanda  de 
la  Administración. 

"I.""  Son  medios  de  circulación  y  elementos 
de  riqueza  y  prosperidad; 

2."*  Son  instrumentos  necasarios  para  el  pro- 
greso social; 

"3."*  Garantía  del  orden  y  de  la  acción  admi- 
nistrativa, por  cuanto  ésta  sin  ellos,  no  se  ex- 
tiende hasta  las  extremidades  del  territorio^  ó 
llega  á  los  puntos  lejanos  sin  fuerza,  ni  sanción 
que  la  haga  eficaz; 

"á."*  Seguridad  y  posibilidad  para  los  habitan- 
tes de  hacer  valer  sus  derechos  y  demandar 
justicia  ante  el  poder  encargado  de  ella;  y 

"5."*  Contribuyen  y  afianzan  la  unidad  políti- 
ca, estableciendo  relaciones  necesarias  entre 
las  diversas  demarcaciones  locales,  evitando 
así  la  anarquía  moral; 

Vías  terrestres  ó  caminos —  Las  vías  para  el 
trasporte  y  tránsito  por  tierra  de  un  punto  á 
otro,  reciben  el  nombre  de  caminos.— Los  ca- 
minos pertenecen  al  dominio  público,  porque 
son  cosas  públicas,  que  pertenecen  á  la  Nación 
y  cuyo  uso  es  de  todos  [1].  Su  carácter  esen- 
cial es  que  son  imprescriptibles  y  no  pueden 
ser  materia  de  contratos  que  trasfieran  su  do- 
minio, como  bienes  públicos,  que  no  están  en 
el  comercio  de  los  hombres.  Pero  esta  prohi- 

(1)   41tículo  459  del  Código  Civil. 
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bición  está  solo  limitada  á  los  contratos  que 
tengan  por  objeto  sacar  los  caminos  del  uso 
público  para  convertirlos  en  propiedad  parti- 
cular, ó  con  otro  objeto;  mas  no  se  refiere  á 
ciertos  contratos  que  celebra  la  Administración 
sobre  esos  mismos  caminos  para  su  repara- 
ción, conservación  ó  goee  de  los  derechos  é  im- 
puestos que  regularmente  se  cobra  en  ellos,  ni 
prohibe  tampoco  la  entrega  por  cierto  tiempo, 
cuando  se  construya  por  empresa  para  su  ex- 
plotación, mediante  ciertas  condiciones  y  ase- 
gurando su  uso  para  todos,  puesto  que  cada 
uno  puede  caminar  por  donde  quiera,  sin  que 

{meda  impedírsele  esta  libertad.  (Ley  2.*,  títu- 
o  17>,  libro  4."  de  Indias). 

La  ley  1.*  del  mismo  título  y  libro,  dispone 
que  los  funcionarios  políticos  cuiden  de  que  en 
las  posadas  de  los  caminos,  se  de  á  los  tran- 
seúntes los  auxilios  necesarios,  por  sus  justos 
precios;  que  se  evite  las  extorsiones  y  maltra- 
tos y  que  haya  un  arancel  (1).  El  aislamiento 
de  los  caminos,  y  el  ser  los  tambos  los  únicos 
lugares  de  venta  en  ellos;  y  por  tanto  prestar 
facilidades  para  el  abuso  y  aún  extorsiones 
contra  el  viajero;  justifican  esta  restricción  á 
la  libertad  de  industrias,  si  bien  á  nuestro  jui- 
cio, no  tan  extensiva  como  la  fijaba  la  legisla- 
ción española. 

Clasiftcacíóii. — Entre  nosotros  nosotros  no  exis- 
te mas  ley  general  sobre  caminos  que  la  de  14 
de  Marzo  de  1857,  que  próximamente  estudia- 
remos. Así  es  que  para  la  clasificación  de  los 
caminos,  nos  atendremos  á  esas  disposiciones 
y  á  las  divisiones  mas  admitidas  por  el  Dere- 
cho Administrativo  de  los  diversos  países. 

(1)  Diccionario  de  García  Calderón. 
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Primeramente  los  caminos  son  públicos  y 

Srivaclos  ó  rurales.  Los  primeros  ya  los  hemos 
efinido,  y  se  caracterizan  porque  son  bienes 
imprescriptibles  de  la  propiedad  de  la  Nación 
y  uso  de  todos;  los  segundos  son  los  que  sirven 
para  el  tránsito  de  una  heredad  ó  fundo  parti- 
cular á  otro.  Estos  últimos  no  son  objeto  de 
mucho  estudio,  por  ser  servidumbres  ó  gravá- 
menes privados  que  tocan  al  Derecho  Civil. 
Sin  embargo,  como  este  curso  no  es  de  nuestra 
Facultad,  puedo  decir  dos  palabras  sobre  ellos. 

Los  caminos  rurales  pueden  adquirse  forzo- 
samente, ó  por  la  libre  voluntad  del  que  lo  con- 
cede. El  primer  caso  solo  tiene  lugar  cuando 
un  fundo  está  situado  de  modo  que  no  tenga 
salida  al  camino  público  y  entonces  puede,  pre- 
via indemnización,  pedir  tránsito  j)or  el  fundo 
vecino.  En  los  demás  casos,solo  puede  arbitrar- 
se caminos  rurales  por  convenio  de  los  intere- 
sados ó  por  otros  medios  que  señalan  las  leyes 
civiles. 

Pueden  constituirse  en  los  fundos  urbanos, 
pero  tienen  mas  lugar  en  los  rústicos  y  son  de 
tres  clases: 

"!.•  El  derecho  de  senda  ó  el  de  pasar  por  la 
heredad  ajena; 

"2,^  üil  de  llevar  por  la  heredad  agena,  bestias 
cargadas  ó  sea  derecho  de  carrera;  y 

''3.^  El  de  caminar  ó  de  llevar  carros  carga- 
dos." 

Los  caminos  públicos  son  nacionales,  depar- 
tamentales, comunales  ó  vecinales  y  estratégi- 
cos. Los  primeros  son  los  que,  abren  comuni- 
caciones de  un  interés  general;  los  departamen- 
tales, los  que  solo  atañen  á  intereses  propio^  de 
las  diversas  localidades,  es  decir,  que  unen  los 
departamentos,  entre  sí,  ó  las  provincias  de  un 
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mismo  departamento;  y  comunales,  los  que  se 
establece  entielos  diversos  pueblos  de  una  mis- 
ma circunscripción  territorial. 

Se  llama  caminos  estratégicos,  los  construi- 
dos especialmente  para  facilitar  el  movimiento 
de  las  tropas.  Esta  clasificación  de  los  caminos 
en  nacionales,  departamentales  y  conjunídes, 
es  la  admitida  en  casi  todas  las  legislaciones, 
como  base  principal,  fundándose  en  la  mayor 
ó  menor  importancia  de  los  intereses  que 
unen,  y  según  el  origen  de  los  fondos  con  que 
se  construye,  y  á  cargo  de  quien  corren.  Los 
nacionales  ó  estratégicos  corren  á  cargo  de  la 
Administración  central,  y  los  comunales  y  de- 
partamentales, á  los  órganos  locales  de  estas 
diversas  circunscripciones  del  territorio. 

Existen  otras  clasificaciones  en  los  varios  de- 
rechos administrativos.  Así  el  Derecho  Admi- 
nistrativo español  llama  á  los  caminos  púM- 
cos,  vías  de  servicio  público  ó  carreteras  y  ks 
clasifica  en  públicas  ó  particulares;  las  prime- 
ras son  según  su  utihdad  ó  importancia,  vías 
de  primer,  de  segundo,  ó  tercer  orden,  lo  que 
equivale  á  la  clasificación  de  nacionales,  depar- 
tamentales y  comunales. 

El  Derecho  Administrativo  francés  admite 
la  siguiente  clasificación:  I.""  caminos  públicos 
y  caminos  privados.  Los  públicos,  en  caminos 
a  cargo  del  Estado  y  de  los  departamentos,  lla- 
mados también  vías  nacionales  y  vías  departa- 
mentales; y  en  caminos  á  cargo  de  los  comu- 
nes ó  vecinales. 

Estos  se  subdividen  en  caminos  vecinales  de 
grande  comunicación,  que  atraviesan  varios 
comunes  y  se  ligan  á  las  vías  departamentales. 
Caminos  vecinales  de  interés  común  son  aque- 
llos que  interesan  á  un  grupo   de  comunes  y 
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que  se  diferencian  de  los  anteriores  en  que  no 
se  ligan  á  las  vías  departamentales;  y  por  últi- 
mo, caminos  vecinales  ordinarios,  que  unen  un 
común  áotro. 

En  ambos  países  »e  encuentra  organizado  un 
vasto  servicio  de  agentes  administrativos  para 
la  policía  especial  de  caminos.  Así  en  el  Dere- 
cho Administrativo  español,  existen  los  peones 
camineros  encargados  de  la  conservación  y 
cuidado  de  los  caminos  y  los  celadores  de  cami- 
nos, que  inspeccionan  éstos  y  velan  sobre  los 
peones  camineros.  Estos  últimos  requieren  ap- 
titudes especiales  y  conocimientos  facultativos. 

En  Francia  existe  un  servicio  muy  compli- 
cado. Hay  un  consejo  general  de  puntes  y  cal- 
zadas, presidido  por  el  Ministro  de  Obras  Pú- 
blicas: un  cuerpo  de  ingenieros  de  puentes  y 
<^lzadas;  un  cuerpo  de  inspectores  y  además 
conductores,  encargados  de  ayudar  á  los  inge- 
nieros; picadores^  guarda  cantones^  ú  obreros 
estacionarios  en  los  caminos  para  su  conserva- 
ción, etc.,  guarda-puentes,  guarda-diques, 
guarda-lagunas,  etc.,  etc. 

Entre  nosotros  no  existe  formalizado  un  ser- 
vicio administrativo  de  esta  clase,  ni  tenemos 
un  reglamento  general,  que  reglara  y  diera 
unidad  al  ramo  de  caminos.  Por  esta  razón  va- 
mos á  exponer  algunos  principios  generales. 

rrincipios  generales — Los  principios  que  son 

§eueralmente  adoptados  y  que  rigen  en  casi  to- 
as las  legislaciones,  son  relativos  á  tres  cosas: 
"I.""  Construcción  de  los  caminos; 
"g.*"  Sus  reparaciones;  y 
"3.^  Su  policía  ó  sea  su  conservación." 
Respecto  de  la  construcción,  se  observa  las 
mismas  reglas  que  para  cualquiera  obra  públi- 
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ca,  empleando  los  diversos  sistemas  de  cons- 
trucción que  ya  hemos  estudiado. 

La  construcción  de  los  caminos  reconoce 
siempre  por  causa,  especialmente  los  naciona- 
les, un  motivo  de  utilidad  pública  y  por  esto  en 
ninguna  otra  obra  pública  hay  mas  derecho 
mra  proceder  á  la  enagenación  forzosa  de  Jas 
propiedades  privadas,  quesean  ne3esarias  para 
a  construcción  del  camino. 

Al  construirse  un  camino  se  debe  fijar  el  li- 
mite que  lo  separe  de  los  fundos  privados,  que 
se  hallen  situados  á  sus  costados. 

Los  caminos  se  hallan  bajo  la  inspección  del 
ingeniero  de  Estado  que  nombre  el  Gobierno, 
para  todo  lo  que  respecta  á  la  parte  facultati- 
va de  la  construcción. 

El  Estado  se  reserva  regularmente  la  inspec- 
ción y  vigilancia  de  los  caminos  nacionales,  to- 
cando a  los  administradores,  locales  el  cuidado 
de  los  caminos  departamentales  y  comunales. 

Para  promover  la  construcción  de  los  cami- 
nos, puédese  elegir  uno  de  los  dos  sistemas 
opuestos,  porque  ó  se  sujeta  la  construcción  á 
las  reglas  de  la  centralización,  dejándola  al  cui- 
dado del  Gobierno  central  y  de  sus  agentes  di- 
rectos; ó  por  el  contrario  se  confia  á  las  autori- 
dades municipales  en  lo  que  respecta  á  los  in- 
tereses de  sus  localidades  respectivas. 

El  primer  sistema,  si  se  hace  exchisivo,  acu- 
mula en  la  Administración  central  infinitos 
cuidados  que  son  ajenos  á  su  naturaleza  y  con- 
trarios ala  importancia  de  sus  otras  funciones 
principales,  á  la  vez,  que  tratándose  de  las  lo- 
calidades no  satisfacen  completamente  las  ne- 
cesidades de  éstas,  pudiendo  estar  aquellas  le- 
{'os  del  centro  del  Gobierno,  no  serán  éstas  de- 
)idamente  aprQciadas. 
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El  segundo  sistema  es  mas  conforme  con  los 
intereses  locales  y  con  Ig.  libertad  que  deben 
gozar  los  municipios  en  la  administración  de 
esos  intereses,  si  bien,  por  la  inmensa  impor- 
tancia de  los  caminos,  conviene  que  la  admi- 
nistración central  conserve  una  intervención 
limitada  en  la  construcción  de  ellos,  siempre 
que  los  cuerpos  municipales,  no  atiendan  de- 
bidamente á  ese  ramo  tan  importante  en  los 
intereses  de  un  pueblo,  ó  que  sus  recursos  sean 
deficientes. 

Para  las  reparaciones,  que  el  uso  haga  ne- 
cesarias en  los  caminos;  debe  haber  un  cuerpo 
de  vigilancia,  que  proponga  inmediatamente 
éstas  á  las  empresas  ó  al  poder  encargado  de 
la  inspección  y  vigilancia  del  camino.  Este  ser- 
vicio facultativo  debe  hacerse  por  personas 
que,  por  sus  conocimientos  profesionales,  sean 
aptas  para  atender  á  esas  reparaciones. 

Para  el  servicio  de  la  policía  y  conservación 
de  los  caminos,  existe  organizado  un  cuerpo 
de  guardias  ó  peones  camineros,  que  recorren 
constantemente  el  camino,  cuidando  de  man- 
tener la  vía  en  buen  estado  y  sin  obstáculos 
para  el  tránsito,  impidiendo  que  los  propieta- 
'rios  de  los  fundos  colindantes  hagan  sembríos, 
fuera  de  los  límites  señalados  á  sus  fundos  6 
establezcan  caminos  rurales  que  atraviesen  la 
vía  pública,  sin  permiso  de  la  autoridad.  Este 
servicio  se  ejerce  bajo  la  inspección  y  vigilan- 
cia de  las  autoridades  locales.  Como  sanción 
de  las  disposiciones  acerca  de  la  policía  de  los 
caminos,  todas  las  legislaciones  y  reglamentos 
sobre  caminos,  establecen  penas  á  todos  los 
que  hagan  dafíos  en  el  camino,  como  demoli- 
ciones de  las  obras,  derribo  de  los  árboles  que 

19 
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formen  la  calzada,  ó  robo  de  los  materiales 
destinados  á  las  reparaciones. 

Nuestro  Código  Penal  contiene  á  este  respec- 
to la  disposición  del  artículo  361,  que  impone 
la  pena  de  arresto  mayor  en  segundo  grado, 
tres  meses  y  una  multa  equivalente  al  duplo 
del  valor  del  daño  causado,  á  los  que  por  cual* 
quíer  medio  que  no  sea  el  incendio,  causen  da- 
ño en  los  puentes,  caminos  ú  otros  objetos  de 
uso  común.  Asimismo,  el  reglamento  de  ferro- 
carriles establece  penas  de  multa  y  arresto  á 
los  que  se  hagan  culpables  de  daños  en  los  ca- 
minos de  hierro. 

Tales  son  los  principios  que  establecen  las  le- 
gislaciones sobre  caminos. 

Estudiando  -  ahora  nuestra  legislación,  solo 
encontramos  la  ley  de  14  de  Marzo  de  1857. — 
Esta  ley  se  ocupa  primero  de  la  clasificación 
de  los  caminos,  que  divide  en  nacionales,  que 
son  los  que  unen  los  puertos  con  los  pueblos 
del  interior  ó  la  capital  de  la  República  con  los 
departamentos;  departamentales,  los  que  unen 
unos  departamentos  con  otros  ó  las  provincias 
de  un  m^!smo  departamento;  y  comunales,  los 
que  unen  unos  pueblos  con  otros.  [Artículo  I.*"] 

Esta  clasificación  ha  sido  conservada  en  la 
ley  de  municipalidades  de  1873  y  en  la  ley  de 
13  de  Noviemore  de  1886,  que  creó  las  Juntas 
Departamentales  en  i^eemplazo,  en  parte,  de 
los  extinguidos  Concejos  de  la  misma  circuns- 
cripción. Así,  los  Concejos  administran  el  ra- 
mo de  caminos  de  la  provincia,  bajo  la  inspec- 
ción facultativa  del  ingeniero  del  departamen- 
to, pero  los  que  unen  capitales  de  provincia  y 
de  los  puentes  que  en  él  se  encuentran;  corre- 
rán á  cargo  de  las  Juntas  Departamentales. 
Artículo  95,  ley  de  Municipaliaades,  é  inciso 
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12  del  art.  100  de  la  novísima  ley  de  1892  y  ar- 
tículo 6.°  inciso  5.""  de  la  ley  de  13  de  Noviem- 
bre de  1886.] 

El  JiiStado  tiene  la  suprema  inspección  de  to- 
dos los  caminos;  los  nacionales  están  bajo  la 
dirección  del  Ministerio  de  .Obras  Públicas;  los 
departamentales  bajo  la  de  las  Juntas  departa- 
mentales, creadas  nuevamente,  como  hemos 
dicho,  por  la  ley  de  rentas  fiscales  citada;  y  los 
comunales  bajo  la  de  las  Municipalidades.  (Ar- 
tículo 2.**  ley  de  Marzo  de  1357.)    - 

Los  caminos  nacionales  son  costeados  con  los 
fondos  de  la  Nación;  los  departamentales  con 
los  del  departamento;  y  los  comunales  con  los 
de  los  pueblos;  recibiendo  del  Estado,  tanto  ios 
últimos  como  los  segundos,  los  auxilios  conve- 
nientes, según  sus  necesidades  é  importancia. 
(Artículo  2.^  de  la  misma  ley.) 

Los  gastos  que  demanda  la  conservación  y 
reparación  de  los  caminos  y  puentes  departa- 
mentales, son  obligatorios  para  las  Juntas  de- 
partamentales. [Artículo  6.**  de  la  ley  de  13  de 
iíoviembre  de  1886]  y  son  facultativos  de  las 
mismas  Juntas,  los  que  demande  la  construc- 
ción de  los  caminos,  puentes  y  demás  obras 
que  se  emprenda  en  el  departamento,  [ley   de 
13  de  Noviembre  de  1866],  distribuyéndose  los 
gastos  que  ocasionen  las  demás  obras,  que  no 
sean  puentes  ú  obras  de  arte,  en  terceras  par- 
tes entre  el  departamento,  la  provincia  y   los 
distritos,  que  el  camino  atraviesa;  y  debiendo 
hacerse  dichos  gastos  bajo  la  administración  é 
inspección  depaitamental,á  quien  corresponde 
determinar  la  parte  de  dinero  ó  de  trabajo  con 
que  debe  contribuir  el  Concejo  Provincial  ó  de 
distrito,  cuyos  territorios  recorre  el  camino  pro- 
yectado. 
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Se  considera  como  caminos  nacionales,  la  co- 
municación por  el  Pacífico  y  la  que  se  haga  por 
los  ríos  navegables  ó  por  caminos  que  unen  el 
interior  con  los  puertos  de  las  montañas  ó  con 
otras  Naciones,  (ley  de  14  de  Marzo  del  57,  ar- 
tículo 3.^) 

Entre  las  mejoras  que  hayan  de  hacei'se  en 
los  caminos,  ocuparán  el  primer  lugar  la  cons- 
trucción y  conservación  de  puentes  y  calzadas, 
según  lo  exijan  los  ríos;  y  la  de  tambos  y  hos- 
picios en  loa  lugares  desiertos.  (Artículo  4."*  de 
la  misma  ley.) 

Calles — Son  los  espacios  que  quedan  en  las 
ciudades,  villas  ó  pueblos  entre  las  -  dos  líneas 
que  forman  los  edificios.  Las  calles  son  cami- 
nos urbanos,  y  en  ese  sentido  y  por  su  calidad 
de  cosas  públicas  i)ara  el  uso  de  todos,  están 
sometidas  á  la  acción  administrativa  para  su 
reglamentación.  Debemos  pue^  estudiar,  en  es- 
ta parte  de  nuestro  curso,  las  disposiciones  que 
las  rigen. 

Como  cosas  que  están  fuera  del  comercio,  las 
*  calles  son  imprescriptibles,  como  los  caminos;  y 
no  se  puede  celebrar  sobre  ellas  otros  contratos 
que  los  relativos  á  su  arreglo  y  compostura. 

Corresponde  á  la  administración  municipal, 
representada  hoy  por  los  Concejos  Provincia- 
les, determinar  la  dimensión  y  construcción  de 
las  calles  y  plazas  y  para  ello  tienen  la  facultad 
de  dictar  las  resoluciones  que  convenga  sobre 
expropiación  de  los  terrenos  que  necesiten  y 
sobre  la  parte  de  trabajo  ó  dinero  con  que  de- 
ben contribuir  los  propietarios,  arrendatarios 
y  poseedores  pi^o  vidiviso  de  las  fincas  que  se 
ocupen  ó  atraviesen.  [Artículo  77  inciso  3.''  loij 
de  Municipalidades.] 
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Las  atribuciones  que  los  Concejos  ejercen 
sobre  las  calles  pniblicas,  son  las  siguientes: 

"!.•  Atender  al  aseo  de  ellas,  para  lo  cual 
existe  organizado  el  servicio  de  *'Baja  Policía^', 
que  se  verifica,  ya  por  administración  directa, 
y  mas  generalmente,  por  empresa  particular, 
que  adquiere  el  servicio  en  pública  subasta.'' 

Para  cumplir  esta  atribución,  la  Corporación 
municipal  tiene  la  policía  y  vigilancia  de  ellas, 

{)ara  conminar  á  los  vecinos  á  los  deberes  que 
es  impone  el  reglamento  de  Policía  municipal. 
[Artículo  27  á  39.]  Para  ello  existen  los  Inspec- 
tores de  distrito; 

"2*"  Deben  velar  por  la  comodidad  de  la  vía 
pública,  atendiendo  á  mantener  la  libertad  del 
tráfico  y  la  seguridad  de  los  transeúntes,  pro- 
hibiendo las  carreras  de  bestias  y  carruajes  y 
el  arrojar  materiales  desde  lo  alto  de  los  edin- 
cios  en  construcción  6  demolición,  etc.,  etc. 

Reglamentar  el  servicio  de  los  carruajes  pú- 
blicos, detallando  las  reglas  para  la  circula- 
ción; designando  los  lugares  en  que  podrán  si- 
tuarse á  disposición  del  público  esperando  pa- 
sajeros ó  carga;  exigiendo  la  inscripción  de  to- 
dos los  carruajes  en  la  oficina  municipal,  para 
•  conceder  la  respectiva  licencia  para  el  tráfico, 
previo  examen  de  las  condiciones  de  solidez  y 
aseo;  determinando  las  condiciones  para  ejer- 
cer el  oficio  de  conductores  de  los  carros,  las 
obligaciones  de  éstos,  en  sus  relaciones  con  el 
público,  las  penas  que  deberán  imponérseles 
por  sus  faltas,  y  fijando  las  tarifas  á  que  deben 
sujetarse  en  las  carreras.  (Título  11  del  regla- 
mento de  Policía  municipal  y  reglamento  mu- 
nicipal de  Carruajes  de  5  de  Junio  de  1874.) 

^'S.""  Cuidar  del  ornato  de  la  población,no  per- 
mitiendo deformidad,  ni  inseguridad  en  la  par- 
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te  exterior  de  los  edificios,  determinando  el  es- 
pesor de  las  paredes  exteriores,  altura  de  los 
pisos  y  balcones;  la  alineación  de  las  calles;  la 
numeración  de  las  casas;  la  cerca  de  los  terre- 
nos sin  fábricas;  ordenando  la  pintura  y  cons- 
tante aseo  de  las  fachadas  por  los  propietarios; 
y  por  último,  imponer  multas  á  los  que  falten 
a  estas  disposiciones.  (Artículo  131  á  144  del 
Reglamento  de  Policía  municipal.)" 

Para  cumplir  esta  atribución  de  atender  al 
ornato  de  la  población,  se  prohibió  en  lo  abso- 
luto la  construcción  de  balcones  cubiertos,  pro- 
hibición que  fué  ratificada  por  resolución  su- 
prema de  10  de  Mayo  de  1873. 

^'Ninguna  persona  puede  abrir  excavaciones 
en  la  vía  pública,  sin  previa  licencia  municipal 
y  pago  de  derechos,  y  sujetándose  á  las  pres- 
cripciones que  la  Municipalidad  exija  para  cui- 
dar de  la  seguridad  de  los  transeúntes,  de  la 
libre  circulación  por  las  veredas  y  calzadas  y 
de  que  no  se  ocasione  desperfectos  que  per- 
judiquen la  forma  y  solidez  del  pavimento. 
(Ordenanza  municipal  de  2  de  Junio  de  ISTO.'') 

^'También  se  exige  licencia  municipal  y  pago 
de  derechos,  para  la  ocupación  de  la  vía  públi- 
ca, no  pudiéndose  ocupar  la  acera  sino  la  cal- 
zada, en  la  mitad  de  su  ancho.  (Ordenanza  mu- 
nicipal de  3  de  Junio  de  1869.'') 

Ferrocarriles.— Son  las  vías  de  comunicación 
y  de  trasporte  formadas  por  dos  bandas  de 
fierro  paralelas,  llamadas  rieles  y  sobre  las 
cuales  marchan  los  carros  movidos  por  má- 
quinas de  vapor,  llamadas  locomotoras.  (1) 

Esta  aplicación  del  vapor  a  las  vías  de  co- 
municación, permitió  asociar  en  un  grado  ma- 

(1)  Diccionario  General  de  Administración. 
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ravilloso  la  velocidad  con  la  fuerza,  la  facilidad 
y  economía  del  trasporte  con  el  aumento  del 

Seso  en  la  carga.  Le  dio  un  medio  poderoso 
e  activar  la  circulación  y  un  elemento  de 
prosperidad  al  comercio  y  á  la  industria  para 
los  que  el  tiempo  es  la  vida;  consiguiendo  así 
alcanzar  la  mayor  perfección  en  las  comunica- 
ciones. 

**Ijos  caminos  de  fierro  son  un  signo  de  la 
civilización  moderna;  y  asi  asentamos  como 
regla  general,  que  en  los  pueblos  mas  cultos 
abundan  estos  medios,  y  en  los  menos  cultos 
escasean  ó  faltan  del  todo.  (Colmeiro.) 

Los  países  de  inmensa  extensión  y  de  pobla- 
ciones  muy  apartadas  entre  sí  y  cuyos  acci- 
dentes topográficos  dificultan  el  tráfico  y  ha- 
cen incómodos  é  inseguros  los  caminos  carre- 
teros, son  los  que  más  necesitan  los  ferrocarri- 
les, como  el  medio  de  comunicación  mas  ade- 
cuado para  vencer  la  naturaleza,  suprimir  las 
distancias  y  establecer  la   verdadera  cohesión 
de  intereses  y  continuidad  de  relaciones,  que 
debenunir  á  todos  los  habitantes  de  una  Nación. 
Pero  si  los  caminos  de  fierro  presentan  ma- 
yores ventajas  que  las  demás  vías  de  comuni- 
cación, se  les  objeta  el  inconveniente  de  su  mu- 
cho  costo  y  de  exigir,   por  consiguiente,  el 
empleo  de  fuertes  cajjitales.    Sin  embargo,  se 
ha  contestado  á  esa  objeción,  demostrando  por 
medio  de  cifras,  que  el  gasto  está  compensado 
con  la  economía  real  y  positiva  que  reporta  á 
una  Nación.    Un  economista  suizo,  Risler,  de- 
mostraba que  con  una  red  de  rieles  un  mil  se- 
senta y  dos  kilómetros,  Suiza  obtenía,  en  la 
fecha  que  hizo  el  cálculo,  una  economía  de 
sesenta  millones  de  francos,  solo  en  gastos  de 
trasportes,  sin  contar,  lo  que  se  economizaba 
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por  conducción  de  cartas,  tráfico  de  tropas, 
disminución  de  averías  en  las  mercaderías  y 
supresión  de  comisiones  y  pontazgo;  y  hacien- 
do el  mismo  cálculo  para  Inglaterra  y  Francia 
obtuvo  un  resultado  de  una  economía  anual 
de  un  mil  millones  de  francos,  para  cada  una 
de  esas  Naciones, 

Sin  tener  por  exactas  estas  cifras,  es  induda- 
ble que  ellas  revelan  y  prueban  el  hecho  de  que 
los  ferrocarriles  son  para  una  N^<  ion,  los  ca- 
minos que  ofrecen  mas  grandes  ventajas  y 
que  siendo  efecto  generalmente  de  la  prospe- 
ridad  y  riqueza  de  un  pueblo,  son  también 
causa  de  su  progreso  y  bienestar. 

Debe  tenerse  en  cuenta  siempre  para  su  es- 
tablecimiento, el  grado  de  actividad  del  comer- 
cio y  la  necesidad  de  él.  Cuando  un  país  está 
pobre  y  se  lanza  a  la  construcción  de  líneas  fé- 
rreas, con  preferencia  á  caminos  mas  humil- 
dos  y  menos  costosos,  emprende  una  mala  es- 
peculación, inutiliza  grandes  capitales,  que  no 
{)roducen  los  beneficios  que  debieran;  porque 
os  medios  de  trasporte  superan  á  las  necesida- 
des del  tráfico  y  del  comercio.  Por  esto,  el  Es- 
tado debe  ser  cauto  para  lanzarse  á  la  construc- 
ción de  las  vías  férreas  y  establecer  reglas  pa- 
ra ellas  y  para  la  clasificación  de  los  caminos 
Súblicos,  según  los  bien  entendidos  intereses 
e  la  Nación. 

Principios  generales  sobre  los  ferrocarriles^ — Los 
caminos  de  fierro  forman  parte  de  las  vías  de 
comunicación,  de  interés  general,  y,  por  consi- 

fuiente,  tienen  los  mismos  caracteres  que  los 
emás  caminos,  perteneciendo  su  dominio  á  la 
Nación. 

Y  no  podía  ser  de  otro  modo,  dasde  que  esos 
caminos  de  fierro  renneij  todos  los  caracteres 
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distintivos  que  se  pueden  señalar  para  los  ca- 
sos del  dominio  publico: 

"I."*  Son  inalienables,  y,  por  lo  mismo,  im- 
prescriptibles; es  decir,  no  suceptibles  de  apro- 
piación privada  por  su  misma  naturaleza,  pues 
aunque  resultado  del  trabajo  del  hombre,  en- 
tra en  ellos,  como  elemento  indispensable,  el 
suelo  de  la.  Nación." 

2."*  Eí^tan  afectos  al  uso  de  todos,  por  tanto 
forman  uno  de  los  ramos  del  dominio  nacio- 
nal, que  comprende  todos  los  bienes  que  son  de 
goce  común;  y  de  los  cuales  los  extranjeros 
mismos,  pueden  aprovechar  como  los  naciona- 
les; [IJ  y 

^'S.''  Forman  parte  del  territorio  nacional." 

De  este  carácter  de  cosas  públicas,  se  deduce, 
que  las  compañías  ó  empresas  que  gozan  de 
una  concesión  para  la  construcción  y  explota- 
ción de  un  camino  de  ñerro,  no  son  sino  los 
empresarios  de  una  obra  pública,  en  cuanto  á 
la  construcción;  y  los  empresarios  de  un  servi- 
cio público  de  trasporte,  en  cuanto  á  la  explo- 
tación. Por  consiguiente,  no  adquieren  la  pro- 
Siedad  del  camino;  y  la  concesión  misma  de 
uración  determinada,  no  signiñca  otra  cosa, 
que  un  medio  para  asegurar  los  beneñcios  de 
los  capitales  empleados  en  la  construcción  y 
explotación. 

Como  el  Estado  es  el  administrador  de  los 
bienes  nacionales,  tiene  la  facultad  de  inter- 
vennir  en  la  construcción  y  explotación  de 
los  caminos  de  ñerro,  cuaado  no  los  explota 
por  sí  mismo.  Interviene,  ejerciendo  una  ins- 

Sección  y  vigilancia  sobre  la  línea  férrea  y  sus 
ependencias. 

<1)  Traite  de  la  fortune  publique  par  Mr  carel  et  Boulatiguier. 
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Interviene  en  la  construcción,  fijando  las 
condiciones  de  ella,  en  los  contratos  que  se 
apruebe  con  las  empresas,  tanto  en  Ja  parte 
técnica  como  en  la  administrativa,  asociándo- 
se a  la  construcción,  ya  por  medio  de  subven- 
ciones en  plata,  ya  por  garantía  de  un  interés 
á  los  capitales  que  se  preste  en  caso  de  insufi- 
ciencia; fijando  un  período  de  tiempo  para  la 
conclusión  de  los  estudios  preparatorios^  y  otro 
para  la  entrega  de  la  línea  al  servicio  público; 
inspeccionando  ésta  por  medio  de  sus  ingenie- 
ros, antes  de  que  se  abra  al  público,  para  ver  si 
están  cumplidas  las  condiciones  del  contrato 
en  la  parte  técnica  y  que  no  peligre  la  seguri- 
dad y  comodidad  de  los  viajeros  ó  la  misma 
duración  de  los  caminos. 

Interviene  en  la  explotación,  cuando  ésta  se 
hace  por  empresas  particulares,  ya  por  arren- 
damiento de  la  línea  ó  por  concesión  para  su 
construcción: 

''1.^  En  la  parte  técnica,  como  trazo  de  la  lí- 
nea; sitio  de  las  estaciones;  conservación  de  los 
materiales;  ejecución  de  los  trabajos  necesa- 
rios  para  esta  conservación;  señales  en  la  vía 
y  todos  los  detalles  del  servicio,  bajo  el  punto 
de  vista  de  la  regularidad  y  seguridad. 

'*2.''  En  lo  que  concierne  á  la  explotación  co- 
mercial, fijando  el  máximun  de  las  tarifas  pa- 
ra fletes  y  trasportes  y  la  necesidad  de  su  per- 
miso para  su  modificación." 

La  construcción  de  los  caminos  ó  el  arrenda- 
miento de  su  explotación,  debe  hacerse  en  pú- 
blica subasta;  necesitándose,  en  todo  caso,  la 
autorización  legislativa  para  la  primera. 

Corno  consecuencia  de  la  facultad  de  inter- 
venir que  se  arroga  el  Estado,  tiene  la  de  re- 
glamentar el  servicio  de  los  ferrocarriles  y 
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aprobar  el  reglamento  especial  que  debe  for- 
mular cada  empresa,  y  de  ejercer  la  policía 
del  caraino  férreo  por  medio  de  agentes  espe- 
ciales nombrados  al  efecto. 

Construcción  de  los  ferroí^arriles. — La  construc- 
ción puede  emprenderse  ó  directamente  i)or  el 
Estado  ó  por  empresas  particulares,  en  virtud 
de  una  concesión. 

Existe  además  un  sistema  mixto,  ó  sistema 
de  subvenciones  que  fué  adoptado  en  Francia. 
El  sistema  mixto,  combina  la  acción  del  Esta- 
do y  la  de  la  industria  privada,  representada 
por  los  particulares  ó  compañías  que  obtengan 
la  concesión  para  la  construcción  de  los  cami- 
nos y  que  no  pueden  acometer  la  construcción 
por  deficencia  de  fondos. 
El  sistema  mixto  reviste  tres  formas: 
"1."*  Puede  el  Estado  reservarse  la  ejecución 
de  obi*as  determinadas; 

"2.*^  Puede  dar  una  subvención  en  metálico 
ó  valores,  que  se  entrega  por  períodos  determi- 
nados; y 

''S"*  Fijar  un  mínimum  de  interés  ó  un  inte- 
rés fijo  por  el  capital  que  se  invierta  en  la  obra 
bajo  las  indicaciones  que  se  detalla  en  las  con- 
cesiones." 

XEl  primero  de  estos  sistemas  ha  sido  adopta- 
do y  seguido  en  Bélgica  y  Alemania.  Por  el 
contrario,  en  Inglaterra  y  Estados  Unidos  se 
entregó  la  construcción  y  explotación  de  los 
ferrocarriles  á  la  industria  privada,  alcanzan- 
do maravillosos  resultados;  pero  que  mas  bien 
tienen  por  causa  las  condiciones  esneciales  de 
esos  países  en  su  actividad  comercial,  libertad 
é  instituciones  políticas,que  en  las  mismas  ven- 
tajas  del  sistema. 

En  Francia,  que  es  donde  mas  se  ha  discu' 
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tido  sobre  esta  materia,  se  empleó  altemati- 
mente  ambos  sistemas.  En  un  principio  se  re- 
chazó la  subvención  del  Estado.  Después  se 
prescribió  por  la  carta  de  los  caminos  de  fie- 
rro de  1842,  que  debían  concurrir  á  la  ejecn- 
ción  simultáneamente  el  Gobierno,  los  depar- 
tamentos y  comunes  directamente  interesados 
y  las  compañías.  A  éstas  se  las  daba  en  arren- 
damiento la  explotación  del  ferrocarril  por  un 
plazo,  á  cuya  terminación  la  compafíía  suce- 
sora  ó  el  Estado,  debían  reintegrar  á  la  ante- 
rior el  valor  del  material. 

En  1848,  se  propuso  en  los  Cámaras,  que  to- 
dos los  ferrocarriles  pasasen  al  dominio  del 
Estado,  proyecto  que  encontró  viva  y  ardiente 
oposición.  En  1858  y  1859,  se  adoptó  el  sistema 
mixto,  el  cual  se  halla  establecido  hasta  el  día, 
en  el  régimen  de  los  caminos  de  fierro  france- 
ses, fijando  para  las  concesiones  de  las  compa- 
ñías el  plazo  de  noventa  y  nueve  años  y  la  ga- 
rantía de  un  interés,  en  caso  de  insuficiencia 
de  capitales. 

La  cuestión  de  si  el  Estado  debe  emprender 
por  sí  los  caminos  de  fierro  ó  dejarlos  á  la  indus- 
tria privada,  es  mas  bien  cuestión  de  ai)lica- 
ción,  dependiente  de  las  circunstancias  espe- 
ciales de  cada  país,  de  las  condiciones  por  las 
que  atraviesa  en  ciertas  épocas,  de  la  mayor  6 
menor  afluencia  de  capitales  a  su  mercado,  de 
sus  costumbres  y  tradiciones,  del  carácter  de 
sus  instituciones  y  aún  de  los  hábitos  que  en- 
gendra su  organización  social  y  política.  Como 
se  vé,  las  diferentes  Naciones  han  resuelto  de 
diversos  modos  la  cuestión;  pues  si  Bélgica. 
Alemania  y  Holanda  han  probado,  que  por  el 
primer  sistema  se  puede  dotar  el  país  de  nu- 
merosas vías  de  comunicación  de  este  generó; 
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Inglatera  y  Estados  Unidos  han  alcanzado  ma- 
ravillosos resultados,  como  ya  he  dicho,  con  el 
sistema  contrario  y  probado  la  gran  potencia 
de  la  industria  privada,  entregada  á  su  ley  na- 
tural: la  libertad  y  la  competencia. 

Para  nosotros,  la  solución  del  problema  está 
en  la  aplicación  de  esa  regla  general  de  buena 
administración;  que  es  un  axioma  en  el  orden 
industrial  económico: 

''El  Estado  no  debe  hacer  por  sí  mismo,  lo 
que  los  particulares  pueden  ejecutar  mejor  que 
él  también  como  él  ó  sin  él;  y  solo  cuando  fal- 
ta la  mciativa  individual,  puede  sustituirla  la 
del  Estado;' 

Por  esto,  los  economistas  de  la  escuela  hberal 
y  la  mayor  parte  de  los  publicistas  han  dado 
la  ventaja  al  sistema  de  las  empresas  particu- 
lares, garantizándoles  la  explotación  del  cami- 
no por  cierto  tiempo. 

Se  muéstralos  funesios  resultados  de  susti- 
tuir la  triste  y  costosa  intervención  de  los  agen- 
tes del  Poder  á  la  actividad  de  los  individuos, 
con  las  siguientes  máximas  [por  tales  las  re- 
puto:] 

"No  hablo  únicamente  en  interés  de  la  indus- 
tria privada,  hablo  también  en  interés  del  Es- 
tado, del  Estado  que  gimiendo  ya  bajo  el  peso 
de  la  centralización  administrativa,  se  le  quie- 
re recargar  con  el  insoportable  de  centraliza- 
oión  industrial.  Eso  es  retrogradar  en  vez  de 
avanzar;  es  volver  á  los  tiempos  en  que  se  creía 
eltra.bajoun  derecho  inherente  al  soberano, 
un  derecho  de  regalía.  [1] 

**E1:  progreso  que  marcha  á  la  libertad,  es 
'dquel  en  que  el  rol  del  Estado  debe  estar  tan 

(1)  Montalembert. 
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restringido  cuanto  sea  posible,  aquel  en  que 
los  ciudadanos  hacen  todo  por  sí  mismos  y  no 
apelan  á  la  intervención  administrativa,  siao 
cuando  no  se  puede  pasar  sin  ella."  [1] 

Es  indudable  que  el  sistema  de  construcción 
de  los  caminos  de  fierro  por  la  industria  priva- 
da, es  mas  conforme  á  las  leyes  económicas 
que  rigen  á  la  sociedad. 

"La  prudencia  prohibe,  dice  Blaise,  imponer 
ai  Estado  una  carga  de  los  trabajos,  que  el 
menor  suceso  político  puede  comprometer." 

"Cada  cosa  en  su  lugar:  el  Gobierno  á*la  ca- 
beza de  sus  negocios  propios:  los  agentes  ad- 
ministrativos en  sus  oficinas;  y  los  industriales 
en  los  talleres  y  estaciones." 

Para  la  construcción  de  todo  ferrocarril,  es 
necesario  previamente  demostrar  su  utilidad 
y  practicabilidad;  y  una  vez  probados  estos 
dos  puntos,  sea  que  el  Gobierno  haga  por  ú 
mismo  la  obra,  sea  que  algún  particular  ó  com- 
pañía solicite  la  concesión,  se  deben  empren- 
der los  estudios  preliminares  de  la  vía,  acom- 
pañando la  empresa  que  solicite  la  obra  6  los 
ingenieros  que  nombre  el  Estado,  los  presu- 
puestos y  datos  necesarios.  [2] 

La  empresa  que  solicita  la  concesión  debe 
acreditar  además,  que  ha  prestado  garantías  y 
fianzas  para  responder  no  solamente  por  la  eje- 
cución del  ferrocarril,  sino  también  que  queda- 
rá realizado  en  el  tiempo  señalado  y  con  las 
condiciones  de  solidez,  sujeción  á  los  planos  y 
demás  de  la  propuesta. 

La  concesión  es  provisional  ó  definitiva.  La 
primera  tiene  lugar  después  de  hechos  los  estu- 

(1)  Montalembert 

(2)  Ley  de  8  de  Noviembre  de  '83^ 
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dios  preliminares  y  ajustadas  por  ambas  par- 
tes la»  condiciones  del  contrato.  La  segunda, 
es  después  de  la  pública  subasta  y  adjudicación 
del  remate,  si  la  administración  ha  sido  auto- 
rizada previamente  por  el  legislador;  pero  si 
falta  esta  autorización,  la  concesión  no  puede 
considerarse  como  definitiva,  hasta  que  ella  se 
obtenga. 

Las  condiciones  de  las  concesiones  á  las  em- 
presas, varían  según  los  diversos  contratos, 
pudiendo  señalar  como  mas  generales  las  si- 
guientes: 

"I.""  La  determinación  de.un  plazo,  ya  para 
el  privilegio  que  puede  durar  todo  el  tiempo 
de  la  explotación,  ó  un  plazo  menor.'' 

"2.**  Las  causas  por  las  cuales  debe  conside- 
rarse caduca  la  concesión." 

"S""  La  prescripción  de  la  ejecución  en  un  pla- 
zo fijo  y  uso  continuo  de  la  vía." 

'*4.^  Los  privilegios  y  exenciones  que  pue- 
de gozar  la  compañía  constructora." 

"S.""  La  garantía  de  un  interés  que  el  Estado 
señala  al  capital  empleado  por  la  compañía;  y 
•'6.''  El  beneficio  que  generalmente  se  le  con- 
cede de  emitir  obligaciones." 

Explotación  de  los  ferrocarriles. — Antes  de  todo, 
debe  sentarse,  como  un  principio  general,  hoy 
reconocido,  casi  como  axioma,  que  el  Estado  no 
debe  explotar  por  sí  los  ferrocarriles,  convir- 
tiéndose en  un  empresario  de  trasportes,  por- 
que es  sabido  que  el  Estado  es  mal  industrial  y 
peor  especulador;  y  porque  el  interés  privado  es 
la  mejor  garantía  de  la  conservación  y  mejora 
del  servicio  de  los  ferrocarriles  en  explotación. 
Pero  como  ya  hemos  dicho,  el  Estado  intervie- 
ne en  la  explotación,  como  interviene  en  su 
construcción,  vigilando  los  ferrocarriles  para 
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la  comodidad  y  seguridad  deLtráfico,  fijando  el 
máximum  de  las  tarifas;  reglamentando  el  ser- 
vicio para  conjurar  los  daños  y  peligros  á  que 
están  expuestos  los  viajeros  y  las  propiedades 
situadas  en  las  cercanías;  y  evitar,  en  lo  posible 
á  la  previsión,  los  accidentes  que  hacen  tan  te- 
mible el  poder  indomable  y  ciego  de  la  fuerza 
motriz  de  los  ferrocarriles. — Para  esto  se  seña- 
la las  obligaciones  de  las  empresas,  sus  respon- 
sabilidades por  los  accidentes  que  causen  y  las 
penas  á  que  están  sujetas;  y  se  detalla  todo  lo 
relativo  á  las  señales  en  la  vía,  á  la  marcha  de 
los  trenes,  á  las  estaciones  ó  paraderos  y  facto- 
rías; en  una  palabra,  á  todo  lo  que  tienda  á  la 
seguridad  y  comodidad  del  viajero. 

Como  el  Estado,  según  hemos  dicho,  es  el 
propietario  de  los  caminos  de  fiierro,  y  las  em- 
presas no  deben  considerarse  sino  como  adju- 
dicatarias  de  un  servicio  público,  toca  á  aquel 
señalar  las  tarifas  para  el  pago  del  ñete  de  los 
viajeros  y  de  la  carga,  no  debiendo  permitir 
aumento  alguno  en  la  fijada  en  las  contratas 
primitivas  y  que  haya  sido  admitidas  por  la  em- 
Dresa.  Asimismo,  no  se  permite  que  se  rebaje 
\  a  tarifa  máxima  que  se  haya  fijado, .  si  no  se 
iia  estipulado  así  en  las  contratas,  y  una  vez  re- 
bajada, no  se  debe  aumentar  sin  aviso  antici- 
pado. 

En  Estados  Unidos,  en  el  Estado  de  Illinois, 
las  tarifas  son  fijadas  por  el  Legislativo,  que 
señala  el  máximo  que  la  empresa  debe  cobrar 

f)or  pasajes  de  fletes  y  de  carga.  Así,  el  Legis- 
ativo  de  ese  Estado  votó  en  7  y  16  de  AbrU 
de  1872  dos  leyes  que  Hmitaron:  la  una,  las  ta- 
rifas de  los  trasportes  para  viajeros,  tomando 
por  base  para  la  escala  de  los  fletes,  el  produc- 
to bruto  que  las  compañías  obtenían  anual- 
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mente  por  cada  milla  de  explotación  del  cami- 
no, y  la  otra,  para  el  trasporte  de  las  mercade- 
rías. 

En  los  contratos  que  celebia  el  Gobierno  con 
las  empresas  concesionarias,  se  señala  las  ta- 
rifas que  debe  cobrar  la  empresa,  por  pasajero 
y  carga;  y  se  estipilla  que  el  empresario  puede 
rebajar  los  precios  máximos,  pero  una  vez  re- 
bajados, no  pueden  aumentarse,  sin  aviso  por 
los  periódicos  con  un  mes  de  anticipación  para 
los  viajeros  y  dos  para  la  carga,  [cláusula  23 
de  la  resolución  suprema  del  remate  de  arren- 
damiento del  ferrocarril  de  Lima  á  Chancay 
en  11  de  Noviembre  de  1876.] 

Entre  nosotros,  las  tarifas  son  fijadas  por  el 
Supremo  Gobierno;  y  rige  para  ellas  el  decreto 
de  23  de  Abril  de  1874,  en. que  se  fija  dichas  ta- 
rifas. 

Lefirislación — Las  disposiciones  legales  que  nos 
rigen  en  materia  de  ferrocarriles,  están  conte- 
nidas en  el  Reglamento  general  de  ferrocarri- 
les, formado  por  el  Colegio  de  Abogados  y  ele- 
vado á  ley  en  17  de  Enero  de  1876.  Este  Re- 
glamento contiene  ciento  diez  y  siete  artículos 
divididos  en  seis  capítulos. 

Vamos  á  hacer  su  análisis. 

Según  el  artículo  I.""  de  dicho  Reglamento: 

^'La  inspección  y  vigilancia  de  los  ferroca* 
rriles,  tanto  en  la  parte  facultativa  como  en 
la  mercantil,  la  intervención  directa  en  los  di- 
versos ramos  de  sus  explotaciones,  su  policía  y 
buen  régimen  en  todo  lo  que  pueda  afectar  la 
seguridad  de  las  personas  y  al  desarrollo  de 
los  intereses  materiales;  corresponden  al  Mi- 
nisterio de  Gobierno  con  arreglo  á  la  ley  de  14 
de  Marzo  de  1857." 

20 
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Para  el  ejercicio  de  esta  inspec^ióa  y  vigilan- 
cia en  todo  lo  facultativo,  el  GobI  rno  nombra 
por  cada  ferrocarril,  un  ingeniero  de  Estado, 
siempre  que  lo  crea  necesario.  Este  Ingeniero 
ijispector,  siempre  que  reciba  órdenes: 

^^Inspeccionará  la  línea  y  mandará  un  infor- 
me detallado  sobre  el  estado  del  ferrocarril  y 
sus  dependencias  á  la  Junta  Central,  para  que 
ésta  proponga  las  medidas  que  crea  necesarias. 
Aquellas  mejoras  ó  reparación,  de  pequeña 
importancia,  que  el  inspector  crea  necesa  i-ias, 
puede  prescribir  directamente  á  la  empresa, 
que  las  haga  inmediatamente.  Si  ésta  no  las 
cree  justas,  deberá  ocurir  dentro  de  ocho  días 
al  Ministerio  de  Gobierno,  por  conducto  del 
Prefecto,  para  que  disponga  lo  conveniente. 
(Artículo  2.^  3.^  é.""  y  5.^) 

Esto  en  cuanto  á  la  inspección  facultativa. 

En  cuanto  á  la  vigilancia  para  la  policía  del 
ferrocarril,  buen  régimen,  orden  y  seguridad 
de  las  personas: 

''Habrá  •  un  comisario  de  vigilancia  y  los 
agentes  que  se  determine  en  el  reglamento  e 
pecial  de  cada  ferrocarril,  según  las  necesid  - 
des  del  tráfico.  Estos  individuos  son  pagaaos 
y  nombrados  por  la  empresa;  pero  para  ejer- 
cer sus  funciones,  se  recabará  la  apiobacion 
del  Prefecto  del  departamento,  donde  se  halle 
la  estación  principal,  el  que  les  expide  los  res- 
pectivos títulos.  Los  conductor^  ^  de  tren,  son, 
por  ese  hecho,  agentes  de  vigUan  *.a.  Estos  agen- 
tes tienen  obligación  de  no  negar,  en  ningún 
caso,  su  apoyo  á  los  empleados  de  la  empresa 
en  ejercicio  de  sus  atribuciones  [articulas  6.*, 

Las  empresas  de  ferrocarrilles  tienen  las  si- 
guientes obligaciones: 
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"1/  Suministrar  al  Gobierno  anualmente  to- 
dos los  datos  estadísticos  relativos  al  tráfico  de 
los  ferrocarriles,  con  arreglo  á  los  cuadros  que 
les  remite  la  sección  respectiva.'' 
ñ  ^'2/  Presentar,  antes  de  principiar  la  explo- 
tación del  ferrocarril,  un  reglamento  especial 
al  Gobierno,  para  su  revisión  y  aprobación. 

El  Gobierno  lo  aprueba,  previo  informe  de  la 
Junta  Central  de  Ingenieros;  pero  si  quiere  he- 
cer  modificaciones,oirá  antes  á  la  empresa.  Una 
vez  aprobado  el  reglamento  especial,  debe  ser 
observado  extrictamente,  y  no  puede  ser  modi- 
ficado por  la  empresa,  sin  autorización  del  Go- 
bierno. 

Con  respecto  al  público,  tiene  la  empresa  ias 
obligaciones  siguientes: 

"!.''  Debe  proporcionar  al  público,  con  arre- 
glo á  su  contrata  y  á  los  respectivos  reglamen- 
tos, las  mayores  facilidades,  comodidades  y  se- 
guridades posibles." 

"S.*"  Debe  hacer  que  sus  agentes  se  porten 
con  la  mayor  urbanidad  y  compostura." 

''S.''  Conservar  las  estaciones  en  estado  de 
aseo  y  comodidad." 

*^4.''  Hacer  que  los  trenes  entren  y  salgan 
de  las  estaciones  á  las  horas  fijadas  de  ante- 
mano." 

"5.^  Conservar  ios  coches  y  todo  el  material 
rodante  en  estado  de  decencia  y  aseo." 

Respecto  á  los  pasajeros,  el  Reglamento  le? 
impone  obligaciones,  con  el  objeto  de  atender 
á  su  seguridad,  orden  y  comodidad. 

Así: 

*'Es  prohibido  subir  ó  bajar  al  coche  después 
de  la  señal  de  partida,  ó  antes  de  la  parada,  ni 
circular  por  los  rieles,  bajo  pena  de  multa  d  e 
uno á diez  soles  ó  arresto  de  cinco  horas  á  dos 
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días.  Los  pasajeros  tienen  derecho  á  no  viajar 
en  coches,  cuyos  asientos  estén  todos  ocupados 
y  pueden  exigir  de  la  empresa  la  devolución 
del  respectivo  pasaje:  no  deben  viajar  sin  bole- 
tos; y  si  se  toman  en  los  coches,  se  pagará  el 
cincuenta  por  ciento  de  recargo.  [Artículos  23, 
24,  25  y  27.] 

"Se  prohibe  á  los  viajeros  introducir  en  los 
coches  animales  de  cualquiera  especie,  armas 
de  fuego,  cartuchos  6  materiales  explosivos: 
abrir  la  puerta  de  los  coches  sin  permiso  del 
guarda- frenos  respectivo;  pasar  de  un  carro  á 
otro,  cuando  esté  en  marcha.^' 

Con  respecto  á  los  fundos  que  colindan  con 
las  vías  férreas,  la  empresa  tiene  las  obligacio- 
nes siguientes: 

"Cercar  las  partes  del  camino  que  les  deter-      i 
mine  el  ingeniero  inspector,  por  requerirlo  así 
la  seguridad  d^^  la  línea  ó  protección  de  las  per- 
sonas ó  propiedades:  , 

''Estas  cercas  deban  ser  respetadas  por  los 
transeúntes,  los  que  serán  multados  en  caso  de 
subir  á  ellas,  ó  deteriorarlas. 

"Es  prohibido  construir  edificios  ó  ramadas 
con  techos  de  paja  ú  otros  materiales  combus- 
tibles, dentro  de  una  zona  de  veinte  metros,  a 
partir  de  ambos  lados  del  ferrocarril.  [Artículos 
53,  59  63.1 

"Cuando  la  vía  de  los  ferrocarriles  atraviese 
las  calles  de  una  población,  la  empresa  hará  uu 
arreglo  especial  con  la  Municipalidad  respecti- 
va, a  fin  de  obtener  recíprocamente  la  seguri- 
dad del  público  y  del  ferrocarril.  Este  arreglo 
deberá  ser  soi^etido  al  Gobierno  para  su  apro- 
bación. [Artículo  66.] 

El  reglamento  contiene  además,  disposicio- 
nes para  la  seguridad  del  tráfico,  tales  como 
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la  de  no  entregar  al  tráfico  ninguna  línea,  sec- 
ción ó  ramal,  sin  previa  autorización  del  Go- 
bierno, después  de  una  inspección  competente; 
lo  mismo  respecto  de  los  viaductos,  túneles,  lo- 
comotoias  nuevas,  ó  las  que  han  sufrido  cam- 
bios, renovaciones  ó  composturas  y  los  carros, 
todo  lo  que  se  someterá  á  las  pruebas  que  de- 
signen los  ingenieros.  Igualmente  se  prescribe 
que  cada  estación  de  ferrocarril  y  cada  punto 
donde  deben  cruzarse  los  trenes,  tendrá  una 
estación  telegráfica.  No  puede  salir  un  tren  ex- 
traordinario sin  anunciarlo  primero,  por  el  te- 
légrafo á  los  trenes  puestos  en  marcha;  y  lle- 
varán una  luz  en  cada  extremo,  durante  la  no- 
che. 

En  el  capítulo  5.^  se  ocupa  el  Reglamento  de 
los  accidentes,  reputándose  como  tales,  todo 
acontecimiento  capaz  de  poner  en  peligróla  vi- 
da, la  salud  ó  los  intereses  de  los  pasajeros  ó  del 
público  en  general;  aunque  tal  acontecimiento 
no  sea  efecto  de  la  casualidad. 

.''También  son  accidentes:  toda,  interrupción 
en  el  tráfico,  todo  atraso  notable  en  la  marcha 
de  los  trenes  y  toda  suspensión  prolongada  en 
la  comunicación  telegráfica,  (art.  109.) 

Respecto  de  los  accidentes,  la  empresa  tiene 
obligación  de  investigar  por  sus  empleados,  las 
causas  que  los  motivó  y  de  consignar  las  me- 
didas adoptadas  en  un  libro  especial,  llamado 
"Registro  de  accidentes."  Debe  dar  parte,  por 
el  jefe  de  estación  mas  caracterizado,  a  la  au- 
toridad política  del  lugar  mas  próximo.  Si  hay 
muertos,  heridos,  etc.,  ó  grave  daño  en  los  in- 
tereses de  los  pasajeros,  la  autoridad  que  reci- 
ba el  parte  lo  trasmitirá  al  Juez  que  correspon- 
da, para  que  actúe  el  respectivo  sumario.    Es 

bligación  de  la  empresa    tener   en  cada  esta^ 
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ción  una  máquina  preparada  para  le v^antar  va- 
por á  primera  orden  y  salir  al  aviso  del  acci- 
dente. También  está  la  empresa  obligada  á 
conducir  al  lugar  del  accidente  uno  ó  mas  mé- 
dicos, según  la  naturaleza  del  caso,  siempre 
que  sean  necesarios  sus  servicios  y  que  haya 
posibilidad  de  conseguirlos. 

Hay  otras  disposiciones  relativas  á  las  seña- 
les, que  deben  poner  los  trenes  en  marcha,  que 
sufran  un  accidente  y  á  las  medidas  que  deben 
tomar. 

Por  iiltimo,  dispone  el  Reglamento  que  las 
multas  que  se  recaude  por  infracción  de  él,  se- 
rán entregadas  por  mitad  á  los  Concejos  de- 
partamentales (1)  y  provinciales,  en  cuya  ju- 
risdicción hubiese  tenido  lugar  la  falta  come- 
tida. Artículo  99,  inciso  G,""  de  ia  ley  orgánica  de 
Municipalidades. 

Tal  es  el  reglamento  general  de  ferrocarri- 
les, al  que  puede  decirse  sirve  de  complementa 
el  general  de  señales,  dado  en  22  de  Febrero  de 
1876,  para  establecer  un  sistema  uniforme  de 
señales  para  el  fácil  servicio  de  todos  los  ferro- 
carriles de  la  República,  seguridad  de  los  via- 
jeros y  protección  de  la  carga  trasportada. 

Puertos. — Son  puertos  los  lugares  seguros  y 
defendidos  de  los  vientos,  donde  pueden  entrar 
las  embarcaciones,  que  sirven  para  la  importa- 
ción y  exportación  cíe  las  mercaderías. 

Entre  las  obras  públicas  de  carácter  civil,  á 
las  que  debe  la  Administración  cuidados  espe- 
ciales, se  encuentra  como  muy  importantes 
los  puertos. 

El  mejoramiento  y  la  implantación  de  los 
trabajos  de  muelles,  diques,  arsenales,  etc.,  son 

(1)  Hoy  supresos. 
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otras  tantas  obras  que  interesan  á  la  sociedad 
entera,  y  sin  los  cuales  no  puede  progresar  el 
comercio  marítimo. 

El  mar  es  uno  de  los  medios  de  comunica- 
ción, que  da  vida  al  comercio  y  al  cambio  de 
los  productos  de  los  diferentes  países.  Sin  puei*- 
tos,  es  decir,  sin  buenos  fondeaderos  para  los 
buques,  donde  puedan  encontrar  defensa  para 
las  tempestades  y  embarcar  y  desembarcar 
efectos,  á  salvo  de  los  golpes  de  mar;  no  hay 
verdadero  comercio.  Mientras  mayores  seguri- 
dades ofrezca  una  Nación  en  sus  puertos,  acre- 
cerá su  comercio;  y  por  consiguiente,  la  salida 
de  sus  productos,  esto  es,  el  adelanto  de  su  in- 
dustria manufacturera  y  agrícola.  Hay  países 
que,  por  su  situación  mediterránea,  carecen  de 
esos  lugares  de  salida  para  los  mares;  y  ellos 
no  pueden  gozar  de  todos  los  beneficios  que  da 
la  constante  comunicación  con  los  países  mas 
adelantados.  Los  puertos  son,  pues,  importan- 
tísimos y  se  deben  contar,  entre  las  mejoras 
que  con  mas  ahinco  debe  atender  la  Adminis- 
tración. 

Los  puertos  son  llamados  francos,  cuando 
entran  y  salen  embarcaciones  de  cualquiera 
Nación,  sin  pagar  derechos  por  ellos,  ni  por  sus 
mercaderías.  En  el  Perú  no  hay  puertos  fran- 
cos en  su  totalidad,  siéndolo  únicamente  para 
ciertas  y  determinadas  mercaderías. 

Se  nombra  también  puertos  secos  ó  interio- 
res, aquellos  lugares  en  las  fronteras,  donde  se 
establece  Aduanas. 

Los  deberes  de  .  la  Administración  para  los 
puertos,  se  reducen  á  vigilarlos  cuidadosamen- 
te, para  impedir  que  no  se  eluda  las  disposicio- 
nes que  sobre  ellos  se  establezca,  así  como  pa- 
ra resguardar  el  territorio  de  los.  ataques  exte- 
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riores.  con  cuyo*  objeto   existe  la  armada  na- 
cioxial. 

Debe  la  administración  procurar  la  construc- 
ción de  muelles,  rompe-olas,  diques;  en  una  pa- 
labra, atender  á  todo  lo  relativo  á  la  seguri- 
dad y  facilidades  de  embarque  y  desembarque. 
Las  disposiciones  por  las  que  la  Administra- 
ción cumple  sus  deberes,  son  de  tres  clases: 

'1.**  Las  que  se  ocupan  de  todo  lo  relativo  á 
la  policía  de  los  puertos  y  su.  reglamentación; 
''2.''  Las  disposiciones  sobre  las  Aduanas  que 
según  el  decreto  orgánico  de  policía  de  1873,  to- 
can al  ramo  de  marina;  y  derechos  que  se  debe 
pagar  por  las  mercaderías;  y 

''3.''  Las  que  declaran  la  clase  del  tráfico  que 
se  permite  en  cada  puerto.'' 

Nuestros  puertos  se  clasifican,  según  su  im- 
portauí^ia,  en  nuertos  mayores,  menores  y  cale- 
tas habilitadas  par¿i  cargar  productos  naciona- 
les. 

''En  los  puerto?;  mayores,  están  admitidos  to- 
dos los  buques  extranjeros,  amigos  ó  neutra- 
les, que  concurran  á  ellos,  á  hacer  el  comercio; 
sujetándose  sus  capitanes  á  la  extricta  obser- 
vancia del  Reglamento  de  Comercio.  (Artículo 
1."*  del  Reglamento  de  Comercio.] 

"En  los  puertos  mayores  es  permitido  á  los 
buques  nacionales.^  extrajeres  reembarcar  y 
traslada,r,  con  destiño  á  otros  mayores  y  para 
el  extranjero,  mercaderías  afectas  á  derechos. 
1  Artículos  9  y  14.] 

''De  los  puertos  mayores  á  los  menores,  y  de 
un  puerto  menor  á  otro  menor,  pueden  reem- 
barcar y  trasbordar  todos  los  buques  con  carga 
que  no  adeuden  derechos  ó  con  productos  na- 
cionales. [Artículo  11.] 
''Las  caletas  habilitadas  están  abiertas  á  los 
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buques  extranjeros  para  cargar  productos  na- 
cionales; pero  para  esto  han  de  salir  de  los  puer- 
tos mayores  ó  menores  en  lastre  ó  con  frutos 
del  país.  [Art.  12  del  Roglamento  de  Comecio."] 

Solo  los  buques  nacionales  pueden  conducid* 
mercaderías  que  no  adeuden  derechos  ó  cargar 
frutos  del  país  de  los  puertos  mayores  ó  meno- 
reSjá  las  caletas  habilitadas  ó  de  una  á  otra  ca- 
leta. Pueden  hacer  este  comercio,  en  caso  de 
necesidad,  los  buques  extranjeros,  pero  con  el 
permiso  de  los  Administradores  de  las  Adua- 
nas principales.. 

Para  concluir  diremos,  que  segiin  la  ley  de 
Ministros,  la  inspección  de  los  muelles,  diques 
y  demás  obras  que  no  sean  de  fortificación  en 
los  puertos,  corresponde  al  Ministerio  de  Comer- 
cio. 

Para  el  servicio  administrativo  y  marítimo  de 
los  puertos,  hay  Capitanes  de  puerto,  á  los  que 
están  encomendada  la  policía  de  los  puertos  y 
son  los  jefes  natos  de  los  matriculados  de  marina 
Sus  obligaciones  están  detalladas  en  leyes  y  de- 
cretos especiales.  A  ellos  toca  recoger  la  corres- 
pondencia marítima  que  conduzcan  los  buques; 
lacer  la  visita  délos  buques  á  su  entrada  y  sa- 
lda de  los  puertos;dar  su  permiso  para  fondear; 
fijar  las  líneas  de  barlovento  y  sotavento  de  los 
buques,  en  conformidad  con  el  viento  constan- 
te que  reina  en  cada  puerto;  señalar,  según  las 
locaUdades,  los  sitios  en  que  los  buques  deben 
lomar  y  botar  lastre;  y  cuidar  de  que  se  cum- 
pla todas  las  disposiciones  que  se  dicte  acerca 
de  la  policía  de  los  puertos. 

"Les  es  prohibido  á  los  Capitanes  de  puerto, 
ocuparse,  ni  directa,  ni  indirectamente  en  el  co- 
merció, ni  la  industria  de  mar,  ni  deben  tomar 
parte  en  el  pago  de  jornales  y  salarios  que  se 
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abone  á  los  matriculados  de  su  dependencia, 
pues  las  autoridades  nada  tienen  que  hacer  con 
el  trabajo  privado  de  los  individuos.  [Resolu- 
ción de  3  de  Diciembre  de  1870." 

Los  Capitanes  de  puerto  dependen  in  media- 
ra en  te  de  la  Comandancia  General  de  Marina 
y  tienen  bajo  sus  órdenes  un  número  de  embar- 
caciones con  sus  respectivos  marineros  y  patro- 
nes. 

A2:nas  bfljo  el  punto  de  vista  administrativo— El 
régimen  de  las  aguas  abraza  en  Su  mas  lato 
sentido,  t^das  las  reglas  que  sobre  ellas  contie- 
nen las  legislaciones,  sea  para  reglar  su  utilidad 
común,  sea  para  definir  su  dominio,  sea  para 
reparar  los  perjuicios  que  pueden  causar.  Bajo 
el  punto  dp  visi;a  administrativo,  el  régimen  de 
las  aguas  no  comprende,  sino  aquellas  que  es- 
tán sometidas  á  las  Administración,  lo  que  re- 
sulta de  la  misma  naturaleza  y  situación  topo- 
gráfica de  las  aguas.  Están  excluidas  todas  las 
que  son  suceptibles  de  un  derecho  absoluto  de 
propiedad  privada,  por  su  naturaleza,  cuando 
no  son  navegables,  ya  por  su  situación  en  algún 
terreno  ó  fundo  de  privado  dominio. 

Clnsificarión  délas  asruas — Dos  divisiones  se  ha- 
ce de  las  aguas  en  el  Derecho  Administrativo; 
Aguas  del  dominio  público,  y  Aguas  de  domi- 
nio privado.  Todas  las  aguas  de  esta  última  na- 
turaleza están  regidas  por  las  disposiciones  del 
Derecho  Civil. 

El  dominio  público  de  las  aguas  es  de  dos  cla- 
ses: Dominio  público  marítimo  y  Dominio  pú- 
blico fluvial. 

El  primero  comprende; 

Las  cosías  y  el  mar  adyacente  al  territorio,  hasta  la  distancia  que 
alcanza  un  tiro  de  cañón. 
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El  dominio  público  en  la  costa  solo  compren- 
de lo  que  se  llama  ribera,  es  decir: 

Qiianto  se  cubre  del  agua  del  mar,  cuando  mas  cresce  en  todo  p\ 
aflo,  quier  en  riempo  de  invierno  ó  de  verano    (1) 

Comprende  también  el  dominio  publico  ma- 
rítimo: 

Los  puertos,  radas  y  obras;  los  aluviones  que  forman  'os  olas,  asi 
como  Ío9  terrenos  que  dejan  en  seco. 

El  dominio  público  fluvial  comprende  los  ríos 
y  sus  cauces^  entendiéndose  por  cauce  todo  el 
terreno  que  bañan  las  aguas  en  sus  crecidas  or- 
dinarias. 

Los  ríos  que  no  son  nave.2:ables,  están  cona- 
prendidos  en  el  dominio  público;  y  por  consi- 
guiente, no  son  susceptibles  de  apropiación  pri-, 
vada,  en  sus  aguas,  cauces  y  riberas. 

Nuestras  leyes  no  distinguen  los  ríos,  no  an- 
ualmente en  navegables  ó  no  navegables,  para 
determinar  de  una  manera  expresa,cuando  per- 
tenecen al  dominio  público;  y  cuando  pueden 
apropiaree  por  los  individuos. 

En  el  Derecho  Administrativo  francés,  esta 
clasificación  de  navegables  y  flotables  (2)  y  no 
navegables,  ni  flotables,  es  la  que  sirve  para  dis- 
tinguir el  dominio  público  y  privado  en  las 
aguas. 

El  nuestro,  escasea  en  reglas  á  este  respecto, 
y  hay  necesidad  de  acudir  a  diversos  textos  pa- 
ra sancionar  el  principio  general,  de  que  las 
aguas  navegables  y  flotables  son  exclusivamen- 
te cosas  públicas;  y  las  no  navegables,  ni  flota- 
bles pueden  pertenecer  al  dominio  privado. 

El  artículo  498  del  Código  Civil,  dice: 

(1)  Ley  4  título  28  partida  3.» 

(2)  En  el  sentido    que  sirvan  de  medios  de  trasporte,  por  el  flote. 
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Que  en  los  ríos  navegables  son  del  dominio  públicj  los  terrenos  de 
nueva  formación  convertidos  en  islas. 

Y  el  499: 

Que  en  los  nó  naveg  ibles,  corresponderán  estas  islas  á  los  propia- 
taríos  de  las  orillas  háeia  donde  ellas  se  formen. 

Las  islas  no  son  sino  lo  accesorio  del  lecho 
del  río;  y,  por  consiguiente,  se  desprende  de  es- 
tas dos  disposiciones  del  Código  Civil,  que  en 
los  ríos  no  navegables,  se  reconoce  el  dominio 
privado,  mientras  no  sucede  lo  propio  en  los 
que  sirven  para  la  navegación.  Está  confirma- 
da la  propiedad  privada,  en  los  ríos  no  navega- 
bles, sus  cauces  y  riberas  por  el  artículo  497, 
que  dice:  "Si  el  río  se  abre  nuevo  cauce  por  fin- 
cas ribereñas,  los  propietarios  de  estas  adquie- 
ren, por  vía  de  compensación,  el  antiguo  álveo 
abandonado,  en  proporcióa  del  terreno  que  per- 
dieron." 

Sin  embargo,  es  necesario  tener  en  cuenta, 
que  este  derecho  de  propiedad  de  los  ribereños, 
á  las  aguas  no  navegables  ni  flotables,  está  li- 
mitado al  uso  de  esas  aguas  v  sujeto  á  los  res- 
pectivos reglamentos,  cuando  atraviesan  las 
heredades.  (Art.  1135  del  Código  Civil.) 

Si  el  propietario  del  fundo  ribereño,  no  lo 
es  sino  de  una  sola  orilla,  no  puede  sino  intro- 
ducir en  su  fundo  la  cantidad  de  agua  que  re- 
quiera el  regidío  de  sus  tierras,  en  la  propor- 
ción que  señala  el  reglamento  respectivo.  Este 
reglamento  es  el  de  Cardán,  que  próximamen- 
te estudiaremos.  No  puede,  pues,  desviar  el 
curso  del  río,  abriendo  por  ejemplo,  un  nuevo 
cauce  por  sus  tierras,  porque  aqui  su  derecho 
está  limitado  por  el  darecho  de  terceros. 

Pero  si  el  agua  atraviesa  por  medio  del  fun- 
do, el  propietario    puede    disponer,  no  simple- 
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mente  de  uno  ó  mas  riegos,  sino  que  puede  em- 
plearlos á  su  antojo,  dándole  los  usos  que  crea 
convenientes;  desviando  el  curso,  dirigiéndolo 
como  necesite  hacerlo,  y  con  la  única  limita- 
ción de  dar  al  agua,  cuando  salga  de  su  fundo, 
su  curso  natural,  sujetándose  en  su  derecho  á 
los  reglamentos  ya  indicados. 

Además,  toda  propiedad  privada  sobre  aguas 
está  sujeta  á  las  limitaciones '  que  establece  la 
ley  civil,  por  las  servidumbres  que  menciona, 
como  son  las  de  desagüe  y  acueductos,  etc. 

Son  también  aguas  que  deben  considerarse 
en  el  dominio  público: 

Los  rios,  riachuelos,  manantiales  y  puquios 
que  no  se  encuentren  formando  parte  de  una 
heredad  particular;  los  lagos,laguhas,  fuentes 
pantanos,  estanques,  nacidos  ó  formados  en  te- 
rrenos del  Estado  ó  del  común. 

Finalmente,  las  aguas  termales  que  tienen 
inmensa  importancia  para  la  Administración 
por  sus  ventajas  para  la  salubridad  pública. 

Es  necesario  advertir,  que  estas  aguas,  si 
bien  del  dominio  público,  pueden,  á  diferencia 
de  las  navegables,  ser  enagenadas  (exceptuan- 
do, á  nuestra  juicio,  las  aguas  termales,)  y  pa- 
sar al  dominio  privado,  previas  las  formalida- 
des que  la  ley  designe  para  la  traslación  del 
dominio  de  los  bienes  del  Estado.  Son  bienes 
públicos  que  están  en  ol  comercio  del  hombre  y 
pueden  considerarse  como  res  nullius  y  por  lo 
mismo  pueden  ser  adjudicados  por  el  Estado. 

Ríos.— Entre  las  aguas  corrientes,  las  mas  im- 
portantes para  la  admitdstración  y  como  obje- 
toc  del  Derecho,  son  esas  porciones  de  aguas 
que  corren  en  el  territorio  de  un  paísy  que  for- 
man parte  de  él.  El  Gobierno  interviene  en  los 
ríos  para  la  clasificación  de  sus   aguas,  decía- 
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rando  si  son  ó  no  navegables,  reglando  el  uso 
de  sus  aguas  para  riego  6  flote;  y  para  adjudi- 
car las  islas  que  en  ellos  se  forme  ó  el  terreno 
que  dejen  seco,  cuando  mudan  de  cauce,  para 
arreglar  la  pesca  que  se  hace  en  ellos. 

Cuando  los  rios  son  navegables  pertenecen 
al  dominio  público,  como  hemos  visto;  y  es  un 
deber  del  Gobierno  ordenar  su  exploración  y 
establecer  ó  permitir  que  se  establezca  líneas 
de  buques  para  la  navegación,  sin  la  que  no 
puede  progresar  el  comercio  interior,  ni  la  in- 
dustria. 

Entre  nosotros,  el  Ejecutivo  es  regularmente 
autorizado  por  el  Congreso,  para  la  exploración 
y  navegación  de  los  ríos,  como  puede  verse  en 
la  ley  de  15  de  Enero  de  1869,  por  lia  que  se  au- 
torizaba al  Ejecutivo  para  establecer  la  nave- 
gación por  los  ríos  '"'Tambo"  y  "Perene"  y  la  de 
los  ríos  "Urubamba^'  y  "Apúrimac".  Para  eso 
se  dispuso  la  formación  de  establecimientos  flu- 
viales en  la  confluencia  de  los  ríos  "Tambo"  y 
"Perene"  y  la  creación  de  una  Junta  Directiva 
de  navegación  fluvial,  compuesta  de  tres  indi- 
viduos nombrados  por  el  Gobierno,los  que  acor- 
darán y  expedirán  las  órdenes  que  juzguen  más 
convenientes  al  mejor  éxito  de  las  expediciones. 
[Artículo  2^.  de  la  ley  de  Enero  de  1869.] 

Cuando  los  ríos  son  límites  y  sirven  de  sepa- 
ración eixtre  dos  Naciones,  se  arregla,  general- 
mente por  una  Convención  especial,  la  nave- 
gación y  explotación  de  sus  aguas.  Tal  sucede, 
por  ejemplo,  con  el  río  -'Amazonas",  que  perte- 
neciéndonos  en  parte  y  en  parte  al  Brasil,  fue 
arreglada  su  navegación  por  la  Convención  ce- 
lebrada en  Lima  en  2  de  Octubre  de  1858. 

Ribera  de  los  rios. —Sobre  la  propiedad  parti- 
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€ular  en  la  ribera  de  los  ríos,  se  han  suscitado 
cuestiones  entre  algunos  jurisconsultos. 

Se  entiende  por  ribera,  el  terreno  adyacente 
que  las  aguas  del  río  cubren  en  su  mayor  cre- 
cida, sin  salir  de  madre.  Pretenden  algunos, 
que  estas  riberas  son  siempre  del  dominio  pú- 
blico, por  ser  una  parte  accesoria  del  río;  y  sien- 
do éste  del  dominio  público,  deben  serlo  tam- 
bién las  márgenes  ó  riberas,  puesto  que  no  es 
natural  separar  el  continente  del  contenido,que 
teniendo  este  carácter,no  puede  existir  en  ellas 
el  derecho  de  propiedad  privada. 

No  creemos  que  esto  sea  así:  dado  el  caso  que- 
el  río  sea  navegable,  es  natural  que  sus  ribe- 
ras pertenezcan  al  dominio  público;  pero  si  en 
esas  riberas  se  encuentra  una  propiedad  priva- 
da, no  hay  razón  para  que  no  se  respete,  siem- 
pre que  el  propietario  al  usar  y  j^ozar  de  su 
propiedad,  no  turbe,  ni  ponga  obstáculos  al  uso 
común  del  río,  ni  estorbe  la  navegación. 

Las  legislaciones  han  reconocido  el  derecho 
de  propiedad  en  las  riberas  de  los  ríos  no  nave- 
gables, si  bien  algunos  las  sujetan  á  ciertas 
cargas,  que  ayuden  al  uso  común  de  las  aguas; 
que  compense  los  beneficios  que  la  vecindad 
del  río  reporta  á  los  propietarios,  beneficios  ta- 
les como  los  de  aluvión,  pesca  ó  de  la  isla.  Las 
leyes  de  partida  reconocen  el  derecho  de  pro- 
piedad en  las  riberas  cuando  dicen: 

"E  como  quier  que  las  riberas  de  los  ríos,son 
en  cuanto  al  señorío  de  aquellas,  suyas  son  las 
heredades  á  que  están  ayuntadas  [unidas];  con 
todo  eso,  todo  ome  puede  usar  de  ellas.  [Ley  14, 
título  18,  partida  III]" 

En  nuestras  leyes  se  reconoce  también  ese  de- 
recho cuando  se  habla  del  derecho  de  accesión 
natural,  en  el  Código  Civil;  si  bien  no  se  dice 
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nada  de  las  riberas  de  los  ríos  navegables,  que         ] 
son  reconocidas  como  cosa  pública. 

Canales  de  navesración.-En  general,se  da  el  nom-  \ 
bre  de  canal  á  toda  cavidad  prolongada  y  des- 
cubierta, hecha  en  tierra,  piedra,  etc..  con  el 
objeto  de  llevar  agua  pí.ra  riego,  navegación, 
desagüe,  etc.  La  importancia  de  las  canales, 
cualesquiera  que  sean  los  fines  á  que  se  desti- 
nan, es  reconocida  por  todos  los  publicistas  y 
por  todas  las  Naciones. 

La  instrucción  legislativa  de  la  célebre  Asam- 
blea Nacional  francesa  de  1790;  asienta  esta 
importancia  con  las  siguientes  palabras: 

''Una  de  las  primeras  necesidades  del  comer- 
cio, uno  de  los  principales  objetos  de  la  vigilan- 
V  ia  de  las  administraciones,es  la  construcción  y 
conservación  de  los  caminos  y  canales  navega- 
bles.^' 

Los  canales  de  navegación,  clasificados  entre 
las  vías  de  comunicación  y  trasporte,  partici- 
pan del  carácter  general  de  todas  ellas,  de  ser 
imprescriptibles  é  inalienables  como  dependen- 
cia del  dominio  público,  si  bien  pueden  ser  ma- 
teria de  concesiones.  De  manera  que  están  co- 
mo los  demás  caminos,  bajo  la  dependencia  in- 
mediata del  Gobierno  y  sujetos  á  su  inspección 
y  vigilancia.  Su  construcción,  reparación  y  con- 
servación, se  reglan  por  las  mismas  disposicio- 
nes que  las  demás  obras  públicas,  salvo  las  re- 
queridas por  la  naturaleza  especial  de  los  ca- 
nales. 

Como  las  corrientes  naturales  no  son  lo  mis- 
mo que  las  artificiales,  los  propietarios,  cuyas 
heredades  se  encuentran  en  las  márgenes  de 
un  canal,  no  se  deben  igualar  á  los  piopieta- 
rios  ribereños,  en  cuanto  al  goce  de  los  benefi- 
cios de  pesca,  aluvión,  ni  tampoco  á  las  cargas 
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que  á  esos  beneficios  van  anexas.  En  la  cons- 
trucción de  un  canal  artificial,  lo  mismo  que 
en  la  construcción  de  un  camino;  se  convierte 
muchas  veces  una  propiedad  privada,  en  pro- 

{)iedad  pública,  por  medio  de  la  expropiación  y 
os  derechos  de  accesión  natural,  que  aumen- 
tan el  cauce  y  dan  el  goce  de  los  productos,  pa- 
san igualmente  del  dominio  privado,  al  púbhco. 

Por  último,  los  terrenos  colindantes  á  los  ca- 
nales,están  sujetos  á  la  servidumbre  que  se  ña- 
ma camino  de  sirga,  que  consiste  en  el  remol- 
que de  los  barcos  que  navegan,  por  medio  de 
cuerdas  desde  la  onlla.  Un  propietario  que  con- 
servare su  fundo  en  la  margen  de  un  canal^no 
podría  oponerse  á  que  por  el  se  abriese  una 
senda  que  permitiese  transitar  las  bestias  que 
regularmente  hacen  ese  servicio  de  sirga  6  re- 
molque de  barcos  por  sogas;  pues  de  otra  ma- 
nera, harían  inútil  la  comunicación  que  da  el 
canal,  oponiéndose  así  á  un  objeto  de  interés 
público. 

Entre  nosotros  no  conocemos  disposiciones 
acerca  de  los  canales  de  navegación  en  el  De- 
recho Civil,  ni  en  el  Administrativo. 

Leirtfllacióii  sobre  ai^aas-— La  legislación,  que  re- 
gla los  servicios  de  las  aguas,  varía  según  la 
naturaleza  de  éstas;  según  el  uso  á  que  se  apü- 
can.  A  estp  respecto  hay  diversas  disposiciones, 
cuya  apHcación  corresponde  á  los  diversos  ór- 
ganos del  Poder. 

Cuando  las  aguas  se  destinan  al  servicio  de 
las  ciudades  para  sus  necesidades;  están  bajo 
la  custodia  de  las  Municipalidades. 

Así  la  ley  de  14  de  Octubre  de  1892  dispone 
en  su  artículo  77,  inciso  2.*: 

"Que  los  Concejos  provinciales  reglamentan, 
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administran  é  inspeccionan  los  servicios  rela- 
tivos á  la  provisión  y  conservación  de  manan- 
tiales, fuentes  y  depósitos  de  aguas,  y  á  la  dis- 
tribución de  éstas,  así  en  la  ciudad  como  ^n 
Iss  campos;  pero  sólo  en  cuanto  al  uso  común." 

Cuando  las  aguas  se  consideran  como  objeto 
del  dominio  privado  y  riegan  los  diferentes 
campos,  están  sujetas  á  las  disposiciones  del 
Derecho  Ci\il. 

Por  esto  también  nuestra  ley  de  Municipali- 
dades establece  en  su  artículo  que  acabamos 
de  mencionar: 

"Que  la  atribución  sobre  las  aguas  dada  á  los 
Concejos  provinciales,  no  priva  á  los  Tribuna- 
les y  Juzgados  de  la  facultad  de  conocer  de  las 
cuestiones  que  sobre  el  uso  ó  propiedad  de  las 
aguas  se  suscitaré." 

Cuando  las  aguas  se  consideran  como  vías  de 
comunicación,  toca  á  la  administración,  pro- 
piamente dicha,  clasificarlas;  declarar  el  orden 
a  que  corresponden;señalar  los  derechos  que  se 
conceden  o  se  nieguen  á  los  extranjeros  para 
la  navegación  en  los  ríos. 

Cuando  se  trata  de  ios  ríos  que  separan  Na- 
ciones, ó  bien  de  las  riberas  de  los  mares,  las 
aguas  son  objeto  de  la  legislación  internacional, 

Como  vemos,  pues,  las  leyes  varían  según  la 
naturaleza  y  uso  de  las  aguas;  •^perojcuando  és- 
tas se  consideran  únicamente  en  sus  relaciones 
con  la  agricultura,  debsn  ser  objeto  de  un  re- 
glamento especial;  pues  no  bastan  para  evitar 
los  males  y  atrasos  que  las  cuestiones  sobre 
riegos  suscitan  á  la  agricultura,  las  prescrip- 
ciones del  Derecho  común.  Este  reglamento 
debe  arreglar  las  medidas  y  distribución  de 
las  aguas;  debe  tratar  de  evitar  las  usurpacio- 
nes, tan  comunes  en  esta  materia;  debe   esta- 
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blecer  autoridades  y  agentes  especiales  para 
ese  servicio  y  poner  en  sus  manos  castigos 
prontos  y  eficaces,  para  hacer  cumplir  las  dis- 
posiciones de  las  layes. 

Nuestra  legislación  sobre  aguas  está  conte- 
nida en  el  "Tratado  de  Cerdán  y  Canseco",  que 
no  es  reglamento,  sino  una  larga  disertación 
sobre  las  aguas. 

Para  Trujillo  existe  el  Reglamento  del  Dean 
Saavedra,  que  rige  desde  el  afio  de  1770,y  man- 
dado que  continúe  rigiendo  por  resolución  de 
V.  de  Setiembre  de  1869. 
1  Por  decreto  de  25  de  Mayo  de  1870  se  formu- 
aron  bases  para  la  reglamentación  de  las  aguas 
de  Lambayeque,  Chiclayo  y  Pacasmayo,las  que 
se  adicionaron  por  resolución  de  17  de  Junio 
del  mismo  año. 

En  estas  disposiciones  se  nombró  una  Comi- 
sión para  esa  reglamentación.  Esta  Comisión 
deberá  señalar  la  dotación  de  agua  que  corres- 
ponde á  cada  propietario  en  tiempo  de  escasez, 
según  sus  títulos;  los  que  no  los  tengan,  se  su- 
jetarán al  uso  y  costumbres  comprobadas.  Las 
crecientes  de  los  ríos  dan  derecho  á  los  propie- 
tarios á  un  aumento  de  agua  de  un  modo  pro- 
porcional. Por  último,  aquellos  terrenos,  cuyos 
propietarios  no  puedan  comprobar  derechos 
al  agua,  se  considerarán  como  de  pasto  para  la 
cría  de  ganados,  en  cuyo  caso  sólo  se  les  asig- 
nará la  dotación  de  agua  precisa  para  regarlos 
en  tiempo  de  escasez. 

Reglamento  de  Cerdán.— Este  tratado,  pues,  no 
puede  llamarse  reglamento,  es  una  larga  diser- 
ción  en  que  se  ha  compilado  todas  las  disposi- 
ciones ó  arreglos  que  los  Jueces  de  Aguas,  han 
ido  dictando  en  las  cuestiones  que  sobre  la  m^^ 
teria  se  han  ^suscitado  entre  los  hacendados." 
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8e  trata  también  de  la  historia  de  la  Judicatu- 
ra de  Aguas,  desde  la  conquista:  del  reparti- 
miento de  aguas,  que  entonces  se  hacía  en  Ma- 
drid, y  de  los  métodos  de  la  Hidrodinámica  pa- 
ra la  medida  de  las  aguas. 

Por  decreto  de  4  de  Agosto  de  1841  se  orde- 
nó que  las  disposiciones  del  Reglamento  rigie- 
ran en  el  valle  de  Lima  exclusivamente,  en 
cuanto  á  la  distribución  de  las  aguas  del  '*Ri- 
mac";  pero  deben  ser  de  observancia  general  en 
cuanto  al  modo  de  juzgar,  de  medir  las  tomas 
y  nivelar  el  suelo  de  1^  acequias. 

Según  esto,  el  Reglamento  tiene  dos  part^: 
una  que  puede  considerarse  particular  á  las 
aguas  del  *'Rimac^^;  y  otra  general  á  todas  las 
aguas  y  que  está  nuevamente  mandado  obser- 
var en  toda  la  República,  por  decreto  de  16  de 
Octubre  de  1868. 

En  la  primera  parte,  se  trata  de  los  riegos  y 
su  medioa,  señalando  la  cantidad  de  agua  que 
cori*esponde  á  cada  uno  de  los  fundos  del  valle 
de  Lima;  de  las  precauciones  que  se  debe  tener 
con  las  tomas;  de  los  sitios  donde  debe  medir- 
se el  agua;  del  método  que  se  debe  emplear  pa- 
ra esta  medición,  método  que  en  el  día  no  pue- 
de ser  observado,  pues  los  adelantos  de  la  Hi- 
dráulica é  Hidrodinámica  han  hecho  de  la  me- 
dición de  las  aguas  un  procedimiento  científi- 
co, qne  da  resultados  exactos. 

A  mas  de  esto,  no  deben  las  leyes  prescribir 
el  método  que  se  debe  emplear  en  las  operacio- 
nes científicas;  porque  es  sujetarlas  á  la  rutina 
é  impedir  toda  mejora  en  dichos  métodos.  Bas- 
taría que  la  ley  prescribiese  que  cada  hacendado 
ó  los  Diputados  de  los  valles,  nombren  peritos 
que  de  común  acuerdo  hagan  la  medición  de 
las  aguas,  conforme  á  los  principios  científicos 
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y  sefialen  la  cantidad  que  cada  interesado  crea 
necesaria  en  proporción  á  sus  ténsenos  y  títu- 
los- 

Se  ocupa  el  reglamento  de  la  seca  y  limpia 
de  las  acequias,  de  la  división  de  los  riegos  jen- 
tre  los  interesados  y  de  señalar  las  tomas  para 
las  fincas  que  no  riega  el  ''Rimac." 

Las  disposiciones  consideradas  de  carác- 
ter general,  son  las  relativas  á  la  forma- 
ción de  las  tomas  y  acequias  de  las  aguas  del 
campo,  disposiciones  tomadas  de  las  Ordenan- 
zas del  Virey  Toledo;  a  los' deberes  délos  Jue- 
ces de  Aguas;  á  los  de  los  guardas  y  Diputados 
que  deben  elegir  todos  los  agricultores  de  un 
valle  para  que  los  representen  en  todas  las  ges- 
tiones y  diligencias  relativas  á  las  aguas.  Esta 
Diputación  es  cargo  concejil. 

Ademas  de  éstas,  son  también  de  observan- 
cia las  disposiciones  generales  relativas  á  po- 
sesión de  los  puquios  que  nacen  en  los  fundos; 
á  las  tomas  pertenecientes  á  varios  interesa- 
dos; á  la  posesión  de  las  servidumbres  de 
aguas,  que  han  durado  un  afio  y  día;  a  la 
prohibición  de  tomar  agua  de  la  acequia  aje- 
na; así  como  de  convertir  los  canales  dé  riego 
eii  lavadero /de  pieles,  en  abrevadero  de  cerdos. 
JiiSte  es  el  Reglamento  de  Cerdan,  del  que 
hemos  hecho  un  rápido  análisis,  por  no  permi- 
tirnos otra  cosa  la  naturaleza  de  él  y  de  nues- 
tro estudio  [1] 

Relaciones  de  la  Administración  con  la  Indnstria.- 
Las  cosas  que  el  hombre  adapta  á  sus  necesi- 
dades, las  ofrece  el  seno  de  la  madre  tierra,  en 
cambio  de  sus  esfuerzos.  De  allí  las  arranca  ó 

(1)  Kl  Diccionario  de  García  Calderón  contiene  en  el  artículo  Agua 
nn  magnífico  extracto  del  Reglamento,  que  nos  ha  servido  para  el 
anterior  sucinto  estudio. 
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las  hace  brotar,  para  darles  después  útil  aplica- 
ción para  los  diversos  usos  de  la  vida;  y  ya 
trasfornaándolas,  ya  las  cambia  y  trasporta  pa- 
ra procurarse  así  la  mejor  satisfacción  de  las 
necesidades,  inclinaciones  y  gustos,  que  el  pro- 
gresa social  aumenta  y  varía  cada  vez  mas. 

Así  el  trabajo  ,del  hombre  sobre  las  cosas 
materiales  se  encuentra  clasificado  en  cuatro 
ramas  principales,  que  llamamos  con  los  eco- 
nomistas: 

"1"*  Industria  agrícola,  que  comprende  todos 
los  trabajos  con  que  se  procui^a  la  materia  pri- 
ma, teniendo  por  instrumentos  el  suelo,  su 
fuerza  vegetativa  aumentada  por  el  cultivo; 

'•2.^  Industrias  extractivas,  denominación 
propuesta  por  Dunoyer;  y  que  comprende  la 
explotación  de  minas  y  canteras,  la  pesca  y  la 
caza; 

''3.*"  Industrias  manufactureras,  que  aunque 
muy  variadas,  convienen  en  el  carácter  de  que 
modifican  y  trasforman,  según  la  infinita  va- 
riedad de  las  necesidades,  las  materias  primas, 
suministradas  por  la  agricultura  y  las  indus- 
trias extractivas;  y 

"Por  último,  industria  comercial,  que  com- 

E rende  el  trabajo;  que  sin  modificar,ni  cambiar 
i  naturaleza  de  los  productos  de  las  industrias 
anteriores,  los  trasporta  y  cambia,  poniéndolos 
al  alcance  de  los  consumidores. 

Nosotros  no  tenemos  para  que  ocuparnos  de 
las  leyes  económicas  que  rigen  estas  distintas 
ramas  de  la  actividad  humana.  Eso  es  objeto 
del  Curso  de  Economía,  que  pertenece  á  esta 
Facultad;  y  por  lo  tanto,  nue^stro  estudio  debe 
limitarse  á  establecer  en  conformidad  con  esos 
principios,  las  relaciones  de  la  Administración 
con  cada  una  de  esas  industrias. 


~  327  — 

Sociedad  Nacional  de  Industrias.— En  22  de  Mayo 
de  1396,  se  ha  expedido  un  decreto  creando  en 
la  capital  de  la  Kepública  y  bajo  el  nombre  de 
"Instituto  Técnico  é  Industrial  del  Perú,"  una 
asociación  que  sirva  al  Gobierno  como  Cuerpo 
Consultivo  y  al  público  como  centro  de  ilustra- 
ción y  de  informaciones,  en  materias  técnicas 
é  industriales.  [Artículo  I.*"] 

El  Instituto  será  constituido  por  la  reunión 
de  las  sociedades  de  carácter  técnico  é  indus- 
trial que  existan  actualmente,  reconocidas  por 
el  Gobierno,  así  como  de  otras  que  puedan  for- 
marse mas  tarde,  del  seno  de  las  existentes  ó 
que  directamente  se  organicen  en  los  ramos  de 
Minas,  Industrias,  Agricultura,  Tasaciones,  In- 
geniería y  Construcción,  bajo  cuyas  denomi- 
naciones podrán  agruparse  todos  los  centros 
qne  se  formen  en  sus  corporaciones  distintas  é 
independientes  (art.-S.**) 

El  directorio  del  Instituto  será  compuesto 
por  Delegados  nombrados  por  sus  seis  asocia- 
ciones,componentes,  en  número  igual  para  ca- 
da una  de  ellas  y  se  sujetará  á  un  Eeglamento 
que  formará  dicho  Directorio  y  deberá  ser 
aprobado  por  el  Gobierno  [art.  3."*] 

El  Gobierno  solicitará  de  la  próxima  legisla- 
tura los  recursos  necesarios,  para  dotar  el  Ins- 
tituto de  subvención  anual  suficiente,  y  la  con- 
cesión de  un  local  apropiado,  á  fin  de  que  esa 
corporación  tenga  un  salón  de  conferencias, 
un  conservatorio  de  muestras  y  productos  del 
país  y  una  biblioteca  especial;  todo  de  uso  co- 
mún á  las  sociedades  de  que  se  componga,  sin 
perjuicio  de  dar  á  cada  una,  departamento 
aparte  para  su  directorio  y  para  un  secretario 
respectivamente  (art.  4.**) 
La  organización  del  Instituto  y  la  adopción 
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de  los  acuerdos  que  sean  mas  conducentes  al 
cumplimiento  de  este  decreto,  quedan  encar- 
gados á  esta  Junta  compuesta  del  Ministro  de 
Fomento  que  la  presidirá;  del  Director  del  Ra- 
mo que  hará  de  Secretario,  del  Director  dé  la 
Escuela  de  Minas,  de  tres  Delegados  de  la  So- 
ciedad de  Agricultura  y  Minería  y  de  otros 
tres  del  Cuerpo  Técnico  de  Tasaciones  nombra- 
dos respectivamente  por  estas  instituciones. 

Los  fundamentos  que  motivan  este  decreto 
son  la  necesidad  de  acordar  protección  eficaz 
al  desarrollo  de  la  liqueza  nacional  y  que  es  in- 
dispensable conocer  con  exactitud  y  presición, 
en  cada  caso,  la  ciase  de  medida  que  conviene 
adoptar  en  relación  con  el  estado  de  las  diver- 
sas agrupaciones  y  centros  de  actividad  técnica 
é  industrial  de  la  República:  que  ese  convenci- 
miento exacto  y  preciso  solo  puede  lograrse,fa- 
voreciendo  el  espíritu  de  a'sociación  de  los  di- 
versos gremios  del  trabajo  y  constituyéndolos 
de  modo  que  puedan  por  sí  mismos,  en  sus  cla- 
ses directivas  y  de  mas  significación,  estudiar 
las  necesidades  peculiares  de  cada  gremio  y 
proponer  en  consecuencia,  las  que  sea  conve- 
niente adoptar  para  favorecer  su  desarrollo  y 
Progreso,  sin  daño  de  otros  gremios  y  dentro 
e  las  franquicias  que  las  leyes  acuerdan. 
No  podemos  menos  que  tributar  una  palabra 
de  elogio  al  Gobierno,  que  preocupándose  por 
el  adelanto  y  fomento  de  nuestras  industrias; 
les  dá  aliento  y  protección,  para  que  llenen  sus 
diversos  fines,  dentro  de  la  órbita  del  derecho. 
Con  fecha  22  de  Mayo  de  1896,  el  Supremo 
Gobierno  ha  expedido  una  resolución,aproban- 
do  el  acuerdo,  celebrado  en  8  del  mismo  mes, 
por  la  Junta  General  de  la  Sociedad  de  Agri- 
cultura y  Minería,  por  la  que  se  divide  esa  so- 
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ciedad,  eti  otras  dos  enteramente  independien- 
tes: Una  de  Agricultura  y  otra  de  Minería;  y 
dispone  que  el  Director  de  esa  sociedad  adopte 
las  medidas  que  sean  mas  acertadas,  á  fin  de 
que,  si  es  .posible,  se  organicen  dentro  de  los 
elementos  de  que  se  componen,  tres  sociedades 
diferentes:  de  Minería,  de  Agricultura  y  de  In- 
dustria. 

La  de  Minería  está  ya  organizada  y  se  ocu- 
pa en  la  actualidad  de  discutir  un  Reglamento 
General  de  Minería,  que  debe  ser  sometido  á 
la  próxima  legislatura. 

La  de  Industrias  se  instaló  en  12  de  Junio 
de  1896;  y  ha  expedido  ya  su  Reglamento,  que 
ha  sido  aprobado,  con  ligeras  modificaciones, 
según  resolución  de  30  de  Octubre  del  mismo 
año  96.    • 

Ap-rieultura.— Su  IMPORTANCIA.— En  los  tiem- 
pos primeros,  cuando  las  sociedades  principia- 
ron á  formarse  por  el  cambio  de  la  vida  nóma- 
de del  hombre  primitivo;  la  industria  agrícola 
era  la  única  fuente  de  riqueza,  de  prosperidad 
y  de  subsistencia  para  un  pueblo.  Su  importan- 
cia era  inmensa.  Después,  un  sistema  económi- 
co le  dio  la  preeminencia  sóbrelas  otras  indus- 
trias, no  viendo- riqueza  sino  en  la  producción 
de  la  tierra;  pero  hoy  está  reconocidf;,  que  to- 
das Jas  industrias  son  igualmente  útiles  á  la 
sociedad,  porque  son  otras  tantas  fuentes  de 
producción  de  la  riqueza,  y  no  hay  ninguna  su- 
perioridad entre  unas  y  otras. 

Es  verdad  que  acrecerá  esa  importancia  se- 
gún las  condiciones  especiales  de  cada  pueblo. 
Un  clima  sano  y  templado,  la  fertilidad  de  la 
tierra,  pobladores  robustos  y  sobrios,  costum- 
bres morales  y  pacíficas  y  otras  varias  circuns- 
tancias peculiares  á  la  naturaleza  de  cada  país, 
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harán  mas  ó  menos  importante  la  industria 
agrícola  en  sus  relaciones  con  las  demás  indus- 
trias; y  darán  la  medida  de  su  valor  como  fuen- 
te de  riqueza  pública  y  privada. 

En  los  países  que  reúnen  esas  condiciones,  la 
agricultura  es  la  industria  que  merece  prefe- 
rente estudio  y  solícita  atención  del  legislador 
y  de  la  Administración.  En  ella  se  ve  el  gran 
arsenal  de  las  subsistencias  públicas;  la  fuente 
de  sus  materias  primas,  para  las  manufacturas* 
que  indudablemente  aumentan  en  prosperidad 
desde  que  no  teñen  que  recurrir  á  otras  Nacio- 
nes para  buscarlas.  Es  entonces  la  industria 
nacional  por  excelencia,  pues  forma  parte  del 
mismo  suelo,  es  un  accesorio  al  territorio,  un 
lazo  de  alianza  entre  los  habitantesjy  contribu-  . 
ye  á  moralizar  y  mantener  el  orden  y  la  pa^        i 

Se  ha  observado  que  el  labrador  que  identifi- 
ca su  vida  con  la  naturaleza,  es  generalmente 
de  índole  pacífica  y  mansa,  de  costumbres  so* 
brias  y  morales.  Para  concluir,  haremos  una 
sencilla  y  vulgar  observación;  pero  que  demues- 
tra que  en  los  países  de  condiciones  agrícolas, 
nada  hay  mas  importante  que  el  oficio  de  agri- 
cultor, **oficio  natural,  eterno  y  universaV'  co- 
mo le  llama  Lamartine.  Sucede  generalmente 
que  muchos  se  mueren  de  hambre  en  las  ciu- 
dades manufactureras;  pero  salvo  el  caso  de 
calamidades  y  catástrofes  naturales,  él  no  rei- 
na en  los  campos.  De  modo  que  el  levantamien- 
to y  progreso  de  la  agricultura,  es  la  muerte 
del  pauperismo,  esa  gangrena  de  las  ciudades, 
esa  terrible  pústula,  por  decirlo  así,  de  la  civi- 
lización moderna  europea. 

Protección  que  debe  el  Gobierno  A  la  afirrieultum. 
Si  es  tanta  la  importancia  de  la  agricultura  pa- 
ra aquellos  países  que  reúnen  las  condiciones 
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necesarias  para  que  ella  dé  los  debidos  resulta- 
dos, los  Gobiernos  se  hallan  en  el  ineludible  de- 
ber de  protegerla.  Pero  esta  protección  debe  es- 
tar sometida  al  principio  que  j^a  hemos  asenta- 
do, de  que  el  papel  del  Gobierno  en  presencia 
de  los  intereses  sociales,  ha  de  ser  protección  in- 
directa y  de  fomento,  pero  no  de  intervención 
inmediata,  ni  dirección. 

Primeramente,  esa  protección  ha  de  estar  su- 
jeta al  equilibrio  que  debe  reinar  entre  las  dife- 
rentes industrias,  de  manera  que  la  protección 
exclusiva  á  una  de  ellas,  no  mate  las  demás. 
Esta  armonía,ese  equilibrio  tan  necesario  en  las 
cosas^naturales,  como  en  las  sociales;  es  la  ba- 
se del  progreso  general  que  debe  tratar  de  con- 
servar á  toda  costa  el  Gobierno. 

Esa  protección,  además,  debe  traducirse  con 
leyes  que  aseguren  la  propiedad  agrícola  y  la 
libertad,  sin  que  en  su  aplicación  tome  la  admi- 
nistración una  intervención  demasiado  direc- 
ta, que  en  vez  de  proteger  y  fomentar  sea  una 
traba,  un  obstáculo  para  el  progreso  de  la  agri- 
cultura, que  como  todos  los  ramos  de  la  indus- 
tria humana,  debe  vivir  para  progresar,  bajo  el 
régimen  de  una  razonable  libertad. 

De  manera  que  toda  ley  agraria  debe  ante 
todo,  respetar  la  libertad  individual;  no  mez- 
clarse en  nada  de  lo  que  respecta  á  las  fuerzas 
é  intereses  de  los  individuos,  ni  para  exitar,  ni 
detener  su  celo.  Por  mucha  que  sea  la  sabidu- 
ría de  la  Administración,  no  puede  conocer  me- 
jor que  los  labradores,  qué  método  les  conviene 
mas  para  el  cultivo;  qué  labor  es  mas  necesa- 
ria ^en  este  tiempo  que  en  el  otro,  etc.  No  hay 
cosa  que  mas  acelere  la  muerte  de  una  indus- 
tria, que  la  intervención  directa  del  Gobierno, 
pues  con  ésta,los  individuos  no  se  acostumbran  á 
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pensar  por  sí,  desde  que  hay  quien  lo  haga  por 
ellos;  sobreviniendo  así  la  inmovilidad,  la  inac- 
ción, la  falta  de  estímulo;  y  sabido  es  que  la  vi- 
da del  progreso  está  en  eí  movimiento  conti- 
nuo. 

Pero  no  se  crea  por  esto  que  el  papel  que 
asignamos  al  Gobierno  en  frente  de  la  agricul- 
tura, es  un  papel  puramente  pasivo.  Nada  de 
esto:  él  debe  intervenir,  pero  interveuir»indi- 
rectamente;  debe  proteger,  pero  no  con  una  pro- 
tección que  sea  una  tutela;  debe  fomentar,  pe- 
ro no  con  un  fomento  que  sea  un  monopolio. 

Esta  intervención,  esta  protección  y  este  fo- 
mento, debe  manifestarse  por  ios  siguientes 
medios: 

'!.''  El  establecimiento  de  escuelas  experi- 
mentales ó  sea  quintas  normales,  donde  pue- 
dan formarse  cultivadores  que  posean  las  teo- 
rías agronómicas  de  los  países  mas  adelanta- 
dos y  la  práctica  necesaria; 

2.^  Difundir  á  todo  evento  entre  los  agricul- 
tores, la  instrucción  primaria,  que.  les  permita 
despojarse  de  las  rutinas  que  tanto  reinan  en 
las  industrias  que  cuentan  siglos  de  existencia 
y  que  son  su  muerte; 

''3.*"  Proporcionar  facilidades  para  la  salida 
y  circulación  de  las  cosechas,  protegiendo  el 
comercio  de  exportación  de  los  productos  so- 
brantes, abriendo  vías  de  comanicación  que 
unan  entre  sí  las  provincias  que  la  naturaleza 
separa; 

"4.*"  Promoviendo  exposiciones  agrícolas,  que 
sirvan  de  estímulo  entre  los  agricultores; 

''S.**  Librándolos  dft  toda  clase  de  trabas  y 
restricciones  que  no  sean  las  necesarias  para 
el  bien  general; 

6.^  Fomentar  la  circulación    de  periódicos  ó 
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revistas  especiales  que  lleven  la  ilustración  al 
seno  de  las  cabanas  de  los  labradores,  como  al 
palacio  de  los  ricos  propietarios;  y 

En  fin,  empleando  todos  aquellos  medios  que 
se  encuentran  en  los  límites  de  la  acción  ad- 
ministrativa. 

Libertad  del  cultivo  y  de  la  cosecha- — La  libertad 
es  siempre  el  primero  y  más  esencial  carácter 
de  todo  hecho  social,  tanto  para  el  trabajo,  co- 
mo en  el  producto:  ó  lo  que  es  lo  mismo,  para 
e\  cultivo  y  para  la  cosecha,  debe  la  Adminis- 
tración tenerla  como  la  base  principal  de  sus 
relaciones  con  la  agricultura. 

Cada  agricultor  puede  y  debe  entregarse  co- 
mo quiera  y  sin  sujeción  alguna  á  sembrar  y 
cultivar  sus  tierras  del  modo  mas  libre,  sin  su- 
jeción á  reglamentos  ó  leyes  que  restrinjan  su 
esfera  de  acción. 

El  Gobierno  no  debe  en  ningún   caso,  impo- 
ner un  cultivo  determinado;  y  por  mas  aue  ten- 
ga por  fundamento  parahacerlOylas  condiciones 
especiales  que  puedan  aclimatarse  en  un  país, 
con  ventaja   para  la   producción   agrícola,  el 
sembrío  de  tal  ó   cual  planta.  El  resultado  de 
estos  casos,  es  siempre  contraproducente,  co- 
mo sucedió  en  Francia,  cuando  Napoleón  I,  que 
como  dominó  en  la  guerra,  quería  dominarlo, 
todo  hasta  las  modas;  impuso  á  los  agriculto- 
res el  cultivo  de  la  remolacha,  y  con  esta  im- 
posición, grandes  pérdidas  y  estéril  resultado. 
Como  sucedería,  si  porque  nuestro  cuma  y  sue- 
lo ofrecen  condiciones  buenas  para  el  cultivo 
de  la  morera,  para  la  cría  de  gusanos  de  seda; 
se  diera  leyes  ó  reglamentos  para   imponerse 
ese  cultivo. 

Así  lo  comprendió  nuestra  Administración, 
cuando  expidió  el  decreto  de  25  de  Noviembre 
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de  1876  y  la  resolución  de  22  de  Enero  de  1877, 
en  los  que  se  concedió  á  un  agricultor,previo  re- 
curso, varias  fanegadas  de  tierra  en  el  Institu- 
to de  * 'Agrie  altura",  pare  cultivar  la  seda,con  la 
condición  de  enseñar  la  sericultura  á  Jos  alum- 
nos que  designase  el  Director  del  Estableci- 
miento. De  esta  manera  el  Gobierno  protege  y 
fomenta;  pero  no  tiraniza,  ni  hiere  la  libertad 
que  debe  reinar  en  todo  trabajo. 

Como  una  consecuencia  de  la  libertad  del 
cultivo,  está  la  libertad  déla  cosecha,  sin  la 
cual  serían  nulos  los  efectos  de  la  primera.  Ca- 
da agricultor  debe  sembrar  y  recoger  en  la  épo- 
ca y  modo  que  más  le  conviniere,  sin  sujeción 
á  reglamentos  ú  ordenanzas  municipales  ó  del 
Gobierno  y  con  solo  la  restricción  del  derecho 
ó  libertad  de  un  tercero.  Si  existe  la  libertad  de 
cultivo,  con  tanta  mayor  razón  la  libertad  de 
cosecha  ;desde  que  es  un  principio  trivial  y  muy 
conocido,  que  cada  poseedor  debe  aprovechar 
como  quiera  y  cuando  quiera  de  los  productos 
de  su  propiedad,  industria  ó  trabajo. 

Entre  nosotros  hay  algunas  excepciones  á 
.  esta  libertad  absoluta  de  cosecha;    compren- 
diendo esta  también,  la  circulación  de  los  pro- 
,  ductos.  en  lo  que  se  refiere  á  la'  venta  de  le- 
gumbres,  granos,  etc.,  que  se  grava  con  im- 
puastos  municipales. 

Es  mas  notable  el  abuso  que  existía  de  seña- 
lar el  precio  á  los  pastos  que  consumen  las  ca- 
balladas del  ejército,  como  puede  verse  en  el 
decreto  de  1.°  de  Abril  de  1858;  como  si  el  Esta- 
do, cuando  necesite  un  producto,  no  se  hallase 
en  igual  condición  que  los  particulares  trafi- 
cantes; y  mucho  mas,  cuando  regularmente  se 
tomaba  el  forraje,    sin  previo  consentimiento 
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del  dueño  y  después  se  le  obligaba  á  recibir 
por  él  un  precio  que  no  había  señalado. 

Acotamiento  de  terrenos.— Se  da  el  nombre  de 
acotamiento  de  terrenos,  á  la  separación  que 
de  ellos  se  hace,  por  zanjas,  cercos  ó  pared,  pa- 
ra sustraerlos  del  aprovechamiento  común. 
Este  cerramiento  de  los  terrenos  influye  en  el 
progreso  de  la  agi;icultura,  pues  mientras  jos 
terrenos  estén  abiertos,  no  existe  incólume  el 
déreclio  de  propiedad  agrícola,  ni  hay  deseos 
de  mejorar  el  cultivo,  que  está  á  merced  del 
prinaero  que  llegue.  ^ 

Sin  la  facultad  de  acotar  ó  cerrar  los  terre- 
nos de  sembrío,  no  puede  existir  verdadera- 
mente cultivo,  desde  que  los  árboles  y  planta- 
ciones, pueden  ser  destruidos  y  los  frutos  roba- 
dos; desde  que,  cualquiera  individuo  puede 
.transitar  con  ganados,  recuas,  etc.,  por  esos 
terrenos  y  por  consiguiente,  destrozar  comple- 
taiiiente  los  plantíos. 

Parece  imposible  que  pudiera  haber  existido 

en  algunas  legislaciones  la  prohibición  á  los 

Eropietarios  de  cercar  sus  terrenos;  y  sin  em- 
argo,  ha  sido  así.  La  legislación  española,  con 
el  deseo  dé  proteger  la  ganadería,  estableció 
esa  disposición  que  siendo  en  un  principio  una 
bárbara  costumbre,  pasó  después  á  ser  tiráni- 
ca ley.  Excusado  es  decit  que  esta  prohibición 
menoscaba  la  libertad  del  propietario  eti  su 
misma  esencia,  y  entrega  la  tierra,  como  dice 
el  ilustre  Jovellanos: 

"A  la  voracidad  de  los  rebaños,  á  la  golosina 
de  los  viajeros  y  al  ansia  de  los  holgazanes  y 
perezosos  que  fundan  en  el  derecho  de  espiga 
y  rebusco,  una  hipoteca  de  su  ociosidad.^' 

Nuestras  leyes  que  reconocen  la  libertad  del 
propietario,  para  disponer  de  su  propiedad  co- 
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mo  mejor  convenga  á  su  interés,  no  podían 
prohibir,  como  no  han  prohibido,  el  acotamien- 
to de  los  terrenos. 

Por  el  contrario,  dando  por  supuesta  esa  li- 
bertad del  propietario,  nuestro  Código  Civil 
prescribe  que: 

Toda  pared,  toda  zanja,  y  ^^o  c^rco  situados  entre  dos  fundos, 
86  presume  comüny  etc  » (Art.  11118.)       ^ 

No  tiene  mas  restricción  este  derecho  de  cer- 
car los  terrenos,  que  la  que  la  obra  que  se  em- 
prenda no  dañe,  ni  pueoa  dañar  al  fundo  veci- 
no; pues  entonces  puede  ser  denunciada  y  de- 
molida, (Artículos  347  inciso  2.*^  y  352  del  Có- 
digo de  Enluiciamientos.) 

Pero  si  el  cerramiento  ae  los  terrenos  es  ne- 
cesario para  el  progreso  de  la  agricultura,  no 
por  e^to,  creemos,  que  la  autoridad  tenga  de- 
recho para  imponeno  como  una  obligación; 
puesto  que  en  esto  únicamente  debe  ser  juez 
el  ínteres  individual.  El  propietario  hará  aco- 
tar sus  terrenos,  si  lo  tiene  a  bien:  de  otro  mo- 
do, es  muy  libre  para  dejarlo  sin  cerca  á  mer- 
ced de  todo  transeúnte. 

Airrieoltara  en  el  PerA. — Existiendo  en  el  Perii 
un  clima  benigno,  inmensa  extensión  de  terre- 
nos incultos,  fertilidad  en  los  cultivados;  y,  en 
fln,  otras  muchas  condiciones  favorables  al  de- 
sarrollo y  progreso  de  la  agricultura;  es  indu- 
dable que  debemos  ver  en  ella  y  en  la  minería 
las  principales  fuentes  de  la  riqueza  nacional 

Es  incontestable  que  en  estos  últimos  tiem- 
pos y  antes  de  la  guerra  con  Chile,  la  agricul- 
tura había  progresado  entre  nosotros  de  una 
manera  rápida  La  circunstancia  de  poseer 
nuestro  chma  ima  variedad  de  temperatura, 
que  se  extiende  desde  la  frígida  puna  hasta  el 
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abrasante  calor  de  los  trópicos,  lo  hace  suscep- 
tible de  las  mas  variadas  producciones.-  Una 
prueba  de  lo  mucho  que  había  prosperado  en- 
tre nosotros  la  agricultura,  la  tenemos  en  los 
productos  enviados  á  la  Exposición  Universal 
de  París,  que  se  inauguró  en  Mayo  de  1878.  Allí 
fig  uraron  cacao'  y  maíz  del  Cuzco,  café,  tabaco,. 
coca,  quinua,  cochinilla,  maderas  preciosas,  con 
mas  de  cien  variedades,  etc. 

Allí  se  enviaron  multitud  de  muestras  de 
azúcares  que  formaban  uno  de  los  principales 
ramos  de  exportación  agrícola;  vinos  y  aguar- 
dientes, única  industria  que  algo  mantiene 
nuestra  agricultura. 

Los  Gobiernos  han  tratado  de   fomentar  la 
agricultura,  empleando  diversos  medios  indi 
rectos,  que  han  producido  j  tienen  que  pi'bdu- 
cir  magníficos  resultados. 

Entre  éstoSjSe  encontraba  el  Instituto  de**Agrí- 
cultura"  que  era  á  la  vez  una  escuela  práctica^ 
donde  los  alumnos  recibían  gratis  la  instrucción 
prinlaria,  lecciones  prácticas  de  agricultura,ali- 
mentos  y  vestido  y  cuya  ci  eación  se  debe  á  la  ad- 
ministración Pardo,  (Hoy  no  existe  ese  Institu- 
to.^  Los  trabajos  de  colonización,  fundados  tam- 
bién por  Pardo  en  Chanchamayo  y  que  permiten 
utilizar  el  inmenso  tesoro  de  la  montaña,  darían 
una  baso  para  la  inmigración  extranjera,quizá  el 
único  medio  de  vida  para  nuestra  decaída  agri- 
cultura; los  trabajos  de  irrigación  emprendidos 
en  las  pampas  del  "Llano"  y  del  "Arco''  y  otras 
eriales;  y  la  propagación  y  fomento  de  jardines 
de  aclimatación,uno  de  los  medios  mas  eficaces 
para  el  progreso  de  la  agricultura;  jardines  co- 
mo el  "Botánico"  y  el  de  la  "Exposición:" 
Así  cumplía  el  Gobierno  el  único  papel  que 

22 
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debe  representar  ante  las  industrias;  el  de  fo- 
mento y  de  dar  facilidades  y  ayuda  á  la  activi- 
dad individual,  respetando  y  garantizando  an- 
tes que  todo,  el  derecho  de  propiedad  de  la  tie- 
rra y  el  trabajo, 

La  acción  del  legislador,  como  la  del  adminis- 
trador, deben  concretarse  y  encerrarse  en*  esos 
límites.  En  lugar  de  esa  protección  é  interven- 
ción directa,  que  siempre  se  pide;  en  lugar  de 
obligar  al  propietario  de  las  tierras  al  cultivo  ó 
al  jornalero,al  trabajo;en  lugar  de  reglamentar 
la  circulación  de  los  productos  de  la  tierra,  fi- 
jando hasta  el  precio  y  modo  de  venderlos,  co- 
mo lo  han  hechos  muchos  decretos  y  ordenan- 
zas municipales;  en  lugar  de  todo  esto,  esas  le- 
yes,como  los  decretos  y  reglamentos,  deben  te- 
ner por  fin  único  y  principal,  remover  los  obs- 
táculos y  estorbos  que  la  agricultura  encuen- 
ra  para  su  progreso,  tanto  en  las  mismas  le- 
yeSjComo  en  la  naturaleza,como  en  las  costum- 
bres, ó  en  fin  en  las  circunstancias  especiales  y 
funestas  en  que  la  crisis  económica  y  las  con- 
secuencias de  una  larga  guerra,  han  colocado 
al  país. 

*'E3  visto  también  que  esa  protección  no  pue- 
de consistir  en  otra  cosa  que  remover  los  estor- 
bos que  se  opongan  á  la  acción  y  al  movimien- 
to de  este  interés,  [1]  puesto  que  su  actividad 
está  unida  á  la  naturaleza  del  hombre  y  su  di- 
rección señalada  por  las  necesidades  del  hom- 
bre mismo." 

''Es  visto  finalmente,que  sin  intervención  de 
las  leyes  puede  llegar  y  efectivamente  ha  lle- 
gado en  algunos  pueblos,  á  la  mayor  perfección 
el  arte  de  cultivar  la  tierra,  y  que  'donde  quie- 

(1)  El  interéesdel  propietario  y  del  ti-abajador. 


—  339  — 

ra  que  las  leyes  protejan  la  propiedad  de  la  tie- 
rra y  del  trabajo,  se  logrará  infaliblemente  esa 
perfección  y  toaos  los  bienes  que  están  pendien- 
tes de  ella.''  ( Jovellanos.) 

Podemos  enumerar  suscintamente  estos  obs- 
táculos que  las  leyes  deben  remover.  [1] 

Son: 

"  I"".  La  existencia  de  terrenos  incultos,  sean 
eriales,  sean  baldíos,  es  decir  que  no  tengan 
duefto  y  pertenezcan  ya  al  dominio  nacional, 
ya  á  alguna  Corporación  ó  pueblo." 

Se  han  expedido  muchas  resoluciones,  adjudi- 
cando estos  terrenos,  bajo  la  condición  de  si;i 
cultivo.  El  decreto  de  15  de  Abril  de  1853,  que 
fijó  las  condiciones  para  la  concesión  de  terre- 
nos en  Chanchamayo;  el  de  27  de  Agosto  de 
1859;  lo  resolución  de  13  de  Mayo  de  1873,  aue 
concedió  autorización  para  concesiones  en  las 
pampas  eriales  del  ^Tamarugal"  para  hacerlas 
productivas. 

El  Gobierno  está  autorizado  para  distribuir 
á  los  inmigrantes  los  terrenos  d!e  propiedad  fis- 
cal. [Artículo  2^.  de  la  ley  de  28  de  Julio  de 
1873.] 

"  2"*.  Las  resoluciones  y  reglamentes  que  en- 
traban la  libre  circulación  de  los  productos;  ta- 
les como  la  prohibición  de  vender  á  los  abaste- 
cedores, fuera  de  las  puertas  de  la  ciudad,  los 
§  ranos  hortalizas,  etc.;  la  prohibición  de  ven- 
er  á  ciertas  horas;  la  deteiminación  de  precios 
de  tales  ó  cuales  artículos,  que  son  de  primera 
necesidad. 

**3^  Los  muchos  impuestos  municipales  so- 
bre esos  productos,  porque  si  el  gasto  de  repro- 

■  (1)  Diccionario  de  Qurcia  Calderón,  Informe  sobre  la  ley  agraria 
de  Jovellanos. 
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ducción  y  trasporte  se  recarga,  ó  sc^breviene  la 
escasez  6  el  vendedor  encarece  sus  artículos; 

"á.*"  La  falta  de  medios  de  trasporte,  de  vital 
importancia  para  la  agricultura,  porque  si  el 
fabricante  puede  remediar  al^  ese  mal,levan- 
tando  sus  fábricas  en  los  mismos  lugares  de 
consumo;  el  agricultor  no  puede  trasladar  su 
trabajo  al  seno  de  las  ciudades  y  hallándose  el 
lugar  de  su  cultivo  lejos  de  éstas,  tiene  necesi- 
dad absoluta  de  la  facilidad  en  las  vías  de  co- 
municación para  trasportarlos  donde  se  consu- 
man." 

Finalmente:  la  falta  de  garantías  al  capital, 
que  es  el  agente  productor  que  más  escasea  pa- 
ra nuestras  incipientes  industrias;  es  quizás  el 
principal  obstáculo  que  encuentra  el  adelanto 
de  nuestra  agricultura.  La  lentitud  de  nuestros 
procedimientos  judiciales;  la  falta  de  crédito, 
resultado  de  nuestra  crisis  monetaria;son  mas 
que  suficientes  motivos  para  aleiar  el  capital, 
agente  de  producción  de  tan  vital  importancia, 
como  de  asustadiza  naturaleza. 

Irrigación.. — Entre  los  obstáculos  que  la  natu- 
raleza presenta  al  desarrollo  de  la  agricultura 
de  un  país,  es  uno  de  los  principales,  la  exis- 
tencia de  terrenos  baldíos,  que  la  falta  de  agua 
hace  incultivables. 

Es  un  deber  de  la  administración, remo  ver  es- 
te obstáculo,  ya  fomentando  las  empresas  de 
irrigaciones,  que  lleven  las  aguas  cercanas  á 
fertilizar  dichos  terrenos,  ó  mandando  hacer  di- 
chas obras  por  sí  misma. 

Conocida  la  necesidad  de  las  aguaá  para  la . 
agricultura,  es  indispensable  que  en   aquellos 
países  en  que,  como  el  nuestro,  existen    multi- 
tud de  terrenos  baldíos  en  la  costa  y  á  los  que, 
sin  embargo,  no  es  difícil  llevar  la  vida  del  cul- 
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tAvo,  por  medio  de  canales  de  riego;  ese  deber 
de  la  Administración,  es  mucho  más  impe- 
xdoso. 

La  irrigación  se  hace  por  medio  del  aumen- 
to de  las  aguas  de  ríos  cei'canos  á  los  lugares 
Que  se  quiere  irrigar;  ya  por  la  conducción  de 
oichas  aguas  al  terreno,  por  medio  de  canales  ó 
represas. 

Fara  estas  obras  es  necesaria  la  concesión 
^el  Gobierno,  cuando  se  trata  de  aumentar  las 
aguas  de  los  ríos  y  darles  otra  dirección,  si  las 
aguas  son  del  dominio  público.  Para  hacer  es- 
ta concesión  ó  para  que  el  Gobierno  irrigue  los 
terrenos  del  Estado;aebe  tenerse  en  cuenta  que 
los  gastos  que  la  operación  ocasione,  no  excedan 
Á  los  beneficios  que  se  esperan  sacar  por  el  au- 
mento del  valor  de  las  tierras,  antes  incultas. 
Esto  hace  que  para  irrigar  los  distintos  terre- 
nos, se  necesite  de  un  estudio  especial  de  las 
-condiciones  de  cada  uno  de  ellos,  y  un  cálculo 
aproximado  de  los  resultados  que  se  podría  ob- 
tener. 

Para  cualquiera  obra  de  irrigación,  el  Con- 
greso autoriza  al  Ejecutivo  con  el  fin  de  que  in- 
vierta la  suma  necesaria  en  dicha  obra  y  nom- 
bre los  ingenieros  que  hagan  los  estudios  co- 
rrespondientes. 

Cuando  hay  propietarios  particulares,  cuyos 
terrenos  van  á  ser  mejorados  con  la  obra  de 
irrigación,  puesto  que  se  aumenta  el  caudal  del 
agua  ó  se  le  dá,  si  no  la  tenía;  deben  contribuir 
á  los  gastos  que  demanden  dichas  obras,  pues- 
to que  van  á  participar  de  sus  beneficios. 

Puede  suceder  que  al  emprender  la  obra,  los 
propietarios  de  terrenos  situados  en  las  riberas 
del  río,  cuyas  aguas  van  á  servir  para  la  obra 
de  irrigación;  presenten  obstáculos,  ó  aquellos 
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que  Vftn  á  resultar  beneficiados,  se  nieguen  á 
contribuir  á  los  gastos.  En  este  caso,  se  autori- 
za al  Gobierno  para  proceder  á  la  expropiación 
forzada  de  esos  terrenos.  Tal  puede  verse  en  la 
ley  de  3  de  Diciembre  de  1868. 

.  Cuando  el  Gobierno  no  emprende  la  obra  por 
sí  mismo  y  hay  alguna  empresa  que  solicite  la 
autorización  para  ello,  con  el  objeto  de  lo- 
mentar  las  de  este  género;  el  Oongreso  autori- 
za al  Gobierno  para  que  conceda  a  la  sociedad 
ó  empresa,  una  garantía  del  tanto  por  ciento 
sobre  el  capital  que  se  va  á  emplear  y  además 
la  propiedad  de  los  terrenos  baldíos  del  Estado, 
con  cargo  de  que  un  tanto  por  ciento  del  valor 

gue  adquieran  los  terrenos  ya  irrigados,  pase  al 
^obierno. 

Cuando  se  hace  estas  concesiones,  se  impono 
á  los  concesionarios  la  obligación  de  no  traspa- 
sar la  concesión,  sin  consentimiento  del  Gobier- 
no y  además,  la  de  surtir  gratis  á  las  poblacio- 
nes que  se  encuentren  en  el  trayecto  que  reco- 
rra el  canal,  del  agua  necesaria,  en  una  canti- 
dad que  se  fija  para  cada  habitante.  Un  ejem- 
plo de  esta  clase  de  concesiones,  es  la  autoriza- 
ción legislativa  de  30  de  Enero  de  1875,  para 
que  el  Gobierno  haga  ciertas  concesiones  á  una 
empresa  de  irrigación  de  terrenos  baldíos  del 
Estado  y  la  construcción  de  un  ferrocarril. 

Ley  de  9  de  Octubre  de  1893 — El  Congreso,  en  la 
fecha  que  acaba  de  citarse,  considerando  que  el 
Estado  debe  procurar  por  todos  los  medios  po- 
sibles, la  irrigación  de  los  terrenos  erialas  de  la 
costa;  ha  dado  una  ley  autorizando  al  Poder 
Ejecutivo  para  hacer  concesiones  ó  contratos 
de  irrigación,  con  estricta  sujeción  á  esa  ley 
(art.  1.0 
Como  las  aguas  pueden  ser  de  dominio  ópri 
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vado;  y  en  este  último  caso,  no  se  puede  dispo- 
ner de  ellas,  sin  despojar  á  los  propietarios;  se 
establece  en  el  artículo  S,""  que:  *'861o  se  otor- 
gará concesiones  para  el  aprovechamiento  de 
las  aguas,  cuando  éstas  sean  de  dominio  públi- 
co; se  destinen  á  la  irrigación  de  terrenos  cul- 
tivables y  no  afecten  directa  ó  indirectamente 
los  derechos  adquiridos  por  terceras  personas." 

Es  necesario  determinar  pues  que  aguas  son 
de  dominio  público;  y  la  ley  las  indica  en  el 
mismo  artículo,  en  los  incisos  siguientes:  1.*^ 
los  ríos;  2."*  los  torrentes,  manantiales  y  arro- 
yos constantes  ó  periódicos,  siempre  ^ue  no  ha- 
yan sido  objeto  de  apropiación  anterior:  3."*  las 
aguas  sobrantes  de  los  ríos,  que  se  pierden  en 
el  mar. 

Según  el  art.  S."":  ''Las  aguas  á  qué  se  refiere 
el  artículo  anterior,  podrán  concederse  á  los 
ocupantes  de  terrenos  eriales,  pertenecientes  al 
Estado;"  y  el  derecho  será  perpetuo. 

El  mismo  artículo  dice  que:  *'Cuatido  se  con- 
ceda la  propiedad  de  las  aguas  á  sociedades  ó 
particulares,  para  regar  tierras  de  propiedad 
privada,  el  propietario  de  las  aguas  y  el  del  te- 
rritorio, celebrarán  entre  sí  loas  convenios-  que 
para  la  irrigación  creyeren  necesarios.  Si  en  el 
contrato  se  estipulase  el  pago  de  un  canon 
anual  por  el  uso  de  las  aguas,  ese  gravamen 
no  podrá  exceder  de  90  años.  Vencido  este  pla- 
zo, las  tierras  quedarán  exentas  de  la  obliga- 
ción de  pagar  el  canon;  y  el  dominio  del  agua, 
represas  y  demás  obras  esclusivamente  desti- 
nadas al  regadío,  pasará  libre  de  todo  grava- 
men á  la  empresa  irrigadora." 

El  art.  4.^  establece  que:  ''Las  peticiones  que 
se  presenten  al  Gobierno,  para  adquirir  los  de- 
rechos que  esta  ley  les  acuerda,  contendrán: 
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A.  La  designación  de  las  aguas  y  el  sistema 
de  aprovechamiento  que  se  va  á  emplear. 

jB.  Jurisdicción  precisa  de  los  terrenos  que 
han  de  irrigarse. 

C  El  plazo  en  que  se  ejecutará  la  obra. 

D.  La  fianza  que  asegure  su  ejecución. 

E.  Los  documentos  que  comprueben  el  de- 
recho de  propiedad  que  sobre  el  terreno  tenga 
el  peticionano,  en  caso  que  la  concesión  se  so- 
licite para  regar. 

F.  Las  tarifas  con  arreglo  á  las  cuales  los 
dueños  de  los  terrenos  deben  pagar  el  canon 
respectivo,  en  caso  de  que  la  concesión  se  soli- 
cite para  regar  terrenos  ajenos. 

G.  El  plano,  memoria  descriptiva,  rendicio- 
nes y  presupuesto  de  la  obra. 

El  art.  5.**  concede  á  las  Empresas  de  irriga-* 
ción  las  ventajas  siguientes: 
« ''!.''  Exensión  de  derechos  de  importación 
sobre  las  máquinas,  herramientas  y  demás  ma- 
teriales que  la  Empresa  introduzca  para  la 
construcción  de  las  obras  hidráuHcas;  y  exen- 
sión del  pago  de  alcabala  de  los  terrenos  de 
particulares  que  compre  para  la  misma. 

*'2.''  La  propiedad  de  los  terrenos  eriales  del 
Estado  ó  municipales  que  lleguen  á  ser  irriga- 
dos suficientemente. 

^^S.*"  Exoneración  de  todo  impuesto  directo, 
durante  los  tres  primeros  años,  en  favor  de  los 
pobladores  que  trabajen  los  terrenos  irrigados, 

y 

"4.*  La  facultad  de  cambiar  el  curso  de  las 
aguas  que  no  estén  poseídas  por  alguien;  de 
acrecentar  su  aprovechamiento  por  medio  de 
estanques  y  de  ejecutar  las  obras  necesarias 
para  aplicar  las  aguas  públicas  al  regadío. 

Ni  en  el  ^'Peruano*''  en  que  está  publicada  es- 
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ta  ley,  ni  en  la  colección  de  leyes  del  Dr.  Aran- 
da,  edición  oficial,  se  encuentra  consignada  la 
5/  de  las  ventajas  que  se  concede  á  las  Empre- 
sas de  irrigación. 

"6/  Los  empresarios  tendrán  derecho  á  usar 
gratuitamente  los  terrenos  de  dominio  público, 
que  fueren  necesarios  para  la  construcción  de 
estanques,  cauces  de  acueductos  y  demás  obras 
indispensables  á  la  irrigación.  Si  los  terrenos 
que  se  necesite  para  estas  obras,  fuesen  de 
particulares,  el  Gobierno,  en  virtud  de  la  pre- 
sente ley,  declarará  la  obra  de  utilidad  pública 
V  se  efectuará  la  expropiación^  conforme  á  las 
leyes. 

"7.*  En  caso  de  inejecución  de  la  obra,  se  ha- 
rá efectiva  en  favor  del  Estado,  la  fianza  que 
se  hubiese  otorgado. 

"S.*"  Ninguna  concesión  podrá  ser  trasferida, 
sin  consentimiento  previo  del  Gobierno. 

"9."  El  empresario  queda  sujeto  á  las  leyes 
de  la  República  y  no  podrá  entablar  reclama- 
ciones, sino  ante  los  Tribunales  en  ella  consti- 
tuidos. 

"lO.**  Quedan  nulas  y  sin  valor  todas  las  con- 
cesiones sobre  irrigación  otorgadas  antes  de  los 
últimos  20  años  y  de  las  cuales  no  se  hubiese 
hecho  uso  hasta  la  fecha. 

Inmigración  y  emigración — El  término  general 
con  que  la  lengua  designa  el  acto  de  salir  del 
p^s  del  nacimiento  á  otro  cualquiera,  es  emi- 
gración; pero  como  esta  saüda  se  considera  de 
dos  modos,  ya  con  relación  al  país  en  que  se  es- 
tablece, ya  al  país  de  donde  se  sale;  se  ha  res- 
tringido la  acepción  de  ese  término,  á  la  salida 
del  país,  y  se  ha  llamado  en  algunas  leyes  in- 
migración, al  acto  de  la  llegada  al  país  donde 
los  emigrantes  van  á  establecerse. 
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La  inmigración  es  un  hecho  social,  que  se  to 
ca  con  el  orden  político,  con  el  orden  económi- 
co y  con  el  orden  moral  de  las  Naciones;  pero 
como  sobre  la  que  mas  influencia  ejerce  es  so- 
bre el  orden  económico,  pues  en  el  último  resul- 
tado, no  es  sino  el  aumento  ó  disminución  de 
la  riqueza  de  un  país;  toca  á  la  Economía  ocu-. 
parse  de  ella  detenidamente. 

Sin  embargo,  nosotros  nos  ocupamos  de  este 
hecho  social,  puramente  en  sus  relaciones  con 
la  agricultura;  y  porque  hay  varias  disposicio- 
nes de  la  Administración  á  este  respeoto. 

Ei  célebre  economista  Molinari,  ha  definido 
la  inmigración,  diciendo: 

Que  es  una  exportación  de  trabajo  y  de  capitales;  y  bajo  este  con- 
cepto, encierra  un  mal  para  el  pais  que  pierde  ese  trabajo  y  ese  ca- 
pital y  un  benefício  para  el  país  que  lo  recibe. 

Pero  esto  no  es  absoluto,  pues  muchas  veces, 
es  uri  beneficio  para  ambos  países,  porque  si  al 
uno  le  lleva  el  aumento  de  brazos  y  capitales, 
al  otro  le  libra  de  un  exceso  de  población,  de  un 
sobrante  que  puede  producirle  crisis  económi- 
cas. Tal  sucede,  por  ejemplo,  con  la  emigra- 
ción de  algunos  países  europeos,  tales  como  la 
Gran  Bretaña,  la  Alemania,  ó  sea  con  la  emi- 
gración á  los  países  americanos  y  á  la  Austra- 
lia. 

Algunos  Gobiernos  han  tratado  de  prohibir 
la  emigración,  que  el  espíritu  aventurero  ha 
hecho  tomar  proporciones  alarmantes;  y  por  el 
contrario,  otros  han  tratado  de  favorecer  la  in- 
migración, ó  sea  la  emigración,  considerada  en 
el  país  que  va  á  recibirla.  Lo  primerees  un  ab- 
suido;  porque  las  prohibiciones  de  los  Gobier- 
nos, son  nada  para  impedir  esas  corrientes 
irresistibles  de  hombres  que  se  encuentran  mal 
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en  el  suelo  que  los  vio  nacer;  y  es  una  tiranía, 
porque  no  hay  leyes,  ni  Gobiernos  que  deban 
impedir  al  hombre  la  libertad  de  ir  donde  me- 
jor lé  convenga.  Entre  nosotros  no  existe  la 
emigración,  propiamente  dicha;  y  nuestros  Go- 
biernos de  lo  que  se  han  ocupado,  es  de  favore- 
cer la  inmigración. 

Se  ha  suscitado  la  cuestión  de  si  la  inmigra- 
ción es  ó  no  conveniente  al  país;  y  si  lo  es,  bajo 
que  condiciones  debe  verificarse  y  cuales  son 
los  medios  que  los  Gobiernas  ponen  en  prácti- 
ca paraJíavorecerla. 

Que  la  inmigración  es  conveniente,  no  cabe 
duda,  porque  siendo  un  aumento  de  brazos  y 
capitales;  una  suma  de  fuerzas  é  inteligencias 
quo  se  pone  al  servicio  del  país,  van  á  aumen- 
tar su  riqueza  y  su  actividail  en  los  diversos 
ramos  de  la  industria.  La  inmigración,  consi- 
derada con  respecto  á  la  agricultura,  es  mucho 
mas  necesaria,  desde  que  uno  de  los  mayores 
estorbos  que  ella  encuentra,  es  la  falta  de  bra- 
zos nacida  de  la  desproporción  que  existe  en- 
tre nuestro  territorio  y  la  población. 

Pero  si  la  inmigración  es  ventajosa  para  el 
país,  puede  también  serle  perjudicial,  cuando 
en  vez  de  inmigrates  honrados,  trabajadores  é 
inteligentes;  le  llega  la  hez  de  las  poblaciones 
europeas,  que  ha  emigrado  de  su  país  huyendo 
de  las  leyes  ó  del  hambre  producido  por  la  hol- 
gazanería. 

Para  evitar  este  inconveniente,  es  necesario 
que  las  empresas  ó  agentes  encargados  de  traer 
los  inmigrantes;  tengan  un  especial  cuidado  y 
tomen  todas  las  seguridades  necesarias  de  la 
inteligencia,  laboriosidad,  honradez,  aptitudes 
y  moralidad  de  los  individuos  que  emigran  de 
su  país.  Además,  para  que  una  emigración  sea 
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ventajosa  al  país  que  la  recibe,  es  necesario  que  á 

esos  individuos,  que  van  á  formar  parte  de  la  ^ 

S oblación,  pertenezcan  á  una  raza  fuerte  y  no 
egenerada,  y  no  muy  distinta  de  la  predomi- 
nante en  el  país;  porque  as  un  axioma  fisiológi- 
co, que  el  cruzamiento  de  Vazas  distintas,  nna 
de  las  cuales  lleva  un  elemento  débil  y  degra- 
dado, trae  por  resultado,  castas  degeneradas, 
que  participan  de  lo  malo  de  las  dos  razas  y  de 
nada  de  lo  bueno.  Esto  sucede  entre  nosotros 
con  la  emigración  asiática,  que  ha  tomado  pro- 
porciones colosales  y  que  á  mas  de  lo  odioso  que 
se  presenta  bajo  el  orden  moral  y  jurídico,  in- 
troduce en  nuestra  población,  un  elemento  de- 
generado y  débil,  que  tiene  que  hacerla  perder 
en  lo  físico  y  en  lo  moral. 

Son  varios  los  medios  de  que  se  han  valido 
los  Gobiernos  para  favorecer  la  inmigración  y 
fomentarla.  Pero  estos  medios  no  son  en  rea- 
lidad otra  cosa  que  medidas  que  no  producen 
ningún  resultado;  y  que  han  dado  lugar  á  abu- 
sos incalculables,  á  odiosos  extremos  que  han 
hecho  de  la  inmigración  una  nueva  faz  de  la 
esclavitud.  Tal  sucedió,  por  ejemplo,  con  la  ley 
de  17  de  Noviembre  de  L849,  en  que  se  conce- 
día una  prima  á  los  introductoras  de  inmi- 
grantes, y  a  éstos,  que  se  establecieran  en  el 
f)aís,  varios  privilegios.  Esta  prima  despertó 
a  codicia  de  los  e.^neculadores,  y  se  atrajeion 
al  Perú  multitud  d  >  inmigrantes,  muchos  con 
el  engaño,  otros  arrancados  de  sus  hogares  por 
la  fuerza;  y  por  consiguiente,  lejos  de  ti*aer  al 

{)aís  un  elemento  f avorable,que  fuera  un  auxi- 
io  á  la  agricultura;  se  trajo  nombres  nada  ap- 
tos para  este  trabajo  y  que  halagados  con  una 
perspectiva  risueña,  se  hallaron  con  la  triste 
reaüdad  de  ser  vendidos  como  esclavos,  pues  se 
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traspasaban  sus  contratas  á  los  diversos  hacen- 
dados, por  los  mismos  empresarios.  Lo^  abu- 
sos llegaron  á  tal  extremo,  sobre  todo,  respec- 
to á  la  inmigración  asiática,  que  introdujo  al 
país  una  triste  raza,  aue  en  6  de  Marzo  de  1856, 
se  dio  un  decreto  prohibiendo  la  introducción 
de  colonos  asiáticos. 

Los  buques  que  trajeren  colonos,  deberán 
probar  en  los  puertos  de  la  República  haberlos 
admitido  por  su  espontánea  voluntad,  y  en  ca- 
so contrario,  debían  los  capitanes  de  dichos 
buques,  ser  sometidos  á  juicio. 

Como  muchos  de  los  colonos  se  resistían  á 
cumplir  sus  contratas,  se  expidió  una  circular 
en  22  de  Enero  de  1852,  encargando  á  los  Pre- 
fectos de  cuidar  el  cumplimiento  de  las  con- 
tratas entre  los  colonos  y  los  contratistas;  pa- 
ra lo  cual  se  debía  obligar  á  los  colonos,  por 
medio  de  la  policía,  á  continuar  en  el  servicio 

{)actado  y  además  se  concedía  á  los  Prefectos 
a  facultad  para  dictar  las  medidas  necesarias 
encaminadas  á  impedir  que  cunda  la  desmora 
lización  y  el  desorden  entre  los  inmigrantes. 

En  28  de  Abril  de  1873,  se  dio  una  ley  de  in- 
migración autorizando  al  Poder  Ejecutivo  para 
invertir  una  fuerte  suma  anual  en  el  fomento 
de  la  inmigración  europea,  sobre  las  bases  que 
sean  mas  adecuadas  á  cada  Nación  y  á  cada 
género  de  industria. 

A  estos  inmigrantes  debía  distribuírseles  te- 
rrenos de  propiedad  fiscal,  que  estuvieren  irri- 
gados, y  por  ultimo,  se  les  ooligaba  á  devolver 
al  Estado  los  gastos  que  hubiesen  ocasionado, 
excepto  el  de  su  trasporte,  dentro  de  un  plazo 
determinado. 

Pero  el  problema  de  la  inmigración  no  se  re- 
suelve con  traer  inmigrantes,  sino  que  es   ne- 
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cesario  que  se  establezcan  en  el  país  y  perma- 
nezcan en  él.  Para  esto  se  ha  conocido  que  el 
mejor,  y  el  único  medio  consistía  en  la  coloni- 
zación, es  decir:  estableciendo  centros  de  pobla- 
ción en  aquellos  lugares  fértiles  y  despobla- 
dos. 

El  Estado  cede  á  cada  uno  de  los  inmigran- 
tes una  porción  del  terreno,  en  que  quiere  es- 
tablecer la  colonia,  con  cargo  de  cultivarlo  y 
de  establecerse  en  éL  Pero para-que  las  colo- 
nias, produzcan  sus  verdaderos  efectos,que  son 
el  progreso  de  la  agricultura  y  el  engrandeci- 
miento de  la  población;  es  necesario  que  se  les 
asimile  social  y  políticamente  al  país  en  que  se 
establecen,  de  modo  que  hagan  parte  de  el;que 
no  formen  un  simple  establecimiento  agrícola, 
más  ó  menos  extenso,  sino  entidad  política  y 
social,  que  tenga  la  vida  de  las  demás  ciudades 
y  que  no  vaya  á  comprometer  un  díala  unidad 
nacional. 

Las  condiciones  para  que  las  colonias  lleguen 
á  este  estado  son: 

"l.'^  Que  las  leyes  concedan  á  los  colonos  la 
propiedad  del  suelo  qi^e  cultivan,  puesto  que  el 
que  algo  posee  en  un  territorio,  no  lo  abando- 
na fácilmente; 

"2.*"  Que  los  colonos  tengan  igualdad  de  de- 
rechos civiles  Y  político»,  sin  cuyos  derechos 
no  hay  sociabiüdad  posible; 

"3.^  Exención  para  los  colonos,  por  cierto 
tiempo,  de  tributos  é  impuestos  que  gravan  la 
propiedad  rural;  y 

"4.**  Una  administración  local  especial  délos 
mismos  colonos,  que  permita  ir  introduciendo 
en  la  colonia  por  meoio  de   los.  mas  influyen- 


tes, el  espíritu  y  leyes  del  país. 
"Por  ultimo,  para  qtie  los  trabajos 


de  coloni- 
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zación  lo  sean  verdaderamente,  deben  irse  ex- 
tendiendo en  aquellos  lugares  inmensos  que  en 
la  zona  de  la  montaña  existen,  y  cuyos  ricos 
tesoros  permanecen  abandonados.'^ 

La  administración  Pardo,  en  cumplimiento 
de  la  ley  de  Abril  del  73,  fundó  la  sociedad 
de  '^Inmigración  Europea,"  destinada  á  esta- 
blecer y  airaer  al  Perú  la  corriente  de  inmi- 
grantes europeos  que  el  espíritu  de  aventura  y 
el  exceso  de  población  arrojara  á  las  playas  de 
América.  Dicha  sociedad  logró  establecer  la 
colonia  de  Chanchamayo,  que  cuenta  ya  con 
algunas  poblaciones  importantes  y  una  exten- 
sión de  mas  de  nueve  leguas  á  lo  largo  del  río 
*-Chanchamayo." 

Por  resolución  de  7  de  Julio  de  1877,  se  acep- 
tó una  propuesta  particular  para  el  envío  de 
familias  de  emigrantes  rusos,  para  fundar  una 
colonia. 

Ley  de  14  de  Octubre  de  1893. — mí  esta  fecha  el 
Gobierno,  ha  puesto  el  cúmplase  á  la  ley  que 
vamos  á  estudiar,  que  en  su  único  consideran- 
do, dice:  que  las  riquezas  naturales  de  la  Eepú- 
blica  serán  debidamente  explotadas,  mediante 
un  sistema  de  inmigración  que  atraiga  brazos 
y  capitales  á  su  territorio. 

El  artículo  I.""  de  esta  ley  declara  que  el  Es- 
tado protege  y  fomenta  la  inmigración. 

En  el  2.^  se  establece  quienes  son  inmigran- 
tes, declaración  .tanto  mas  necesaria,  cuanto 
que  una  triste  y  dolorosa  experiencia  de  lo  acon- 
tecido con  la  raza  asiática  [chinos]  últimamen- 
te y  en  otro  tiempo  polinesios;  nos  ha  manifes- 
tado que  es  conveniente  no  aceptar  esas  razas 
como  inmigrantes  y  que  es  mejor  pasarla  sin 
ellas. 

Dicho  artículo  2.^  considera  como  inmigran- 
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tes:  1."*  los  extranjeros  de  raza  blanca,  menores 
de  60  afíos,  que  lleguen  á  la  República  para  es- 
tablecerse en  ella  y  se  acojan  á  las  disposicior 
nes  de  esta  ley,  exhibiendo  ante  las  autorida- 
des designadas  por  el  Gobierno,  el  corraspon- 
diente  certificado  expedido  por  los  Cónsules  ó 
Agentes  del  Perú  en  el  extranjero,  respecto  á 
la  moralidad  y  oficio  ó  profesión  del  inmigran- 
te.'' 
Nada  haríamos  en  efecto,  si  no  es  un  daño 

{)ositiví)  al  país,  autorizando  la  inmigración  de 
a  escoria  social  de  otros  países,  entre  la  que  ha 
de  encontrarse,  por  supuesto,  vagos  y  crimina- 
les. 

El  inciso  2.""  del  artículo  2.''  establece  que: 
''Los  colonos  que  reúnan  los  requisitos  expre- 
sados en  el  inciso  anterior,  sean  especialmente 
contratados  para  ocupar  determinados  lugares 
en  la  República." 

Como  uno  de  los  modos  de  proteger  y  fomen- 
tar la  inmigración,  es  otorgar,  prerogativas  ó 
exenciones,  el  artículo  3.^  dispone  que:  **Los  in- 
migrantes tienen  derecho:  I.""  A  ser  alojados  y 
mantenidos  por  cuenta  de  la  Nación,  durante 
los  siete  días  posteriores  ó  su  llegada:  2.''  A  in- 
troducir libres  de  todo  derecho  fiscal  las  pren- 
das de  uso,  vestidos,  muebles  de  su  servicio  do- 
méstico, una  arma  de  caza,  instrumentos  de 
agricultura,  herramientas  del  arte  ú  oficio  que 
ejerzan  en  la  proporción  que  fijará  prudencial- 
mente  el  Gobierno.'^ 

Además  por  el  art.  4.^  los  siguientes:  "L*"  A 
un  pasaje  de  3/  clase  en  las  naves  que  deban 
trasladarlos  á  la  República:  2.''  Al  número  de 
hectáreas  de  terreno  que  el  Gobierno  designa* 
se  en  los  lugares  de  la  colonización:  S.""  A  ser 
trasladados  por  cuenta  del  Gobierno  del  lugar 
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del  desembarco  ó  alojamiento,  al  lugar  de  la 
colonización:  á.""  A  ser  mantenidos  por  cuenta 
del  Gobierno,  durante  tres  meses,  en  el  lugar 
de  la  colonización:  S."*  A  la  exoneración  de  to- 
do impuesto  directo  durante  cinco  años;  y  6.**  A 
recibir  por  una  sola  vez  los  instrumentos  de 
agricultura  y  herramientas  que  designe  el  GkK 
bierno." 

El  art.  5.**  autoriza  al  Supremo  Gobierno  pa-  ^ 
ra  poder  contratar  en  Europa  la  colonización 
de  los  lugares  que  estime  convenientes. 

La  Dirección  de  Obras  Públicas  tiene  á  su 
cargo  el  fomento  de  la  inmigración  y  coloni- 
zación, según  lo  establece  el  artículo  6.*" 

Por  el  7.^  se  crea  en  la  capital  de  la  Repúbli- 
ca una  Junta  Central  de  Inmigración  y  Colo- 
nización, compuesta  de  25  miembros  que  nom- 
brará el  Supremo  Gobierno,  para  promover, 
fomentar  y  desarrollar  la  inmigración  y  colo- 
nización en  el  territorio  nacional. 

Esta  Junta  Central  puede  organizar  juntas 
auxiliares  de  inmigración  y  colonización  en 
las  capitales  de  provincia  y  distrito  que  estime 
convenientes.  Así  lo  expresa  el  artículo  8.^ 

"La  misma  Junta  formará  el  reglamento  en 
que  se  detalle  su  organización  y  atribuciones 

Ílo  someterá  á  la  aprobación  del  Gobierno, 
amblen  expedirá  los  reglamentos  que  conven- 
ga para  las  Juntas  de  su  dependencia."  (Art. 
9.0 

El  10  establece  q[ue  el  cargo  de  miembro  de 
la  Junta  de  colonización  é  inmigración  es  con- 
cejil V  obligatorio:  durará  cuatro  años;  y  solo 
podrá  ser  renunciado  por  .justo  impedimento 
comprobado  ante  la  autoridad  que  hizo  el 
nomoramiento.  Las  Juntas  se  renovarán  por 

23 
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mitad  cada  dos  años,  siendo  la  renovación 
de  la  primera  mitad  por  suerte  y  las  siguien- 
tes por  ministerio  de  la  ley. 

La  Junta  Central  presentará  al  Gobierno 
anualmente  y  cada  vez  que  éste  lo  solicite,  una 
memoria  relativa  á  las  condiciones  y  necesi- 
dades de  los  distintos  centros  de  colonización, 
consignando  los  datos  é  informes  que  las  Jun- 
^  tas  de  provincias  suministren  respecto  á  las 
'  industrias  existentes  ó  por  crear,  á  los  sala- 
rios, al  clima  y  demás  puntos  referentes  á  la 
colonización  (art.  11.) 

El  art.  12  concede  á  las  mismas  juntas,  en. 
orden  á  la  inmigración,  la  iniciativa  expresada 
en  el  art.  17  de  la  ley  de  descentralización  fis- 
cal, respecto  á  los  servicios  y  arbitrios  mas 
eficaces  para  la  protección  y  colonización  de 
los  inmigrantes. 

Para  mayor  claridad  del  artículo  que  aca- 
bamos de  trascribir,  copiamos  el  17  de  la  ley 
de  Descentralización  Fiscal.  Dice  así:  "La  Jun- 
ta estará  autorizada  además  para  proponer  al 
Congreso,  por  conducto  del  Gobierno,  las  re- 
formas ó  reducciones  que  convenga  introducir 
en  los  servicios  departamentales;  así  como  los 
arbitrios  especiales  que  puedan  crearse  para 
aumentar  las  rentas  de  cada  departamento.^* 

Por  el  art.  13:  el  Gobierno  nombrará  las  co- 
misiones técnicas  que  sean  indispensables  pa- 
ra el  estudio  y  fomento  de  la  colonización. 

Con  el  objeto  de  atraer  inmigrantes  estable- 
ce el  art.  14  que:  "Los  Cónsules  Generales  de 
la  República  en  el  extranjero,  establecerán  en 
sus  respectivos  despachos,  oficinas  de  infor- 
maciones para  hacer  conocer  las  ventaias  do 
la  inmigración  al  territorio  de  la  RepuWica. 
Mientras  se  establece  los  locales  destinados  á 
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la  recepción  de  los  colonos,  el  Poder  Ejecutivo 
queda  autorizado  para  atender  con  sesenta 
centavos  diarios  al  sostenimiento  de  los  inmi- 
grantes adultos  y  con  treinta  centavos,  á  los 
niños  menores  de  doce  años." 

Finalmente  el  art.  16  declara  que  no  están 
comprendidos  en  los  beneficios  de  la  presente 
ley,  los  inmigrantes  traídos  al  territorio  del 
Perú  en  ejecución  de  la  ley  autoritativa  de  23 
de  Noviembre  de  1882  sobre  colonización  y 
t)rolongación  del  ferro -carril  de  la  Oroya. 

La  razón  que  encontramos  para  esta  última 
disposición  está  en  que  por  la  ley  que  acaba 
de  citarse  anteriormente,  se  concede  mayores 
prerogativas  ó  privilegios  á  los  colonos  a  que 
se  lefiere  la  ley  del  año  89. 

Pero  ni  la  ley  del  93,  ni  la  del  89  ni  ninguna 
otra  producirá  los  saludables  efectos  que  de 
ellas  se 'apetece,  mientras  no  tengamos  paz; 
estabilidad  én  los  Gobiernos;  orden  en  la  ad- 
ministración; leyes  liberales,  que  garanticen 
la  propiedad  y  el  trabajo;  que  otorguen  al  in- 
migrante los  mismos  derechos  civiles  y  políti- 
cos que  á  los  nacionales;  fáciles  vías  de  comu- 
nicación y  tantas  condiciones  que  nos  parece 
que  quedará  en  letra  muerta  la  ley  que  aca- 
bamos de  estudiar. 

Caza.— Entre  los  modos  de  adquirir  la  propie- 
dad de  una  cosa,  se  establece  el  derecho  de  ocu- 
f)ación,  derecho  que  debe  ser  reglado  por  las 
eyes  y  autoridades  administrativas,  ya  en  in- 
terés de  la  seguridad  pública,  ya  por  lo  que  se 
debe  á  la  propiedad.  Entre  los  medios  de  ocu- 
pación que  ha  admitido  el  Derecho  Natural  y 
sanciona  el  Derecho  Civil,  se  encuentra  la 
caza. 

La  caza  es  la  profesión,  el  medio  de  subsis- 
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tencia  de  los  i^eblos  salvajes  y  ha  sido  una 
de  las  ocupaciones  primitivas  del  hombre,  que 
hoy  la  civilización  ha  relegado  á  ser  el  oficio 
de  unos  pocos  y  el  recreo  de  algunos. 

Ha  sido  considerada  siempre  como  de  dere- 
cho natural  y  sancionada  por  todas  las  legis- 
laciones civiles,  que  conceden  á  todos  el  dere- 
cho de  cazar,  con  más  ó  menos  restricciones. 
Estas  restricciones  son  necesarias,  porque  la 
absoluta  libertad  del  derecho  de  cazar  traería 
gravísiipos  inconvenientes,  tales  como  la  com- 
pleta desaparición  de  los  animales,  pues  su 
destrucción  sería  mas  pronta  que  su  propaga- 
ción; el  abandono  que  en  muchos  casos  sufri- 
ría la  agricultura,  el  comercio,  las  artes,  pues 
ofreciendo  ía  caza  un  placer  imperioso  para 
ciertos  espíritus  aventureros  y  amantes  del 
peligro,  se  dedicarían  á  ella  con  mas  preferen- 
cia: el  peligro  de  que  se  desarrollase  en  la  so- 
ciedad el  hábito  de  la  holgazanería  y  de  esa 
vida  casi  selvática,fuera  de  las  leyes  sociales, 
y  que  puede  conducir  al  delito,  tan  Iqego  co- 
mo la  caza  faltara;  la  dificultad  que  habría  de 
evitar  que  los  cazadores  matasen  la  caza  en  la 
propiedad  privada,  lo  que  traería  la  guerra  en- 
tre los  propietarios  y  los  que  á  la  caza  se  dedi- 
casen,como  sucedía  entre  los  cazadores  furtivos 
y  los  propietarios  en  la  Bretaña,  después  de  la 
revolución  francesa  y  la  guerra  de  los  Vendea- 
nos;y  en  fin, la  multitud  de  leyes  y  agentes  ne- 
cesarios para  evitar  esos  ataques  á  las  propie- 
dades y  esas  violaciones. 

Por  todas  estos  inconvenientes,  es  que  las 
leyes  ponen  límites  al  derecho  de  cazar;  y  ya 

f)rohiben  la  caza  de  ciertos  animales  útiles  á 
a  industria  ó  á  la  agricultura,  como  sucede 
entre  nosotros  con  la  caza  de  vicuñas,  alpacas, 
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etc.,  y  la  de  pájaros  huaneros;  ja  establecen 
ciertas  reglas,  á  las  que  debe  sujetarse  el  caza- 
dor, para  evitar  el  perjuicio  de  un  tercero  ó  la 
extinción  completa  de  la  caza. 

Lefirislación — La  Legislación  sobre  esta  mate- 
ria se  halla  contenida  en  el  Código  Civil,  que 
establece  primero  el  principio  general  de  que 
el  derecho  de  cazar  es  común  á  todos.  I  Artícu- 
lo 482.] 

Pero  como  este  principio  no  puede  ser  abso- 
luto y  por  tanto,  debe  estar  sujeto  á  restriccio- 
nes que  nacen  del  derecho  de  propiedad;  se  en- 
tiende que  el  derecho  de  cazar  es  común  á  to- 
dos, siempre  que  se  ejerza  en  sitios  que.no  sean 
de  propiedad  privada,  pues  de  lo  contrario,  se 
hiere  el  derecho  de  un  tercero.  En  efecto,  uno 
de  los  atributos  inherentes  á  la  posesión,  es  el 
derecho  de  la  caza  en  su  propio  dominio,  pero 
no  en  el  ajeno.  Por  esto  el  Código  Civil  esta- 
blece á  continuación  en  su  artículo  484  que  no 
se  puede  cazar  en  el  fundo  ajeno  sin  permiso 
del  dueño;  y  en  su  artículo  485  que  no  se  pue- 
de cazar  animales  domesticados,  desde  que  es- 
te estado  de  domesticidad  supone  un  propieta- 
rio del  animal. 

Pero  si  el  cazador  hubiere  herido  el  animal 
fuera  del  fundo  privado  y  lo  persigue  hasta  to- 
marlo en  el  fundo  ajeno,  entonces  le  pertenece, 
(artículo  486);  porque  al  herirlo,  ha  ejercido  un 
derecho  propio,  que  se  manifiesta  por  la  herida. 
Pero  si  al  perseguir  la  caza,  encontrase  el  ave 
ó  cuadriipedo  de  su  propiedad,  interpelado  en- 
tre otros  ajenos,  puede  reclamarlo,  pagando,  á 
justa  tasación,  el  daño  ó  perjuicio  que  hubiere 
causado.  (Artículo  487.) 

Finalmente,  para  evitar  accidentes  funestos, 
se  ha  prohibido  la  caza  con  armas  de  fuego,  y 
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con  redes  en  los  caminos  públicos  y  en  los  de 
tránsito  ó  servidumbre.  Asimismo,  se  obliga  á 
los  que  esto  hacen,  á  reparar  los  daños  que  cau- 
sen. [Artículos  484  y  2198  del  Código  Civil.] 

Pesca — La  pesca,  ó  sea  la  ocupación  de  tomar 
los  peces  de  mar  ó  agua  dulce,  es  una  industria 
que  se  encuentra  como  la  caza,  sujeta  á  ciertas 
reglas  de  administración;  si  bien  por  su  mayor 
importancia,  no  se  ha  hecho  el  derecho  de  pes- 
car tan  ilimitado,  como  el  de  cazar.  La  pesca 
es  mas  importante  que  la  caza,  por  cuanto  ella 
forma  una  industria  que  provee  de  alimento  á 
las  poblaciones,  mientras  que  la  otra  es  casi  so- 
lo un  mero  pasatiempo.  De  aquí  que  las  admi- 
nistraciones hayan  reglamentado  esa  industria, 
/tal  vez  con  demasiado  absolutismo,  desde  que 
es  sabido  que  la  vida  de  las  industrias,  por  pe- 
queñas que  sean,no  es  la  vida  reglamentaria, 
tan  opuesta  á  la  libertad,necesaria  á  toda  ma- 
nifestación de  la  actividad  humana. 

La  pesca  se  considera  de  dos  modos,  la  pes- 
ca en  el  mar  y  en  los  ríos  y  canales. 

Por  lo  que  hace  á  la  pesca  marítima,  la  que 
se  verifica  en  alta  mar,  no  se  sujeta  á  ninguna 
regla,  pues  allí,  ni  los  mares  son  objeto  de  do- 
minio, ni  hay  peligro  que  el  hombre  agote  la 
inmensa  fecundidad  de  los  océanos.  Pero  si  es- 
to sucede  en  alta  mar,  no  pasa  lo  mismo  en  los 
mares  que  bañan  las  costas  deunanación,pues 
forma  ^arte  del  territorio  nacional,  de  modo 
que  esta  bajo  la  jurisdicción  del  Estado;  y  la 
anuencia  de  buques  pescadores,  si  la  pesca  fue- 
se libre^^  alejaría  los  peces  de  la  costa,  perjudi- 
cando á  la  Nación.  Por  esto  es  que  en  el  Dere- 
cho Internacional, se  admite  el  derecho  de  cada 
Nación  para  prohibir  la  pesca  costera,  á  los  ex- 
tranjeros, en  sus   mares  territoiiales;  conce- 
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diendo  este  permiso,  en  virtud  de  concesiones  ^ 
recíprocas. 

Legislación — En  virtud  de  este  principio  in- 
ternacional que  acarnos  de  citar,  nuestras  le- 
yes declaran  que  la  pesca  no  es  un  derecho  co- 
mún á  todos,  sino  á  los  naturales  del  país.  Es- 
ta disposición  ha  sido  restringida  por  el  trata- 
do de  admistad,  comercio  y  navegación  entre 
el  Perú  é  Italia,  de  25  de  Enero  de  1875,  q^ue 
concedió  á  los  naturales  de  ese  reino,  permiso 
para  la  pesea  en  nuestra  costa. 

La  pesca  es  entre  nosotros  ung,  industria  re- 
glamentada, sobre  la  que  se  Jian  expedido  bas- 
tantes decretos  y  resoluciones;  no  obstante  que 
existe  la  libertad  de  industria  y  qae  el  Estado 
íeconoce  la  pesca  como  una  de  las  ramas  de  és- 
ta. 

Las  disposiciones  que  rigen  sobr«  la  pesca, 
son  las  siguientes:  por  un  decreto  de  6  ae  Se- 
tiembre de  1833,  se  prohibió  la  pesca  de  cetá- 
ceos y  anfibios  en  las  playas  é  islas  del  Perú,  á 
todos  los  extranjeros,  bajo  la  pena  de  sea  tra- 
tados como  contrabandistas.  Los  naturales  del 
Perú  que  se  dediquen  á  esa  pesca,lo  harán  con 
conocimiento  de  la  autoridad  superior  del  de- 
partamento, de  la  Comandancia  General  de 
Marina  y  de  los  jefes  de  las  Aduanas  de  las  cos- 
tas.— Estas  disposiciones  no  solo  prohibían  á 
ciertas  personas  el  ejercicio  de  una  industria,si' 
no  quienes  también  imponían  restricciones  á 
aquellos  que  se  permitía  ejercerla.  De  modo, 
que  no  solo  se  violaba  el  principio  general  de 
libertad,  sino  también  la  Constitución  de  1828, 
que  entonces  regía  y  que  establecía:  "que  es  li- 
bre todo  género  de  trabajo,  industria  ó  comer- 


cio." 


Después  se  expidió  un  decreto  en  5  de  Agosto 
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de  1840,  por  el  que  también  se  declaró  que  la 
industria  de  pesca  de  mar  en  las  costas  del  Pe 
rú  y  sus  islas  adyacentes,  es  exclusivamente 
permitida  á  los  naturales  del  Estado. 

Los  buques  que  salgan  de  algún  puerto  de 
la  República  para  emplearse  en  la  pesca,  nece* 
sitan  licencia  de  la  autoridad  competente;  y 
para  concederse  esta  licencia,  eá  necesario  ser 
peruano  de  nacimiento  ó  por  naturalización. 

Posteriormente,  por  decreto  de  86  de  '  Octu- 
bre de  1849.  se  declaró  que  la  pesca  era  una  in- 
dustria libre  y  que  no  se  puede  conceder  privi- 
legio para  pogcar;  pero  todo  pescador  de  la 
edad  de  diez  años  hasta  cincuenta,tien8' la  obli- 
gación forzosa  de  ser  matriculado  en  el  parti- 
do naval  á  que  corresponda  el  lugar  de  su  re- 
sidencia. 

Por  último,  el  Código  Civil  prohibe  la  pesca 
en  propiedad  ajena,  sin  licencia  del  duefío,  apo- 
yándose en  los  mismos  principios  que  se  apo- 
ya la  prohibición  de  la  caza;  y  debiendo,  por 
tanto,  sujetarse  la  pesca  á  las  disposiciones 
que  rigen  en  materia  de  caza,  cuando  se  hace 
un  fundo  ajeno. 

Las  embarcaciones  pequeñas,  como  canoas 
y  balsas,  que  se  ejercitan  en  la  pesca  para  el 
consumo  diario  de  las  poblaciones,  no  están 
comprendidas  en  las  disposiciones  reglamenta- 
rias qtie  hemos  citado.  (Decreto  de  5  de  Agos- 
to de  1840:) 

En  Ancón  y  Chorrillos,  es  libre  el  ejercicio 
de  la  pesca  para  personas  que  se  encuentren 
en  aptitud  de  hacerla;  y  están  exentos  los  ma- 
triculados de  ambos  lugares  de  los  cargoá  y 
obligaciones  que  señalan  las  ordenanzas  de 
Marina.  [Resolución  de  20  de  Marzo  de  1873.] 

Para  precaver  los  acci^lentes,  así  como  para 
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no  alejar  la  pesca  de  las  costas,  se  han  expedi- 
do varias  resoluciones,  prohibiendo  emplear  en 
ella  la  dinamita  ú  otras  sustancias  explosivas. 

Esta  misma  prohibición  ha  sido  reiterada  por 
resolución  Suprema  de  5  de  Setiembre  de  1896, 
haciéndola  inclusiva  á  la  de  lobos:  disponien- 
do que  los  enapleados  de  los  Resguardos  y  Ca- 
pitanías practiquen  frecuentes  y  minuciosos 
reconocimientos  en  las  embarcaciones  destina- 
das á  la  pesca,  imponiendo  una  multa  de  cin- 
cuenta soles  al  dueño  ó  patrón  de  ellas,  en  ca- 
so de  hallarse  á  bordo  alguna  sustancia  explo- 
siva. Si  no  fuera  posible  hacer  efectiva  la  in- 
dicada multa,  sé  declarara  en  comiso. 

El  producto  de  la  multa  se  aplicará  íntegra- 
mente á  favor  del  aprehensor  ó  denunciante, 
previa  una  sumaria  información,  seguida  ante 
el  Capitán  de  Puerto  ó  Comandante  del  Res- 
guardo. 

Minas. — Para  definir  las  minas,  careciendo  de 
una  definición  legal  en  nuestro  Derecho  Admi- 
nistrativo, adoptaremos  la  que  dá  la  ley  fran- 
cesa de  21  de  Abril-  de  1810,  en  su  artículo  2^: 

"Son  consideradas  como  minas,  esos  lugares 
profundos  de  la  tierra  que  contienen  en  filones^ 
capas  ó  viasaSj  oro,  plata,  platino,  mercurio,plo- 
mo,  fierro,  cobre,  estaño,  zinc,  calamina,  bio- 
muto,  cobalto,arsénico,  manganesa,  antimonio, 
plombagina  ú  otras  materias  metálicas;  azufre, 
carbón  de  piedra,  madera  fósil,  betunes  y  sul- 
fates de  base  metálica.  A  esto  se  puede  agre- 
gar las  piedras  preciosas,  que  en  la  superficie  ó 
en  el  interior  de  la  tierra  se  prestan  á  explota- 
ción." 

La  condición  esencial  de  las  minas,  en  la  no- 
ción que  debe  dar  el  Derecho  Administrativo, 
está  que  sea  necesario  para  explotarlas   y   ex- 
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traer  el  mineral  de  los  criaderos  y  depósitos, 
operaciones  y  trabajos  subterráneos,  que  pue- 
dan calificarse  de  industria  minera,  arreglada 
á  las  condiciones  del  arte  y  que  en  el  estado 
actual  de  las  legislaciones,  necesitan  autoría- 
ción  para  el  beneficio  y  están  sujetas  á  regla- 
mentos en  el  laboreo. 

Las  tierras  arcillosas,  los  minerales  de  base 
calcárea,  las  arenas,  las  margas,  las  tierras 
magnesianas  y  ferruginosas  y  las  demás  sus- 
tancias de  esta  clase,  útiles  á  la  construcción, 
á  la  agricultura  6  á  las  artes;  no  se  reputa  mi- 
nas en  el  Derecho  Administrativo. 

Importancia  de  las  minas. — Las  minas,  como  to- 
das las  riquezas  naturales  que  el  Creador  ha 
prodigado  al  hombre;  constituyen,  debidamen- 
te trabajadas,  una  de  las  fuentes  mas  impor- 
tantes de  riqueza  nacional. 

Cuando  dominaba  en  el  orden  económico  el 
principo  de  que  la  única  riqueza  estaba  en  el 
oro  y  la  plata,  se  dio  á  la  minería  la  preferen- 
cia sobre  todas  las  industrias  y  al  oro  y  la  pla- 
ta sobre  todos  los  metales.  Pero,  como  ya  he- 
mos dicho,  hoy  se  reconoce  igual  importancia 
en  todas  las  industrias;  ho)^  es  más  rico  el  país 
que  cuenta  con  la  actividad  fabril,  comercial  ó 
agrícola;  que  el  q^io  encierra  en  su  suelo  y  en 
los  flancos  de  sub  montañas,  valiosas  masas  de 
oro  y  plata  que  no  explota  y  yacen  improduc- 
tivas. 

Pero  si  la  industria  minera  no  tiene  la  pre- 

Eonderancia  que  antes  le  daban  pueblos  y  Gk)- 
iernos  sobre  las  demás  industrias,  tiene  siem- 
pre la  inmensa  importancia  que  le  dan  el  ser 
manantial  primero  de  todas  !as  indnstrias,pues 
las  minas  suministran  todas  las  materias  pri- 
mas, esto  es,  los  elementos  indispensables  al 
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trabajo.  Necesitando  para  su  explotación  de  in- 

S>nt¿  capitales,  hacen  afluir  la  riqueza  circu- 
nte  á  las  poblaciones  é  improvisan  en  los  cen- 
tros mineros,  una  población  numerosa,  activa, 
que  con  una  buena  administración,  puede  cons- 
tituir ciudades  industriales  de  primer  orden. 
En  una  palabra,  las  minas  debidamente  explo- 
tadas y  con  la  ayuda  de  todos  los  maravillosos 
elementos  de  las  artes  mecánicas;  son  fuentes 
permanentes  de  riqueza  nacional  y  de  suma  im- 
portancia para  el  progreso  y  estabilidad  de  las 
demás  industrias  de  un  país. 

Interrencíón  de  la  autoridad  en  las  minas—  Esta 
misma  importancia  y  el  tener  que  cumplir  los 
propietarios  de  las  minas  con  ciertas  condicio- 
nes, sin  las  cuales  no  es  válida  la  propiedad  que 
les  concede  el  Estado;  hacen  que  la  industria 
minera  sea  una  industria  reglamentada  y  que 
se  admita  en  ella  cierto  grado  de  intervención 
oñcial. 

Según  el  mayor  ó  menor  grado  de  libertad  de 
que  goza  un  pueblo,  se  manifiesta  la  interven- 
ción del  Estado  en  las  minas.  De  todos  modos, 
nunca  debe  llegar  hasta  el  caso  de  imponer  á  los 
mineros  ciertas  clases  de  labores  ó  de  mezclar- 
se la  Administración  en  el  régimen  interior  de 
las  minas.  En  una  palabra:no  debe  extenderse 
á  ejercer  una  tutela  impropia  de  la  misión  del 
poder,reemplazando  con  ella  la  actividad  indi 
vidual. 

La  intervención  del  Estado  en  las  minas,  de- 
be manifestarse  por  las  leyes  y  reglamentos 
que  se  limiten  á  señalar  los  medios  de  adquirir 
la  propiedad;  las  garantías  del  minero,  que  le 
aseguren  ese  derecho  de  propiedad;  y  por  últi- 
mo, á  dictar  algunas  reglas  de  policía  para  evi- 
tar que  la  ignorancia,  la  temeridad,  puedan 
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traer  funestos  accidentes  en  la  vida  y  salud  de 
los  que  se  entregan  á  esas  labores  subterráneaií 
y  que  también  pueden  comprometer  á  las  ciu- 
dades cercabas  á  los  centros  de  explotación 
minera. 

Esta  intervención  se  manifiesta,  además  de 
la  concesión  necesaria  para  el  aprovechamien- 
to de  la  mina,  por  reglamentos  acerca  del  la- 
boreo de  minería  y  que  se  basan  en  el  interés 
mismo  de  la  producción  minera;  en  las  relacio 
nes  de  la  minería  con  los  intereses  generales 
del  público  y  con  los  terceros;  y  en  las  garan- 
tías que  se  debe  acordar  al  derecho  de  propie- 
dad de  las  minas  y  privilegios  y  obligaciones 
impuestas  á  los  mineros. 

Así,  en  todos  estos  reglamentos,  se  impone 
á  los  mineros  la  obligación  de  tener  las  minas 
limpias,  desaguadas  y  bien  ventiladas;  á  forti- 
ficarlas, empleando  todos  los  medios  y  precau- 
ciones posibles  para  que  no  se  comprometa  la 
explotación,  ni  la  vida  de  los  operarios;  á  con- 
servar bien  los  mojones  que  se  fija,  para 
separar  las  pertenencias;  á  observar  las  dispo- 
siciones que  sobre  salubridad  y  policía  dicten 
las  autoridades  locales. 

Esta  intervención  administrativa  en  el  tra- 
bajo, se  manifiesta  también  por  la  inspección 
y  vigilancia  que  el  Estado  ejerce  en  la  explo- 
tación, no  solo  en  lo  relativo  á  la  seguridad  de 
las  personas  empleadas  en  los  trabajos  mine- 
ros; sino  también  en  guarda  de  la  misma  ex- 
plotación, que  está  en  el  interés  de  ía  Nación 
no  sea  abandonada. 

Es  indudable  que  la  libertad  de  industria, 
sentada  ya  como  una  ley  económica  para  la 
vida  y  progreso  de  ésta,  rechaza  esa  interven- 
ción preventiva  de  la  Administración;  y  por 


_  365  — 

eso  creemos  que  debe  ser  limitada  únicamen- 
ten,  como  ya  liemos  dicho  tantas  veces,  á  las 
medidas  que  requieran  la  salubridad  y  seguri- 
dad de  las  personas  y  las  garantías  de  los  de- 
rechos tanto  de  los  dueños  de  la  mina,  como  de 
los  operarios. 

Sin  embargo,  en  todas  las  legislaciones,  aún 
de  aquellos  países  en  que  más  se  acata  y  res- 
peta el  principio  de  la  libertad  en  todas  sus  ma- 
nifestaciones; señmpone  la  intervención  de  la 
autoridad  mas  ó  menos  restrictiva  en  la  in- 
dustria minera. 

En  Inglaterra,en  que  la  explotación  de  minas 
no  está  sujeta  á  ninguna  concesión,  ni  autori- 
zación previa  y  en  que  el  Estado  se  había  abs- 
tenido de  intervenir,  ni  aún  para  las  medidas 
necesarias  al  interés  de  los  obreros;  se  decretó 
en  1842  algunas  precauciones  eti  bien  de 
los  obreros,  prohibiendo  el  trabajo  subterráneo 
de  las  mujeres  y  niños  menores  de  diez  años  y 
el  pago  de  salarios  en  los  despachos  de  licores. 
En  1850  se  cometió  las  minas  á  la  vigilancia 
de  los  inspectores,  en  cuanto  á  la  seguridad  de 
las  personas;y  últimamente  dos  leyes  de  Agos- 
to de  1872,  extienden  y  precisan  mas  esta  re- 
glamentación. 

Se  detalla  en  estas  leyes  el  trabajo  de  las 
mujeres,  jóvenes  y  niños;  el  pago  de  los  sala- 
rios; la  inspección  por  agentes  nombrados  por 
el  Gobierno;  los  certificados  que  se  debe  exigir 
á  los  contramaestres  de  minas  y  las  penas  por 
infracciones  de  ley.  Se  lleva  tan  lejos  la  regla- 
mentación, que  se  dá  prescripciones  técnicas 
minuciosas  y  numerosas  para  atender  á  la  se* 
guridad  de  la  explotación  y  de  las  personas 
empleadas  en  ella. 

En  Estados  Unidos,  una  ley  de  Illinois  de  2 
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de Marzo  de  1872,  regla  la  explotación  de  las 
minas  de  hulla,  en  lo  relativo  á  seguridad  y 
salubridad  de  los  obreros.  Se  prohiba  también 
el  empleo  de  mujeres  de  todas  edades  y  de  ni- 
fioft  menores  de  catorce  años,  en  las  labo- 
res subterráneas;  y  se  sujeta  la  explotación  á 
la  inspección  de  un  agente  acompafiado  de  un 
minero  e:^erimentado.  La  Corte  del  condado 
puede  prohibir  los  trabajos  en  una  mina,  para 
obligar  al  explotador  á  sujetarse  á  las  pres- 
cripciones  de  la  ley. 

Propiedad  de  las  minas.  —Los  sistemas  acerca 
de  la  propiedad  de  las  minas,  pueden  reasumir- 
se en  cuatro,  mas  generales: 

'1.**  El  sistema  antiguo,  que  atribuye  la  pro- 
piedad de  las  minas  al  Estado,  como  un  dere- 
cho de  regalía;  sistema  que  aún  domina  en  ^• 
gunas  legislaciones,  principalmente  en  Alema- 
nia; 

"2.^  El  sistema  que  patrocinó  el  célebre  eco- 
nomista Turgot,  que  atribuye  la  propiedad,  al 
primer  ocupante." 

Mirabeau,  en  la  discusión  de  la  ley  francesa 
de  minas  de  1791,  hizo  caer  ese  sistema,  demos- 
trando que  era  destructor  de  toda  explotación 
mineral. 

"3.*"  El  sistema  de  la  accesión,  que  considera 
la  propiedad  de  la  superficie,  indivisible  déla 
del  fondo;  y,  por  consiguientCj  las  minas  per- 
tenecen al  propietario  del  suelo,  en  virtud  áe\ 
principio  de  Derecho  Civil:  que  la  propiedad 
de  lo  superior,  entraña  la  de  lo  inferior." 

En  tanto  que  el  primer  sistema  es  una  exa- 
geración del  derecno  social,  éste  lo  aplica  el  de- 
recho del  individuo,  con  un  absolutismo  que 
desconoce  á  la  vez  el  interés  público,  los  verda- 
deros límites  del  derecho  de  propiedad   y  la 
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naturaleza  de  las  cosos;  que  hace  distinguir  en 
el  suelo  la  propiedad  del  fondo  y  de  la  superfi- 
cie. 

"4.^  El  sistama  que  considera  las  minas  co- 
mo bienes  vacantes,  res  nuUivs,  y  por  tanto  es 
propiedad  del  que  las  descubre.'' 

Por  este  sistema  no  se  reconoce  el  derecho 
del  propietario  del  suelo  á  la  mina,  pero  puede 
exigir  una  indemnización  por  su  permiso  para 
los  estudios  y  exploraciones  que  se  haga  en  su 
terreno  para  el  descubrimiento, 

"El  Estado  no  debe  explotar  las  minas  por  sí 
mismo,  ni  podrá  venderlas;  pero  sí  tiene  el  de- 
recho de  imponer  contribuciones  sobre  la  ex- 
plotación; de  dar  en  nombre  del  interés  gene- 
ra, la  concesión  necesaria  para  la  explotaeión 
y  de  ejercer  la  policía  de  las  minas  por  medio 
ae  la  inspección  y  vigilancia.  Así,  los  títulos  de 
propiedad  de  las  minas  se  constituyen  por  ac^ 
ción  de  la  autoridad  púbüca  (I) 

"En  nuestra  legislación,  como  en  la  mayoría 
de  las  legislaciones  modernas,  los  bienes  vacan* 
tes  son  considerados  como  bienes  del  Estado, 
susceptibles  de  apropiación  privada;  y  por  con' 
siguiente,  el  cuarto  sistema  reconoce  en  el  fon* 
do  el  dominio  del  Estado  sobre  las  minas,  si 
bien  lo  limita  en  guarda  del  interés  general 
Por  eso,  el  Estado  adjudica  mediante  ciertas 
condiciones,  la  posesión  y  propiedad  de  las  mi* 
ñas  á  los  que  las  denuncian  con  las  prescrip- 
ciones que  señala  la  ley. 

Esta  propiedad  del  festado,  no  se  extiende  á 
aqueUas  sustancias  minerales  que,  según  la 
clfetsificación  legal  de  minas,  no  estén  compren- 
didas en  ellas.  Estas  sustancias,  como  son  pie- 

(1)  Ducrocq,  Cours  de  Droit  AdminUtratíve . 
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dras  de  construcción,  arenas,  cal,  arcillas,  pi- 
zarras, margas,  etc.,  pertenecen  al  propietario 
del  terreno  donde  se  encuentren.  La  explota- 
ción de  éstas  no  están,  sujetas  á  los  reglamen- 
tos de  minería  y  serán  de  aprovechamiento 
común  en  los  terrenos  pertenecientes  al  Esta- 
do ó  á  los  Municipios,  sin  perjuicio  del  derecho 
de  estas  Corporaciones,  para  conceder  á  los 
particulares  la  explotación  de  dichas  sustan- 
cias, conforme  á  las  leyes  y  disposiciones  del 
caso.  Este  principio  está  consignado  en  todas 
las  legislaciones,  y  la  nuestra  lo  establece  en 
el  artículo  23  de  la  ley  de  Enero  de  1877. 

Ordenanzas  de  Minería. — Una  vez  que  sabemos 
qué  se  entiende  por  minas  en  el  Derecho  Ad- 
ministrativo; que  hemos  establecido  el  princi' 
pío  legal  sobre  el  que  reposa  la  propiedad  de 
las  minas,  manifestando  someramente  la  im* 
portancia  que  tiene  para  las  Naciones  y  sefía' 
lando  el  papel  que  á  la  Administración  toca 
desempeñar  y  hasta  donde  debe  llegar  su  in' 
tervención;  réstanos  hablar  algo  sobre  la  legis* 
lación  de  minería. 

La  legislación  sobre  minas  debe  ocuparse: 

"1.*^  De  asegurar  al  descubridor  la  propie* 
dad,  porque  no  siendo  ésta  ni  incierta,  ni  pre' 
caria;  se  aüente  el  descubrimiento  y  progresen 
las  explotaciones; 

"2.^  Indemnizar  al  propietario  del  suelo,  pa' 
ra  que  no  ponga  obstáculos  á  la  explotación: 

"S.""  Determinar  claramente  la  extensión 
que  debe  explotarse  al  hacer  la  concesión;  de* 
hiendo  ser  esa  extensión  suficiente  para  que 
los  trabajos  puedan  teüer  el  necesario  desa* 
rroUo; 

"4.^  No  hacer  concesiones  sino  á  individuos, 
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que  tengan  medios  para  emprender  el  benefi- 
cio del  mineral;  y 

''S."*  Garantizai*  por  largo  tiempo  los  derechos 
del  explotador  p  impedir  por  medio  de  una  vi- 
gilancia activa,  los  trabajos  que  puedan  ser  fu- 
n^tos  á  las  minas  y  á  los  trabajadores.''  [1.] 

Estos  son  los  principios  sobre  que  debe  repo- 
sar una  legislación  de  minas,  que  llene  su  ob- 
jeto y  que  no  son  muy  atendidos  en  la  legisla- 
ción que,  en  esta  materia,  rige  entre  nosotros. 
Esta  legislación  es  la  misma  que  regía  en  la 
época  colonial  y  que  fué  formulada  en  el  afio 
de  1783,  para  el  Vireinato  de  Méjico  y  manda- 
da adoptar  y  obedecer  en  el  Perú,  por  Eeal  or- 
den de  1785.  Estas  Ordenanzas  de  Minería  for- 
man un  Código  completo  y  muy  extenso;  si 
bien,  como  es  natural,  sus  disposiciones  no  es- 
tán en  armonía  con  nuestro  régimen  actual, 
ni  con  los  principios  de  la  ciencia  administra- 
tiva. En  dicho  Código  se  trata  de  los  Tribuna- 
les y  Diputaciones  territoriales  de  Minería;  del 
modo  de  adquirir  el  dominio  de  las  minas;  del 
orden  con  que  se  ha  de  proceder  en  la  sustan- 
ciación  de  los  juicios  contenciosos;  de  los  nue- 
vos descubrimientos;  de  los  registros  de  vetas 
y  denuncias  de  minas  abandonadas  ó  perdidas; 
de  los  que  pueden  ó  no  denunciar  y  trabajar 
las  minas;  de  las  pertenencias  y  demasías  y  de 
las  medidas  que  deben  tener  las  minas;  del  mo- 
do de  labrar  ó  fortificar  y  amparar  las  minas; 
de  las  minas  de  azogue;  de  los  operarios  de  mi- 
nas ó  ingenios  de  beneficio;  del  surtimiento  de 
a^as  y  provisiones  de  los  mineros. 

Muchas  de  las  disposiciones  de  estas  Orde- 
nanzas han  sido  reiormadas  ó  revocadas,  por 

(1)  Piftdi»rFodéré. 
24 
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decretos  y  leyes  j)osteriores,  sobre  todo,  en  lo 
relativo  a  la  propiedad  y  dominio  de  ellas;  y 
otras  no  son  completamente  observadas,  por- 
que han  caído  en  desuso.  • 

Vamos  á  estudiar  algunas  de  estas  disposi- 
ciones, en  lo  que  se  refiere  á  los  modc»  de  ad- 
quirir la  propiedad  de  las  minas. 

Dennncias  de  minas. — El  modo  como  se  adquie" 
re  la  propiedad  de  las  minas,  según  las  Orde- 
nanzas, es  la  denuncia,  hecha  ante  la  autori- 
dad competente  para  que  se  adjudique  al  de- 
nunciante, la  propiedad  y  posesión.  No  solo  son 
denunciables  las  minas  que  nuevamente  se 
descubran,  sino  aún  aquellas  que  sean  de  pro- 
piedad particular  y  estén  abandonadas  por  sus 
propietarios. 

Pero  si  éstos  pagan  al  Estado  el  impuesto 
que  estableció  la  ley  de  12  de  Enero  de  1877; 
no  pueden  las  minas  ser  denunciadas,  según 
esta  misma  ley,  aunque  no  se  trabajen.  De  mo- 
do que  el  laboreo  de  las  minas  no  es  ya,  como 
lo  prescribían  las  Ordenanzas,  un  requisito 
esencial  para  la  posesión  de  estas;  siendo  nulo 
el  amparo  que  se  dé  de  una  mina,  si  resulta 
que  fué  denunciada  sin  que  su  duefío  falte 
al  pago  puntual  del  impuesto,  aunque  no  la  tra- 
baje. (Artículo  6.''  de  la  ley  de  12  de  Enero  de 
1877.) 

Según  esta  ley,  son  también  denunciables 
todas  aquellas  minas  que,  aunque  sean  traba- 
jadas por  sus  dueños,  no  hayan  presentado  és- 
tos á  las  Diputaciones  respectivas,  una  copia 
legalizada  de  las  piezas  principales  de  sus  tí- 
tulos. (Artículos  12  y  19.) 

Las  minas  de  azogue  pueden  denunciarse, 
con  la  condición  de  dar  anuncio  al  Gobierno, 
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para  que  éste  resuelva,  si  deben  ser  trabajadas 
por  él  ó  por  el  descubridor. 

Dennnciaiites — Todo  el  que  quiera  explotar 
una  mina  que  haya  descubierto,  puede  denun- 
ciarla con  las  excepciones  siguientes: 

"No  pueden  denunciar,  ni  adquirir  minas 
propias,  los  extranjeros;  excepto  cuando  son 
naturalizados  ó  estén  avecindados.  (Art.  1.  tí- 
tulo I.""  de  las  Ordenanzas.)" 

Esta  disposición  está  derogada  por  el  artí- 
culo 22  de  la  ley  de  12  de  Enero  de  1877  en  que 
se  da  á  los  extranjeros  todos  los  derechos  y  se 
les  sujeta  á  todas  las  obligaciones,  respecto  de 
la  propiedad  y  explotación  de  las  minas,  excep- 
tuándolos únicamente  de  desempeñar  las  fun- 
ciones judiciales  en  el  ramo  de  ellas. 

"Tampoco  pueden  ser  denunciantes  los  re- 
gulares de  ambos  sexos  y  los  eclesiásticos  se- 
culares, los  que  tampoco  pueden  poseerlas. 
[Art.  2.''  título  7.^  de  las  Ordenanzas.] 

"Los  funcionarios  políticos  y  judiciales  en  el 
territorio  de  su  jurisdicción;  pero  pueden  de- 
nunciarlas y  tenerlas^  fuera  de  él.  [Art.  3.^  de 
las  Ordenanzas.] 

"Los  mayordomos,  empleados,  sirvientes  y 

{)eones  de  m.inas,  en  mil  varas  en  contorno  de 
as  de  sus  patrones,  pero  pueden  denunciar  pa- 
ra éstos,  (Art.  é.""  de  las  Ordenanzas.)" 

Por  último,  nadie  puede  denunciar  para 
otro,  sin  poder  ó  carta  orden,  [art.  5.*"]  Tampo- 
co podrá  denunciarla  para  sí,  el  que  naya  tra- 
tado antes  compañía  para  la  niina;  y  si  hace 
él  la  denuncia,  debe  expresar  el  nombre  de  los 
socios,  so  pena  de  perder  su  parte. 

A  las  respectivas  Diputaciones  Temtoriales 
les  toca  librar,  el  amparo  y  dar  posesión  de  los 
terrenos  minerales  de  toda  especie.    De  modo 
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que  ante  ellas  se  entabla  la  respectiva  denun- 
cia. [Resolución  de  30  de  Abril  de  1876.] 

"En  los  lugares  que  no  existen  Diputaciones 
Territoriales  de  Minería,  los  Jueces  de  prime* 
ra  instancia  ejercerán  todas  las  funciones  ad- 
ministrativas y  judiciales  de  éstos.  (Art.  20  de 
la  ley  de  12  de  Enero  de  1877.) 

Esta  misma  ley,  impuso  á  los  mineros  una 
contribución  de  quince  soles  al  semestre,  sobre 
cada  cuadratura  ó  pertenencia  de  mina  en  pose- 
sión ó  amparo,  de  cualquiera  dimensión  que 
sea.  (Art.  I."")  El  pago  puntual  y  continuo  de 
este  impuesto,  es  requisito  esencial  para  la  po- 
sesión y  propiedad  de  una  mina;  reemplazan- 
do, como  ya  hemos  dicho,  este  requisito  á  la 
labor  continua  que  antes  exigían  las  Ordenan- 
zas. 

Mineros.  —Para  alentar  y  proteger  la  industria 
minera,  las  Ordenanzas  del  ramo  han  concedi- 
do á  los  mineros  matriculados  y  que  trabajen 
en  minas  en  explotación;  excepciones  y  privi- 
legios que  han  sido  aumentados  por  leyes  pos- 
teriores. 

Las  Ordenanzas  señalan  los  siguientes: 

"Que  si  se  embarga  las  minas,se  deje  al  due- 
ño lo  que  le  baste  para  su  alimento  y  el  de  su 
familia,  aplicando  el  resto  de  los  productos  al 
pago  de  las  deudas.  (Art.  4.*^  título  19  de  las 
Ordenanzas.) 

"Si  se  traba  ejecución  en  los  bienes  del  mi- 
nero, que  no  sean  las  minas;  se  les  debe  deiaí 
un  caballo  ensillado,  una  muía  de  carga  y  las 
armas." 

Hay  otras  excepciones,  que  á  la  promulga- 
ción de  los  Códigos,  no  tienen  ya  objeto;  como 
por  ejemplo,  la  de  que  los  mineros  no  podrán 
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ser  presos  por  deudas,  pues  esta  prisión  no  exis- 
te en  nuestras  leyes  para  ningún  individuo. 

Las  excepciones  que  las  leyes  y  decretos,  pos- 
teriores á  las  Ordenanzas,  han  concedido  á  los 
mineros,  son  las  siguientes: 

Por  decreto  de  11  de  Abril  de  1833,  los  em- 
pleados en  trabajos  de  minas,  es¿án  exentos  de 
cargos  concejiles. 

Por  decretos  de  6  de  Julio  de  1826  y  8  de  Ju- 
lio de  1828,  se  prohibió  todo  alistamiento  mili- 
tar cívico  en  los  principales  asientos  de  minas 
de  la  República,  quedando  libres  del  recluta- 
miento los  que  trabajen  en  ellas;  pero  esta 
excepción  no  tiene  efecto,  sino  para  los  que  ac- 
tual y  efectivamente  estén  ejercitándose  en  las 
labores  minerales.  Parece  que  estas  dos  excep- 
ciones no  subsisten,  pues  en  las  leyes  respecti- 
vas de  Guardia  Nacional  y  de  Conscripción, 
que  hoy  están  vigentes,  no  se  establece  esas 
excepciones,  si  bien  no  se  derogan. 

Por  decretos  de  14  de  Noviembre  de  1826  y  8 
de  Julio  de  1828,  se  eximió  á  los  mineros  del 
ydgo  de  la  contribución  predial  y  de  industria; 
)ero  esta  excepción  no  existe,  pues,  como  ya 
le  dicho,  por  la  ley  de  12  de  Enero  de  1877,  se 
impuso  á  los  mineros  un  impuesto  semestral 
que  pagan  al  Gobierno. 

Por  último,  los  mineros  gozan  del  fuero  es- 
pecial sobre  objetos  de  minería;  siendo  juzga- 
dos por  lí^s  jueces  del  ramo,  con  arreglo  á  las 
Ordenanzas. 

Minas  de  carbón  de  piedra  y  petróleo.  —  Conside" 
rando  la  inmensa  importancia  de  la  producción 
de  estas  sustancias  y  la  existencia  de  grandes 
criaderos  de  carbón  de  piedra  y  petróleo;  se  dio 
en  28  de  Abril  de  1873  una  ley,  adicionando  las 
Ordenanzas  y  sujetando  la  explotación  del  car- 
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bón  de  piedra  y  del  petróleo  á  reglas  especia- 
les. 

Según  dicha  ley,  el  cateo  y  denuncia  de  am- 
bas sustancias,  podrá  hacerse  por  nacionales  y 
extranjeros,  con  sujeción  á  las  reglas  siguien- 
tas: 

''En  terrenos  municipales,  serán  libres;  pero 
se  pagará  al  respectivo  Municipio,  el  valor  de 
la  extensión  superficial  que  comprendan '  las 
pertenencias  denunciadas  ó  amparadas  en  po- 
sesión." 

"Lo  mismo  se  pagará  en  los  terrenas  parti- 
culares y,  á  mas  en  éstos,  se  indemnizará  al 
dueño  de  los  daños  que  sobrevengan  en  la  par- 
te del  fundo  que  comprenda  la  mina." 

La  medida  de  cada  pertenencia  es  de  cua- 
renta mil  metros  cuaarados,no  pudiendo  bajar 
de  cuarenta  metros  lineales  el  ancho  de  cada 
una.  (1) 

De  estas  pertenencias  se  dará  amparo  del 
modo  siguiente: 

"Al  que  denuncie  una  veta  conocida,una  per- 
tenencia; 

"Al  descubridor  de  las  iiuevas,tres  pertenen- 
cias continuas; 

"A  las  compañías  debidamente  organizadas 
y  constituidas,  cinco,si  es  veta  conocida;  y  diez, 
si  es  nueva," 

Para  continuar  en  la  posesión  de  una  perte- 
nencia, es  necesario  el  pago  puntual  y  continuo 
del  impuesto  establecido  por  la  ley  de  1877.  En 
la  ley  que  venimos  estudiando,  se  exige  además 
la  explotación  activa  y  regular,  antes  de  con- 
cluido el  año  de  haberse  dado  amparo  y  pose- 
sión. 


(1)  Se  llama  pertenencia  la  extensión  i^gal  de  una  mina. 
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Los  dueños  de  terrenos  en  que  existan  vetas 
ó  criaderos  de  carbón  de  piedra  ó  petróleo  y 
quieran  explotarlo,  tendrán  que  pedir  amparo 
y  posesión  en  la  misma  forma  y  bajo  las  mis- 
mas condiciones  que  los  demás  descubridores 
en  terreno  ajeno. 

^  Esta  disposición  legal  es  la  sanción  del  prin- 
cipio que  la  propiedad  del  fondo  no  está  com- 
prendida en  la  de  la  su perficié,que  domina  nues- 
tra legislación  en  materia  de  minas. 

Industria  manufacturera.  -  Restriecioues.  —  El 
principio  de  la  libertad  del  trabajo,  ley  funda- 
mental de  la  producción  de  la  riqueza,  ^tá  su- 
jeto á  numerosas  restricciones,  impuestas  por 
la  ley  positiva,  tanto  mas  abundantes^  cuanto 
mayor  es  la  intervención  que  se  cree  aún,debe 
tomar  el  poder  público  en  las  diversas  mani- 
festaciones de  la  actividad  social 

La  ciencia  económica  ha  desbaratado  ese 
complicado  mecanismo  del  sistema  reglamen- 
tario, que  dominaba  todas  las  industrias,  prin- 
cipalmente la  fabril.  Los  antiguos  gremios  de 
artes  y  oficios;  las  cofradías,  obligatorias  para 
todos  los  gremios;  las  ordenanzas  gremiales, 
que  señalaban  los  materiales,  la  manera  de 
trabajarlos,  los  años  de  aprendizaje,  las  condi- 
ciones para  tener  título  de  maestro;  los  privile- 
gios á  ciertos  gremios  para  excluir  á  otros  indus- 
triales del  trabajo  que  ellos  tenían,  en  una  co- 
marca mas  ó  menos  -extensa;  y  en  fin,  todo  ese 
cortejo  de  monopolios  y  servidumbres,  que  en 
la  industria  nos  legara  la  edad  media;  ha  sido 
sustituido  por  el  imprescriptible  é  indiscutible 
derecho  de  la  libertad  del  trabajo. 

Sin  embargo,  aún  subsisten  restos  entre  al- 
gunas industrias,del  antiguo  sistema  reglamen- 
tario y  todavía  se  sujetan  todas  á  numerosas 
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restricciones,  como  reglas  de  policía,en  guarda 
del  orden,  de  la  seguridad  y  salubridad  pública, 

Las  restricciones  de  la  industria  fabril  y  ma- 
nufacturera resultan  de  los"  monopolios,  que  el 
Estado  se  reserva  para  la  fabricación  y  venta 
de  algunos  objetos,  que  en  casi  todos  los  países 
son:  pólvoras,  armas  y  municiones  de  guerra, 
que  se  impone  en  interés  del  orden  social;  taba- 
cos, naipes,  papel  sellado,  monedas  y  medallas, 
sal,etc.para  buscar  en  las  ganancias  de  estas  in- 
dustrias, rentas  fiscales;  y  finalmente,  el  servi- 
cio de  correos  y  telégrafos,  que  son  considera- 
dos «orno  servicio  administrativo  de  carácter 
nacional. 

En  úuestro  país  no  existen  con  tanta  exten- 
sión materias  monopolizadas,  en  cuanto  á  la 
fabricación,  lo  que  no  es  de  extrañar,  pues  sa- 
bido es  el  estado  rudimentario  de  nuestra  in- 
dustria fabril.  La  fabricación  de  la  pólvora  no 
constituye  un  verdadero  monopolio  para  el  Es- 
tado; pero  su  venta  está  sujeta  á  ciertas  res- 
tricciones, en  guarda  del  orden  público.  Existía 
ana  fábriQa  de  pólvora  por  cuenta  del  Estado, 
como  una  dependencia  de  la  Comandancia  Ge- 
neral de  Artillería,  en  todo  lo  relativo  á  la  di- 
rección facultativa  de  las  labores,  manejo  me- 
cánico del  establecimiento;  y  sujeta  al  Minis- 
terio de  Hacienda,sólo  en  cuanto  al  destino  que 
deba  darse  á  las  pólvoras  elaboradas  que  se  en- 
cuentren en  la  fábrica  y  almacenes  de  depósi- 
to. (1) 

El  papel  sellado  y  el  de  Aduanas,los  timbres^ 
estampillas  y  monedas,  sí  constituyen  verda- 
deramente monopolios  por  el  Estado.  De  los 
primeros  nos  ocuparemos  al  hablar  de  las  con- 

(1)  Decreto  de  28  de  Julio  de  1850. 
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tribuciones,  puesto  que  para  los  consumidores, 
que  ven  obligados  á  usar  del  papel  sellado,  de 
los  timbres  y  estampillas;  es  una  verdadera 
contribución  impuesta  á  favor  del  Estado  ó  de 
las  Juntas  Departamentales. 

Respecto  de  la  fabricación  de  moneda,el  mo- 
nopolio que  el  Estado  se  reserva;  es  una  garan- 
tía del  valor  fijo  que  ella  debe  tener  en  su  peso 
y  ley;  y  necesario  para  que  pueda  ser  admitida 
como  medio  circulante,  sin  .desconfianza  al- 
guna. El  sello  que  se  grava  en  la  pieza  mone- 
taria, es  el  signo  de  esa  garantía,  que  el  Ugta- 
do  ofrece  al  público  y  á  los  demás  Estados;. y  á 
no  existir  la  prohibición  de  que  ese  sello  no  pue- 
da ser  empleado  indistintamente  por  los  par- 
ticulares; nadie  querría  admitir  las  monedas, 
sin  previo  ensayo,  puesto  que  podrían  ser  alte- 
radas en  su  valor  y  ley^  según  el  interés  pri- 
vado, 

El  monopolio  que  el  Estado  se  reserva  para 
la  acuñación  de  la  moneda,  resulta  del  princi- 
pio constitucional,  de  que  al  Poder  Legislativo 
toca  determinar  la  ley,  el  peso,  el  tipo  y  la  de* 
nominación  de  la  moneda,  (inciso  9^  artículo 
59  de  la  Constitución  de  1860];  y  al  Poder  Eje- 
cutivo hacerla  acuñar  en  la  Casa  de  Moneda, 
bajo  las  bases  prefijadas  por  el  Congreso.  Por 
eso,  cualquier  particular  que  acuñe  moneda  sin 
autorización  competente,  aunque  sea  üe  buen 
peso  y  buena  ley,  es  considerado  como  falsifi- 
cador. [Artículo  218  del  Código  Penal] 

La  amonedación  se  hace  en  la  Casa  de  Mone- 
da de  esta  capital,  que  existe  desde  la  época  del 
Coloniaje.  Desde  1831  a  1882,  se  crearon  casas 
de  monedas  en  Arequipa,  Trujillo,  Cerro  de 
Pasco  y  Cuzco.  Pero  convenciendo  la  práctica 
que  era  perjudicial  el  excesivo  número  de  esos 
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establecimientos,  se  mandó  suprimir  casi  todos, 
y  quedó  desde  1858  lí  nica  mente  la  Casa  de  Mone- 
da de  Lima.  En  ella  pueden  los  particulares  en- 
tregar barras  para  que  sean  acuñadas;  pagan- 
go  al  Estado  el  derecho  de  monedaje. 

Como  servicio  nacional,  está  monopolizada 
por  el  Estado,  la  conducción  de  las  comunica- 
cione^s  por  mar  y  tierra  y  los  telégrafos.  Lo 
primero  forma  el  servicio  de  correos,  organi- 
zado como  una  dependencia  del  Ministerio  de 
Gobierno;  y  para  lo  segundo,  se  trata  de  entre- 
gar su  administración  á  empresas  particular^, 
c#mo  sucedió  para  la  implantación  de  las  líneas 
telegráficas  que  existen,  que  se  extendieron 
por  la  compañía  ''Nacional  Telegráfica,''  á  la 
que  el  Gobierno  entregó  cien  mil  libras  esterli- 
nas en  calidad  de  préstamo.  En  17  de  Abril  de 
1875,  se  expidió  una  resolución  por  la  cual,  el 
Gobierno  tomó  por  cuenta  de  la  Nación,  la  ad- 
ministración de  todas  las  líneas  telegráficas. 

Industiíasreírlanientailas.  -El  principio  de  la  li- 
bertad de  industria  está  consignado  en  nuestra 
Constitución  política,  en  que  se  declara  que  se 
puede  ejercer  libremente  toda  industria,  oficio 
ó  profesión  que  no  se  oponga  a  la  moral  y  se- 
guridad pública.  [Artículo  23J 

Sin  embargo  de  este  principio  constitucional, 
las  leyes  secundarias  y  los  reglamentos  y  orde- 
nanzas municipales,  ya  con  el  fin  de  proteger  á 
las  clases  menesterosas,  ya  como  consecuencia 
del  sistema  proteccionista  que  se  ha  creído  ne- 
cesario para  dar  uujo  á  la  industria  nacional; 
han  reglamentado  algunas  industrias  y  puesto 
otra  multitud  de  restricciones. 

Principalmente  las  autoridades  de  policía  y 
municipales  han  llegado  hasta  fijar  el  precio 
á  los  artículos  de  consumo  é  imponer  otra  muí- 
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titud  de  trabas  á  cual  mas  dañosa  y  contraria 
al  derecho  individual. 

No  obstante,  se  ha  repetido  en  muchas  leyes 
y  resoluciones  ese  principio  de  libertad.  En  el 
Cíomercio,  producción  y  elección  de  los  íilimen- 
tos  necesarios  para  la  vida,  sólo  debe  interve- 
lúv  la  autoridad  pública,  para  examinar  si  son 
sanos  y  se  elaboran  y  expenden^conaseo;  pues 
no  se  les  puede  someter  á  ningún  arreglo  que 
restrinja  la  libertad  de  industria  ó  proteja  el 
monopolio.  [Decretos  de  4  de  Junio  de  1847  y 
22  de  líoviembre  de  J859.] 

A  pesar  de  todas  estas  disposiciones  que  san- 
cionan los  principios  liberales  en  materia  de 
industria,  hay  multitud  de  ordenanzas  muni- 
cipales que  reglamentan  algunas  de  estas,prin- 
-  cipalmente  las  que  se  refieren  á  los  artículos 
alimenticios. 

La  matanza  de  ganado  vacuno  y  lanar,  es 
una  industria  reglamentada  perlas  ordenanzas 
municipales  de  2  de  Enero  de  1873  y  7  de  Junio 
de  1879.  La  primera  lo  es  por  el  reglamento  del 
Matadero  General  que  prescribe:  que  todo  el  ga- 
nado vacuno  ó  lanar  que  se  destina  al  consumo 
de  la  población,  se  hará  matar  únicamente  en 
el  Matadero  General;  y  por  la  segunda,  se  dio 
disposiciones  especiales  para  la  matanza  del 
ganado  menor  ó  lanar. 

Estos  leglamentos  constituyen  un  monopo- 
lio á  favor  del  subastador,  no  obstante  que  .co- 
nociendo lo  perjudicial  que  era  á  la  industria 
de  la  ganadería  v  del  carnicero  se  había  dado 
anteriormente  el  decreto  de  21  de  Julio  de  1865, 
que  había  destruido  el  monopolio  á  que  se  con- 
trae el  reglamento  ya  citado  y  que  existía  por 
decreto  de  26  de  Julio  de  1855.  Según  aquella 
notable  resolución,  es  permitido  plantificar  ma- 
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taderos  particulares  fuera  de  la  población  é  in- 
troducir carnes  muertas  para  su  venta  en  los 
mataderos  particulares.  Los  dos  reglamentos 
municipales  que  hemos  citado,  no  tienen  razón 
de  ser  en  lo  relativo  á  la  prohibición  que  ^ta- 
blecen;  y  las  Municipalidades  no  tienen  mas 
facultad  que  inspeccionar,  vigilar  y  reglamen- 
tar los  mataderos;  pero  no  imponer  monopo- 
lios, fijando  los  lugares  de  matanza  de  ganado 
y  venta  de  carnes. 

La  reglamentación,  elaboración  y  venta  del 
pan  estaban  sujetas  á  arancel  desde  el  tiempo 
del  coloniaje.  Pero  una  vez  garantizada  la  li- 
bertad de  industria  por  nuestras  Constitucio- 
nes, debieron  las  autoridades  abstenerse  de  re- 
glamentar é  intervenir  en  la  industria  de  los 
panaderos.  Sin  embargo,  no  sucedía  así,  hasta 
que  por  decreto  de  11  de  Noviembre  de  1846, 
se  declaró  libre  la  elaboración  del  pan  y  que 
los  panaderos  no  están  sujetos  á  reglamentos. 
Estas  sanas  disposiciones  se  reiteraron  por  re- 
solución de  4  de  Junio  de  1847,  que  ya  he  cita- 
do; y  otras  muchas  posteriores.  A  pesar  de  es- 
to, se  expidió  una  ordenanza  municipal  para 
el  gremio  de  panaderos,  en  16  de  Mayo  de  1879, 
en  que  se  fija  el  precio  del  pan  y  se  dan  otras 
disposiciones  acerca  de  la  venta  de  este  artícu- 
lo. 

Existen  también  reglamentos  para  la  venta 
(le  drogas  y  medicinas  y  servicio  nocturno  de 
las  boticas,  que  son  justificables,  siempre  que 
se  limiten  á  conciliar  las  exigencias  de  la  saín- 
bridad  é  higiene  pública,  con  los  derechos  de 
los  industriales. 

Las  restricciones  que  se  impone  á  las  indus- 
trias son  relativas  á  la  salubridad,  comodidad 
y  seguridad  de  los  habitantes  de  una  población; 
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y  son  las  únicas  admisibles  en  la  ciencia  admi- 
nistrativa. Por  eso  no  se  puede  implantar  es- 
tablecimientos insalubres,  incómodos,  ni  peli- 
grosos en  el  centro  de  las  poblaciones.  Así  se 
prohibe  dentro  de  la  ciudad  fábricas  ú  obrador 
de  fuegos  artificiales,  ni  de  pólvora,  fósforos, 
materias  inflamables,ni  máquinas  que  produz- 
can  ruidos  insoportables  ó  estremecimientos. 
(Reglamento  de  policía  municipal.)  (1) 

Propiedad  industrial — La  propiedad  industrial 
se  presenta  en  el  Derecho  Administrativo,  ba- 
jo tres  formas: 

Primera:  garantizando  los  derechos  (jue  resultan  al  autor  de  un 
invento  ó  nuevo  procedimiento  industrial,  por  los  privilegios  de  in- 
vención ó  introducción; 

Se^mda:  los  derechos  que  resulten  de  los  dibujos  j  modelos  da 
fábrica;  y 

Tercera:  de  las  marcas  de  fábrica. 

El  carácter  distintivo  de  la  propiedad  apli- 
cada á  las  obras  del  ingenio,  á  los  productos 
de  las  artes,  ó  á  las  invenciones  industriales, 
de  que  nos  estamos  ocupando;es  el  derecho  que 
se  dá  al  autor,  mas  ó  menos  extenso,acerca  de 
la  exclusiva  en  la  reproducción  y  explotación. 
El  ejercicio  de  este  derecho  produce  la  lucha 
entre  el  interés  general  y  el  derecho  indivi- 
dual; colocándolo  así,  bajo  un  orden  de  princi- 
pios distintos  del  derecho  de  propiedad,  regla* 
do  por  el  derecho  común.  í¿a  lucha  es  una 
consecuencia  del  interés  de  la  humanidad,  que 
exige  la  reproducción  y  circulación,  sin  traoas 
de  ningún  género  y  en  nombre  del  progreso 
universal  y  de  la  civilización,  de  todos  los  pro- 
ductos del  genio  humana 

Existen  tres  teorías  acerca  de  la  propiedad 
industrial: 

(1)  Véase  «Salubridad  publica/» 
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'^Primera:  la  que  niega  todo  derecho  de  pro- 
piedad industrial  en  lo  relativo  á  los  invenK^ 
y  los  considem  por  el  solo  hecho  de  su  publi- 
cación, como  que  pueden  ser  aprovechados  por 
todos; 

"La  segunda:  enteramente  contraria  á  la 
anterior  y  que  asimila  el  derecho  de  propiedad 
industrial,  al  derecho  de  propiedad  natural;  y 
por  consiguiente  considera  en  aquel  todos  los 
caracteres  exclusivos  del  dominio,  como  inhe- 
rente á  la  personalidad  del  autor  y  trasmisible 
á  sus  representantes;  y 

Tercera:  la  que  no   reconoce  el  derecho  de 

f)ropiedad  industrial  del  inventor,  pero  lo 
imita  en  bien  del  interés  general  de  la  huma- 
nidad,á  un  goce  temporal  y  a  ciertas  condicio- 
nes prescritas  por  las  leyes  administrativas.'' 
'  Esta  última  teoría,  que  trata  de  conciliar  el 
interés  social  con  el  derecho  exclusivo  del  in- 
ventor; es  la  que  domina  en  todas  las  legisla- 
ciones de  Europa  y  América,con  respecto  á  los 
derechos  de  los  inventores.  Este  sistema  admi- 
te aún  grados  diversos,  en  la  duración  tempo- 
ral que  para  el  goce  del  derecho  de  propiedad 
dan  las  diversas  leyes. 

Nosotros  no  podemos  ocuparnos  de  la  pro- 
piedad industrial,  sino  en  cuanto*  se  relaciona 
con  las  condiciones  administrativas  á  que  se 
sujeta  su  ejercicio,  pues  en  realidad  las  graves 
cuestiones  que  ella  suscita,son  del  resorte  de  la 
Economía. 

Privilenos —  Se  llama  privilegio,  el  derecho  ex- 
clusivo que  la  ley  concede  al  autor  de  todo  des- 
cubrimiento ó  invención,  en  cualquier  ramo 
de  la  industria,  para  explotarlo  en  su  prove- 
cho, bajo  ciertas  condiciones  y  tiempo  deter- 
minado- El  título  ó  documento  otorgado  por  el 
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Grobierno  para  esa  explotación  se  llama  'Ta- 
tante  de  privilegio."  [1] 

Este  derecho  exclusivo,  derivado  mas.  bien 
de  la  ley  que  de  la  naturaleza,  es  como  hemos 
visto,  una  de  las  formas  con  qne  la  ley  reco- 
noce la  propiedad  industrial;  denominación 
que  en  realidad  es  impropia,puesto  que  el  ejer- 
cicio del  derecho,  en  este  caso,  está  limitado  á 
un  goce  temporal  y  se  deriva  'de  la  ley,  faltan- 
do asi  los  elementos  necesarios  de  la  propie- 
dad. Es  la  facultad  de  ejercer  exclasi  va  mente 
la  industria,  resultante  de  su  invento;  lo  cual 
no  significa  sólo  el  privilegio  de  explotación, 
sino  el  privilegio  de  la  invención  misma.  [2] 

Los  privilegios  se  clasifican  en  privilegios  de 
invención,  privilegios  de  perfección  y  de  intro- 
ducción. 

Siendo  el  privilegio  el  goce  de  un  derecho 
exclusivo,  pueden  obtener  la  patente  no  sólo  el 
inventor,  perfe^ccionadór  ó  introductor;  sino 
también  las  personas  á  quienes  -lo  trasmitan, 

Íra  por  sucesión  ó  por  contrato.  (Artículo  12  de 
a  ley  citada.)  . 

Pueden  ser  pbjetos  de  patente,  de  invención: 

"I.*"  Los  nuevos  productos  industriales,  excep- 
to las  composiciones  farmacéuticas  ó  remedios 
de  cualquier  especie  que  sean." 

Excepción  para  la  que  no  encontramos  fun- 
damento alguno,  si  no  es  que  ha  sido  copiada 
como  toda  ley,  de  la  ley  francesa  de  5  de  Julio 
de  1844. 

Se  exceptúan  también  los  planes  ó  combina- 

(1)  Artículo  l.«  de  la  ley  28  de  Juli*  de  1869. 

(2)  Para  este  trabajo  nos  servimos,  en  parte,  del  magnifico  estadio 
puDiicado  en  los  *' Anales  de  la  Escnela  de  Construcciones  Civiles 
y  deMinaAdel  Perü".  con  el  titulo  de  ''Le^Iación  de  privilegios 
industríales,  por  el  ilustrado  é  inteligente  jurisconsulto  doctor  AK 
berto  A.  El  more. 
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cienes  de  créditos  y  rentas  y  los  principios, 
métodos,  sistemas,  descubrimientos  teóricos  y 
científicos,  sin  aplicación  á  la  industria- 

"2,^  Los  nuevos  medios  ó  la  nueva  aplica- 
ción de  los  conocidos,  para  obtener  un  resulta- 
do ó  un  producto  industrial;  excepto  los  proce- 
dimientos que  tienen  por  objeto  establecer  los 
medios  conocidos  para  mejorar  una  industria, 
cuyo  ejercicio  es.  libre  dentro  y  fuera  de  la  Re- 
pública." 

Las  citadas  excepciones  producen  la  nulidad 
y  el  ningún  efecto  de  la  patente   de  privilegio. 

Resulta  también  esta  nulidad  en  los  siguien- 
tes casos: 

'I.*"  Si  el  descubrimiento,  invención  ó  aplica- 
cióri  no  son  nuevos.'^ 

No  se  reputa  nuevos,  la  invención,  descubri- 
miento ó  aplicación,  que  eíi  el  país  ó  en  el  ex- 
tranjero hayan  tenido  publicidad  suficiente  pa* 
ra  ser  ejecutada. 

*'3.^  Si  resulta  contrario  al  orden,  á  la  segu- 
ridad pública  y  á  las  leyes,  sin  perjuicio,  en  es* 
te  caso  de  las  penas  señaladas  a  la  fabricación 
y  venta  de  objetos  prohibidos;  • 

"3.*"  Si  se  descubre  que  hubo  fraude  al  de* 
mandar  la  patente,para  obtener  por  ese  medio 
otro  objeto  distinto  de  la  invención; 

"4."*  Si  al  ejecutar  el  invento,  se  encuentra 
no  ser  conforme  á  la  descripción  que  se  acom* 
pafió  al  pedimento; 

"5.^  Si  se  ha  otorgado  contra  las  disposicic 
nes  de  la  ley; 

"B."*  Si  al  otorgarse  el  privilegio,  se  concede 
subvenciones  pecuniarias  no  consideradas  en 
el  presupuesto;  y 

•'T.^*  Si  igualmente  se  concede  exo^Káones 
contrari€tó  ú  las  leyes." 
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Patentes  de  perfeccionamiento.  —  Los  cambios, 
perfeccionamientos  6  adiciones  que  se  haga  á 
la  invención,  que  fué  objeto  de  la  patente;  pue- 
den ser  objeto  de  un  nuevo  privilegio.  Esta  pa- 
tente de  perfeccionamiento  pueden  pedirla  el 
inventor  mismo  ó  terceras  personas,que  hayan 
descubierto  un  nuevo  medio  de  perfeccionar  el 
invento  ya  privilegiado.  Ellas  son  distintas  de 
las  patentes  primitivas;  pero  el  inventor  puede 
pedir  próroga,  modificaciones  y  alteraciones  á 
su  patente,  que  solo  puede  concederse  por  una 
resolución  legislativa,  si  la  solicitan  los  intere- 
sados á  mérito  de  fundadas  razones,  hechos 
comprobados  ó  documentos  fehacientes.  (Artí- 
culo 11,  ley  citada.) 

Todas  las  legislaciones  conceden  preferencia 
al  inventor,  en  el  derecho  exclusivo  de  explo- 
tar los  cambios,  perfeccionamientos  ó  adicio- 
nes que  se  introduzca  á  la  invención  principal; 
fijándole  un  plazo,  durante  el  cual,  ningún  ter- 
cero puede  obtener  patente  de  perfecciona- 
miento. Nuestra  ley  no  concede  esa  preferencia. 

Daración  de  los  privileeios. — Siendo  el  privile- 
gio una  facultad  que  la  ley  concede  al  inven- 
tor para  el  goce  temporal  de  una  obra  y  te- 
niendo por  objeto  conciliar  los  intereses  del  pú- 
büco  con  los  del  autor,  se  ha  fijado  el  máxi- 
mum de  tiempo,  por  el  cual  la  patente  puede 
ser  concedida.  Pasado  este  término,cualquiera 
puede  usar  del  nuevo  invento,  descubrimiento 
ó  aplicación.  La  duración  del  privilegio  varía 
en  las  distintas  legislaciones.  La  mayor  du- 
ración es  la  de  treinta  años  que  han  señalado 
las  leyes  belgas  y  españolas;  y  la  menor,  la 
de  diez  años  que  fija  nuestra  legislación.  [Artí- 
culo 5.*^) 
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El  inventor  puede  pedir  una  duración  m^aor 
que  la  fijada  y  la  proroga  de  este  plazo,  no 
puede  hacerse  sino  por  el  Poder  Legislativo,  no 
pudiendo  en  ningún  caso  exceder  del  máxi- 
mum fijado  por  la  ley.  Entre  nosotros,  es  in- 
dudable que  todo  inventor  solicitará  el  máxi- 
mum de  tiempo,  porque  no  se  ha  señalado  co- 
mo en  otras  legislaciones,  una  proporción  en- 
tre lo  que  se  deba  pagar  cada  año  por  la  pa- 
tente y  el  tiempo  por  el  que  se  solicita  el  mo- 
nopolio. 

Todo  el  que  obtiene  un  privilegio  está  obli- 
gado á  pagar  cien  pasos  cada  año,  aplicables  al 
fondo  público  do  la  provincia  en  que  debe  ejer- 
cerlo ó  plantificarlo.  [Art  11.] 

Patente  de  introílacción — Los  que  son  mera- 
mente introductores  de  descubrimientos  útiles 
ó  inventos  explotados  en  el  extranjero,  goza- 
rán de  las  mismas  ventajas  que  los  autores 
(artículo  27  de  la  Constitución;)  y,  por  consi- 
guiente, tienen  derecho  para  obtener  una  pa- 
tente de  privilegio.  En  este  caso,  no  se  podrá 
otorgar  la  patente,  cuando  hubiese  la  inven- 
ción perdido  su  novedad  y  menos  aún,  cuando 
ella  hubiera  pasado  en  otro  estado  al  dominio 
público.  [1] 

Nuestra  ley  no  ha  fijado  el  plazo  que  debe 
concederse  á  los  que  son  meramente  introduc- 
tores, como  se  ha  hecho  en  otros  países;  y  de 
aquí  nace  la  inconsecuencia  de  que  se  le  oon- 
ceda  la  patente  por  el  mismo  tiempo,  que  al  in- 
ventor, no  obstante  de  la  notable  diferencia  que 
establece  nuestra  Carta  f undamentaL 

Modo  de  obtener  la  patente. — Los  que  soliciten 
patente  de  invención  ó  introducción,  se   pre- 

(1)  I>octor  Elmore.  Estadio  citado. 
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sentarán  ante  la  Prefectura  del  departamento 
en  que  hayan  de  establecerse  y  en  caso  de  ser 
mas  de  uno  el  departamento  en .  q^ue  se  quiere 
establecer  el  invento  ó  introducción,  ante  la 
Prefectura  del  domicilio  del  peticionario.  Art. 

El  pedimento  debe  contener: 

"1.*"  La  descripción  del  invento  ó  hecho  cu- 
ya introducción  se  proponga,  determinando 
clara  y  fijamente  el  objeto  principal  con  los 
pormenores  que  lo  constituyan  é  indicación  de 
sus  aplicaciones; 

"2.^  La  duración  del  privilegio;  y 

''S.**  La  especificación  de  la  fianza  que  se 
ofrezca  para  la  realización  del  proyecto." 

Se  acompañará  á  la  solicitud: 

"I.""  Los,  planos  ó  muestras  que  sean  necesa- 
rios para  su  inteligencia;  y 

"2.*"  La  razón  de  las  piezas  que  se  presenten 
como  modelo.  Art.  T.""' 

Son  condiciones  precisas- 

"Que  la  solicitud  se  redacte  en  ca.^rellano, 
usando  los  números,  peso  y  medidas  conocidas 
en  la  República;  y 

*'Que  si  entre  los  peticionarios  hay  algún  ex- 
tranjero, hará  renuncia  expresa  de  toda  inter- 
vención diplomática,  y  se  someter¿i  absoluta  y 
exclusivamente  á  las  leyes  y  Tribunales  de  la 
República.'' . 

[Presentada  la  solicitud,  el  Prefecto  pedirá 
informe  á  la  Municipalidad,  al  Fiscal  ó  Agente 
Fiscal,  y  además  á  otros  funcionarios  y  peri- 
tos, si  fuese  necesario;  y  pasará  el  expediente 
al  Ministerio  del  ramo  á  qué  pertenezca  el  pri- 
vilegio, quien  oyendo  al  Fiscal  de  la  Corte  Su- 
Srema  y  oficinas  que  iuzgue  necesario,  conce- 
erá  ó  negará  el  privilegio.  Artículos  9.""  y  lO,*" 
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Concedido  el  privilegio,  se  expide  la  patente 
respectiva  por  el  Ministerio  de  Gobierno,  don- 
de extistirá  una  Sección  que  se  encargará  de 
todo  lo  relativo  á  esta  expedición  y  se  conser- 
vará en  una  sala  los  modelos,  á  fin  de  que  sean 
expuestos.  (1) 

Pérdida  de  la  patente — La  patente  no  es  en  rea- 
lidad el  tituló  que  confiere  por  sí  solo  derechos 
al  inventor,  ó  sea  la  prueba  del  invento.  Su  fin 
es  comprobar  que  el  solicitante  se  suponía  en 
cierto  día  autor  de  un  descubrimiento  nuevo. 
Es  una  constancia  de  que  se  ha  registrado  el 
invento;  y  de  aquí  que  ese  título  no  pueda  ser- 
vir como  única  prueba  para  resolver  las  cues- 
tiones que  pueden  suscitarse,  acerca  de  la  no- 
vedad de  la  invención,  descubrimiento  ó  intro- 
ducción. Por  esto,  toda  persona  que  se  crea  in- 
teresada en  el  privilegio,  ya  por  suponerse  au- 
tor con  anterioridad,  ya  por  poder  demostrar 
que  no  es  nuevo,  ni  reúne  los  requisitos  que  la 
ley  exige;  puede  pedirla  nulidad  ó  terminación 
del  privilegio.  Interviene  en  este  caso  el  Mi- 
nisterio Fiscal;  y  caso  de  declararse  la  nulidad 
ó  cesación  del  privilegio,  se  dará  aviso  por  quien 
corresponda  al  Ministerio  respectivo.  Artículo 
17. 

Un  privilegio  se  declarara  terminado: 

"1.^  Si  el  dueño  de  él  no  págala  cuota  anual 
respectiva; 

''2.**  Si  no  se  explota  su  descubrimiento  ó  in- 
vención en  el  término  de  dos  años,  ó  en  el  que 
se  señale  en  el  privilegio,  á  no  ser  que  justifi- 
que legalraente  la  demora; 

'^S.*"  Si  introduce  objetos  fabricados  en  país 
extranjero,  semejantes  á  los  privilegiados.'' 

(1)  Refiolución  de  26  de  Febrero  de  *1 8^9. 
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Se  exceptúan  los  modelos  de  máquinas;  ne- 
cesitándose que  su  introducción  sea  autoriza- 
da por  el  Gobierno,  previo  reconocimiento. 

Sanciones — Todo  el  (jue  en  anuncios,  prospec- 
tos, marcas  ó  estampillas,  se  arrogue  el  título 
de  poseedor  de  un  privilegio,  sin  tenerlo  legal- 
mente  ó  después  de  su  terminación;  será  casti- 
gado con  una  multa  de  cincuenta  á  mil  soles, 
sin  perjuicio  de  las  penas  que  corresponden  al 
delito  de  falsedad. 

El  delito  de  falsificación  del  privilegio,  será 
también  castigado  con  multa  á  favor  del  inte- 
resado y  confiscación  de  la  industria  falsifica- 
da. Este  delito  está  constituido  por  todo  ata- 
que á  los  derechos  de  un  privilegiado,  ya  falsi- 
ncando  los  productos,  materia  del  privilegio, 
ya  empleando  los  medios  designados  en  la  pa' 
tente.  Artículos  16  y  18. 

Industria  comercial. — Con  la  palabra  comercio, 
en  un  sentido  restringido  y  usual,  se  designa 
el  conjunto  de  operaciones  que  tienen  por  ob- 
jeto verificar  y  facilitar  los  cambios  de  los  pro- 
ductos de  la  naturaleza  ó  de  las  obras  indus- 
triales, á  trueque  de  un  provecho.  (1) 

La  Economía  Política  ha  hecho  triunfar  en 
principio  la  hermosa  teoría  del  libre  cambio, 
que  según  la  expresión  de  Roberto  Peel,  no  es 
sino  la  libre  circulación  de  los  dones  del  Crea- 
dor; la  libertad  de  vivir,  según  Lamartine,  á 
costa  de  la  naturaleza,  á  costa  de  Dios  y  no  á 
costa  de  los  privilegios  y  de  los  monopolizado- 
res  de  la  protección. 

La  libertad  comercial,  en  el  Derecho  Públi- 
co Interno,  se  deduce  de  estos  dos  principios: 

(1)  Massé. 
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de  la  igualdad  de  todos  los  hombres  ante  la  ley 
y  de  la  libertad. 

En  el  terreno  de  las  ideas  abstractas,  es  de- 
cir de  las  verdades,  tiene  que  admitirse: 

^'1.^  La  libertad  entre  el  comprador  y  el  ven- 
dedor; 

''2.^  La  libertad  para  sus  cambios  de  provin- 
cia á  provincia,  de  ciudad  á  ciudad,  en  una 
misma  Nación;  y 

'   ''3.''  De  Nación  á  Nación,  que  constituye  los 
libres  cambios." 

El  olvido  de  es»,  ley  de  libertad,  en  toda  ma- 
nifestación del  trabajo  humano,  trajo  los  fu- 
nestos errores  de  los  sistemas  restrictivos  y 
f)roteccionistas,  hoy  condenados  por  la  razón, 
a  justicia  y  la  experiencia. 

La  libertad  de  cambios  entre  los  individuos 
de  una  misma  Nación,  ha  ganado  mucho  te- 
rreno; pero  no  sucede  lo  mismo  en  los  caminos 
internacionales,  en  los  que  la  legislación  de 
todos  los  países  del  mundo,  los  sujeta  al  régi- 
men restrictivo  ó  falsamente  protector,  por 
medio  de  las  tarifas  aduaneras. 

El  comercio  se  clasifica  en  comercio  interior, 
comercio  exterior  de  consumo  y  comercio  ex- 
terior de  trasporte.  El  comercio  interior,  en  el 
cual  está  comprendido  el  comercio  marítimo 
que  se  hace  á  lo  largo  de  las  costas  de  una  Na* 
ción  y  que  se  nombra  cabotaje,  compra  los  pro- 
ductos de  la  industria  de  un  país  en  una  parte 
de  él  mismo,  para  venderlo  en  otra. 

El  comercio  exterior,  llamado  de  consumo, 
es  el  que  ya  á  buscar  las  mercaderías  extran- 
jeras, las  importa  para  ser  consumidas  en  el 
país,  ó  exporta  los  productos  del  país  para  que 
sean  consumidos  en  el  extranjero. 

El  comercio   exterior  de  trasporte  ó  sea  de 
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fletes,  es  el  que  tiene  por  objeto  trasi)ortar  los 
productos  de  un  país  á  otro. 

Eestricciones  al  comercio — Las  excepciones  que 
la^  leyes  administrativas  establecen  al  princi- 
pio djB  la  libertad  comercial,  pueden  reasumir- 
se así: 

^'l.*"  Cuando  establecen  monopolios,  prohi- 
biendo la  venta  de  ciertos  productos,  ó  sea  lo 
que  se  llama  estancos.  [1] 

De  estos  monopolios  hemos  mencionado  al- 
gunos al  hablar  de  la  industria  fabril,  porque 
en  último  análisis,  en  todas  las  industrias  se 
encuentra  actos  de  comercio. 

"2.''  Estableciendo  derechos  de  Aduana  ele- 
vados, sobre  ciertas  mercaderías,  lo  que  es  un 
obstáculo  al  libre  cambio; 

"3.*"  Prohibiendo  completamente  la  venta  de 
^  ciertos  artículos,  ya  para  que  no  salgan  del 
país,  ya  en  el  mismo  comercio  interior  por  mo- 
tivos de  salubridad,  moralidad  ó  seguridad 
pública. 

Así:  es  prohibida  la  introducción  de  armas 
de  guerra.  [Artículo  115  del  Reglamento  de 
Comercio].  También  por  Ordenanza  municipal 
de  19  de  Febrero  de  1874,  se  prohibió  la  venta 
de  los  eslabones  de  fósforo  blanco. 

"4^  Exigiendo  para  ciertos  ramos  del  comer- 
cio licencia  de  la  autoridad  y  sujetando  su 
ejercicio  á  reglamentos  é  inspección  de  ellas." 

Las  boticas  y  droguerías,  necesitan  licencia 
de  la  Municipalidad,  y  nadie  puede  vender  dro- 
gas y  medicinas,  sin  las  formalidades  debidas 
y  sin  permiso  de  la  autoridad  municipal.  Es- 
tán sujetas,  además,  á  la  inspección  del  Alcal- 
de ó  Inspector  de  higiene,  quien    las  visitará 

(1)  Ultímamente  te  ha  estancado  entre  nosotros  la  venta  del  opio 
y  la  de  sal. 
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asociado  á  un  farmacéutico  y  á  un  médico.  (Re- 
glamento de  Policía  municipal) 
*    **Todos  los  establecimientos  pjúblicos  están 
también  sujetos  á  la  misma  vigilancia.  [Artí- 
culo 219  del  reglamento  de  Politía  Municipaip 

La  venta;  de  comestibles  en  los  mercados  es- 
tá también  sujeta  á  reglamentación  y  bajóla 
inmediata  vigilancia  de  un  Inspector  munici- 
pal. 

"5"*.  Interviene  también  la  administración  de 
la  manera  más  ilógica  y  absurda,  cuando  pro- 
hibe el  comercio  en  ciertos  días."* 

Así,  entre  nosotros  el  artículo  261  del  regla- 
mento citado,  prohibe  que  se  abra  estableci- 
mientos de  venta  en  días  de  fiesta,  excepto  las 
boticas,  pulperías  y  fondas.  De  la  misma  ma- 
nera, cuando  se  fija  el  precio  de  ciertos  artícu- 
los,como  sucedió  entre  nosotros  con  un  Gobier- 
no de  funesta  memoria  y  lo  han  hecho  repeti- 
das veces  los  Alcaldes  é  Intendentes  de  policía 
poniendo  tasa  al  pan  y  á  la  carne. 

"6*"-  Interviene  también  la  administración 
por  las  leyes  sobre  marcas  de  comercio.'^ 

Punto  muy  importante  y  descuidado  en  nues- 
tro Derecho  Administrativo  y  que  debe  limi- 
tarse á  protejer  y  garantizar  la  marca  del  co- 
merciante, que  es  el  signo  de  su  propiedad. 

'•7°.  Por  último;  la  ley  se  mezcla  en  las  re- 
laciones comercialas,  fijando  el  número  de  los 
agentes  de  comercio,  exigiendo  títulos  para  el 
ej'ercicio  de  esta  profesión  y  para  la  de  botica- 
no;  fijando  los  pesos  y  medidas;  y  señalando 
los  privilegios  que  se  concede  á  los  comercian- 
tes. 

"El  comercio  interior  es  libre  y  puede  hacer- 
se sin  gravamen  alguno  y  sin  necesidad  de 
guía,  á  excepción  de  la  pólvora  vendida  por  el 
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Estado  en  mayor  cantidad  que  una  arroba. 
(Artículo  1570 

Existen,  sin  embargo,  los  impuestos  munici- 
pales llamados  derechos  de  Mojonazgo  y  Sisa, 
que  se  paga  por  el  comercio  de  vinos,  licores  y 
bebidas  ferm^itadas  y  por  el  de  carnes. 

Comerciantes.  -Se  reputa  tales,  los  que  ejercejí 
actos  de  comercio,  fundando  en  el  tráfico  mer- 
cantil su  profesión  habitual  y  ordinaria;  y  es- 
tando inscritos  en  la  matrícula  de  comercian- 
tes. (Artículo  1^  y  2^.  del  Código  de  Comercio] 

El  ejercicio  del  comercio  es  independiente 
de  la  calidad  de  ciudadanos;  y,  por  consiguien- 
te, pueden  ejercerlo  los  extranjeros,  (jue  gozan 
de  los  beneficios  de  las  leyes  mercantiles  y  es- 
tán sujetos  á  sus  restricciones,  á  la  par  que  los 
peruanos. 

Pueden  ser  comerciantes  todos  los  que  tie- 
nen capacidad  para  contratar.  Pero  no  pueden 
ejercer  esa  profesión,  por  incompatibilidad  de 
estado:  las  corporaciones  eclesiásticas;  los  clé- 
rigos; los  magistrados  y  jueces;  y  los  empleados 
en  la  administración  y  recaudaciones  de  las 
rentas  nacionales.  Estas  dos  últimas  excepcio- 
nes, se  limitan  al  lugar  donde  se  ejerce  las  f un- 
ciones;y  se  exceptúan  también' por  tacha  legal: 
los  condenados  á  pena  aflictiva  e  infamante:  los 
quebrados  no  rehabilitados;  y  los  insolventes 
declarados  conforme  á  las  leyes. 

Bolsa  de  comercio. — Es  la  reunión  periódica  de 
los  comerciantes,  agentes  de  cambio,  corredo- 
res y  demás  que  se  ocupan  en  operaciones  de 
comercio;  y  se  da  el  mismo  nom  ore  al  lugar  ó 
sitio  público  donde  se  tiene  esta  reunión. 

Por  decreto  de  28  de  Mayo  de  1846  se  trató 
de  fundar  una  Bolsa  en  la  capital,  la  que  fué 
establecida  en  31  de  Diciembre  de  1860,  con  el 
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objeto  de  facilitar  las  transacciones  conaercia- 
les,  reuniendo  en  su  lócala  todos  los  miembros 
del  comercio,  durante  las  horas  en  que  se  tra- 
tan los  negocios;  servir  de  gabinete  de  lectura 
y  de  archivo  de  datos  comerciales  de  interés  pú- 
blico. [Artículo  1.°  del  Eeglamento-] 
Son  miembros  honorarios  de  la  .Bolsa: 

1.*  Los  MinUtroti  de  Estado; 
2."  El  Prefecto; 

8.»  Los  jefes  de  oficinas  del  Estado; 

4.'  Los  ageiHes  diplomáticos  v  consulares  extranjeros,que  no  ten- 
gan negocios  mercantiles.    Articulo  13. J 

Todo  comerciante  por  mayor,  nacional  ó  ex- 
tranjero, tiene  derecho  a  ingresar  en  la  Bolsa, 
lo  mismo  que  los  corredores  del  comercio,  reco- 
nocidos por  tales. 

Pesos  y  medidas — Los  pesos  y  medidas  son  ins- 
trumentos indispensables  para  las  transaccio- 
nes comerciales,  y  la  necesidad  de  evitar  frau- 
des y  una  variedad  funesta  á  los  negocios  mer- 
cantiles, hace  que  se  busque  la  uniformidad  en 
los  pesos  y  medidas;  y  la  de  que  se  t^^te  de 
mantenerla  en  interés  de  los  asociados,  ha  he- 
cho que  las  leyes  positivas  fijen  el  sistema  de 
pesos  y  medidas  que  debe  regir  en  el  país. 

Parece  que  el  más  racional  sistema  legal  de 
pesos,es  el  sistema  métrico  decimal,que  tuvo  su 
origen  en  el  decreto  de  la  gran  Asamblea  Cons- 
tituyente de  Francia  de  26  de  Marzo  de  1791, 
que  con  el  fin  de  conseguir  la  uniformidad  uni- 
versal, que  es  de  desearse  en  todos  los  instru- 
mentos necesarios  para  el  cambio,  buscó  en  la 
naturaleza  misma,  como  dice  Cojmeiro: 

"El  tipo  generador  del  sistema,  ligando,  por 
decirlo  así,  su  duración  con  la  existencia  del 
mundo." 
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Y  lo  ofreció  á  todos  los  tiempos  y  á  todos  los 
pueblos. 

Desde  1869,  se  produjo  en  todo  el  mundo  ci- 
TÜizado,  un  movimiento  favorable  á  la  adop- 
ción del  sistema  métrico,  y  con  el  objeto  de  se- 
cundarlo, se  reunió  en  París  una  comisión  in- 
ternacional del  metro.  En  20  de  Mayo  de  1875, 
después  de  una  conferencia,  sé  formó  en  esa 
capital  una  convención  entre  Francia  y  diez  y 
siete  Estados,  entre  los  que  se  encuentra  el  Pe- 
rú, para  la  fundación  de  una  oficina  interna- 
cional de  pesos  y  medidas  científica,  dirigida 
por  el  Presidente  en  ejercicio  de  la  Academia 
de  Ciencias  de  París. 

Por  la  ley  de  16  de  Diciembre  de  1872  se  ha- 
bía establecido  ya  en  la  República  el  sistema 
decimal  métrico  para  toda  clase  de  pesos  y  me- 
didas, cuyo  servicio  se  reglamentó  en  23  de 
Abril  de  1869.  Según  este  Reglamento,  es  obli- 
gatorio á  todo  comerciante  una  serie  completa 
de  pesos  y  medidas,  según  la  clase  de  merca- 
derías que  expendan,  y  deben  ser  fabricados  de 
los  materiales  que  designe  el  Reglamento. 

''Toca  á  los  Concejos  provinciales  la  conser 
vación  de  los  patrones  de  pesos  y  medidas  y  la 
inspección  de  los  que  use  el  comercio  y  la  in- 
dustria, (inciso  9.°  artículo  77  de  la  ley  de  Mu- 
nicipalidades.) 

"La  verificación  de  los  pesos  y  medidas  se 
hace  en  el  Concejo  Provincial,  sellándose  tan 
solo  las  del  sistema  métrico  decimal. 

"En  el  establecimiento  en  que  se  encuentre, 
al  hacerse  por  el  Inspector  municipal  de  este 
ramo;  pesos  y  medidas  de  otro  sistema  distinto 
del  decimal,  será  penado  con  multa."  [1] 

(1)  Ordenanza  municipal  de  1.  ®  de  Majo  de  1875. 
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Derechos  de  la  administración  sobre  las  personas  y 
las  cosas. — Hemos  estudiado  hasta  aquí  los  de- 
beres que  la  administración  tiene  que  llenar 
para  con  los  diversos  órdenes  de  intereses  que 
constituyen  el  movimiento  de  la  sociedad;  pe- 
ro no  solo  existen  deberes  para  la  administra- 
ción, sino  que  tiene  derechos  á  los  asociados. 
Sin  derechos  no  hay  deberes,  y  éstos  son  casi 
siempre  correlativos.  Sin  asos  derechos  que  le 
da  la  sociedad;  la  administración  no  podría 
cumplir  sus  grandes  é  importantes  deberá.  Es- 
tos derechos  de  la  administración,  de  que  son 
objeto  las  personas  y  cosas,  se  comprenden  ba- 
jo el  nombre  de  Cargos  Públicas. 

De  modo,  que  definiendo  éstos  con  respecto 
á  las  relaciones  de  administrados  con  la  admi- 
nistración, puede  decirse  que  son  los  deberes 
que  tienen  aquellos  para  con  ésta,  ó  mejor  di- 
cho, para  las  sociedades;  y  sin  cuyo  cumpli- 
miento no  puede  haber  organización  social 
Así  pues,  con  respecto  á  las  sociedades,  las  car- 
gos públicos  son  deberes  que  tienen  que  cum- 
plir. Por  lo  que  se  refiere  á  la  administración, 
son  derechos  que  puede  exigir.  Estos  cargos 
públicos  son  los  que  constituyen  los  medios  de 
existencia  social  esto  es,  la  fuerza  y  la  rique- 
za. 

La  administración  tiene  esos  derechos,  no 
como  propios,  no  como  inherentes  á  su  orga- 
nización; sino  por  delegación  de  la  sociedad  á 
que  pertenecen;  como  condiciones  indispensa- 
bles de  su  existencia.  En  efecto:  la  sociedad  no 
es  sino  un  agregado  de  individuos  y  de  fortu- 
nas; un  ser  moral  y  colectivo,  que  en  cam- 
bio de  los  beneficios  que  dispensa  á  todos  y 
cada  uno  de  sus  componentes;  exige  servicios, 
^ue  al  ser  prestados,  se  los  presta  cada  uno 
a  sí  mismo.  Esta   mutua  cooperación,  es  la 
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base  del  organismo  social  v  el  origen  de  las  le- 
yes y  de  los  poderes  públicos,  destinados  á 
náantener  en  el  equilibrio  necesario  ese  cam- 
bio recíproco  de  derechos  y  deberes  que  for- 
man los  vínculos  sociales.  Según  esto,  la  ad- 
ministración tiene  derecho  para  imponer  cier- 
tos cargos,  ciertas  obligaciones  á  todos  los  in- 
dividuos, según  que  lo  exija  el  interés  social. 
Su  división.  —Estas  cargas,  que  se  impone  á  los 

S articulares  para  el  bien  público,  admiten  la 
ivisión  de  personales  ó  reales,  según  que  sean 
obligaciones  impuestas  á  los  individuos  refe- 
rentes á  servicios  personales,ó  según  sean  car- 
gos que  se  impone  á  la  propiedad  para  el  soste- 
nimiento de  los  gastos  del  Estado  ó  por  un  in- 
terés local. 

Las  primeraSjSon  obligaciones  del  individuo, 
como  miembro  del  Estado:  entonces  los  car- 
gos personales  son  generales,  ó  le  obligan  co- 
mo miembro  de  un  común  6  sea  como  vecino 
de  un  pueblo  ó  ciudad  y  son  municipales  ó 
concejiles. 

Servicio  militar — El  artículo  26  de  nuestra 
Carta  política  impone  la  obligación  á  todo  pe- 
ruano de  servir  á  la  República  con  su  persona 
y  sus  bienes,  del  modo  y  en  la  proporción  que 
sefuilen  las  leyes.  Este  artículo  constitucional 
es  el  fundamento  de  las  contribuciones  de  san- 
gre y  de  dinero  á  que  está  obügado  todo  miem- 
bro de  la  Nación.  El  servicio  á  la  República, 
con  su  persona,  debe  hacerse,  ó  con  las  armas 
para  su  defensa,  lo  que  constituye  el  servició 
militar,  ó  con  su  trabajo  ó  conocimientos  en 
los  cargos  concejiles. 

Los  individuos  que  prestan  el  servicio  mili- 
tar, forman  la  fuerza  pública.  El  objeto  de  és- 
ta, es  asegurar  los  derechos  de  la  Nación  en  el 
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exterior  y  la  ejecución  de  las  leyes  y  el  orden 
interior  [artículo  119  de  la  Constitución.] 

Se  compone  la  fuerza  pública,  del  Ejército  y 
la  Guardia  Nacional.  (Artículo  120  de  la  Cons- 
titución.) 

El  ejército  es  de  mar  y  de  tierra.  La  necesi- 
dad de  guardarse  una  Nación  de  los  ataques 
que  puede  sufrir  de  los  Estados  limítrofes,  ó  de 
cualquiera  otra  potencia:  las  complicaciones  á 
que  suelen  dar  lugar  las  relaciones  internacio- 
nales; la  necesidad  del  orden  y  estabilidad  de 
las  instituciones  en  el  interior;  son  las  causas 
por  las  que  todas  las  Naciones  mantienen  ejér- 
citos permanentes,  haciendo  de  las  armas  una 
profesión,  tanto  mas  honrosa,  cuanto  mas  de 
ella  se  necesita. 

Mucho  se  ha  disputado  sobre  los  ejércitos 
permanentes  y  no  hay  duda  alguna,  que  mien- 
tras mayor  es  la  proporción  de  aquel,  mas  ex- 
puesto se  halla  un  país  á  ser  dominado  por  el 
militarismo;  por  consiguiente,  el  despotismo  ó 
la  anarquía,  pues  sabido  es  que  los  hombres 
de  cuartel  y  campamento,  no  son  los  llamados 
á  regir  las  sociedades  y  que  la  organización 
militar  no  es  la  propia  de  loí  Estados,  ni  la  que 
conduce  al  progreso. 

Sin  embargo,  todas  convienen,  que  en  el 
estado  actual  de  las  sociedades,  en  que  las 
teorías  de  la  paz  universal,  es  aún  bella  utopía; 
son  necesarios  los  ejércitos  permanentes  en  la 
propoición  y  forma  que  las  condiciones  espe- 
ciales de  cada  país  lo  exijan. 

Esta  institución  es  necesaria  como  que  es 
una  consecuencia  de  nuestro  actual  estado,  en 
que  las  guerras  se  hallan  enlazadas  con  I&  po- 
lítica, con  la  legislación,  con  las  instituciones 
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civiles,  con  las  costumbres;  en   fin,  con  todo  lo 
que  constituye  una  organización  social. 

El  origen  de  los  ejércitos  permanentes,  se 
encuentra  en  las  tropas  mercenarias  ó  aventu- 
reras de  la  edad  media;  y  Carlos  VII  de  Fran- 
cia fué  el  primer  soberano  que  regularizó  esas 
fuerzas  y  dio  los  primeros  pasos  pai*a  formar 
los  ejércitos  permanentes. 

Para  formar  éstos  hay  varios  medios.  En 
algunos  países  se  hace  obligatorio  el  servi- 
cio miUtar  para  todos  los  ciudadanos,  por  un 
número  determinado  de  años;  y  en  otros,  se  • 
ocurre  al  reclutamiento  forzado,  crimen  pro- 
pio de  los  Grobierno»  despóticos  y  que  entre  no- 
sotros está  coUvSiderado,  como  que  da  acción 
para  ante  los  Jueces  y  el  Congreso,  (art.  123  de 
la  Constitución.)  ' 

Existen  además:  la  conscripción;  y  el  engan- 
che. 

El  primero  de  estos  medios  se  verifica  por 
sorteo  ó  quinta,  en  ^1  que  entran  todos  los  in- 
dividuos aptos  para  el  servicio^  y  que  es  el  me- 
dio casi  universalmente  empleado. 

De  estos  dos  medios,  na  hay  duda  que  el  en- 
ganche es  mas  justo  y  mas  arreglado  á  dere- 
dio,  pues  se  hace  en  un  contrato  voluntario 
entre  el  individuo  y  el  Estado;  pero,  en  cambio 
es  ineficaz  para  llenar  las  bajas  que  existan  en 
el  ejército.  Por  aso  es  que  se  prefiere  la  cons- 
cripción ó  sorteo.  Para  la  armada  se  consex'va 
el  sistema  del  enganche,  reglamentado  por  de- 
creto de  6  de  Julio  de  1847. 

Careros  cowccgiles — Todos  los  ciudadanos  astán 
obligados  á  prestar  sus  servicios,  no  solo  á  la 
Nación  en  general,  sino  también  á  los  intere- 
ses de  las  ciudades  dd  que  son  vecinos.  Bstos 
son  los  que  hemos  Itetmado  cargos  municipales 
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porque  se  desempeñan  en  beneficio  del  común 
ó  Municipio. 

Estos  cargos  son  gratuitos  é  irrenunciables. 
De  ellos,  unos  son  comunes  á  todos  los  vecinos 
de  un  pueblo,como  sucede  con  el  cargo  de  Con- 
cejales y  Jueces  de  paz;  otros,  sólo  se  confieren 
á  los  individuos  de  ciertas  profesiones,  en  ra- 
zón de  que  requieren  conocimientos  especial^ 
f)ara  poderlos  desempeñar,  como  por  ejemplo 
os  de  Con  juez  y  Adjuntos,  que  solo  se  confie- 
ren á  los]  abogados;  los  de  Diputados  de  Minas, 
á  los  mineros.  La  calidad  de  gratuitos  debe 
entenderse  en  el  sentido  de  que  el  cargo  conce- 
jil no  tiene  retribución  pecuniaria;  porque  hay 
casos  en  que  dichos  cargos  dejan  recompensas 
honoríficas,  como  se  dispuso  en  el  decreto  de 
12  de  Noviembre  de  1856,  sucediera  con  el  car- 
go de  Adjunto  al  Poder  Judicial,  que  aumenta 
un  año  de  antigüedad  al  qué  la  ejerce,  por  ca- 
da tres  años  en  el  desempeño  del  cargo. 

Los  cargos  concejiles  «on  irrenunciables,  á 
no  ser  por  motivos  graves^  incapacidad,  ú  otra 
causa  semejante.  No  hay  una  disposición  ge- 
neral que  señale  los  casos  eu  que  el  cargo  pue- 
de ser  renunciado,  pero  puede  aplicarse  las  ex 
cepciones  que  señala  la  ley  actual  de  Munici- 

Salidades  en  su  artículo  11  y  las  disposición^ 
e  la  ley  de  17  de  Enero  de  1857,  relativas  á 
los  gobernadores  y  tenientes  gobernadores,que 
también  son  cargos  concejiles  y  que  solo  pue- 
den ser  renunciados  en  los  casos  que  señam  el 
artículo  135  de  dicha  ley,  que  hemos  estudiado 
al  tratar  de  las  diversos  funcionarios  políti- 
cos. 

Por  decreto  de  19  de  Octubre  de  1859,  se  dis- 
puso que,  en  caso  de  ser  nombrado  un  indivi- 
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dúo  para  dos  cargos  concejiles^  podría  uno  ser 
renunciado. 

Hay  algunas  personas  que  en  razón  de  su 
industria,  que  demanda  muchas  atenciones,  ó 
también  por  su  estado,  están  eximidos  de  los 
cargos  concejiles.  Así,  el  Código  Civil,  en  los 
artículos  85  y  178,  dicen  quedan  exentos  de 
aceptar  ésos  cargos  los  clérigos  y  casados,  en 
el  primer  año  de  su  matrimonio;  y  por  decreto 
de  11  de  Abril  de  1833,  se  hizo  igual  excepción 
en  favor  de  los  empleados  en  el  trabajo  de  mi- 
nas. 

Contribuciones.— No  solo  tiene  la  sociedad  de- 
recito  para  exigir  de  los  asociados  sus  servicios 
personales,sino  que  también  impone  sacrificios 
á  éstos,  con  respecto  á  las    propiedades.  Para 
gozar  de  la  libertad  y  del  derecho  en  sociedad, 
cada  individuo  cede  á  ésta  una  parte   de  esa 
libertad  y  de  ese  derecho,  en  cambio  de  la  ga- 
rantía y  seguridad  que  ella  le   da  en  su  goce: 
así  para  disfrutar  de  la  propiedad,  cede  el  indi- 
viduo á  la  sociedad  una  parte  de  ésta.  Con  es- 
ta condición  á  que  está  obligado,  como  miem- 
bro del  Estado;  afianza  y  garantiza  su  domi- 
nio privado,  su  tranquilo  goce  y   su  posesión 
constante,  pues  sin  la  garantía  pública,  sin  las 
leyes  protectoras  de  la   propiedad,    ésta  sería, 
precaria  y  sujeta  á  las  eventualidades.  Por  es- 
ta garantía,  que  convierte  el  hecho  en  derecho-,, 
el  individuo  está  obligado  á  ceder  una  parte 
de  su  propiedad,  ya  proporcionando  al  Estado 
medios  y  recursos  para  que  sufrague  sus  gas- 
tos,   ya    aceptando  servidumbres  y  gráva- 
menos que  sobre  sus   bienes  le  impongan  las 
leyes,  ya  también  el  sacrificio  de  la  expropia- 
ción  por  causa  justificada  de  utilidad    común. 
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La  primera  deuda  que  tiene  el  particular  par 
ra  el  Estado,  son  las  contribuciones,  ó  sea  aque- 
lla parte  alícuota  de  la  fortuna  privada  que 
cede  el  individuo  periódicamente  al  Estado, 
para  subvenir  á  las  diversas  cargas  públicas, 
y  cuyo  conjunto  forma  las  rentas  de  la  Na- 
ción. 

La  teoría  acerca  de  ias  contribuciones  ó  im- 
puestos, es  del  dominio  de  los  economistas.  A 
nosotros  sólo  nos  toca  el  estudio  de  las  leyes 
que  regulan  este  servicio  administrativo.  Las 
contribuciones,  ó  están  destinadas  á  los  inte- 
reses generales  del  Estado  y  entonces  se  lla- 
man nacionales  ó  generales,  ó  sirven  para  los 
gastos  de  una  localiv''  ad  determinada  y  se  nom- 
bran locales,  municipales  ó  arbitrios. 

Según  la  base  sobre  que  .descansan  las  con- 
tribuciones, son  directa  ó  indirectas.  Las  pri- 
meras son  las  que  se  cobra  al  mismo  indivi- 
duo, ya  por  su  persona,  ya  por  su  propiedad;  é 
indirectas,,  son  aquellas  que  recaen  sobre  los 
consumos.  Las  contribuciones  son  personales 
ó  reales.  Personales,  las  que  recaen  sobre  la 
persona  del  contribuyente;  y  reales,  las  que  re- 
caen sobre  la  industria  y  propiedad.  Son  con- 
tribuciones directas:  la  de  predios,  alcabala, 
las  patentes  ó  la  contribución  personal,  el  fon- 
do de  escuelas.  Antes  existían,  la  eclesiástica, 
la  de  jornaleros,  la  de  castas,  que  han  desapa- 
recido, er  gracia  de  la  igualdad.  Las  directas 
son  siempre  reales,  y  son:  los  derechos  de  Adua- 
na, la  sisa,  el  mojonazgo  y  demás  impuestos 
municipales. 

El  principio  que  en  la  ciencia  de  la  Admi- 
nistración debemos  tener  presente,  es:  que  só- 
lo hay  derecho  para  exigir  únicamente  los  im- 
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puestos  necesarios  para  atender  á  los  gastos  pú- 
blicos y  que  ellos  sean  repartidos  con  toda  la 
igualdad  posible  y  con  sujeción  á  los  principios 
de  la  ciencia  económica. 

Estos  principios  están  sancionados  por  los 
siguientes  artículos  constitucionales: 

'^No  pueden  imponerse  contribuciones  sino 
en  virtua  de  una  ley,  en  proporción  á  las  fa' 
cultades  del  contribuyente  y  para  el  servicio 
público. 

"Todo  el  que  exija  alguna  cosa  contra  el  te* 
ñor  expreso  de  la  ley  del  Presupuesto  General, 
será  responsable,  como  lo  será  el  ejecutor,  si 
no  prueba  su  inculpabilidad.  (Artíulos  8.^  y 
9.^  de  la  Constitución.]'' 

Hay  algunos  principios  que  son  reglas  co' 
muñes  á  todas  las  contribuciones,  cualquiera 
que  sea  su  naturaleza.  Estos  principios,  unos 
son  puramente  del  dominio  de  la  teoría  econó' 
mica,  y  otros  han  pasado  á  ser  la  base  admi' 
nistrativa  de  todo  buen  sistema  financiero, 

Los  primeros  están  sancionados  en  los  dos 
artículos  constitucionales  que  acabamos  de  in- 
dicar. 

Los  segundos  pueden  reasumirse  en  las  cin- 
co reglas  siguientes: 

"1.*  La  contribución  en  sí  misma,  no  es  un 
tributo  que  el  poder  público,  cualquiera  que  sea 
su  forma,  puede  exigir  en  virtud  de  un  dere- 
cho propio  ó  inherente  á  su  naturaleza;  sino 
una  limitación  al  derecho  del  individuo,  que 
ha  de  ser  discutida  y  consentida  por  los  repre- 
sentantes de  los  contribuyentes. 

"Por  esto,  sólo,  el  Poder  Legislativo  puede  im- 
TjOner  contribuciones  ó  suprimir  las  establecí- 
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das,  con  sujeción  á  los  dos  principios  consigna- 
dos anteriormente.  [Artículo  59  de  la  Constitu- 
ción.] 

"3.*  Todas  las  personas  y  todos  los  bienes, 
sin  excepción,  ni  privilegios  de  ninguna  clase; 
deben  ser  igualmente  sometidos  al  pago  de  los 
impuestos.  Esta  regla  es  la  aplicación  del  prin- 
cipio de  la  igualdad  de  todos  ante  la  ley  y  se 
deriva  de  que  es  una  obligación  general  é  ine- 
ludible de  todos  los  miembros  de  un  Estado,, 
participar  de  sus  cargas,  como  goza  de  los 
beneficios.  La  única  excepción  admisible,  es  la 
que  se  puede  alegar  por  indigencia. 

"3.*  La  ^contribución  debe  afectar  á  la  renta 
y  no  al  capital  y  debe  ser  moderada  para  que 
el  contribuyente  pueda  satisfacerla  con  las 
economías  de  su  renta.  De  lo  contrario,  se  aho- 
ga la  producción  en  sus  mismas  fuentes  y  la 
contribución  dejaría  de  ser  justa  y  productiva; 
condiciones  esenciales  que  siempre  deben  te- 
nerse en  cuenta.  La  renta,  cuando  no  puede 
ser  comprobada,  se  presume  por  ciertos  he- 
chas, de  los  que  la  ley  deriva  la  presunción  de 
su  cantidad. 

"4.*  La  contribución  para  ser  justa,  no  debe 
ser  inmoral;  es  decir,  que  no  se  tome  por  mate- 
ria imponible,  ciertos  hechos  que  encierran  en 
sí  mas  ó  menos  inmoralidad.  Como  por  ejem- 
plo, que  se  cobrara  sobre  las  casas  de  prostitu- 
ción; ó  se  imponga  contribuciones  que  por 
las  condiciones  requeridas  para  establecerlas 
ó  por  su  exageración,  pueden  dar  ocasión  á 
fraudes. 

''5.*  La  contribución  debe  ser  proporcional  á 
las  facultades  del  contribuyente.  Es  también 
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la  aplicaqjón  de  la  igualdad  verdaderamente 
entendida;  y  una  garantía  al  derecho  de  pro- 
piedad. (1) 

Expropiación-— El  derecho  de  propiedad,  co- 
mo base  esencial  del  orden  y  de  la  organiza- 
ción de  la  sociedad,  está  consagrado  no  sola' 
mente  por  el  Derecho  Natural  y  i)or  el  Civil,  si¡ 
no  demostrada  su  verdad  por  la  ciencia  'econó* 
mica,  como  indispensable  agente  de  la  civili- 
zación y  condición  de  la  producción  de  la  ri- 
queza. 

Este  derecho  de  proniedad,  declarado  invio- 
lable y  sagrado  por  la  ley,  está  limitado  como 
todos  los  derechos,  por  el  interés  general  ;y  es- 
ta limitación  origina  derechos  en  la  sociedad 
para  restringir  la  propiedad  individual. 

Estas  restricciones  que  la  ley  positiva  fija  y 
á  las  que  debe  rodear  de  todas  las  garantías  su- 
ficientes que  comprueben  que  sólo  se  imponen 
Sor  un  interés  social,  común  y  bien  determina- 
o;  ocupan  un  lugar  importante  en  el  Derecho 
Administrativo. 

Estas  restricciones  se  nos  presentan  bajo  tres 
formas: 

"1.*  La  mas  grave  limitación  al  derecho  de 
propiedad,  es  la  expropiación  por  utilidad  pú- 
blica; 

"2.*  Las  limitaciones  que  establece  el  Dere. 
cho  Civil,  por  medio  de  las  servidumbre  ya  de- 


(1)  Habiéndose  iotroducido  muchas  reformas  en  nuestro  sistem* 
de  contribuciones,  no  nos  es  permitido,  por  ahora,  por  el  escaso  tiem- 
po de  que  podemos  disponer,  el  estudio  ae  las  leyes  positiyas  que  re- 
glan esta  materia. 
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rivadas  de  la  naturaleza  de  las  cosas  ya  de  las 
leyes  en  mira  del  bien  común;  y 

**3/  Las  restricciones  que  sin  llegar  a  obligar 
á  ceder  las  cosas,  crean  una  situación  excepcio- 
nal al  derecho,  como  las  que  nacen  de  las  leyes 
sobre  minas. 

La  expropiación  por  causa  de  utilidad  pnbli- 
ca,  es  la  obligación  impuesta  á  todo  individuo 
de  ceder  la  propiedad  de  un  bien,  en  nombre 
del  interés  social.  Esta  restricción  impuesta  al 
derecho  de  propiedad,  es  justa  y  necesaria;  por- 
que no  es  posible  que  cuando  la  propiedad  pri. 
vada  se  oponga  al  desarrollo  de  la  sociedad,  és- 
ta resulte  perjudicada  por  el  egoismo  individual, 

Pero  al  dar  la  ley  á  la  Administración  el  de- 
recho de  procedor  á  la  enagenación  forzosa,  la 
sujeta  también  á  ciertas  limitaciones  que  sir- 
ven de  garantía  al  expropiado,  asegurándole 
que  solo  se  procede  por  el  interés  general,  en  el 
que  está  comprendido  el  suyo  propio,  puesto 
que  el  interés  de  la  sociedad,  comprende  el  de 
cada  uno  de  los  asociados.  Por  esto,  la  ley  debe 
señalar  los  casos  en  que  se  puede  proceder  ár 
esa  expropiación,  previo  reconocimiento  de  la 
utilidad  pública  y  previa  indemnización  al 
propietario. 

La  necesidad  de  la  enagenación  forzosa,  co- 
mo limitación  del  derecho  de  propiedad,  se  ha- 
lla consignada  en  el  artículo  26  de  la  Constitu- 
ción que  dice: 

"Que  nadie  puede  ser  privado  de  su  propie- 
dad sino  por  causa  de  utilidad  pública,  proba- 
da legalmente  y  previa  indemnización  justi- 
preciada.'' 
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"Según  nuestras  leyes,  para  proceder  á  la 
expropiación  es  necesario: 

"1.^  Que  se  acredite  la  necesidad  que  hay  de 
tomar  la  propiedad  particular  y  la  utilidad  que 
la  Nación  ó  el  pueblo  deben  reportar; 

"2.**  Que  se  indemnice  previamente  al  dueño 
de]  valor  de  su  propiedad,  proporcionada  no 
solo  al  que  realmente  tiene,  sino  á  las  venta- 
jas que  le  produce  (art.  1513  del  Código  de  En- 
juiciamientos.) 

"Para  saber  lo  primero  se  forma  un  expe- 
diente sobre  esa  necesidad  [artículo  1514  del  C. 
de  E.  C] 

Este  expediente  se  elev¿i  al  Gobierno  y  si  lo 
aprueba,  orden?,  que  el  Prefecto  ó  Subprefecto 
requiera  al  dueño  para  la  venta  [artículo  1515] 

''Si  este  accede,  se  exiiende  1^,  escritura,  ha- 
ciéndose la  tasación  p(.^r  peritos  y  pagándose 
el  valor  al  dueño  (artículo  1516.) 

"Mientras  el  dueño  no  reciba  el  valor,  no  es- 
tá obligado  á  entregar  la  propiedad  [artículo 
1524.] 

''Si  el  propietario  no  conviene  en  la  venta, 
se  sigue  el  juicio  respectivo,  con  prueba  por 
vente  días  y  audiencia  del  Ministerio  Fiscal,  y 
pudiendo  apelarse  de  la  resolución.  Como  una 
garantía  mas  para  el  expropiado,  éste  puede 
usar  de  la  acción  de  despojo,  contra  el  Gobier- 
no ó  la  autoridad  que  hubiera  procedido  á  la 
expropiación  ante  el  Tribunal  competente  [ar- 
tículo 25.)" 

Por  la  ley  de  Municipalidades,  se  dá  á  los 
Concejos  provinciales,  la  facultad  de  dictar  las 
resoluciones  que  convengan  sobro  la  expropia- 
ción de  los  terrenos   que    se    necesite,    con  la 
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obligacióu  de  someterlos  al  Concejo  Departa- 
mental. [1] 

Pero  como  la  ley  no  dice,  si  los  Concejos  pro- 
ceden por  sí  á  la  expropiación;  es  claro  que  de- 
ben sujetarse  á  las  formalidades  prescritas  por 
el  Código;  lo  que  en  último  resultado  no  con- 
duce á  nada,  pues  siempre  el  Juez  de  primera 
instancia  es  el  que  resuelve  sobre  la  expropia- 
ción forzada. 

"  Es  de  advertirse  que  las  disposiciones  de 
nuestro  Código  á  este  respecto,  dan  mucho  lu- 
gar á  las  demoras  y  mucha  acción  al  egoismo 
individual;  y  basta  la  oposición  de  un  propie- 
tario, que  parapetado  tras  la  morosidad  de  los 
tiámites  judiciales,  para  detener  ó  paralizar  el 
curso  de  una  obra  de  reconocida  utiüdad  pú- 
blica. ^ 

En  las  tasaciones,  los  peritos  deben  suje- 
tarse á  los  aranceles  vigentes  para  fijar  el  pre- 
cio de  las  tierras  de  cultivo,  calles  y  terrenos 
rústicos  y  urbanos,  cuya  mensura  ó  tasación 
se  les  en(5omienda;  calculando  según  las  reglas 
y  prescripciones  del  arte  y  la  experiencia,  el 
valor  de  las  fábricas  ó  edificios. 

No  es  de  la  competencia  de  los  peritos  fijar 
el  valor  de  las  indemnizaciones,  el  que  deberá 
fijarse  por  los  Jueces  y  Tribunales,  según  el  re 
sultado  que  diera  la  comprobación  legal  y  de 
más  formalidades. 

La  regla  que  debe  observarse  para  el  pago, 
es,  que  si  el  precio  es  una  cantidad  que  calcula- 

(1)  Hoy  reemplazados  por  las  Juntas  Departamentaleí 
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da  al  seis  por  ciento  auual,  produjere  la  misma 
renta  al  propietario  que  su  propiedad,  ó  re- 
sulte mayor  que  ésta,  se  le  pagará  ei  íntegro 
del  capital  tasado,  sin  derecho  alguno;  pero  si 
el  valor  asignado  á  la  propiedad,  no  produjese 
al  dueño  la  renta  que  su  propiedad  le  producía, 
sino  una  menor,  se  aumentara  esa  cantidad  á 
tantos  cientos  de  valor,  por  cada  seis  de  inte* 
reses  ó  producto. 

'*En  las  ventas  por  expropiación  no  se  pa- 
gará timbres,  (Decreto  de  8  de  Marzo  de 
18700^^ 
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